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N O T A P R E L I M I N A R 

Bajo el título El mercado común latinoamericano/ en 
1959 publicó esta Secretaría un volumen donde se reco-
gían diversos informes y estudios en relación con ese 
tema, al que se ha dedicado por parte de la C E P A L in-
vestigación y esfuerzos muy considerables. Parecía, 
pues, natural seguir informando a los gobiernos y a la 
opinión pública latinoamericana de la marcha de este 
proyecto, que ha llevado en los últimos meses a la con-
certación de importantes acuerdos lo mismo en el área 
centroamericana que en el resto de América Latina. 
A hacerlo se endereza el presente volumen, que es el 
primero de los dos en que se piensa dividir la presente 
publicación. 

En estas páginas se reúnen, alrededor del Tratado 
General de Integración Centroamericana y del Tratado 
de Montevideo —este último precedido, como antece-
dente, por los informes del Grupo de Trabajo sobre el 
Mercado Común—, una serie de textos en que ha ido 
cristalizando y concretándose el movimiento hacia la 
colaboración económica multilateral en América La-
tina. Las dos primeras partes del volumen se dedican 
a la integración económica de América Central y a la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. En 

i Véase E / C N . 1 2 / 5 3 1 (julio de 1959) . Publicación de las Nació-
ncs Unidas. N<? de venta: 59.II.G.4. 

la tercera parte se agrupan diversos documentos y estu-
dios relativos a pagos y créditos, a la política, nomen-
clatura y procedimientos aduaneros y, por último, a la 
política comercial de los países grancolombianos. 

La Secretaría no pretende con este primer volumen 
de la obra sino ofrecer —convenientemente agrupado 
en sus distintos aspectos— un repertorio de instrumen-
tos oficiales, informes de los diversos organismos inte-
resados y textos, en fin, que no han recibido, muchos 
de ellos, la necesaria divulgación, o que estaban todos 
dispersos en diferentes publicaciones. No debe, por tan-
to, darse a este libro otro alcance que el de una compi-
lación que tendrá sin duda alto valor informativo y que 
podrá servir de referencia para distintos estudios e in-
vestigaciones. 

En el segundo volumen, que aparecerá en 1962, 
ofrecerá la Secretaría lo que sin duda falta en el pre-
sente, un análisis e interpretación de los hechos que los 
textos aquí reunidos representan. En efecto, muchos 
de estos instrumentos señalan por sí mismos las metas 
ya alcanzadas en la marcha hacia el mercado común 
latinoamericano, pero es fundamental valorar y aqui 
latar los resultados obtenidos y explorar qué caminos 
conviene seguir de ahora en adelante. La Secretaría 
está ya empeñada en ese análisis y, como antes se anun-
cia, publicará muy pronto los estudios correspondientes. 
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II 

TRATADO GENERAL DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA CENTROAMERICANA 

(Managua, 13 de diciembre de 1960) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Sal-
vador, Honduras y Nicaragua, 

Con el objeto de reafirmar su propósito de unificar las 
economías de los cuatro países e impulsar en forma 
conjunta el desarrollo de Centroamérica a fin de 
mejorar las condiciones de vida de sus habitantes, 

Considerando la necesidad de acelerar la integración de 
sus economías, consolidar los resultados alcanzados 
hasta la fecha y sentar las bases que deberán regirla 
en el futuro, 

Teniendo en cuenta los compromisos contraídos en los 
siguientes instrumentos de integración económica: 
Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integra-
ción Económica Centroamericana; 
Convenio Centroamericano sobre Equiparación de 
Gravámenes a la Importación y su Protocolo sobre 
Preferencia Arancelaria Centroamericana; 
Tratados bilaterales de libre comercio e integración 
económica suscritos entre gobiernos centroamerica-
nos; 
Tratado de Asociación Económica suscrito entre 
Guatemala, El Salvador y Honduras, 

Han decidido celebrar el presente Tratado a cuyo efecto 
han designado a sus respectivos Plenipotenciarios, 
a saber: 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Guatemala, al señor Julio García Salas, Ministro 
Coordinador de Integración Centroamericana y al 
señor Alberto Fuentes Mohr, Jefe de la Oficina de 
Integración Económica 

La Honorable Junta de Gobierno de la República de 
El Salvador, al señor Gabriel Piloña Araujo, Ministro 
de Economía, y al señor Abelardo Torres, Subse-
cretario de Economía 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Honduras, al señor Jorge Bueso Arias, Ministro de 
Economía y Hacienda 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Nicaragua, al señor Juan José Lugo Marenco, Minis-
tro de Economía 

quienes, después de haberse comunicado sus respec-
tivos Plenos Poderes y de hallarlos en buena y 
debida forma, convienen en lo siguiente: 

Capítulo I 

MERCADO COMÜN CENTROAMERICANO 

Artículo I 

Los Estados contratantes acuerdan establecer entre 
ellos un mercado común que deberá quedar perfeccio-
nado en un plazo máximo de cinco años a partir de la 
fecha de entrada en vigencia de este Tratado. Se com-
prometen además a constituir una unión aduanera 
entre sus territorios. 

Artículo II 

Para los fines del Artículo anterior las Partes contra-
tantes se comprometen a perfeccionar una zona centro-
americana de libre comercio en un plazo de cinco años 
y a adoptar un arancel centroamericano uniforme en 
los términos del Convenio Centroamericano sobre Equi-
paración de Gravámenes a la Importación. 

Capítulo II 

RÉGIMEN DE INTERCAMBIO 

Artículo III 

Los Estados signatarios se otorgan el libre comercio 
para todos los productos originarios de sus respectivos 
territorios, con las únicas limitaciones comprendidas 
en los regímenes especiales a que se refiere el Anexo A 
del presente Tratado. 

En consecuencia, los productos naturales de los Paí-
ses contratantes y los productos manufacturados en 
ellos, quedarán exentos del pago de derechos de impor-
tación y de exportación, inclusive los derechos consu-
lares, y de todos los demás impuestos, sobrecargos y 
contribuciones que causen la importación y la exporta-
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ción, o que se cobren en razón de ellas, ya sean nacio-
nales, municipales o de otro orden. 

Las exenciones contempladas en este Artículo no 
comprenden las tasas o derechos de gabarraje, muellaje, 
almacenaje y manejo de mercancías, ni cualesquiera 
otras que sean legalmente exigibles por servicios de 
puerto, de custodia o de transporte; tampoco compren-
den las diferencias cambiarías que resulten de la exis-
tencia de dos o más mercados de cambio o de otras 
medidas cambiarías adoptadas en cualquiera de los 
Países contratantes. 

Las mercancías originarias del territorio de los Esta-
dos signatarios gozarán de tratamiento nacional en 
todos ellos y estarán exentas de toda restricción o me-
dida de carácter cuantitativo, con excepción de las medi-
das de control que sean legalmente aplicables en los 
territorios de los Estados contratantes por razones de 
sanidad, de seguridad o de policía. 

Artículo IV 

Las Partes contratantes establecen para determinados 
productos regímenes especiales transitorios de excep-
ción al libre comercio inmediato a que se refiere el 
Artículo III de este Tratado. Dichos productos que-
darán incorporados automáticamente al libre comercio 
a más tardar al finalizar el quinto año de vigencia del 
presente Tratado, salvo por lo dispuesto específicamen-
te en el Anexo A. 

El Anexo A comprende los productos objeto de re-
gímenes especiales cuyo intercambio deberá ajustarse a 
las modalidades y requisitos allí previstos. Dichas mo-
dalidades y requisitos sólo podrán ser modificados pre-
via negociación multilateral en el Consejo Ejecutivo. 
El Anexo A forma parte integrante de este Tratado. 

Los Estados signatarios acuerdan que el Protocolo 
al Convenio Centroamericano sobre Equiparación de 
Gravámenes a la Importación, Preferencia Arancelaria 
Centroamericana, no será aplicable al intercambio de 
los productos objeto de regímenes especiales a que se 
refiere el presente Artículo. 

Artículo V 

Las mercancías que gocen de los beneficios estipulados 
en este Tratado, deberán estar amparadas por un formu-
lario aduanero firmado por el exportador que contenga 
la declaración de origen y que se sujetará a la visa de 
los funcionarios de aduana de los países de expedición 
y de destino, conforme se establece en el Anexo B del 
presente Tratado. 

Cuando hubiere duda sobre el origen de una mer-
cancía y no se hubiese resuelto el problema por gestión 
bilateral, cualquiera de las Partes afectadas podrá pedir 
la intervención del Consejo Ejecutivo para que éste 
verifique el origen de dicha mercancía. El Consejo no 
considerará como productos originarios de una de las 
Partes contratantes aquéllos que siendo originarios de o 
manufacturados en un tercer país sólo son simplemente 

armados, empacados, envasados, cortados o diluidos en 
el país exportador. 

En los casos a que se refiere el párrafo anterior no 
se impedirá la importación de la mercancía de que se 
trate, siempre que se otorgue fianza que garantice al 
país importador el pago de los impuestos y otros recar-
gos que podría causar la importación. La fianza se hará 
efectiva o se cancelará, en su caso, cuando se resuelva 
en definitiva el problema suscitado. 

El Consejo Ejecutivo establecerá, mediante regla-
mento, el procedimiento a seguir para determinar el 
origen de la mercancía. 

Artículo VI 
Cuando los productos objeto de intercambio estén 
sujetos a impuestos, arbitrios u otras contribuciones in-
ternas de cualquier clase, que recaigan sobre la produc-
ción, la venta, la distribución o el consumo en uno* de 
los países signatarios, dicho país podrá gravar con igual 
monto a las mercancías de la misma naturaleza que se 
importen de otro Estado contratante, en cuyo caso de-
berá gravar también por lo menos en igual monto y 
por los mismos conceptos, la importación procedente 
de terceros países. 

Las Partes contratantes convienen en que el esta-
blecimiento de los impuestos internos al consumo de-
berá ajustarse a los siguientes términos: 

a) Podrán establecerse por el monto que se estime 
necesario cuando exista producción interna del 
artículo en cuestión, o cuando no exista produc-
ción de dicho artículo en ninguno de los Estados 
signatarios; 

b) Cuando no exista producción de un artículo en 
una de las Partes contratantes, pero sí en cual-
quiera de las demás, la primera no podrá esta-
blecer impuestos al consumo sobre dicho artícu-
lo, salvo previa resolución favorable del Consejo 
Ejecutivo; 

c) Cuando una de las Partes haya establecido un 
impuesto interno al consumo y posteriormente 
se iniciare en cualquiera de las demás la produc-
ción del artículo así gravado, sin existir esai pro-
ducción en la Parte que estableció el impuesto, 
el Consejo Ejecutivo, a solicitud del interesado, 
conocerá el caso y dictaminará si la existencia del 
impuesto es compatible con el libre comercio. 
Los Estados se comprometen a eliminar, de 
acuerdo con sus procedimientos legales, dichos 
impuestos al consumo mediante la sola notifica-
ción en ese sentido del Consejo Ejecutivo. 

Artículo VII 
© Ninguno de los Estados signatarios establecerá ni man-

tendrá regulaciones sobre la distribución o expendio de 
mercancías originarias de otro Estado signatario, cuan-
do tales regulaciones tiendan a colocarlas o efectiva-
mente las coloquen en situación discriminada con res-
pecto a iguales mercancías de producción nacional o 
importadas de cualquier otro país. 



Artículo VIII 

Los artículos que por disposiciones internas de las Partes 
contratantes constituyen a la fecha de entrada en vigen-
cia del presente Tratado estancos o monopolios del 
Estado, quedarán sujetos a las disposiciones legales per-

tinentes de cada país y, en su caso, a lo previsto en el 
Anexo A del mismo Tratado. 

En el caso de crearse nuevos estancos o modificarse 
el régimen de los existentes, se efectuarán consultas 
entre las Partes con objeto de sujetar el intercambio 
centroamericano de los correspondientes artículos a un 
régimen especial. 

Capítulo III 

SUBSIDIOS A LA EXPORTACIÓN Y COMERCIO DESLEAL 

Artículo IX 

Los Gobiernos de los Estados signatarios no otorgarán 
exenciones ni reducciones de derechos aduaneros a la 
importación procedente de fuera de Centroamérica 
para artículos producidos en los Estados contratantes 
en condiciones adecuadas. 

Cuando un Estado signatario se considere afectado 
por el otorgamiento de franquicias aduaneras a la im-
portación o por importaciones gubernamentales que no 
se destinen para uso propio del Gobierno o de sus ins-
tituciones, podrá someter el problema al Consejo Eje-
cutivo, el cual lo estudiará y dictará resolución sobre 
el particular. 

Artículo X 

Los Bancos centrales de los Estados signatarios coope- ^ 
rarán estrechamente para evitar las especulaciones mo-
netarias que puedan afectar los tipos de cambio y para 
mantener la convertibilidad de las monedas de los res-
pectivos países sobre una base que garantice, dentro de 
un régimen normal, la libertad, la uniformidad y la 
estabilidad cambiarias. 

En caso de que uno de los Estados signatarios llega-
re a establecer restricciones cuantitativas sobre las trans-
ferencias monetarias internacionales, deberá adoptar las 
medidas necesarias para que tales restricciones no afec-
ten en forma discriminatoria a los otros Estados . 

En caso de dificultades graves de balanza de pagos 
que afectaren o pudieran afectar las relaciones moneta-
rias de pagos entre los Estados signatarios, el Consejo 
Ejecutivo, de oficio o a petición de una de las Partes, 
estudiará inmediatamente el problema en colaboración 
con los Bancos centrales, a fin de recomendar a los 
Gobiernos signatarios una solución satisfactoria compa-
tible con el mantenimiento del régimen multilateral de 
libre comercio. 

Artículo XI 

Ninguno de los Estados signatarios concederá, directa 
o indirectamente, subsidios a la exportación de mercan-
cías destinadas al territorio de los otros Estados, ni 
establecerá o mantendrá sistemas cuyo resultado sea la 
venta de determinada mercancía, para su exportación 
a otro Estado contratante, a un precio inferior al es-

tablecido para la venta de dicha mercancía en el mer-
cado nacional, tomando debidamente en cuenta las 
diferencias en las condiciones y términos de venta y 
tributación, así como los demás factores que influyen 
en la comparación de los precios. 

Se considerará como subsidio indirecto a la expor-
tación cualquier práctica de fijación o de discriminación 
de precios, existente en uno de los Estados signatarios, 
que se traduzca en el establecimiento de precios de ven-
ta de determinada mercancía en los otros Estados con-
tratantes a niveles inferiores a los que resultarían del 
juego normal del mercado en el país exportador. 

En el caso de que la importación de productos ela-
borados en un Estado contratante con materias primas 
adquiridas en condiciones de monopsonio a precios arti-
ficialmente bajos, amenazara la producción existente en 
otro Estado signatario, la Parte que se considere afec-
tada presentará el problema a consideración del Con-
sejo Ejecutivo, a fin de que éste dictamine si en efecto 
se está incurriendo en una práctica de comercio desleal. 
El Consejo Ejecutivo dentro de los cinco días siguien-
tes al recibo de la solicitud dictaminará al respecto o 
bien autorizará una suspensión temporal del libre co-
mercio, permitiéndose el intercambio mediante la pres-
tación de fianza por el monto de los derechos adua-
neros. Dicha suspensión se autorizará por un período 
de treinta días, debiendo dictar el Consejo una resolu-
ción definitiva antes de expirar dicho plazo. De no 
dictaminar dentro de los cinco días estipulados, la Parte 
afectada podrá exigir fianza en tanto el Consejo Ejecu-
tivo no resuelva en definitiva. 

Sin embargo, no se consideran como subsidios a la 
exportación las exenciones tributarias que con carácter 
general conceda uno de los Estados signatarios con 
objeto de fomentar la producción. 

Tampoco se tendrá como subsidio a la exportación, 
la exención de impuestos internos de producción, de 
venta o de consumo, que recaigan en el Estado expor-
tador sobre las mercancías objeto de exportación al te-
rritorio de otro Estado. Normalmente, las diferencias 
que resulten de la venta de divisas en mercado libre 
a un tipo de cambio más alto que el oficial no serán 
consideradas como subsidio a la exportación; pero en 
caso de duda por uno de los Estados contratantes se 
someterá a consideración y opinión del Consejo Eje-
cutivo. 
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Artículo XII Artículo XIII 

Por tratarse de una práctica contraria a los fines de 
este Tratado, cada uno de los Estados signatarios evi-
tará, por los medios legales a su alcance, la exportación 
de mercancías de dicho Estado al territorio de los 
demás a un precio inferior a su valor normal, en forma 
que cause o amenace causar perjuicio a la producción 
de los otros países, o que retrase el establecimiento de 
una industria nacional, o centroamericana. 

Se considerará que una mercancía ha sido exportada 
a un precio inferior a su valor normal, si el precio de 
dicha mercancía fuere menor: 

a) que el precio comparable, en condiciones norma-
les de comercio, de una mercancía similar, destinada 
al consumo del mercado interno del país exportador; o 

b) que el precio comparable más alto, para la ex-
portación a un tercer país, de una mercancía similar, 
en condiciones normales de comercio; o 

c) que el costo de producción de esa mercancía en 
el país de origen, más un aumento razonable por gastos 
de venta y utilidad. 

En cada caso se tomarán en cuenta las diferencias 
existentes relativas a las condiciones y términos de venta 
y de tributación y a otras diferencias que afecten la 
comparación de precios. 

Si alguna de las Partes contratantes considerara que 
existen prácticas de comercio desleal no comprendidas 
en el Artículo XI, no podrá impedir el intercambio 
por decisión unilateral, debiendo presentar el problema 
a la consideración del Consejo Ejecutivo para que éste 
dictamine si en efecto se está incurriendo en tales prác-
ticas. El Consejo rendirá un dictamen en un plazo 
máximo de 60 días a partir de la fecha de recibo de 
la comunicación respectiva. 

Cuando alguna de las Partes considere que hay evi-
dencia de comercio desleal, solicitará del Consejo Eje-
cutivo autorización para exigir fianza por el monto de 
los impuestos a la importación. 

Si el Consejo Ejecutivo no dictaminare dentro de 
8 días, la Parte afectada podrá exigir la fianza en tanto 
el Consejo Ejecutivo no resuelva en definitiva. 

Artículo XIV 

Una vez que el Consejo Ejecutivo rinda dictamen sob:re 
prácticas de comercio desleal, comunicará a las Partes 
contratantes si procede o no, conforme a este Tratado, 
aplicar medidas de protección contra dichas prácticas. 

Capítulo IV 

TRANSITO Y TRANSPORTE 

Artículo XV 

Cada uno de los Estados contratantes mantendrá 
plena libertad de tránsito a través de su territorio para 
las mercancías destinadas a cualquiera de los otros Esta-
dos signatarios o procedentes de ellos, así como para 
los vehículos que transporten tales mercancías. 

Dicho tránsito se hará sin deducciones, discrimina-
ciones ni restricciones cuantitativas. En caso de con-
gestionamiento de carga u otros de fuerza mayor, cada 
uno de los Estados signatarios atenderá equitativamente 
la movilización de las mercancías destinadas al abaste-
cimiento de su propia población y de las mercancías en 
tránsito para los otros Estados. 

Las operaciones de tránsito se harán por las rutas 
legalmente habilitadas para este efecto y con sujeción a 
las leyes y reglamentos de aduana y de tránsito aplica-
bles en el territorio de paso. 

Las mercancías en tránsito estarán exentas de toda 
clase de derechos, impuestos o contribuciones fiscales, 
municipales o de otro orden con motivo del tránsito, 
cualquiera que sea su destino, pero podrán quedar suje-
tas al pago de las tasas normalmente aplicables por la 
prestación de servicios, las cuales no podrán en ningún 
caso exceder del costo de los mismos en forma que de 
hecho constituyan exacciones o impuestos a la impor-
tación. 

Capítulo V 

EMPRESAS DE CONSTRUCCIÓN 

Artículo XVI 

Los Estados contratantes otorgarán el mismo trata-
miento que a las compañías nacionales, a las empresas 
de los otros Estados signatarios que se dediquen a la 

construcción de carreteras, puentes, presas, sistemas de 
riego, electrificación, vivienda y otras obras que tien-
dan al desarrollo de la infraestructura económica cen-
troamericana. 
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Capítulo VI 

INTEGRACIÓN INDUSTRIAL 

Artículo XVII 

Las Partes contratantes adoptan en este Tratado todas 
las disposiciones del Convenio sobre Régimen de Indus-
trias Centroamericanas de Integración, y a fin de darles 
cumplimiento entre ellas lo antes posible, acuerdan sus-
cribir, en un plazo máximo de seis meses contados a 

partir de la fecha de entrada en vigencia del presente 
Tratado, protocolos adicionales en los que se estipulen 
las plantas industriales que inicialmente serán ampara-
das por el mismo, el régimen de libre comercio que le 
es aplicable a sus productos y las demás condiciones 
previstas en el Artículo III de dicho Convenio. 

Capítulo VII 

BANCO CENTROAMERICANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 

Artículo XVIII 

Los Estados signatarios acuerdan establecer el Banco $ 
Centroamericano de Integración Económica que ten-
drá personalidad jurídica propia. El Banco actuará 
como instrumento de financiamiento y promoción del 
crecimiento económico integrado sobre una base de 
equilibrio regional. Con ese fin suscribirán el Conve-
nio Constitutivo de dicha institución, el cual quedará 
abierto a la firma o a la adhesión de cualquier otro 
Estado centroamericano que desee ser miembro del 
Banco. 

Sin embargo, queda establecido que los miembros 
del Banco no podrán obtener garantías o préstamos de 

dicha institución, si no hubieren depositado previamen-
te los instrumentos de ratificación de los siguientes 
convenios internacionales: 

El presente Tratado; 
Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integra-
ción Económica Centroamericana, suscrito el 10 de 
junio de 1958; Convenio sobre el Régimen de Indus-
trias Centroamericanas de Integración, suscrito el 10 
de junio de 1958; y 
Convenio Centroamericano sobre Equiparación de 
Gravámenes a la Importación, suscrito el 19 de sep-
tiembre de 1959 y el Protocolo suscrito en la fecha 
de la firma del presente Tratado. 

Capítulo VIII 

INCENTIVOS FISCALES AL DESARROLLO INDUSTRIAL 

Artículo XIX 

Los Estados contratantes, con vista a establecer estímu-
los fiscales uniformes al desarrollo industrial, convienen 
en alcanzar en el menor plazo posible una equiparación 
razonable de las leyes y disposiciones vigentes sobre 
esta materia. Con tal fin suscribirán, en un plazo de 
seis meses contados a partir de la fecha de la entrada 

en vigencia de este Tratado, un protocolo especial en el 
que se estipulen el monto y tipo de las exenciones, los 
plazos de las mismas, las condiciones en que serán otor-
gadas, los sistemas de clasificación industrial y las nor-
mas y procedimientos de aplicación. La coordinación 
en la aplicación de los incentivos fiscales al desarrollo 
industrial estará a cargo del Consejo Ejecutivo. 

Capítulo IX 

ORGANISMOS 

Artículo XX 

Para dirigir la integración de las economías centroame-
ricanas y coordinar la política, en materia económica 
de los Estados contratantes, se crea el Consejo Econó-
mico Centroamericano, compuesto por los Ministros 
de Economía de cada una de las Partes contratantes. 

El Consejo Económico Centroamericano se reunirá 
cuantas veces sea necesario o a solicitud de una de las 
Partes contratantes; examinará los trabajos realizados 
por el Consejo Ejecutivo y tomará las resoluciones que 
juzgue pertinentes. El Consejo Económico Centroame-
ricano será el organismo encargado de facilitar la ejecu-
ción de las resoluciones del Comité de Cooperación 
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Económica del Istmo Centroamericano relativas a la 
integración económica. Podrá asesorarse de organismos 
técnicos centroamericanos e internacionales. 

Artículo XXI 

Con el objeto de aplicar y administrar el presente Tra-
tado, así como de realizar todas las gestiones y trabajos 
que tengan por objeto llevar a la práctica la unión 
económica de Centroamérica, se crea un Consejo Eje-
cutivo integrado por un funcionario propietario y un 
suplente designado por cada una de las Partes contra-
tantes. 

El Consejo Ejecutivo se reunirá cuantas veces sea 
necesario, a petición de una de las Partes contratantes 
o por convocatoria de la Secretaría Permanente, y sus 
resoluciones se tomarán por mayoría de votos del total 
de los miembros del Consejo. En caso de que no haya 
acuerdo, se recurrirá al Consejo Económico Centro-
americano, a fin de que éste llegue a una resolución 
definitiva al respecto. 

Antes de decidir un asunto el Consejo Económico 
determinará por unanimidad si deberá ser resuelto con 
el voto concurrente de todos sus miembros o por sim-
ple mayoría. 

Artículo XXII 

El Consejo Ejecutivo dictará las medidas que sean 
necesarias a fin de asegurar el cumplimiento de los com-
promisos establecidos mediante este Tratado y de resol-
ver los problemas que se susciten con motivo de la 
aplicación de sus disposiciones. Asimismo, podrá pro-
poner a los Gobiernos la suscripción de los convenios 
multilaterales que adicionalmente se requiera para al-
canzar los fines de la integración económica de Centro-
américa, inclusive una unión aduanera entre sus terri-
torios. 

El Consejo Ejecutivo asume para las Partes contra-
tantes, las funciones encomendadas a la Comisión Cen-
troamericana de Comercio en el Tratado Multilateral 
de Libre Comercio e Integración Económica Centro-
americana y en el Convenio Centroamericano sobre 
Equiparación de Gravámenes a la Importación, así 
como las encomendadas a la Comisión Centroameri-
cana de Integración Industrial en el Convenio sobre Ré-
gimen de Industrias Centroamericanas de Integración, 
y las atribuciones y deberes de las comisiones mixtas de 
los tratados bilaterales vigentes entre las Partes contra-
tantes. 

Artículo XXIII 
¡¡le crea una Secretaría Permanente, con carácter de per-
sona jurídica, que lo será a la vez del Consejo Econó 
mico Centroamericano y del Consejo Ejecutivo crea-
dos por este Tratado. 

La Secretaría tendrá su asiento y sede principal en 
la ciudad de Guatemala, capital de la República de 
Guatemala, y estará a cargo de un Secretario General 
nombrado por un período de tres años por el Consejo 
Económico Centroamericano. La Secretaría establecerá 
los departamentos y secciones que fueren necesarios 
para el desempeño de sus funciones. Sus gastos se con-
formarán a un presupuesto general aprobado anual-
mente por el Consejo Económico Centroamericano y 
cada una de las Partes contratantes deberá contribuir 
a su sostenimiento con una suma anual mínima equi-
valente a cincuenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América (US$50.000.00), pagaderos en las respecti-
vas monedas de los Países signatarios. 

Los funcionarios de la Secretaría gozarán de inmu-
nidad diplomática. Los demás privilegios diplomáticos 
se otorgan únicamente a la Secretaría y al Secretario 
General. 

Artículo XXIV 
La Secretaría velará por la correcta aplicación entre las 
Partes contratantes, de este Tratado, del Tratado Mul-
tilateral de Libre Comercio e Integración Económica 
Centroamericana, del Convenio sobre Régimen de In-
dustrias Centroamericanas de Integración, del Conve-
nio Centroamericano sobre Equiparación de Graváme-
nes a la Importaciónt de los tratados bilaterales o 
multilaterales de libre comercio e integración económi-
ca vigentes entre cualesquiera de las Partes contratan-
tes, y de todos los demás convenios suscritos o que se 
suscribieren que tengan por objeto la integración eco-
nómica centroamericana y cuya interpretación no esté 
específicamente encomendada a algún otro organismo. 

La Secretaría velará por el cumplimiento de las reso-
luciones del Consejo Económico Centroamericano y 
del Consejo Ejecutivo creados por este Tratado y ejer-
cerá, además, las funciones que le delegue el Consejo 
Ejecutivo. Los reglamentos que normarán sus funcio-
nes serán aprobados por el Consejo Económico. 

La Secretaría tendrá también a su cargo la realiza-
ción de los trabajos y estudios que le encomienden el 
Consejo Ejecutivo y el Consejo Económico Centro-
americano. En el desempeño de estas funciones, apro-
vechará los estudios y trabajos realizados por otros or-
ganismos centroamericanos e internacionales y procu-
rará, en lo pertinente, su colaboración. 

Capítulo X 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo XXV 
Los Estados signatarios convienen en no suscribir uni-
lateralmente con países no centroamericanos nuevos 

tratados que afecten los principios de la integración 
económica centroamericana. Asimismo convienen en 
mantener la "Cláusula Centroamericana de Excepción" 
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en los tratados comerciales que celebren sobre la base 
del tratamiento de nación más favorecida con países dis-
tintos a los Estados contratantes. 

Artículo XXVI 

Los Estados signatarios convienen en resolver fraternal-
mente dentro del espíritu de este Tratado, y por medio 
del Consejo Ejecutivo o del Consejo Económico Cen-
troamericano en su caso, las diferencias que surgieren 
sobre la interpretación o aplicación de cualquiera de 
sus cláusulas. Si no pudieren ponerse de acuerdo, solu-
cionarán la controversia por arbitraje. Para integrar el 
tribunal arbitral cada una de las Partes contratantes 
propondrá a la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Centroamericanos los nombres de tres 
magistrados de sus respectivas Cortes Supremas de Jus-
ticia. De la lista total de candidatos, el Secretario Ge-
neral de la Organización de Estados Centroamericanos 
y los representantes gubernamentales ante ese organis-
mo escogerán, por sorteo, a un árbitro por cada Parte 
contratante, debiendo ser cada uno de ellos de diferente 
nacionalidad. El laudo del tribunal arbitral será pro-
nunciado con los votos concurrentes de, por lo menos, 
tres miembros, y causará efectos de cosa juzgada para 
todas las Partes contratantes por lo que hace a cual-
quier punto que se resuelva relativo a interpretación o 
aplicación de las cláusulas de este Tratado. 

Artículo XXVII 

El presente Tratado prevalecerá, entre las Partes con-
tratantes, sobre el Tratado Multilateral de Libre Co-
mercio e Integración Económica Centroamericana y 
sobre los demás instrumentos de libre comercio suscritos 
bilateral o multilateralmente entre las Partes contra-
tantes; pero no afectará la vigencia de dichos convenios. 

Entre los respectivos Países signatarios se aplicarán 
las disposiciones de los convenios de comercio e inte-
gración económica a que se refiere el párrafo anterior 
en lo que no se considere en el presente Tratado. 

Mientras algunas de las Partes contratantes no hu-
bieren ratificado el presente Tratado o en el caso de 
denuncia por cualquiera de ellas, sus relaciones comer-
ciales con los demás Estados signatarios se regirán por 
los compromisos contraídos previamente en los instru-
mentos vigentes a que se hace referencia en el preám-
bulo de este Tratado. 

Artículo XXVIII 

Las Partes contratantes convienen en efectuar consultas 
en el Consejo Ejecutivo, con anterioridad a la suscrip-
ción entre ellas de nuevos tratados que afecten el libre 
comercio. 

El Consejo Ejecutivo analizará el caso y determinará 
los efectos que podría tener la celebración de dichos 
convenios sobre el régimen de libre comercio estable-
cido en el presente Tratado. Con base en el estudio 
efectuado por el Consejo Ejecutivo la Parte que se con-
sidere afectada por la celebración de esos nuevos trata-
dos podrá adoptar las medidas que el Consejo reco-
miende a fin de salvaguardar sus intereses. 

Artículo XXIX 

Para los efectos de reglamentación aduanera relaciona-
dos con el libre comercio, el tránsito de mercancías y 
la aplicación del Arancel Centroamericano Uniforme 
a la Importación, las Partes contratantes suscribirán 
dentro de un plazo no mayor de un año a partir de la 
entrada en vigencia del presente Tratado, protocolos 
especiales mediante los cuales se adopte un Código 
Aduanero Uniforme Centroamericano y los reglamen-
tos necesarios de transporte. 

Capitulo XI 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo XXX 

Este Tratado será sometido a ratificación en cada Es-
tado, de conformidad con las respectivas normas cons-
titucionales o legales. 

Los instrumentos de ratificación deberán depositar-
se en la Secretaría General de la Organización de Es-
tados Centroamericanos. 

El Tratado entrará en vigor ocho días después de la 
fecha en que se deposite el tercer instrumento de rati-
ficación para los tres primeros ratificantes, y para el 
subsiguiente, en la fecha de depósito de su respectivo 
instrumento. 

Artículo XXXI 

La duración del presente Tratado será de veinte años 
contados desde la fecha inicial de su vigencia y se pro-
rrogará indefinidamente. 

Expirado el plazo de veinte años a que se refiere el 
párrafo anterior, el Tratado podrá ser denunciado por 
cualquiera de las Partes contratantes. La denuncia cau-
sará efectos, para el Estado denunciante, cinco años 
después de su presentación, y el Tratado continuará 
en vigor entre los demás Estados contratantes en tan-
to permanezcan adheridos a él, por lo menos, dos 
de ellos. 
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Artículo XXXII 

La Secretaría General de la Organización de Estados 
Centroamericanos será la depositaría del presente Tra-
tado y enviará copias certificadas del mismo a la Can-
cillería de cada uno de los Estados contratantes, a las 
cuales notificará inmediatamente del depósito de cada 
uno de los instrumentos de ratificación, así como de 
cualquier denuncia que ocurriere. Al entrar en vigor 
el Tratado, procederá también a enviar copia certifi-
cada del mismo a la Secretaría General de la Organi-
zación de las Naciones Unidas para los fines de registro 
que señala el Artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. 

Artículo XXXIII 

El presente Tratado queda abierto a la adhesión de 
cualquier Estado Centroamericano que no lo hubiere 
suscrito originalmente. 

Artículo transitorio 

Desde el momento en que el Gobierno de la República 
de Costa Rica se adhiera formalmente a las estipulacio-
nes del presente Tratado, los organismos creados por el 
mismo entrarán a formar parte de la Organización de 
Estados Centroamericanos, mediando un convenio de 
vinculación; y la reestructuración de la ODECA que 
permita a los organismos creados por este Tratado con-

servar todas las modalidades de que han sido dotados 
en su estructura y funcionamiento. 

En testimonio de lo cual, los respectivos Plenipo-
tenciarios firman el presente Tratado en la ciudad de 
Managua, capital de la República de Nicaragua, el 
día trece del mes de diciembre de mil novecientos 
sesenta. 

Por el Gobierno de Guatemala: 
Julio Prado García Salas 

Ministro Coordinador 
de Integración Centroamericana 

Alberto Fuentes Mohr 
Jefe de la Oficina 

de Integración Económica 

Por el Gobierno de El Salvador: 
Gabriel Pilona Araujo 
Ministro de Economía 

Abelardo Torres 
Subsecretario de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Jorge Bueso Arias 

Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua: 
Juan José Lugo Marenco 

Ministro de Economía 
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II 

CONVENIO CENTROAMERICANO SOBRE EQUIPARACIÓN DE GRAVÁMENES A LA IMPORTACIÓN 

(San José de Costa Rica, 1 de septiembre de 1959) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El 
Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, 

Teniendo en cuenta los compromisos contraídos en el 
Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integra-
ción Económica, suscrito en Tegucigalpa el 10 de 
junio de 1958, y convencidos de que para perfeccio-
nar la zona centroamericana de libre comercio en 
un período de diez años, conforme a lo dispuesto 
en dicho Tratado, es necesario equiparar sus res-
pectivos aranceles de aduana, 

Han decidido celebrar el presente Convenio, a cuyo 
efecto han designado sus respectivos plenipotencia-
rios, a saber: 

El señor Presidente de la República de Guatemala, 

al señor Eduardo Rodríguez Genis, Ministro de Eco-
nomía; 

El señor Presidente de la República de El Salvador, 
al señor Alfonso Rochac, Ministro de Economía; 

El señor Presidente de la República de Honduras, al se-
ñor Jorge Bueso Arias, Ministro de Economía y 
Hacienda; 

El señor Presidente de la República de Nicaragua, al se-
ñor Enrique Delgado, Ministro de Economía; 

El señor Presidente de la República de Costa Rica, 
al señor Alfredo Hernández VoZ/o, Ministro de Eco-
nomía y Hacienda; 

quienes, después de haberse comunicado sus respec-
tivos Plenos Poderes y de hallarlos en buena y de-
bida forma, convienen en lo siguiente: 

Capítulo I 

RÉGIMEN DE EQUIPARACIÓN DE GRAVAMENES A LA IMPORTACIÓN 

Artículo I 

Los Estados contratantes convienen en establecer una 
política arancelaria común y resuelven constituir un 
arancel centroamericano de importación acorde con las 
necesidades de integración y desarrollo económico de 
Centroamérica. Para tal fin, convienen en equiparar 
los gravámenes a la importación en un plazo máximo 
de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigen-
cia de este Convenio. 

Los Estados signatarios mantendrán como base del 
arancel de aduanas de importación la Nomenclatura 
Arancelaria Uniforme Centroamericana. 

Artículo II 

Para los efectos de lo establecido en el Artículo I de 
este Convenio y en el Artículo IV del Tratado Multi-
lateral de Libre Comercio e Integración Económica, 
los Estados contratantes convienen en adoptar de in-
mediato los aforos y la denominación arancelaria espe-
cificados en la Lista A. Asimismo convienen en un 
régimen transitorio de excepción para la equiparación 
progresiva con respecto a los productos incluidos en la 
Lista B. Ambas listas forman parte integrante de este 
Convenio. 

Artículo III 

Las Partes contratantes, además de proseguir la equi-
paración arancelaria de conformidad con el Artículo IV 
del Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integra-
ción Económica, y con el objeto de acelerar el estable-
cimiento del arancel centroamericano de importación, 
se comprometen, con respeto a las adiciones a las Listas 
A y B, a seguir de preferencia el siguiente orden de 
prioridades: 

a) Productos objetos de libre comercio inmediato o 
progresivo de conformidad con tratados bilate-
rales de libre comercio suscritos entre las Partes 
contratantes de este Convenio; 

b) Productos manufacturados en Centroamérica; 
c) Productos importados que puedan ser sustitui-

dos a corto plazo por producción centroame-
ricana; 

d) Materias primas, productos intermedios y enva-
ses, dando prioridad a aquéllos que son necesa-
rios para la producción y venta de los artículos 
incluidos en los acápites anteriores; y 

e) Otros productos. 

Artículo IV 

Una vez alcanzada la equiparación arancelaria de los 
artículos comprendidos en los grupos de productos a 
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que se hace referencia en el Artículo anterior, los Es-
tados contratantes se comprometen a otorgar a los mis-
mos el libre comercio multilateral en un plazo máximo 
de cinco años, sin rebasar el período de diez años para 
perfeccionar la zona de libre comercio fijado en el Ar-
tículo I del Tratado Multilateral. 

Artículo V 

Las Partes se comprometen a no imponer ni cobrar, 
con motivo de la importación de los productos inclui-
dos en las Listas A y B, ningún otro impuesto fuera de 
los establecidos en este Convenio. Se adopta como 
base de valuación de la parte ad valorem9 el valor cif 
de importación, y para el componente específico las 
unidades físicas uniformes que aparecen en las Listas 
A y B. 

Si uno cualquiera de los Estados signatarios no pu-
diera suprimir de inmediato los derechos consulares 
respecto a los productos incluidos en las Listas A y B, 
podrá mantenerlos con tal carácter, descontando el va-
lor a que asciendan los mismos de la parte ad valorem 
del gravamen acordado. Se entiende por "gravamen 
acordado": el aplicable en forma inmediata por todas 
las Partes a los productos incluidos en la Lista A; el 
que todas las Partes se comprometen a alcanzar al fina-
lizar el periodo de transición, para los productos inclui-
dos en la Lista B; y los aforos establecidos por cual-
quiera de las Partes para llevar a cabo la equiparación 
progresiva de los productos incluidos en la Lista B y 
llegar, al finalizar el período de transición, al gravamen 
uniforme por alcanzar. 

En el caso de aquellos artículos que se equiparen a 
niveles inferiores a los derechos consulares —ya sea en 
forma inmediata (Lista A) o al finalizar el período 
de transición (Lista B)— los Estados signatarios no 
aplicarán, para dichos artículos, tales derechos consu-
lares. 

Artículo VI 

Los Estados contratantes convienen en el establecimien-
to de equivalencias fijas, exclusivamente para fines de 
equiparación, entre las unidades monetarias en que se 
expresan los derechos arancelarios de cada país y una 
unidad monetaria común equivalente al dólar de los 
Estados Unidos. Estas equivalencias, que son las exis-
tentes en la fecha de la firma de este Convenio, que-
dan establecidas en la siguiente forma: Guatemala, 1 
quetzal; El Salvador, una unidad monetaria equivalente 
al dólar de los Estados Unidos; Honduras, 2 lempiras; 
Nicaragua, una unidad monetaria equivalente al dólar 
de los Estados Unidos, y Costa Rica, 5.67 ó 6.65 colo-
nes, según las disposiciones cambiarías aplicables al ar-
tículo. Si un país modifica la equivalencia de su unidad 
monetaria con respecto al dólar de los Estados Unidos, 

en relación con los productos incluidos en las Listas 
A y B, queda comprometido a variar los aforos de in-
mediato en la proporción necesaria para mantener la 
equiparación. 

Artículo VII 

Las Partes contratantes, con el objeto de hacer efec-
tiva la equiparación de gravámenes a la importación, 
renegociarán los acuerdos multilaterales o bilaterales 
que tengan vigentes con países no signatarios de este 
Acuerdo que consoliden aforos inferiores a los conve-
nidos por medio de este instrumento, y deberán libe-
rarse del compromiso de consolidación adquirido en un 
plazo no mayor de 1 año a partir de la fecha de depó-
sito del respectivo instrumento de ratificación de este 
Convenio. Asimismo, las partes contratantes se obligan 
a no suscribir con otras naciones nuevos convenios o 
concesiones arancelarias que sean contrarios al espíritu 
y objetivos del presente Convenio y, en lo particular, 
a lo previsto en este Artículo. 

Artículo VIII 

Cuando el gravamen acordado sobre determinado pro-
ducto fuere superior al aforo vigente en una o más de 
las Partes contratantes, éstas aplicarán al comercio in-
tercentroamericano que no sea objeto de libre comercíio 
el aforo vigente más bajo, salvo cuando la Comisión 
Centroamericana de Comercio acuerde lo contrario. 

Los aforos preferenciales que las Partes se compro-
meten a establecer figuran en la Lista A y en el Anexo 
6 de la Lista B, el cual forma parte integrante de la 
misma. 

Se entiende por "aforo vigente" la suma de los 
derechos arancelarios, derechos consulares y otros gra-
vámenes y recargos que inciden sobre la importación 
de los productos incluidos en las Listas A y B al mo-
mento de la firma de este Convenio. No quedan com-
prendidas las tasas ni los recargos que sean legalmente 
exigibles en compensación de servicios prestados. 

Los Estados signatarios, en virtud de que este Con-
venio es de carácter específicamente centroamericano 
y constituye una de las bases de la unión aduanera 
de los países contratantes, convienen en mantener1 la 
"Cláusula Centroamericana de Excepción" con respec-
to a terceros países en lo que se refiere a la aplicación 
del régimen arancelario preferencial que establece este 
Artículo. 

Artículo IX 

Las Listas anexas a este Convenio serán ampliadas, por 
acuerdo entre los Estados contratantes, mediante la sus-
cripción de protocolos sucesivos y con arreglo a sus res-
pectivos procedimientos constitucionales. 
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Capítulo II 

COMISIÓN CENTROAMERICANA DE COMERCIO 

Artículo X 

Los Estados signatarios acuerdan constituir una Comi-
sión Centroamericana de Comercio, integrada por re-
presentantes de cada una de las Partes contratantes, la 
cual se reunirá con la frecuencia que requieran sus labo-
res o cuando lo solicite cualquiera de los Estados con-
tratantes. 

La Comisión o cualquiera de sus miembros podrá 
viajar libremente en los países contratantes para estu-
diar sobre el terreno los asuntos de su incumbencia, y 
las autoridades de los Estados signatarios deberán pro-
porcionarles los informes y facilidades que requiera para 
el desempeño de sus funciones. 

La Comisión tendrá una Secretaría permanente, la 
cual estará a cargo de la Secretaría General de la Orga-
nización de Estados Centroamericanos. 

La Comisión adoptará por unanimidad su propio 
reglamento. 

Artículo XI 

La Comisión Centroamericana tendrá las siguientes 
funciones: 

a) Proponer a las Partes contratantes medidas con-
ducentes al establecimiento del arancel de aduanas cen-
troamericano a que hace referencia este Convenio; 

b) Estudiar, a solicitud de uno o más gobiernos, las 
materias o asuntos relacionados con el desarrollo de la 

equiparación de aforos y en particular con la aplicación 
de este Convenio y proponer las medidas que deban 
adoptarse para resolver los problemas que se susciten; 

c) Estudiar las actividades de producción y comer-
cio en los Estados signatarios y recomendar adiciones 
a las Listas A y B; 

d) Actuar como organismo coordinador de la equi-
paración de aforos, tomando en cuenta muy particular-
mente los adelantos que en esta materia se realicen en 
virtud de tratados bilaterales suscritos entre países cen-
troamericanos, con el fin de proponer a corto plazo gra-
vámenes uniformes y tratar de que sean adoptados por 
todas las Partes contratantes. A este respecto, las Par-
tes se comprometen a comunicar a la Comisión los 
acuerdos bilaterales de equiparación arancelaria en cuan-
to éstos fueren negociados; 

e) Estudiar los diversos aspectos relacionados con 
el mantenimiento de la uniformidad en la aplicación 
de la Nomenclatura Arancelaria Uniforme Centroame-
ricana y proponer a las Partes contratantes las modifi-
caciones que aconsejen la experiencia y la mayor diver-
sificación de la producción centroamericana; 

f) Hacer las gestiones conducentes a establecer y 
mantener uniformidad en materia de reglamentación 
aduanera. 

En el desempeño de sus funciones, la Comisión 
aprovechará los estudios y trabajos realizados por otros 
organismos centroamericanos e internacionales. 

Capítulo III 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo XII 

Las Partes contratantes convienen en renegociar a soli-
citud de cualquiera de ellas, y a través de la Comisión 
Centroamericana de Comercio, los gravámenes unifor-
mes acordados y la clasificación arancelaria unificada. 
La renegociación quedará limitada a los productos para 
los cuales hubiere sido pedida. 

Las decisiones a este respecto deberán ser acordadas 
con el voto unánime de los Estados para los cuales 
esté vigente el Convenio. En todo caso, cualquier mo-
dificación deberá efectuarse a niveles uniformes. 

Artículo XIII 

Los Estados signatarios convienen en resolver fraternal-
mente, dentro del espíritu de este Convenio, y por me-
dio de la Comisión Centroamericana de Comercio, las 

diferencias que surgieren sobre la interpretación o apli-
cación de cualquiera de sus cláusulas. Si no pudieren 
ponerse de acuerdo, solucionarán las controversias por 
el arbitraje. Para integrar el tribunal arbitral, cada una 
de las Partes contratantes propondrá a la Secretaría 
General de la Organización de Estados Centroameri-
canos los nombres de tres magistrados de sus respec-
tivas Cortes Supremas de Justicia. De la lista total de 
candidatos, el Secretario General de la Organización 
de Estados Centroamericanos y los representantes gu-
bernamentales ante esa Organización escogerán, por 
sorteo, a cinco árbitros que integrarán el tribunal, de-
biendo ser cada uno de ellos de diferente nacionalidad. 
El laudo del tribunal arbitral será pronunciado con los 
votos concurrentes de, por lo menos, tres de sus miem-
bros, y causará efectos de cosa juzgada para todas las 
Partes contratantes por lo que hace a cualquier punto 
que se resuelva relativo a interpretación o aplicación 
de las cláusulas de este Convenio. 
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Capítulo IV 

RÉGIMEN TRANSITORIO 

Artículo XIV 

A fin de facilitar la equiparación de gravámenes a la 
importación en el caso de productos con respecto a los 
cuales por consideraciones económicas, fiscales u otras, 
no sea posible establecer un aforo uniforme de aplica-
cación inmediata para todas las Partes, los Estados 
contratantes establecen un régimen transitorio de equi-
paración progresiva. 

Los Estados contratantes convienen en adoptar pro-
gresivamente respecto de los productos incluidos en la 
Lista B, los gravámenes uniformes que figuran en dicha 
Lista (Columna I) , ajustándose cada una de las Partes 
al plazo (Columna II) , a los aforos iniciales (Colum-
na III) , y a la denominación arancelaria que se esta-
blecen en la misma. 

La primera variación de los aforos iniciales se efec-
tuará doce meses después de la fecha de entrada en 
vigor de este Convenio y las sucesivas se aplicarán por 
periodos de doce meses exactos hasta alcanzar el grava-
men acordado. 

En los anexos 1 a 5 de la Lista B se establecen los 
aforos aplicables por las Partes contratantes durante 

cada año del período de transición. Dichos anexos for-
man parte integrante de la Lista B. 

En el cumplimiento de la equiparación progresiva, 
la disminución o aumento anual de aforos que deberá 
efectuar cada Parte contratante, no podrá ser menor al 
cociente que resulte de dividir el monto de la disminu-
ción o del aumento total por efectuar entre el número 
de años del período de transición. Este compromiso 
regirá para los Estados contratantes salvo en la medida 
en que durante el período de transición hubieren efec-
tuado modificaciones anuales mayores que las conve-
nidas. 

Este régimen transitorio no excluye la adopción in-
mediata del gravamen uniforme por parte de un nú-
mero de países inferior a la totalidad de los contratan-
tes y, a la vez, el compromiso del país o países restan-
tes de alcanzar dicho gravamen uniforme mediante una 
equiparación progresiva. 

Al finalizar el régimen de transición para cualquiera 
de los productos o artículos incluidos en la Lista B, 
éstos pasarán a formar parte automáticamente de la 
Lista A. 

Capítulo V 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo XV 

Este Convenio será sometido a ratificación en cada Es-
tado de conformidad con las respectivas normas cons-
titucionales y legales, y entrará en vigor en la fecha en 
que se deposite el tercer instrumento de ratificación 
para los tres primeros depositantes y para los subsiguien-
tes en la fecha de depósito de sus respectivos instru-
mentos de ratificación. Su duración será de veinte años 
contados desde la fecha de su vigencia y se renovará, 
por tácita reconducción, por períodos sucesivos de 
diez años. 

Los Estados contratantes convienen en que la equi-
paración arancelaria de los productos incluidos en la 
Lista B deberá completarse al finalizar el período de 
transición que comenzará a regir en la fecha en que 
el Convenio entre en vigor. Por consiguiente, convie-
nen en efectuar la equiparación arancelaria progresiva 
dentro del plazo fijado para completar el período de 
transición, sin variar los aforos para cada año estable-
cidos en el anexo respectivo de la Lista B, partiendo 
cada Estado del nivel que habría alcanzado si hubiese 
depositado el respectivo instrumento de ratificación a 
la fecha de entrada en vigor del Convenio. 

El presente Convenio podrá ser denunciado por 
cualquiera de los Estados signatarios con dos años de 

anticipación, por lo menos, a la fecha en que expire 
el período inicial a los períodos sucesivos de vigencia 
del mismo. La denuncia surtirá efectos, para el Estado 
denunciante, en la fecha en que termine el período 
correspondiente de vigencia del Convenio y éste con-
tinuará en vigor entre las demás Partes en tanto perma-
nezcan adheridas a él por lo menos dos de ellas. 

Artículo XVI 

La Secretaría General de la Organización de Estados 
Centroamericanos será la depositaría del presente Con-
venio, del cual enviará copias certificadas a las Cancille-
rías de cada uno de los Estados contratantes, notifi-
cándoles asimismo del depósito de los instrumentos de 
ratificación correspondientes, así como de cualquier 
denuncia que ocurriere en los plazos establecidos al 
efecto. Al entrar en vigor el Convenio, procederá tam-
bién a enviar copia certificada de éste a la Secretaría 
General de las Naciones Unidas, para los fines de regis-
tro que señala el Artículo 102 de la Carta de las Nacio-
nes Unidas. 

Artículo transitorio 

En lo que respecta a la aplicación del Artículo VIII de 
este Convenio, las Partes contratantes acuerdan que los 
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gravámenes preferenciales no serán aplicables a las par-
tidas o subpartidas de la Nomenclatura Arancelaria 
Uniforme Centroamericana que estén comprendidas, a 
la vez, en el Anexo A del Tratado Multilateral y en las 
Listas A y B de este Convenio. 

Artículo transitorio 

Los Estados signatarios convienen en que a las reunio-
nes de la Comisión Centroamericana de Comercio ten-
drán derecho a asistir en calidad de observadores, con 
voz pero sin voto, representantes de las Partes para las 
cuales el Convenio no hubiere entrado en vigor. 

En testimonio de lo cual, los respectivos plenipo-
tenciarios firman el presente Convenio en la ciudad de 
San José, capital de la República de Costa Rica, el 
primer día del mes de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve. 

Por el Gobierno de Guatemala: 
Eduardo Rodríguez Genis 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de El Salvador: 
Alfonso Rochac 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Jorge Bueso Arias 

Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua: 
Enrique Delgado 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Costa Rica: 
Alfredo Hernández Volio 

Ministro de Economía y Hacienda 
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m 

PROTOCOLOS AL CONVENIO CENTROAMERICANO SOBRE EQUIPARACIÓN DE GRAVÁMENES 
A LA IMPORTACIÓN 

1 

PREFERENCIA ARANCELARIA CENTROAMERICANA 

(San José de Costa Rica, 1 de septiembre de 1959) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Sal-
vador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, 

Teniendo en cuenta que los Estados contratantes han 
suscrito el Convenio Centroamericano sobre Equi-
paración de Gravámenes a la Importación, cuya 
finalidad es promover el libre comercio en Centro-
américa, y 

Convencidos de que el establecimiento de una prefe-
rencia arancelaria centroamericana conducirá a un 
incremento del comercio entre ellos y estimulará la 
creación de nuevas actividades productivas, 

Han decidido celebrar el presente Protocolo, a cuyo 
efecto han designado sus respectivos plenipotencia-
rios, a saber: 

El señor Presidente de la República de Guatemala, al 
señor Eduardo Rodríguez GenisT Ministro de Eco-
nomía; 

El señor Presidente de la República de El Salvador, al 
señor Alfonso Rochac, Ministro de Economía; 

El señor Presidente de la República de Honduras, al 
señor Jorge Bueso Arias, Ministro de Economía y 
Hacienda; 

El señor Presidente de la República de Nicaragua, al 
señor Enrique Delgado, Ministro de Economía; 

El señor Presidente de la República de Costa Rica, al 
señor Alfredo Hernández Volio, Ministro de Eco-
nomía y Hacienda; 

quienes, después de haberse comunicado sus respecti-
vos Plenos Poderes y de hallarlos en buena y debida 
forma, convienen en lo siguiente: 

Artículo I 

Los Estados contratantes convienen en otorgarse, a par-
tir de la fecha de entrada en vigor de este Protocolo, 
una preferencia arancelaria de veinte por ciento con 
respecto a la importación de productos naturales y ar-
tículos manufacturados en ellos. La reducción se apli-
cará sobre el monto total de impuestos a la importación, 
comprendiendo los derechos arancelarios, derechos con-
sulares, y demás recargos y gravámenes. 

Artículo II 

Los Estados signatarios convienen en mantener la 
"Cláusula Centroamericana de Excepción" respecto a 
la aplicación de la preferencia arancelaria establecida 
en el Artículo anterior. 

Artículo III 

Este Protocolo será sometido a ratificación en cada 
Estado de conformidad con las respectivas normas 
constitucionales y legales, y entrará en vigor en la fecha 
en que se deposite el tercer instrumento de ratificación 
para los tres primeros ratificantes y para los subsiguien-
tes en la fecha de depósito de sus respectivos instru-
mentos de ratificación. Su duración será de veinte años 
contados desde la fecha de su vigencia y se renovará 
por tácita reconducción, por períodos sucesivos de diez 
años. 

El presente Protocolo podrá ser denunciado por 
cualquiera de los Estados signatarios con dos años de 
anticipación, por lo menos, a la fecha en que expire 
el período inicial o los períodos sucesivos de vigencia 
del mismo. La denuncia surtirá efectos, para el Estado 
denunciante, en la fecha en que termine el período 
correspondiente de vigencia del Protocolo y éste con-
tinuará en vigor entre las demás Partes en tanto per-
manezcan adheridas a él por lo menos dos de ellas. 

Artículo IV 

La ratificación de este Protocolo es independiente de la 
ratificación del Convenio Centroamericano sobre Equi-
paración de Gravámenes a la Importación suscrito en 
esta misma fecha entre las Partes contratantes, y la 
denuncia de este instrumento es también independiente 
de la denuncia del mencionado Convenio. 

Artículo V 

La Secretaría General de la Organización de Estados 
Centroamericanos será la depositaria del presente Pro-
tocolo, del cual enviará copias certificadas a las Can-
cillerías de cada uno de los Estados contratantes, noti-
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ficándoles asimismo del depósito de los instrumentos 
de ratificación correspondientes, así como de cualquier 
denuncia que ocurriere en los plazos establecidos al 
efecto. Al entrar en vigor el Protocolo, procederá tam-
bién a enviar copia certificada de éste a la Secretaría 
General de las Naciones Unidas, para los fines de regis-
tro que señala el Artículo 102 de la Carta de las Nacio-
nes Unidas. 

En testimonio de lo cual, los respectivos plenipo-
tenciarios firman el presente Convenio en la ciudad 
de San José, capital de la República de Costa Rica, el 
primer día del mes de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve. 

Por el Gobierno de Guatemala: 
Eduardo Rodríguez Genis 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de El Salvador: 
Alfonso Rochac 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Jorge Bueso Arias 

Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua: 
Enrique Delgado 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Costa Rica: 
Alfredo Hernández Volio 

Ministro de Economía y Hacienda 
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II 

AMPLIACIÓN DE LISTAS 

(Managua, 13 de diciembre de 1960) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Sal-
vador, Honduras y Nicaragua, 

En virtud de los compromisos contraídos en el Artícu-
lo I del Convenio Centroamericano sobre Equipa-
ración de Gravámenes a la Importaciónf suscrito en 
San José de Costa Rica el 1 de septiembre de 1959, 
y en los Artículos II y IV del Tratado General de 
Integración Económica Centroamericana, suscrito 
en Managua en esta misma fecha; 

Convencidos de que el libre comercio y la equiparación 
arancelaria deben proceder simultáneamente, a fin 
de crear a la mayor brevedad condiciones propicias 
a la ampliación y diversificación de la producción 
centroamericana y eliminar diferencias artificiales 
en los costos de producción entre los Estados signa-
tarios, 

Han decidido celebrar el presente Protocolo, a cuyo 
efecto han designado sus respectivos Plenipotencia-
rios, a saber: 

Su Excelencia el Señor Presidente de la República de 
Guatemala, al señor Julio Prado García Salas, Minis-
tro Coordinador de Integración Centroamericana, 
y al señor Alberto Fuentes Mohr, Jefe de la Oficina 
de Integración Económica 

La Honorable Junta de Gobierno de la República de 
El Salvador, al señor Gabriel Pilona Araujo, Minis-
tro de Economía, y al señor Abelardo Torres, Sub-
secretario de Economía 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Honduras, al señor Jorge Bueso Arias, Ministro 
de Economía y Hacienda 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Nicaragua, al señor Juan José Lugo Marenco, Minis-
tro de Economía 

quienes, después de haberse comunicado sus respecti-
vos Plenos Poderes y de hallarlos en buena y debi-
da forma, convienen en lo siguiente: 

Artículo I 

Los Estados contratantes convienen, de conformidad 
con el Artículo IX del Convenio Centroamericano sobre 
Equiparación de Gravámenes a la Importación, en am-
pliar mediante el presente Protocolo, las Listas A y B 
del citado Convenio. 

Artículo II 

Las Partes contratantes adoptan de inmediato los aforos 
y la denominación arancelaria especificados en la Lista 
A del presente Protocolo. 

Artículo III 

En cumplimiento del régimen transitorio de equipa-
ración arancelaria progresiva establecido en el Artículo 
X I V del Convenio Centroamericano sobre Equipara-
ción de Gravámenes a la Importación, las Partes con-
tratantes convienen en adoptar, respecto a los productos 
comprendidos en la Lista B de este Protocolo, los gra-
vámenes uniformes que figuran en dicha Lista (Colum-
na I) , ajustándose cada una de las Partes al plazo 
(Columna II) , a los aforos iniciales (Columna III) y 
a la denominación arancelaria que se establece en la 
misma. 

En los anexos 1 a 4 de la Lista B figuran los aforos 
aplicables por las Partes contratantes durante cada año 
del período de transición. Dichos anexos forman parte 
integrante de la Lista B. 

Artículo IV 

Entre las Partes contratantes de este Protocolo que se 
hubieren otorgado el libre comercio como régimen ge-
neral de intercambio, así como tratamientos preferen-
ciales específicos en casos de excepción, queda sin efecto 
lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del 
Artículo VIII del Convenio Centroamericano sobre 
Equiparación de Gravámenes a la Importación que se 
refieren a aforos preferenciales. 

Artículo V 

Este Protocolo será sometido a ratificación en cada 
Estado, de conformidad con las respectivas normas 
constitucionales o legales. 

Los instrumentos de ratificación deberán deposi-
tarse en la Secretaría General de la Organización de 
Estados Centroamericanos. El Protocolo entrará en 
vigor ocho días después de la fecha en que se deposite 
el tercer instrumento de ratificación para los tres pri-
meros ratificantes, y para el subsiguiente, en la fecha 
de depósito de su respectivo instrumento. 
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Artículo VI 

La Secretaría General de la Organización de Estados 
Centroamericanos será la depositada del presente Pro-
tocolo del cual enviará copias certificadas a las Canci-
llerías de cada uno de los Estados contratantes, notifi-
cándoles asimismo del depósito de cada uno de los 
instrumentos de ratificación. Al entrar en vigor el Pro-
tocolo, procederá también a enviar copia certificada de 
éste a la Secretaría General de la Organización de las 
Naciones Unidas, para los fines de registro que señala 
el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 

Artículo VII 

La duración del presente Protocolo estará condicionada 
a la vigencia del Convenio Centroamericano sobre Equi-
paración de Gravámenes a la Importación. 

Artículo VIII 

El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de 
cualquier Estado centroamericano que sea Parte del 
Convenio Centroamericano sobre Equiparación de Gra-
vámenes a la Importación. 

Artículo transitorio 

Las Partes contratantes convienen en suscribir en un 
plazo máximo de seis meses a partir de la entrada en vi-
gencia del presente instrumento, los protocolos adicio-
nales que se requieran para equiparar los gravámenes 
a la importación de los productos comprendidos en los 
acápites a), b), c) y d) del Artículo III del Convenio 
Centroamericano sobre Equiparación de Gravámenes a 
la Importación. 

Artículo transitorio 

Las Partes contratantes convienen en que los aforos 
convenidos en este Protocolo y en el Convenio Centro-

americano sobre Equiparación de Gravámenes a la Im-
portación, podrán no ser aplicados a los productos ori-
ginales de la República de Costa Rica. 

Artículo transitorio 

Las Partes contratantes convienen en que los aforos y 
demás disposiciones contenidas en este Protocolo y en 
el Convenio Centroamericano sobre Equiparación de 
Gravámenes a la Importación no son aplicables a los 
productos naturales originarios del territorio de Belice 
a los cuales Guatemala otorgue tratamientos especiales. 

En testimonio de lo cual, los respectivos Plenipo-
tenciarios firman el presente Protocolo en la ciudad 
de Managua, capital de la República de Nicaragua, el 
día trece del mes de diciembre de mil novecientos 
sesenta. 

Por el Gobierno de Guatemala: 
Julio Prado García Salas 

Ministro Coordinador de Integración 
Centroamericana 

Alberto Fuentes Mohr 
Jefe de la Oficina de Integración 

Económica 

Por el Gobierno de El Salvador: 
Gabriel Pilona Araujo 
Ministro de Economía 

Abelardo Torres 
Subsecretario de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Jorge Bueso Arias 

Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua: 
Juan José Lugo Marenco 

Ministro de Economía 

21 



II 

TRATADO MULTILATERAL DE LIBRE COMERCIO E INTEGRACIÓN ECONÓMICA 
CENTROAMERICANA 

(Tegucigalpa, 10 de junio de 1958) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Sal-
vador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, deseando 
estrechar y fortalecer los vínculos de origen y fraternal 
amistad que felizmente unen a los cinco países; y con 
el propósito de integrar progresivamente sus economías, 
de asegurar la ampliación de sus mercados, de fomentar 
la producción y el intercambio de bienes y servicios, de 
elevar los niveles de vida y empleo de sus respectivas po-
blaciones, y de contribuir, de esta manera, a restablecer 
la unidad económica de Centroamérica, han decidido 
celebrar el presente Tratado Multilateral de Libre Co-
mercio e Integración Económica Centroamericana, de 
realización progresiva, a cuyo efecto han designado sus 
respectivos plenipotenciarios, a saber: 
Su Excelencia el señor Presidente de la República de 

Guatemala, al señor José Guirola Leal, Ministro 
de Economía; 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
El Salvador, al doctor Alfonso Rochac, Ministro 
de Economía; 

Su Excelencia el señor Presidente del Consejo de Mi-
nistros en ejercicio del Poder Ejecutivo de la Repú-
blica de Honduras, al señor P. M. Fernando Vi-
llar, Ministro de Economía y Hacienda; 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Nicaragua, al doctor Enrique Delgado, Ministro 
de Economía, y 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Costa Rica, al licenciado Wüburg Jiménez Castro, 
Vice-Ministro de Economía y Hacienda 

quienes, después de haberse comunicado sus respecti-
vos Plenos Poderes y de hallarlos en buena y debi-
da forma, convienen en lo siguiente: 

Capítulo I 

RÉGIMEN DE INTERCAMBIO 

Artículo I 

Los Estados contratantes, con el propósito de consti-
tuir, tan pronto como las condiciones sean propicias, 
una unión aduanera entre sus territorios, acuerdan es-
tablecer un régimen de libre intercambio que se pro-
meten perfeccionar en un período de diez años a partir 
de la fecha inicial de vigencia de este Tratado. A tal 
efecto, deciden eliminar entre sus territorios los dere-
chos de aduana y los gravámenes y requisitos que en 
seguida se mencionan, en lo que se refiere a los pro-
ductos que figuran en Ta lista adjunta que formará el 
Anexo "A" del presente Tratado. 

En consecuencia, los productos naturales de los paí-
ses contratantes y los artículos manufacturados en ellos, 
siempre que unos y otros estén incluidos en la lista 
anexa, quedarán exentos del pago de derechos de im-
portación y de exportación, y de todos los demás impues-
tos, sobrecargos y contribuciones que causen la im-
portación y exportación, o que se cobren en razón de 
ellas, ya sean nacionales, municipales o de otro orden, 
cualquiera que fuere su destino. 

Las exenciones contempladas en este artículo no 
comprenden las tasas o derechos de gabarraje, muellaje, 

almacenaje y manejo de mercancías, ni cualesquiera 
otras que sean legalmente exigibles por servicios de 
puerto, de custodia o de transporte; tampoco compren-
den las diferencias cambiarías que surjan de la existen-
cia de dos o más mercados de cambio o de otras medi-
das cambiarías adoptadas en cualquiera de los países 
contratantes. 

Cuando alguno de los productos o artículos que 
figuran en la lista anexa esté sujeto a impuestos, arbi-
trios u otras contribuciones internas de cualquier clase, 
que recaigan sobre la producción, la venta, la distribu-
ción o el consumo en uno de los países signatarios, 
dicho país podrá gravar con igual monto a las mercan-
cías de la misma naturaleza que se importen de otro 
Estado contratante. 

Artículo II 

Las mercancías originarias del territorio de los Estados 
contratantes, incluidas en la lista anexa a este Tratado, 
gozarán de tratamiento nacional en todos ellos y esta-
rán exentas de toda restricción o medida de control 
cuantitativo, con excepción de las medidas de control 
que sean legalmente aplicables en los territorios; de los 
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Estados contratantes por razones de sanidad, seguridad 
o de policía. 

Artículo III 

Las mercancías originarias de uno de los Estados signa-
tarios que no figuren en la lista anexa gozarán en los 
demás Estados del tratamiento incondicional e ilimi-
tado de la nación más favorecida. 

Sin embargo, dicho tratamiento no se extenderá a 
las concesiones hechas a través de otros tratados de libre 
comercio suscritos entre Estados centroamericanos. 

Artículo IV 

Los Estados signatarios, convencidos de la necesidad 
de unificar sus tarifas aduaneras y teniendo el firme 
propósito de establecer entre sus territorios una unión 
aduanera, se comprometen a llevar a cabo, previo estu-
dio y dictamen de la Comisión Centroamericana de 
Comercio que más adelante se establece, la equipara-
ción de los derechos y otros recargos que cada uno de 
ellos aplique a la importación de las mercancías que 
figuran en la lista anexa, o que se agreguen a ella pos-
teriormente, así como de sus principales materias pri-
mas y sus envases. 

Para los efectos a que se refiere el inciso prece-
dente, la Comisión deberá preparar y someter a los 
gobiernos signatarios, dentro del plazo máximo de un 
año, el proyecto o proyectos de acuerdos contractuales 
que tengan por objeto la equiparación de los gravámenes 
a la importación. 

Artículo V 

Los gobiernos de los Estados signatarios procurarán no 
utilizar ni otorgar franquicias aduaneras a la importa-
ción procedente de fuera de Centroamérica de artícu-
los que se produzcan en cualquiera de los Estados con-
tratantes y que figuren en la lista anexa. 

Los Estados signatarios procurarán también la equi-
paración de las ventajas que otorguen a las industrias 
que produzcan artículos incluidos en la lista anexa, en 
cuanto tales ventajas a juicio de la Comisión Centro-

americana de Comercio, puedan constituir competen-
cia desleal a dichos productos. 

Artículo VI 

La lista anexa a este Tratado será ampliada, previo dic-
tamen de la Comisión Centroamericana de Comercio, 
por acuerdo entre los Estados contratantes mediante la 
suscripción de protocolos sucesivos y con arreglo a sus 
respectivos procedimientos constitucionales. 

Artículo VII 

Para que las mercancías incluidas en la lista anexa 
gocen de los beneficios estipulados en el presente Tra-
tado, deberán ser amparadas por un formulario adua-
nero firmado por el exportador que deberá contener la 
declaración de origen y que se sujetará a la visa de los 
funcionarios de aduana de los países de expedición y 
de destino, conforme se establece en el Anexo "B" de 
este Tratado. 

Artículo VIII 

Los bancos centrales de los Estados signatarios coope-
rarán estrechamente para evitar las especulaciones mo-
netarias que puedan afectar los tipos de cambio y para 
mantener la convertibilidad de las monedas de los res-
pectivos países sobre una base que garantice, dentro 
de un régimen normal, la libertad, la uniformidad y la 
estabilidad cambiarías. 

En caso de que uno de los Estados signatarios llegare 
a establecer restricciones cuantitativas sobre las trans-
ferencias monetarias internacionales, deberá adoptar las 
medidas necesarias para que tales restricciones no afec-
ten en forma discriminatoria a los otros Estados. 

En caso de dificultades graves de balanza de pagos 
que afectaren o pudieren afectar las relaciones mone-
tarias y de pagos entre los Estados signatarios, la Comi-
sión Centroamericana de Comercio, de oficio o a peti-
ción de uno de los gobiernos, estudiará inmediata-
mente el problema a fin de recomendar a los gobiernos 
signatarios una solución satisfactoria compatible con 
el mantenimiento del régimen multilateral de libre 
comercio. 

Capítulo II 

PRACTICAS DISCRIMINATORIAS 

Artículo IX 

Salvo lo establecido en los tratados bilaterales centro-
americanos vigentes o lo que se convenga en nuevos 
tratados entre Estados centroamericanos, las Partes sig-
natarias, con el propósito de dar extensa aplicación en 
sus relaciones comerciales al principio de la no discri-
minación, convienen en que: 

a) Toda mercancía no incluida en la lista anexa 
a este Tratado y que esté sometida a medidas de con-
trol cuantitativo por uno de los Estados contratantes, 
que se importe del territorio de otro Estado signatario 
o que se exporte con destino a éste, recibirá un trato 
no menos favorable que el aplicado a igual mercancía 
de cualquier otra procedencia o destino; 

b) Ninguno de los Estados signatarios establecerá 
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ni mantendrá impuestos, arbitrios u otras contribucio-
nes de orden interno sobre cualquier mercancía in-
cluida o no en la lista anexa, originaria del territorio 
de otro Estado signatario, ni dictará o impondrá regu-
laciones sobre la distribución o expendio de las mismas, 
cuando tales contribuciones o regulaciones tiendan a 
colocarla o efectivamente la coloquen en situación dis-
criminada con respecto a iguales mercancías de produc-
ción nacional o importadas de cualquier otro país; y 

c) Si uno de los Estados signatarios crea o man-
tiene una entidad o dependencia u otorga privilegios 

especiales a determinada empresa para atender exclusiva 
o principalmente, con carácter permanente o eventual, 
la producción, exportación, importación, venta o distri-
bución de cualquier mercancía, dicho Estado concederá 
al comercio de los otros Estados signatarios un trata-
miento equitativo con respecto a las compras o ventas 
que la entidad, dependencia o empresa mencionada ha-
ga en el exterior. La institución de que se trata actuará 
como una firma comercial privada, ofreciendo razona-
blemente al comercio de los otros países la oportunidad 
de competir en tales operaciones de compra o de venta. 

Capítulo III 

TRANSITO INTERNACIONAL 

Artículo X 

Cada uno de los Estados contratantes mantendrá 
plena libertad de tránsito a través de su territo-
rio para las mercancías destinadas a cualesquie-
ra de los otros Estados signatarios o procedentes de 
ellos. 

Dicho tránsito se hará sin deducciones, discrimina-
ciones ni restricciones cuantitativas. En caso de con-
gestionamiento de carga u otros de fuerza mayor, cada 
uno de los Estados signatarios atenderá equitativamen-
te la movilización de las mercancías destinadas al abas-

tecimiento de su propia población y de las mercancías 
en tránsito para los otros Estados. 

Las operaciones de tránsito se harán por las rutas 
legalmente habilitadas para este efecto y con sujeción 
a las leyes y reglamentos de aduana y de tránsito apli-
cables en el territorio de paso. 

Las mercancías en tránsito estarán exentas de toda 
clase de derechos, impuestos o contribuciones fiscales, 
municipales o de otro orden, cualquiera que sea su 
destino, pero quedarán sujetas al pago de las tasas 
generalmente aplicables por la prestación de servicios, 
así como a las medidas de seguridad, sanidad y policía. 

Capítulo IV 

SUBSIDIOS A LA EXPORTACIÓN Y COMERCIO DESLEAL 

Artículo XI 

Ninguno de los Estados signatarios concederá, directa 
o indirectamente, subsidios a la exportación de mercan-
cías destinadas al territorio de los otros Estados, ni 
establecerá o mantendrá sistemas cuyo resultado sea la 
venta de determinada mercancía, para su exportación 
a otro Estado contratante, a un precio inferior al esta-
blecido para la venta de dicha mercancía en el mer-
cado nacional, tomando debidamente en cuenta las 
diferencias en las condiciones y términos de venta y 
tributación, así como los demás factores que influyan 
en la comparación de los precios. 

Se considerará como subsidio indirecto a la expor-
tación cualquier práctica de fijación o de discrimina-
ción de precios, existente en uno de los Estados signa-
tarios, que se traduzca en el establecimiento de precios 
de venta de determinada mercancía en los otros Estados 
contratantes a niveles inferiores a los que resultarían 
del juego normal del mercado en el país exportador. 

Sin embargo, no se considerarán como subsidios a 
la exportación las exenciones o devoluciones tributarias 
que con carácter general conceda uno de los Estados 

signatarios con objeto de fomentar en su territorio la 
producción de determinadas mercancías. 

Tampoco se tendrá como subsidio a la exportación, 
la exención de impuestos internos de producción, de 
venta o de consumo que recaigan en el Estado expor-
tador sobre las mercancías objeto de exportación al 
territorio de otro Estado. Normalmente, las diferen-
cias que resulten de la venta de divisas en mercado 
libre a un tipo de cambio más alto que el oficial no 
serán consideradas como subsidio a la exportación; 
pero en caso de duda por uno de los Estados contra-
tantes se someterá a consideración y opinión de la Co-
misión Centroamericana de Comercio. 

Artículo XII 

Por tratarse de una práctica contraria a los fines de 
este Tratado, cada uno de los Estados signatarios evi-
tará, por los medios legales a su alcance, la exportación 
de mercancías de dicho Estado al territorio de los de-
más, a un precio inferior a su valor normal, en forma 
que cause o amenace causar perjuicio a la producción 
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de los otros países, o que retrase el establecimiento de 
una industria nacional, o centroamericana. 

Se considerará q^e una mercancía ha sido expor-
tada a un precio inferior a su valor normal si el precio 
de dicha mercancía fuere menor: 

a) Que el precio comparable, en condiciones nor-
males de comercio, de una mercancía similar, destinada 
al consumo del mercado interno del país exportador; o 

b) Que el precio comparable más alto, para la ex-
portación a un tercer país, de una mercancía similar, 
en condiciones normales de comercio; o 

c) Que el costo de producción de esa mercancía en 
el país de origen, más un aumento razonable por gastos 
de venta y utilidad. 

En cada caso se tomarán en cuenta las diferencias 

existentes relativas a las condiciones y términos de 
venta y de tributación y a otras diferencias que afecten 
la comparación de precios. 

Artículo XIII 

Si no obstante lo establecido en este capítulo, se pre-
sentare el caso de alguna práctica de comercio desleal, 
el Estado afectado gestionará la eliminación de dicha 
práctica ante las autoridades competentes del otro Es-
tado y, de ser necesario, podrá adoptar medidas de 
protección, debiendo a continuación poner el asunto a 
consideración de la Comisión Centroamericana de Co-
mercio para su estudio y las recomendaciones que 
correspondan. 

Capítulo V 

TRANSPORTE Y COMUNICACIONES 

Artículo XIV 

Los Estados signatarios procurarán construir y mante-
ner vías de comunicación para facilitar e incrementar 
el tráfico entre sus territorios. 

Tratarán asimismo de uniformar las tarifas de trans-
porte entre sus respectivos países y las disposiciones 
legales y reglamentarias sobre la materia. 

Artículo XV 

Las naves marítimas o aéreas, comerciales o particula-
res, de cualquiera de los Estados contratantes, serán 
tratadas en los puertos y aeropuertos abiertos al tráfico 
internacional de los otros Estados, en iguales términos 
que las naves y aeronaves nacionales correspondientes. 
Igual tratamiento se extenderá a los pasajeros, tripulan-
tes y carga de los otros Estados contratantes. 

Los vehículos terrestres matriculados en uno de los 
Estados firmantes gozarán en el territorio de los otros 
Estados, durante su permanencia temporal, del mismo 
tratamiento que los matriculados en el país de visita. 

Las empresas que en los países signatarios se dedi-
quen a prestar servicios intercentroamericanos de trans-

porte automotor de pasajeros y mercaderías recibirán 
trato nacional en los territorios de los otros Estados. 

Los vehículos particulares y los vehículos no dedi-
cados a prestar servicios intercentroamericanos regula-
res de transporte de personas o mercaderías serán admi-
tidos en los otros Estados contratantes bajo régimen de 
importación temporal libre de derechos o gravámenes 
y sujetos a las disposiciones legales correspondientes. 

Las embarcaciones de cualquiera de los Estados con-
tratantes que presten servicio entre puertos centroame-
ricanos recibirán, en los puertos de los otros Estados, el 
tratamiento nacional de cabotaje. 

Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin per-
juicio del cumplimiento de las formalidades de regis-
tro y control que cada país aplique al ingreso, perma-
nencia o salida de embarcaciones, aeronaves y vehícu-
los por razones de sanidad, seguridad, policía y protec-
ción de los intereses públicos y fiscales. 

Artículo XVI 

Los Estados signatarios procurarán mejorar los siste-
mas de telecomunicaciones entre sus respectivos terri-
torios y aunarán sus esfuerzos para lograr tal propósito. 

Capítulo VI 

INVERSIONES 

Artículo XVII 

Cada uno de los Estados contratantes, actuando den-
tro de sus preceptos constitucionales, extenderá el tra-
tamiento nacional a las inversiones de capital de los 
nacionales de los otros Estados y al derecho de orga-

nizar y administrar empresas productivas, mercantiles 
o financieras y de participar en las mismas, y acor-
dará tratamiento equitativo y no discriminatorio res-
pecto a la transferencia de fondos provenientes de 
inversiones de capital de los nacionales de los otros 
Estados. 
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Capítulo V n 

COMISIÓN CENTROAMERICANA DE COMERCIO 

Artículo XVIII 

Los Estados signatarios acuerdan constituir una Comi-
sión Centroamericana de Comercio, integrada por re-
presentantes de cada una de las Partes contratantes, la 
cual se reunirá con la frecuencia que requieran sus 
labores o cuando lo solicite cualquiera de los Estados 
contratantes. 

La Comisión o cualquiera de sus miembros podrá 
viajar libremente en los países contratantes para estu-
diar sobre el terreno los asuntos de su incumbencia, y 
las autoridades de los Estados signatarios deberán pro-
porcionarle los informes y facilidades que requiera para 
el desempeño de sus funciones. 

La Comisión tendrá una Secretaría permanente, la 
cual estará a cargo de la Secretaría General de la Orga-
nización de Estados Centroamericanos. 

La Comisión adoptará por unanimidad su propio 
reglamento. 

Artículo XIX 

La Comisión Centroamericana de Comercio tendrá las 
siguientes funciones: 

a) Proponer a las Partes contratantes medidas con-
ducentes al desarrollo y perfeccionamiento de la zona 
centroamericana del libre comercio a que hace referen-
cia este Tratado, así como para lograr los fines de la 
integración económica de los países centroamericanos, 
y elaborar un plan definido para ello; inclusive una 
unión aduanera y el establecimiento de un mercado 
común en Centroamérica; 

b) Estudiar, a solicitud de uno o más gobiernos, 
las materias o asuntos relacionados con el desarrollo 
del comercio intercentroamericano y en particular con 
la aplicación de este Tratado y proponer las medidas 
que deban adoptarse para resolver los problemas que se 
susciten; 

c) Estudiar las actividades de producción y de co-
mercio en los Estados signatarios y recomendar adicio-

nes a la lista anexa, así como hacer las gestiones con-
ducentes a: 

i) la unificación de aranceles y regulaciones de 
aduana; 

ii) el establecimiento de un mismo régimen fis-
cal para artículos estancados y para mercancías 
sujetas a impuestos de producción, de venta 
o de consumo; 

üi) la concertación de acuerdos destinados a evi-
tar la doble tributación en materia de impues-
tos directos; 

ív) facilitar, mediante acuerdos, el transporte in-
tercentroamericano; y 

v) la aplicación del sistema métrico decimal en 
lo relativo a pesas y medidas; 

d) Concentrar y analizar las estadísticas y demás 
datos relativos al intercambio comercial entre los Esta-
dos signatarios. 

En el desempeño de sus funciones, la Comisión 
aprovechará los estudios y trabajos realizados por otros 
organismos centroamericanos e internacionales. 

La Comisión Centroamericana dará preferente aten-
ción al problema de la unificación de aranceles y pre-
sentará a la consideración del Consejo Económico de 
la Organización de Estados Centroamericanos en sus 
sesiones ordinarias, proyectos de acuerdos contractuales 
sobre el mayor número posible de productos. 

Artículo XX 

Las autoridades competentes de los países signatarios 
recogerán, compilarán y publicarán los datos estadís-
ticos correspondientes a las operaciones de importa-
ción, exportación y tránsito que se efectúen al amparo 
del presente Tratado, conforme a las reglas que fijen 
de común acuerdo la Comisión Centroamericana de 
Comercio y los organismos de estadística de los Esta-
dos signatarios. 

Capítulo VIII 

INTEGRACIÓN INDUSTRIAL 

Artículo XXI 

Los Estados signatarios, para promover un desarrollo 
industrial congruente con los propósitos de este Tra-
tado, adoptarán de común acuerdo medidas para es-

timular al establecimiento o ampliación de industrias 
regionales, con vistas al mercado centroamericano de 
conjunto y que sean de particular interés para la inte-
gración económica centroamericana. 
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Capítulo IX 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo XXII 

Los Estados signatarios adoptarán, como base de sus 
aranceles de aduanas, y asimismo para fines estadís-
ticos, la Nomenclatura Arancelaria Uniforme Centro-
americana y la Nomenclatura Uniforme de Exporta-
ción Centroamericana. 

Artículo XXIII 

Los nacionales de cualquiera de los Estados signatarios 
gozarán en el territorio de los otros, de tratamiento 
nacional en materia comercial y civil, de conformidad 
con la legislación interna de cada Estado. 

Artículo X X I V 

En virtud de que el presente Tratado es de carácter 
específicamente centroamericano y tiene por objeto 
sentar las bases para la unión aduanera de los países 
contratantes y la integración progresiva de sus econo-
mías, los Estados signatarios convienen en que, antes 
de firmar o ratificar acuerdos multilaterales relativos a 
productos, comercio o concesiones arancelarias, o de re-
solver su acceso a cualquier organismo internacional 
creado por dichos acuerdos, o de negociar arreglos den-
tro del marco de tales organismos, celebrarán consultas 
con el propósito de adoptar, si fuere posible, una actitud 
común y solidaria. 

Asimismo, los Estados contratantes procurarán uni-
ficar sus puntos de vista en conferencias o reuniones 
interamericanas o mundiales de carácter económico. 

Los Estados signatarios convienen en seguir mante-
niendo la "Cláusula Centroamericana de Excepción" 
en los tratados comerciales que celebren sobre la base 
del tratamiento de nación más favorecida con países dis-
tintos a los Estados contratantes. 

Declaran las Partes contratantes que el espíritu que 
las anima en la celebración del presente Tratado es el 
de un mayor acercamiento como Estados de Centro-
américa regidos en la actualidad por los principios es-
peciales de un Derecho Público Centroamericano. En 
ese sentido convienen en que si alguno de los tratados 
comerciales que tienen celebrados con otras naciones 
o su participación en otros arreglos internacionales lle-
garen a ser obstáculo para la existencia del que ahora 
celebran, especialmente en razón de las estipulaciones 

contenidas en aquellos otros tratados que dieren mar-
gen a que esos países exigiesen un tratamiento de favor 
igual, procederán a renegociarlos, o en su caso, denun-
ciarlos cuanto antes sea posible, a fin de evitar las difi-
cultades o los perjuicios que pudieren sobrevenir a cual-
quiera de los Estados contratantes por una exigencia de 
esa naturaleza. 

Asimismo, las Partes contratantes se obligan a no 
suscribir con otras naciones nuevos convenios que sean 
contrarios al espíritu y objetivos del presente Tratado 
y, en particular, a lo previsto en este artículo. 

Artículo X X V 

Los Estados signatarios convienen en resolver fraternal-
mente dentro del espíritu de este Tratado, y por medio 
de la Comisión Centroamericana de Comercio, las dife-
rencias que surgieren sobre la interpretación o aplica-
ción de cualquiera de sus cláusulas. Si no pudieren 
ponerse de acuerdo, solucionarán la controversia por 
arbitraje. Para integrar el tribunal arbitral cada una de 
las Partes contratantes propondrá a la Secretaría Ge-
neral de la Organización de Estados Centroamericanos 
los nombres de tres magistrados de sus respectivas Cor-
tes Supremas de Justicia. De la lista total de candidatos, 
el Secretario General de la Organización de Estados 
Centroamericanos y los representantes gubernamenta-
les ante ese organismo escogerán, por sorteo, a cinco 
árbitros que integrarán el tribunal, debiendo ser cada 
uno de ellos de diferente nacionalidad. El laudo del 
tribunal arbitral será pronunciado con los votos concu-
rrentes de, por lo menos, tres miembros, y causará efec-
tos de cosa juzgada para todas las Partes contratantes 
por lo que hace a cualquier punto que se resuelva rela-
tivo a interpretación o aplicación de las cláusulas de 
este Tratado. 

Artículo XXVI 

Las cláusulas de este Tratado que amplíen disposicio-
nes de otros tratados de comercio entre países centro-
americanos prevalecerán sobre éstas. 

Con objeto de favorecer la consolidación y amplia-
ción del régimen multilateral de libre comercio, las Par-
tes contratantes procurarán extender los alcances de las 
respectivas zonas de libre comercio que hubieren cons-
tituido en virtud de tratados bilaterales. 

Capítulo X 

REGIMENES TRANSITORIOS 

Artículo XXVII 
Con objeto de prever, en los casos en que sea aconse-
jable, una aplicación gradual del régimen de libre co-

mercio establecido en el presente Tratado, los Estados 
contratantes podrán convenir protocolos especiales que 
establezcan regímenes transitorios de rebajas arancela-
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rías progresivas, que se llevarán a cabo por etapas y que 
serán aplicables a productos no incluidos en el Anexo A, 
con vistas a su incorporación posterior en dichos anexos. 

Asimismo podrán los Estados contratantes, en igual 
forma, establecer regímenes especiales temporales para 
productos no incluidos en el Anexo A que podrán estar 
sujetos a restricciones cuantitativas de exportación o de 
importación. 

En casos excepcionales y para determinados produc-
tos, también podrá establecerse, mediante protocolos 
adicionales entre todas las Partes contratantes, un régi-
gen de libre comercio entre un número de países infe-
rior a la totalidad de los contratantes y, a la vez, de 
rebajas arancelarias progresivas con el país o países res-
tantes, para llegar a incorporar dichos productos a la 
lista del Anexo A. 

Capitulo XI 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo XXVIII 

El presente Tratado entrará en vigor en la fecha en 
que se deposite el tercer instrumento de ratificación, 
para los tres primeros ratificantes y, para los subsiguien-
tes, en la fecha de depósito de sus respectivos instru-
mentos. 

La duración de este Tratado será de diez años, con-
tados desde la fecha inicial de su entrada en vigor, y se 
renovará por reconducción tácita, por períodos sucesi-
vos de diez años. 

El presente Tratado podrá ser denunciado por cual-
quiera de los Estados signatarios, con seis meses de anti-
cipación, por lo menos, a la fecha en que termine el 
período inicial o los períodos sucesivos de vigencia del 
Tratado. La denuncia surtirá efectos, para el Estado 
denunciante, en la fecha en que termine el período co-
rrespondiente de vigencia del Tratado, y éste continuará 
en vigor entre los demás Estados contratantes en tan-
to permanezcan adheridos a él, por lo menos, dos 
de ellos. 

Este Tratado será sometido a ratificación en cada 
Estado, de conformidad con las respectivas normas 
constitucionales o legales. 

La Secretaría General de la Organización de Esta-
dos Centroamericanos será la depositaría del presente 
Tratado, del cual enviará copias certificadas a las Can-
cillerías de cada uno de los Estados contratantes, a las 
cuales notificará asimismo del depósito de los instru-
mentos de ratificación correspondientes, así como de 
cualquier denuncia que ocurriere en los plazos estable-
cidos al efecto. Al entrar en vigor el Tratado, procederá 
también a enviar copia certificada de éste a la Secreta-
ría General de la Organización de las Naciones Unidas 
para los fines del registro que señala el Artículo 102 de 
la Carta de las Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los respectivos plenipo-
tenciarios firman el presente Tratado en la ciudad de 
Tegucigalpa, D. C., capital de la República de Hondu-
ras, a los diez días del mes de junio de mil novecientos 
cincuenta y ocho. 

Por el Gobierno de Guatemala: 
1. Con reserva de lo que dispone el inciso 3°, sub-

inciso b) del artículo 149 de la Constitución de la Re-
pública, respecto al artículo X X V del presente Tratado. 

2. Con las reservas a la lista de artículos de libre 
intercambio del Anexo A que, por parte de Guatemala., 
figuran en las notas de dicha lista. 

José Guirola Leal 
Ministro de Economía 

Ppr el Gobierno de El Salvador: 
Con las reservas a la lista de artículos de libre inter-

cambio del Anexo A, que, por parte de El Salvador, 
figuran en las notas de dicha lista. 

Alfonso Rochac 
Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Con las reservas a la lista de artículos de libre inter-

cambio del Anexo A que, por parte de Honduras, figu-
ran en las notas de dicha lista. 

Fernando Villar 
Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua Ó 
Con las reservas a la lista de artículos de libre inter-

cambio del Anexo A que, por parte de Nicaragua, figu-
ran en las notas de dicha lista. 

Enrique Delgado 
Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Costa Rica: 
Con las reservas a la lista de artículos de libre inter-

cambio del Anexo A que, por parte de Costa Rica, fi-
guran en las notas de dicha lista. 

Wilburg Jiménez Castro 
Vice-Ministro de Economía y 

Hacienda 
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II 

CONVENIO SOBRE EL RÉGIMEN DE INDUSTRIAS CENTROAMERICANAS DE INTEGRACIÓN 

(Tegucigalpa, 10 de junio de 1958) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Sal-
vador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, 
Teniendo en cuenta las finalidades del programa de In-

tegración Económica Centroamericana emprendido 
a través del Comité de Cooperación Económica del 
Istmo Centroamericano y, en particular, el Artícu-
lo XXI del Tratado Multilateral de Libre Comer-
cio e Integración Económica Centroamericana. 

Animados del deseo de estrechar los lazos de herman-
dad que natural y tradicionalmente unen a sus paí-
ses y de cooperar conjuntamente hacia la supera-
ción de los problemas económicos que les afectan 
en común, 

Teniendo como objetivo fundamental la elevación de 
los niveles y condiciones de vida de los pueblos cen-
troamericanos y el uso racional, para tal fin, de sus 
recursos naturales, y convencidos de que, dentro de 
los programas de desarrollo económico del Istmo 
Centroamericano, la integración de sus economías 
ofrece ventajas que redundarán en una ampliación 
del intercambio comercial y en un proceso más ace-
lerado de industrialización sobre bases de interés re-
cíproco, 

Han decidido celebrar el presente Convenio por el cual 
establecen un Régimen de Industrias Centroame-
ricanas de Integración, a cuyo efecto han designado 
a sus respectivos plenipotenciarios, a saber: 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Guatemala, al señor José Guirola Leal, Ministro de 
Economía; 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
El Salvador, al doctor Alfonso Rochac, Ministro de 
Economía; 

Su Excelencia el señor Presidente del Consejo de Mi-
nistros en ejercicio del Poder Ejecutivo de la Repú-
blica de Honduras, al señor P. M. Fernando Villar, 
Ministro de Economía y Hacienda; 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Nicaragua, al doctor Enrique Delgado, Ministro de 
Economía; y 

Su Excelencia el señor Presidente de la República de 
Costa Rica, al licenciado Wilburg Jiménez Castro, 
Vice-Ministro de Economía y Hacienda: 

quienes, después de haberse comunicado sus respecti-
vos Plenos Poderes y hallarlos en buena y debida 
forma, convienen en lo siguiente: 

Artículo I 
Los Estados Contratantes se comprometen a estimular 
y promover el establecimiento de industrias nuevas y la 
especialización y ampliación de las existentes, dentro del 
marco de la integración económica centroamericana, y 
convienen en que el desarrollo de las diferentes activi-
dades que estén o puedan estar comprendidas en dicho 
programa deberá efectuarse sobre bases de reciprocidad 
y equidad, a fin de que todos y cada uno de los países 
centroamericanos obtengan progresivamente beneficios 
económicos. 

Artículo IT 
Los Estados Contratantes declaran su interés en que se 
desarrollen industrias con acceso al mercado común 
centroamericano, las cuales se denominarán Industrias 
Centroamericanas de Integración y serán objeto de 
declaración conjunta por las Partes contratantes por 
medio de la Comisión Centroamericana de Integración 
Industrial que se establece conforme al Artículo VIII 
de este Convenio. 

Se considerarán como Industrias Centroamericanas 
de Integración aquellas que, a juicio de la Comisión 
Centroamericana de Integración Industrial, se compon-
gan de una o más plantas cuya capacidad mínima re-
quiera que tengan acceso al mercado centroamericano 
para operar en condiciones razonablemente económicas 
y competitivas. 

Artículo III 
La aplicación del presente Régimen a las Industrias 
Centroamericanas de Integración queda sujeta a que, 
para cada una de dichas industrias, los Estados contra-
tantes suscriban un protocolo adicional en que se es-
tipulen: 
a) el país o los países donde deban ubicarse inicial-

mente plantas industriales sujetas a este Régimen, la 
capacidad mínima de dichas plantas y las condicio-
nes en que deben admitirse, posteriormente, plantas 
adicionales en esos mismos o en otros países; 

b) las normas de calidad de los productos de dichas 
industrias y los demás requisitos que se estime con-
veniente establecer para la protección del consu-
midor; 

c) las reglas que fueren aconsejables respecto a la parti-
cipación de capital originario de Centroamérica en 
las empresas que sean propietarias de las plantas; 

d) los aforos comunes centroamericanos que se aplica-
rán a los productos de las industrias centroamerica-
nas de integración; y 
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e) cualesquiera otras disposiciones tendientes a asegu-
rar el cumplimiento de los objetivos del presente 
Convenio. 

Artículo IV 

Los productos de las plantas comprendidas en una in-
dustria centroamericana de integración y que estén aco-
gidas al presente Régimen, gozarán de los beneficios del 
libre comercio entre los territorios de los Estados con-
tratantes 

Los productos de las plantas comprendidas en la 
misma industria pero no acogidas al Régimen, gozarán 
en los Estados contratantes de rebajas arancelarias suce-
sivas de un diez por ciento anual del aforo común cen-
troamericano correspondiente, a partir de la fecha que 
se estipule en el protocolo adicional respectivo. A partir 
del décimo año, dichos productos gozarán plenamente 
de los beneficios del libre comercio. 

Salvo lo dispuesto en el párrafo anterior y en cuales-
quiera otras disposiciones de este Convenio o de los 
protocolos adicionales, el intercambio de productos de 
las Industrias Centroamericanas de Integración se regirá 
por las disposiciones del Tratado Multilateral de Libre 
Comercio e Integración Económica Centroamericana. 

Artículo V 

De conformidad con lo dispuesto en el Artículo IV del 
Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración 
Económica Centroamericana, la Comisión Centroame-
ricana de Comercio dará preferente atención a la equi-
paración de los derechos y gravámenes que se apliquen 
a la importación de mercancías similares o sucedáneas 
de los artículos producidos por las Industrias Centro-
americanas de Integración amparadas por los protocolos 
adicionales a este Convenio, así como a la importación 
de materias primas y envases necesarios para su produc-
ción y distribución. 

Artículo VI 

Siendo intención de las Partes contratantes proporcio-
nar amplio estímulo fiscal a las Industrias Centroame-
ricanas de Integración, las empresas propietarias de 
plantas industriales amparadas por el presente Régimen 
gozarán, en el territorio de los países en que estuvieren 
establecidas o se establezcan dichas plantas, los benefi-
cios y exenciones que correspondan, de acuerdo con la 
legislación interna del país respectivo sobre la materia. 

Artículo VII 

Salvo en casos de emergencia, los gobiernos de los Es-
tados contratantes no otorgarán franquicias o rebajas 
aduaneras por debajo del aforo común centroamericano 
a la importación procedente de fuera de Centroamé-
rica de mercancías iguales, similares o sucedáneas de las 
elaboradas, en cualquiera de los países centroamerica-
nos, por plantas comprendidas en las Industrias de In-
tegración, ni se aplicarán a dichas importaciones tipos 

de cambio preferenciales que equivalgan a tales fran-
quicias o rebajas. 

Asimismo, los gobiernos y las demás entidades del 
Estado darán preferencia, en sus importaciones oficia-
les, a los productos de las Industrias Centroamericanas 
de Integración. 

Artículo VIII 

Para la debida aplicación del presente Convenio y de 
los protocolos adicionales, los Estados signatarios acuer-
dan constituir una Comisión Centroamericana de Inte-
gración Industrial, formada por un representante espe-
cial de cada una de las Partes contratantes, la cual se 
reunirá con la frecuencia que requieran sus labores o 
cuando lo solicite cualquiera de los Estados partici-
pantes. 

La Comisión o cualquiera de sus miembros podrá 
viajar libremente en los países contratantes para estu-
diar sobre el terreno los asuntos de su incumbencia, y 
las autoridades de los Estados signatarios deberán pro-
porcionarle los informes y facilidades que requiera para 
el desempeño de sus funciones. 

La Comisión tendrá una Secretaria permanente, lia 
cual estará a cargo de la Secretaría General de la Orga-
nización de Estados Centroamericanos. 

La Comisión adoptará por unanimidad su propio 
reglamento, y prescribirá las normas relativas a la tra-
mitación de los asuntos que sean de su competencia, y 
especialmente aquellas que traten sobre las condiciones 
y forma en que habrán de oírse en cada caso los puntos 
de vista de la iniciativa privada. 

Artículo IX 

Las personas naturales o jurídicas que tengan interés en 
que alguna planta sea incorporada al presente Régimen 
deberán presentar a la Secretaría de la Comisión Cen-
troamericana de Integración Industrial la solicitud co-
rrespondiente acompañando la información que se re-
quiera sobre el particular. 

Cuando la Secretaría disponga de suficientes ele-
mentos de información, dará cuenta de la solicitud a la 
Comisión. Si a juicio de ésta el proyecto responde a 
los objetivos de este Convenio, la solicitud será some-
tida a dictamen del Instituto Centroamericano de In-
vestigación y Tecnología Industrial o de cualquier otra 
persona o entidad que la propia Comisión considere 
competente. El dictamen deberá recaer sobre los as-
pectos tecnológicos y económicos del proyecto, y, en 
particular, sobre las perspectivas de mercado, y correrá 
a expensas de los interesados. 

A base del dictamen, la Comisión decidirá sobre el 
proyecto y, en caso de considerarlo viable, someterá a 
los gobiernos de los Estados contratantes las recomen-
daciones que estime pertinentes sobre la celebración del 
protocolo que ampare la industria de que se trate y so-
bre las condiciones que convenga estipular. 

Cuando el proyecto se refiera a una planta compren-
dida en una industria que ya se encuentre amparada 
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por un protocolo, la Comisión estará facultada para de-
clarar, de conformidad con los términos del protocolo 
correspondiente y de acuerdo con lo dispuesto en el pre-
sente artículo, la inclusión de la planta en los beneficios 
del presente Régimen, comunicándolo así a los gobier-
nos de los Estados contratantes. 

Artículo X 

La Comisión Centroamericana de Integración Indus-
trial rendirá a los gobiernos de las Partes contratantes 
un informe anual de sus actividades. 

La Comisión deberá realizar periódicamente estu-
dios que permitan a los gobiernos evaluar los resultados 
de la aplicación del presente Régimen. 

La Comisión estará facultada para proponer a los 
gobiernos de los Estados contratantes medidas condu-
centes al desarrollo de las industrias centroamericanas 
de integración y al funcionamiento eficaz de las plantas 
que formen parte de ellos. Podrá asimismo proponer 
a los gobiernos cualesquiera medidas que sean necesa-
rias para resolver los problemas que suscite la aplica-
ción del presente Convenio. 

Artículo XI 

Los Estados signatários convienen en resolver fraternal-
mente, dentro del espíritu de este Convenio, las dife-
rencias que surgieren sobre la interpretación o aplica-
ción de cualquiera de sus cláusulas y de los protocolos 
adicionales. Si no pudieren ponerse de acuerdo, solu-
cionarán la controversia por arbitraje. Para integrar el 
tribunal arbitral respectivo cada una de las Partes con-
tratantes propondrá a la Secretaría General de la Orga-
nización de Estados Centroamericanos los nombres de 
tres magistrados de sus respectivas Cortes Supremas 
de Justicia. De la lista total de candidatos, el Secreta-
rio General de la Organización de Estados Centroame-
ricanos y los representantes gubernamentales ante ese 
organismo escogerán, por sorteo, a cinco árbitros que 
integrarán el tribunal, debiendo ser cada uno de ellos 
de diferente nacionalidad. El laudo del tribunal arbitral 
será pronunciado con los votos concurrentes de, por lo 
menos, tres de sus miembros, y causará efectos de cosa 
juzgada para todas las Partes contratantes por lo que 
hace a cualquier punto que se resuelva relativo a inter-
pretación o aplicación de las cláusulas de este Convenio 
y de los protocolos adicionales. 

Artículo XII 

Este Convenio será sometido a ratificación en cada Es-
tado, de conformidad con las respectivas normas cons-
titucionales o legales. 

El presente Convenio entrará en vigor en la fecha 
en que se deposite el último instrumento de ratifica-
ción. Su duración será de veinte años y se renovará, por 
reconducción tácita, por períodos sucesivos de diez años. 

El presente Convenio podrá ser denunciado por 

cualquiera de los Estados signatarios, con dos años de 
anticipación, por lo menos, a la fecha en que termine 
el período inicial o los períodos sucesivos de vigencia 
del mismo. 

Si alguno de los Estados contratantes hiciere la de-
nuncia después del plazo fijado, pero con anterioridad 
a la iniciación de un nuevo período, ésta será válida, 
pero el Convenio conservará su vigencia por dos años 
más a partir de la fecha en que se inicie el nuevo pe-
ríodo. 

En caso de denuncia del presente Convenio, éste 
continuará en vigencia con respecto a los protocolos 
adicionales por el tiempo que faltare para la expiración 
de los mismos. 

Cuando alguno de los Estados contratantes denun-
ciare este Convenio los otros decidirán si queda sin 
efecto para todos, o si se mantiene su vigencia entre 
los que no lo hubieren denunciado. 

Los protocolos adicionales de este Convenio se apro-
barán conforme a las normas constitucionales o legales 
de cada país. 

Artículo XIII 

La Secretaría General de la Organización de Estados 
Centroamericanos será la depositaría del presente Con-
venio, del cual enviará copias certificadas a las Canci-
llerías de cada uno de los Estados contratantes, a los 
cuales notificará asimismo del depósito de los instru-
mentos de ratificación correspondientes, así como de 
cualquier denuncia que ocurriere en los plazos estable-
cidos al efecto. Al entrar en vigor el Convenio, proce-
derá también a enviar copia certificada de éste a la 
Secretaría General de las Naciones Unidas, para los fi-
nes de registro que señala el Artículo 102 de la Carta. 

Artículo transitorio 

A efecto de promover una distribución equitativa de las 
plantas comprendidas en las industrias centroamerica-
nas de integración, los Estados contratantes no adjudi-
carán una segunda planta a un mismo país, mientras 
a cada uno de los cinco países centroamericanos no se 
hubiere asignado una planta de conformidad con los 
protocolos que prevé el Artículo III. 

En testimonio de lo cual, los respectivos plenipoten-
carios firman el presente Tratado en la ciudad de Te-
gucigalpa, D. C., capital de la República de Honduras, 
a los diez días del mes de junio de mil novecientos 
cincuenta y ocho. 

Por el Gobierno de Guatemala: 

Con reserva de lo que dispone el inciso 39, subin-
ciso b) del Artículo 149 de la Constitución de la Re-
pública, respecto al Artículo XI del presente Tratado. 

José Guirola Leal 
Ministro de Economía 
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Por el Gobierno de El Salvador: 
Alfonso Rochac 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Femando Villar 

Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua: 
Enrique Delgado 

Ministro de Economía 

Por el Gobierno de Costa Rica: 
Wilburg Jiménez Castro 

Vice-Ministro de Economia y Hacienda 
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II 

CONVENIO CONSTITUTIVO DEL BANCO CENTROAMERCANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 

(Managua, 13 de diciembre de 1960) 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Sal- te Convenio, el Banco Centroamericano de Integración 
vador, Honduras y Nicaragua crean, mediante el presen- Económica, de conformidad con las siguientes cláusulas: 

Capítulo I 

NATURALEZA, OBJETO Y SEDE 

Artículo 1 

El Banco Centroamericano de Integración Económica, 
es una persona jurídica, de carácter internacional, que 
ejercerá sus funciones conforme al presente Convenio 
Constitutivo y sus Reglamentos. 

Artículo 2 

El Banco tendrá por objeto promover la integración 
económica y el desarrollo económico equilibrado de los 
países miembros. En cumplimiento de ese objetivo 
atenderá principalmente los siguientes sectores de in-
versión : 

a) Proyectos de infraestructura que completen los 
sistemas regionales existentes o que compensen dispari-
dades en sectores básicos que dificulten el desarrollo 
equilibrado de Centroamérica. Por consiguiente, el Ban-
co no financiará proyectos de infraestructura de alcance 
puramente local o nacional que no contribuyan a com-
pletar dichos sistemas o a compensar desequilibrios im-
portantes entre los países miembros; 

b) Proyectos de inversión a largo plazo en industrias 
de carácter regional o de interés para el mercado cen-
troamericano, que contribuyan a incrementar los bienes 
disponibles para intercambio centroamericano o para 

éste y el sector exportador. Quedará fuera de las acti-
vidades del Banco la inversión en industrias de carácter 
esencialmente local; 

c) Proyectos coordinados de especialización agrope-
cuaria que tengan por objeto el mejoramiento, la am-
pliación o la substitución de las explotaciones que con-
duzcan a un abastecimiento regional centroamericano; 

d) Proyectos de financiamiento de empresas que 
requieran ampliar sus operaciones, modernizar sus pro-
cesos o cambiar la estructura de su producción para 
mejorar su eficiencia y su capacidad competitiva dentro 
del mercado común, a fin de facilitar el libre comercio 
centroamericano; 

e) Proyectos de financiamiento de servicios que sean 
indispensables para el funcionamiento del mercado 
común; 

f) Otros proyectos productivos que tiendan a crear 
complementación económica entre los países miembros 
y a aumentar el intercambio centroamericano. 

Artículo 3 

El Banco tendrá su sede y oficina principal en la ciu-
dad de Tegucigalpa, República de Honduras, y podrá 
establecer sucursales, agencias y corresponsalías. 

Capítulo II 

CAPITAL, RESERVAS Y RECURSOS 

Artículo 4 

El capital inicial autorizado del Banco será de una 
suma equivalente a dieciséis millones de dólares de los 
Estados Unidos de América, de los cuales cada uno de 
los Estados miembros suscribirá cuatro millones paga-
deros en sus respectivas monedas nacionales. 

La mitad del capital suscrito por cada Estado miem-

bro será pagada en la siguiente forma: el equivalente 
de un millón de dólares dentro de los sesenta días si-
guientes a la fecha de entrada en vigencia de este Con-
venio y el equivalente de un millón de dólares dentro 
de los catorce meses siguientes a dicha fecha. 

El resto del capital suscrito será pagadero mediante 
llamamientos hechos por decisión de la Asamblea de 
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Gobernadores y con el voto concurrente de por lo me-
nos un Gobernador de cada país miembro. 

El capital del Banco podrá ser aumentado mediante 
decisión unánime de todos los miembros de la Asam-
blea de Gobernadores. 

Artículo 5 

La participación de los Estados miembros en el capital 
del Banco estará representada por títulos de capital ex-
pedidos a favor de los respectivos Estados. Tales títulos 
conferirán a sus tenedores iguales derechos y obligacio-
nes, no devengarán intereses ni dividendos y no podrán 
ser gravados ni enajenados. 

Los beneficios líquidos que el Banco obtenga en el 
ejercicio de sus operaciones, se llevarán a una reserva 
de capital. 

La responsabilidad de los miembros del Banco, 
como tales, estará limitada al importe de su suscripción 
de capital. 

Las aportaciones de capital en moneda nacional de 
cada uno de los Estados miembros gozarán de la ga-
rantía de libre convertibilidad al tipo de cambio oficial 
más favorable al Banco. 

Cada uno de los Estados miembros se compromete 
a mantener el valor en dólares de los Estados Unidos 
de América de la parte de capital que haya pagado al 
Banco. Si se llegara a modificar el tipo oficial de cam-
bio para el exterior de cualquiera de las monedas nacio-
nales, los recursos del Banco en esa moneda deberán 
ser ajustados en la proporción exacta que se requiera 
para mantener su valor en dólares de los Estados Uni-
dos de América. 

Artículo 6 

Además de su propio capital y reservas, formará parte 
de los recursos del Banco el producto de empréstitos 
y créditos obtenidos en los mercados de capital y cuales-
quiera otros recursos recibidos a cualquier título legal. 

Capítulo III 

OPERACIONES 

Artículo 1 

El capital, las reservas de capital y demás recursos del 
Banco se utilizarán exclusivamente para el cumplimien-
to del objetivo enunciado en el Artículo 2 de este Con-
venio. Con tal fin, el Banco podrá: 

a) Estudiar las oportunidades de inversión creadas 
por la integración económica de los Estados miembros 
y promoverlas, estableciendo la debida programación 
de sus actividades y las prioridades necesarias de finan-
ciamiento; 

b) Efectuar préstamos a plazo largo y mediano o 
participar en ellos; 

c) Emitir obligaciones propias, que podrán o no es-
tar garantizadas con fianza, prenda o hipoteca; 

d) Intervenir en la emisión y colocación de toda 
clase de títulos de crédito relacionados con el cumpli-
miento de su objetivo; 

e) Obtener empréstitos, créditos y garantías de ins-
tituciones financieras centroamericanas, internacionales 
y extranjeras; 

f) Actuar de intermediario en la concertación de 
empréstitos y créditos para los gobiernos, las institu-
ciones públicas y empresas establecidas en los Estados 
miembros. Con este fin establecerá las relaciones de 

colaboración que para ello sean aconsejables con otras 
instituciones centroamericanas, internacionales o ex-
tranjeras y podrá participar en la elaboración de los 
proyectos concretos correspondientes; 

g) Otorgar su garantía a las obligaciones de insti-
tuciones públicas o empresas privadas, hasta por el 
monto y plazo que determine la Asamblea de Gober-
nadores; 

h) Obtener la garantía de los Estados miembros 
para la contratación de empréstitos y créditos prove-
nientes de otras instituciones financieras; 

i) Proporcionar, con sus propios recursos o con los 
que obtenga para ese fin, asesoramiento directivo, admi-
nistrativo y técnico a los solicitantes de crédito; 

j) Llevar a cabo todas las demás operaciones, que 
de acuerdo con el presente Convenio y sus reglamen-
tos, fueren necesarias para su objeto y funcionamiento. 

Artículo 8 

El Banco financiará exclusivamente proyectos econó-
micamente sanos y técnicamente viables y se abstendrá 
de hacer préstamos o de adquirir responsabilidad al-
guna por el pago o refinanciamiento de obligaciones 
anteriores. 

Capítulo IV 

ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN 

Artículo 9 

El Banco tendrá una Asamblea de Gobernadores, un 
Directorio, un Presidente y los demás funcionarios y 
empleados qu^ se consideren necesarios. 

Artículo 10 

Todas las facultades del Banco residirán en la Asam-
blea de Gobernadores. Cada País miembro tendrá dos 
gobernadores que ejercerán sus funciones con absoluta 
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independencia y que votarán por separado; uno será el 
Ministro de Economía o quien haga sus veces y el otro 
será el presidente o gerente, o quien haga sus veces, 
del Banco Central de cada país. La Asamblea elegirá 
entre los gobernadores un Presidente, quien manten-
drá su cargo hasta la siguiente reunión ordinaria de 
la Asamblea. 

Artículo 11 

La Asamblea de Gobernadores podrá delegar en el 
Directorio todas sus facultades, con excepción de las 
siguientes: 

a) Hacer llamamientos de capital; 
b) Aumentar el capital autorizado; 
c) Determinar las reservas de capital a propuesta 

del Directorio; 
d) Elegir el Presidente y fijar su remuneración; 
e) Fijar la remuneración de los Directores; 
f ) Conocer y decidir en apelación las interpreta-

ciones del presente Convenio hechas por el Directorio; 
g) Autorizar la celebración de acuerdos generales de 

colaboración con otros organismos; 
h) Designar los auditores externos que verifiquen 

los estados financieros; 
i) Aprobar y publicar, previo informe de auditores, 

el balance general y el estado de ganancias y pérdidas; 
j) Decidir, si se terminaran las operaciones del 

Banco, la distribución de sus activos netos. 

Artículo 12 

La Asamblea de Gobernadores mantendrá su plena 
autoridad sobre todas las facultades que, de acuerdo 
con el Artículo 11, delegue en el Directorio. 

Artículo 13 

La Asamblea de Gobernadores se reunirá ordinaria-
mente cada año. Además, podrá reunirse con carácter 
extraordinario cuando así lo disponga o la convoque 
el Directorio. El Directorio deberá convocar la Asam-
blea cuando así lo solicite un Estado miembro. 

Artículo 14 

El quorum para las reuniones de la Asamblea de Go-
bernadores será la mitad más uno de la totalidad de 
los gobernadores. En cualquier caso, salvo lo prescrito 
en el Artículo 4, las decisiones se adoptarán con el 
voto concurrente de la mitad más uno de la totalidad 
de los gobernadores. 

Artículo 15 

El Directorio será responsable de la conducción de las 
operaciones del Banco y para ello podrá ejercer todas 
las facultades que le delegue la Asamblea de Gober-
nadores. 

Artículo 16 

Habrá un Director por cada Estado miembro del Banco 
elegido por la Asamblea de Gobernadores. Los Direc-
tores serán designados por períodos de cinco años y 
podrán ser reelegidos por períodos sucesivos. Deberán 
ser ciudadanos de los Estados miembros y personas de 
reconocida capacidad y amplia experiencia en asuntos 
económicos, financieros y bancarios. 

Artículo 17 

Los Directores continuarán en sus cargos hasta que se 
designe o elijan sus sucesores. Cuando el cargo de 
Director quede vacante, los gobernadores procederán a 
nombrar un sustituto para el resto del período. 

En caso de ausencia justificada de un Director, el 
Directorio podrá nombrar a quien deba sustituirlo tem-
poralmente. 

Artículo 18 

Los Directores trabajarán en el Banco a tiempo com-
pleto, desempeñando además las funciones que el Pre-
sidente les asigne. 

Artículo 19 

El Directorio será de carácter permanente y funcionará 
en la sede del Banco. 

El Directorio determinará la organización básica 
del Banco, inclusive el numero y las responsabilidades 
generales de los principales cargos administrativos y pro-
fesionales, aprobará el presupuesto y propondrá a la 
Asamble de Gobernadores la constitución de reservas. 

Todas las decisiones del Directorio se tomarán por 
mayoría de votos del total de sus miembros. 

Artículo 20 

La Asamblea de Gobernadores elegirá entre los Direc-
tores al Presidente del Banco, el cual será represen-
tante legal del mismo. De igual manera designará de 
entre los directores, la persona que en caso de impedi-
mento del Presidente deberá ejercer su autoridad y fun-
ciones. El Presidente dirigirá las reuniones del Direc-
torio y conducirá los negocios ordinarios del Banco. Su 
voto será igual al de los otros miembros, salvo en los 
casos de empate, en los cuales tendrá doble voto. 

Artículo 21 

Habrá un Vicepresidente ejecutivo que será designado 
por el Directorio a propuesta del Presidente del Banco. 
Ejercerá la autoridad y desempeñará en la administra-
ción del Banco las funciones que determine el Direc-
torio. 

El Vicepresidente ejecutivo participará en las reu-
niones del Directorio, pero sin derecho a voto. 
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Artículo 16 

El Presidente, los funcionarios y los empleados del 
Banco, en el desempeño de sus funciones dependerán 
exclusivamente de éste y no reconocerán ninguna otra 
autoridad. Los Estados miembros deberán respetar el 
carácter internacional de dicha obligación. 

Artículo 23 

La consideración primordial que el Banco tendrá en 
cuenta al nombrar su personal y al determinar sus con-

diciones de servicios será la necesidad de asegurar el 
más alto grado de eficiencia, competencia e integridad. 
También se procurará contratar el personal en forma 
de que haya la debida representación geográfica. 

Artículo 24 

Los Directores, funcionarios y empleados del Banco 
—con excepción de los Gobernadores en sus respectivos 
países— no podrán tener participación activa en asun-
tos políticos. 

Capítulo V 

INTERPRETACIÓN Y ARBITRATE 

Artículo 25 

Cualquier divergencia acerca de la interpretación de 
las disposiciones del presente Convenio que surgie-
re entre cualquier miembro y el Banco o entre los Es-
tados miembros será sometida a la decisión del Di-
rectorio. 

Los Estados miembros especialmente afectados por 
la divergencia tendrán derecho a hacerse representar 
directamente ante el Directorio. 

Cualquiera de los Estados miembros podrá exigir 
que la divergencia, resuelta por el Directorio de acuer-
do con el párrafo que precede, sea sometida a la Asam-
blea de Gobernadores, cuya decisión será definitiva. 
Mientras la decisión de la Asamblea se encuentre pen-
diente, el Banco podrá actuar, en cuanto lo estime nece-
sario, sobre la base de la decisión del Directorio. 

Artículo 26 

En el caso de que surgiere un desacuerdo entre el 
Banco y un Estado que haya dejado de ser miembro, 
o entre el Banco y un miembro, después de que se haya 
acordado la terminación de las operaciones de la insti-
tución, tal controversia se someterá al arbitraje de un 
tribunal compuesto por tres personas. Uno de los árbi-
tros será designado por el Banco y otro por el Estado 
interesado. Entre ambos nombrarán un tercero en dis-
cordia. En caso de no ponerse de acuerdo en esta 
designación, el tercer miembro será elegido por sorteo 
entre los Presidentes de las Cortes Supremas de Justicia 
de los Países miembros excepto el del país interesado. 

El tercer árbitro podrá decidir todas las cuestiones de 
procedimiento en los casos en que las Partes no estén 
de acuerdo sobre la materia. 

Capítulo VI 

INMUNIDADES, EXENCIONES Y PRIVILEGIOS 

Artículo 27 

El Banco, en el ejercicio de sus funciones y de acuerdo 
con sus fines, tendrá en el territorio de los Estados 
miembros, las inmunidades, exenciones y privilegios 
que en este capítulo se establecen o en otra forma se 
le otorgaren. 

Artículo 28 

Solamente se podrán entablar acciones judiciales con-
tra el Banco ante un tribunal de jurisdicción compe-
tente en el territorio de un País miembro donde el 
Banco tuviese establecida alguna oficina, o donde hu-
biese designado agente o apoderado con facultad para 
aceptar el emplazamiento o la notificación de una de-
manda judicial, o donde hubiese emitido o garantizado 
valores. 

Artículo 29 

Los bienes y demás activos del Banco, donde quiera 
que se hallen y quienquiera los tuviere, gozarán de 
inmunidad con respecto a comiso, secuestro, embargo, 
retención, remate, adjudicación o cualquier otra forma 
de aprehensión o de enajenación forzosa, mientras no 
existiere sentencia firme contra el Banco. 

Los bienes y demás activos del Banco serán consi-
derados como propiedad pública internacional y goza-
rán de inmunidad con respecto a pesquisa, requisición, 
confiscación, expropiación o cualquier otra forma de 
aprehensión o enajenación forzosa por acción ejecutiva 
o legislativa. 

Los bienes y demás activos del Banco estarán exen-
tos de toda clase de restricciones, regulaciones y medi-
das de control o moratorias, salvo que en este Conve-
nio se disponga otra cosa. 
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Artículo 16 

Los archivos del Banco serán inviolables y gozarán 
de inmunidad absoluta. 

Artículo 31 

En los Estados miembros, el Banco disfrutará en sus 
comunicaciones de las franquicias que se conceden a 
las comunicaciones oficiales. 

Artículo 32 

El personal del Banco, cualquiera que fuere su catego-
ría, gozará de los siguientes privilegios e inmunidades: 

a) Inmunidad respecto a procesos judiciales, admi-
nistrativos y legislativos, relativos a actos realizados 
por ellos en su carácter oficial, salvo que el Banco 
renuncie a tal inmunidad. 

b) Cuando no fueren nacionales del País miembro, 
gozarán de las mismas inmunidades y privilegios res-
pecto de restricciones de inmigración, requisitos de 

registro de extranjeros y obligaciones de servicio mili-
tar, y las demás facilidades respecto a disposiciones 
cambiarías y de viajes que el país conceda al personal 
de rango comparable al de otros miembros. 

Artículo 33 

a) El Banco, sus ingresos, bienes y demás activos, 
lo mismo que las operaciones y transacciones que efec-
túe de acuerdo con este Convenio, estarán exentos de 
toda clase de gravámenes tributarios y derechos adua-
neros u otros de naturaleza análoga. El Banco estará 
asimismo exento de toda responsabilidad relacionada 
con el pago, retención o recaudación de cualquier im-
puesto, contribución o derecho. 

b) No se impondrán gravámenes ni tributos de nin-
guna clase sobre las obligaciones o valores que emita 
o garantice el Banco, incluyendo dividendos o inte-
reses sobre los mismos, cualquiera que fuere su tenedor. 

c) Los sueldos y emolumentos que el Banco pague 
a su personal, cualquiera que fuere su categoría, esta-
rán exentos de impuestos. 

Capítulo VII 

REQUISITOS PARA O B T E N E R GARANTÍAS O PRÉSTAMOS 

Artículo 34 

Queda establecido que los miembros del Banco no 
podrán obtener garantías o préstamos de dicha institu-
ción, si no hubieren depositado previamente los instru-
mentos de ratificación de los siguientes convenios in-
ternacionales: 

Tratado General de Integración Económica Centro-
americana, suscrito en la fecha de la firma del pre-
sente Convenio; 

Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integra-
ción Económica Centroamericana, suscrito el 10 de 
junio de 1958; 
Convenio sobre el Régimen de Industrias Centro-
americanas de Integración, suscrito el 10 de junio 
de 1958; y 

Convenio Centroamericano sobre Equiparación de 
Gravámenes a la Importación, suscrito el de sep-
tiembre de 1959 y el Protocolo suscrito en la fecha 
de la firma del presente Convenio. 

Capítulo VIH 

t ~ ADHESIÓN DE NUEVOS MIEMBROS 

Artículo 35 sente Convenio podrán adherirse a él en cualquier mo-
Los Estados centroamericanos no signatarios del pre- mentó. 

Capítulo IX 

DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN 

Artículo 36 b) Cuando sólo una de las Partes permanezca adhe-
, - rida a este Convenio. 

El banco será disuelto: E n c a S Q d e d i s o l u c i ó n l a Asamblea de Gobernadores 
a) Por decisión unánime de los Estados miembros; o determinará las condiciones en que el Banco terminará 
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sus operaciones, liquidará sus obligaciones y distribuí- vas excedentes después de haber cancelado dichas obli-
rá entre los Estados miembros el capital y las reser- gaciones. 

Capítulo X 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 37 

El presente Convenio tendrá una duración ilimitada y 
no podrá denunciarse antes de los veinte años, contados 
a partir de su entrada en vigor. La denuncia surtirá 
efecto cinco años después de su presentación. El Con-
venio continuará en vigencia cuando permanezcan por 
lo menos dos países adheridos a él. 

Artículo 38 

El presente Convenio entrará en vigor a partir del 
depósito del tercer instrumento de ratificación en la 
Secretaría General de la Organización de Estados Cen-
troamericanos. Para los Estados centroamericanos que 
se adhieran a él posteriormente, entrará en vigor desde 
la fecha de depósito del respectivo instrumento en 
dicha Secretaría. 

Artículo 39 

En caso de que un Estado signatario dejare de ser 
miembro del Banco, no cesará su responsabilidad por 
las obligaciones directas que tenga hacia el Banco ni 
por sus obligaciones con el mismo derivadas de prés-
tamos, créditos o garantías obtenidas con anterioridad 
a la fecha en que el Estado hubiere dejado de ser miem-
bro. Sin embargo, no tendrá responsabilidad alguna 
con respecto a préstamos, créditos o garantías realiza-
das con posterioridad a su retiro como miembro. 

Los derechos y obligaciones del Estado que dejase 
de ser miembro se determinarán de conformidad con 
el Balance de Liquidación Especial que al efecto se 
elabore a la fecha en que sea efectiva su separación. 

Artículo 40 

El Banco podrá prestar sus facilidades para la organi-
zación y funcionamiento de una cámara de compen-
sación por cuenta de los Bancos Centrales cuando éstos 
así lo soliciten. 

Artículo 41 

La Secretaría General de la Organización de Estados 
Centroamericanos será la depositaría del presente Con-
venio y enviará copias certificadas del mismo a la 
Cancillería de cada uno de los Estados contratantes, 
a las cuales notificará inmediatamente del depósito de 
cada uno de los instrumentos de ratificación, así como 
de cualquier denuncia que ocurriere. Al entrar en 
vigor el Convenio procederá también a enviar copia 
certificada del mismo a la Secretaría General de la 
Organización de las Naciones Unidas para los fines de 

registro que señala el Artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas. 

Artículo 42 

El Banco constituido mediante el presente Convenio 
es la institución a que se refieren las Resoluciones 84 
y 101 del Comité de Cooperación Económica del Istmo 
Centroamericano y con su creación Guatemala, El Sal-
vador y Honduras dejan cumplidas las disposiciones 
sobre creación del Fondo de Desarrollo y Asistencia 
acordadas en el Tratado de Asociación Económica y en 
el Protocolo celebrado entre ellos el 8 de junio de 1960. 

Artículo transitorio 

Las sumas que los Gobiernos anticipen para los gastos 
iniciales de establecimiento del Banco, serán imputa-
das a sus aportaciones al capital del mismo. 

Artículo transitorio 

La primera reunión de la Junta de Gobernadores del 
Banco será convocada por la Cancillería de la Repú-
blica de Honduras, a la mayor brevedad y sin exceder 
de los primeros sesenta días a contar de la fecha de 
entrada en vigencia del presente Convenio. 

Los respectivos Plenipotenciarios firman el presente 
Convenio en la ciudad de Managua, capital de la Re-
pública de Nicaragua, el día trece del mes de diciem-
bre de mil novecientos sesenta. 

Por el Gobierno de Guatemala: 
Julio Prado García Salas 

Ministro Coordinador 
de Integración Centroamericana 

Alberto Fuentes Mohr 
Jefe de la Oficina de Integración 

Económica 

Por el Gobierno de El Salvador: 
Gabriel Pilona Araujo 
Ministro de Economía 

Abelardo Torres 
Subsecretario de Economía 

Por el Gobierno de Honduras: 
Jorge Bueso Arias 

Ministro de Economía y Hacienda 

Por el Gobierno de Nicaragua: 
Juan José Lugo Marenco 

Ministro de Economía 
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B 

LA ASOCIACIÓN LATINOAMERICANA DE LIBRE COMERCIO 





II 

I N F O R M E S D E L A P R I M E R A Y S E G U N D A R E U N I O N E S DEL GRUPO DE TRABAJO DEL M E R C A D O 

R E G I O N A L L A T I N O A M E R I C A N O 

1 

BASES PARA LA FORMACIÓN DEL MERCADO REGIONAL LATINOAMERICANO 

Informe de la primera reunión del Grupo de Trabajo 
(Santiago de Chile, 3 a 11 de febrero de 1958) 

ANTECEDENTES 

De acuerdo con la Resolución 116 (VII ) , aprobada por la Comisión en su séptimo período de sesiones, la Secre-
taría invitó a un grupo de personalidades latinoamericanas a participar en una discusión sobre los problemas del 
mercado regional en América Latina, dentro del mandato que se especifica para el Grupo de Trabajo sobre este 
tema en la mencionada resolución. 

El Grupo quedó compuesto por las siguientes personalidades: José Garrido Torres, Presidente del Consejo 
Nacional de Economía del Brasil; Rodrigo Gómez, Director General del Banco de México, S. A., de México; Fia-
vián Levine, Gerente de la Compañía ele Acero del Pacífico (Huachipato) y Profesor de la Universidad de Chile; 
Eustaquio Méndez Delfino, Presidente de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires y ex-Presidcnte de la Comisión 
Nacional Honoraria de Economía y Finanzas de la Argentina; Juan Pardo Heeren, ex-Ministro de Hacienda del 
Perú; Galo Plaza, ex-Presidente de la República del Ecuador; Joaquín Vallejo, ex-Ministro de Fomento de Co-
lombia. 

El Grupo se reunió en la sede de la Secretaría de la Comisión desde el 3 al 11 de febrero de 1958. Sus miem-
bros eligieron presidente al Sr. Galo Plaza y relator al Sr. Joaquín Vallejo. 

Asistió al grupo en su deliberación la siguiente Secretaría: Raúl Prebisch, Director Principal; Louis N. Swen-
son, Subdirector; Alfonso Santa Cruz, Secretario de Comisión; Esteban Ivovich, Jefe de Comercio, Secretario de 
la reunión; Fernando Ilíones, Consultor en política comercial; Jorge Ahumada, Jefe de la División de Desarrollo 
Económico; Carlos Quintana, Jefe de Industrias; Nuno de Figueiredo, Coordinador de estudios sobre mercado re-
gional; y Santiago Macario, Sub-jefe de Comercio, asesores. 

Teniendo a la vista los antecedentes que representan las resoluciones comentadas en el anexo I, el Grupo 
tomó como base de sus discusiones los estudios e informes que le remitió la Secretaría y los documentos que le 
fueron sometidos en el curso de sus deliberaciones, que también allí se detallan. 

Como resultado de sus discusiones, el Grupo aprobó el informe que se acompaña en las páginas siguientes, 
acordando en la sesión final que la Secretaría lo hiciera llegar, con las sugestiones y las recomendaciones que con-
tiene y con los comentarios que la Secretaría estime oportunos, a los gobiernos miembros de la Comisión. Asi-
mismo, el Grupo acordó dar la más amplia difusión inmediata a sus conclusiones. 

I . PREAMBULO 

La exigencia social del desarrollo de los países latino-
americanos hace cada vez más imperioso llegar a fórmu-
las eficaces para acelerar la tasa de crecimiento del in-
greso real por habitante. Es ya un hecho plenamente 
reconocido que estas fórmulas tendrán que apoyarse en 
la tecnificación de la agricultura y la progresista indus-
trialización de tales países. La;, potencialidad de la téc-
nica moderna para lograr esto^ objetivos es enorme y 
así lo demuestran los experimentos de gran trascenden-
cia histórica que se están desenvolviendo ante nuestros 
ojos., ¿Podrá aprovechar plenamente esta potencialidad 
América Latina? Se opone a ello un obstáculo de con-

siderable importancia. La industrialización requiere 
amplio mercado sin el cual no será posible alcanzar en 
nuestros países la elevada productividad de los grandes 
centros industriales. América Latina podría tener un 
amplio mercado, pero lo ha fragmentado en veinte 
compartimentos estancos. En realidad, después de la 
formación del mercado común de la Europa Occiden-
tal, de los esfuerzos que en el mismo sentido realizan 
los países escandinavos y del proceso de integración en 
que parecerían empeñarse los países orientales de aquel 
continente, formamos el único gran conglomerado de 
población del mundo que, en un dilatado territorio 
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de abundantes recursos naturales, está desperdiciando 
por su falta de articulación económica esa enorme po-
tencialidad de la técnica moderna. 

La población de América Latina llegaba en 1955 a 
unos 175 millones de personas y hacia 1957 se estima 
que habrá crecido en 100 millones más. En este incre-
mento, a la población activa correspondería aproxima-
damente un aumento de unos 38 millones. Y si conti-
núan las tendencias de los veinte años anteriores, tan 
sólo 5 millones de ese considerable incremento del po-
tencial humano serán absorbidos por las actividades 
agrícolas y menos aún si se acelera la tecnificación de 
ellas, como es altamente deseable. Quedarían pues unos 
33 millones de personas que deberán buscar su ocupa-
ción productiva fuera de la agricultura y de ellas una 
buena parte tendrá que ser absorbida por el proceso de 
industrialización y en formas de progresivo avance téc-
nico. Habrá un ingente desperdicio de recursos si pre-
tendemos continuar la industrialización en comparti-
mentos estancos. 

La CEPAL ha visto claramente este problema y los 
gobiernos que la constituyen han concordado en prin-
cipio en la necesidad de formar el mercado regional, 
primero, en la reunión inicial del Comité de Comercio 
celebrada en noviembre de 1956 y en seguida —mayo 
de 1957— en el séptimo período de sesiones en La Paz. 
Asimismo, en la reciente conferencia económica de la 
Organización de Estados Americanos, celebrada en Bue-
nos Aires —agosto de 1957— los gobiernos han ratifi-
cado categóricamente el propósito de crear el mercado 
regional latinoamericano.1 

Por mandato de la reunión de La Paz, la Secretaría 
Ejecutiva nos ha invitado a colaborar en las tareas ten-
dientes a la realización de este trascendental designio. 
Hemos contado para ello con una serie de estudios 
anteriores. El concepto de la integración de la econo-
mía latinoamericana aparece ya en el Estudio Econó-
mico de América Latina 1949 de la CEPAL y va adqui-
riendo consistencia en sus trabajos posteriores. En este 
sentido, cabe destacar que la primera expresión de ideas 
definidas sobre estructuración del mercado regional se 
encuentra en el documento titulado Los pagos y el mer-
cado integral interlatinoamericano? Todo ello ha sido 

1 [Nata de la Secretaría.] En el anexo 'II de este informe pueden 
encontrarse los textos de las resoluciones aprobadas por la C E P A L y 
la O E A . 

2 [Nota de Ja Secretaría.] Se trata del informe que bajo ese título 
•publicó en 1956 la Secretaría, y que fue preparado —en carácter de 
consultores de ella— por los economistas D . José Garrido Torres, del 
Brasil, y D . Euscbio Campos, de la Argentina, tras una encuesta reali-
zada en diversos países de América del Sur con la cooperación de la 
Secretaría. E l informe finalizaba con las siguientes recomendaciones, 
entre otras: 

Se estima necesario celebrar acuerdos destinados a promover —me-
diante ía colaboración multinacional y con aportes financieros prove-
nientes tanto del área como foránea— el establecimiento o desarrollo 
de industrias que requieren grandes capitales y extensos mercados. 

Júzgase conveniente establecer principios generales y ciertos procedi-
mientos concretos de política comercial que sean aptos para estructurar 
paulatinamente un mercado regional, multilateral y competitivo. Con 
este mercado regional se podrían intensificar producciones industriales 
latinoamericanas, cuya reducción de costos y expansión futura dependen 
fundamentalmente del incremento de la capacidad de consumo. 

En este plano y como primera etapa, se sugiere el levantamiento 

muy útil al Grupo de Trabajo, así como los informes 
adicionales presentados por la Secretaría antes y du-
rante nuestras reuniones. 

Así, pues, el concepto del mercado regional latino-
americano ha venido formándose gradualmente de tiem-
po atrás y consideramos un privilegio haber podido 
ahora darle un nuevo impulso con la formulación de las 
bases esenciales sobre las que a nuestro juicio debiera 
descansar. El establecimiento del mercado común eu-
ropeo ha venido a hacer más perentoria la exigencia 
del mercado regional latinoamericano: primero, porque 
demuestra cómo una idea que hace algunos años pudo 
considerarse utópica se abre camino con celeridad cuan-
do el prestigio de esclarecidos estadistas sabe apoyarla 
y concretarla con fuerte convicción; y, segundo, porque 
el mercado común europeo, por innegables que sean 
sus ventajas para los seis países que lo forman, y por 
beneficiosas que pueden ser sus repercusiones indirectas 
para América Latina, traerá además algunos efectos des-
favorables, principalmente por las medidas preferencia-
Ies que establece para los territorios de ultramar. Por 
mucho que una acción concertada de nuestros países 
pueda atenuar esos efectos, no sería dable suponer que 
lleguen a evitarse totalmente. Más aún, el mercado 
común europeo va a ciar impulso considerable a la re-
volución tecnológica que ya se viene operando en su 
agricultura, así como en su producción de materias pri-
mas sintéticas; y todo ello tendrá consecuencias adversas 
para los países productores de América Latina. 

Sin embargo, no cabría limitarse a una reacción ne-
gativa. La reacción positiva de América Latina deberá 
ser el mercado regional. Esta es la gran oportunidad 
de hacerlo con decisión y sin desmedro alguno de nues-
tras provechosas relaciones de intercambio con los 
grandes centros industriales. Seguiremos comprando 
en ellos en la medida en que absorban nuestras expor-
taciones y deberemos hacer todo lo posible para alen-
tarlas. Pero tendremos que seguir cambiando la com-
posición de nuestras importaciones para ajustarías a la 
capacidad de pagos Exteriores. Al realizarse este proceso 
dentro del ancho marco del mercado regional, la in-
dustria latinoamericana encontrará el más fuerte es-
tímulo hacia nuevas y más eficaces formas de expansión 
con notables efectos sobre el desarrollo económico ge-
neral. En esta tarea de sustitución cuanto más se ace-
lere en América Latina la producción de los bienes de 
capital, que ahora se importan por ser antieconómica 
su producción en compartimentos estancos, tanto más 
pronto podrán superarse en su comercio exterior las 
consecuencias adversas que, junto a sus ventajas, pu-
diera traer el mercado común europeo. 

Desde otro punto de vista sería un error considerar 
que la justificación principal del mercado común está 
en ofrecer estímulos a la producción de bienes de capi-
tal y productos intermedios de compleja fabricación. 

del mapa industrial de América Latina, con vistas especialmente a de-
terminar la acción posible y aconse/able. 

E l informe citado se ha publicado en Los problemas actuales del 
comercio interlatin oajnericajio ( E / C N . 1 2 / 4 2 3 ) . Publicación de las Na-
ciones Unidas, N<? de venta: 1957.II.G.5. pp. 101 ss. 
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Esto concierne especialmente a los países más avanza-
dos de América Latina en que han venido madurando 
las condiciones propicias al establecimiento de estas ac-
tividades; pero no deben desvirtuarse las vastas posibi-
lidades de crecimiento, consolidación y especializa ción 
de las industrias de consumo que ya existen y las nue-
vas que sin duda alguna podrán implantarse a favor del 
mercado regional. 

Tiene también una importancia fundamental la si-
tuación de los países menos avanzados. En virtud de 
ese régimen de compartimentos estancos, no han lle-
gado a ellos en forma ponderable las benéficas conse-
cuencias de la industrialización de los países más avan-
zados. La importancia de este problema es evidente y 
el mercado regional deberá ofrecer las condiciones in-
dispensables para resolverlo. Los países menos avanza-
dos tendrán que encontrar el estímulo decisivo de su 
propia industrialización en el consumo creciente de 
los más avanzados. Esto requiere un tratamiento espe-
cial. Si en el mercado regional hubiera un régimen 
idéntico para países desigualmente situados en el pro-
ceso de industrialización, se contribuiría a consolidar 
esas desigualdades. Para atenuarlas y hacerlas desapa-
recer finalmente habrá que ofrecer incentivos especiales 

al desenvolvimiento industrial de esos países menos 
avanzados en beneficio recíproco de unos y otros. 

Teniendo presentes éstas y otras consideraciones que 
más adelante se harán, y en respuesta al mandato que 
se nos ha conferido, presentamos las siguientes bases 
para la estructuración del mercado regional latinoame-
ricano. Al formularlas, nos hemos guiado por esta idea 
primordial: que estas bases sólo tendrán eficacia en 
cuanto abran amplio cauce a la iniciativa privada y sus 
realizaciones. Los gobiernos estructurarán en el mercado 
regional, pero corresponderá a la iniciativa privada darle 
su contenido vital, y en la realización de este objetivo 
los países habrán de tener especial cuidado de que, en 
el legítimo desempeño de la industrialización, no se sus-
traigan recursos esenciales para la agricultura y las inver-
siones de capital social, en desmedro del desarrollo 
equilibrado de la economía y, en última instancia, de 
su tasa de crecimiento. 

Sobre tales bases podremos formular los proyectos 
concretos que los gobiernos constitutivos de la Comi-
sión esperan de nosotros. Para ello será indispensable 
realizar una serie de análisis, que nos hemos permitido 
sugerir también a la Secretaría Ejecutiva en la tercera 
parte de este documento, al comentar las bases que 
pasamos a enunciar. 

I I . ENUNCIADO DE LAS BASES 

I. Generalidad del mercado regional en cuanto a países 

El mercado regional deberá estar abierto a la incorpo-
ración de todos los países latinoamericanos, por lo cual 
es indispensable establecer desde un comienzo condi-
ciones aceptables para todos ellos. 

La generalidad del acuerdo del mercado regional no 
significa, sin embargo, que países particularmente vincu-
lados por razones de proximidad geográfica o comuni-
dad de intereses económicos no puedan realizar nego-
ciaciones circunscritas a ellos. Pero es esencial que éstas 
se realicen dentro del marco de un acuerdo general y 
en tal forma que las concesiones que se otorguen no 
sean exclusivas y se extiendan automáticamente a los 
otros países adherentes o que se adhieran en el futuro, 
si no lo hubieran hecho todos en el acuerdo inicial. 

II. Amplitud del mercado regional en cuanto 
a productos 

Deberá ser objetivo último del mercado regional la 
inclusión de todos los bienes que en su ámbito se pro-
ducen. Sin embargo, este concepto no significa que la 
realización del mercado regional ha de ser inmediata 
para todos esos bienes. Sólo quiere decir que el acuer-
do deberá establecer la forma y el tiempo en que los 
derechos aduaneros y restricciones que hoy dificultan o 
impiden el comercio interlatinoamericano se vayan eli-
minando gradualmente. En otros términos, el acuerdo 
ha de ser inmediato pero su ejecución progresiva. 

Sentado este principio, para llevarlo a la práctica se 
conciben diversas formas, que deberán examinarse de-

tenidamente antes de llegar a recomendaciones defi-
nitivas. 

III. El desarrollo de los países menos avanzados 

Los países menos avanzados deberán ser objeto de tra-
tamiento especial a fin de que, mediante su progresiva 
industrialización y fortalecimiento general de su eco-
nomía, participen plenamente en las ventajas del mer-
cado regional. 

Con tal propósito la disminución de derechos y res-
tricciones tendrá que ser más lenta que en los países 
más avanzados, según fórmulas que conviene estudiar; 
y éstas deberán establecer facilidades a las exportacio-
nes de tales países, especialmente a las de sus nuevas 
industrias y otras actividades, a fin de asegurar la equi-
tativa reciprocidad de intercambio. Además, habrá que 
buscar otros medios, particularmente de carácter finan-
ciero, que propendan al más rápido desarrollo de estos 
países. 

IV. El régimen tarifario ante el resto del mundo 

El mercado regional hace deseable llegar en última ins-
tancia a la unificación de las tarifas aduaneras ante el 
resto del mundo. Pero la tarifa ha perdido en algunos 
países su papel protector y, en vez de ella, se emplean 
diferentes formas de restricciones. Mientras éstas no 
sean sustituidas por una nueva tarifa, será indispensable 
establecer un régimen transitorio que asegure en aque-
llos países la eliminación progresiva de tales restriccio-
nes en forma equivalente a las reducciones tarifarias 
de otros países adherentes. 
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V. La especialización de industrias y otras actividades 

La especialización de industrias y otras actividades que 
persigue el mercado regional deberá ser el resultado del 
libre juego de las fuerzas económicas dentro de las con-
diciones generales que establezca el acuerdo y sin perjui-
cio de orientar la política de inversiones en forma que 
favorezca el mejor cumplimiento de los fines de aquél. 

No es compatible con este principio dar exclusivi-
dad a ciertas industrias o actividades en determinados 
países o establecer limitaciones a la libertad de compe-
tencia, salvo en cuanto concierne a las modalidades 
especiales del programa de integración de los países 
centroamericanos que, a tal efecto, deberán considerar-
se como una unidad, si ésta es la forma en que ellos 
desean adherirse. 

ciones del incremento del consumo cuando ello fuere 
indispensable para el mantenimiento regular de estas 
actividades. 

IX. Las reglas de competencia 

A fin de contribuir al funcionamiento regular del mer-
cado regional, deberá evitarse que las exportaciones de 
un país adherente, mediante prácticas de competencia 
desleal, perjudiquen las actividades de los otros países 
del acuerdo, ya sea por la depreciación monetaria com-
petitiva o en cualquier otra forma. 

Los países adherentes también deberán abstenerse 
de prácticas discriminatorias, a fin de que los precios de 
exportación para cada artículo sean los mismos, inde-
pendientemente del mercado a que se destinen. 

VI. El régimen de pagos 

El mercado regional, para su mayor eficacia, deberá 
tener un régimen especial de pagos multilaterales que 
propenda al máximo de reciprocidad del intercambio 
dentro de su territorio y que no perjudique la eventual 
participación de América Latina en el restablecimiento 
de una multilateralidad más general. En el régimen 
que se establezca es esencial evitar todo riesgo cam-
biario para los países adherentes. 

VII. Restricciones temporales a las importaciones 

Habrá que reservar a los países adherentes la facultad 
de imponer restricciones temporales a sus importacio-
nes, según normas que el acuerdo establezca cuando así 
lo exijan, y sin perjuicio de las medidas fundamentales 
de política monetaria, fiscal y económica que deberán 
tomarse para corregir la situación: 

a) la amplitud y persistencia del desequilibrio de 
su balance de pagos con los otros países del mer-
cado, y 

b) la necesidad de facilitar la reabsorción de mano 
de obra en los reajustes inherentes a la transfor-
mación industrial. 

VIII. La protección de la agricultura 

Los países adherentes podrán restringir las importacio-
nes de productos agrícolas limitándolas a ciertas propor-

X. El crédito y la asistencia técnica 

El mercado regional deberá contar con un régimen 
adecuado de créditos y asistencia técnica, tanto para 
estimular las exportaciones intrarregionales como para 
ayudar a la implantación y desenvolvimiento de las in-
dustrias correspondientes. 

XI. El órgano consultivo 

Los problemas que traerá consigo el funcionamiento 
del mercado regional requieren la creación de un ór-
gano consultivo formado por los gobiernos adherente 
y el establecimiento de un régimen de arbitraje. 

XII. Participación de la actividad privada 

La formación del mercado regional requiere el acuerdo 
de los gobiernos. Pero su realización dependerá en alto 
grado de la iniciativa privada, de su comprensión del 
problema y de su aptitud para aprovechar las enormes 
ventajas que el mercado regional ofrece para la indus-
trialización, la tecnificación de la agricultura y el des-
arrollo económico general. 

Se considera, pues, de suma conveniencia contar con 
la activa cooperación de las entidades representativas 
de la actividad económica privada, tanto en el campo 
nacional como internacional, para el estudio y discusión 
de estos problemas. 

I I I . COMENTARIOS A LAS BASES Y RECOMENDACIONES 

Bases I y II. Generalidades del mercado regional en 
cuanto a países y amplitud en cuanto a productos 

Cuanto mayor fuere el número de países y de produc-
tos que abarque el mercado regional tanto mayores 
serán las posibilidades de intercambio recíproco y tanto 
más fluido será su funcionamiento al facilitar la liqui-
dación de saldos dentro del mismo mercado. 

Esto aconseja abrir el acuerdo a la adhesión de to-
dos los países latinoamericanos y, al mismo tiempo, bus-

car fórmulas suficientemente flexibles para que aquellos 
países unidos por la proximidad geográfica o por la co-
incidencia de intereses especiales puedan hacerse con-
cesiones que, si bien están destinadas a promover sus 
intereses recíprocos, deberán extenderse a los otros paí-
ses adherentes sin sentido alguno de exclusividad. 

En cuanto a los productos, hay que examinar cuida-
dosamente la forma de aplicar de un modo gradual y 
progresivo la reducción de derechos y restricciones. Por 
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su carácter complementario, por no producirse aún, o 
por ser objeto de producción de un solo país, hay ar-
tículos con los cuales podría iniciarse el proceso de 
reducción de derechos y restricciones sin limitación 
alguna: este es el caso de algunos productos tradicio-
nales de intercambio y de parte apreciable de los bienes 
de capital y de los bienes duraderos de consumo, así 
como de importantes artículos intermedios. En el otro 
extremo están las industrias de bienes de consumo co-
rriente en que la reducción deberá ser gradual y pro-
gresiva para permitir la adaptación de las actividades 
y su especialización, sin los serios trastornos que de 
otro modo ocurrirían. 

En el examen de este aspecto, conviene que la Se 
cretaría Ejecutiva tenga en cuenta diferentes fórmulas 
de reducción, ya sea que se refieran al conjunto de pro-
ductos, a grupos de productos afines, o a mercaderías 
individualmente consideradas. 

Base III. El desarrollo de los países menos avanzados 

Es indispensable al éxito del mercado regional que los 
países menos avanzados encuentren en él incentivos 
que hoy no tienen para una vigorosa industrialización. 
Pero si estos países quedaran dentro del acuerdo en las 
mismas condiciones que los más avanzados, este obje-
tivo sería ilusorio por la mayor productividad industrial 
de estos últimos. Para evitar este resultado hay que 
estudiar diversos procedimientos. Por ejemplo, podría 
mantenerse por tiempo prudencial la protección razo-
nable que requieran las industrias de los países menos 
avanzados que trabajan para su propio consumo interno 
mientras van eliminándose los derechos y restricciones 
para las mismas y otras industrias en los más avanzados. 
También podría estimularse la implantación de indus-
trias de exportación en los países menos avanzados y 
otorgar las facilidades necesarias para su importación 
en los más avanzados. Todo esto deberá ser objeto de 
estudio. 

Asimismo, habrá que analizar en qué forma po-
drían acordarse facilidades de crédito a estos países 
para ayudarles a la financiación de sus industrias de ex-
portación. Por lo demás, cabe esperar que el capital 
extranjero encuentre en ellos incentivos que ahora no 
tiene para su inversiones industriales, que contarían con 
la amplitud del mercado regional en vez de la gran 
estrechez de los mercados presentes. 

No se interprete que se está recomendando en este 
aspecto un sacrificio de los países más desarrollados en 
favor de los otros. Hay un claro interés recíproco. Den-
tro del régimen preferencial de comercio que el mer-
cado regional significa, las exportaciones que hagan los 
menos desarrollados a los más desarrollados les dará un 
poder adquisitivo que se empleará en gran parte en 
comprar productos manufacturados de estos últimos, 
sobre todo cuando se llegue a un sistema multilateral 
de pagos que aliente a emplear los saldos acreedores 
dentro del ámbito mismo del mercado, y reduzca al 
mínimo la pérdida de dólares u otras monedas de libre 
convertibilidad hacia el resto del mundo. 

Sin estos arreglos especiales, los países más avanza-
dos encontrarían serias dificultades para vender sus bie-
nes de capital y otros bienes cuyos costos sean superio-
res a los internacionales. Es cierto que la ampliación 
del mercado y el aumento consiguiente de producti-
vidad irá acercando estos costos a los internaciona-
les. Mientras tanto, sería lógico esperar que los países 
menos desarrollados resistieran el otorgamiento de pre-
ferencias a estos bienes si para adquirirlos necesitan 
desprenderse de sus divisas fuertes. Pero si les es dado 
hacerlo con exportaciones adicionales, especialmente de 
artículos manufacturados, se abre un dilatado campo 
de interés recíproco entre uno y otro grupo de países. 

Base IV. El régimen tarifario ante el resto del mundo 

Dos posibilidades se presentan para abordar el proble-
ma de una política diferencial: el de la zona de libre 
comercio y el de la unificación de la tarifa aduanera 
ante el resto del mundo. La primera ofrecería la ven-
taja de no requerir el reajuste de las tarifas vigentes 
frente a terceros países: cada país mantendría o esta-
blecería hacia el resto del mundo los derechos que qui-
siera —con las limitaciones de sus tratados vigentes—, 
y sólo se comprometería a acordar las reducciones pro-
gresivas que el acuerdo exigiera para los otros países 
miembros del sistema. Sin embargo, en determinadas 
circunstancias tendría serias desventajas la falta de una 
tarifa común para ciertos productos que se importan 
desde terceros países. 

Por otro lado, tampoco es tarea fácil llegar a la 
tarifa común. Ante todo, hay países en que la tarifa 
ha desaparecido por obra de la inflación y ha sido sus-
tituida por restricciones de diferente naturaleza. Podría 
llevar tiempo reconstruirla, pero no es necesario esperar 
a que esto se cumpla para concertar el acuerdo del mer-
cado regional. Se conciben desde luego etapas inter-
medias. La reducción progresiva de derechos y restric-
ciones podría iniciarse dentro de una zona de libre 
comercio, mientras se dan los pasos decisivos hacia el 
establecimiento de una tarifa común. Convendría que 
la Secretaría Ejecutiva analizara distintas alternativas 
en este sentido —entre otras la permitida por el ar-
tículo X X V del Acuerdo General de Aranceles y Co-
mercio—, y encontrara al mismo tiempo fórmulas satis-
factorias para computar las restricciones conjuntamente 
con los derechos de aduana a los fines de las reduc-
ciones a que se refiere este informe. 

Base V. La especialización de industrias y otras 
actividades 

Es posible que muchas industrias de consumo hayan 
alcanzado en los países latinoamericanos una dimen-
sión aparentemente satisfactoria si se compara con la 
de los centros industriales avanzados. Pero, si bien 
se mira, en las plantas latinoamericanas la estrechez 
del mercado suele obligar a producir excesiva varie-
dad de artículos, en tanto que en las de aquellos cen-
tros hay un alto grado de especialización. El mercado 
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regional estimulará este último proceso. El tiempo que 
dure la reducción de derechos y restricciones permitirá 
ir introduciendo los reajustes necesarios y provocando 
posiblemente la fusión de intereses industriales entre 
firmas de diferentes países o arreglos entre ellas para 
lograr la especialización, en éste y otros casos. 

Todo ello debiera ser el resultado del juego espon-
táneo de intereses, que no es incompatible con una 
eficaz orientación a través de los mecanismos finan-
cieros, pero en ningún caso debiera conducir a formas 
de exclusividad que impidan la competencia o el ac-
ceso de nuevas empresas. 

Base VI. El régimen de pagos 

En abstracto, es concebible un mercado regional sin 
un régimen especial de pagos, pero en la realidad no 
se lograría desarrollar sin ese régimen toda la poten-
cialidad del mercado. Un sistema en que cualquier 
saldo acreedor en favor de un país pudiera dar lugar 
a una salida inmediata de divisas hacia el resto del 
mundo, significaría la posibilidad de una pérdida de 
sustancia para el mercado regional. Hay pues que crear 
los incentivos para que estos saldos puedan emplearse 
dentro del mismo mercado. 

Con este propósito deberá examinarse la posibilidad 
de organizar un sistema de créditos concomitante con 
el de pagos multilaterales. 

Hemos visto con satisfacción que en la reunión par-
cial de bancos centrales en Montevideo, convocada por 
la CEPAL, se ha recomendado la paridad de las mone-
das de cuenta en los convenios bilaterales y se han 
sentado las bases para la transferencia voluntaria de 
saldos. Es de esperar que en la segunda reunión —que 
convendría extender a todos los bancos centrales latino-
americanos— pueda llegarse a fórmulas más amplias 
de compensación multilateral, y que un programa in-
aplazable de eliminación ele ciertas restricciones que 
traban el intercambio pueda abrir el camino para la 
transferibilidad automática de los saldos dentro del 
ámbito latinoamericano. 

Base VII. Restricciones temporales a las 
importaciones 

El incentivo para emplear los saldos dentro del propio 
mercado regional, a que se hizo referencia en la Base 
VI, será elemento poderoso de equilibrio. Pero ello no 
excluye que factores circunstanciales o una presión de 
carácter inflacionario traigan fenómenos de desequili-
brio no susceptibles, por su índole y su magnitud, de 
cubrirse mediante créditos adicionales. Esto podría lle-
var al país deudor a la necesidad de imponer restriccio-
nes a las importaciones provenientes del mismo mer-
cado. Pero es indispensable que tales restricciones se 
ajusten a ciertas normas y que además se apliquen por 
tiempo limitado, pues es necesario tomar otras medidas 
que ataquen a fondo el desequilibrio. En este sentido 
podrían desempeñar una acción eficaz de consejo y 
orientación los órganos que surjan del acuerdo. 

Hay también que considerar los casos en que el 
desequilibrio sea de carácter estructural, esto es, que un 
país no haya conseguido alcanzar una tasa de desarrollo 
económico similar a la de los otros sin una tendencia 
persistente al desequilibrio exterior. En tal caso se im-
ponen serias medidas de reajustes para estimular las ex-
portaciones y sustituir las importaciones. El reajuste 
monetario es una de las vías a seguir a la luz de las 
disposiciones y prácticas del Fondo Monetario Inter-
nacional. Pero también cabría pensar en medidas limi-
tadas de protección, que sólo podrían tomarse después 
de oír a los órganos pertinentes. Trátase de aspectos 
delicados que requieren cuidadoso examen. 

Hay otro tipo de desequilibrios que habrá que tener 
en cuenta. El mercado regional tenderá a acelerar el 
ritmo de crecimiento de los países latinoamericanos. 
Este hecho y el tiempo más o menos prolongado que 
habrá que dar a la reducción de derechos y restricciones 
facilitará el reajuste de las actividades de un país frente 
a la competencia de otros países adherentes. 

Podrán darse casos, sin embargo, en que por la 
índole de una actividad o por su situación geográfica 
no sea posible traspasar fácilmente la mano de obra 
que allí no fuese ya necesaria a otras actividades en 
crecimiento. Es lógico que en esas ocasiones el país 
pueda imponer restricciones temporales a las importa-
ciones responsables de estos trastornos. 

Base VIII . La protección a la agricultura 

Desde el punto de vista del comentario anterior, la 
agricultura se encuentra en una situación especial. 
La protección se ha impuesto en algunos casos para 
defenderla de la competencia de otros países latino-
americanos. Este hecho no podría verse con criterio 
estático. Por un lado, la tecnificación de la agricul-
tura de esos países podría permitir afrontar en condi-
ciones favorables aquella competencia. Por otro lado, 
no hay que descartar la posibilidad de que el fuerte 
crecimiento del consumo, con el andar del tiempo, 
haga indispensable que esas actividades ahora protegi-
das se mantengan y estimulen en virtud de que los 
saldos de los países exportadores se van reduciendo por 
el crecimiento de su propio consumo. 

Ante la posibilidad de estas transformaciones, con-
viene proceder con prudencia y acordar un tratamiento 
también especial a las actividades agrícolas, sin perder 
de vista la necesidad de trazar programas para la susti-
tución gradual de ciertas producciones de alto costo 
por otras de mayor productividad, tanto en beneficio 
del consumidor como para contribuir al mejor aprove-
chamiento de los recursos productivos disponibles. 

Base IX. Las reglas de competencia 

La esencia de un mercado regional está en su carácter 
competitivo. Pero el éxito en la competencia tiene 
que ser la consecuencia de mejores aptitudes produc-
tivas y no de factores arbitrarios. Éstos pueden ser de 
distinta índole. Si la depreciación exterior de la mo-

46 



neda de un país es persistentemente superior a la depre-
ciación interna, ello significaría la posibilidad de reducir 
los precios de exportación en detrimento de otros países 
competidores del mercado. 

Habría otros casos en que la competencia desleal 
sería más bien el resultado de procedimientos delibe-
rados, mediante subsidios aparentes o encubiertos. Estas 
prácticas no son compatibles con el mercado regional. 

Base X. El crédito y la asistencia técnica 

En esta materia hay también que proceder con cautela, 
pues si bien la aceleración del desarrollo provocado 
por el mercado regional traerá consigo mayores nece-
sidades de recursos invcrtibles, se corre el riesgo de 
caer en iniciativas demasiado ambiciosas que, por bien 
inspiradas que sean, difícilmente podrían llevarse a la 
práctica. Conviene comenzar por creaciones modestas 
que puedan extender su campo de acción conforme 
vayan demostrando su seriedad y eficacia. 

Las necesidades de crédito inherentes al mercado 
regional son de dos clases: por un lado, el financia-
miento de las exportaciones y, por otro, el de las indus-
trias de donde éstas surgen. En cuanto a lo primero, 
se requiere organizar un régimen de créditos a plazos 
medianos destinados especialmente a fomentar las ex-
portaciones de bienes de capital. Debería examinarse 
la posibilidad de que estas operaciones de crédito pue-
dan realizarse por el mismo órgano que esté a cargo 
del régimen de pagos multilaterales, sin perjuicio de 
utilizar debidamente las entidades financieras existen-
tes tanto nacionales como extranjeras. 

En cuanto al financiamiento de las industrias, es-
pecialmente las de exportación, es indudable que el 
capital privado nacional y extranjero va a encontrar 
incentivos más poderosos que los que hoy tiene en vir-
tud de la dilatación del mercado. Estos incentivos 
promoverán la combinación de capitales de varios paí-
ses para el desarrollo de industrias que sirvan al 
mercado regional y otras formas de cooperación finan-
ciera. Pero es obvio que los recursos nacionales no 
serán suficientes y habrá que recurrir a la aportación de 
recursos de crédito internacional. Será pues necesario 
examinar la posibilidad de crear una entidad especial 
de fomento para realizar estas operaciones de finan-
ciamiento que tendrían que acompañarse con medidas 

I V . OTRAS RECOMENDACIONES 

Los convenios comerciales vigentes entre países de 
América Latina, de una parte, y el resto del mundo, 
de otra, están fundados por lo general en la aplicación 
incondicional de la cláusula de más favor. Con escasas 
excepciones, estos convenios no contienen salvedades 
que permitan excluir de los efectos de esa cláusula el 
tratamiento especial que los países latinoamericanos 
necesitarían otorgarse entre sí a fin de estructurar el 
mercado regional. 

Por lo tanto, cualquiera que sea la fórmula jurídica 

de asistencia técnica en las cuales los organismos inter-
nacionales podrían prestar un concurso muy valioso. 

La Secretaría Ejecutiva de la CEPAL deberá estu-
diar las repercusiones que sobre el mercado regional 
tendrían las diferencias existentes en el tratamiento 
que los países de América Latina acuerden a los inver-
sionistas. 

Base XI. El órgano consultivo 

No creemos que nuestros países estén preparados para 
establecer inicialmente una autoridad ejecutiva del mer-
cado regional, aunque llegar a ello podría ser un obje-
tivo futuro. En consecuencia, nos hemos inclinado ha-
cia una organización de tipo consultivo, pero cuya 
influencia podría con el tiempo llegar a ser decisiva si 
su eficacia e imparcialidad le dieran autoridad moral 
incontrastable. En el curso de este informe se han 
visto varias circunstancias en que un país tiene que 
tomar medidas de emergencia que no condicen con 
los objetivos del acuerdo y que pudieran traer perjui-
cios a terceros países. La intervención de la junta 
consultiva se impone en todos estos casos. Más aún, 
su opinión debiera ser paso previo para que el país 
que se considere lesionado por medidas tomadas por 
otros pudiera recurrir a un fallo arbitral. En este sen-
tido, bastaría establecer un procedimiento para desig-
nar árbitros en los casos concretos que pudieran pre-
sentarse. 

Además de estas funciones, el órgano consultivo 
tendría que seguir el desenvolvimiento del mercado re-
gional, orientar las entidades a que se hace referencia 
anteriormente, y buscar una creciente armonización 
de la política económica de los distintos países para 
asegurar el funcionamiento eficaz del mismo mercado. 

Base XII. Participación de la actividad privada 

Del texto mismo de la base se deduce la conveniencia 
de que la Secretaria Ejecutiva, al efectuar los estudios 
e investigaciones que se le encomiendan en relación 
con el mercado regional, explore la opinión del sector 
privado sobre este problema y busque las fórmulas 
necesarias para poder contar con su activa colabora-
ción tanto en el campo nacional como en el inter-
nacional. 

LA SECRETARÍA EJECUTIVA 

que se escoja en su oportunidad con el fin de consti-
tuir el mercado —unión aduanera, zona de libre co-
mercio u otra—, llevarla a la práctica hará necesario 
negociar con países de otras partes del mundo la modi-
ficación de cierto número de convenios vigentes. 

Para facilitar este proceso sería conveniente que 
desde ahora, y sin perjuicio de observar el cumpli-
miento de los acuerdos vigentes, cada vez que los países 
de América Latina celebren nuevos convenios con 
países de otras regiones, o cuando renueven o modifi-
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quen los instrumentos en actual aplicación, traten de 
incorporar una cláusula amplia de excepción en favor 
del mercado regional, así como del comercio inter-
latinoamericano en general. 

Recomendamos, pues, a la Secretaría Ejecutiva que 
haga conocer estas opiniones a los gobiernos y les sub-
raye las ventajas que ofrecería, para la renegociación 
de los convenios existentes con terceros países y la in-
corporación en ellos de la excepción referida, el esta-
blecimiento de un régimen constante de consultas apro-
vechando el mecanismo del Comité de Comercio. Ese 
régimen permitiría coordinar la acción de la política 
comercial y, de otra parte, contribuiría a dar forma 
práctica a los propósitos que inspiraron en un plano 
semejante la Resolución 121 (VII) de la CEPAL, en la 
cual se recomienda a los países latinoamericanos la con-
veniencia de utilizar un procedimiento de consulta, es-
pecialmente respecto de las posibles repercusiones del 
mercado común europeo. 

Del mismo modo, convendría que la Secretaría seña-
lara a los gobiernos la oportunidad que parecen ofrecer 
algunas situaciones derivadas del Tratado de Roma, para 
procurar la formulación de reservas o salvedades que 
faciliten la estructuración del mercado regional. 

En este orden de cosas, sería conveniente que la 
Secretaría realizara un estudio acerca de los aspectos 
contractuales del establecimiento del mercado regional, 
recogiendo previamente la información y opiniones de 
organismos gubernamentales latinoamericanos compe-
tentes, y de los expertos en este campo. 

Además de los aspectos indicados, convendría que 
se examinaran los perjuicios que las concesiones que se 
acordaran a los países en el mercado regional puedan 
traer a otros países ajenos a éste, sobre todo en los casos 
en que entre estos últimos y algunos de aquéllos existan 
ciertos arreglos de carácter especial. 

Otra recomendación que hacemos a la Secretaría 
guarda relación con el transporte marítimo. Nos hemos 
enterado de los estudios ya realizados en este campo y 
del mandato que la Secretaría tiene para proseguirlos. 
Sería muy deseable que pudiera hacerse tan pronto como 
fuese posible, pues las deficiencias del transporte cons-
tituyen un serio obstáculo al intercambio. 

En este y otros aspectos de los trabajos tendientes 
a aportar informaciones y elementos de juicio necesarios 
para proyectar el mercado regional, la Secretaría deberá 
mantener un contacto estrecho y frecuente con los go-
biernos latinoamericanos. Para ello creemos convenien-
te que la Secretaría recomiende a los gobiernos que 
en cada país constituyan un grupo encargado de tratar 
todos los asuntos relativos al examen de los problemas 
del mercado regional. 

Del mismo modo, convendría que la Secretaría exa-
minara los medios más eficaces para que, a través de 

la expansión y diversificación del intercambio, pudie-
ran corregirse los desequilibrios estructurales que éste 
presenta actualmente, y todo ello de acuerdo con la 
Resolución 119 (VII ) . 

De otra parte, pensamos que, en vista del interés 
que ha despertado la iniciativa del mercado regional 
latinoamericano y sus posibilidades, sería conveniente 
disponer de una información periódica acerca de los 
nuevos proyectos industriales en los distintos países. 
Se sugiere, en consecuencia, a la Secretaría Ejecutiva 
consultar el punto de vista de los gobiernos acerca de 
esta idea y de las posibilidades de llevarla a la práctica. 

Con esto creemos haber dado término a la primera 
etapa de las importantes tareas que las Naciones Uni-
das nos han confiado. Según el mandato de los go-
biernos miembros de la CEPAL, nuestro objetivo final 
es proponer la forma de estructurar el mercado regio-
nal en América Latina. Hemos debido limitarnos en 
esta primera reunión a establecer ciertas bases funda-
mentales que, sin embargo, distan mucho de consti-
tuir siquiera un anteproyecto, que a todas luces sería 
prematuro. Se trata de simples puntos de partida 
para que mediante los nuevos estudios que se solicitan 
a la Secretaría, además de los que le han encomendado 
los gobiernos, se disponga de los elementos de juicio 
necesarios para que puedan concretarse proposiciones 
de carácter definitivo. 

No podríamos terminar este Informe de nuestras 
tareas, sin hacer mención expresa de que todos los com-
ponentes del Grupo —que hemos asistido a estas deli-
beraciones en nuestra capacidad personal— deseamos 
hacer constar nuestra satisfacción por los excelentes 
trabajos técnicos preparados por la Secretaría y sus co-
laboradores, desde el inicio mismo de la idea de que 
la CEPAL organice los trabajos y estudios conducentes 
a la formación del mercado regional. Reconocemos 
los grandes avances logrados por el Grupo de Trabajo 
de Bancos Centrales, que ha establecido las bases para 
un sistema de pagos ordenado, seguro y práctico, así 
como los inapreciables aportes que en un plano más 
general ha hecho el Comité de Comercio para poder 
progresar rápidamente hacia la meta que nos hemos 
propuesto. Por ello, queremos dejar clara constancia 
de nuestro agradecimiento y felicitaciones a ambos or-
ganismos y a la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL, lo 
mismo en su personal permanente —encabezado po:r 
su Director Principal, señor Raúl Prebisch— que en 
los consultores que invitó para colaborar antes y ahora 
en la preparación de nuestras labores. Agradecemos 
asimismo al gobierno y a las diversas autoridades de 
Chile la generosa hospitalidad que brindaron al Grupo, 
marco propicio y amable para nuestros trabajos y fiel 
reflejo de la tradicional hidalguía chilena. 
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Anexo I 

RESOLUCIONES PREVIAS A LA REUNIÓN Y LISTA DE LOS DOCUMENTOS CONSIDERADOS 

1. Al efectuar su trabajo, el Grupo tuvo en cuenta estos antece-
dentes relacionados con el mandato que le fue conferido por el 
Comité de Comercio: 

a) E n su Resolución 101 ( I V ) , de 15 de septiembre de 1955, 
la Comisión Económica para América Latina —luego de conside-
rar el documento de la Secretaría, titulado Estudio del comercio 
interlatinoamericano ( E / C N . 1 2 / 3 6 9 ) — acordó constituir un Co-
mité de Comercio, como órgano permanente en el seno de la 
Comisión. 

El objeto del Comité es procurar la intensificación del tráfico 
interlatinoamericano, sobre la base de tomar en cuenta "la fun-
damental necesidad de aumentar el comercio mundial en su con-
junto". En la resolución mencionada, la Comisión encomendó al 
Comité la preparación de fórmulas concretas para resolver los pro-
blemas prácticos del intercambio en América Latina, así como la 
elaboración de bases que faciliten la realización de negociaciones 
comerciales entre sus países, todo ello en armonía con las obliga-
ciones de carácter internacional que tengan vigentes. 

b) En su primer período de sesiones (Santiago, noviembre 
de 1 9 5 6 ) el Comité de Comercio adoptó las siguientes resolu-
ciones para el desarrollo paulatino de sus tareas: 

Resolución 1 (I), sobre establecimiento de un régimen gradual 
de pagos multilaterales. Con carácter permanente se constituye 
un Grupo de Trabajo formado por los bancos centrales de países 
titulares de cuentas interlatinoamcricanas de compensación, a fin 
de estudiar la implantación de ese régimen. Para el período de 
transición que medie hasta el establecimiento del mismo, la reso-
lución citada adopta ciertos principios —especialmente el de la 
paridad entre las monedas de cuenta y el dólar genuino para 
operaciones iguales— destinados a coordinar los mecanismos bila-
terales de pago existentes1 y preparar la transferibilidad multi-
lateral de saldos. 

Resolución 2 (I), relativa a los problemas derivados del para-
lelismo y de la capacidad ociosa observados en ciertas industrias 
latinoamericanas, como efecto, en parte, de la reducida dimen-
sión de los mercados nacionales. A fin de determinar las medi-
das aconsejables para corregir dicha situación, la resolución en-
carga a la Secretaría que haga un inventario de las industrias 
existentes en América Latina, e informe al Comité de Comercio 
sobre la marcha de los respectivos trabajos. 

Resolución 3(7), sobre procedimientos para la creación de un 
mercado regional. Como el futuro desarrollo industrial de Amé-
rica Latina requiere mercados más amplios que los actuales, esta 
resolución constituye un Grupo de Expertos para completar los 
estudios ya realizados al efecto por la Secretaría y cumplir además 
las tareas siguientes: 

i) definir las características del mercado regional, teniendo 
en cuenta el diferente grado de industrialización de los 
países del área; 

ii) estudiar sus posibilidades y proyecciones, y 
iii) hacer recomendaciones sobre los principios de acuerdo y 

procedimiento para su implantación, dentro del mandato 
del Comité de Comercio contenido en la Resolución 
101 ( V I ) . 

Resolución 4(1), recomendando a los gobiernos la adopción 
de una política de liberalización gradual —ya sea en forma uni-
lateral o a través de convenios bilaterales o multilaterales— del 
comercio intcrlatinoamericano de productos naturales, materias 
primas y alimentos.2 

1 El Grupo de Trabajo de Bancos Centrales celebró su primera 
reunión en Montevideo desde el 29 de abril al 10 de mayo de 1957. 
El resultado de sus trabajos fue la elaboración de un convenio-tipo de 
pagos, así como un acuerdo intcrbancario —que ya se aplica— sobre 
compilación e intercambio de informaciones comparables relativas a las 
cuentas interlatinoamericanas de compensación. El Grupo acordó efec-
tuar su segunda reunión en el curso de 1958. 

2 Véase el texto de las Resoluciones 1(1) a 4(1) del Comité de 

c) E n el séptimo período de sesiones de la Comisión (La 
Paz, Bolivia, 15-29 de mayo de 1 9 5 7 ) , los gobiernos miembros 
recomendaron a la Secretaría que "haga presente al Grupo de 
Expertos la situación específica de los países latinoamericanos 
mediterráneos o de estructura monoproductora o poco diversifi-
cada, a fin de que dicho grupo contemple, en la estructuración 
del mercado regional, las posibilidades de absorción de la produc-
ción exportable en esos países y de facilitar su desarrollo indus-
trial dentro del ámbito de tal mercado" (Resolución 116 [VII]) . 3 

Asimismo se solicitó del Grupo que examine la conveniencia de 
facilitar la formación de empresas con capitales provenientes 
de dos o más países y que estudie los problemas de desarrollo del 
mercado tomando en cuenta a todos y a cada uno de los países 
latinoamericanos, consideradas su situación y posibilidades. 

d) E n la Conferencia Económica de la Organización de los 
Estados Americanos (Buenos Aires, República Argentina, 15 de 
agosto-4 de septiembre de 1 9 5 7 ) , los gobiernos del hemisferio 
adoptaron una resolución 3 en la cual, después de referirse a los 
estudios y trabajos ya realizados por la Comisión Económica para 
América Latina, por su Comité de Comercio y por el Grupo de 
Bancos Centrales en favor de la expansión del comercio dentro 
del área, por unanimidad declaran "la conveniencia de establecer 
gradual y progresivamente, en forma multilateral y competitiva, 
un mercado regional latinoamericano". 

e) También fue recordado que en la Resolución 3 ( 1 ) del 
Comité de Comercio, ya citada, se manifiesta que las conclusio-
nes a que llegue el Grupo de Expertos del Mercado Regional, con 
las observaciones de la Secretaría de la C E P A L y las que reciba 
de otros organismos internacionales, serán sometidas directamente 
a los gobiernos miembros para su consideración y comentario. 
Cumplido este trámite —dice la resolución—, la Secretaría dará 
la mayor divulgación a los documentos remitidos a los gobiernos 
miembros. Además, el estudio del Grupo — o informe preliminar 
sobre el estado de las labores— más los comentarios de la Secre-
taría y de los gobiernos, serán remitidos a la próxima sesión del 
Comité de Comercio. 
2. Además de considerar las resoluciones mencionadas, durante 
el desarrollo de sus actividades el Grupo tomó en cuenta, como 
fundamento de sus trabajos, los estudios de la Secretaría de la 
C E P A L , y en algunos casos de consultores de ella, relativos al co-
mercio interlatinoamericano y al mercado regional, así como de 
otras organizaciones, que se detallan en la lista siguiente: 

A. Documentación básica 

1) Estudio del comercio interlatinoamericano ( E / C N . 1 2 / 3 6 9 / 
Rev. 1 ) , publicación de las Naciones Unidas, N 9 de venta: 
1956.II .G.3 . 

2 ) Los problemas actuales del comercio interlatinoamericano 
( E / C N . 1 2 / 4 2 3 ) , publicación de las Naciones Unidas, N 9 de 
venta: 1957 .II .G.5 , y especialmente, dentro de dicho docu-
mento, el resumen de los debates del primer período de 
sesiones del Comité de Comercio (pp. 8-14) y la Tercera 
Parte, "Los pagos y el mercado regional en el comercio 
interlatinoamericano" (pp. 1 0 1 - 1 1 2 ) . 

3) Resoluciones 1 1 6 ( V I I ) y 121 ( V I I ) de la Comisión Eco-
nómica para América Latina, en "Informe anual (15 de 
mayo de 1 9 5 6 - 2 9 de mayo de 1 9 5 7 ) " ( E / 2 9 9 8 y E / C N . 1 2 / 
4 5 1 ) , pp. 114-116 y 122-125. 

4 ) Actividades de la CEPAL en materia de pagos y mercado 
regional en América Latina ( E / C N . l 2 / 4 8 3 ) . 

5) Acta final de la Conferencia Económica de la Organización 
de los Estados Americanos (Buenos Aires, República Argén-

Comercio en Problemas actuales del comercio interlatinoamericano, do 
cumento citado, pp. 14-17. 

3 Véase su texto completo en el anexo II de este Informe. 
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tina, 15 de agosto-4 de septiembre de 1957) y, especial-
mente, dentro de dicho documento la Resolución X L , "Re-
comendación sobre el mercado regional latinoamericano" 
(pp. 86-87) . 

6 ) Liberalización del comercio interlatinoamericano (documen-
to 3.1957, de la Organización de los Estados Americanos). 

7 ) Planteamiento de los problemas del mercado regional ( E / 
C N . 1 2 / C . 1 / W G . 2 / 2 ) . 

8 ) Algunos problemas del mercado regional latinoamericano 
( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 2 / 2 ) . 

9 ) Sugestiones sobre el mercado regional latinoamericano, por 
Pierre Uri ( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 2 / 3 ) . 

10) Principales antecedentes del Grupo de Trabajo del Mercado 
Regional Latinoamericano ( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 2 / 4 ) . 

11) Distintas fórmulas para la integración económica de Amé-
rica Latina, por Hollis B. Chenery ( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 2 / 5 ) . 

12) El movimiento de integración económica centroamericana 
(documento informativo). 

B. Documentos distribuidos durante la sesión 

1) "Exposición del Dr. Raúl Prebisch, Director Principal a 
cargo de la Secretaría Ejecutiva de la C E P A L en la sesión 
inaugural, el día 3 de febrero de 1958" (Documento de 
Sala de Conferencias N 9 1 ) . 

2 ) "Sugestiones del Dr. José Garrido Torres en cuanto al mé-
todo de trabajo del Grupo" (Documento de Sala de Confe-
rencias N 9 2 ) . 

3) "Notas del Dr. José Garrido Torres sobre los conceptos 
generales y procedimientos a considerar a la luz de las cues-
tiones planteadas en los capítulos I a V del documento 
( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 2 / 1 ) " (Documento de la Sala de Con-
ferencias NQ 3 ) . 

4 ) "Notas del Dr. José Garrido Torres sobre el problema del 
financiamiento del comercio ínterlatinoamericano y sobre la 
eventual necesidad de un organismo operativo para el siste-
ma de pagos multilaterales" (Documento de Sala de Confe-
rencias N 9 4 ) . 

5) "Compilación de informaciones sobre política comercial" 
(Documento de Sala de Conferencias N 9 5 ) . 

Anexo II 
ACUERDOS SOBRE E L MERCADO REGIONAL ADOPTADOS TOR LA COMISIÓN ECONÓMICA PARA AMÉRICA LATINA 

Y POR LA CONFERENCIA ECONÓMICA DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS 

La Comisión Económica para América Latina, 
Considerando: 

a) Que el Comité de Comercio, establecido por la Resolu-
ción 101 ( V I ) del sexto período de sesiones de la Comisión, cele-
bró su primera reunión en Santiago de Chile en noviembre de 
1956 y presentó al actual período de sesiones un informe sobre 
el resultado de sus trabajos ( E / C N . 1 2 / 4 2 3 ) ; 

b) Que es conveniente completar los estudios específicamente 
relacionados con la formación de un mercado regional en Amé-
rica Latina; 

c) Que las tendencias señaladas en el documento E / C N . 1 2 / 
C . l / 4 , presentado al primer período de sesiones del Comité de 
Comercio, se han configurado con mayor claridad desde esa fe-
cha, lo que podría repercutir negativamente en el comercio extra 
e intrarregional de América Latina; 

d) Que en las Resoluciones 4 6 ( V ) , 6 9 ( V ) y 101 ( V I ) se 
ha recomendado a la Secretaría Ejecutiva y al Comité de Co-
mercio prestar especial atención al comercio de los países medi-
terráneos o de estructura monoproductora o poco diversificada 
en América Latina; 

e) Que es conveniente una mayor movilidad de capitales entre 
los países latinoamericanos, y 

f) Que es de desear que dicho mercado regional se expanda 
gradualmente hasta abarcar el conjunto de América Latina, con el 
fin de ampliar los beneficios y posibilidades de mayor desarrollo 
e integración económica que el mismo pueda ofrecer, 

Resuelve: 

1. Felicitar a la Secretaría Ejecutiva por la eficacia con que 
ha desempeñado los trabajos que le fueron encomendados por la 
Resolución 101 ( V I ) ; 

2. Expresar su satisfacción por los auspiciosos resultados que 
alcanzó el Comité de Comercio en su primer período de sesiones, 
tomar nota con beneplácito de su informe en todo lo que se 
refiere al mercado regional y aprobar las Resoluciones 2 ( 1 ) y 3(1) 
de dicho Comité; 

3. Tomar nota del encargo hecho a la Secretaría Ejecutiva, 
tanto en lo que se refiere al inventario de las industrias existentes 
en América Latina como en lo relativo a la convocatoria de un 
grupo de expertos para las tareas encomendadas en la Resolución 
3(1); 

4. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva: 
a) La conveniencia de acelerar la ejecución, en el más breve 

plazo posible, de las Resoluciones 2 ( 1 ) y 3(1) del Comité de 
Comercio, con vistas a dar un paso más decisivo hacia el obje-
tivo que las inspiró; 

b) La realización de investigaciones y la recopilación de cuan-
tas informaciones puedan servir de base para el trabajo del grupo 
de expertos de que trata la Resolución 3 (1 ) , con la mayor urgen-
cia, a fin de que la disponibilidad de tales elementos de juicio 
facilite la tarea de dicho grupo; 

c) Que haga presente a ese grupo de expertos la situación 
específica de los países latinoamericanos mediterráneos o de estruc-
tura monoproductora o poco diversificada, a fin de que dicho 
grupo contemple en la estructura del mercado regional, las posi-
bilidades de absorción de la producción exportable de esos países 
y de facilitar su desarrollo industrial dentro del ámbito de tal 
mercado; 

d) Que solicite asimismo al grupo de expertos que, en la for-
mulación de la estructura del mercado regional, considere la 
conveniencia de facilitar la formación de empresas con capitales 
provenientes conjuntamente de dos o más países; 

e) Que se solicite de dicho grupo que estudie los problemas 
que afronta el desarrollo de un mercado regional en el que se 
consideren a todos y cada uno de los países latinoamericanos, 
teniendo en cuenta su situación y posibilidades. 

5. Facultar a la Secretaría Ejecutiva para requerir, en caso 
de considerarlo necesario, la colaboración de otros organismos 
internacionales competentes en la preparación de los trabajos 
o recopilación de informaciones a que se refiere el punto 4, 
letras a) y b ) . 

(Resolución 166 [VIÍ] de la CEPAL) 

La Conferencia Económica de la Organización de los Estados 
Americanos, 
Teniendo en cuenta: 

El estudio presentado por la Secretaría General de la Orga-
nización de los Estados Americanos sobre Liberalización del 
Comercio Interlatinoamericano (Documento 3 ) ; y 

El informe presentado a esta Conferencia por la Comisión 
Económica para América Latina de las Naciones Unidas, titu-
lado Actividades de la CEPAL en materia de pagos y mercado 
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regional en América Latina (Documento E / C N . 1 2 / 4 8 3 ) ; y la 
Resolución 117 aprobada en el séptimo período de sesiones 
de la Comisión Económica para América Latina; y 

Considerando: 

Que el creciente desarrollo económico de los países latino-
americanos requiere una mayor expansión del comercio inter-
latinoamericano que permita un mejor aprovechamiento de los 
recursos humanos y materiales disponibles; 

Que el futuro desarrollo de ciertas industrias, especialmente 
las básicas, exige, entre otros factores, gran densidad de capital 
y técnicas productivas más complejas y, por consiguiente, del 
estímulo de mercados más amplios que los nacionales; 

Que sería conveniente estudiar medidas e indicar medios 
posibles de integración económica que consideren a todos los 
países de América Latina y que tiendan a la creación de un 
amplio mercado latinoamericano; 

Que en relación con lo anterior es de particular importancia 
tener en cuenta los procesos de integración económica en otras 
regiones del mundo, cuyos efectos, según sean los métodos que 
se adopten, pueden hacerse sentir apreciablemente sobre el 
comercio y el desarrollo de las economías latinoamericanas, en 
la forma expresada en la Resolución 121 ( V I I ) de la Comisión 
Económica para América Latina; 

Que la Comisión Económica para América Latina, a través 
de sus órganos competentes, ha avanzado en los estudios rela-
tivos a regímenes de pagos y otras materias relacionadas con 
la creación del mercado regional latinoamericano; 

Que un grupo de expertos de bancos centrales de países lati-
noamericanos que mantienen cuentas bilaterales entre sí, está es-
tudiando el establecimiento de un régimen que lleve gradual-
mente a la multilateralidad en los pagos, lo cual constituye, a su 
vez, un paso preliminar para crear condiciones propicias a un 
mercado regional; y 

Que la coordinación y cooperación entre el Consejo Inter-
americano Económico y Social y la Comisión Económica para 
América Latina es aconsejable desde todo punto de vista, para 
evitar duplicación de tareas y gastos, así como la dispersión de 
esfuerzos, y que tal coordinación ha constituido un provechoso 
régimen de trabajo, como lo demuestra la experiencia en la 
materia, 

Declara: 

La conveniencia de establecer gradual y progresivamente, en 
forma multilateral y competitiva, un mercado regional latino-
americano; y 

Resuelve: 

1. Recomendar al Consejo Interamericano Económico y So-
cial que, para evitar duplicaciones, previa consulta de su Secre-
taría con la Secretaría de la Comisión Económica para América 
Latina, y en conformidad con los términos de los acuerdos de 
cooperación existentes entre ambos órganos, participe en los es-
tudios y tareas tendientes a la creación del Mercado Regional 
Latinoamericano. 

2. Solicitar al Consejo Interamericano Económico y Social 
que dé a conocer a la Comisión Económica para América Latina 
el contenido de esta Resolución y los puntos de vista expresa-
dos por los distintos países en esta Conferencia respecto a la 
idea del mercado regional latinoamericano, para que sean consi-
derados en la continuación de los trabajos que se lleven a cabo 
en esta materia. 

3. Expresar su reconocimiento a la Comisión Económica para 
América Latina por las valiosas informaciones suministradas a 
esta reunión en el Documento E / C N . 1 2 / 4 8 3 . 

(Resolución XL de la Conferencia Económica de la O E A ) 

2 

RECOMENDACIONES ACERCA DE LA ESTRUCTURA Y NORMAS DEL MERCADO 
COMÚN LATINOAMERICANO 

Informe de la segunda reunión del Grupo de Trabajo 
(México, D. F., 16 a 27 de febrero de 1959) 

ANTECEDENTES 

De conformidad con la Resolución 116 (VII) , aprobada por la Comisión Económica para América Latina en su 
séptimo período de sesiones, y con lo dispuesto por el Grupo de Trabajo del Mercado Regional Latinoamericano 
en su primera reunión, celebrada en Santiago de Chile en febrero de 1958, la Secretaría convocó a esta segunda 
reunión para que el Grupo procediera a considerar en términos más concretos las bases para la formación del mer-
cado común latinoamericano entonces esbozadas. 

El Grupo quedó compuesto por las siguientes personalidades: 
Carlos D'Ascoli, Senador (Venezuela); José Garrido Torres, Director Ejecutivo de la Superintendencia de 

Moneda y Crédito del Brasil; Rodrigo Gómez, Director General del Banco de México; Flarián Levine, Director 
del Banco Central de Chile, Profesor de la Universidad de Chile, Gerente de la Compañía de Acero del Pacífi-
co; Carlos Lleras Restrepo, Senador (Colombia); Eustaquio Méndez Delfino, Presidente de la Bolsa de Comercio 
de Buenos Aires y ex-Presidente de la Comisión Nacional Honoraria de Economía y Finanzas de la Argentina; 
Raymond F. Mikesell, Profesor del Departamento de Economía de la Universidad de Oregon, Estados Unidos; 
Juan Pardo Heeren, ex-Ministro de Hacienda de Perú; Galo Plaza, ex-Presidente de la República del Ecuador. 

El Grupo se reunió en la oficina de México de la Comisión Económica para América Latina desde el 16 al 27 
de febrero de 1959. Sus miembros eligieron presidente al sefíor Galo Plaza y relator al señor Carlos Lleras Restrepo. 

El señor Philippe de Seynes, Subsecretario de Asuntos Económicos y Sociales, inauguró la reunión y transmi-
tió a los miembros del Grupo los saludos del Secretario General de las Naciones Unidas. 

La Secretaría de la CEPAL colaboró estrechamente con el Grupo tanto en la preparación como en las deli-
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beraciones. Asistieron a las sesiones los siguientes funcionarios: Raúl Prebisch, Director Principal a cargo de la 
Secretaría Ejecutiva; Esteban Ivovich, director de la División de Política Comercial (Secretario General de la Reu-
nión); Santiago Macario, Economista de la División de Política Comercial. 

De la Oficina de la CEPAL en México estuvieron presentes los funcionarios Cristóbal Lara Beautell, Direc-
tor Interino; Pedio Abelardo Delgado, Secretario del Comité de Cooperación Económica del Istmo Centroame-
ricano; Rafael Izquierdo, Economista de la Sección de Comercio; y Salvador Vilaseca, Ayudante del Director. 

Invitados especialmente por la Secretaría asistieron también a las sesiones los siguientes señores: 
Cecilio Morales, Director del Departamento Económico de la Organización de Estados Americanos; Ricardo 

Almanta, Secretario General del Consejo Superior Ejecutivo de Comercio Exterior de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores de México; Rafael Urrutia Millán, Director General de Estudios Hacendarios de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público de México; Octaviano Campos Salas, Director General de Comercio de la Secretaría de 
Industria y Comercio de México; Agustín López Munguía, Subdirector Técnico de Estudios Hacendarios de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público de México; Guillermo Ramos Uñarte, Jefe del Departamento de Política 
Comercial de la Secretaría de Industria y Comercio de México; Julio Ocádiz, Subjefe de Investigaciones Económi-
cas de la Nacional Financiera de México, S. A. 

El Grupo tomó como base de trabajo el informe preparado por la Secretaría sobre Posibles alternativas para 
el establecimiento del mercado regional latinoamericano (E/CN.12/C.1/WG.2/7). 

Como resultado de la reunión, el Grupo aprobó el informe que figura en las páginas siguientes, y que será 
presentado por la Secretaría Ejecutiva al segundo período de sesiones del Comité de Comercio, que tendrá lugar 
en Panamá durante el mes de mayo de 1959. 

Al terminar la reunión del Grupo, tanto su Presidente como el Director Principal a cargo de la Secretaría 
Ejecutiva de la CEPAL, expresaron su agradecimiento al Gobierno de México y al Banco de México por todas 
las atenciones y facilidades recibidas durante la estancia de sus miembros en el país. 

I . INTRODUCCIÓN 

En su primera reunión, el Grupo de Trabajo preparó 
una serie de bases, o puntos de vista, para que sirvieran 
de guía a nuevos estudios sobre la formación gradual y 
progresiva del mercado común latinoamericano. Asi-
mismo, solicitó de la Secretaría de la Comisión Econó-
mica para América Latina estudios adicionales y nue-
vas exploraciones, que facilitaran la continuación de su 
cometido durante la segunda reunión que acaba de rea-
lizarse. 

La aportación de la Secretaría ha resultado muy útil 
en las deliberaciones del Grupo de Trabajo durante 
esta segunda reunión y ha permitido a sus miembros 
concretar su ideas en la forma que se recoge en el pre-
sente informe, en cuanto se refiere a la estructura que, 
a su juicio, debería tener el mercado común y a las nor-
mas que debieran guiar su funcionamiento. 

El Grupo de Trabajo considera que si los Gobier-
nos Miembros de la Comisión otorgaran su aprobación 
general a las recomendaciones contenidas en este infor-
me en el octavo período de sesiones de la CEPAL, que 
habrá de tener lugar en Panamá durante el mes de 
mayo próximo, la Secretaría de la CEPAL, en estrecho 
contacto con los gobiernos interesados, podría poste-
riormente preparar un proyecto de acuerdo inicial del 
mercado común, que facilitaría la aglutinación de los 
países interesados en dar vida inmediata a esta idea. 

No se trata de una tarea sencilla; pero contar desde 
luego con una estructura previa y con unas normas cla-
ras, aprobadas por los gobiernos, disminuiría la com-
plejidad de la tarea. Aun así, la forma de precisar esta 
estructura en proyectos concretos y de cuantificar las 
metas de reducción de derechos, gravámenes equivalen-
tes y restricciones, habrá de exigir un esfuerzo conside-

rable tanto por su extensión como por su minuciosidad. 
Sin embargo, realizar esa labor es imprescindible, y 
una de las virtudes que cabría atribuir a la aprobación 
de las recomendaciones que aquí se proponen, sería 
la de proporcionar una pauta precisa para cumplir esta 
tarea que, sin ella, sería de gran complejidad y reque-
riría mucho tiempo. 

Por el carácter mismo de estas recomendaciones, 
que se presentan a la Secretaría con destino a los go-
biernos de la Comisión, así como por las funciones 
que le fueron específicamente encomendadas, los miem-
bros del Grupo en ningún momento han pretendido 
formular un acuerdo concreto.1 La definición de tér-
minos y sus alcances, requerida en la redacción de un 
Acuerdo, no ha sido considerada en el presente caso. 
Se ha pretendido presentar las ideas fundamentales, 
destacar su contenido general, y prescindir de casos es-
peciales o problemas que requieren particular interpre-
tación. El Grupo considera que lo esencial es, por 
ahora, determinar este esquema general del mercado 
común, para que sobre esta base pueda la Secretaría 
entrar en una nueva etapa de sus tareas. Por su parte 
los gobiernos, al contar con un esquema concreto, ha-
brán de disponer de un elemento de juicio adecuado 
para la consideración de las ventajas y repercusiones 
del mercado común en sus respectivas economías, faci-

l La Resolución 3 (I) del Comité de Comercio, en cuyo cumpli-
miento se constituyó el Grupo de Trabajo, le asignó las siguientes 
funciones: a) definir las características del mercado regional teniendo 
en cuenta el diferente grado de industrialización de los países del área; 
b) estudiar sus posibilidades y proyecciones; c) hacer recomendaciones 
sobre los principios de acuerdo y procedimiento para su implantación, 
dentro del mandato del Comité de Comercio contenido en la Resolu-
ción 101 (VI ) ( E / C N . 1 2 / 4 1 0 ) . 
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litándose así la evolución hacia un Acuerdo que haga 
realidad dicho mercado. 

Es indudable que para abarcar otros aspectos rela-
tivos al establecimiento y al funcionamiento del mer-
cado común hubiese sido necesario disponer de más 
tiempo del que el Grupo tuvo en esta segunda reunión. 
Si los gobiernos aprueban estas recomendaciones se dis-

pondrá del punto de partida indispensable para abor-
dar esos otros aspectos. 

El señor Raymond Mikesell manifestó que, aunque 
no concordaba en algunos puntos de detalle, estaba ple-
namente de acuerdo con los otros miembros del Grupo 
en los puntos fundamentales del informe.2 

2 Véase el anexo de este informe. 

I I . BASES PARA UN POSIBLE ACUERDO CONSTITUTIVO DEL MERCADO COMÚN LATINOAMERICANO 

A. Estructura 

I. Objetivos 

1. El Acuerdo constitutivo del mercado común tiene 
por objeto contribuir a la aceleración del desarrollo 
económico equilibrado de América Latina, a su pro-
gresiva industrialización y a la tecnificación de su agri-
cultura, y demás actividades primarias, con el fin de 
promover la elevación del nivel de vida de sus pueblos, 
mediante: 

a) la creación de un régimen preferencial para el 
intercambio de productos entre sus países; y 

b) el crecimiento del comercio exterior por la ex-
pansión de las exportaciones de productos industriales 
y el fomento de las exportaciones de productos agríco-
las y de otros productos primarios, tanto dentro de 
América Latina como al resto del mundo. 

II. Forma jurídica 

2. Este Acuerdo tomará la forma jurídica de la zona 
de libre comercio con vistas a su gradual transforma-
ción en una unión aduanera, todo ello sin perjuicio de 
adaptar dichas formas a las realidades de América 
Latina. 

III. Régimen aduanero y de liberálización 

3. La reducción de los derechos aduaneros y demás 
gravámenes equivalentes, así como de otras restriccio-
nes, a fin de ir estableciendo en forma gradual y pro-
gresiva el mercado común para todos los productos que 
abarque el comercio internacional de los países latino-
americanos, se hará en dos etapas. 

La primera etapa, de diez años de duración, tendrá 
como meta la reducción sustancial, entre los miembros 
del Acuerdo, de los derechos aduaneros y gravámenes 
de efecto equivalente, y la eliminación de otras restric-
ciones, previa su transformación —cuando fuere el 
caso— en derechos aduaneros. 

Las reducciones a que se refiere este número serán 
irreversibles, salvo lo dispuesto en los puntos II y IX 
de las Normas, y se cumplirán en la siguiente forma. 

a) dentro del primer año de vigencia del Acuerdo 
se aplicará una reducción porcentual uniforme a cada 
uno de los derechos aduaneros y una reducción equi-
valente de las otras restricciones; 

b) dentro de los cinco años de vigencia del Acuer-
do quedarán eliminadas o transformadas en derechos 

aduaneros las restricciones no arancelarias, salvo lo dis-
puesto en el punto IX de las Normas; y 

c) dentro de los diez años de duración de la prime-
ra etapa, los derechos aduaneros y otros gravámenes de 
efecto equivalente continuarán reduciéndose hasta lle-
gar a los niveles medios fijados conforme a los crite-
rios previstos en los puntos 5 a 8. 

El Comité de Política Comercial y Pagos a que se 
refiere el punto XI (en adelante el Comité) super-
vigilará el cumplimiento de lo previsto en este punto 
y en los convenios complementarios a que en el des-
arrollo del Acuerdo lleguen los países miembros, a fin 
de asegurar la realización gradual y progresiva de las 
reducciones previstas. 
4. En la segunda etapa se ampliará la reducción de de-
rechos y de otros gravámenes, y a medida que pro-
grese esta reducción se eliminarán gradualmente las 
preferencias a que se refiere el punto 10, a fin de com-
pletar la organización del mercado común. 

El Comité, con anterioridad al vencimiento de la 
primera etapa, promoverá las negociaciones tendientes 
a tal fin. 

IV. Clasificación de productos 

5. Para la aplicación de las medidas a que se refiere el 
punto 3, los productos se dividirán en tres categorías: 

Categoría I. Bienes primarios; 
Categoría II. Bienes de capital, automotores, de-

más bienes duraderos, artículos intermedios y otros en 
los cuales la demanda tienda a crecer en forma relati-
vamente intensa o exista margen amplio para la susti-
tución de importaciones; y 

Categoría III. Bienes manufacturados de consumo 
corriente con respecto a los cuales la demanda tienda 
a crecer en forma relativamente lenta y el margen de 
sustitución de importaciones se hubiere agotado o es-
trechado considerablemente, salvo dicho margen de sus-
titución de importaciones en los países de desarrollo 
incipiente a que se refiere el punto 7. 

V. Programa de la primera etapa 

6. En la primera etapa, la reducción de los derechos 
aduaneros y de otros gravámenes de efecto equivalente 
se efectuará en la siguiente forma: 

a) eliminación para los productos de la categoría I, 
con las excepciones que sean acordadas —cuando fus-
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ren indispensables y en especial respecto a productos 
agrícolas—, para no afectar ciertas ramas de la produc-
ción mientras no sea posible aprovechar más econó-
micamente los factores productivos correspondientes: 

b) para los productos de la categoría II, la meta 
será la reducción o eliminación de derechos aduaneros 
hasta alcanzar en esta categoría el promedio más bajo 
posible para estimular intensamente el intercambio re-
gional de estos productos; 

c) para los productos de la categoría III, la meta 
de reducción de los derechos aduaneros será más mo-
derada que la correspondiente a los productos de la ca-
tegoría II, en forma que la especialización de las indus-
trias existentes y su adaptación a las condiciones del 
mercado común pueda realizarse de modo gradual y sin 
provocar trastornos que dificulten el empleo regular de 
los factores productivos correspondientes. 

VI. Régimen para países de menor desarrollo relativo 

7. A fin de estimular el desarrollo de los países de 
industrialización incipiente y facilitar su acceso a los 
beneficios del mercado común sobre bases de efectiva 
reciprocidad con los países industrialmente más avan-
zados, se establecerá en su favor un tratamiento dife-
rencial. 

Con este objeto, se hará una clasificación de los 
países de América Latina basada en el margen dispo-
nible de sustitución de importaciones que existe en 
ellos, y en la potencialidad de exportación que ofrezcan 
en cada una de las categorías de bienes menciona-
das en el punto 5, a saber: 

Grupo A. Países de desarrollo más avanzado en las 
categorías II y III. 

Grupo B. Países con desarrollo relativamente avan-
zado en bienes manufacturados de consumo corriente 
(categoría III) , y con producción incipiente o inexis-
tente de bienes de capital y otros bienes de la cate-
goría II. 

Grupo C. Países de desarrollo incipiente en bienes 
manufacturados de consumo corriente (categoría I I I ) , 
y sin desarrollo en bienes de capital y otros bienes de 
la categoría II. 
8. El tratamiento diferencial a favor de los países de 
incipiente desarrollo de los grupos B y C se hará efec-
tivo: 

a) determinando para ellos en el Acuerdo como me-
tas de reducción en la primera etapa, y con relación 
a las categorías de productos en que su desarrollo es 
incipiente, niveles medios de derechos moderadamente 
superiores a los establecidos con carácter general para 
los miembros del Acuerdo; 

b) por negociaciones en el seno del Comité me-
diante las cuales los países de un grupo dado otorguen 
concesiones especiales a los de desarrollo más incipiente 
(ya se trate de concesiones de países del grupo A a los 
del B o C, o de países del Grupo B a los del C) en 
productos de las categorías II y III. Si la concesión se 
otorgase a un país del grupo C, se extenderá automá-

ticamente a los otros países de ese grupo; si se otorga 
a un país del grupo B, se extenderá automáticamente a 
los países de los grupos B y C. 

En reciprocidad de esas concesiones especiales, los 
países de desarrollo incipiente podrán acordar a su vez 
facilidades a favor de la importación de bienes de capi-
tal o de otros bienes de la categoría II procedentes de 
países del grupo A o B, o a la importación de bienes 
de consumo corriente procedentes de países del gru-
po B, ya sea mediante reducción de derechos aduaneros 
por debajo o dentro del nivel medio fijado para ellos, 
o por la elevación de esos derechos hacia el resto del 
mundo cuando ello fuere necesario para hacer efectiva 
una preferencia adecuada con respecto a determinados 
artículos. Las facilidades que en virtud de esta recipro-
cidad recibieren países de los grupos A y B, se exten-
derán automáticamente a todos los países miembros 
del Acuerdo. 

VIL Amplitud del mercado y núcleos iniciales 

9. El mercado común deberá abarcar a todos los países 
latinoamericanos o al mayor número posible de ellos. 
Este objetivo no obstará para que un grupo inicial de 
países dé comienzo al establecimiento del mercado, 
siempre que a) todos los países de América Latina sean 
invitados a la negociación inicial, y b) los que no sus-
cribieren el Acuerdo desde un principio pueden hacerlo 
ulteriormente en alguna de las siguientes formas: 

i) dentro de su primer año de vigencia, caso en el 
que regirán para los nuevos miembros iguales plazos 
de reducción de derechos aduaneros que los fijados para 
los participantes originales; 

ii) después de expirado el primer año de vigencia 
del Acuerdo, caso en el que regirán para los nuevos 
miembros los plazos que restaren a los participantes 
originales para el cumplimiento de las metas estable-
cidas. Sin embargo, mediante negociación, podrá con-
venirse que el plazo de diez años fijado en el punto 3 
empiece a contarse desde la fecha de adhesión del 
nuevo miembro, tanto por lo que se refiere a las re-
bajas que deberá efectuar como a las que a su favor 
harán los demás miembros. 

VIII. Acuerdos específicos de complementación 
y especialización 

10. Con el objeto de promover la complementación 
o especialización de industrias, dos o más países miem-
bros del Acuerdo, unidos por proximidad geográfica o 
coincidencia de intereses económicos, podrán, con apro-
bación del Comité, concertar reducciones o eliminacio-
nes de derechos aduaneros no destinadas a extenderse 
automáticamente a los demás miembros. Las rebajas 
o eliminaciones hechas conforme a este número no se 
computarán en el nivel medio de derechos determi-
nado como meta general para todos los miembros del 
Acuerdo. 
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IX. Convenios sobre materias comerciales o económicas 
no comprendidas en el Acuerdo 

11. Los países miembros que lo consideren necesario 
podrán celebrar entre sí convenios para regular los asun-
tos comerciales o económicos específicos no contem-
plados en el Acuerdo, entre ellos los relativos a su 
comercio fronterizo o al aprovechamiento en común de 
los recursos naturales de zonas nacionales adyacentes. 

Tales convenios deberán ser sometidos al Comité 
para su aprobación. 

X. Tratamiento de más favor 
12. En cada país miembro del Acuerdo, los productos 
y servicios originarios de los demás miembros, o expor-
tados a éstos, gozarán en todo respecto de tratamiento 
no menos favorable al aplicarlo a cualquier país, perte-
neciente o no al Acuerdo. 

Por lo tanto, todas las rebajas de derechos adua-
neros —como también la reducción o eliminación de 
gravámenes y restricciones de otro tipo que en cumpli-
miento de las metas establecidas o de otras mayores 
hiciere un país en forma unilateral, bilateral o multi-
lateral— se extenderán a los demás miembros, excepto: 

a) las concesiones especiales dadas en reciprocidad 

a los países de desarrollo industrial incipiente, de con-
formidad con el punto 8; 

b) las rebajas resultantes de los arreglos de com-
plementación y especialización de industrias a que se 
refiere el punto 10, y los convenios cubiertos por el 
punto 11; 

c) las concesiones preferenciales ya existentes, a cuya 
eliminación sea indispensable proceder gradualmente 
para evitar desplazamientos bruscos en los cauces habi-
tuales del intercambio; y 

d) las establecidas en los instrumentos del mercado 
común centroamericano. 

No estarán afectadas por la aplicación de las reglas 
contenidas en los párrafos primero y segundo de este 
punto las diferencias temporales que en materia de 
derechos aduaneros resulten de la adhesión al Acuerdo 
de nuevos países, conforme al punto 9. 

XI. Comité 

13. Para administrar el Acuerdo y facilitar la consecu-
ción de sus fines, se constituirá el Comité de Política 
Comercial y Pagos integrado por todos los países miem-
bros y en cuyo seno se efectuarán las negociaciones 
inherentes al Acuerdo. 

B. Normas 

El Grupo de Trabajo considera que la estructura que 
ha recomendado para la constitución del mercado co-
mún latinoamericano debe complementarse con normas 
adecuadas que contemplen diversos aspectos del fun-
cionamiento de dicho mercado, para asegurar el logro 
efectivo de las finalidades que el mismo persigue. 

A este efecto, el Grupo de Trabajo recomienda la 
adopción de las siguientes normas de carácter general, 
cuya concreción en términos detallados tendría que 
hacerse en oportunidad de las negociaciones necesarias 
para llegar al Acuerdo. 

I. Beneficios comerciales recíprocos del mercado común 

1. Es importante, para el éxito del mercado común, 
que todos los países miembros encuentren oportunidad 
de expandir sus exportaciones al tiempo que aplican 
medidas para reducir sus derechos, gravámenes y otras 
restricciones a sus importaciones. Con el fin de lograr 
este propósito, los países miembros que, como conse-
cuencia de las facilidades que les fueran acordadas, au-
menten sus exportaciones al mercado común sin un 
crecimiento proporcional de sus importaciones, deberán 
intensificar el ritmo de reducción de sus derechos, gra-
vámenes y otras restricciones. 

A este efecto el Comité, previa consulta con los 
países miembros, presentará las recomendaciones para 
el cumplimiento de ese objetivo. 

II. Estabilidad en el tratamiento recíproco 

2. Los países miembros no aumentarán entre sí los dere-
chos, gravámenes y otras restricciones en vigor en cada 

uno de ellos a la fecha de su adhesión al Acuerdo, ni los 
resultantes de las reducciones y eliminaciones que hicie-
ren posteriormente, ya sea en cumplimiento de las me-
tas fijadas en dicho Acuerdo o dentro del régimen de 
concesiones especiales a que se refiere el punto 8 de la 
Estructura. 

Se admitirán, como excepciones de esta regla, los si-
guientes casos: 

a) cuando un país miembro desee modificar su tarifa 
aduanera para absorber en la misma los efectos de las 
restricciones no arancelarias. Este traslado podrá hacer-
se sólo durante los primeros cinco años de vigencia del 
Acuerdo; 

b) en los casos de emergencia previstos en el pun-
to VIII de estas Normas, y 

c) en los otros casos de excepción convenidos entre 
los países miembros en las negociaciones previas al 
Acuerdo. 

III. Determinación del origen de las mercancías 

3. Tan pronto como se haya constituido, el Comité 
deberá fijar los criterios o normas que se seguirán para 
determinar cuándo un producto es originario de algu-
no de los países miembros, a los efectos de la aplicación 
del tratamiento preferencial propio de la zona de libre 
comercio. 

IV. Equiparación de derechos aduaneros 

4. El Comité determinará periódicamente los productos 
respecto de los cuales resultare necesario proceder a la 
equiparación de sus derechos aduaneros para las impor-
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taciones desde terceros países, ya sea para establecer 
una preferencia regional adecuada o para solucionar 
otros problemas resultantes de la falta de uniformidad 
de los derechos vigentes. Los países miembros acor-
darán para esos productos, por negociación en el seno 
del Comité y teniendo presente las recomendaciones de 
éste, los derechos comunes a adoptarse y la forma y 
plazo o gradualidad de su adopción. 

V. Coordinación de la política comercial 

5. Los países miembros procurarán, actuando a través 
del Comité, efectuar conjunta o —en su defecto— coor-
dinadamente, las negociaciones comerciales con terceros 
países, con miras a la defensa común de sus intereses 
y a evitar que las concesiones que puedan otorgarse a 
éstos impidan mantener un margen adecuado de pre-
ferencia dentro del mercado común o que tales conce-
siones obstaculicen la aplicación del Acuerdo y el logro 
de los objetivos que éste persigue. 

VI. Programa especial de reducción de derechos 
aduaneros elevados 

6. El Comité deberá considerar la conveniencia de 
acordar reglas conducentes a asegurar la reducción en-
tre los países de los derechos aduaneros muy elevados. 
A este efecto, el Comité podrá acordar una reducción 
porcentual periódica obligatoria de los derechos adua-
neros cuya incidencia sobre el valor de los respectivos 
productos exceda de cierto porcentaje. 

VII. Reglas de competencia 

7. A fin de contribuir al funcionamiento regular del 
mercado común, deberá evitarse que las exportaciones 
de un país miembro, mediante prácticas de compe-
tencia desleal, perjudiquen las actividades de los otros 
países del Acuerdo, ya sea por la depreciación mone-
taria competitiva o en cualquier otra forma. 

Los países miembros también deberán abstenerse 
de prácticas discriminatorias, a fin de que los precios de 
exportación para cada artículo sean los mismos, inde-
pendientemente del mercado a que se destinen. 

El Comité deberá juzgar cuándo un país miembro 
está incurriendo en prácticas discriminatorias o deslea-
les en su intercambio con los demás y promoverá las 
medidas necesarias para su corrección. 

VIII. Medidas para corregir el desequilibrio del 
balance de pagos 

8. Los países contratantes cuyo balance de pago en su 
conjunto hubiera mejorado a raíz de la política de re-
ducciones deberían intensificar el ritmo de reducción 
de sus derechos, gravámenes y otras restricciones. El 
Comité deberá hacer recomendaciones para cumplir 
este objetivo. 

Las partes contratantes que —a consecuencia de 
esta política de reducciones— hubieran incurrido en 
déficit, o acrecentado un déficit existente, podrán 

temporalmente atenuar el ritmo de reducción, previa 
consulta con el Comité. Sin embargo, esta atenuación 
no debería dispensar a los países deudores de la nece-
sidad de tomar medidas para corregir su desequilibrio. 

IX. Medidas de emergencia (cláusulas de salvaguardia) 

9. Si la aplicación del régimen de reducciones de dere-
chos aduaneros y otros gravámenes y restricciones pre-
visto en el Acuerdo originara perturbaciones graves en 
algún sector importante de la actividad económica na-
cional, o motivare desocupación apreciable de mano 
de obra que no pudiera ser absorbida por otras activi-
dades, el país afectado podrá suspender temporalmen-
te, con carácter de emergencia, la aplicación de con-
cesiones ya dadas, así como el otorgamiento de nuevas 
concesiones. Podrá, asimismo, poner en ejecución me-
didas especiales de resguardo de los correspondientes 
intereses nacionales. 

De la suspensión se dará conocimiento oportuno al 
Comité, el que examinará prontamente las causas que 
la hubiere originado y promoverá las medidas que en el 
plano de la acción colectiva estime conveniente para su 
corrección. 

Si la suspensión de concesiones se prolongase por 
más de un año, a solicitud de cualquiera de los países 
miembros se efectuarán negociaciones para restablecer 
la situación de reciprocidad preexistente o buscar nue-
vas fórmulas de equilibrio. 

X. Coordinación en materia aduanera y estadística 

10. Los países miembros adoptarán, dentro de los cinco 
años de vigencia del Acuerdo, una nomenclatura aran-
celaria uniforme, así como definiciones, procedimien-
tos y reglamentaciones aduaneras comunes, y coordina-
rán sus estadísticas nacionales, teniendo en cuenta las 
necesidades de diversa índole que surjan de la aplica-
ción del Acuerdo y del funcionamiento del mercado 
común. 

El Comité fijará las normas destinadas a facilitar 
el cumplimiento de este punto. 

XI . Participación de las fuerzas económicas 

11. En la organización y funcionamiento del mercado 
común, el Comité procederá en estrecho contacto con 
las fuerzas representativas de la actividad económica, 
requiriendo su concurso en la preparación de las medi-
das correspondientes. 

XII. El régimen de pagos 

12. El funcionamiento y desarrollo adecuado del mer-
cado común requerirá la organización de un régimen 
de pagos y créditos que facilite la liquidación multila-
teral de las transacciones entre los países miembros. Las 
normas que se adopten sobre el particular deberán con-
templar la apertura de créditos suficientemente amplios 
para estimular un crecimiento sustancial del comercio 
dentro del mercado común. 
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I I I . COMENTARIOS A LAS RECOMENDACIONES 

A. Comentarios a la Estructura 

1. Objetivos 

Confirmando las conclusiones a que llegó el Grupo 
de Trabajo en su primera reunión de Santiago, hace un 
año, en el informe se recomienda a los gobiernos la 
formación gradual y progresiva de una zona de prefe-
rencia latinoamericana a fin de ir constituyendo el 
mercado común. En esta zona todos los productos, pri-
marios e industriales, originarios de América Latina, 
tendrán en el comercio entre los distintos países un 
tratamiento preferencial con respecto a los del resto del 
mundo.3 

El Grupo de Trabajo considera que en la etapa pre-
sente del desarrollo económico latinoamericano este 
régimen preferencial es indispensable para impulsar vi-
gorosamente la industrialización; ello, aparte de los 
efectos benéficos que habrá de tener sobre el nivel de 
los pueblos, pondrá a la industria latinoamericana en 
condiciones de desarrollar sus exportaciones industriales 
hacia el resto del mundo dando así considerable im-
pulso a su comercio internacional. 

2. Forma jurídica 

El Grupo se ha inclinado por la forma jurídica de la 
zona de libre comercio para iniciar la formación del 
mercado común. Así no se precisa el establecimiento 
inmediato de una tarifa aduanera común de todos los 
países latinoamericanos frente al resto del mundo, como 
es el caso de la unión aduanera, aunque haya que irse 
acercando gradualmente a ese objetivo, para facilitar 
el desenvolvimiento del mercado común.4 

En este sentido, el Grupo de Trabajo considera que 
América Latina deberá encontrar una solución ajus-
tada a su propia realidad, esto es, que responda tanto 
a las condiciones como a las posibilidades de su des-
arrollo económico. En consecuencia, la elección de la 
fórmula de la zona de libre comercio y su evolución 
hacia la unión aduanera no implica en modo alguno 
seguir estrictamente moldes preestablecidos, sino un es-

3 Dos de los apartados del punto 2 de la Resolución 4 (I) sobre 
comercio de productos tradicionales del Comité de Comercio han 
considerado este aspecto en las siguientes recomendaciones a los go-
biernos: 

. .b) que la comercialización de esos productos se haga entre 
los países latinoamericanos a precios internacionales y en condiciones 
similares a las de su comercio con otros países del mundo; y que en 
igualdad de precios y otras condiciones se procure en lo posible la 
adquisición de esos rubros dentro de América Latina y en cuanto lo per-
mita el régimen de comercio exterior de los países del área; 

c) que de acuerdo con las condiciones imperantes en el mercado 
mundial los países deficitarios de tales productos los adquieran, en lo 
posible, en las fuentes habituales de abastecimiento dentro de América 
Latina, en la medida en que los países productores estén en situación 
de atender los requerimientos de sus clientes normales y, en el caso de 
los países que mantengan acuerdos de pago, cuando lo permitan las 
disponibilidades de pagos creadas en los países consumidores". 

4 En la Norma IV se contempla la determinación periódica de los 
productos cuyos derechos aduaneros para las importaciones procedentes 
de fuera del mercado común deberán ser equiparados o uniformados en 
los países miembros. 

fuerzo de adaptación de esos moldes a la realidad 
latinoamericana. 

3. Los objetivos concretos y sus etapas 

El objetivo final del mercado común es la eliminación 
de todos los derechos y restricciones entre los países 
latinoamericanos. 

El Grupo empezó por examinar detenidamente: 
a) si debería procurarse llegar desde un comienzo a un 
compromiso total, entre todos los gobiernos participan-
tes, consistente en eliminar completamente los dere-
chos aduaneros y otras restricciones semejantes en un 
determinado período, o b) si resultaría más conveniente 
dividir en etapas el proceso del mercado común tra-
tando de fijar objetivos limitados, en una primera etapa, 
y dejando para una negociación posterior, en una se-
gunda etapa, lo que mejor procediera a la luz de la 
experiencia recogida. 

En un campo en el que América Latina carece por 
completo de experiencia, podría resultar un verdadero 
salto en el vacío aceptar un compromiso total desde 
un comienzo. Por fortuna, no es necesario hacerlo así. 
Son perfectamente compatibles la aspiración última de 
llegar al mercado común y la posibilidad de ponerse 
inicialmente de acuerdo sobre objetivos limitados, pero 
bien concretos y definidos, cuya gradual realización ha 
de aleccionar a los gobiernos sobre la mejor forma de 
lograr el cumplimiento de la aspiración propuesta en 
un plazo más o menos breve. 

En este orden de ideas se concibe —y así se reco-
mienda en este informe— un acuerdo mediante el cual 
los gobiernos participantes se comprometerían a elimi-
nar o a transformar todas sus restricciones en derechos 
arancelarios y a reducir la cuantía de estos derechos 
de manera que, transcurrido un período de diez años, 
el nivel medio de protección aduanera no sobrepase un 
determinado límite. Conseguido este objetivo, los go-
biernos, aprovechando la experiencia adquirida, entra-
rían en una nueva negociación general para acordar 
en qué forma y medida y en cuánto tiempo, podrían 
continuar la reducción de derechos en una segunda 
etapa. 

Una fórmula de esta naturaleza tiene, ante todo, la 
ventaja de combinar una actitud prudente con la firme 
decisión de reducir los niveles actuales de protección 
entre los países latinoamericanos. Aunque se trata de 
un compromiso parcial, se fijan en él objetivos concre-
tos que encauzan la evolución hacia el mercado común. 
La idea correría el riesgo de malograrse al ser llevada 
a la práctica si se formulara simplemente una declara-
ción de intenciones, y no hubiera acuerdo alguno sobre 
una reducción sustancial de los niveles arancelarios ac-
tuales. Un compromiso así es —a juicio del Grupo— 
lo mínimo que se requiere para iniciar la formación del 
mercado común. 
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Se acaba de hacer referencia a la idea de reducir 
los gravámenes a la importación a un cierto nivel me-
dio, tras un período constituido por un determinado 
número ele años.5 Este procedimiento tiene dos ven-
tajas esenciales: a) permitir una gran flexibilidad a los 
gobiernos en la aplicación de las reducciones, y b) faci-
litar la negociación de acceso de nuevos países. 

En cuanto a la flexibilidad, el promedio permite 
que cada gobierno inicie y prosiga la reducción de dere-
chos y restricciones en la forma que más conviniere a 
sus intereses, siempre que ello conduzca finalmente al 
nivel medio o promedio que se hubiere pactado. Den-
tro de la flexibilidad del procedimiento del promedio, 
cada gobierno quedaría en libertad de acción para ir 
introduciendo unilateralmente las rebajas conducentes 
al cumplimiento del compromiso adquirido, o para ne-
gociar bilateral o multilateralmente estas rebajas con 
otros países contratantes. Pero es importante subrayar 
de nuevo que estas rebajas no se harían al azar sino 
con un propósito definido: el de no sobrepasar, al cabo 
de la primera etapa, el nivel medio de gravámenes a la 
importación que se hubiera pactado. 

Un ejemplo permitirá comprender mejor esta idea: 
supóngase que, en una determinada categoría de bie-
nes, el promedio actual de derechos aduaneros en un 
país dado es de 40 por ciento y los gobiernos acuerdan 
reducir el promedio correspondiente a 10 por ciento al 
final del período de 10 años. Ello no significa de 
ninguna manera que para todos los productos de esa 
categoría los derechos aduaneros habrán de reducirse 
a 10 por ciento; por el contrario, el gobierno del país 
de que se trata podrá reducir los derechos en la forma 
que considere más conveniente. Así se concibe, por 
ejemplo, que para una tercera parte de las importa-
ciones de esta categoría pudieran eliminarse totalmente 
los derechos; para otra tercera parte se redujera el pro-
medio a 5 por ciento y que ello permitiría, para la 
tecera parte restante, mantener un promedio del 25 
por ciento;6 dentro de este último promedio cabrían 
derechos más elevados de 25 por ciento en compensa-
ción de otros relativamente bajos. La fórmula es, pues, 
de gran flexibilidad y permite a los gobiernos tomar 
las medidas que aconsejen las circunstancias sin sepa-
rarse del compromiso de reducir el nivel medio a la 
cifra pactada. 

Para que la flexibilidad sea mayor, en vez de esti-
pular en el Acuerdo la forma de realizar periódicamen-
te estas rebajas en el promedio, se dejaría ello a la 
determinación posterior de los gobiernos en el seno de 
un Comité de representantes cuya creación también 
recomienda el Grupo de Trabajo. De esta manera, si 
la reducción gradual de gravámenes a las importaciones 
entre países miembros no se estuviera llevando a un 
ritmo adecuado para los objetivos del Acuerdo, se po-

6 Debe destacarse que lo que se establece según el procedimiento 
del promedio no es un compromiso de reducir en un porcentaje dado 
el nivel inicial de gravámenes, sino el de llevar esos gravámenes, al 
cabo de un determinado número de afios, al nivel medio acordado. 

6 Esto ocurrirá si la importación y por lo tanto la ponderación en 
el promedio, es igual para cada una de las tres partes en que en este 
ejemplo se han dividido productos de esa categoría. 

dría convenir la adopción de medidas para impulsar esa 
reducción e inclusive adoptar metas intermedias. 

En cuanto a la accesibilidad de nuevos países, el 
procedimiento del promedio presenta también grandes 
ventajas. En efecto, si se hubiese constituido un grupo 
inicial de países para comenzar la realización del mer-
cado común, bastaría con que cualquier país que qui-
siera incorporarse posteriormente aceptase los prome-
dios convenidos por los otros para que su incorporación 
pudiera cumplirse. 

Si no se siguiera este procedimiento, la incorpora-
ción de un nuevo país daría lugar a difíciles y en-
gorrosas negociaciones que serían tanto más dilatadas 
cuanto mayor fuera el número de países contratantes. 
Además, sería difícil establecer la equivalencia de con-
cesiones entre los países ya existentes y el nuevo que 
quisiera incorporarse. 

Todo eso se evita con el procedimiento del prome-
dio. Bastará que el nuevo adherente se comprometa a 
rebajar el promedio de derechos aduaneros en la forma 
pactada por los demás participantes en el Acuerdo 
para que su incorporación pueda realizarse. 

El Grupo de Trabajo no ha considerado oportuno 
referirse concretamente al monto de la reducción acon-
sejable de los derechos. Considera por el momento 
suficiente establecer el procedimiento para hacerlo y 
las etapas en que debería cumplirse el propósito. Si los 
gobiernos tomaran una decisión en la próxima reunión 
de Panamá con respecto al procedimiento que se reco-
mienda en este informe, podría abordarse el problema 
de la cuantificación de las metas de reducción de gra-
vámenes a la importación. Aprobada por los gobiernos 
la recomendación pertinente, la Secretaría, con los ex-
pertos que se creyera conveniente designar, llevaría a 
cabo una cuidadosa investigación para someter a la 
consideración de los gobiernos las alternativas que se 
estimaren más adecuadas. 

Además de recomendar el procedimiento del pro-
medio, como forma de reducir los derechos aduaneros 
y gravámenes equivalentes en el término de 10 años, el 
Grupo de Trabajo recomienda que se inicie inmediata-
mente este proceso, dentro del primer año de vigencia 
del Acuerdo, mediante una reducción inicial (no en 
forma de promedio) de todos y cada uno de los dere-
chos aduaneros y restricciones que podría ser, por ejem-
plo, del orden de 5 a 10 por ciento, para iniciar de una 
vez el régimen preferencial y dar un primer impulso 
que acaso fuera decisivo al comercio interlatinoameri-
cano. Estas rebajas, desde luego, se computarían des-
pués dentro de las reducciones hacia el promedio a que 
se ha venido haciendo referencia. 

Asimismo, el Grupo recomienda a los gobiernos 
que, dentro de los primeros 5 años de vigencia del 
acuerdo, se eliminen cuantas restricciones de orden 
cambiario, cuantitativo, financiero, etc., dificulten el 
comercio interlatinoamericano. Como en varios países 
estas restricciones se deben a que la tarifa aduanera 
ha perdido eficacia en la práctica, en parte como con-
secuencia de la inflación, se recomienda dejar a deci-
sión de los gobiernos transformar o no en derechos 
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aduaneros estas restricciones antes de su eliminación y 
en la medida en que cada gobierno lo crea conve-
niente.7 Desde luego, los derechos aduaneros así au-
mentados quedarían sujetos a los niveles pactados y al 
ritmo o procedimiento de reducción que se acordare 
para llegar gradualmente a dichos niveles. 

El Grupo recomienda que, en principio, la reduc-
ción de derechos aduaneros y otros gravámenes equi-
valentes (así como el de otras restricciones) sea irrever-
sible, a fin de asegurar la estabilidad del tratamiento 
recíproco, salvo excepciones que se comentan en el 
lugar pertinente.8 

4 y 5. Clasificación de productos y programa 
para la primera etapa 

El Grupo ha considerado conveniente recomendar a 
los gobiernos que en el Acuerdo inicial del mercado 
común se dividan los productos en tres categorías, aten-
diendo a su naturaleza así como al grado de desarrollo 
de las respectivas industrias en los distintos países lati-
noamericanos. Estos tres grupos son los siguientes: 

Categoría I. Bienes primarios; 
Categoría II. Bienes de capital, automotores, de-

más bienes duraderos, artículos intermedios y otros en 
los cuales la demanda tienda a crecer en forma rela-
tivamente intensa o exista margen amplio para la susti-
tución de importaciones; y 

Categoría III. Bienes manufacturados de consumo 
corriente con respecto a los cuales la demanda tienda 
a crecer en forma relativamente lenta y el margen de 
sustitución de importaciones se hubiere agotado o es-
trechado considerablemente. 

La posición de estos tres grupos es muy diferente 
desde el punto de vista de las posibilidades de reduc-
ción de derechos y eliminación de las restricciones que 
se recomiendan para una primera etapa de diez años. 
Así, en los bienes primarios, que son en su mayoría 
productos tradicionales en el comercio interlatinoame-
ricano, existe, a juicio del Grupo, el máximo de posi-
bilidades inmediatas. Hay un buen número de ellos, 
especialmente en los productos minerales y otras 
materias primas, en el que podría lograrse en un plazo 
relativamente breve la eliminación de aranceles y otras 
restricciones. 

En materia agrícola, sin embargo, se presentan 
casos importantes en los que el Grupo aconseja pro-
ceder con prudencia en virtud de dos consideraciones 
que señaló en su informe anterior al comentar la 
Base II.9 En efecto, en algunos de esos productos 
la progresiva tecnificación de la agricultura sería paso 
previo para su plena incorporación al mercado común, 
a fin de establecer condiciones satisfactorias de compe-

7 Véase el punto a) de la Norma II. 
8 En la Norma II se establece de manera precisa el compromiso 

de no aumentar para el intercambio entre los países miembros, los dere-
chos, gravámenes y restricciones referidos, originales o ya reducidos, 
aunque indica algunas excepciones que deberían hacerse a esa regla 
a juicio del Grupo. 
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tencia interlatinoamericana. Por lo que toca a otros 
artículos, es posible que el incremento futuro de su 
consumo vaya reduciendo en algunos casos los saldos 
exportables de países productores de América Latina y 
ello haga indispensable el mantenimiento o aumento 
de la producción de otros países latinoamericanos aun-
que su costo sea superior a los precios internacionales, 
con la consiguiente necesidad de protección frente al 
resto del mundo.10 

Desde otro punto de vista, el rápido crecimiento 
ele la población latinoamericana y la necesidad inelu-
dible de mejorar su dieta alimenticia, imponen —cada 
vez con mayor fuerza— la mejor utilización de la tierra 
disponible mediante el avance progresivo de la tecni-
ficación. El mercado común facilitará considerable-
mente esta evolución productiva al permitir que países 
que, por condiciones ecológicas poco propicias, consi-
guen producir algunos alimentos (o materias primas) 
sólo a costos relativamente elevados, puedan obtenerlos 
en términos más favorables de otros países latinoameri-
canos y dedicar sus tierras a otras formas de producción. 

La falta de un mercado común, y especialmente la 
de arreglos satisfactorios de pagos entre los países latino-
americanos, así como la deficiencia de transportes, han 
sido uno de los factores que han impedido esta mejor 
utilización de la capacidad productiva de la tierra. 
Transformar esta situación requerirá una cuidadosa 
combinación de las medidas de política comercial con 
programas adecuados de desarrollo agrícola. 

De lo anterior se deriva la conveniencia de prestar 
especial atención a los productos agrícolas actualmente 
sujetos a derechos o restricciones y la de proceder con 
respecto a ellos en forma de negociaciones por produc-
tos, dado su escaso número y los problemas especiales 
que presentan. 

Las otras dos categorías se refieren a productos in-
dustriales. La categoría II comprende productos de 
industrias que podrían calificarse de dinámicas, dado 
el intenso desarrollo de ellas que cabe esperar en los 
países industrialmente más avanzados de América La-
tina en los próximos decenios, sin excluir desde luego 
la posibilidad de que también se implanten y prosperen 
en los países hasta ahora menos desarrollados. 

Las industrias dinámicas son principalmente las 
productoras de bienes de capital, de productos inter-
medios o semielaborados y de algunos bienes de con-
sumo duradero (en especial productos de las industrias 
mecánicas). Se caracterizan por tener un alto grado 
de densidad de capital, por contar con un mercado en 
expansión sustancial —tanto por el crecimiento de la 
demanda como por las amplias posibilidades de susti-
tución de importaciones que hay en tales bienes— y 
por ser industrias nuevas o no existir aún en América 

10 Con posterioridad a esta última observación del Grupo de Tra-
bajo, en estudios recientes de la Secretaría se lia podido comprobar que 
éste es precisamente el caso de productos de tanta significación como 
el trigo, en el que es poco probable que el déficit actual de abasteci-
miento del conjunto de América Latina pueda reducirse en los próxi-
mos veinte años. No sería pues juicioso desmantelar el régimen actual 
de protección sin establecer otras medidas de estímulo de la producción 
nacional de éste y otros alimentos. 
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Latina. En consecuencia, tienen perspectivas de un 
rápido crecimiento y ofrecen posibilidades amplias e 
inmediatas de complementación, cspecialización y re-
estructuración sin los serios problemas de reajuste que 
el mercado regional significaría para otras industrias ya 
establecidas y consolidadas o limitadas a un crecimien-
to vegetativo; es decir, es en esas industrias dinámicas 
en las que sería posible alcanzar los beneficios más sus-
tanciales con un mínimo de trastornos y reacciones 
adversas. 

Este hecho es de importancia decisiva para el mer-
cado común. No se trata de que un país —en un con-
cepto estático— acreciente su producción a expensas 
de la de otros: hay lugar para todos si se crean condi-
ciones básicas adecuadas para especializar la produc-
ción, hecho que habrá de ser tanto más fácil cuanto 
más rápidamente se acreciente la demanda y la pro-
ducción en el proceso dinámico del mercado común. 

Las industrias dinámicas se encuentran, pues, en 
circunstancias que parecerían ser muy propicias a una 
política relativamente rápida de reducción de aranceles 
y restricciones, con el tratamiento diferencial que se 
prevé para los países que en estas industrias son de 
incipiente desarrollo. 

Es diferente el caso de gran parte de las industrias 
de bienes de consumo corriente a que se refiere la cate-
goría III. En los países más desarrollados, estas indus-
trias están ya plenamente establecidas; la sustitución de 
importaciones se ha cumplido de tiempo atrás en buena 
parte de ellos y el crecimiento de la producción tenderá 
a ser más lento que en las industrias dinámicas siguien-
do paulatinamente el crecimiento de la población. Pero 
es claro que si se constituye el mercado común y se 
abren posibilidades de exportación, algunas de esas in-
dustrias podrán tener un fuerte impulso en su desen-
volvimiento. 

En cuanto a los países menos desarrollados, aunque 
exista en ellos campo de expansión para estas industrias 
por no haberse agotado todavía el margen de sustitu-
ción de importaciones —que por el contrarío es muy 
amplio en algunos—, la competencia de los más desarro-
llados podría aparejarles consecuencias inmediatas des-
favorables para ciertas ramas de la industria, de no 
proceder con prudencia. 

Las consideraciones que acaban de formularse han 
llevado al Grupo de Trabajo a recomendar metas dife-
rentes para estos dos grupos de productos industriales 
que acaban de verse. Mientras para la categoría II, refe-
rente a bienes de capital y otros bienes de las industrias 
dinámicas, se recomienda como meta un promedio bajo 
de derechos que estimule en la mayor medida posible 
el intercambio latinoamericano de estos productos, para 
la categoría III, formada por bienes manufacturados de 
consumo corriente, se recomienda un promedio más 
alto, a fin de no forzar durante la primera etapa de diez 
años una reducción de derechos que presumiblemente 
podría acarrear trastorno a las industrias existentes. La 
reducción deberá graduarse en forma que facilite la evo-
lución gradual de esas industrias hacia formas de espe-
cialización y mayor productividad que les permitan des-

arrollarse en un amplio régimen de competencia inter-
latinoamcricana. 

Por otra parte, fijar como meta para esta categoría 
de productos un promedio de derechos más elevados no 
será obstáculo para que aquellos países en los cuales 
determinados bienes de consumo corriente tengan ca-
racterísticas dinámicas obtengan de los otros —con res-
pecto a esos productos y como parte del programa ge-
neral de reducciones— rebajas arancelarias considerables 
y aun superiores a las concedidas a productos de la ca-
tegoría II. 

6. Régimen para países de menor desarrollo 

Teniendo presente la preocupación que predominó en 
la primera reunión del Grupo de Trabajo, en el sentido 
de procurar llegar a fórmulas de mercado común que, 
lejos de dificultar el crecimiento industrial de los países 
menos desarrollados de América Latina, dieran a éstos 
un vigoroso estímulo de industrialización, en la presente 
reunión se ha llegado a conclusiones definitivas sobre 
este aspecto tan importante. En consecuencia, el Gru-
po considera convenientemente que el Acuerdo consa-
gre una clasificación de países según el grado de des-
arrollo que hayan alcanzado en ellos las industrias de 
las categorías II y III, en la siguiente forma: 

El grupo A se refiere a los países que podrían lla-
marse económicamente más avanzados de América La-
tina. En ellos, las industrias de consumo corriente 
—categoría III— se encuentran en pleno desarrollo, al 
mismo tiempo que las industrias de bienes de capital y 
otros bienes —categoría II— están avanzando ya resuel-
tamente en virtud de las exigencias del proceso de des-
arrollo económico. El grupo B comprende los países en 
que las industrias de bienes manufacturados de consu-
mo corriente se han desenvuelto también en forma pa-
recida a la del grupo anterior, aunque contando todavía 
con mayor margen de sustitución de importaciones, 
pero, en cambio, en los cuales, las industrias de bienes 
de capital y otros de la categoría II, o no existen o son 
aún incipientes. El grupo C comprende países en don-
de las industrias de bienes de consumo corriente son 
aún incipientes y existe un amplio margen de sustitu-
ción de importaciones, y se carece de industrias de bie-
nes de capital, salvo algunas excepciones referidas por lo 
común a productos intermedios. 

El Grupo de Trabajo considera conveniente ofrecer 
tratamiento diferencial en favor de los países de los gru-
pos B y C. Con este objeto propone que en el Acuerdo 
del mercado común, para esos dos grupos de países, y 
como meta a lograr en la primera etapa, se establezca 
un nivel medio de derechos moderadamente más eleva-
do para las categorías de productos que se encuentren 
en un estado de desarrollo incipiente. Así, por ejemplo, 
si se estableciera como meta general para los bienes de 
capital y otros de la categoría II, llegar en diez años 
a derechos aduaneros que no representen un promedio 
más alto del 10 por ciento del valor de las importacio-
nes, se acordaría en esa categoría de productos, para los 
países de los grupos B y C, un nivel promedio de dere-
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chos de, por ejemplo, el 15 por ciento. Lo mismo po-
dría hacerse en materia de bienes de consumo, catego-
ría III, con respecto a la cual se establecería, para los 
países del grupo C, un nivel promedio superior al gene-
ral fijado para los países de los grupos A y B.11 

El Grupo de Trabajo atribuye considerable impor-
tancia a este tratamiento diferencial, pues si se consi-
deraran todos los países como iguales desde el punto 
de vista del desarrollo económico, se consagraría en el 
Acuerdo del mercado común una manifiesta desigual-
dad de tratamiento. En realidad, para que el tratamien-
to sea en el fondo igual se requiere reconocer la des-
igualdad de los países. Pero no es ésta la única manera 
en que ha procurado el Grupo concretar un tratamiento 
favorable para los países menos desarrollados; también 
recomienda a los gobiernos la conveniencia de realizar 
concesiones especiales en favor de esos grupos de países. 
Ello requiere una explicación. 

Al establecer como meta un nivel más alto de dere-
chos aduaneros para los países menos desarrollados, el 
Grupo de Trabajo, sin pretender alentar en ellos formas 
antieconómicas de industrialización, desea reconocer el 
hecho de que, por su inferior productividad y por sus 
menores recursos totales —en comparación con los paí-
ses más avanzados—, requieren temporalmente de un 
mayor grado de protección. Sin embargo, habrá que 
dar a esos países fuertes incentivos adicionales para 
que, conjuntamente con ese mayor grado de protección 
media, puedan industrializarse vigorosamente con vistas 
al mercado común. Esto es lo que se trata de conseguir 
mediante las concesiones especiales. Un ejemplo per-
mitirá comprender mejor su alcance y sus propósitos. 
Supóngase que un país de incipiente desarrollo del gru-
po C acuerde por negociación —dentro del Comité— 
con uno o más países avanzados del grupo A, eliminar 
derechos de aduanas para ciertos bienes de capital en 
que estos últimos están interesados, ya sea dentro del 
promedio que le corresponde, o estableciendo un pro-
medio más bajo si así lo juzgara conveniente ese país. 
A cambio de las facilidades que acordara, el país del 
grupo C recibiría concesiones especiales de los países 
más avanzados, como la eliminación de derechos para 
permitir la entrada en su territorio de ciertos productos 
que el país del grupo C estaría en condiciones de pro-
ducir económicamente y exportar al mercado de los 
países del grupo A. A fin de hacer efectiva esta conce-
sión recibida por el país del grupo C, la misma se ex-
tendería automáticamente sólo a los demás países de 
desarrollo incipiente de ese grupo C, pero no a los 
de los grupos A y B. En esta forma, los países del gru-
po C podrían disponer del amplio y creciente mercado 
del país del grupo A para estimular su industrialización 
y sus exportaciones industriales. 

Por su parte, los países del grupo B que han avan-

11 Uno de los miembros del Grupo de Trabajo recomendó especial-
mente a la Secretaría que en su informe a los gobiernos considere el 
caso de países que tienen un alto nivel de costos internos. A su juicio, 
sería conveniente, para facilitar la incorporación de esos países al Acuer-
do del mercado común, que pudieran tener el promedio correspon-
diente a los países de la categoría C , aun cuando en ellos hubiera 
industrias de consumo bien desarrolladas. 

zado mucho en sus industrias de consumo, podrían asi-
mismo entrar en negociaciones especiales con los países 
de desarrollo incipiente en estos bienes —grupo C— 
para efectuar concesiones recíprocas análogas. 

Todo esto significa que dentro clel sistema preferen-
cial latinoamericano habría un régimen de preferencias 
especiales para los países relativamente pequeños, a fin 
de crear condiciones propicias para la inversión de capi-
tales nacionales o extranjeros y aprovechar sus aptitudes 
en su progresiva y racional industrialización, no sola-
mente para sus propios mercados nacionales sino tam-
bién para el mercado común. Pero cabe destacar que 
estas preferencias serán exclusivamente para ellos y 
que cualquier facilidad que en reciprocidad de esas con-
cesiones obtuviera un país industrialmente avanzado 
—grupo A— o medianamente avanzado —grupo B—, se 
extendería automáticamente a todos los países miem-
bros en virtud de la aplicación de la cláusula de la 
nación más favorecida. 

7. Amplitud del mercado y núcleos iniciales 

El Grupo de Trabajo se ha pronunciado ya en su pri-
mer informe en favor de que el mercado común abar-
que el mayor número de países. Esto no significa nece-
sariamente que el mercado común no pueda comenzar 
con un núcleo inicia] de países que tengan en su reali-
zación un interés más activo. Pero para responder des-
de el principio a la aspiración señalada, el Grupo de 
Trabajo considera de fundamental importancia sugerir 
a los gobiernos dos proposiciones. Primera, que a la 
constitución inicial del Acuerdo sean invitados todos 
los países latinoamericanos; y segunda, que los países 
que por alguna razón no decidan participar inicialmen-
te puedan hacerlo en cualquier momento sin entrar en 
complicadas negociaciones. Ya se ha mencionado este 
aspecto al referirse a las ventajas que tiene el procedi-
miento del promedio desde el punto de vista de la acce-
sibilidad de nuevos países. 

Hay posibles coincidencias de intereses que facilitan 
la formación de una órbita amplia de países. Así, el 
hecho de que el intercambio de siete países del área sur 
abarque cerca del 90 por ciento del comercio total en-
tre los países latinoamericanos (excluyendo el petróleo), 
hace pensar con frecuencia que podrían constituir el 
núcleo inicial del mercado común. Pero hay otros paí-
ses geográficamente distanciados de aquéllos que, por 
razón de coincidencia de intereses, podrían inclinarse a 
participar en ese núcleo. Esa zona de coincidencia po-
dría muy bien residir en el campo de las industrias 
dinámicas. Aparte de otros, ese común denominador 
constituiría una fuerza muy poderosa de ampliación 
presente o futura del núcleo inicial del mercado común, 
y a juicio del Grupo de Trabajo habría que hacer todo 
lo posible para no debilitar esa fuerza constructiva. 

Pero nada de eso puede encararse desde un punto 
de vista estático. El mercado común no obedece a un 
designio de cristalizar el intercambio existente; se pro-
pone, por el contrario, crear un nueva composición del 
cambio acorde con las profundas transformaciones es-
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tructuralcs que en los próximos decenios deberá experi-
mentar la economía latinoamericana, si es que ha de 
crecer vigorosamente. Y la distancia geográfica en una 
América Latina que se industrializa con rapidez ya no 
puede tener la misma significación que tenía cuando 
sus países estaban dedicados, casi exclusivamente, a la 
producción primaria para los grandes centros industria-
les. Todo ello tiende a fortalecer la idea de una cons-
telación lo más amplia posible. 

El Grupo de Trabajo considera que la constitución 
de otro tipo de constelaciones de países mediante arre-
glos exclusivos, podría obstaculizar la formación del 
mercado común latinoamericano. Por otra parte, es 
claro que la proximidad geográfica va a crear dentro 
del mercado común zonas de intercambio muy estrecho 
entre los grupos correspondientes de países, pero eso 
tiene que ser el resultado espontáneo de los mismos 
hechos y no de una política que excluya a otros países 
latinoamericanos por el solo hecho de su lejanía; lejanía 
por lo demás, que se superará en muchos casos a me-
dida que mejoren los transportes. 

8. Acuerdos específicos de complementación 
y especialización 

Las consideraciones señaladas no obstan para que países. 
íntimamente ligados por esa proximidad geográfica o 
por coincidencia de intereses formen entre ellos arre-
glos de complementación y especialización para aumen-
tar la productividad y reducir los costos de ciertas in-
dustrias. Estos arreglos de especialización o comple-
mentación no podrían realizarse fácilmente, como sería 
deseable, si las eliminaciones o reducciones de derechos 
de aduana que se concertaran entre los países interesa-
dos se extendieran inmediatamente a otros países en 
virtud de la cláusula de la nación más favorecida. De 
ahí la necesidad de no aplicar dicha cláusula en estos 
casos. Por supuesto, ello tendría que hacerse con carác-
ter temporal hasta tanto se pudieran consolidar, a través 
de su especialización o complementación, las industrias. 
Además, el Grupo de Trabajo considera indispensable 
que los derechos aduaneros eliminados o rebajados en 
esta forma no se computen dentro de los niveles medios 
pactados en el Acuerdo, con lo cual significa que tales 
rebajas o eliminaciones serían adicionales a las acorda-
das con carácter general y no afectarían para nada la 
obligación de cumplir los compromisos contraídos en 
el Acuerdo. 

9. Otros convenios especiales 

Aparte de los convenios especiales que acaban de men-
cionarse, el Grupo de Trabajo considera conveniente 

B. Comentarios 

Dado su carácter de complementarias o ampliatorias de 
los principios recomendados en la Estructura, el signi-
ficado y finalidad de la mayoría de las Normas pro-

que el Acuerdo pueda permitir otros convenios especia-
les entre países, tendientes a estimular el comercio fron-
terizo o al desarrollo de zonas o cuencas que interesen 
a dos o más de ellos. Con tal objeto recomienda que 
tales convenios puedan hacerse, si bien sujetos a la 
aprobación del Comité. 

10. Tratamiento de más favor 

Los miembros del Grupo de Trabajo están persuadidos 
de que el buen funcionamiento del mercado regional 
depende del otorgamiento de igualdad de oportunida-
des a todos los países participantes, salvo el tratamien-
to diferencial que se acuerde a los países de desarrollo 
industrial incipiente por las razones ya expresadas, así 
como el que corresponda a los acuerdos de especializa-
ción y complementación u otros de carácter temporal. 
Además, el Grupo reonoció explícitamente la excep-
ción en favor de las preferencias y demás concesiones 
derivadas de la integración económica centroamericana, 
lo cual equivale a considerar a los países centroamerica-
nos como una unidad económica. 

11. Comité de Política Comercial y Pagos 

El Acuerdo del mercado común deberá sentar las bases 
de una política gradual y progresiva de integración eco-
nómica latinoamericana dentro de ese mercado. Pero 
además se requiere que esa política se desarrolle con 
persistencia de propósitos y una continua adaptación a 
las circunstancias cambiantes de la realidad. Con este 
fin, el Grupo considera conveniente la creación de un 
Comité intergubernamental, integrado por altos repre-
sentantes de los países contratantes. Este Comité ten-
dría a su cargo la consideración de los problemas de 
política comercial, los de pagos, y la administración del 
Acuerdo. Por otra parte, se ha mencionado en el curso 
de este informe la necesidad de que los países realicen 
negociaciones sobre aspectos especiales contemplados 
en dicho Acuerdo; sería conveniente que esas negocia-
ciones se llevaran a cabo en el seno del Comité, aunque 
se tratara de grupos parciales de países, para asegurar la 
correlación de los intereses comunes. En este informe 
no se ha entrado en detalle de las funciones del Co-
mité, dada la índole de este Grupo de Trabajo; sería 
conveniente que, cuando se llegara a preparar el pro-
yecto de Acuerdo, hiciera la Secretaría expresa mención 
de ellas y estableciera con claridad los casos que po-
drían resolverse por simple mayoría, y aquellos otros en 
que se considerase necesaria la unanimidad de los países 
miembros. 

a las Normas 

puestas es evidente. Sin embargo, se ha considerado 
oportuno comentar algunas que han sido objeto de es-
pecial atención por parte del Grupo. 
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I. Beneficios comerciales recíprocos del mercado común 

El Grupo ha considerado la posibilidad de que el esta-
blecimiento progresivo del mercado común mediante 
la reducción o eliminación gradual de derechos adua-
neros y otros gravámenes y restricciones pudieran signi-
ficar para algunos países miembros beneficios sustan-
cialmente mayores que para otros. Estos mayores bene-
ficios se traducirían probablemente en una tendencia 
persistente, por parte de quienes obtuviesen mayor pro-
vecho, a exportar más dentro del mercado común que 
lo que importasen desde él. En opinión del Grupo, los 
países que se encontraran en esa situación deberían 
aumentar el ritmo de reducción de sus derechos y otros 
gravámenes y restricciones, para estimular sus importa-
ciones y ofrecer así a los demás mayores oportunidades 
de una participación adecuada en los beneficios comer-
ciales recíprocos del mercado común. 

II. Coordinación de la política comercial 

Además de la recomendación relativa a la necesidad de 
que los países miembros efectúen coordinadamente sus 
negociaciones comerciales con terceros países, el Grupo 
de Trabajo acordó recomendar a los países latinoameri-
canos que procuren desde ahora iniciar las negociacio-
nes tendientes a obtener el reconocimiento de la prefe-
rencia regional, mediante la inclusión de la cláusula de 
excepción latinoamericana en los acuerdos que tengan 
vigentes o celebren con terceros países; y que también 
tengan presente el logro de ese objetivo en las negocia-
ciones que deban realizar con los miembros del Merca-
do Común Europeo o con otros países dentro del 
GATT. 

Asimismo, el Grupo de Trabajo recomendó la rene-
gociación de los convenios comerciales con terceros paí-
ses que puedan obstaculizar la participación del respec-
tivo país latinoamericano en el mercado común. 

III. Programa especial de reducción de derechos 
aduaneros elevados 

Los derechos aduaneros que, por ser muy elevados, li-
mitan e incluso impiden totalmente la importación de 
los productos a que afectan, tendrán en la determina-
ción del nivel medio ponderado de derechos una inci-
dencia o peso muy reducido, e inclusive nulo al hacerse 
dicha ponderación precisamente sobre la base de las 
importaciones de cada producto; sería así posible que 
un país miembro lograra, al final de la primera etapa 
contemplada para el Acuerdo, los promedios de dere-
chos establecidos como meta y aun otros muchos me-
nores, aunque mantuviera derechos elevados sobre un 
número grande de productos. Más aún: puede conce-
birse que el nivel medio de derechos obtenido por un 
país (calculado en la forma señalada) aumente al dis-
minuir éste los derechos para algunos productos, si con 
ello aumentan apreciablemente las importaciones de 
los mismos. 

Por ello el Grupo de Trabajo señala la conveniencia 
de que el Comité fije reglas conducentes a asegurar o 
estimular la reducción efectiva de los derechos muy ele-
vados, estableciendo por ejemplo una reducción porcen-
tual periódica obligatoria para los derechos aduaneros 
cuya incidencia sobre el valor de los respectivos produc-
tos exceda de un cierto porcentaje. 

IV. Medidas para corregir el desequilibrio 
del balance de pagos 

El éxito de las medidas de reducción de derechos, gra-
vámenes y restricciones dependerá en alto grado de la 
actitud de los países contratantes para lograr y mante-
ner el equilibrio de sus balances de pago. Es posible 
que a raíz de esta política un país contratante mejorara 
la situación de su balance. En tal caso convendría que 
el Comité le aconsejara tomar medidas adicionales de 
liberalización a fin de que al aumentar gracias a ellos 
sus importaciones pudiera facilitar la evolución de los 
países deudores. 

Del mismo modo, los países que se encontraran en 
el caso opuesto podrían, previa consulta al Comité, to-
mar medidas para atenuar el ritmo de su liberalización 
si esto fuera indispensable. 

V. Cláusulas de escape o de salvaguardia 

De igual manera, el Grupo ha considerado la posibili-
dad de que las concesiones hechas por un país miembro 
dentro del mercado común le hayan originado pertur-
baciones graves en alguna industria importante o moti-
vado desocupación apreciable de mano de obra que no 
pueda ser absorbida por otras actividades; recomienda 
por ello que el Acuerdo contenga cláusulas de salva-
guardia o escape que permitan a los países en situacio-
nes de ese tipo suspender temporalmente las concesio-
nes otorgadas o el otorgamiento de nuevas rebajas, sin 
perjuicio de otras medidas que puedan o deban tomar 
para corregir su desequilibrio, particularmente si es de 
tipo estructural. 

VI. Régimen de pagos 

El Grupo ha visto también con satisfacción los em-
peños de la Secretaría para llegar a formular un proyec-
to de arreglos de pagos entre los países latinoamericanos 
y espera que en una próxima reunión de Bancos Cen-
trales pueda llegarse a fórmulas definitivas, dada la 
estrecha interdependencia que existe entre un buen arre-
glo de pagos y el funcionamiento del mercado común. 
Sin ánimo de interferir en las deliberaciones de los 
Bancos Centrales, el Grupo de Trabajo se ha permitido 
subrayar la conveniencia de que en dichos proyectos se 
considere la posibilidad de otorgar amplios créditos, a 
través de un adecuado arreglo de pago, para facilitar el 
comercio entre los países latinoamericanos y evitar que 
por deficiencias de pago lleguen a tomarse medidas de 
carácter restrictivo. 
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VII. El organismo financiero interlatinoamericano 
y él mercado común 

El Grupo de Trabajo ha tomado nota con satisfacción 
de las declaraciones del observador enviado por el Con-
sejo Interamericano Económico y Social, en el sentido 
de que en las reuniones que están llevándose a cabo en 
Washington, tendientes al establecimiento de un orga-
nismo financiero latinoamericano, se está prestando es-

pecial interés a los créditos e inversiones destinadas al 
establecimiento de industrias para el mercado común. 
El Grupo considera pertinente también anotar en esta 
oportunidad la conveniencia de que se cuente con un 
sistema de créditos a corto y mediano plazo, para es-
timular las exportaciones de las industrias de los países 
latinoamericanos por lo que vería con agrado el estudio 
de este aspecto del problema. 

Anexo 

Con posterioridad a la publicación de este informe el señor Ray-
mond Mikesell hizo llegar a la Secretaría Ejecutiva una comuni-
cación en la que puntualiza las observaciones a que se refiere el 
párrafo final de la introducción.12 Dichas observaciones son: 

1. El acuerdo estableciendo el mercado común latinoameri-
cano debiera estipular una fecha o período específicos para la 
completa liberalización del intercambio dentro del área de tal 
mercado. De no ocurrir así, el punto 1 a) de la Estructura, rela-
tivo a la creación de un régimen preferencial para el intercam-
bio de productos entre los países latinoamericanos, podría muy 
bien interpretarse en este sentido: que el objetivo principal y fi-
nal buscado a través del acuerdo de mercado común sería el de 
establecer sólo un área preferencial y no una verdadera zona 
de libre comercio o una unión aduanera. Tal impresión se vería 
fortalecida por la afirmación hecha en los comentarios a la Es-
tructura, cuando se dice que la fórmula jurídica del acuerdo no 
debe necesariamente ajustarse de modo estricto a moldes pre-
establecidos. 

12 Véase p. 36. 

2. Al parecer, el punto V I I I de la Estructura deja la puerta 
abierta a negociaciones bilaterales de carácter discriminatorio. Es 
atendible contemplar disposiciones cuyo objeto sea acelerar para 
ciertos productos el establecimiento del mercado común siempre 
que los arreglos respectivos se conformen a normas razonables y 
estén abiertos a todos los países que deseen participar de ellos. 
También podría aceptarse la realización de arreglos especiales 
para liberalizar el comercio fronterizo entre zonas nacionales ad-
yacentes. Pero lo dispuesto por la Estructura en su forma actual 
es demasiado amplio y su única salvaguardia consiste en que el 
acuerdo pertinente necesita la aprobación del Comité. C o m o tal 
salvaguardia no parece suficiente, el Grupo de Trabajo tendría 
también que recomendar los criterios que el Comité debería apli-
car en el caso de acuerdos especiales de esta naturaleza. 

3. Finalmente, considera el señor Mikesell que, tal como ex-
presó varias veces en el curso de la reunión del Grupo de Tra-
bajo, las excepciones al principio del tratamiento de más favor 
contenidas en el punto X de la Estructura debieran tener un lí-
mite de tiempo o un alcance definidos. 
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II 

TRATADO QUE ESTABLECE UNA ZONA DE LIBRE COMERCIO E INSTITUYE LA ASOCIACIÓN 
LATINOAMERICANA DE LIBRE COMERCIO * 

(Montevideo, 18 de febrero de 1960) 

Los Gobiernos representados en la Conferencia Inter-
gubernamental para el Establecimiento de una Zona 
de Libre Comercio entre Países de América Latina, 

Persuadidos de que la ampliación de las actuales di-
mensiones de los mercados nacionales, a través de la 
eliminación gradual de las barreras al comercio intra-
rregional, constituye condición fundamental para que 
los países de América Latina puedan acelerar su pro-
ceso de desarrollo económico, en forma de asegurar un 
mejor nivel de vida para sus pueblos; 

Conscientes de que el desarrollo económico debe ser 
alcanzado mediante el máximo aprovechamiento de los 
factores de producción disponibles y de la mayor coor-
dinación de los planes de desarrollo de los diferentes 
sectores de la producción, dentro de normas que con-
templen debidamente los intereses de todos y cada uno 
y que compensen convenientemente, a través de medi-
das adecuadas, la situación especial de los países de 
menor desarrollo económico relativo; 

Convencidos de que el fortalecimiento de las eco-
nomías nacionales contribuirá al incremento del co-
mercio de los países latinoamericanos entre sí y con el 
resto del mundo; 

Seguros de que mediante adecuadas fórmulas po-
drán crearse condiciones propicias para que las activi-
dades productivas existentes se adapten gradualmente 

y sin perturbaciones a nuevas modalidades de comer-
cio recíproco, originando otros estímulos para su mejo-
ramiento y expansión; 

Ciertos de que toda acción destinada a la consecu-
ción de tales propósitos debe tomar en cuenta los com-
promisos derivados de los instrumentos internacionales 
que rigen su comercio; 

Decididos a perseverar en sus esfuerzos tendientes 
al establecimiento, en forma gradual y progresiva, de 
lin mercado común latinoamericano y, por lo tanto, a 
seguir colaborando, con el conjunto de los Gobiernos 
de América Latina, en los trabajos ya emprendidos con 
tal finalidad; y 

Animados del propósito de aunar esfuerzos en fa-
vor de una progresiva complementación e integración 
de sus economías, basadas en una efectiva reciprocidad 
de beneficios, deciden establecer una zona de libre co-
mercio y celebrar, a tal efecto, un Tratado que institu 
ye la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, 
y a tal efecto designan sus Plenipotenciarios, los cuales 
convinieron lo siguiente: 

* El Tratado de Montevideo fue concertado y suscrito originalmen-
te por la Argentina, el Brasil, Chile, México, el Paraguay, el Perú y el 
Uruguay. Los gobiernos signatarios depositaron los correspondientes 
instrumentos de ratificación con fecha 2 de mayo de 1961. Los instru-
mentos de adhesión de Colombia y el Ecuador fueron depositados el 
30 de septiembre y el 3 de noviembre de 1961, respectivamente. 

Capítulo I 

NOMBRE Y OBJETO 

lante denominada "Asociación"), cuya sede es la ciu-
dad de Montevideo (República Oriental del Uruguay). 

La expresión "Zona", cuando sea mencionada en 
el. .-presente Tratado, significa el conjunto de los terri-
torios de las Partes Contratantes. 

Capítulo II 

PROGRAMA DE LIBERACIÓN DEL INTERCAMBIO 

Artículo 2 del presente Tratado, se perfeccionará en un período 
no superior a doce (12) años, a contar desde la fecha 

La zona de libre comercio, establecida en los términos de su entrada en vigor. 

Artículo 1 

Por el presente Tratado las Partes Contratantes esta-
blecen una zona de libre comercio e instituyen la Asô  
ciación Latinoamericana de Libre Comercio (en áde-
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Artículo 3 

Durante el período indicado en el Artículo 2, las Par-
tes Contratantes eliminarán gradualmente, para lo esen-
cial de su comercio recíproco, los gravámenes y las res-
tricciones de todo orden que incidan sobre la importa-
ción de productos originarios del territorio de cualquier 
Parte Contratante. 

A los fines del presente Tratado se entiende por 
gravámenes los derechos aduaneros y cualesquier otros 
recargos de efectos equivalentes —sean de carácter fis-
cal, monetario o cambiario— que incidan sobre las im-
portaciones. 

Lo dispuesto en este artículo no es aplicable a las 
tasas o recargos análogos, cuando respondan al costo 
de los servicios prestados. 

Artículo 4 

El objetivo previsto en el Artículo 3 será alcanzado 
por medio de negociaciones periódicas que se realizarán 
entre las Partes Contratantes y de las cuales deberán 
resultar: 

a) Listas Nacionales con las reducciones anuales de 
gravámenes y demás restricciones que cada Par-
te Contratante concede a las demás Partes Con-
tratantes, de conformidad con lo dispuesto en el 
Artículo 5; y 

b) Una Lista Común con la relación de los produc-
tos cuyos gravámenes y demás restricciones las 
Partes Contratantes se comprometen por deci-
sión colectiva a eliminar íntegramente para el 
comercio intrazonal en el período referido en 
el Artículo 2, cumpliendo los porcentajes míni-
mos fijados en el Artículo 7 y el proceso de re-
ducción establecido en el Artículo 5. 

Artículo 5 

Para la formación de las Listas Nacionales a que se 
refiere el inciso a) del Artículo 4, cada Parte Contra-
tante deberá conceder anualmente a las demás Partes 
Contratantes, reducciones de gravámenes equivalentes 
por lo menos al ocho por ciento ( 8 % ) de la media 
ponderada de los gravámenes vigentes para terceros 
países, hasta alcanzar su eliminación para lo esencial 
de sus importaciones de la Zona, de acuerdo con las de-
finiciones, métodos de cálculos, normas y procedimien-
tos que figuran en Protocolo. 

A tales efectos, se considerarán gravámenes para 
terceros países los vigentes al día treinta y uno de di-
ciembre precedente a cada negociación. 

Cuando el régimen de importación de una Parte 
Contratante contenga restricciones de naturaleza tal 
que no permita establecer la debida equivalencia con 
las reducciones de gravámenes otorgadas por otra u 
otras Partes Contratantes, la contrapartida de tales re-
ducciones se complementará mediante la eliminación 
o atenuación de aquellas restricciones. 

Artículo 6 

Las Listas Nacionales entrarán en vigor el día primero 
de enero de cada año, con excepción de las que resul-
ten de las primeras negociaciones las cuales entrarán 
en vigencia en la fecha que establecerán las Partes 
Contratantes. 

Artículo 7 

La Lista Común deberá estar constituida por produc-
tos cuya participación en el valor global del comercio 
entre las Partes Contratantes alcance, por lo menos, los 
siguientes porcentajes, calculados de conformidad con 
lo dispuesto en Protocolo: 

Veinticinco por ciento (25 %) , en el curso del pri-
mer trienio; 

Cincuenta por ciento ( 5 0 % ) , en el curso del se-
gundo trienio; 

Setenta y cinco por ciento (75 % ) , en el curso del 
tercer trienio; y 

Lo esencial de ese comercio, en el curso del cuarto 
trienio. 

Artículo 8 

La inclusión de productos en la Lista Común es de-
finitiva y las concesiones otorgadas sobre tales produc-
tos son irrevocables. 

Para los productos que sólo figuren en las Listas Na-
cionales, el retiro de concesiones podrá ser admitido 
en negociaciones entre las Partes Contratantes y me-
diante adecuada compensación. 

Artículo 9 

Para el cálculo de los porcentajes a que se refieren los 
Artículos 5 y 7 se tomará como base el promedio anual 
del valor del intercambio en el trienio precedente al 
año en que se realice cada negociación. 

Artículo 10 

Las negociaciones a que se refiere el Artículo 4 —sobre 
la base de reciprocidad de concesiones— tendrán como 
objetivo expandir y diversificar el intercambio, así como 
promover la progresiva complementación de las eco-
nomías de los países de la Zona. 

En dichas negociaciones se contemplará con equi-
dad la situación de las Partes Contratantes, cuyos ni-
veles de gravámenes y restricciones sean notablemente 
diferentes a las de las demás Partes Contratantes. 

Artículo 11 

Si como consecuencia,de .las concesiones otorgadas se 
prodiijeren desventajas acentuadas y persistentes en el 
comercio de los productos incorporados al programa de 
liberación, ejitre una Parte Contratante y el conjunto 
de las demás, la corrección de dichas ventajas será 
objeto de examen por las' Partes Contratantes, a solici-
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tud de la Parte Contratante afectada, con el fin de 
adoptar medidas adecuadas de carácter no restrictivo, 
para impulsar el intercambio comercial a los más altos 
niveles posibles. 

Artículo 12 

Si como consecuencia de circunstancias distintas de la 
prevista en el Artículo 11 se produjeren desventajas 
acentuadas y persistentes en el comercio de los produc-
tos incorporados en el programa de liberación, las Par-
tes Contratantes, a solicitud de la Parte Contratante 

interesada, procurarán, en la medida a su alcance, co-
rregir esas desventajas. 

Artículo 13 

La reciprocidad prevista en el Artículo 10 se refiere a 
la expectativa de corrientes crecientes de comercio en-
tre cada Parte Contratante y el conjunto de las demás, 
con respecto a los productos que figuren en el progra-
ma de liberación y a los que se incorporen posterior-
mente. 

Capítulo III 

EXPANSIÓN DEL INTERCAMBIO Y COMPLEMENT ACIÓN ECONÓMICA 

Artículo 14 

A fin de asegurar una continua expansión y diversifi-
cación del comercio recíproco, las Partes Contratantes 
procurarán: 

a) Otorgar entre sí, respetando el principio de reci-
procidad, concesiones que aseguren en la prime-
ra negociación, para las importaciones de los 
productos procedentes de la Zona, un tratamien-
to no menos favorable que el existente antes de 
la entrada en vigor del presente Tratado; 

b) Incorporar en las Listas Nacionales el mayor nú-
mero posible de productos que ya sean objeto de 
comercio entre las Partes Contratantes; y 

c) Agregar a esas Listas un número creciente de 
productos que aún no formen parte del comer-
cio recíproco. 

Artículo 15 

Para asegurar condiciones equitativas de competencia 
entre las Partes Contratantes y facilitar la creciente in-
tegración y complementación de sus economías, espe-
cialmente en el campo de la producción industrial, las 
Partes Contratantes procurarán, en la medida de lo po-
sible, armonizar —en el sentido de los objetivos de li-
beración del presente Tratado— sus regímenes de im-
portación y exportación, así como los tratamientos 
aplicables a los capitales, bienes y servicios procedentes 
de fuera de la Zona. 

Artículo 16 

Con el objeto de intensificar la integración y comple-
mentación a que se refiere el Artículo 15, las Partes 
Contratantes: 

a) Realizarán esfuerzos en el sentido de promover 
una gradual y creciente coordinación de las res-
pectivas políticas de industrialización, patroci-
nando con este fin entendimientos entre repre-
sentantes de los sectores económicos interesa-
dos; y 

b) Podrán celebrar entre sí acuerdos de complemen-
tación por sectores industriales. 

Artículo 17 

Los acuerdos de complementación a que se refiere el 
inciso b) del Artículo 16 establecerán el programa de 
liberación que regirá para los productos del respectivo 
sector, pudiendo contener entre otras, cláusulas desti-
nadas a armonizar los tratamientos que se aplicarán a 
las materias primas y a las partes complementarias em-
pleadas en la fabricación de tales productos. 

Las negociaciones de esos acuerdos estarán abiertas 
a la participación de cualquier Parte Contratante inte-
resada en los programas de complementación. 

Los resultados de las negociaciones serán objeto, en 
cada caso, de protocolos que entrarán en vigor después 
de que, por decisión de las Partes Contratantes, se ha-
ya admitido su compatibilidad con los principios y ob-
jetivos generales del presente Tratado. 

Capítulo IV 

TRATAMIENTO DE LA NACIÓN MAS FAVORECIDA 

Artículo 18 

Cualquier ventaja, favor, franquicia, inmunidad o pri-
vilegio que se aplique por una Parte Contratante en 

relación con un producto originario de o destinado a 
cualquier otro país, será inmediata e incondicionalmen-
te extendido al producto similar originario de o desti-
nado al territorio de las demás Partes Contratantes. 
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Artículo 19 Artículo 20 

Quedan exceptuados del tratamiento de la nación más 
favorecida previsto en el Artículo 18, las ventajas, favo-
res, franquicias, inmunidades y privilegios ya concedi-
dos o que se concedieren en virtud de convenios entre 
Partes Contratantes o entre Partes Contratantes y ter-
ceros países, a fin de facilitar el tráfico fronterizo. 

Los capitales procedentes de la Zona gozarán en el te-
rritorio de cada Parte Contratante de tratamiento no 
menos favorables que aquél que se concede a los capi-
tales provenientes de cualquier otro país. 

Capítulo V 

TRATAMIENTO EN MATERIA DE TRIBUTOS INTERNOS 

Artículo 21 

En materia de impuestos, tasas y otros gravámenes in-
ternos, los productos originarios del territorio de una 
Parte Contratante gozarán en el territorio de otra Par-
te Contratante de tratamiento no menos favorable que 
el que se aplique a productos similares nacionales. 

Artículo 22 

En los casos de los productos incluidos en el programa 
de liberación que no sean producidos o no se produz-

can en cantidades sustanciales en su territorio, cada 
Parte Contratante tratará de evitar que los tributos u 
otras medidas internas que se apliquen deriven en la 
anulación o reducción de cualquier concesión o venta-
ja obtenida por cualquier Parte Contratante en el cur-
so de las negociaciones. 

Si una Parte Contratante se considerase perjudica-
da por las medidas mencionadas en el párrafo anterior, 
podrá recurrir a los órganos competentes de la Asocia-
ción con el fin de que se examine la situación plan-
teada y se formulen las recomendaciones que corres-
pondan. 

Capítulo VI 

CLÁUSULAS DE SALVAGUARDIA 

Articula 23 

Las Partes Contratantes podrán autorizar a cualquier 
Parte Contratante a imponer con carácter transitorio, 
en forma no discriminatoria y siempre que no signifi-
quen una reducción del consumo habitual en el país 
importador, restricciones a la importación de produc-
tos procedentes de la Zona, incorporados al programa 
de liberación, cuando ocurran importaciones en canti-
dades o en condiciones tales que causen o amenacen 
causar perjuicios graves a determinadas actividades 
productivas de significativa importancia para la econo-
mía nacional. 

Artículo 24 

Las Partes Contratantes podrán autorizar igualmente 
a una Parte Contratante que haya adoptado medidas 
para corregir el desequilibrio de su balance de pagos 
global, a que extienda dichas medidas, con carácter 
transitorio o en forma no discriminatoria, al comercio 
intrazonal de productos incorporados al programa de 
liberación. 

Las Partes Contratantes procurarán que la imposi-
ción de restricciones en virtud de la situación del ba-
lance de pagos no afecte, dentro de la Zona, al comer-

cio de los productos incorporados al programa de li-
beración. 

Artículo 25 

Cuando las situaciones contempladas en los Artículos 
23 y 24 exigieren providencias inmediatas, la Parte 
Contratante interesada podrá, con carácter de emer-
gencia y ad referendum de las Partes Contratantes, 
aplicar las medidas en dichos artículos previstas, de-
biendo en este sentido comunicarlas de inmediato al 
Comité, a que se refiere el Artículo 33, quien, si lo 
juzgase necesario, convocará a sesiones extraordinarias 
de la Conferencia. 

Artículo 26 

Si la aplicación de las medidas contempladas en este 
Capítulo se prolongase por más de un año, el Comité 
propondrá a la Conferencia, a que se refiere el Artícu-
lo 33, por iniciativa propia o a pedido de cualquier 
Parte Contratante, la iniciación inmediata de negocia-
ciones, a fin de procurar la eliminación de las restric-
ciones adoptadas. 

Lo dispuesto en el presente Artículo no afecta la 
norma prevista en el Artículo 8. 
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Capítulo VII 

DISPOSICIONES ESPECIALES SOBRE AGRICULTURA 

Artículo 27 

Las Partes Contratantes procurarán coordinar sus polí-
ticas de desarrollo agrícola y de intercambio de pro-
ductos agropecuarios, con objeto de lograr el mejor 
aprovechamiento de sus recursos naturales, elevar el 
nivel de vida de la población rural y garantizar el abas-
tecimiento normal en beneficio de los consumidores, 
sin desarticular las producciones habituales de cada 
Parte Contratante. 

Artículo 28 

Dentro del período a que se refiere el Artículo 2, cual-
quier Parte Contratante podrá aplicar, en forma no dis-
criminatoria, al comercio de productos agropecuarios 
de considerable importancia para su economía, incor-
porados al programa de liberación y siempre que no 
signifique disminución de su consumo habitual ni 
incremento de producciones antieconómicas, medidas 
adecuadas destinadas a: 

a) Limitar las importaciones a lo necesario para 
cubrir los déficit de producción interna; y 

b) Nivelar los precios del producto importado a los 
del producto nacional. 

La Parte Contratante que decida adoptar tales me-
didas deberá llevarlas a conocimiento de las otras Par-
tes Contratantes, antes de su aplicación. 

Artículo 29 

Durante el período fijado en el Artículo 2 se procura-
rá lograr la expansión del comercio de productos agro-
pecuarios de la Zona, entre otros medios, por acuerdos 

entre las Partes Contratantes, destinados a cubrir los 
déficit de las producciones nacionales. 

Para ese fin, las Partes Contratantes darán priori-
dad a los productos originarios de los territorios de 
otras Partes Contratantes en condiciones normales de 
competencia, tomando siempre en consideración las 
corrientes tradicionales del comercio intrazonal. 

Cuando esos acuerdos se realizaren entre dos o más 
Partes Contratantes, las demás Partes Contratantes de-
berán ser informadas antes de la entrada en vigor de 
esos acuerdos. 

Artículo 30 

Las medidas previstas en este Capítulo no deberán ser 
utilizadas para obtener la incorporación a la produc-
ción agropecuaria de recursos que signifiquen una dis-
minución del nivel medio de productividad preexisten-
te, en la fecha de entrada en vigor del presente Tratado. 

Artículo 31 

En caso de que una Parte Contratante se considere 
perjudicada por disminución de sus exportaciones como 
consecuencia de la reducción del consumo habitual del 
país importador resultante de las medidas indicadas en 
el Artículo 28 y/o de incremento antieconómico de las 
producciones a que se refiere el artículo anterior, podrá 
recurrir a los órganos competentes de la Asociación a 
efecto de que éstos examinen la situación presentada y, 
si fuera del caso, formulen las recomendaciones para 
que se adopten las medidas adecuadas, las que serán 
aplicadas en conformidad con lo dispuesto en el Ar-
tículo 12. 

Capítulo VIII 

MEDIDAS EN FAVOR DE PAÍSES DE MENOR DESARROLLO ECONÓMICO RELATIVO 

Artículo 32 

Las Partes Contratantes, reconociendo que la consecu-
ción de los objetivos del presente Tratado será facili-
tada por el crecimiento de las economías de los países 
de menor desarrollo económico relativo dentro de la 
zona, realizarán esfuerzos en el sentido de crear condi-
ciones favorables a ese crecimiento. 

Para este fin, las Partes Contratantes podrán: 
a) Autorizar a una Parte Contratante a conceder a 

otra Parte Contratante de menor desarrollo eco-
nómico relativo dentro de la Zona, mientras sea 
necesario y con carácter transitorio, a los fines 
previstos en el presente artículo, ventajas no ex-
tensivas a las demás Partes Contratantes, con el 

fin de estimular la instalación o la expansión de 
determinadas actividades productivas; 

b) Autorizar a una Parte Contratante de menor des-
arrollo económico relativo dentro de la Zona a 
cumplir el programa de reducción de graváme-
nes y otras restricciones en condiciones más fa-
vorables, especialmente convenidas; 

c) Autorizar a una Parte Contratante de menor des-
arrollo económico relativo dentro de la Zona a 
adoptar medidas adecuadas a fin de corregir even-
tuales desequilibrios en su balance de pagos; 

d) Autorizar a una Parte Contratante de menor des-
arrollo económico relativo dentro de la Zona a 
que aplique, cuando sea necesario y con carácter 
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transitorio, en forma no discriminatoria y mien-
tras no signifique una reducción de su consumo 
habitual, medidas adecuadas con el objeto de 
proteger la producción nacional de productos in-
corporados al programa de liberación que sean 
de importancia básica para su desarrollo eco-
nómico; 

e) Realizar gestiones colectivas en favor de una Par-
te Contratante de menor desarrollo económico 
relativo dentro de la Zona, en el sentido de apo-
yar y promover, dentro y fuera de la Zona, me-

didas de carácter financiero o técnico destinadas 
a lograr la expansión de las actividades produc-
tivas ya existentes o a fomentar nuevas activi-
dades, especialmente las que tengan por objeto 
la industrialización de sus materias primas; y 

f) Promover o apoyar, según sea el caso, programas 
especiales de asistencia técnica de una o más 
Partes Contratantes, destinadas a elevar, en paí-
ses de menor desarrollo económico relativo den-
tro de la Zona, los niveles de productividad de 
determinados sectores de producción. 

Capítulo IX 

ÓRGANOS DE LA ASOCIACIÓN 

Artículo 33 

Son órganos de la Asociación la Conferencia de las 
Partes Contratantes (denominada en este Tratado "la 
Conferencia") y el Comité Ejecutivo Permanente (de-
nominado en este Tratado "el Comité"). 

Artículo 34 

La Conferencia es el órgano máximo de la Asociación. 
Tomará todas las decisiones sobre los asuntos que exi-
jan resolución conjunta de las Partes Contratantes y 
tendrá, entre otras, las siguientes atribuciones: 

a) Adoptar las providencias necesarias para la eje-
cución del presente Tratado y examinar los re-
sultados de la aplicación del mismo; 

b) Promover la realización de las negociaciones pre-
vistas en el Artículo 4 y apreciar sus resultados; 

c) Aprobar el presupuesto anual de gastos del Co-
mité y fijar las contribuciones de cada Parte Con-
tratante; 

d) Establecer su reglamento y aprobar el reglamen-
to del Comité; 

e) Elegir un Presidente y dos Vicepresidentes para 
cada período de sesiones; 

f) Designar el Secretario Ejecutivo del Comité; y 
g) Entender en los demás asuntos de interés común. 

Artículo 35 

La Conferencia estará constituida por delegaciones de-
bidamente acreditadas de las Partes Contratantes. Cada 
delegación tendrá derecho a un voto. 

Artículo 36 

La Conferencia se reunirá: a) en sesiones ordinarias, 
una vez por año; y b) en sesiones extraordinarias, 
cuando fuere convocada por el Comité. 

En cada período de sesiones la Conferencia fijará 
la sede y la fecha del siguiente período de sesiones 
ordinarias. 

Artículo 37 

La Conferencia sólo podrá tomar decisiones con la pre-
sencia de, por lo menos, dos tercios (2/%) de las Par-
tes Contratantes. 

Artículo 38 

Durante los dos primeros años de vigencia del presente 
Tratado, las decisiones de la Conferencia serán toma-
das con el voto afirmativo de, por lo menos, dos ter-
cios (2/s) de las Partes Contratantes y siempre que no 
haya voto negativo. 

Las Partes Contratantes establecerán en la misma 
forma, el sistema de votación que se adoptará después 
de este período. 

Con el voto afirmativo de dos tercios (2/s) de las 
Partes Contratantes: 

a) Se aprobará el presupuesto anual de gastos del 
Comité; 

b) Se elegirá el Presidente y dos Vicepresidentes 
de la Conferencia, así como el Secretario Eje-
cutivo; y 

c) Se fijarán la fecha y la sede de los períodos de 
sesiones de la Conferencia. 

Artículo 39 

El Comité es el órgano permanente de la Asociación 
encargado de velar por la aplicación de las disposicio-
nes del presente Tratado y tendrá, entre otras las si-
guientes atribuciones y obligaciones: 

a) Convocar la Conferencia; 
b) Someter a la aprobación de la Conferencia un 

programa anual de trabajos así como un pro-
yecto de presupuesto anual de gastos del Comité; 

c) Representar a la Asociación ante terceros países 
y organismos o entidades internacionales, con el 
objeto de tratar asuntos de interés común. Asi-
mismo, la representará en los contratos y demás 
actos de derecho público y privado; 

d) Realizar los estudios, sugerir las providencias y 
formular a la Conferencia las recomendaciones 



que considere convenientes para el mejor cumpli-
miento del Tratado; 

e) Someter a las sesiones ordinarias de la Conferen-
cia un informe anual sobre sus actividades y 
sobre los resultados de la aplicación del presente 
Tratado; 

f) Solicitar el asesoramiento técnico así como la co-
laboración de personas y de organismos naciona-
les e internacionales; 

g) Tomar las decisiones que le fueren delegadas por 
la Conferencia; y 

h) Ejecutar las tareas que le fueren encomendadas 
por la Conferencia. 

Artículo 40 

El Comité estará constituido por un Representante per-
manente de cada Parte Contratante, con derecho a un 
voto. 

Cada Representante tendrá un Suplente. 

Artículo 41 

El Comité tendrá una Secretaría dirigida por un Secre-
tario Ejecutivo y compuesta de personal técnico y ad-
ministrativo. 

El Secretario Ejecutivo, que será elegido por la Con-
ferencia para un período de tres años, renovable por 
iguales plazos, participará en el plenario del Comité sin 
derecho a voto. 

El Secretario Ejecutivo será el Secretario General 
de la Conferencia y tendrá, entre otras, las siguientes 
funciones: 

a) Organizar los trabajos de la Conferencia y del 
Comité; 

b) Preparar el proyecto de presupuesto anual de 
gastos del Comité; y 

c) Contratar y admitir al personal técnico y admi-

nistrativo, de acuerdo con lo dispuesto en el re-
glamento del Comité. 

Artículo 42 

En el desempeño de sus funciones, el Secretario Eje-
cutivo y el personal de la Secretaría no solicitarán ni 
recibirán instrucciones de ningún Gobierno ni de enti-
dades nacionales o internacionales. Se abstendrán de 
cualquier actitud incompatible con su calidad de fun-
cionarios internacionales. 

Las Partes Contratantes se comprometen a respetar 
el carácter internacional de las funciones del Secretario 
Ejecutivo y del personal de la Secretaría absteniéndose 
de ejercer sobre los mismos cualquier influencia en el 
desempeño de sus funciones. 

Artículo 43 

A fin de facilitar el estudio de problemas específicos, el 
Comité podrá establecer Comisiones Consultivas inte-
gradas por representantes de los diversos sectores de las 
actividades económicas de cada una de las Partes Con* 
tratantes. 

Artículo 44 

El Comité solicitará para los órganos de la Asociación, 
el asesoramiento técnico de la Secretaría Ejecutiva de la 
Comisión Económica para América Latina de las Nacio-
nes Unidas (CEPAL) y de la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo Interamericano Económico y Social de la Orga-
nización de los Estados Americanos ( C Í E S ) . 

Artículo 45 

El Comité se constituirá a los sesenta días de la entrada 
en vigencia del presente Tratado y tendrá su sede en la 
ciudad de Montevideo. 

Capítulo X 

PERSONALIDAD JURÍDICA. INMUNIDADES Y PRIVILEGIOS 

Artículo 46 
La Asociación Latinoamericana de Libre Comercio go-
zará de completa personalidad jurídica y especialmente 
de capacidad para: 

a) Contratar; 
b) Adquirir los bienes muebles e inmuebles indis-

pensables para la realización de sus objetivos y 
disponer de ellos; 

c) Demandar en juicio; y 
d) Conservar fondos en cualquier moneda y hacer 

las transferencias necesarias. 

Artículo 47 
Los representantes de las Partes Contratantes, así como 

los funcionarios y asesores internacionales de la Asocia-
ción gozarán en la Zona de las inmunidades y privile-
gios diplomáticos y demás necesarios para el ejercicio 
de sus funciones. 

Las Partes Contratantes se comprometen a cele-
brar en el plazo más breve posible un Acuerdo des- , 
tinado a reglamentar lo dispuesto en el párrafo ante-
rior, en el cual se definirán dichos privilegios e inmu-
nidades. 

La Asociación celebrará un Acuerdo con el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay a efectos de 
precisar los privilegios e inmunidades de que gozarán 
dicha Asociación, sus órganos y sus funcionarios y ase-
sores internacionales. 
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Capítulo XI 

DISPOSICIONES DIVERSAS 

Artículo 48 

Ninguna modificación introducida por una Parte Con-
tratante en el régimen de imposición de gravámenes a 
la importación podrá significar un nivel de gravámenes 
menos favorable que el vigente antes de la modifica-
ción, para cada uno de los productos que fueren objeto 
de concesiones a las demás Partes Contratantes. 

Se exceptúa del cumplimiento de la exigencia esta-
blecida en el párrafo anterior la actualización del aforo 
("pauta del valor mínimo") para la aplicación de gra-
vámenes aduaneros, siempre que esta actualización res-
ponda exclusivamente al valor real de la mercadería. En 
este caso el valor no incluye los gravámenes aduaneros 
aplicados a la mercadería. 

Artículo 49 

Para la mejor ejecución de las disposiciones del pre-
sente Tratado, las Partes Contratantes procurarán, en 
el más breve plazo posible: 

a) Fijar los criterios que serán adoptados para la 
determinación del origen de las mercaderías, así 
como su condición de materias primas, produc-
tos semielaborados o productos elaborados; 

b) Simplificar y uniformar los trámites y formalida-
des relativas al comercio recíproco; 

c) Establecer una nomenclatura tarifaria que sirva 
de base común para la presentación de las esta-
dísticas y la realización de las negociaciones pre-
vistas en el presente Tratado; 

d) Determinar lo que se considera tráfico fronte-
rizo para los efectos del Artículo 19; y 

e) Establecer los criterios para la caracterización 
del "dumping" y otras prácticas desleales de co-
mercio y los procedimientos al respecto. 

Artículo 50 

Los productos importados desde la Zona por una Parte 
Contratante no podrán ser reexportados, salvo cuando 
para ello hubiere acuerdo entre las Partes Contratantes 
interesadas. 

No se considerará reexportación, si el producto 
fuere sometido en el país importador a un proceso 
de industrialización o elaboración cuyo grado será cali-
ficado por el Comité. 

Artículo 51 

Los productos importados o exportados por una Parte 
Contratante gozarán de libertad de tránsito dentro de la 

Zona y estarán sujetos, exclusivamente, al pago de las 
tasas normalmente aplicables a la prestación de ser-
vicios. 

Artículo 52 

Ninguna Parte Contratante podrá favorecer sus expor-
taciones mediante subsidios u otras medidas que puedan 
perturbar las condiciones normales de competencia 
dentro de la Zona. 

No se considera subsidio la exoneración en favor de 
un producto exportado de los derechos o impuestos 
que graven el producto o sus componentes cuando se 
destine al consumo interno, ni la devolución de esos 
derechos e impuestos ("draw back"). 

Artículo 53 

Ninguna disposición del presente Tratado será inter-
pretada como impedimento para la adopción y el cum-
plimiento de medidas destinadas a la: 

a) Protección de la moralidad pública; 
b) Aplicación de leyes y reglamentos de seguridad; 
c) Regulación de las importaciones o exportaciones 

de armas, municiones y otros materiales de gue-
rra y, en circunstancias excepcionales, de todos 
los demás artículos militares, siempre que no im-
terfieran con lo dispuesto en el Artículo 51 y en 
los Tratados sobre libre tránsito irrestricto vigen-
tes en las Partes Contratantes; 

d) Protección de la vida y salud de las personas, los 
animales y los vegetales; 

e) Importación y exportación de oro y plata metá-
licos; 

f) Protección del patrimonio nacional de valor 
artístico, histórico o arqueológico; y 

g) Exportación, utilización y consumo de materiales 
nucleares, productos radioactivos o cualquier otro 
material utilizable en el desarrollo o aprovecha-
miento de la energía nuclear. 

Artículo 54 

Las Partes Contratantes empeñarán sus máximos es-
fuerzos en orientar sus políticas hacia la creación de 
condiciones favorables al establecimiento de un mer-
cado común latinoamericano. A tal efecto, el Comité 
procederá a realizar estudios y a considerar proyectos 
y planes tendientes a la consecución de dicho objetivo, 
procurando coordinar sus trabajos con los que realizan 
otros organismos internacionales. 

72 



Capítulo VII 

CLÁUSULAS FINALES 

Artículo 55 

El presente Tratado no podrá ser firmado con reservas, 
ni podrán éstas ser recibidas en ocasión de su ratifi-
cación o adhesión. 

Artículo 56 

El presente Tratado será ratificado por los Estados sig-
natarios en el más breve plazo posible. 

Los Instrumentos de Ratificación serán depositados 
ante el Gobierno de la República Oriental del Uruguay, 
el cual comunicará la fecha de depósito a los Gobier-
nos de los Estados que hayan firmado el presente Tra-
tado y a los que en su caso hayan adherido. 

Artículo 57 

El presente Tratado entrará en vigor treinta días des-
pués del depósito del tercer Instrumento de Ratifica-
ción, con relación a los tres primeros países que lo 
ratifiquen; y, para los demás signatarios, el trigésimo 
día posterior al depósito del respectivo Instrumento de 
Ratificación, y en el orden en que fueren depositadas 
las ratificaciones. 

El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
notificará al Gobierno de cada uno de los Estados sig-
natarios la fecha de la entrada en vigor del presente 
Tratado. 

Artículo 58 

Después de su entrada en vigor, el presente Tratado 
quedará abierto a la adhesión de los demás Estados 
Latinoamericanos, que deberán depositar, a tal efecto, 
ante el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
el correspondiente Instrumento de Adhesión. El Tra-
tado entrará en vigor para el Estado adherente treinta 
días después del depósito del respectivo Instrumento. 

Los Estados adherentes efectuarán las negociaciones 
a que se refiere el Artículo 4, en la sesión de la Con-
ferencia inmediatamente posterior a la fecha de depó-
sito del Instrumento de Adhesión. 

Artículo 59 

Cada Parte Contratante comenzará a beneficiarse de 
las concesiones ya otorgadas entre sí por las demás 
Partes Contratantes, a partir de la fecha en que entren 
en vigor las reducciones de gravámenes y demás restric-
ciones negociadas por ellas sobre la base de reciprocidad 
y cumplidos los compromisos mínimos a que se refiere 
el Artículo 5, acumulados durante el período trans-
currido desde la entrada en vigor del presente Tratado. 

Artículo 60 

Las Partes Contratantes podrán introducir enmiendas al 
presente Tratado, las cuales serán formalizadas en pro-
tocolos que entrarán en vigor una vez que hayan sido 
ratificados por todas las Partes Contratantes y deposi-
tados los respectivos Instrumentos. 

Artículo 61 

Expirado el plazo de doce (12) años, a contar desde la 
fecha de entrada en vigor del presente Tratado, las Par-
tes Contratantes procederán a examinar los resultados 
obtenidos en virtud de su aplicación e iniciarán las ne-
gociaciones colectivas necesarias para la mejor consecu-
ción de los objetivos del Tratado y, si fuere oportuno, 
para adaptarlo a una nueva etapa de integración eco-
nómica. 

Artículo 62 

Las disposiciones del presente Tratado no afectarán los 
derechos y obligaciones resultantes de convenios suscri-
tos por cualquiera de las Partes Contratantes con ante-
rioridad a la entrada en vigor del presente Tratado. 

Cada Parte Contratante tomará, sin embargo, las 
providencias necesarias para armonizar las disposiciones 
de los convenios vigentes con los objetivos del presente 
Tratado. 

Artículo 63 

El presente Tratado tendrá duración ilimitada. 

Artículo 64 

La Parte Contratante que desee desligarse del presente 
Tratado deberá comunicar esa intención a las demás 
Partes Contratantes en una de las sesiones ordinarias 
de la Conferencia, efectuando la entrega formal del 
documento de denuncia en la sesión ordinaria siguiente. 

Formalizada la denuncia, cesarán automáticamente 
para el Gobierno denunciante los derechos y obligacio-
nes que corresponden a su condición de Parte Contra-
tante, exceptuando los referentes a las reducciones de 
gravámenes y demás restricciones recibidas u otorgadas 
en cumplimiento del programa de liberación, las cuales 
continuarán en vigor por un período de cinco años, a 
partir de la fecha de la formalización de la denuncia. 

El plazo indicado en el párrafo anterior podrá ser 
disminuido en casos debidamente fundados, por acuer-
do de la Conferencia y a petición de la Parte Contra-
tante interesada. 

Artículo 65 

El presente Tratado se denominará Tratado de Monte-
video. 
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En fe de lo cual, los Plenipotenciarios que suscri-
ben, habiendo depositado sus Plenos Poderes, hallados 
en buena y debida forma, firman el presente Tratado 
en nombre de sus respectivos Gobiernos. 

Hecho en la ciudad de Montevideo, a los dieciocho 
días del mes de febrero del año mil novecientos sesenta, 
en un original en los idiomas español y portugués, 
siendo ambos textos igualmente válidos. El Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay será el deposi-
tario del presente Tratado y enviará copias debida-
mente autenticadas del mismo a los Gobiernos de los 
demás países signatarios y adherentes. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 
Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de los 
Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Helio 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 
Raúl Sapena Pastor 

Pedro Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 
Hernán Bellido 

Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 
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Protocolo N? 1 

SOBRE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS PARA LAS NEGOCIACIONES 

En el momento de la firma del Tratado que establece 
una Zona de Libre Comercio e instituye la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio (Tratado de Mon-
tevideo), los Representantes que lo firman, debidamen-
te autorizados por sus Gobiernos, convienen en el si-
guiente Protocolo: 

TÍTULO I 

Cálculo de las Medias Ponderadas 

1. Para los fines del Artículo 5 del Tratado de Monte-
video, se entenderá que de las negociaciones para la 
formación de las Listas Nacionales deberá resultar, en-
tre la media ponderada de los gravámenes vigentes para 
terceros países y la que regirá para las importaciones 
provenientes de la Zona, una diferencia no inferior al 
producto del ocho por ciento (8 % ) de la media pon-
derada de los gravámenes vigentes para terceros países 
por el número de años de vigencia del Tratado. 

2. Por lo tanto, el mecanismo de reducción se basará 
en dos medias ponderadas: una, la que corresponde al 
promedio de los gravámenes vigentes para terceros 
países y, otra, la que se refiere al promedio de los gra-
vámenes que regirán para las importaciones del área. 

3. Cada una de esas medias ponderadas se calculará 
dividiendo el monto total de los importes de los gra-
vámenes que corresponderían a la importación del con-
junto de los artículos considerados, por el valor total 
de las importaciones de ese conjunto. 

4. Este cálculo dará para cada media ponderada una 
expresión en porcentaje (o ad válorem). La compara-
ción de ambas es la que deberá arrojar una diferencia 
no inferior al producto que resulte de multiplicar el 
factor 0.08 (o sea ocho por ciento) por el número de 
años transcurridos. 

5. La fórmula anterior se expresa de la siguiente ma-
nera: 

t < T ( l —0.08n) en la cual 

t = media ponderada de los gravámenes que regirán 
para las importaciones procedentes de la Zona; 

T = media ponderada de los gravámenes -vigentes 
para terceros países; 

n = número de años de vigencia del Tratado. 

6. Para el cálculo de las medias ponderadas correspon-

diente a cada una de las Partes Contratantes se toma-
rán en consideración: 

a) Los productos originarios del territorio de las 
demás Partes Contratantes importados de la 
Zona en el trienio anterior y los nuevos produc-
tos que sean incluidos en la respectiva Lista 
Nacional como resultado de negociaciones; 

b) El valor total de las importaciones de toda pro-
cedencia de cada uno de los productos a que se 
refiere el inciso a) en el trienio previo a cada 
negociación; y 

c) Los gravámenes a las importaciones desde terce-
ros países vigentes el día treinta y uno de diciem-
bre inmediatamente anterior a las negociaciones 
y los gravámenes a las importaciones desde la 
Zona que entrarán en vigor el día primero de 
enero siguiente a esas negociaciones. 

7. Las Partes Contratantes podrán excluir de los pro-
ductos a que se refiere el inciso a), aquellos de valor 
poco significativo, siempre que los mismos no repre-
senten en conjunto más del cinco por ciento ( 5 % ) 
del valor de las importaciones desde la Zona. 

TÍTULO I I 

Intercambio de Informaciones 

8. Las Partes Contratantes deberán proporcionarse, por 
intermedio del Comité Ejecutivo Permanente, informa-
ciones tan completas como sea posible sobre: 

a) Estadísticas de las importaciones y exportaciones 
(valores en dólares y cantidades, tanto por país 
de procedencia como de destino), así como de 
las producciones y de los consumos nacionales; 

b) Legislación y reglamentaciones aduaneras; 
c) Legislación, reglamentaciones y prácticas cam-

biarías, monetarias, fiscales y administrativas refe-
rentes a las exportaciones e importaciones; 

d) Tratados y acuerdos internacionales de comercio 
cuyas disposiciones se relacionen con el Tratado; 

e) Regímenes de subsidios directos o indirectos a la 
producción o a las exportaciones, inclusive siste-
mas de precios mínimos; y 

f) Regímenes de comercio estatal. 

9. En lo posible, estas informaciones deberán estar per-
manentemente a disposición de las Partes Contratantes. 
Ellas serán especialmente actualizadas, con suficiente 
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anticipación a la fecha de iniciación de las negocia-
ciones anuales. 

TÍTULO I I I 

Negociación de las Listas Nacionales 

10. Antes del día treinta de junio de cada año, las 
Partes Contratantes deberán proporcionarse recíproca-
mente, por intermedio del Comité Ejecutivo Perma-
nente, la nómina de los productos para los cuales soli-
citan concesiones y, antes del día quince de agosto de 
cada año (con excepción del primer año que será 
antes del 1 d e octubre), la nómina preliminar de los 
artículos sobre los cuales están dispuestas a ofrecer con-
cesiones. 

11. El día primero de septiembre de cada año (con ex-
cepción del primer año que será antes del P de noviem-
bre) las Partes Contratantes iniciarán la negociación de 
las concesiones que cada una de ellas efectuará al con-
junto de las demás. La apreciación de estas conce-
siones se hará en forma multilateral, sin perjuicio de 
que las negociaciones se realicen por pares o grupos 
de países, según el interés que exista respecto de deter-
minados productos. 

12. Concluida esta fase de las negociaciones, el Comité 
Ejecutivo Permanente efectuará las comprobaciones a 
que se refiere el Título I de este Protocolo y comuni-
cará a cada Parte Contratante en el plazo más breve 
el porcentaje en que sus concesiones individuales reba-
san la media ponderada de los gravámenes vigentes 
para las importaciones provenientes de la Zona, en 
relación con la media ponderada de los gravámenes 
vigentes para terceros países. 

13. Cuando las concesiones negociadas no alcancen a 
cumplir el correspondiente compromiso mínimo, se pro-
seguirán las gestiones entre las Partes Contratantes, de 
modo que, a más tardar el día primero de noviembre 
de cada año, se dé a publicidad simultáneamente por 
cada una de las Partes Contratantes a la nómina de re-
ducciones de gravámenes y otras restricciones que en-
trarán en vigor a partir del día primero de enero 
siguiente. 

TÍTULO I V 

Negociación de la Lista Común 

14. Durante cada trienio y, a más tardar, el día treinta 
y uno de mayo del tercero, sexto, noveno y duodécimo 
años de vigencia del Tratado, el Comité Ejecutivo Per-
manente suministrará a las Partes Contratantes infor-
maciones estadísticas del valor y volumen de los pro-
ductos que se han intercambiado en la Zona durante 
el trienio precedente, indicando la proporción que cada 
uno de ellos ha tenido en el intercambio global. 

15. Antes del día treinta de junio del tercero, sexto y 
noveno años de vigencia del Tratado, las Partes Con-

tratantes intercambiarán la nómina de productos cuya 
inclusión en la Lista Común deseen negociar. 

16. Las Partes Contratantes procederán a negociar mul-
tilateralmente, de manera tal que, antes del día treinta 
de noviembre del tercero, sexto, noveno y duodécimo 
años, quede constituida la Lista Común con productos 
cuyo valor satisfaga los compromisos mínimos a que se 
refiere el Artículo 7 del Tratado. 

TÍTULO V 

Disposiciones Especiales y Transitorias 

17. En las negociaciones a que se refiere este Protocolo, 
se tomarán en consideración los casos en los cuales dife-
rentes niveles de gravámenes sobre ciertos productos 
determinen condiciones no equitativas de competencia 
entre los productores de la Zona. 

18. Con este fin, se procurará la equiparación previa 
de tarifas o cualquier otro procedimiento adecuado para 
obtener la más efectiva reciprocidad. 

En fe de lo cual, los respectivos Representantes fir-
man el presente Protocolo. 

Hecho en la ciudad de Montevideo, a los dieciocho 
días del mes de febrero de mil novecientos sesenta, en 
un original en los idiomas español y portugués, siendo 
ambos textos igualmente válidos. 

El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
será el depositario del presente Protocolo y enviará 
copias debidamente autenticadas del mismo a los Go-
biernos de los demás países signatarios y adherentes. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 
Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 
Raúl Sapena Pastor 

Pedro Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 
Hernán Bellido 

Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 
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Protocolo N* 2 

SOBRE CONSTITUCIÓN DE UN COMITÉ PROVISIONAL 

En el momento de la firma del Tratado que establece 
una zona de libre comercio e instituye la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio (Tratado de Mon-
tevideo), los Representantes que lo firman, debida-
mente autorizados por sus Gobiernos, considerando la 
necesidad de adoptar y coordinar medidas que faciliten 
la entrada en vigor el Tratado, convienen lo siguiente: 

1. Se constituye un Comité Provisional formado por 
un Representante de cada Estado signatario. Cada re-
presentante tendrá un suplente. 

En su primera reunión el Comité Provisional ele-
girá de su seno un Presidente y dos Vicepresidentes. 

2. Competerá al Comité Provisional: 

a) Elaborar su reglamento interno; 
b) Preparar dentro de los sesenta días de la fecha 

de su instalación el respectivo programa de tra-
bajos, estableciendo su presupuesto de gastos y 
las contribuciones de cada país; 

c) Tomar las providencias y preparar los documen-
tos necesarios para la presentación del Tratado 
a las Partes Contratantes del Acuerdo General 
sobre Aranceles Aduaneros y Comercio ( G A T T ) ; 

d) Convocar y preparar la organización de la pri-
mera Conferencia de las Partes Contratantes; 

e) Reunir y preparar las informaciones y estadísti-
cas necesarias para la realización de la primera 
serie de negociaciones relativas al cumplimiento 
del programa de liberación previsto en el Tra-
tado; 

/) Realizar o promover la ejecución de estudios y 
trabajos, así como tomar las providencias que 
fueren necesarias, en el interés común, durante 
el período de su funcionamiento; y 

g) Preparar un anteproyecto de acuerdo sobre los 
privilegios e inmunidades a que se refiere el 
Artículo 47 del Tratado. 

3. En los asuntos de carácter técnico asesorarán al Co-
mité Provisional la Comisión Económica para América 
Latina de las Naciones Unidas (CEPAL) y el Consejo 
Interamericano Económico y Social de la Organización 
de los Estados Americanos (CÍES), en los mismos tér-
minos establecidos en el Protocolo existente al respecto. 

4. El Comité Provisional designará un Secretario Admi-
nistrativo y demás personal necesario. 

5. El Comité Provisional se instalará el de abril de 
1960, necesitando un mínimo de cuatro miembros para 
tomar decisiones. Hasta esa fecha continuará actuando 
la Mesa de la Conferencia Intergubernamental para el 
establecimiento de una Zona de Libre Comercio entre 

países de América Latina y al solo efecto de la instala-
ción del Comité Provisional. 

6. El Comité Provisional permanecerá en funciones 
hasta que se constituya el Comité Ejecutivo Perma-
nente previsto en el Artículo 33 del Tratado. 

7. El Comité Provisional tendrá su sede en la ciudad 
de Montevideo. 

8. Se encomienda a la Mesa de la citada Conferencia 
solicitar al Gobierno de la República Oriental del Uru-
guay que adelante las sumas necesarias para atender el 
pago de los sueldos del personal y a los gastos de insta-
lación y funcionamiento del Comité Provisional du-
rante los primeros noventa días. Dichas sumas serán 
reembolsadas posteriormente por los Estados signata-
rios del presente Tratado. 

9. El Comité Provisional hará gestiones ante los Go-
biernos signatarios en el sentido de asegurar para los 
miembros de las representaciones en el Comité Provi-
sional, así como para los funcionarios y asesores inter-
nacionales de éste, las inmunidades y privilegios que 
sean necesarios para el ejercicio de sus funciones. 

En fe de lo cual, los respectivos Representantes 
firman el presente Protocolo. 

Hecho, en la ciudad de Montevideo, a los dieciocho 
días del mes de febrero del año mil novecientos sesenta, 
en un original en los idiomas español y portugués, sien-
do ambos textos igualmente válidos. El Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay será el depositario del 
presente Protocolo y enviará copias debidamente auten-
ticadas del mismo a los Gobiernos de los demás países 
signatarios y adherentes. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 
Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 
Raúl Sapena Pastor 

Pedio Ramón Chamorro 
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Por el Gobierno del Perú: Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Hernán Bellido Horacio Martínez Montero 
Gonzalo L. de Aramburu Mateo Magariños de Meló 

Protocolo N* 3 

SOBRE LA COLABORACIÓN DE LA COMISIÓN ECONÓMICA PARA AMÉRICA LATINA DE LAS 
NACIONES UNIDAS (CEPAL) Y DEL CONSEJO INTERAMERICANO ECONÓMICO Y 

SOCIAL DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (CIES) 

En el momento de la firma del Tratado que establece 
una zona de libre comercio e instituye la Asociación La-
tinoamericana de Libre Comercio (Tratado de Monte-
video), los Representantes que lo firman, debidamente 
autorizados por sus Gobiernos, convienen lo siguiente: 

1. En relación con lo previsto en el Artículo 44 del Tra-
tado y en atención a que la Secretaría Ejecutiva de la 
CEPAL y la Secretaría Ejecutiva del CÍES han aceptado 
prestar su asesoramiento técnico a los órganos de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, un re-
presentante de cada una de esas Secretarías participará 
en las sesiones del Comité Ejecutivo Permanente de la 
referida Asociación, cuando se consideren asuntos que, 
a juicio del mismo, sean de carácter técnico. 

2. La designación de los aludidos representantes se efec-
tuará previa conformidad de los miembros de dicho 
Comité. 

En fe de lo cual, los respectivos Representantes fir-
man el presente Protocolo. 

Hecho, en la ciudad de Montevideo, a los dieciocho 
días del mes de febrero del año mil novecientos sesenta, 
en un original en los idiomas español y portugués, sien-
do ambos textos igualmente válidos. El Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay será el depositario del 
presente Protocolo y enviará copias debidamente auten-
ticadas del mismo a los Gobiernos de los demás países 
signatarios y adherentes. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 

Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 

Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 

Raúl Sapena Pastor 
Pedro Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 

Hernán Bellido 
Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 

Protocolo N<> 4 

SOBRE COMPROMISOS DE COMPRAVENTA DE PETRÓLEO Y SUS DERIVADOS 

En el momento de la firma del Tratado que establece 
una zona de libre comercio e instituye la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio (Tratado de Mon-
tevideo), los Representantes que lo firman, debida-
mente autorizados por sus Gobiernos, convienen en lo 
siguiente: 

Declarar que las disposiciones del Tratado de Mon-
tevideo, firmado el 18 de febrero de 1960, no se aplican 
a los compromisos de compraventa de petróleo y sus 

derivados resultantes de convenios celebrados por los 
países signatarios del presente Protocolo con anteriori-
dad a la fecha de la firma del referido Tratado. 

En fe de lo cual, los respectivos Representantes fir-
man el presente Protocolo. 

Hecho, en la ciudad de Montevideo, a los dieciocho 
días del mes de febrero del año mil novecientos sesenta, 
en un original en los idiomas español y portugués, sien-
do ambos textos igualmente válidos. 
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El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
será el depositario del presente Protocolo y enviará co-
pias debidamente autenticadas del mismo a los Gobier-
nos de los demás países signatarios y adherentes. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Tciboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafei 

Por el Gobierno de la República de Chile: 
Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 
Raúl Sapena Pastor 

Pedio Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 
Hernán Bellido 

Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 

Protocolo N* 5 

SOBRE TRATAMIENTO ESPECIAL A FAVOR DE SOLIVIA Y PARAGUAY 

En el momento de la firma del Tratado que establece 
una zona de libre comercio e instituye la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio (Tratado de Mon-
tevideo), los Representantes que lo suscriben, debida-
mente autorizados por sus Gobiernos, convienen lo si-
guiente: 

Declarar que Bolivia y Paraguay se encuentran ac-
tualmente en situación de invocar a su favor los trata-
mientos especiales previstos en el Tratado para países 
de menor desarrollo económico relativo de la zona de 
libre comercio. 

En fe de lo cual, los respectivos Representantes fir-
man el presente Protocolo. 

Hecho en la ciudad de Montevideo, a los dieciocho 
días del mes de febrero del año mil novecientos sesenta, 
en un original en los idiomas español y portugués, sien-
do ambos textos igualmente válidos. 

El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
será el depositario del presente Protocolo y enviará co-
pias debidamente autenticadas del mismo a los Gobier-
nos de los demás países signatarios y adherentes. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 
Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 
Raúl Sapena Pastor 

Pedro Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 
Hernán Bellido 

Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 

Resolución I 

REUNIONES DE REPRESENTANTES GUBERNAMENTALES DE BANCOS CENTRALES 

La Conferencia Intergubernamental para el Estableci-
miento de una Zona de Libre Comercio entre Países 
de América Latina, 

Visto: el informe que ha elevado a la Conferencia 
la Reunión de Representantes Gubernamentales de 

Bancos Centrales, celebrada en Montevideo en enero 
de 1960; 

Considerando: que es conveniente continuar los es-
tudios sobre pagos y créditos que faciliten la financia-
ción de las transacciones intrazonales y alcanzar, por lo 
tanto, los objetivos perseguidos con el Tratado que esta-
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blece una zona de libre comercio e instituye la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio, 

Resuelve: 

Primero. Tomar nota del informe mencionado; 
Segundo. Solicitar al Comité Provisional la convo-

catoria de reuniones informales de expertos guberna-
mentales de Bancos Centrales de Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile, México, Paraguay, Perú y Uruguay, las 
que serán organizadas por la Secretaría Ejecutiva de la 
Comisión Económica para América Latina de las Nacio-
nes Unidas (CEPAL); 

Tercero. Dichas reuniones tendrán por objeto la 
prosecución de los estudios sobre créditos y pagos que 
faciliten la financiación de las transacciones en la Zona 
y alcanzar, por lo tanto, los objetivos perseguidos en el 
Tratado referido; 

Cuarto. Solicitar a la Comisión Económica para 
América Latina de las Naciones Unidas (CEPAL), al 
Consejo Interamericano Económico y Social de la Or-
ganización de los Estados Americanos (CÍES) y al Fon-
do Monetario Internacional su asesoramiento y asisten-
cia técnica; 

Quinto. Hacer extensiva la invitación a expertos de 
Bancos Centrales de países que hayan adherido a dicho 
Tratado. 

Montevideo, 18 de febrero de 1960. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 
Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 
Raúl Sapena Pastor 

Pedro Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 
Hernán Bellido 

Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 

Resolución II 

PLAZO PARA LA FIRMA DEL TRATADO POR PARTE DE BOLIVIA 

La Conferencia Inter gubernamental para el Estableci-
miento de una Zona de Libre Comercio entre Países 
de América Latina, 

Considerando: que Bolivia ha participado con ele-
vado espíritu de colaboración en las negociaciones para 
la conclusión del Tratado que establece una zona de 
libre comercio e instituye la Asociación Latinoamerica-
na de Libre Comercio (Tratado de Montevideo); 

Atento: a los motivos expresados por la Delegación 
de Bolivia, en el sentido de que, por razones de fuerza 
mayor, no puede suscribir, en la fecha, el referido 
Tratado, 

Resuelve: conceder un plazo de cuatro (4) meses al 
Gobierno de Bolivia para que suscriba el referido Tra-
tado en calidad de Estado signatario. 

Montevideo, 18 de febrero de 1960. 

Por el Gobierno de la República Argentina: 
Diógenes Taboada 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos del Brasil: 

Horacio Lafer 

Por el Gobierno de la República de Chile: 

Germán Vergara Donoso 

Por el Gobierno de la República de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Manuel Tello 

Por el Gobierno de la República del Paraguay: 

Raúl Sapena Pastor 
Pedro Ramón Chamorro 

Por el Gobierno del Perú: 

Hernán Bellido 
Gonzalo L. de Aramburu 

Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay: 

Horacio Martínez Montero 
Mateo Magariños de Meló 
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m 

INFORME DEL TERCER PERÍODO DE SESIONES DEL COMITÉ DE COMERCIO * 

(Santiago de Chile, 8 al 12 de mayo de 1961) 

Introducción 

1. El presente informe resume las actividades del Co-
mité de Comercio de la Comisión Económica para 
América Latina reunido en Santiago de Chile del 8 al 
12 de mayo de 1961. 

2. El informe se divide en dos partes. En la parte I 
se describe la composición del Comité y la forma en 
que organizó su trabajo, se incluye el temario que sir-
vió de base a las deliberaciones y se hace un resumen 

de los debates. Las resoluciones que el Comité aprobó 
al dar término a sus trabajos se presentan en la parte II. 

3. El texto de este informe fue aprobado por el Comité, 
para ser elevado a la consideración de la Comisión, en 
la sesión de clausura celebrada el 12 de mayo de 1961. 

* Publicado antes, en edición mimeografiada, como documento 
E / C N . 1 2 / C . l / 1 9 / R e v . l (25 de mayo de 1961) . 

Parte I 

TERCER PERÍODO DE SESIONES DEL COMITÉ 

A . COMPOSICIÓN, ASISTENCIA Y ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO 

Sesiones de apertura y clausura 

4. La sesión inaugural del Comité se celebró el día 8 
de mayo de 1961. Pronunciaron discursos los señores 
Esteban Ivovich, de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina, Leopoldo Hugo Tettamanti, de la delega-
ción de la Argentina, y Mateo J. Magariños de Melo, 
representante de la Asociación Latinoamericana de 
Comercio (ALALC). 

5. La sesión de clausura del Comité se celebró en el 
mismo lugar el 12 de mayo de 1961. Pronunciaron dis-
cursos los señores Plácido García Reynoso, jefe de la 
delegación de México, Jorge Méndez, jefe de la dele-
gación de Colombia y Presidente del tercer período de 
sesiones del Comité, y Esteban Ivovich, de la Comisión 
Económica para América Latina. 

Composición y asistencia 

6. Asistieron representantes de todos los Estados Miem-
bros del Comité, a saber: Argentina, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, El 
Salvador, Estados Unidos de América, Francia, Gua-
temala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú, Reino de los Países Bajos, Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Domi-
nicana, Uruguay y Venezuela. La lista completa de 
representantes puede encontrarse en el anexo del pre-
sente informe. 

7. En su calidad de miembros asociados de la Comi-
sión asistieron al tercer período de sesiones del Comité 
representaciones de la Guayana Británica y Honduras 
Británica. 

8. De conformidad con el párrafo 6 de las atribuciones 
de la Comisión asistieron al noveno periodo de sesio-
nes, con carácter consultivo, representantes de los si-
guientes Estados Miembros de las Naciones Unidas que 
no son miembros de la Comisión: Austria Bélgica, Ca-
nadá, Checoeslovaquia, España, Hungría, India, Israel, 
Italia, Japón, Jordania, Polonia, República Arabe Uni-
da, Rumania, Suecia, Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas y Yugoeslavia. (Véase de nuevo el anexo.) 
La República Federal de Alemania envió un observador 
de acuerdo con la resolución 632 (XXII ) del Consejo 
Económico y Social. 

Organización del trabajo 

Elección de la Mesa 

9. En su primera sesión, el 8 de mayo de 1961, el Co-
mité eligió la siguiente Mesa: 

Presidente: Jorge Méndez (Colombia) 
Primer Vicepresidente: Leopoldo Hugo Tettamanti 

(Argentina) 
Segundo Vicepresidente: Guillermo Stewart Vargas 

(Uruguay) 
Relator: Julio Prado García Salas (Guatemala) 
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Secretaría 

10. La Secretaría del Comité se compuso de la siguien-
te manera: 

Esteban Ivovich, Director de la División de Política 
Comercial; Alejandro Power, Secretario. Asesores técni-
cos: Carlos Castillo, Subdirector de la Oficina de Méxi-
co; Alberto Sola, Santiago Macario y Alberto Quevedo. 

B . 1 

11. En su primera sesión el Comité aprobó el siguiente 
temario: 

1. Discursos de apertura. 
2. Elección de la Mesa. 
3. Aprobación del temario. 
4. Integración económica regional: tendencias re-

cientes. 

a) La Asociación Latinoamericana de Libre Co-
mercio (Tratado de Montevideo). 
i) Análisis de las recomendaciones del Co-

mité de Comercio y del Tratado de Mon-
tevideo con respecto al establecimiento del 
mercado común latinoamericano; 

ii) Labor realizada y en vías de realización 
para la Asociación Latinoamericana de Li-
bre Comercio. 

b) Integración económica de Centroamérica; 
c) Problemas comerciales de Colombia, el Ecua-

dor y Venezuela. 

Documentación: 

El movimiento latinoamericano hacia la colabo-
ración económica multilateral (E/CN. 12/567). 
Informe de la décima reunión del Subcomité 
de Comercio Centroamericano (E/CN.12/CCE/ 
234). 
Nota de la Secretaría sobre el mercado común 
centroamericano (E/CN.12/587). 
Consultas sobre política comercial. Informe de 
la tercera reunión celebrada entre Colombia, el 
Ecuador y Venezuela (Quito, 7-10 de diciembre 
de 1960) (E/CN.12/555). 

5. Los problemas financieros del mercado común 
latinoamericano. 

Documentación: 

Las inversiones privadas extranjeras en la Zona 
Latinoamericana de Libre Comercio (E/CN.12/ 
550) Publicación de las Naciones Unidas, N? de 
venta: 60.II.G.5. 
Documentos sobre problemas financieros prepa-
rados por la Secretaría de la Comisión Econó-
mica para América Latina para la Asociación La-
tinoamericana de Libre Comercio (E/CN. 12/ 
569). 

6. La política aduanera y el mercado común latino-
americano. 

Documentación: 

Informe de la primera reunión del Grupo de Tra-
bajo para Asuntos Aduaneros (Montevideo, 1-12 
de agosto de 1960) que se eleva al Comité de 
Comercio de la CEPAL con una nota de la Se-
cretaría (E/CN.12/568). 
Derechos aduaneros y otros gravámenes y restric-
ciones a la importación en países latinoamerica-
nos [Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, 
Ecuador, México, Paraguay, Perú, Uruguay y 
Venezuela] y sus niveles promedios de incidencia 
(E/CN.12/554 y Addo. 1 a 11). 

7. Examen y aprobación del informe del tercer pe-
ríodo de sesiones del Comité de Comercio (E/ 
CN.12/C.1/19). 

8. Fecha y lugar del cuarto período de sesiones del 
Comité de Comercio. 

G . RESUMEN DE LOS DEBATES 

Integración económica regional: tendencias recientes 

12. En su exposición de apertura de los trabajos del 
Comité, la Secretaría señaló los grandes avances logra-
dos en la cooperación económica entre países de Amé-
rica Latina, que se traducen en los progresos realizados 
por el Comité que tiene a su cargo el Programa de In-
tegración Económica Centroamericana y la puesta en 
vigencia clel Tratado de Montevideo. Estos aconteci-
mientos han podido producirse porque —a diferencia 
de intentos fallidos de otras épocas— tanto el movi-
miento centroamericano como el Tratado de Montevi-
deo se basan en una investigación minuciosa de las 

condiciones reales de los países eventualmente partici-
pantes. 

13. En nombre de las delegaciones, el representante de 
la Argentina expresó la satisfacción de los gobiernos 
miembros del Comité por la excelente documentación 
preparada por la Secretaría y destacó que las tareas de 
ésta deben extenderse ahora a los problemas comercia-
les de América Latina que trascienden a los límites de 
la región y, en particular, a colaborar en la formulación 
de la política comercial de América Latina frente a 
agrupaciones comerciales de otros continentes. 
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14. El Comité examinó el informe sobre el movimiento 
latinoamericano hacia la colaboración económica multi-
lateral (E/CN. 12/567). Antes de la discusión misma, el 
representante de la Asociación Latinoamericana de Li-
bre Comercio y Presidente del Comité Provisional de 
Montevideo explicó la situación actual del proceso ini-
ciado con la concertación del Tratado de Montevideo. 
A tal fin, pasó revista a las actividades que el Comité 
Provisional ha llevado a cabo entre la firma del Tratado 
el 18 de febrero de 1960 y el depósito simultáneo de 
los instrumentos de ratificación por los países partici-
pantes, el 2 de mayo de 1961. Entre esas actividades 
destacó la preparación de la información requerida por 
las Partes Contratantes del Acuerdo General de Aran-
celes Aduaneros y Comercio (GATT), que examinaron 
el Tratado de Montevideo en sus reuniones de mayo y 
octubre de 1960. Dio cuenta asimismo de las reuniones 
de expertos que ha venido convocando el Comité Pro-
visional, y que han cubierto campos como los proble-
mas aduaneros, el transporte y la elaboración de las 
estadísticas del comercio exterior. En cuanto a los pró-
ximos pasos a dar, expresó que el Tratado de Monte-
video entrará en vigencia el 19 de junio de 1961 —o sea 
a los treinta días de haberse depositado los instrumen-
tos de ratificación—, que la primera conferencia de las 
partes contratantes se reunirá en el mes de julio y que 
el Comité Ejecutivo Permanente se constituirá el de 
agosto, mes durante el cual se espera iniciar la primera 
serie de negociaciones. 

15. El Comité manifestó su satisfacción por las tareas 
que desempeñó la Secretaría en la preparación del Tra-
tado de Montevideo y le solicitó que continúe prestan-
do su asesoramiento técnico a los órganos de la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 44 del Tratado. (Véase 
la resolución 11 [III].) 

16. El Comité examinó la relación existente entre las 
disposiciones del Tratado de Montevideo y los princi-
pios generales cuya observación recomendó para la for-
mación del mercado común latinoamericano en su reso-
lución 6 ( I I ) . El resultado de ese examen fue recono-
cer con satisfacción la concordancia del Tratado con 
esos principios generales. 

17. Se señaló que la aparente debilidad de que el Tra-
tado no contenga disposiciones para el cumplimiento 
automático del programa de liberación, tiene su funda-
mento no sólo en consideraciones de carácter político, 
sino sobre todo en las condiciones que prevalecen en 
las economías de los países latinoamericanos. Al res-
pecto se indicó que un mecanismo automático de li-
beración que comprendiera en forma indiscriminada 
todos los artículos, podría afectar gravemente las estruc-
turas existentes de producción y suscitaría desinversio-
nes en muchos sectores. Por ello y ante la escasez de 
capitales disponibles —así como por la necesidad de sal-
vaguardar los actuales niveles de ocupación—, se ha 
preferido que el proceso de liberación se produzca gra-

dualmente sobre la base de negociaciones anuales, para 
que, sin afectar de modo indebido intereses estableci-
dos, haya oportunidad de ir desarrollando nuevas co-
rrientes comerciales y de promover inversiones en los 
campos más necesarios y convenientes. 

18. Fue opinión generalizada que el Tratado constituye 
un instrumento adecuado para obtener la complemen-
tación de las economías en América Latina y que, por 
10 tanto, su concertación representa un progreso muy 
importante hacia el logro de tal objetivo. Sin embargo, 
se destacó que sólo constituye un primer paso en ese 
sentido, ya que sus disposiciones deberían utilizarse aho-
ra por los gobiernos interesados, con la decisión y el 
propósito de poner en comunicación los mercados na-
cionales para todos aquellos sectores económicos en que 
la existencia del mercado ampliado es condición indis-
pensable o necesaria, a fin de alcanzar el máximo apro-
vechamiento de los recursos, acelerar el proceso de des-
arrollo económico y asegurar un mejor nivel de vida 
por la población. 

19. El Comité consideró que, de acuerdo con la reco-
mendación contenida en su resolución 6 (II) en cuan-
to a la participación del mayor número posible de paí-
ses, y de acuerdo con las disposiciones del Tratado de 
Montevideo destinadas a facilitar la adhesión de otros 
países latinoamericanos, sería deseable que los gobier-
nos que no han decidido todavía hacerse parte de los 
tratados multilaterales concluidos en América Latina 
estudien cuidadosamente los problemas que plantea su 
eventual participación en dichos instrumentos. Al res-
pecto, se solicitó a la Secretaría que colabore en el es-
clarecimiento de los problemas referidos, a fin de que 
en el plazo más breve posible todos los países latino-
americanos puedan asociarse a los movimientos de coo-
peración económica multilateral. (Véase la resolución 
11 ( n i ) . ) 

20. La delegación de Bolivia expresó el pesar de su go-
bierno por no haber podido adherirse de momento al 
Tratado de Montevideo. Los problemas económicos, 
sociales y políticos a que hace frente su país impiden 
que pueda aprovechar los beneficios que le sería posi-
ble obtener de su participación en la Asociación Lati-
noamericana de Libre Comercio, por lo menos mien-
tras Bolivia no consolide sus avances en materia de re-
forma agraria e industrialización. 

21. En relación asimismo con la situación de los países 
latinoamericanos que no son todavía miembros de las 
agrupaciones multilaterales existentes, el Comité esti-
mó necesario que la Secretaría tenga especialmente en 
cuenta en sus estudios los problemas de las relaciones 
comerciales entre esos países y esas agrupaciones mul-
tilaterales, a fin de procurar el establecimiento gradual 
de las condiciones necesarias para una futura asocia-
ción económica entre todas las repúblicas de América 
Latina. 
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22. El representante del GATT manifestó la compla-
cencia de. esa institución por la entrada en vigor del 
Tratado de Montevideo y reconoció los esfuerzos des-
plegados por los países signatarios para que su asocia-
ción se ciña a las reglas de su organismo acerca del 
establecimiento de zonas de libre comercio. En cuanto 
al interés de los países latinoamericanos en las activi-
dades que se están desarrollando en el GATT, desta-
có la importancia de las que resulten del establecimien-
to de la tarifa exterior común por parte de la Comu-
nidad Económica Europea. Esa tarifa obliga a los Es-
tados miembros de la Comunidad a aumentar ciertos 
derechos anteriormente consolidados dentro de los me-
canismos del GATT, para lo cual deben demostrar que 
los beneficios que resultan de las reducciones de la ta-
rifa común para el mismo producto en otros Estados 
miembros compensan los aumentos realizados. Si eso 
no ocurre, la Comunidad debe ofrecer compensaciones 
sobre otros productos, o aceptar que los países a los que 
no satisfagan las compensaciones ofrecidas retiren con-
cesiones equivalentes. Estas negociaciones se han ve-
nido realizando con muchas dificultades y se espera que 
con una negociación programada para iniciarse próxi-
mamente en el GATT, puedan atenuarse los efectos 
desfavorables que se temen de la aplicación de la ta-
rifa común. La Comunidad Económica Europea ha 
anunciado su intención de ofrecer una reducción de 
20 por ciento de sus derechos, siempre que encuentre 
una contrapartida suficiente de parte de los países in-
dustriales, pero estaría dispuesta a no solicitar de los 
países de menor desarrollo una contrapartida equiva-
lente. 

23. El representante del GATT expresó asimismo que, 
según los cálculos realizados por su institución, las fluc-
tuaciones de precios de las materias primas en los mer-
cados internacionales durante el último trienio han he-
cho perder ingresos por casi 7 000 millones de dólares 
a los países subdesarrollados en relación con los que 
hubieran obtenido de mantenerse los niveles de pre-
cios de 1957. Para contrarrestar esa tendencia se está 
recurriendo a acuerdos internacionales de productos 
que impidan la desorganización de los mercados y ofrez-
can cierta resistencia a la baja de las cotizaciones. En 
el GATT se considera que podrían alcanzarse solucio-
nes de fondo a los problemas de países subdesarrollados 
cuando éstos puedan dedicarse a la exportación de pro-
ductos manufacturados en condiciones competitivas, 
para lo cual es necesario que los países industriales com-
prendan que es indispensable un cambio en la estruc-
tura del comercio internacional. 

24. El Comité examinó la situación que se deriva de 
las relaciones comerciales de los países latinoamerica-
nos con los de otras regiones —entre ellas el Africa— y 
encomendó a la Secretaría Ejecutiva que dentro de su 
programa de trabajos estudie los problemas relaciona-
dos con el aumento del intercambio de América Lati-
na con el resto del mundo, teniendo en cuenta los pro-

blemas comerciales que puedan suscitarse con grupos 
de países de esas otras regiones. 

25. Ante el nuevo desarrollo que están adquiriendo las 
relaciones comerciales entre los países de América La-
tina mediante las agrupaciones multilaterales en fun-
cionamiento, el Comité estimó de suma necesidad la 
capacitación de funcionarios técnicos nacionales en las 
especializaciones de la política comercial. Sobre el par-
ticular, algunas delegaciones dieron a conocer las difi-
cultades experimentadas en sus países debido a la es-
casez de funcionarios técnicamente habilitados para la 
consideración de estas materias. Con tal motivo, el Co-
mité solicitó a la Secretaría Ejecutiva la organización 
de cursos de especialización en política comercial, es-
pecialmente en las materias vinculadas con el actual 
movimiento hacia la colaboración económica multila-
teral. (Véasela resolución 14 (III ) . ) A estos efectos se 
hizo mención de las valiosas experiencias recogidas por 
el GATT y se señaló la conveniencia de aprovecharlas 
al organizar los cursos de capacitación que están pre-
vistos en la CEPAL. 

26. El Comité reconoció que entre los problemas más 
importantes que afectan al desarrollo de las corrientes 
de intercambio de los países de América Latina cuen-
tan aquéllos que surgen de la falta de disponibilidad de 
medios adecuados de transporte, de las condiciones en 
que éstos operan y de ciertos problemas de política co-
mercial relacionados con los mismos. 

27. El Comité estimó que entre los puntos que convie-
ne que la Secretaria estudie en la prosecución de sus 
trabajos figuren la determinación de las magnitudes de 
las cargas por transportar —y en relación con ello la 
disponibilidad de naves, medios de almacenamiento y 
de los demás elementos relacionados con la regularidad 
del transporte—, así como las posibles bases para solu-
cionar ciertos problemas comerciales que en el cam-
po de los transportes influyen sobre la marcha de los 
programas tendientes a la integración de mercados. En 
consecuencia, el Comité acordó recomendar a la Secre-
taría que en el desarrollo de sus tareas, en cuanto con-
cierne al cumplimiento gradual del programa del Co-
mité de Comercio, preste especial consideración a la 
influencia de los problemas del transporte en el comer-
cio interlatinoamericano y examine las posibles solucio-
nes de tales problemas, incluidos los de política co-
mercial. El Comité puntualizó la conveniencia de rea-
lizar estos trabajos en cooperación con los órganos co-
rrespondientes de los acuerdos multilaterales de inte-
gración económica en América Latina cuando se refie-
ran a países miembros de esos acuerdos. (Véase la re-
solución 15 (III ) . ) 

28. Hubo consenso en el Comité en el sentido de que 
el turismo constituye en muchos de los países una fuen-
te importante de ingreso de divisas, y que en algunos 
de ellos llega a tener tanta importancia como otros sec-
tores básicos del ingreso nacional. 
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29. Se reconoció asimismo que ciertas medidas para 
restringir el turismo tomadas por países que generan 
fuertes corrientes turísticas pueden ocasionar serios per-
juicios a los países que las reciben. Por ello, el Comité 
estuvo de acuerdo en invitar a sus miembros a que, 
cuando proyecten disposiciones aduaneras o de otra ín-
dole, tengan en cuenta las consecuencias que pudieran 
derivarse de esas disposiciones para el movimiento tu-
rístico hacia otros países de la región, y a que eviten 
adoptar ese tipo de medidas cuando puedan perjudicar 
al turismo. (Véase resolución 16 ( I I I ) . ) 

30. La delegación de los Estados Unidos, aunque pres-
tó su apoyo a las recomendaciones del Comité en esta 
materia, precisó que "al votar esta resolución, los Go-
biernos Miembros deben tener presente que los Esta-
dos Unidos proyectan suspender, al menos temporal-
mente, la exención extraordinaria de 400 dólares que 
otorgaban a residentes de ese país que regresaban a los 
Estados Unidos, como medida de recuperación de post-
guerra, aunque mantendrán una exención de 100 dóla-
res. Los Estados Unidos no consideran que esta medi-
da sea incongruente con la resolución". 

Problemas agrícolas en relación con el programa 
de integración regional 

31. El Comité de Comercio sesionó conjuntamente con 
el Comité de Agricultura del noveno período de sesio-
nes de la Comisión a fin de examinar el estudio sobre 
el papel de la agricultura en los acuerdos latinoameri-
canos para la formación de mercados comunes a zonas 
de libre comercio (E/CN. 12/551), preparado por la 
División Conjunta CEPAL/FAO. Se estimó que la so-
lución de los problemas agrícolas de América Latina 
puede contribuir poderosamente al éxito de los progra-
mas de integración económica regional y que éstos, a 
su vez, influirán decisivamente en la solución de esos 
problemas. El documento describe asimismo los prin-
cipales aspectos del comercio interregional de produc-
tos agrícolas y analiza las posibles consecuencias que 
sobre la agricultura podrían tener los acuerdos de in-
tegración económica. 

32. La Secretaría por su parte destacó el papel que cabe 
a la agricultura dentro del Tratado de Montevideo y 
señaló que ese instrumento ofrece una gran oportuni-
dad para rectificar ciertas distorsiones mostradas en la 
estructura agrícola de América Latina, resultantes, en-
tre otros factores, del total aislamiento respecto de la 
competencia regional en que se ha venido desarrollan-
do este sector en los países del área, donde la produc-
ción agrícola crece menos que la demanda. 

33. Algunas delegaciones pusieron de relieve la necesi-
dad de que la CEPAL realice estudios encaminados a 
ofrecer las bases para una posible armonización entre 
las políticas de desarrollo agrícola e industrial dentro 
de la Zona Latinoamericana de Libre Comercio, con el 

fin de resolver el problema citado y otros, especialmen-
te el de la productividad. 

Integración económica de Centroamérica 

34. El Comité examinó y tomó nota con satisfacción 
del impulso impartido en 1960 por los gobiernos de El 
Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua al proce-
so de integración de sus economías. La decisión de 
esos gobiernos de acelerar el establecimiento del mer-
cado común y el desarrollo regional integrado, culminó 
en diciembre de 1960 con la celebración del Tratado 
General de Integración Económica Centroamericana, 
el Protocolo al Convenio Centroamericano sobre Equi-
paración de Gravámenes a la Importación y el Conve-
nio Constitutivo del Banco Centroamericano de Inte-
gración Económica. El Tratado General y el Protoco-
lo al Convenio de Equiparación Arancelaria se encuen-
tran en vías de ratificación legislativa y se espera que 
entrarán en vigor durante los próximos meses. El Ban-
co Centroamericano empezará a funcionar en mayo 
de 1961 y las negociaciones tendientes al arancel 
uniforme quedarán terminadas en junio del mismo 
año. 

35. En virtud de estos tratados y convenios, los países 
antes mencionados tienden a ampliar notablemente el 
alcance inicial del régimen de libre comercio entre sus 
territorios. Al efecto fijaron un plazo máximo de cin-
co años para el perfeccionamiento de la zona de libre 
comercio, que coincide con el que antes habían acorda-
do para la adopción de un arancel uniforme a la im-
portación, decidieron crear una institución de financia-
miento de la integración, y adoptaron en otros campos 
una serie de medidas: incentivos fiscales y especializa-
ción de sus actividades industriales. 

36. El Gobierno de Costa Rica no suscribió los trata-
dos de Managua, pero éstos contienen cláusulas que 
explícitamente dejan a ese país libertad para decidir 
unilateral y oportunamente respecto a su adhesión. El 
Comité escuchó con beneplácito las manifestaciones he-
chas por la delegación de Costa Rica en el sentido de 
que una vez concluidos los estudios que efectúa actual-
mente su gobierno decidirá sobre la forma y oportu-
nidad de su incorporación al mercado común centro-
americano. 

37. Las delegaciones de El Salvador, Guatemala y 
Nicaragua destacaron la labor realizada en el campo 
de la nomenclatura arancelaria, que ha conducido a 
la adopción de una nomenclatura uniforme para la 
importación y la exportación en los seis países del 
Istmo, y sobre la que se han basado todos los acuer-
dos y negociaciones de libre comercio y equiparación 
arancelaria. Agregaron que por esta razón los países 
centroamericanos tendrían que formular una reserva en 
cuanto a la recomendación adoptada por otros países 
latinoamericanos respecto a la adopción de la nomen-
clatura de Bruselas. 
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38. La delegación de Nicaragua señaló que su país es 
el único en la región centroamericana que forma parte 
del GATT y expresó su esperanza de que ese organis-
mo, como en anterior ocasión, acogerá favorablemente 
los compromisos que ha contraído al suscribir los nue-
vos tratados de integración económica regional. 

39. La delegación de Honduras hizo referencia a los be-
neficios que su país derivará de su participación en el 
programa centroamericano, que facilitará la tarea de 
elevar el nivel de vida de su población mediante una 
acción pública particularmente intensa en materia de 
salud pública, transporte, comunicaciones y educación. 
Por su parte, la delegación de El Salvador se refirió a 
diversos problemas que ha sido necesario resolver para 
establecer una metodología adecuada a las necesidades 
de la equiparación arancelaria y de las negociaciones 
sobre libre comercio. Además, señaló varias de las acti-
vidades que se llevan adicionalmente a cabo: integra-
ción y especialización industrial, uniformidad de la le-
gislación arancelaria y tributaria, facilidades portuarias 
y coordinación de las políticas agropecuarias nacionales. 

40. Finalmente, la delegación de Guatemala hizo hin-
capié en que el Banco Centroamericano de Integración 
Económica facilitará el desarrollo integrado de los paí-
ses miembros y les permitirá actuar con mayor indepen-
dencia en lo que concierne al financiamiento del mis-
mo. La propia delegación se refirió al Consejo Econó-
mico Centroamericano y al Consejo Ejecutivo, que son 
los organismos directivo y ejecutivo establecidos en el 
Tratado General para la orientación y administración 
del mercado común. 

Problemas comerciales de Colombia, el Ecuador 
y Venezuela 

41. La Secretaría informó al Comité sobre los trabajos 
llevados a cabo en relación con el estudio de los pro-
blemas que se presentan en el campo de las relaciones 
comerciales recíprocas de Colombia, el Ecuador y Ve-
nezuela y las de estos países con el resto de los de Amé-
rica Latina, así como de sus posibles soluciones. 

42. A ese propósito, el Comité conoció el informe de 
la tercera reunión de consulta sobre política comercial 
celebrada entre Colombia, el Ecuador y Venezuela 
(E/CN.12/555). En esa reunión, efectuada en Quito 
en diciembre de 1960, fue posible establecer que los 
tres países consideran el marco multilateral como el 
más apropiado para conseguir un desarrollo económi-
co más amplio y equilibrado de los países latinoameri-
canos. Ese marco lo ofrece el Tratado de Montevideo. 

43. Convinieron en que, si bien los tratados bilaterales 
de comercio —o los arreglos entre los tres países— po-
dían constituir una adecuada solución a ciertos proble-
mas concretos, no ofrecían en cambio —dada la escasa 
complementación de las economías de los tres países-

las bases necesarias para el desarrollo armónico de pro-
gramas de intercambio o de integración. 

44. Tal fue la razón de que Colombia, el Ecuador y 
Venezuela anunciaran que tomarían las medidas nece-
sarias para adherirse al Tratado de Montevideo cuan-
do lo consideraran oportuno y tomando en cuenta las 
características de sus respectivas economías. El Ecua-
dor y Venezuela, por su parte, anunciaron su intención 
de solicitar de los países miembros de la Asociación La-
tinoamericana de Libre Comercio un tratamiento es-
pecial que tuviera en cuenta esas condiciones. 

45. La delegación de Colombia declaró ante el Comité 
que su Gobierno había sometido al Congreso un pro-
yecto de ley pidiendo autorización para la adhesión de 
Colombia al Tratado de Montevideo. La aprobación 
de tal proyecto, que se daba por descontada en vista de 
la favorable disposición que había encontrado en el 
Parlamento y en ciertos sectores de la opinión pública, 
permitiría a Colombia participar casi desde un co-
mienzo en las negociaciones dr las Partes Contratantes. 

46. La misma delegación reafirmó los compromisos ema-
nados de la reunión de Quito respecto al apoyo que 
en el seno de los órganos de la Asociación Latinoame-
ricana de Libre Comercio prestaría a fin de que se 
concediese al Ecuador y Venezuela el tratamiento a 
que estos países aspiran para su ingreso en dicha Aso-
ciación. Informó además que su país está preparado 
para adaptar a las modalidades del Tratado de Monte-
video sus arreglos bilaterales con el Ecuador. 

47. Reconoció la misma delegación que la participa-
ción en el Tratado de Montevideo llevaría a determi-
nar ciertos reajustes en las actividades productivas de 
sus miembros, los cuales, dentro del principio de la li-
bre concurrencia, tenderían a buscar el nivel de las ac-
tividades de más alta productividad. A juicio de esa de-
legación, sería difícil la integración regional si nuevas 
industrias de alta productividad, orientadas hacia el mer-
cado regional, hubieren de coexistir con otras menos 
eficientes y establecidas sólo para mercados nacionales. 
Según Colombia, el éxito del Tratado no se cifra tanto 
en el instrumento mismo como en la capacidad de 
miembros para impulsar su desarrollo interno y en la 
magnitud de la ayuda exterior mientras sea incipiente 
el proceso de sustitución de importaciones. Por otra 
parte, debe darse a la estructura de la producción sufi-
ciente capacidad para adaptarse a la especialización re-
gional. Coincidiendo con otras delegaciones, la de Co-
lombia estimó necesario coordinar la política nacional 
de desarrollo de cada país con las metas propuestas den-
tro del programa de integración económica regional. 

48. La delegación del Ecuador señaló que los positivos 
efectos del Tratado de Montevideo sólo podrían alcan-
zarse asegurando el desarrollo armónico de todos sus 
miembros. Esta es la razón de que el Ecuador esperase 
ser reconocido en la Asociación Latinoamericana de Li-
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bre Comercio como un país de menor desarrollo econó-
mico relativo, tratamiento que, al contribuir a la solu-
ción de los problemas que hoy sufre el crecimiento in-
dustrial ecuatoriano, removería uno de los principales 
obstáculos que se oponen a su adhesión al Tratado de 
Montevideo. 

49. Como las anteriores delegaciones, la de Venezuela 
también se manifestó interesada en el movimiento de 
integración latinoamericano expresado a través del Tra-
tado de Montevideo. Sin embargo, señaló que todavía 
su país no podía tomar decisión alguna al respecto mien-
tras no se le garantizase un tratamiento especial en 
vista de las características actuales de su estructura 
económica. 

50. Las delegaciones del Ecuador y de Venezuela rei-
teraron ante el Comité de Comercio el deseo expresa-
do en la reunión de Quito en el sentido de que la Se-
cretaría colabore con los respectivos gobiernos en el es-
tudio de los problemas que impiden la eventual parti-
cipación de ambos países en el Tratado de Montevideo 
y presente las posibles soluciones. 

51. La delegación de un país miembro del Tratado y 
el representante del Comité Provisional de la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio de Montevi-
deo expresaron su agradecimiento por las manifestacio-
nes de las delegaciones de Colombia, el Ecuador y Ve-
nezuela, y coincidieron en que los órganos correspon-
dientes de la Asociación tendrían en cuenta la posición 
de los tres países grancolombianos. 

Los problemas financieros 

52. El Comité examinó los documentos E/CN.12/550 
y E/CN.12/569 que contienen, respectivamente, el in-
forme preparado por un grupo consultor acerca de las 
inversiones privadas extranjeras en la Zona Latinoame-
ricana de Libre Comercio y algunos documentos sobre 
problemas financieros confeccionados para la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio por la Secre-
taría Ejecutiva. 

53. Se estimó que la tendencia reciente a eliminar los 
acuerdos bilaterales de pagos que canalizaban hasta 
hace poco el grueso del comercio interlatinoamericano 
apareja solución al posible problema que podría plan-
tear la existencia de regímenes de pagos heterogéneos 
dentro del ámbito de la Zona de Libre Comercio. Se 
señaló, sin embargo, que la desaparición de los créditos 
bilaterales podría ocasionar alguna dificultad para el 
mantenimiento de ciertas corrientes comerciales, sobre 
todo cuando éstas corresponden a productos que se ofre-
cen en los mercados internacionales en condiciones de 
pago muy liberales merced a los programas de coloca-
ción de excedentes agrícolas. 

54. La delegación del Brasil consideró auspiciosa la ten-
dencia hacia la eliminación de las cuentas bilaterales, 

pero estimó muy conveniente, a fin de facilitar el pro-
ceso de liberación, el establecimiento de un mecanismo 
de créditos en el marco de la Zona de Libre Comercio. 
Con ese objeto señaló que sobre todo en los primeros 
años de funcionamiento de la Asociación Latinoame-
ricana de Libre Comercio, el ritmo de liberación será 
más intenso si los países participantes cuentan con la 
seguridad de disponer de ayuda financiera para los des-
equilibrios que pudieran originarse por las importacio-
nes resultantes de la eliminación de restricciones que 
en algunos casos las han limitado o impedido desde hace 
muchos años. 

55. La delegación del Perú hizo presente que la políti-
ca de su gobierno se basaba en la estabilidad del signo 
monetario, como condición para llevar adelante la po-
lítica de desarrollo económico. Añadió además que la 
situación de los países subdesarrollados no permitía a 
éstos la concesión de créditos mutuos o automáticos, 
teniendo en cuenta que las divisas que producían sus 
exportaciones debían emplearse a muy corto plazo en 
la adquisición de bienes de capital que la Zona no pro-
ducía todavía a precios competitivos. Reiteró la posi-
ción sostenida por el Perú en la reunión de Lima y de 
Bancos Centrales en Montevideo. 

56. El representante del Fondo Monetario Internacio-
nal expresó la confianza de su institución en cuanto a 
que las formas de cooperación interlatinoamericana en 
desarrollo se armonicen con las tendencias predomi-
nantes en el mundo hacia la reducción de restricciones 
y discriminaciones. En tal sentido, señaló que la libre 
convertibilidad y la estabilidad monetaria pueden con-
tribuir eficazmente a establecer sobre bases sólidas el 
mercado común latinoamericano. En cuanto a los des-
equilibrios temporales de pagos que puedan resultar del 
cumplimiento de los programas de liberación, el Fondo 
consideraría favorablemente la posibilidad de contri-
buir con su asistencia financiera, siempre que los paí-
ses interesados no abandonaran sus propósitos de procu-
rar la estabilidad y convertibilidad de sus monedas. 

57. La delegación del Reino Unido señaló la necesidad 
de evitar cualquier regresión de la convertibilidad de 
divisas ya lograda en América Latina. La Unión Eu-
ropea de Pagos se creó en un momento en que todas 
las divisas involucradas eran inconvertibles; América 
Latina ya ha franqueado esa etapa. En cuanto al pro-
blema de créditos recíprocos, dado el nivel generalmen-
te bajo de las reservas en divisas de los países latino-
americanos, parecería improcedente tratar de compro-
meter de antemano a los países para que concedan cré-
ditos automáticos. 

En los documentos se mencionó la posibilidad de 
un acuerdo siguiendo los lincamientos del Convenio 
Monetario Europeo, y sería útil recordar que el cré-
dito concedido en virtud de ese Convenio debía jus-
tificarse con la aplicación de políticas adecuadas exter-
nas e internas, es decir, no era automático. 
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58. Otro problema que atrajo la atención del Comité 
fue el referente a la financiación de las exportaciones, 
especialmente las de equipos y bienes de producción. 
Se estimó que para desarrollar el intercambio de ese 
tipo de bienes dentro de América Latina será necesa-
rio constituir un mecanismo que permita a los exporta-
dores de la región ofrecer las condiciones de financia-
ción, en cuanto a plazos y tipos de interés, que acom-
pañan a las ofertas de los exportadores de los grandes 
países industriales. Aparte las dificultades de obtener 
los recursos necesarios, se señaló que también se carece 
de un sistema de seguros como el existente en casi to-
dos aquellos países y que las tasas de interés prevale-
cientes en América Latina son más altas que las vi-
gentes en Europa occidental o en los Estados Unidos. 

59. El representante del Banco Interamericano de Des-
arrollo (BID) expresó que esa institución comparte las 
inquietudes expresadas en cuanto a la necesidad de 
proporcionar financiación a las exportaciones interlati-
noamericanas de bienes de capital y que, en la medi-
da de sus disponibilidades de recursos y dentro de las 
facultades que le confieren sus estatutos, el Banco está 
dispuesto a prestar toda su atención a la solución de 
ese problema. 

60. También se mencionaron las dificultades que po-
drán derivarse de la falta de relaciones eficientes entre 
los bancos comerciales de los países latinoamericanos, 
a causa de haberse desarrollado el comercio en su ma-
yor parte sólo sobre la base de las relaciones que los 
bancos centrales establecieron directamente entre sí. 
El representante del Centro de Estudios Monetarios 
Latinoamericanos (CEMLA) expresó que tal inquietud 
fue recogida en la última reunión operativa de esa ins-
titución con la consideración de que no existe en los 
bancos latinoamericanos una experiencia suficiente para 
colaborar con agilidad en los muy complejos proble-
mas de pagos, transferencias de fondos, tenencias de di-
visas latinoamericanas y otros, cuya solución exige el 
incremento de las relaciones comerciales de América 
Latina. 

61. El Comité pasó revista al informe sobre inversio-
nes extranjeras (E/CN.12/550) en los países signata-
rios del Tratado de Montevideo, preparado por un gru-
po consultor designado por la CEPAL y la OEA. Du-
rante las discusiones que condujeron a la concertación 
del Tratado de Montevideo se hicieron presentes dos 
tipos de preocupaciones: las relacionadas con una po-
sible competencia entre los países participantes para el 
establecimiento de incentivos desproporcionados a fin 
de atraer inversiones extranjeras, afectando así la loca-
lización más económica de las actividades productivas, 
y la situación desfavorable en que podrían verse colo-
cados los empresarios nacionales ante la afluencia de 
nuevas y modernas industrias financiadas por inversio-
nes extranjeras, estimuladas por las perspectivas de ex-
pansión que ofrece la Zona de Libre Comercio. El pri-
mer problema requeriría una armonización de los tra-

tamientos aplicables a las inversiones extranjeras, pero 
las pronunciadas diferencias existentes en la orientación 
y mecanismos de las políticas seguidas al respecto por 
los países latinoamericanos torna muy difícil —al me-
nos por ahora— proyectar bases generales para obser-
vancia común de reglas que resulten lo bastante elásti-
cas como para contemplar las modalidades liberales 
imperantes en ciertos países y, al mismo tiempo, lo bas-
tante rígidas como para coincidir con las actitudes res-
trictivas prevalecientes en otros. Sin embargo, existen 
algunos campos en que esa armonización podría explo-
rarse llevando a cabo los estudios necesarios. Esos cam-
pos serían, entre otros, los referentes a los regímenes de 
movimientos de capital y de remesas de beneficios, in-
tereses y regalías, la armonización de los sistemas im-
positivos en cuanto influyan en la posición competitiva 
de los productos manufacturados de intercambio, la 
adopción de normas comunes sobre revaluación de ac-
tivos y las bases para un acuerdo general sobre doble 
tributación. El problema de la situación de los capi-
tales locales requeriría crear medios e incentivos que 
impulsen la modernización de las empresas existentes, 
así como explorar los medios apropiados para propen-
der a la asociación del capital nacional con la corriente 
de nuevas inversiones derivadas de la formación de 
áreas ampliadas de intercambio. 

62. La delegación de México, apoyando la idea de la 
Secretaría Ejecutiva, expresó su aspiración de que los 
países de América Latina aseguren que las mejores opor-
tunidades que ofrezca la Zona de Libre Comercio no 
sean monopolizadas por los inversionistas extranjeros, 
con su superioridad en recursos técnicos y financieros. 
México, consciente de la repercusión desfavorable que 
sobre los programas de desarrollo económico pueden 
tener ciertas inversiones extranjeras, restringe el acce-
so del capital extranjero en los sectores básicos de la 
economía o en aquéllos en que el capital nacional está 
operando en condiciones satisfactorias de eficiencia, y 
en los demás casos favorece la formación de empresas 
mixtas, con mayoría de capital nacional, representado 
en acciones nominativas. 

63. La delegación de Chile destacó que en el proceso 
de integración regional buscado por los países de Amé-
rica Latina se requiere considerar en nueva forma di-
versos aspectos de sus respectivas políticas internas, as-
pectos que tenderán necesariamente a convertirse en 
preocupación del conjunto de repúblicas. La política 
fiscal, monetaria y cambiaría de cada país de la Zona 
pasará a gravitar cada vez más en el ámbito regional. 
En opinión de la misma delegación, debe tratarse de 
establecer una acción coordinada para la solución de 
esos problemas, pues de la contrario pueden llegar a 
constituir un freno al movimiento hacia el mercado 
común. En ese mismo proceso es conveniente conside-
rar los medios adecuados para lograr que los capitales 
puedan desplazarse sin trabas de un país a otro de la 
Zona. 
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La política aduanera y el mercado común 
latinoamericano 

64. Al considerar la política aduanera, particularmente 
en relación con el mercado común latinoamericano, el 
Comité conoció en primer término el Informe (E/CN. 
12/568) del Grupo de Trabajo para Asuntos Aduane-
ros sobre su primera reunión (Montevideo, Uruguay, 
1 a 12 de agosto de 1960). Dicho Grupo de Trabajo, 
constituido en cumplimiento de la resolución 7 (II) 
del Comité, trató en esa oportunidad diversos temas 
de técnica aduanera tales como la adopción por los paí-
ses latinoamericanos de una nomenclatura arancelaria 
uniforme, de una definición uniforme de valor adua-
nero, y de definiciones uniformes de términos aduane-
ros básicos, así como otros relativos a la capacitación 
del personal aduanero, al estudio de la simplificación 
y uniformación de tramitaciones y documentación adua-
neras, regímenes aduaneros especiales, etc., y ciertos 
puntos vinculados con la interpretación y aplicación 
del Tratado de Montevideo. 

65. Una de las delegaciones señaló que las resoluciones 
aprobadas por el Grupo de Trabajo satisfacen las exi-
gencias que en el campo de la técnica aduanera surgen 
de los programas de complementación de las econo-
mías de los países latinoamericanos y de la necesidad 
de mejorar y modernizar los regímenes de importación 
de esos países y el funcionamiento de sus aduanas. En 
razón de ello, los países miembros de la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio, ya han decidido, 
a través del Comité Provisional, adoptar las decisiones 
y recomendaciones contenidas en el informe del Gru-
po de Trabajo, y han sugerido a los demás países que 
hagan lo mismo a fin de facilitar su eventual partici-
pación en la zona de libre comercio. 

66. Los países que participan en el Programa de Inte-
gración Económica Centroamericana se hallan en una 
situación particular, pues hace varios años adoptaron 
una nomenclatura arancelaria común (la NAUCA) ela-
borada de acuerdo con las características específicas de 
sus economías y con la estructura de su comercio exte-
rior, y aplican criterios uniformes en otros aspectos de 
sus regímenes aduaneros. 

67. Teniendo en cuenta esas diversas consideraciones 
el Comité se pronunció en el sentido de aprobar el in-
forme de la Primera Reunión del Grupo de Trabajo 
para Asuntos Aduaneros y hacer suyas las resoluciones 
y recomendaciones adoptadas en dicha reunión, propo-
niendo a los países latinoamericanos no participantes 
en el Programa de Integración Económica Centroame-
ricana que adopten la Nomenclatura Arancelaria de 
Bruselas, la definición del valor aduanero del Consejo 
de Cooperación Aduanera y las definiciones uniformes 
de términos aduaneros básicos, en la forma indicada por 
el Grupo de Trabajo. Se puso de relieve la convenien-
cia de que tal adopción se lleve a cabo en el más bre-
ve plazo posible por los países que participan en acuer-

dos latinoamericanos de liberación del intercambio y 
en otros que anticipen la futura adhesión a esos acuer-
dos. (Véase la resolución 13 ( I I I ) . ) 

68. Reconoció el Comité que la adopción de la defi-
nición de valor aduanero del Consejo de Cooperación 
Aduanera debe ser complementada con la creación de 
una oficina central de valoración en cada país que aún 
no lo haya hecho, en la forma recomendada por la re-
solución respectiva del Grupo de Trabajo, así como las 
ventajas que desde el punto de vista de la política co-
mercial significaría adoptar gravámenes ad valorem en 
los aranceles nacionales, en la medida que lo permi-
tan las condiciones particulares de cada país. En cuan-
to a la capacitación del personal aduanero, el Comité 
reiteró a los países latinoamericanos la recomendación 
del Grupo de Trabajo de que se crearan escuelas de 
capacitación aduanera. 

69. El Comité acordó solicitar de la Secretaría Ejecu-
tiva de la CEPAL que, conforme a lo decidido por el 
Grupo de Trabajo, diera prioridad a los estudios rela-
tivos a la tramitación y documentación aduaneras y 
a los regímenes aduaneros especiales, solicitando para 
ello, cuando lo considere conveniente, la colaboración 
del Consejo de Cooperación Aduanera y de otros or-
ganismos internacionales, y que convocara oportuna-
mente una segunda reunión del Grupo de Trabajo para 
Asuntos Aduaneros. 

70. Sobre algunos de estos temas, el observador del 
Consejo de Cooperación Aduanera expuso la labor de 
dicho organismo en materia de nomenclatura arance-
laria, valor aduanero y otros aspectos de la técnica adua-
nera, así como la colaboración entre el Consejo y la 
Secretaría Ejecutiva de la CEPAL. 

71. También consideró el Comité algunos problemas de 
política aduanera en relación con el estudio de la 
Secretaría sobre los derechos aduaneros y otros gravá-
menes y restricciones a la importación en once países 
latinoamericanos, y sus niveles promedios de incidencia 
(E/CN.12/554 y Adds. 1 a 11). A este respecto y ha-
ciéndose eco de algunas de las conclusiones que se des-
prenden de dicho estudio, el Comité acordó recomen-
dar a los países latinoamericanos que orienten su polí-
tica aduanera hacia el estímulo de las actividades pro-
ductivas más eficientes y la? consideradas básicas para 
el desarrollo de sus respectivas economías y la expan-
sión del comercio exterior. A tal fin convendría coor-
dinar los programas nacionales de desarrollo económi-
co y promover la complementación creciente de sus 
economías. Para el logro de éstos y otros objetivos que 
se persiguen mediante los acuerdos de liberación del 
intercambio y complementación de las economías, es 
indispensable simplificar y coordinar los regímenes de 
importación y restituir al arancel aduanero su carácter 
de instrumento básico —aunque no necesariamente úni-
co— de la política comercial. (Véase la resolución 12 
( n i ) . ) 
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72. Finalmente, en la misma resolución, el Comité americanos, procurando esclarecer y sugerir las medi-
acordó solicitar a la Secretaría que prosiga y amplíe los das más adecuadas para lograr las finalidades a que se 
estudios sobre política arancelaria de los países latino- refiere el párrafo anterior. 

Parte II 

RESOLUCIONES APROBADAS 

73. En su tercer período de sesiones, el Comité de Co-
mercio aprobó las siguientes resoluciones: 

11 ( I I I ) Cooperación económica multilateral 
12 (III) Política aduanera 
13 (III) Asuntos aduaneros 
14 (III) Cursos de especialización en política co-

mercial 
15 (III) Transporte 
16 (III) Fomento al turismo 
17 (III) Lugar y fecha del cuarto período de sesio-

nes del Comité de Comercio 

11 ( I I I ) . COOPERACIÓN ECONÓMICA 
MULTILATERAL 

El Comité de Comercio, 
Visto el documento E/CN.12/567, relativo al mo-

vimiento latinoamericano hacia la cooperación econó-
mica multilateral, en el cual la Secretaría de la CEP AL 
pasa revista a los acontecimientos ocurridos dentro de 
ese campo durante los dos últimos años en América 
Latina, 

Habiendo establecido que el Tratado de Montevi-
deo, el cual instituye la Asociación Latinoamericana de 
Libre Comercio (ALALC) y crea una Zona de Libre 
Comercio, sigue los puntos fundamentales de los prin-
cipios cuya observancia recomendó para la formación 
del mercado común latinoamericano en su resolución 
6 (II) , 

Seguro de que el establecimiento de la mencionada 
Zona de Libre Comercio constituye un progreso real 
hacia la necesaria integración de los mercados naciona-
les latinoamericanos, con el fin de mejorar la produc-
tividad, acelerar el ritmo de crecimiento económico y 
como fruto de ello ofrecer mejores niveles de vida y 
más oportunidades de empleo a las poblaciones latino-
americanas, 

Teniendo en cuenta que, dada la actual evolución 
de la economía mundial, es altamente importante to-
mar en consideración dentro de los trabajos de la 
CEPAL, los problemas relacionados con el comercio 
exterior y la política comercial entre América Latina 
y otras regiones del mundo, 

Resuelve: 
1. Tomar nota con satisfacción de las tareas desem-

peñadas por la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Económica para América Latina en la preparación del 
Tratado de Montevideo; 

2. Reconocer con satisfacción que el Tratado de 
Montevideo guarda concordancia con los principios ge-
nerales cuya observación recomendó para formar el 
mercado común latinoamericano, y que dicho Tratado 
constituye un instrumento adecuado para el estableci-
miento de una zona de libre comercio y para el progre-
so hacia la deseada complementación de las economías 
de América Latina; 

3. Pedir a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Económica para América Latina que continúe prestan-
do su asesoramiento técnico a los órganos de la Aso-
ciación Latinoamericana de Libre Comercio, de acuer-
do con lo establecido en el Tratado de Montevideo; 

4. Pedir asimismo a la Secretaría Ejecutiva de la 
Comisión Económica para América Latina que en sus 
estudios tenga especialmente en cuenta los problemas 
de las relaciones comerciales entre las agrupaciones 
multilaterales actualmente existentes y los países de la 
región que aún no son miembros de las mismas; 

5. Recomendar a los gobiernos latinoamericanos que 
no se han hecho o no han decidido aún hacerse par-
te de los tratados multilaterales ya concluidos en Amé-
rica Latina, que con la colaboración de la Secretaría 
de la CEPAL estudien los problemas que plantea su 
eventual participación en dichos instrumentos; 

6. Recomendar a la misma Secretaría que, en la eje-
cución de sus trabajos sobre política comercial, consi-
dere en especial los correspondientes al incremento de 
las relaciones de intercambio de los países latinoameri-
canos con los de otras regiones, y examine los proble-
mas de las relaciones comerciales con países o grupos 
de países de esas otras regiones; 

7. Reconocer la conveniencia de que el Comité de 
Comercio pase revista en su próximo período de sesio-
nes a los progresos que se realicen en el cumplimiento 
del programa de integración del mercado común cen-
troamericano y del de la Asociación Latinoamericana 
de Libre Comercio. 

10 de mayo de 1961. 

12 (III) POLITICA ADUANERA 

El Comité de Comercio, 

Visto el documento E/CN.12/554 de la Secretana 
Ejecutiva de la CEPAL en que se analiza la situación 
de los derechos aduaneros y de otros gravámenes y res-
tricciones a la importación en países latinoamericanos 
así como de sus niveles promedios de incidencia, 

Teniendo en cuenta que, de acuerdo con las con-
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alusiones desprendidas de dicho estudio, los regímenes 
de importación vigente en la mayoría de los países la-
tinoamericanos se caracterizan por su acusada comple-
jidad, por el papel a menudo secundario dado en ellos 
a los aranceles aduaneros, por las modificaciones fre-
cuentes del tratamiento acordado a la importación de 
productos específicos y por estructuras de gravámenes 
que a veces no son compatibles con el empleo eficiente 
de loó recursos disponibles, 

Teniendo en cuenta asimismo que esa situación sig-
nifica un obstáculo a la aplicación y extensión de los 
acuerdos conducentes a la liberación del intercambio 
regional, 

Estimando que el arancel aduanero puede ser utili-
zado de manera más amplia y eficaz como instrumento 
básico de una política comercial que conduzca a una 
mayor especialización y complementación de las eco-
nomías de los países latinoamericanos y a la creación 
de corrientes de exportaciones de manufacturas hacia 
los países de fuera del área y en general a la amplia-
ción y diversificación de las exportaciones actuales, 

Resuelve: 
1. Tomar nota con satisfacción del documento 

E/CN.12/554 y solicitar a la Secretaría Ejecutiva de 
la CEPAL que continúe y amplíe la realización de este 
tipo de estudios; 

2. Recomendar a los países latinoamericanos la es-
tructuración de una política aduanera encaminada a 
estimular las actividades productivas más eficientes y 
las consideraciones básicas para el desarrollo de sus eco-
nomías nacionales y la expansión del comercio exterior 
teniendo en vista el interés de coordinar los programas 
nacionales de desarrollo económico y de promover la 
complementación creciente de sus economías; 

3. Poner de relieve que para el logro de los objeti-
vos señalados, así como otros que se persiguen median-
te los acuerdos de liberación del intercambio y comple-
mentación de las economías, es indispensable que los 
países latinoamericanos simplifiquen y coordinen sus 
regímenes de importación y restituyan al arancel adua-
nero el carácter de instrumento básico de su política 
comercial dotándolo de la necesaria flexibilidad para 
adaptarse a los cambios de estructura inherentes al pro-
ceso de desarrollo económico, y 

4. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL 
que en la prosecución de sus trabajos sobre política 
arancelaria de los países latinoamericanos procure es-
clarecer y sugerir las medidas más adecuadas para lo-
grar las finalidades antes mencionadas. 

10 de mayo de 1961. 

13 (III) ASUNTOS ADUANEROS 

El Comité de Comercio, 
Visto el documento E/CN.12/568, con el Informe 

de la Primera Reunión del Grupo de Trabajo para 
Asuntos Aduaneros, constituido en cumplimiento de 
la resolución 7 (II) de este Comité, 

Considerando que los puntos tratados en dicha reu-
nión, así como las resoluciones que en ella se aproba-
ron, satisfacen las exigencias que en el campo de la 
técnica aduanera surgen de los programas de comple-
mentación de las economías de los países latinoameri-
canos y de la necesidad de mejorar y modernizar los 
regímenes de importación de esos países, 

Teniendo en cuenta, por otra parte, que los países 
centroamericanos han adoptado desde hace varios años 
una nomenclatura arancelaria común elaborada de 
acuerdo a las características específicas de sus econo-
mías y a la estructura de su comercio exterior, sobre 
cuya base han avanzado ya considerablemente en la 
preparación del arancel común centroamericano, ha-
biendo asimismo adoptado criterios uniformes en otros 
aspectos de sus regímenes aduaneros, 

Resuelve: 
1. Tomar nota con satisfacción del Informe presen-

tado sobre su Primera Reunión por el Grupo de Tra-
bajo para Asuntos Aduaneros en el documento E/CN. 
12/568; 

2. Hacer suyas las resoluciones adoptadas por di-
cho Grupo de Trabajo en relación con la definición 
y verificación del valor aduanero, la definición de tér-
minos aduaneros básicos, los procedimientos aduaneros 
y la capacitación de funcionarios aduaneros, salvo en 
cuanto a los países que participan en el programa cen-
troamericano de integración económica en lo que afec-
te o difiera con los criterios uniformes ya acordados 
por ellos; 

3. Recomendar a los países latinoamericanos que 
no forman parte del programa centroamericano de in-
tegración económica, la adopción de la Nomenclatura 
Arancelaria de Bruselas como nomenclatura uniforme, 
en la forma señalada por el Grupo de Trabajo para 
Asuntos Aduaneros en su resolución 1 ( I ) ; 

4. Poner de relieve la necesidad de que la nomen-
clatura arancelaria uniforme, la definición del valor 
aduanero y la definición de términos aduaneros bási-
cos cuya adopción ha recomendado el Grupo de Tra-
bajo sean puestas en vigor en el plazo más breve posi-
ble por los países que participan en acuerdos latino-
americanos de liberación del intercambio, y otros que 
anticipan la adhesión en el futuro cercano a esos 
acuerdos; 

5. Destacar la necesidad de que la adopción de la 
definición de valor aduanero del Consejo de Coopera-
ción Aduanera sea complementada con la creación, en 
los países que no lo han hecho aún, de una oficina 
central de valoración, en los términos recomendados 
por la resolución respectiva del Grupo de Trabajo para 
Asuntos Aduaneros; 

6. Señalar las ventajas que significa la adopción, 
en los aranceles de los países latinoamericanos, de gra-
vámenes ad valorem en la medida que lo permitan las 
condiciones particulares de cada país, por facilitar con-
siderablemente la utilización de esos aranceles como 
instrumentos efectivos de política comercial; 

7. Reiterar a los países latinoamericanos la recomen-
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dación del Grupo de Trabajo, en el sentido de crear 
escuelas de capacitación aduanera; 

8. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL 
que en la continuación de los estudios sobre asuntos 
aduaneros, preste especial atención a los relativos a tra-
mitaciones y documentación aduaneras, regímenes adua-
neros especiales y otros señalados por el Grupo de 
Trabajo o que considere de interés, solicitando para 
ello, cuando sea oportuno, la colaboración del Conse-
jo de Cooperación Aduanera y de otros organismos in-
ternacionales, y que convoque oportunamente una se-
gunda reunión de dicho Grupo de Trabajo para tra-
tar tales asuntos. 

JO de mayo de 1961. 

14 (III) . CURSOS DE ESPECIALIZACIÓN 
EN POLÍTICA COMERCIAL 

El Comité de Comercio, 
Teniendo presente que el actual movimiento lati-

noamericano hacia la cooperación económica multila-
teral se ha concretado en los acuerdos correspondien-
tes al Programa Centroamericano de Integración y a 
la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio cons-
tituida por el Tratado de Montevideo, 

Considerando que en otras partes del mundo se 
han formado y están en vías de formarse importantes 
asociaciones de países bajo el marco de acuerdos de 
tipo económico y comercial establecidos sobre bases 
multilaterales, 

Vista la necesidad de efectuar la programación eco-
nómica de los países latinoamericanos sobre bases que 
a menudo deben tomar en cuenta áreas ampliadas de 
intercambio y con esto, los correspondientes a aspec-
tos de política comercial, 

Apreciando que la adaptación de América Latina a 
las tendencias de la economía mundial en lo relativo 
a las relaciones de tipo multilateral y a la consiguiente 
negociación entre países o grupos de países, imprime 
a la política comercial una complejidad y extensión 
considerables, configurando situaciones y problemas 
frente a los cuales es indispensable contar con especia-
listas que en este ramo son pronunciadamente escasos 
en América Latina, 

Resuelve: 
1. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva que en la 

medida de sus recursos organice, en lo posible de ma-
nera sistemática, cursos de especialización en política 
comercial, comprendiendo en ellos especialmente las 
materias relacionadas con el actual movimiento hacia 
la colaboración económica multilateral; 

2. Pedir a la misma Secretaría que en la realización 
de estos cursos procure obtener la cooperación de los 
organismos públicos y privados, nacionales e interna-
cionales relacionados con los problemas de la política 
comercial, y que tome en cuenta la localización geo-
gráfica de los países latinoamericanos al resolver sobre 
la sede de los cursos. 

10 de mayo de 1961. 

15 (III) TRANSPORTE 

El Comité de Comercio, 
Teniendo en cuenta que la disponibilidad de me-

dios de transporte y las condiciones en que éstos fun-
cionan son elementos fundamentales para el desarrollo 
del comercio interlatinoamericano en general, así como 
para la efectividad de los acuerdos de tipo multilateral 
mediante los cuales se busca la integración de mer-
cados, 

Resuelve: 
1. Recomendar a la Secretaría de la CEPAL que 

en el desarrollo de los trabajos comprendidos en el 
programa del Comité de Comercio considere en espe-
cial los problemas relacionados con la disponibilidad 
y condiciones de funcionamiento del transporte de los 
productos de intercambio latinoamericano y la inci-
dencia de los fletes en su precio final, y examine los 
demás aspectos de los problemas de política comercial 
vinculados a esas materias; 

2. Recomendar igualmente que, en cuanto dichos 
estudios se refieran a los problemas del transporte de 
los países que participan en acuerdos multilaterales 
de integración económica, tales estudios se hagan en 
íntima cooperación con los órganos correspondientes 
de esos acuerdos. 

10 de mayo de 1961 

16 (III) FOMENTO DEL TURISMO 

El Comité de Comercio, 
Considerando que el aumento de las exportaciones 

de mercancías y servicios de los países de América 
Latina conduce al mejoramiento del nivel de vida de 
sus pueblos, 

Considerando que los ingresos de divisas del inter-
cambio turístico son de vital importancia para la eco-
nomía de algunos países de la región latinoamericana, 

Estima que cualquier nueva medida que esté en 
pugna con el desarrollo del turismo extranjero hacia 
tales países puede crear problemas de trascendencia 
económica y social para los mismos, e 

Invita a los estados miembros de la CEPAL que, al 
proyectar disposiciones legales o reglamentarias de ca-
rácter aduanero y de otra índole, tomen en cuenta la 
importancia de fomentar el movimiento turístico hacia 
otros países de la región y de evitar medidas que lo 
perjudiquen. 

10 de mayo de 1961 

17 (III) LUGAR Y FECHA DEL CUARTO 
PERÍODO DE SESIONES DEL COMITÉ 

DE COMERCIO 

El Comité de Comercio, 
Considerando que, de acuerdo con el temario, co-

rresponde fijar el lugar y fecha del siguiente período 
de sesiones; 
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Considerando que los acontecimientos recientes en 
materia de política comercial no permiten prever con 
precisión la fecha más oportuna para llevar a cabo el 
cuarto período de sesiones del Comité, 

Resuelve autorizar al Secretario Ejecutivo de la Co-

misión para convocar, previa consulta con los gobier-
nos miembros, en el lugar y fecha que considere más 
conveniente, la celebración del cuarto período de sesio-
nes del Comité. 

10 de mayo de 1961 
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c 
OTROS ASPECTOS DE LA COOPERACIÓN ECONÓMICA MULTILATERAL 

EN AMÉRICA LATINA 



í 

PAGOS Y CRÉDITOS 

Se recogen aquí algunos trabajos * que hasta ahora sólo habían tenido circu-
lación restringida y que se refieren a diversos problemas financieros del mercado 
común latinoamericano. Esos trabajos se llevaron a cabo dentro del programa 
establecido en las resoluciones 1 (I) y 9 (II ) del Comité de Comercio, y fueron 
especialmente preparados a petición de la Conferencia Intergubernamental para 
el Establecimiento de una Zona de Libre Comercio entre países de América Latina. 
Asimismo se solicitó a la Secretaría la organización de una reunión de represen-
tantes gubernamentales de bancos centrales, que tuvo lugar en Montevideo, Uru-
guay, en enero de 1960 y cuyos resultados pueden conocerse en el informe corres-
pondiente, incluido también en las páginas que siguen. 

* Publicados antes, conjuntamente, en edición mimeografiada, bajo el título Documentos sobre pro-
blemas financieros preparados por la Secretaría E/ecutiva de la Comisión Económica para América Latina 
para la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio ( E / C N . 1 2 / 5 6 9 , I*? de marzo de 1961). 



1 

P O S I B L E S S I S T E M A S D E P A G O S Y C R É D I T O S E N L A Z O N A D E L I B R E C O M E R C I O * 

I. CONSIDERACIONES GENERALES 

A. Objeto del informe 

1. En la Primera Reunión de la Conferencia que los 
Gobiernos de la Argentina, Bolivia, el Brasil, Chile, el 
Paraguay, el Perú, y el Uruguay celebraron en Monte-
video a comienzos de septiembre de 1959 con el fin 
de preparar un proyecto de tratado de Zona de Libre 
Comercio se acordó invitar a representantes guberna-
mentales de los Bancos Centrales de esos países a una 
reunión a celebrarse a principios de diciembre en esa 
misma ciudad, para estudiar los problemas de pagos 
que se plantean en relación con el funcionamiento de 
dicha Zona.1 

Con el propósito de facilitar los trabajos de la reu-
nión de Bancos Centrales, los gobiernos interesados 
solicitaron a la C E P A L y al Fondo Monetario Interna-
cional la preparación de estudios especiales sobre el 
problema indicado y sus posibles soluciones, y reco-
mendaron que en ellos se tomaran en cuenta los puntos 
de vista expuestos al respecto por las delegaciones asis-
tentes a la Conferencia de Montevideo. 

La secretaría de la CEPAL, por su parte, recibió del 
Comité de Comercio (Resolución 9(11), Panamá, mayo 
de 1959) el pedido de estudiar el problema de los 
pagos en un mercado común regional. Si bien este 
informe se refiere especialmente a la situación de los 
siete países que están interesados en crear la Zona de 
Libre Comercio, sus apreciaciones y conclusiones son 
en buena medida valederas para todos los países de 
América Latina y deben considerarse en cierto modo 
como un anticipo del informe solicitado por el Comité 
de Comercio. 

B. Orientaciones derivadas de la Conferencia de 
Montevideo 

2. Hubo acuerdo general entre los delegados asistentes 
en sentido de que para el buen funcionamiento de la 
Zona sería útil que todos los pagos del comercio y las 
transacciones se efectuaran dentro de ella sobre una 
base uniforme. Si ello no fuese viable, sería necesario 
considerar el establecimiento de un mecanismo de pa-
gos que, en la medida de lo posible, armonice los dis-

* Publicado antes, el 30 de octubre de 1959, con carácter restrin-
gido, como documento de trabajo n<? 1 de los que se presentaron a la 
reunión de representantes gubernamentales de bancos centrales (Monte-
video, enero de 1960). 

1 La resolución 3 de la Conferencia para el Establecimiento de una 
Zona de Libre Comercio invita asimismo a los bancos centrales de los 
demás países de América Latina a enviar observadores a la reunión. 

tintos sistemas en vigor, desde el punto de vista de sus 
efectos sobre el comercio de la Zona. 

Por otra parte, no hubo divergencias en cuanto a la 
conveniencia de desarrollar un sistema de créditos que 
tendiera al logro de los siguientes objetivos: 

a) Contrarrestar los efectos deprimentes que ejer-
cen en el intercambio de la Zona los desequilibrios 
estacionales de sus movimientos; y 

b) Facilitar la política de expansión comercial emer-
gente del programa de reducción y eliminación de 
derechos arancelarios y otras restricciones. 

Aunque hubo coincidencia de opiniones sobre la 
necesidad de establecer algún sistema de facilidades 
crediticias especiales, no se entró a debatir en sus por-
menores el alcance del sistema y las fuentes de las 
cuales provendrían los créditos. 

3. Además, las distintas delegaciones manifestaron la 
posición general de sus respectivos países sobre deter-
minados aspectos de los pagos. En líneas generales 
estas opiniones pueden resumirse en la forma siguiente: 

a) Los países que se mantienen desde antiguo en 
la convertibilidad —como es el caso de uno de los posi-
bles miembros de la Zona— no son partidarios de nin-
gún sistema que implique adoptar prácticas limitativas 
de la convertibilidad. Tampoco apoyarían un sistema 
que procure equilibrar los pagos dentro del grupo de 
participantes. A su juicio, el buen funcionamiento 
de la Zona de Libre Comercio, en cuanto toca a los 
pagos, se aseguraría si cada país evita los desequilibrios 
persistentes de su balance de pagos con el resto del 
mundo;2 

b) Los países que desde hace poco tiempo, y en 
virtud de programas generales de reordenación mone-
taria se vienen esforzando por aplicar y mantener un 
régimen de creciente convertibilidad —situación en que 
se encuentran varios de los interesados en formar parte 
de la Zona—, no verían con agrado ningún proyecto 
que lleve a fortalecer o revivir procedimientos restric-
tivos o bilateralistas que esa reordenación monetaria 
elimina o tiende a eliminar; y 

c) Los países —como uno de los de mayor participa-
ción en el comercio interlatinoamericano— que por di-
ferentes causas no estiman posible ni conveniente aban-
donar ahora o a plazo más o menos corto las cuentas 

2 A este respecto cabe recordar que en el Artículo 4 del proyecto 
de Tratado se establece el principio de reciprocidad en virtud del cual 
se procurará mantener la equivalencia entre los beneficios derivados de 
las concesiones comerciales. 

99 



bilaterales dentro de las cuales liquidan hoy, sin empleo 
de monedas convertibles, la mayor parte de las transac-
ciones con el resto de América Latina, creen aconsejable 
que el sistema de pagos de la Zona se estructure en 
forma de conciliario con el funcionamiento de esas 
cuentas y con un avance gradual hacia la convertibili-
dad y la ampliación de los procedimientos multilate-
rales. 

C. Facilidades crediticias 

4. Es útil hacer aquí un breve comentario sobre la rela-
ción general entre el movimiento hacia la eliminación 
de las barreras artificiales y selectivas que se oponen al 
desarrollo del comercio multilateral en la región, y la 
conveniencia de mantener mecanismos de créditos en-
tre los participantes de la Zona. 

5. Factores como la unificación de los tipos múltiples 
de cambio en una sola tasa real; la desaparición consi-
guiente tanto del subsidio indirecto que la exportación 
solía recibir por medio de dichos tipos múltiples como 
del gravamen que por igual concepto recaía a menudo 
sobre la exportación y se reflejaba sobre ciertas activi-
dades productoras, y el reemplazo de los métodos direc-
tos de control de pagos y de selección de las importa-
ciones por sistemas indirectos, aparte de otros elementos 
positivos de la reordenación, tienen sin duda efectos sa-
ludables que benefician al comercio exterior en general. 

6. Sin embargo, el movimiento hacia un sistema uni-
forme y más ortodoxo de pagos pareciera no influir posi-
tivamente en la expansión del comercio interlatinoame-
ricano en particular, dada las peculiares circunstancias 
en que éste se desenvuelve. El método de control direc-
to de las importaciones y las exportaciones permitía a 
cada país acordar a otros de la región preferencia o tra-
tamientos especiales para el tráfico recíproco y atenuaba 
la competencia de productos similares provenientes de 
otros mercados. Al desaparecer el control directo, des-
apareció también la posibilidad de mantener los trata-
mientos especiales que eran concedidos por esa vía. El 
descenso consiguiente de las corrientes comerciales trajo 
consigo una disminución en la producción de algunos 
renglones. Aunque en cierta medida se está hoy recu-
rriendo a otro tratamiento especial —el de eximir a los 
países latinoamericanos de la obligación del depósito 
previo ahora exigido a los importadores en muchos paí-
ses—, esta concesión no constituye un aliciente tan po-
deroso como el que daba el método anterior. Por otra 
parte, esta nueva forma de estímulo es en esencia pre-
caria, pues el monto del depósito previo puede ser va-
riado en cualquier momento y es posible que se reduzca 
hasta desaparecer totalmente, a medida que se progrese 
en extender la libertad de comercio y pagos a una zona 
más amplia. 

7. Una vez establecida, la Zona de Libre Comercio dis-
pondrá de otros elementos para proporcionar incentivos 
sustanciales al comercio que en ella se desarrolle, pues, 
conforme con su programa, reducirá y eliminará para 

las partes contratantes los gravámenes aduaneros y otras 
restricciones a la importación. Como se prevé que esta 
eliminación de barrera dará un fuerte impulso a un 
renglón del intercambio hoy casi inexistente —el de 
manufacturas duraderas y bienes de capital— preocupa 
naturalmente el efecto que podría tener en las tenen-
cias cambiarías el hecho de que las liquidaciones se 
efectúen en monedas de libre convertibilidad. Por otra 
parte, uno de los principios de la Zona de Libre Comer-
cio es que debe haber reciprocidad de beneficios deri-
vada de la aplicación de sus reglas; pero estos beneficios 
—en lo que se refiere individualmente a cada país— 
sólo se lograrán gradualmente y podría ser necesario 
salvar, mediante la concesión de créditos, las diferencias 
temporales entre los resultados que podrían obtenerse 
de inmediato, de las concesiones otorgadas por un país 
en particular y los beneficios derivados de las concesio-
nes recíprocas otorgadas por los demás participantes, 
cuyo efecto tardará en hacerse sentir. 

8. En general, parece razonable pensar que la existen-
cia de facilidades especiales de crédito ligadas al co-
mercio de la Zona, ayudaría a disipar las dudas o recelos 
que suscitará inevitablemente la aplicación de las medi-
das de liberalización comercial previstas en el programa, 
a la vez que contribuiría a asegurar la reciprocidad de 
concesiones y las ventajas que de ella emanen. 

D. Los pagos internacionales 

9. En principio, la liquidación de las transacciones in-
ternacionales en la Zona podría efectuarse en alguna de 
las formas siguientes, 

a) Exclusivamente en monedas convertibles (com-
prendidos los créditos en tales monedas); 

b) Exclusivamente a través de cuentas bilaterales 
(incluso créditos bilaterales otorgados recíproca-
mente); 

c) En parte en monedas convertibles y en parte por 
intermedio de cuentas bilaterales (con créditos 
en monedas convertibles y créditos bilaterales). 

10. Según las opiniones expresadas en la Conferencia 
de Montevideo, la primera posibilidad no gozaría de 
general aceptación —al menos por el momento— pues 
algunos países prefieren mantener las cuentas bilatera-
les vigentes. Creen ellos que sería prematuro desmon-
tar una estructura cuya desaparición podría afectar los 
niveles del intercambio alcanzados en ciertos sectores, 
y no desean verse en el caso de cubrir en moneda con-
vertible saldos estacionales que suelen ser cuantiosos. 
Estos son argumentos poderosos y sólo queda por 
señalar que si las liquidaciones se efectúan a través de 
las cuentas bilaterales habrá que tomar las providencias 
del caso para que tales arreglos monetarios no distor-
sionen las corrientes del intercambio de la Zona o resul-
ten discriminatorios para aquellos países que desean 
cubrir sus saldos en monedas convertibles. 
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11. La segunda posibilidad —que los pagos se efectúen 
a través de cuentas bilaterales— tampoco tendría buena 
acogida; además, está en pugna con la tendencia que 
se ha manifestado en los últimos tiempos hacia la su-
presión de los sistemas de pagos bilaterales. Con todo, 
si se acordara adoptar en toda la Zona regímenes bila-
terales de créditos y pagos, es evidente que habría que 
establecer algún mecanismo (del tipo de la Unión Eu-
ropea de Pagos) por el cual se pudieran liquidar en 
forma multilateral y periódica todos o parte sustancial 
de los saldos que arrojen dichas cuentas. De no ser así, 
el intercambio de la Zona no se podría, como es impres-
cindible, desenvolver por cauces multilaterales; se corre-
ría el riesgo de que los movimientos comerciales sean 
orientados más por consideraciones de orden financiero 
que comercial, y las deformaciones siguientes, junto 
con las discriminaciones inevitables, resultarían contra-
producentes para los propios objetivos de la Zona de 
Libre Comercio. 

12. Por último, existe la posibilidad de que los pagos 
dentro de la Zona se efectúen tanto en monedas con-
vertibles como a través de cuentas bilaterales, según los 
arreglos concertados por los distintos países. Este mé-
todo, que tiene la ventaja de la flexibilidad y el dina-
nismo tendría el inconveniente de que no existiría den-
tro de la Zona una base uniforme para los pagos. Pero 
habría que precisar la gravedad de este inconveniente. 
Esto dependería del grado de transferibilidad que se dé 
a los saldos en cuenta bilateral y de la medida en que 
los arreglos bilaterales tiendan o no a introducir un ele-
mento de discriminación en el comercio interior de la 
Zona. Si el comercio privado queda en libertad de lle-
var a cabo las transacciones autorizadas en cualquier 
parte de la Zona, sin discriminaciones en cuanto a paí-
ses, y tiene derecho automáticamente a hacer o recibir 
pagos por estas transacciones, entonces la única fuente 
de discriminación radicaría en las transacciones intergu-
bernamentales. Este peligro puede obviarse en gran 
parte mediante la compensación regular, periódica y 
multilateral de los saldos en cuenta bilateral (o de una 
parte importante de ellos) a través de alguna agencia 
central. 

13. Más adelante se presentarán algunas sugestiones so-
bre cómo podría funcionar en la práctica un sistema 
mixto de pagos de esta clase, en que algunos países li-
quidan en moneda convertible y otros lo hacen a través 
de cuentas bilaterales. 

E. Sistemas de pagos 

14. En los últimos años se ha pensado frecuentemente 
en la posibilidad de establecer algún sistema latinoame-
ricano de pagos similar al que se desarrolló en Europa 
a partir de 1947. En realidad, se distinguen tres etapas 
en la evolución del sistema europeo. La primera —un 
acuerdo de pagos multilaterales más bien limitado— 
que duró de 1947 a 1949; después la Unión Europea de 
Pagos, que establecía la transferibilidad completa den-

tro de la zona monetaria de la Organización Europea 
de Cooperación Económica (OECE) y un amplio sis-
tema de créditos recíprocos. Finalmente, en diciembre 
de 1958, cuando la mayoría de los países europeos ha-
bían restaurado la convertibilidad externa de sus mone-
das, la Unión de Pagos fue reemplazada por el Conve-
nio Monetario Europeo, que se proyectó expresamente 
para entrar en funciones en esta eventualidad.3 

El desarrollo de un sistema de compensaciones como 
paso previo hacia una unión de pagos, que se siguió en 
Europa, presupone la existencia de numerosas cuentas 
bilaterales, pues el volumen de posibles transferencias 
multilaterales que podrá producir el sistema aumenta a 
medida que crece el número de saldos negativos y posi-
tivos que entran en la compensación. A la inversa, si 
son relativamente pocas las cuentas bilaterales, el sis-
tema no rendirá probablemente resultados satisfactorios. 
Hasta hace poco, el número de cuentas bilaterales que 
mantenían los países latinoamericanos y la tendencia 
hacia el establecimiento de nuevas cuentas, inclusive a 
fines de 1958, favorecían un movimiento hacia el multi-
lateralismo a través de la evolución gradual a partir de 
algún sistema sencillo de compensación de saldos bila-
terales. Sin embargo, la reciente tendencia a suprimir 
cuentas bilaterales, el deseo de no crear nuevas y la posi-
bilidad de adoptar medidas más eficaces para eliminar 
el bilateralismo parecen indicar que para América La-
tina el procedimiento más adecuado no es actualmente 
aquel que consiste en un sistema de compensación ba-
sado en el mantenimiento de las cuentas bilaterales. 

F. Agencia 

15. Si se acepta la necesidad de créditos especiales en 
la Zona y sobre todo si una parte de los pagos comer-
ciales se efectúa en ella a través de cuentas bilaterales, 
habiendo acuerdo sobre la necesidad de establecer algún 
mecanismo para la multilateralización periódica de par-
te o el total de estos saldos, será indispensable crear 
una agencia central. 

S Conviene recordar que uno de los puntos cardinales de la política 
de la O E C E es que la libertad de comercio y la de pagos deben evolu-
cionar juntas y que era necesario establecer algún sistema de créditos 
recíprocos para reforzar las reservas de los países miembros y permitirles 
ampliar sus medidas de multilateralización del intercambio. Es así como 
el Código de Liberal iza ció n de la O E C E —que ha estado en vigor desde 
agosto de 1950 y cuya adopción se condicionó a la puesta en marcha 
de la Unión Europea de Pagos— señala que la creación de un mercado 
lo más amplio posible en que los bienes y servicios puedan comerciarse 
libremente no podrá lograrse por completo hasta que no se dé a los 
pagos intereuropeos suficiente equilibrio, como parte de un empeño por 
establecer un sistema único de comercio multilateral en el mundo. Este 
equilibrio permite a los países miembros intercambiar libremente bienes 
y servicios sin poner en peligro sus reservas monetarias. Además, uno 
de los objetivos explícitos de la Unión Europea de Pagos fue el facilitar 
al máximo la liberalización del comercio y las transacciones visibles 
sobre una base no discriminatoria y proporcionar a los países miembros, 
en particular, recursos que pudieran desempeñar parcialmente el pape] 
de reservas de oro y divisas. 

Por último, el Fondo Europeo, establecido en virtud del Convenio 
Monetario Europeo que entró en vigor en diciembre de 1958, fue creado 
expresamente para dar créditos a los países miembros a fin de ayudarlos 
a afrontar las dificultades temporales de balance de pagos cuando estas 
dificultades pudieran afectar el mantenimiento del nivel de las medidas 
intereuropeas de liberalización. 
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Habrá que definir exactamente y con todos los deta-
lles técnicos las funciones de esta agencia, pero en líneas 
generales sus tareas podrían ser las siguientes: 

a) Canalizar el sistema de créditos de la Zona, espe-
cialmente si son automáticos; 

b) Proveer el mecanismo para la multilateralización 
de los saldos en cuenta bilateral; y 

c) Actuar como centro de recopilación de informa-
ciones y estudios financieros, que permitan a or-
ganismos competentes analizar los problemas fi-
nancieros de la Zona. 

Es evidente que para que la agencia funcione con 
eficacia ha de contar con recursos propios, lo que a su 
vez implica que deberá tener personería jurídica inter-
nacional. 

16. El monto del capital o fondo de la agencia sólo 
podrá determinarse en una etapa más avanzada, pues 
dependerá de los acuerdos a que se llegue en cuanto a 

17. Entre las principales funciones ya mencionadas de 
un sistema de pagos concebido para facilitar el pleno 
y armónico desarrollo de la Zona de Libre Comercio, 
se destacan las dos siguientes: 

a) Asegurar en lo posible que el mantenimiento de 
cuentas y créditos bilaterales no tenga un efecto discri-
minatorio sobre el comercio de la Zona; y 

b) Establecer el mecanismo para el funcionamiento 
de los créditos recíprocos de la Zona, sobre todo si estos 
son automáticos. 

Aunque estas dos funciones están relacionadas, al 
menos en cuanto los arreglos multilaterales de crédito 
deben tomar en consideración —total o parcialmente— 
el estado de los saldos en cuentas bilaterales, para ma-
yor claridad, es preferible considerar por separado las 
distintas maneras en que pueden desempeñarse. 

18. En primer lugar conviene tener presente la organi-
zación general del sistema. Se prevé que: 

a) Se establecerá una agencia central con la cual 
mantendrán cuentas los bancos centrales de los países 
miembros; 

b) Estas cuentas se llevarán en dólares y periódica-
mente —cada bimestre o trimestre— se calcularán los 
saldos correspondientes, sobre la base de aquellos pagos 
y transferencias que según las reglas, la agencia deberá 
registrar y contabilizar; y 

c) Cuando se hayan determinado los saldos al cierre 
de cada período contable, la agencia procederá a la li-
quidación correspondiente a cada participante. Según 
cuales fueran las reglas del sistema la liquidación podría 
efectuarse mediante uso de los créditos, en monedas 
convertibles, o parte en crédito y parte en moneda con-
vertible. 

los créditos dentro de la Zona y multilateralización 
de los saldos en cuenta bilateral. Baste indicar que el 
capital o fondo de la agencia 

a) Podría derivarse de cuotas suscritas por los países 
miembros y también quizá de contribuciones 
aportadas por gobiernos no miembros y organis-
mos internacionales; y que 

b) No necesitaría integrarse por completo en la fe-
cha de establecimiento de la Agencia; por ejem-
plo, sería perfectamente factible que se pague al 
comienzo un porcentaje relativamente pequeño 
y que el remanente de las contribuciones acor-
dadas se integre cuanto la agencia requiera recur-
sos adicionales. 

Huelga decir que la agencia tendría que mantener 
los más estrechos vínculos con los bancos centrales 
de los países miembros y que estaría subordinada a la 
autoridad y directivas de los organismos competentes 
de la Zona de Libre Comercio. 

DE UN SISTEMA DE PAGOS 

19. En los casos en que las transacciones de la Zona 
se liquidan libremente en moneda convertible —trans-
ferible dentro de la Zona— no hay, por supuesto, nece-
sidad de un mecanismo especial que asegure la multila-
teralidad de los pagos. 

Sin embargo, la situación es muy distinta cuando 
los pagos se efectúan a través de cuentas bilaterales, 
cuyos saldos sólo pueden emplearse para pagar al otro 
titular de la cuenta bilateral. Esto encierra dos peli-
gros. En primer lugar, un país que se mantiene más o 
menos en equilibrio con la Zona puede hacer frente a 
considerables dificultades de pago si tiene que cancelar 
sus importaciones principalmente en moneda converti-
ble en tanto que la mayoría de sus exportaciones se 
liquidan a través de cuentas bilaterales y, por lo tanto, 
en monedas que no puede emplear para saldar sus im-
portaciones. 

El segundo peligro se origina en desviaciones que 
pueden sufrir las corrientes comerciales por efecto de 
las liquidaciones a través de cuentas bilaterales no trans-
feribles. Por ejemplo, en el caso citado, el país podría 
verse obligado a orientar gran parte de sus importacio-
nes hacia el país con el cual mantiene una cuenta bila-
teral a fin de utilizar el saldo acumulado y reducir sus 
erogaciones de moneda convertible. Del mismo modo, 
de existir grandes facilidades de crédito bilateral, los 
países podrían optar por adquirir sus importaciones 
donde existen esos créditos aunque un criterio comer-
cial normal habría aconsejado efectuar esas adquisi-
ciones en otro país de la Zona. 

20. La forma más sencilla de evitar estas dificultades es 
establecer, a través de un mecanismo de pagos, la mul-
tilateralización periódica de todos los saldos en cuenta 
bilateral. Este fue en realidad uno de los principales 
objetivos de la Unión Europea de Pagos, cuyas dispo-

II. FUNCIONES Y OPERACIÓN 
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siciones sobre el particular eliminaron eficazmente todo 
peligro de una distorsión comercial motivada por con-
sideraciones financieras. 

Aunque ésta sea la meta hacia la cual deben avanzar 
lo más rápidamente posible los arreglos de pagos latino-
americanos, no parece posible lograrla de inmediato y 
habrá que poner en marcha algún sistema interino que 
permita y estimule un progreso gradual hacia la com-
pleta transferibilidad monetaria y la plena convertibi-
lidad. 

21. A este respecto, se pueden señalar varias posibilida-
des, de las cuales las dos siguientes serían las más fáci-
les de llevar a la práctica. Podría acordarse la imposi-
ción de límites a los créditos bilaterales recíprocos de 
modo que —al cierre del período contable— cualquier 
saldo en exceso de esos límites se transfiera a la agen-
cia y esté disponible para que lo utilice cualquier país 
acreedor de la Zona. La eficacia de esta disposición 
dependerá naturalmente de la magnitud de los créditos 
dentro de los cuales los saldos retendrán sus caracterís-
ticas estrictamente bilaterales. 

Otro método para lograr la multilateralización par-
cial de las cuentas bilaterales podría ser que, al término 
de cada período contable, se transfiera a la agencia de-
terminada proporción —por ejemplo, 20 por ciento ini-
cialmente— de los saldos bilaterales o de una parte de 
ellos. Un porcentaje de esta magnitud significaría que 
el crédito extendido bilateralmente se transformaría en 
un crédito multilateral en un período de 15 a 18 meses 
y ello daría plazo suficiente para que se compensen las 
variaciones estacionales.4 Sin embargo, habría que llegar 
a un acuerdo sobre el tratamiento que se daría a los 
saldos bilaterales existentes al entrar en vigor el sistema 
de pagos. 

22. Cualquiera que sea el método adoptado —otra posi-
bilidad, por ejemplo sería la de transferir los saldos que 
hubieran estado pendientes de pago durante determina-
do plazo— la agencia seguiría el mismo procedimiento. 

Se acreditaría el monto transferido a la cuenta mul-
tilateral con la agencia del país acreedor y se cargaría 
el mismo importe al pasivo de la cuenta del país deudor. 
Estos asientos contables serían tomados en considera-
ción cuando la agencia calcule la liquidación contra el 
crédito multilateral y los pagos resultantes en dólares. 

23. Hay otra situación por considerar. Puede haber 
países, y efectivamente los hay, que exportan artículos 
esenciales como azúcar y algodón a otros países que son 
eventuales integrantes de la Zona y que resultan de con-
tinuo fuertemente acreedores de los importadores de 
dichos productos. 

Una vez constituida la Zona, el régimen de recipro-
cidad de concesiones que ella pondrá en juego influirá 
posiblemente sobre situaciones como la indicada, pero 
probablemente lo hará de un modo gradual. Mientras 

4 La liquidación multilateral no excluye la posibilidad de reservar 
ciertos saldos bilaterales a fin de hacer frente a contingencias del inter-
cambio. 

tanto, el país persistentemente acreedor podría ingresar 
al sistema sólo con una proporción del valor exportado 
de tales artículos. La proporción crecería gradualmente 
de año en año hasta llegar a la totalidad del valor o 
hasta una fecha en que los órganos competentes de la 
Zona vuelvan a considerar el problema. 

24. Otra función importante del sistema de pagos con-
sistirá en canalizar, a través de la agencia, los créditos 
necesarios para apoyar la política de liberación del co-
mercio. 

Para su mejor desempeño es evidente que el sistema 
debe funcionar con el mayor grado de automaticidad 
posible y a tal fin el crédito de cada país con la Agen-
cia —así como los procedimientos para aplicar esos cré-
ditos —habrán de convenirse en el momento de esta-
blecer el sistema. 

25. Una vez que se hubieran acordado los márgenes cre-
diticios 5 sería necesario llegar a una decisión acerca de 
dos puntos: 

a) La forma como funcionarán los créditos en rela-
ción con las liquidaciones periódicas de la agencia; y 

b) El procedimiento para calcular la posición de 
cada país en la agencia tanto para determinar su dere-
cho a obtener créditos como su obligación de otorgarlos 
y la forma de establecer qué pagos en moneda conver-
tible debe recibir o hacer la agencia. 

26. Por lo que toca al primer punto, se conciben mu-
chas fórmulas, pero para mayor simplicidad (y también 
para evitar que los recursos de la agencia puedan redu-
cirse en forma muy rápida) habría que elegir entre: 

a) Cancelar los saldos negativos y positivos entera-
mente con créditos hasta el límite de éstos, y, una vez 
superado el límite, enteramente en monedas conver-
tibles; o 

b) Cancelar una proporción de los saldos negativos 
o positivos haciendo uso de los márgenes crediticios y 
el saldo en monedas convertibles. Cuando se haya ago-
tado el crédito, las liquidaciones se harían también ente-
ramente en monedas convertibles. 

Existen argumentos en favor de ambas fórmulas y la 
decisión —que, desde luego, no se relaciona con el mon-
to del crédito que cada país otorga o recibe en el siste-
ma— dependerá esencialmente de las discusiones y ne-
gociaciones entre las partes contratantes a la luz de sus 
preferencias individuales en la materia. 

27. En ambos casos la agencia necesitaría contar con 
capital o fondos propios. Esta necesidad deriva de la 
posibilidad de que uno o más países acreedores hayan 
excedido los créditos que otorgan a la agencia (y que 
por consiguiente tengan derecho a recibir pagos entera-
mente en monedas convertibles) en circunstancias que 
los países deficitarios todavía no hayan llegado al límite 

6 Véanse los puntos 41 y siguientes. 
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de sus márgenes crediticios y por lo tanto estén ha- créditos, o parte en crédito y parte en monedas conver-
ciendo las liquidaciones con la agencia enteramente en tibies. 

III. ESTRUCTURA DE LOS POSIBLES SISTEMAS DE CRÉDITOS 

28. Antes de exponer las fórmulas para armonizar las 
diferentes posiciones que en materia de pagos mantie-
nen los paises interesados en constituir la Zona de Libre 
Comercio, conviene describir brevemente la evolución 
reciente de los pagos interlatinoamericanos. Las cuen-
tas bilaterales por cuyo intermedio se cursaba antes la 
mayor parte del intercambio respondían a bases y pro-
cedimientos muy heterogéneos. La ausencia casi gene-
ral de paridad entre el valor de la moneda de cuenta 
y el asignado a la moneda convertible para iguales ope-
raciones deformaba el régimen de precios y contribuía 
a la constante inmovilización de los saldos. En los últi-
mos dos años el panorama ha sido favorable a la crea-
ción de las condiciones necesarias para concertar enten-
dimientos de carácter multilateral. La etapa inicial se 
caracteriza por la aprobación del Convenio-Tipo y el 
Procedimiento Bancario Uniforme en la Primera Reu-
nión del Grupo de Trabajo de Bancos Centrales (Mon-
tevideo, 1957) y su adopción para reglamentar la casi 
totalidad del tráfico en cuenta. La paridad entre las 
monedas de cuenta y las genuinas, sobre todo, y la con-
siguiente influencia de este régimen en la cotización 
de las mercaderías a precios internacionales proporcio-
naron los elementos fundamentales para seguir avan-
zando hacia la multilateralidad. 

La Segunda Reunión del Grupo de Trabajo de Ban-
cos Centrales (Río de Janeiro, 1958) arrojó nuevas lu-
ces sobre el problema de los pagos y su evolución y 
acordó los términos de un Protocolo destinado a siste-
matizar las transferencias de saldos que en forma cir-
cunstancial se venían realizando sobre la base del con-
venio tipo,6 para el caso de que los países continuasen 
con el sistema de cuentas. 

En vista de estos antecedentes, así como de las 
orientaciones surgidas de la reciente Conferencia de 
Montevideo y la tendencia manifestada por los últimos 
meses en el sentido de suprimir cuentas bilaterales, po-
drían adelantarse algunas fórmulas de pago y créditos 
recíprocos para las transacciones en el interior de la 
Zona de Libre Comercio. 

Algunas se basan en la posibilidad de organizar sis-
temas de crédito preventivo, sistemas que podrían tener 
vigencia en caso de seguirse estimando —como hoy ocu-
rre en países interesados en la Zona— que, por conside-
raciones generales relacionadas con el balance global de 
pagos, conviene reducir en cuanto sea posible el empleo 
de dólares en las transacciones comerciales corrientes de 
la Zona. Otra, fundada en créditos a posteriori, tendría 

6 Véanse los siguientes documentos de la Comisión Económica para 
América Latina: "Informe que el Grupo de Trabajo de Bancos Centrales 
sobre régimen de pagos multilaterales eleva al Comité de Comercio de 
la Comisión Económica para América Latina" ( E / C N . 1 2 / 4 8 4 ) , "Pagos 
del Comercio Interlatinoamericano" ( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 1 / 8 y sus ane-
xos 1 y 2) e "Informe que el Grupo de Trabajo de Bancos Centrales 
sobre régimen de pagos multilaterales eleva al Comité de la Comisión 
Económica para América Latina" ( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . / 1 0 Rev. 1 ) . 

vigencia para el caso de cubrirse en dólares las transac-
ciones corrientes. 

A. Sistema de créditos preventivos (sistema mixto) 

29. El sistema se desarrollaría en dos planos distintos. 
El primero abarcaría las transacciones de países no 
vinculados entre sí por cuentas bilaterales y el segundo 
las de países miembros del sistema vinculados entre sí 
por cuentas bilaterales. La agencia del sistema man-
tendría una cuenta por país a través de las cuales se 
cursarían los pagos y cobros multilaterales y, además, 
se incorporarían los saldos bilaterales acordados. 

30. El mecanismo del sistema resultaría complicado si 
la agencia registrara individualmente todos los cobros y 
pagos inherentes al comercio interior de la Zona. Para 
simplificar el esquema habría que optar por la descen-
tralización operativa.7 

Cada Banco Central determinaría cuáles son los 
bancos comerciales y los organismos autorizados para 
operar en el sistema. Las instituciones autorizadas rea-
lizarían cobros y pagos por intermedio de sus represen-
tantes en los demás países de la Zona. Al finalizar cada 
período contable cuando fuera conveniente, los bancos 
comerciales liquidarían su posición neta en el respectivo 
banco central, el cual registraría así un solo saldo —deu-
dor o acreedor— para cada institución autorizada. La 
consolidación de los saldos sería, como es lógico, la po-
sición que cada banco central registraría ante la agen-
cia, que recibiría así las posiciones de todos los bancos 
centrales. 

31. Dentro de este esquema no sería difícil localizar las 
diferencias que se presenten al computarse las operacio-
nes. Para ello se requeriría simplemente que, al término 
de cada período contable, las instituciones autorizadas 
declaren los saldos con cada uno de sus corresponsales. 
Como la declaración de cada par de corresponsales para 
sus operaciones recíprocas debe ser equivalente —con 
signo contrario— sería posible determinar las diferen-
cias rápidamente. 

32. En otro aspecto, la adopción de este esquema en-
cauzaría las operaciones del comercio interlatinoameri-
cano hacia la banca privada, cuya intervención en aqué-

7 De no existir esta descentralización sería necesario seguir el procedi-
miento siguiente. A través de cada una de las cuentas mantenidas por 
la agencia se efectuarían los pagos correspondientes a renglones tales 
como el valor de las mercaderías intercambiadas, los gastos de transporte 
y seguro y otros cuya inclusión se acuerde. Para liquidar las operaciones 
se emplearían créditos documéntanos o simples, u órdenes de pago, 
abiertos o emitidos por bancos centrales o directamente por bancos co-
merciales u otras instituciones del respectivo país, comunicándolos a 
la Agencia para su contabilización y al banco central del país que debe 
efectuar el pago, esto último con el carácter de autorización de re-
embolso. 
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lias ha sido hasta ahora, y por diversas causas, más 
reducida que la que tienen en el intercambio con el 
resto del mundo. 

33. Dentro del sistema, los países que mantienen cuen-
tas de carácter bilateral operarían en forma idéntica a 
los multilaterales en sus relaciones con los últimos. 
Desde este punto de vista, la participación en la agen-
cia de todos los países miembros estaría sometida a re-
glas y procedimientos comunes. 

34. El establecimiento de la agencia no comportaría 
necesariamente la terminación de las relaciones bilate-
rales fundadas en convenios de pagos vigentes. En tan-
to lo consideren preferible, los países titulares de di-
chos convenios proseguirían efectuando sus pagos recí-
procos a través de las respectivas cuentas, pero a con-
dición, como ya se dijo, de seguir las reglas del Conve-
nio-Tipo de Montevideo. 

Al cabo de los mismos plazos acordados para las li-
quidaciones hechas por la agencia, se transferirían pe-
riódicamente al sistema multilateral determinadas por-
ciones de los saldos de las cuentas bilaterales. Con tal 
fin podría determinarse que una porción fija del saldo 
de cada cuenta bilateral registrado en una fecha dada 
—no importa cuál sea el monto de dichos saldos— se 
incorpore a la compensación multilateral de la agencia. 
Dicha porción podría ser, por ejemplo, del 20 por cien-
to del respectivo saldo bilateral. 

La porción de los saldos bilaterales que, por apli-
cación de esta regla pasaría a la agencia, determina-
ría la posición de los países miembros en sus relacio-
nes bilaterales, y se incorporaría a la que cada país 
registre como consecuencia de sus transacciones en 
dólares. 

35. El ejemplo siguiente aclara el procedimiento seña-
lado en cuanto se refiere a incorporar al sistema una 
porción de los saldos bilaterales. 

Para simplificar el ejemplo, supóngase que son sólo 
cuatro los miembros y que existen relaciones bilatera-
les entre los países B y D y entre C y D. 

Los saldos bilaterales liquidables a través de la agen-
cia serían; 

B-3 D 3 
C-4 D 4 

y éstos los saldos multilaterales: 

A 8 
B -3 
C 2 
D-7 

Suponiendo que se trata del primer período de ope-
raciones y que, por lo tanto, la posición inicial de cada 
país no registra saldo alguno, se obtendrá el siguiente 
resultado: 

País 
Posición 
multila-

teral 

Posición 
bilate-

ral 

Posición 
neta 

Saldo 
con la 

agencia 

A 8 0 8 + 5 
B - 3 - 3 - 6 - 5 
C 2 - 4 - 2 - 2 
D - 7 + 7 0 0 

Por consiguiente, si el crédito multilateral fuera, 
por ejemplo, de 5 para cada participante, el país A ob-
tendría un reembolso de 3 y el país B debería efectuar 
un pago de 1, o sea que la agencia experimentaría un 
desembolso neto de 2, compensado por un aumento 
equivalente en el saldo a su favor. 

El modelo desarrollado muestra cuán apreciable es 
la proporción en que sería posible disminuir el empleo 
de monedas convertibles en el financiamiento del co-
mercio dentro de la Zona, sobre todo si se recuerda que 
los saldos de las posiciones multilaterales correspon-
den sólo a la diferencia entre exportaciones e impor-
taciones. 

B. Régimen de créditos a posteriori 

36. Un esquema de esta clase se aplicaría si dentro de 
la Zona se desea realizar diariamente en dólares las 
transacciones corrientes entre los países que siguen o 
que han adoptado la convertibilidad, así como las tran-
sacciones entre estos países y los titulares de cuentas 
bilaterales. 

Bases operativas 

37. Habría dos fases en el sistema: una, correspondien-
te a los pagos efectuados en dólares; otra, derivada de 
la incorporación al sistema de una porción de los sal-
dos bilaterales para liquidación multilateral automática. 

38. La agencia, como se señaló antes, dispondría de un 
capital o fondo en dólares proveniente de las cuotas 
suscritas por los miembros, así como de contribuciones 
—tal vez complementarias— de instituciones guberna-
mentales o internacionales ajenas a la Zona. 

Cada país otorgaría un crédito de la agencia y lo 
recibiría a la vez de ella. La magnitud de este crédito 
recíproco se establecería siguiendo consideraciones 
como las desarrolladas en los párrafos 41 y siguientes. 

39. Los miembros compilarían y suministrarían a la 
Agencia informaciones periódicas correspondientes a 
lapsos contables de 60 ó 90 días, relativas al saldo neto 
de los cobros y pagos en dólares hechos por cada uno de 
ellos por concepto de transacciones corrientes recípro-
cas. Para ese fin cada banco central computaría las 
informaciones que le suministren los bancos comercia-
les o las otras instituciones autorizadas para efectuar 
operaciones a cambio. 

Además, y con la misma periodicidad de 60 ó 90 
días, los países titulares de cuentas pasarían al régimen 
de la agencia la porción preestablecida del saldo de cada 
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cuenta bilateral, con objeto de proceder a su liquida-
ción multilateral. 

40. La agencia determinaría la oposición neta de cada 
miembro al término del respectivo período contable, 
tomando en consideración los dos elementos mencio-
nados, esto es, el saldo de los pagos hechos en dólares 
y el saldo resultante de la liquidación multilateral de 
porciones de saldos bilaterales. 

Cuando la posición neta de un país señale que éste 
efectuó pagos en dólares que superaron sus ingresos 
en la misma moneda, la agencia le suministraría auto-
máticamente, con imputación al crédito de aquél, una 
suma igual al excedente desembolsado, siempre que hu-
biera margen en dicho crédito. De otro modo, el prés-
tamo automático se reduciría al nivel del margen dis-
ponible. 

Ahora bien, si la posición neta de un país muestra 
que obtuvo ingresos superiores a sus pagos, éste entre-
garía dólares a la agencia por una suma igual al saldo 
neto resultante. Pero ello se hará efectivo en la me-
dida en que el correspondiente crédito tenga margen, 
como en el caso anterior . 

El procedimiento descrito podría ilustrarse con las 
cifras del ejemplo expuesto en el párrafo 35. 

Sobre la base de las posiciones supuestas para los 
cuatro países y en la hipótesis de que el crédito multi-
lateral fuese de 5 para cada participante y se tratase del 
primer período contable, habría los siguientes resul-
tados: 

País 

Pagos 
multi-
latera-

les 

Posi-
ción 
bila-
teral 

Posi-
ción 
neta 

Entregas 

a la de la 
agencia agencia 

Saldo 
con la 

agencia 

A 8 0 8 5 5 
B - 3 - 3 - 6 2 — 5 
C 2 - 4 - 2 2 - 2 
D - 7 7 0 7 0 

La agencia tuvo ingresos por 7 y erogaciones por 
9, con una salida neta de 2, igual al monto en que au-
menta el saldo deudor neto de los países participantes. 

El país A registra un saldo favorable de 8 en sus re-
laciones multilaterales y no ofrece posición bilateral. 
Por tanto, entrega 5 a la agencia, pues es éste el límite 
de su crédito recíproco. Su posición con la agencia 
queda así en más 5. 

Viene ahora el caso del país B. Desembolsó 3 por 
pagos en dólares. Tiene además que cubrir 3 a la agen-
cia, a efectos de la liquidación de su posición bilateral. 
Como la agencia por este capítulo le restituirá 2, o sea 
la diferencia hasta el límite de su crédito recíproco con 
ella, el país B queda con su crédito utilizado en menos 
5 y hace un desembolso neto de 1. 

El país C ganó 2, que entrega a la agencia y ade-
más debe entregarle otros 4 como resultado de su mo-
vimiento bilateral. En tal caso, la última suma se impu-
ta al crédito del mismo país, que quedará con un saldo 
de menos 2. 

El país D pierde 7 en el plano de sus cobros y pa-
gos en dólares. Además, el mismo país presenta una 
posición bilateral positiva de 7. Estos 7 le serán resti-
tuidos por la agencia. Por tanto, compensará ambas 
posiciones y su saldo quedará en cero. 

Si en períodos sucesivos se vuelve a producir idénti-
ca situación los resultados serán: 

País 
Saldo 
con la 
agencia 

Pagos 
multi-
latera-

les 

Posi-
ción 
bila-
teral 

Posi-
ción 
neta 

Entregas 

a la de la 
agencia agencia 

Nuevo 
saldo 
con la 

agencia 

A 5 8 0 13 5 
B — 5 - 3 - 3 - 1 1 3 - 5 
C - 2 2 - 4 - 4 2 - 4 
D 0 - 7 7 0 7 0 

El país A queda con su excedente. El país B no 
recibe reintegro por su desembolso de dólares y paga 
su saldo bilateral, pues en su crédito no hay margen 
disponible. El país C entrega 2 a la agencia, que toma 
a su cargo el compromiso bilateral de 4 mediante el 
aumento del saldo deudor del mismo país en 2. El país 
D compensa sus posiciones: recibe 7 de la agencia y 
mantiene su saldo en cero. 

Supóngase un tercer período con las mismas cifras. 
La situación sería: 

País 
Saldo 
con la 
agencia 

Pagos 
multi-
latera-

les 

Pagos 
bilate-
rales 

Posi-
ción 
neta 

Entregas Nuevo 
saldo 

a la de la con la 
agencia agencia agencia 

A 5 8 0 13 5 
B - 5 - 3 - 3 - 1 1 3 - 5 
C - 4 2 - 4 - 6 3 - 5 
D 0 - 7 7 0 7 0 

La agencia que, en el período anterior entregó dóla-
res por 2, ahora lo hace por 1. En este monto crece 
el saldo deudor neto de los participantes. Se modifi-
ca la situación del país C, que ha utilizado todo su cré-
dito y en el futuro tendrá que atender la totalidad de 
sus compromisos mediante pagos en dólares. 

Finalmente, se indican a continuación los resulta-
dos de un cuarto período con las mismas posiciones: 

País 
Saldo 
con la 

agencia 

Pagos 
multi-
latera-

les 

Pagos 
bilate-
rales 

Posi-
ción 
neta 

Entregas Nuevo 
saldo 

a la de Ir con la 
agencia agencia agencia 

A 5 8 0 13 5 
B - 5 - 3 - 3 - 1 1 3 - 5 
C - 5 2 - 4 - 7 4 - 5 
D 0 - 7 7 0 7 0 

Ya en este cuarto período la agencia equilibra sus 
ingresos y egresos. Sus entregas netas en dólares subie-
ron a 5 y a la misma suma llega el saldo neto que le 
adeudan los países participantes. 
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C. Aspectos comunes de ambos sistemas 

1. Crédito multilateral 

41. Al ingresar a la agencia, los miembros concederían 
un crédito permanente. La concesión de este crédito 
no es en esencia un hecho nuevo. Aparte de existir 
en las cuentas bilaterales, en cierto modo existen tam-
bién —cubierto en dólares— en el comercio interlatino-
americano, ya que para facilitar determinadas exporta-
ciones pagaderas en esta moneda suelen otorgarse cré-
ditos comerciales de variado plazo. Además, el país que 
dentro del sistema otorgue un crédito recibiría otro 
en contrapartida. El crédito podría ser de nivel redu-
cido (la determinación del monto resultaría de una ne-
gociación) y por lo demás, su otorgamiento es necesa-
rio si han de alcanzarse los fines de la Zona de Libre 
Comercio. 

En el caso de cualquiera de los dos sistemas —el 
preventivo o el de créditos a posteriori— el crédito re-
cíproco de cada país con la agencia debiera ser esta-
blecido tomando principalmente en consideración la 
magnitud de los desequilibrios estacionales del inter-
cambio tradicional. También habría que proceder con 
sentido de precaución en vista del posible y acaso rápi-
do aumento en las importaciones que podría resultar 
del establecimiento de la Zona. 

¿Cuál podría ser la cuantía de los créditos multi-
laterales? Para facilitar la formación de un criterio al 
respecto puede ser útil el examen del cuadro 1, que re-
presenta los valores del intercambio producido entre 
los siete países interesados en constituir la Zona de 
Libre Comercio. Se distingue entre el intercambio cu-
bierto en dólares y que se realiza por cuentas bilatera-
les. Estos valores permiten adelantar cálculos prelimi-
nares sobre la posible cuantía de los créditos recípro-
cos de cada país con la agencia. 

Cuadro 1 

TRANSACCIONES C O M E R C I A L E S E F E C T U A D A S E N T R E LA A R G E N T I N A , BOLIVIA, E L BRASIL, C H I L E , E L PARA-
GUAY, E L P E R Ú Y E L U R U G U A Y E N 1958 a 

(Valores fob en millones de dólares) 

Exportación Importación Saldos 

Argentina 
Multilateral 7.9 13.2 - 5.3 
Bilateral 115.6 134.4 - 1 8 . 8 (Con Bolivia, el Brasil, Chile, el Uruguay y el Perú) 

Bolivia 
Multilateral — 3.9 — 3.9 
Bilateral 0.2 7.7 — 7.5 (Con la Argentina, Chile y el Uruguay) 

Brasil 
Multilateral 1.9 1.5 0.4 
Bilateral 141.5 89.4 52.1 (Con la Argentina, Chile y el Uruguay) 

Chile 
Multilateral 3.6 29.5 - 2 5 . 9 
Bilateral 28.5 32.9 — 4.4 (Con la Argentina, Bolivia y el Brasil) 

Paraguay 

Multilateral 13.2 9.2 4.0 
Bilateral 0.5 0.5 — (Con Uruguay) 

Perú 
Multilateral 35.0 4.7 30.3 
Bilateral 2.6 11.2 8.4 (Con la Argentina) 

Uruguay 
Multilateral 1.8 1.4 0.4 
Bilateral 10.9 23.7 —12.8 (Con la Argentina, el Brasil, Bolivia y el Paraguay) 

FUENTE; Estadísticas oíicialea de comercio exterior. 
a De acuerdo con las cifras existentes en la CEPAL, el año 1958 es representativo del trienio 1956-58. 
NOTA: La clasificación de las transacciones comerciales en multilateral y bilaterales aproximada. 

42. Un criterio para calcular la posible magnitud de los 
créditos es el que éstos debieran ser suficientes para cu-
brir en dólares el valor de las transacciones realizadas 
durante un trimestre, o sea, que equivaldrían a la cuar-
ta parte del valor del comercio anual del respectivo 
país con la Zona. En cuanto concierne a esa parte de 
los saldos de cuentas bilaterales que vaya a liquidarse 

por intermedio de la agencia, dado que subsistirían los 
créditos establecidos en las cuentas, podría pensarse en 
fijar una proporción más reducida, por ejemplo, el 10 
por ciento del valor del comercio anual en las respecti-
vas cuentas bilaterales. 

De acuerdo con estas ideas, se han hecho los cálcu-
los cuyos resultados se presentan en el cuadro 2. 
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Cuadro 2 

ZONA DE L I B R E C O M E R C I O E N T R E PAISES D E 
A M É R I C A LATINA: C Á L C U L O SOBRE POSIBLE 

M A G N I T U D D E L C R É D I T O M U L T I L A T E R A L 
(Millones de dólares) 

25 por ciento 10 por ciento 
País del comercio del comercio Crédito A a Total B b 

multilateral bilateral 

Argentina . 5.3 25.0 30.3 15.2 
Bolivia . . LO 0.8 1.8 0.9 
Brasil . . . 0.8 23.1 23.9 11.9 
Chile . . . 8.3 6.1 14.4 7.2 
Paraguay . 5.6 0.1 5.7 2.9 
Perú . . . 9.9 1.4 11.3 5.7 
Uruguay. . 0.7 3.5 4.2 2.1 

FUENTE: CEPAL, a base de las cifras del cuadro 1. 
a Los créditos de la columna A se han estimad» para cada país sobre la base 

del 25 por ciento del valor del intercambio realizado en 1958 cu moneda con* 
vertible y el ID por ciento del valor del intercambio en cuentas bilaterales, 

b Los créditos de la columna Q se calcularon con los mismos elementos que en 
el caso de la columna A, pero tomando el promedio del valor de importacio-
nes y exportaciones. 

43. Es interesante comparar los posibles créditos seña-
lados en el cuadro 2 con los saldos del balance comer-
cial del año 1958 entre los países que organizarían la 
Zona, a fin de tener una idea acerca de cuál hubiera 
sido la magnitud de los excedentes liquidables por in-
termedio de la Agencia. Con este fin se presenta el 
cuadro 3, cuyas estimaciones han de mirarse con cierta 
reserva, porque el valor fob de las exportaciones, en 
que hubo que fundarlas, no es del todo representa-
tivo de la situación del balance de pagos, pues faltan 
las cifras correspondientes a servicios y a otros invi-
sibles. Además, como los saldos de las cuentas bilate-
rales serían en primer lugar absorbidos fuera de la 
Agencia por los créditos previstos en ellas, al elaborarse 
el cuadro 3 se adoptó la hipótesis de que una propor-
ción igual al 20 por ciento del valor de esos saldos 
ingresaría a la liquidación multilateral. Por último, cabe 
señalar que para los cálculos fue necesario basarse en 
saldos anuales, en circunstancias que en la práctica la 

Cuadro 3 

ESTIMACIÓN DE COBROS Y PAGOS ORIGINALES 
POR LAS TRANSACCIONES DE 1958 a 

(Millones de dólares) 

País 
Crédito *> 

Saldo c 

Cobros o 
( - ) 

pagos 

A B A B 

Argentina . . 
Bolivia . . . 

. 30 

. 2 
15 

1 
— 9 
— 6 — 4 — 5 

Brasil . . . . . 24 12 14 — — 5 
Chile. . . . . 14 7 — 2 7 — 1 3 — 2 0 
Paraguay. . . 
Perú . . . . 

. 6 

. 11 
3 
6 

4 
28 17 

1 
22 

Uruguay. . . 4 2 — 4 — — 2 

FUENTE: Cálculo a base de las cifras del cuadro 1. 
a Sobre la base del ejemplo del cuadro 2. 
b Véase la nota a del cuadro 2. Los valores han sido redondeados, 
c Los multilaterales, más un 20 por ciento de los bilaterales. 

Agencia efectuaría las liquidaciones en períodos más 
cortos: 60 ó 90 días. Por lo tanto, es muy posible que 
se produzcan desequilibrios estacionales más agudos 
que los reflejados por el saldo anual. 

44. Una vez conocida la magnitud que registrarían los 
créditos recíprocos como resultado de la negociación 
que se efectúe al organizarse el sistema, podrá determi-
narse con precisión el monto máximo del capital o 
fondo de la Agencia. 

Esa falta de sincronización provendría, como se dijo 
antes, del hecho siguiente. Puede ocurrir que varios 
países deudores no hayan sobrepasado en una fecha 
dada el límite de sus créditos y estén así libres de la 
obligación de realizar pagos a la Agencia. Ésta, por su 
parte, podría en la misma fecha verse obligada a efec-
tuarlos a un país acreedor, por haber éste concentrado 
en su saldo positivo todos los déficit de los miembros 
deudores. Con ello habría excedido el nivel de su cré-
dito y quedaría en condiciones de reclamar el cobro del 
excedente. 

El capital o fondo de la Agencia funcionaría en cier-
to modo como el efectivo o encaje de un banco comer-
cial. En el caso de la Agencia, el activo de su balance 
comprendería la masa de dólares de su capital más sus 
créditos contra países deudores. En contrapartida, en el 
pasivo estarían los créditos contra la Agencia de los 
países acreedores y el reconocimiento contable de la 
propiedad de los dólares respecto de los países o insti-
tuciones que los suministraron. Si los movimientos co-
merciales de la Zona se desenvuelven en un marco de 
equilibrio relativo y los saldos de los participantes no 
sobrepasan los créditos establecidos, la Agencia no ex-
perimentará movimiento alguno en su efectivo. En 
cambio, los desequilibrios en un sentido u otro, en cuan-
to sobrepasan el nivel de los créditos, pueden hacer 
disminuir o aumentar el efectivo, dentro de límites 
extremos que pueden calcularse con precisión. 

En esta situación, la hipótesis menos favorable es 
aquella según la cual seis de los siete países integrantes 
de la Zona se encuentren simultáneamente en el límite 
deudor de sus créditos, y el séptimo —el de crédito de 
nivel más reducido— sea acreedor de todos ellos. En 
esta eventualidad, el importe máximo que la Agencia 
habrá de desembolsar será de 87 millones de dólares 
en el caso del cálculo de la letra A y de 44 millones en 
el de la letra B. 

Es muy difícil que tal hipótesis se convierta en rea-
lidad. Las cifras del cuadro 3, elaborado según los 
supuestos anteriores, indican que la Agencia no hubiera 
tenido que realizar ninguna erogación en el caso A 
(ingresos y egresos por 17 millones) y un desembolso 
neto de 2 millones en el caso B (ingreso 25 millones 
y egresos por 27 millones). 

El establecimiento de ciertas condiciones transitorias 
especiales para facilitar la adhesión al sistema de aque-
llos países cuyos saldos dentro del comercio de la Zona 
son constantemente acreedores, ayudaría a evitar un 
fenómeno como el previsto en la hipótesis. 
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2. Situación de las cuentas bilaterales subsistentes 

45. Como se ha expresado, las cuentas subsistentes se 
vincularían al sistema de créditos sea éste preventivo 
o a posteriori, entregando a la liquidación periódica y 
automática efectuada por la Agencia una proporción 
fija del saldo, proporción que se revisaría de tiempo 
en tiempo. 

Es útil considerar la forma en que esta disposición 
afectaría las cuentas que presentan saldos estacionales 
elevados, como la vigente entre la Argentina, y el Bra-
sil, países que mantienen la principal corriente de co-
mercio interlatinoamericano. En esta cuenta tienen 
fuerte gravitación algunos artículos cuyo intercambio 
fluctúa apreciablemente de valor de un año a otro. 
Además las operaciones que originan el intercambio 
de esos artículos se concentran en ciertos períodos de 
cada año. Las oscilaciones más agudas se registran en 
el trigo, cuyo comercio está sometido a dos variables 
principales: el volumen de la producción tanto en la 
Argentina como en el Brasil y la magnitud de las com-
pras de este país en otros mercados. También fluctúa 
acentuadamente el comercio de frutas frescas y maderas. 

Cuadro 4 

SALDOS D E LA C U E N T A E N T R E LA A R G E N T I N A Y 
E L BRASIL AL 31 D E D I C I E M B R E D E CADA AÑO 

(Millones de dólares) 

Saldo a 
Diferencia con 
el año anterior 

1955 + 10.1 
1956 - 1 2 . 1 22.2 
1957 - 1 5 . 8 3.7 
1958 + 19.2 35.0 

FUENTE: CEPAL, a base de informaciones suministradas por EL Banco Central de la 
República Argentina y la Superintendencia do Moneda y Crédito del 
Brasil. 

a Los 6¡gnos se refieren a la posición del Brasil. 

El cuadro 4 indica el saldo de la cuenta de pagos 
argentino-brasileña al cierre de cada uno de los últimos 
cuatro años. Se observa que el balance de pagos entre 
ambos países registró en el conjunto del período osci-

laciones por un total de 61 millones de dólares, alcan-
zando en un solo año un desequilibrio de 35 millones 
de dólares. 

Esas oscilaciones tan marcadas tienden a equilibrar-
se, pero en plazos muy largos. Por este motivo, la Ar-
gentina y el Brasil han establecido un crédito recíproco 
ilimitado en su cuenta de pagos, eliminando así para 
ambos el riesgo de verse en el caso de desviar dólares 
para el financiamiento de su intercambio. 

Situaciones como la descrita explican la cautela con 
que en algunos medios se hace frente a la eventual 
modificación del régimen de pagos vigente entre algu-
nos países latinoamericanos y la preocupación por lle-
gar gradualmente hacia la multilateralidad y la conver-
tibilidad. Se da así tiempo para que el incremento del 
tráfico de artículos como los manufacturados —cuyo 
intercambio puede llegar a ser más regular y constante 
que el de productos primarios ahora predominante— 
imprima cierta estabilidad a las respectivas corrientes 
comerciales. 

3. Créditos y medios de pagos internos 

46. ¿En qué medida tendrían consecuencias inflacio-
narias para cada país los créditos acordados dentro del 
sistema, sean éstos de carácter preventivo o a posteriori? 

Como se sabe, el efecto monetario expansivo de 
una exportación realizada a crédito es de hecho idén-
tico al originado por otra cuyo valor se recibió en dóla-
res que pasaron a aumentar las reservas de divisas del 
país exportador. Dicho en otras palabras, el efecto 
expansivo depende de la posibilidad de aplicar a nue-
vas importaciones los recursos obtenidos por las expor-
taciones, lo cual se facilitaría dentro del sistema por la 
participación del mayor número posible de países. 

El efecto monetario expansivo de los créditos que 
requeriría el sistema de la Agencia puede considerarse 
más bien reducido, si se relaciona su eventual magnitud 
con el volumen de medios de pagos internos de los 
países interesados en la formación de la Zona. Los po-
sibles créditos significarían, de acuerdo con los cálculos 
preliminares de este trabajo, entre 0.9 y 1.8 por ciento 
de los medios de pago del conjunto de países. 

IV. APRECIACIONES FINALES 

47. En este trabajo se han reseñado dos posibles siste-
mas de créditos multilaterales y de liquidación perió-
dica de las transacciones entre los países participantes. 

Las diferencias principales entre ambos sistemas 
pueden resumirse como sigue: 

a) Para las transacciones que se realicen a través 
de cuentas bilaterales, no existe ninguna dife-
rencia entre uno y otro sistema. En los dos casos, 
una proporción de los saldos bilaterales se liqui-
daría en forma multilateral y el excedente neto 
que resulte sería incorporado a la posición gene-
ral de cada participante, a fin de ser sometido 

a las reglas de liquidación que hubieren sido 
convenidas; 

b) En los casos en que las transacciones se realicen 
en dólares, la aplicación de uno u otro sistema 
sería diferente: i) en el sistema de créditos pre-
ventivos, los países con superávit concederían un 
crédito interno a los países deficitarios, por la 
duración de cada período contable, es decir por 
60 ó 90 días de intervalo entre las liquidaciones 
de la agencia. Este crédito interino es completa-
mente distinto —en su esencia— y adicional a los 
convenidos multilateralmente con la Agencia. 
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Su monto sería, como es lógico, igual a la cuan-
tía del excedente sobre el crédito multilateral 
registrado a lo largo del período contable; ii) en 
el otro sistema (créditos a posteriori) no existiría 
ese crédito interino. 

48. Desde el punto de vista operativo también existi-
rían algunas diferencias entre ambos sistemas: 

i) En cuanto a las transacciones diarias, para los 
pagos en dólares —dentro del sistema a poste-
riori— los bancos comerciales procederían como 
es habitual mediante cartas de crédito, órdenes 
de pago o letras, con imputación a las cuentas 
que entre sí mantienen los bancos corresponsales 
y con liquidaciones sobre la plaza de Nueva York 
o la que se utilice a tales fines. Por otro lado, 
en el sistema de pagos que acompañaría al régi-
men de créditos preventivos, las operaciones en-
tre bancos comerciales se harían sin otra dife-
rencia que la originada en el procedimiento para 
las liquidaciones entre corresponsales, las cuales 
se harían contra los respectivos bancos centrales; 

ii) En uno u otro sistema sería necesario un cómpu-
to preciso de las transacciones a fin de establecer 
el saldo entre pagos y cobros. En ambos casos, 
este cómputo podría descentralizarse, de modo 
tal que los bancos centrales recibieran de los 
bancos comerciales solamente el saldo final de 
las operaciones de cada uno de ellos con sus co-
rresponsales de la Zona. En un caso, claro está, 

los bancos centrales tomarían esos saldos contra 
pago y cobro según corresponda, en la moneda 
local. En el otro, en cambio, solamente tendrían 
un valor estadístico, a fin de obtener el resultado 
final de los pagos y cobros realizados efectiva-
mente durante cada período contable; 

iii) Las cuentas que en uno u otro sistema man-
tenga cada Banco Central con la Agencia serían 
también similares en cuanto a que ellas refleja-
rían la posición de cada país frente al conjunto 
de los otros participantes en la Zona. Según un 
sistema, cada país iría girando contra esa cuenta 
los importes resultantes de sus transacciones dia-
rias mientras que según el otro, sólo volcaría al 
cierre de cada período contable los resultados de 
la liquidación periódica, pero en ambos casos 
se incorporaría periódicamente la porción de sal-
dos bilaterales que se hubiera acordado transfe-
rir a la Agencia para su liquidación multilateral. 

49. Cualquiera de las dos fórmulas esbozadas, o alguna 
otra de parecida índole, proporcionaría las facilidades 
crediticias requeridas para afrontar sin vacilaciones el 
programa de liberación comercial, y al mismo tiempo 
encaminaría los pagos de la Zona hacia las condiciones 
de uniformidad y convertibilidad que se consideran 
necesarias. Los propios países habrán de examinar los 
aspectos positivos y negativos de cada sistema a la luz 
de sus intereses y posibilidades, dentro del común pro-
pósito de alcanzar los fines buscados por la Zona de 
Libre Comercio. 
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CONSIDERACIONES ACERCA DEL SISTEMA DE CRÉDITOS RECÍPROCOS EN 
LA ZONA DE LIBRE COMERCIO * 

En conversaciones que representantes de la Secretaría 
de la Comisión Económica para América Latina 
(CEPAL) mantuvieron en Washington durante noviem-
bre último con funcionarios del Fondo Monetario Inter-
nacional, así como con representantes del Gobierno de 
los Estados Unidos vinculados con el Fondo, se explicó 
la significación y el alcance de las dos alternativas que 
acerca de un sistema de créditos recíprocos ha propuesto 
dicha Secretaría a los gobiernos participantes en la pró-

xima reunión de bancos centrales de Montevideo.1 

A continuación se resumen los puntos más importantes 
que fueron esclarecidos en las mencionadas conversa-
ciones de Washington, así como algunas reflexiones 
acerca de ellos. 

* Esta sección complementa la inmediatamente anterior. F u e redac-
tada el 14 de diciembre de 1959 y presentada a la reunión de bancos 
centrales celebrada en Montevideo en enero de 1960. 

i Véase supra, "Pagos y créditos en la zona de libre comercio pro-
yectada por países de América Latina". 

1. El establecimiento de un sistema de créditos recí-
procos para la proyectada Zona de Libre Comercio no 
obedece a consideraciones relacionadas con el balance 
de pagos. Es indiscutible que el equilibrio de éstos 
ha de buscarse de modo global y no en forma bilateral 
o con respecto a un grupo de países. El propósito que 
se persigue no es equilibrar los pagos, sino estimular 
una vigorosa política de liberalización del comercio en-
tre los países integrantes de la Zona. Entre tales países, 
la mayoría de los que ya alcanzaron la convertibilidad 
lo han logrado aplicando fuertes recargos o depósitos 
previos para restringir las importaciones. En la impo-
sición de estas restricciones han influido decisivamente 
razones generales que tenen que ver con el balance de 
pagos. 

En la práctica y aparte de lo que pudiera hacerse 
a través de negociaciones en el Acuerdo General de 
Aranceles y Comercio (GATT), no sería concebible un 
acuerdo de liberalización destinado a eliminar esas 
restricciones con el resto del mundo en general, a cam-
bio de concesiones de efecto equivalente. Pero sí es 
concebible hacerlo entre los países latinoamericanos, 
pues el aumento de importaciones provocado en cada 
uno de ellos por dicha política de liberalización iría 
acompañado por el efecto que las medidas de liberali-
zación aplicadas por los demás países tendrían sobre 
sus propias exportaciones. Es este un campo promisor 
de expansión del intercambio. 

Es de pensar que ningún país adoptaría una política 
de liberalización como la señalada si no hubiera reci-
procidad. Por lo demás, el principio de reciprocidad fue 
claramente definido por los gobiernos en el Proyecto 
de Tratado de la Zona de Libre Comercio aprobado 
en Montevideo. 

No se justificaría traer desde países de la Zona y 
pagar en dólares importaciones que por escasez de esta 
moneda no se realizan ahora desde el resto del mundo. 

I 

En cuanto a las exportaciones que ahora se realizan y 
que provienen del resto del mundo: ¿qué objeto tendría 
dejarlas de adquirir allí y traerlas desde la zona, si ha-
bría que pagarlas también con dólares que son escasos? 
Si tales importaciones no se pagaran con exportaciones 
adicionales la desviación hacia la zona no sería venta-
josa pues las importaciones desde el resto del mundo 
suelen ser comercialmente más atractivas. 

Recuérdese en qué consiste esencialmente el princi-
pio de reciprocidad. Los países de la Zona se proponen 
expandir su intercambio para acelerar el desarrollo eco-
nómico. Si un país aumenta sus importaciones desde 
los otros, estimula el desarrollo de éstos y en consecuen-
cia cabe esperar que los demás estimulen su propio 
desarrollo adquiriéndole mayores exportaciones. Nada 
hay en esto que difiera esencialmente del principio de 
reciprocidad tal como se observa tradicionalmente en 
toda negociación de tratados comerciales. 

2. En las conversaciones de Washington se hicieron 
dos observaciones al principio de reciprocidad conte-
nido en el Proyecto de Tratado. La principal fue que 
la simple correlación entre el aumento de importacio-
nes y exportaciones no significa necesariamente equiva-
lencia de ventajas. En efecto, un país podría aumentar 
sus exportaciones de artículos para cuya colocación 
dentro de la Zona no es necesario obtener preferencias 
o sólo en escaso grado, y a cambio de ello recibir im-
portaciones que sólo podrían realizarse si se les con-
cede una acentuada preferencia. 

Ante esta observación cabe manifestar que situa-
ciones como la mencionada tienen que ser materia de 
negociación. Si un país exporta sin dificultad ciertos 
artículos al mercado mundial, puede no necesitar 
preferencias para colocarlos dentro de la Zona. Por 
lo tanto, a las exportaciones hechas así sin necesi-
dad de preferencias no habría motivo para aplicar-
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les el principio de reciprocidad. Éste, según lo esta-
blecido en el Proyecto de Tratado, no se aplicaría 
más que a los artículos que disfrutan de tales prefe-
rencias. 

Por lo demás, cada país podrá elegir los productos 
en que le interesa otorgar preferencias y lo hará en el 
grado y medida en que pueda obtenerlas de los otros 
países de la Zona. Así, la aplicación del principio de 
reciprocidad, lejos de ser automática, dependería de la 
negociación entre las partes contratantes. 

La segunda observación fue que el principio de reci-
procidad podría conducir a situaciones arbitrarias. En 
efecto un exceso persistente de exportaciones sobre im-

portaciones acaso es el resultado de factores naturales 
que habría que respetar. 

¿Pero a qué se llama factores naturales y cuáles son? 
¿Podría hablarse propiamente de ellos cuando el régi-
men arancelario —resultante de una determinada polí-
tica— obstaculiza las importaciones? Desde luego que 
no. Si al amparo de las concesiones recibidas de los 
demás un país desarrolla cierto exceso persistente de ex-
portaciones a la Zona, parecería lógico que acelerase su 
política de liberalización a fin de aumentar sus impor-
taciones desde la misma Zona. Ésta es precisamente 
la forma en que se concibió la aplicación del principio 
de reciprocidad en el Proyecto de Tratado. 

3. En relación con el sistema de créditos recíprocos, 
se hizo resaltar los dos aspectos esenciales siguientes: 

a) Por un lado, los países que a raíz de la política 
de liberalización desarrollen un exceso de importacio-
nes desde la Zona deberían disponer de créditos hasta 
un límite preestablecido que les permitan absorber el 
posible impacto desfavorable de tal política, asegurán-
dose así un plazo adecuado para que la liberalización 
aplicada por los otros países haga sentir también sus 
efectos sobre las exportaciones de aquellos. De no exis-
tir tal crédito, razones de prudencia aconsejarían a los 
países proceder con toda cautela en su política de libe-
ralización, a fin de no crear nuevos problemas en sus 
pagos exteriores. 

b) Por otro lado, los países que desarrollen un ex-
ceso de exportaciones deberían conceder créditos a los 
países importadores dentro de límites también preesta-
blecidos. 

Es indudable que si estos últimos países acreedo-
res, sin acordar crédito alguno, recibieron inmediata-
mente el pago de su exceso de exportaciones, no ten-
drían gran interés en tomar prontas medidas para 
acelerar su política de liberalización. Pero si tuvieran 
que conceder un crédito y éste fuera movilizable dentro 
de la Zona para realizar más importaciones, se genera-
ría un fuerte estímulo a la liberalización. 

4. No parecería haber ninguna objeción fundamental 
a estos dos principios, que se inspiran en razones de 
política comercial y no de política de pagos. Las obje-
ciones conciernen más bien a la forma de su aplica-

I I 

ción. Se insistió mucho acerca de la conveniencia de 
no otorgar en forma automática créditos a los países 
deudores. Tales créditos, se dijo, deberían ser el resul-
tado de una negociación. Se desearía que los créditos 
sólo se concedan cuando fuera indispensable en virtud 
del deterioro del balance de pagos global y siempre que 
ello no conspire contra la política de contención mone-
taria que un país debiera seguir para lograr el equili-
brio de dicho balance. 

Sin embargo, no deja de verse que la certidumbre 
de tener un crédito disponible contribuirá a que los 
países vayan tan lejos como crean posible en su política 
de liberalización y que la falta de automaticidad, por 
lo menos en los primeros tiempos, podría comprometer 
seriamente la amplitud y eficacia de tal política. 

No cabe duda que los gobiernos tendrán que pesar 
cuidadosamente estas razones, en uno y otro sentido, 
antes de escoger la solución definitiva en un aspecto 
tan importante. 

5. También se señaló la conveniencia de dar menos 
automaticidad a los créditos que concederían los países 
acreedores. Se ha sugerido al respecto que el crédito 
podría liquidarse cuando el país acreedor demuestre 
que la falta de correspondencia entre importaciones y 
exportaciones no se debe a su propia política, sino a 
la de los deudores. ¿Hasta qué límites podría llegarse 
en el empleo de esta facultad? Ello dependerá, desde 
luego, del grado de automaticidad de los créditos con-
cedidos a los deudores, pues se trata de dos aspectos 
de un mismo problema íntimamente ligados entre sí. 

I I I 

6. Quedó subrayado en las discusiones que lo esencial 
es disponer de un sistema de créditos que facilite la 
liberalización dentro del área, siempre a través de la ex-
pansión del intercambio y no contrayéndolo. 

Si este criterio es aceptado, la elección del sistema 
de créditos dependerá sobre todo de consideraciones 
prácticas. En el informe enviado por la Secretaría de 
la CEPAL a los respectivos Gobiernos se ofrecen con 

carácter alternativo dos fórmulas: una inspirada en 
algunos aspectos del mecanismo de la Unión Europea 
de Pagos y la otra tomando en cuenta ciertos elemen-
tos del Convenio Monetario Europeo que la sucedió. 

La primera fórmula encontró fuertes objeciones. 
Haría necesario anotar en registros contables todas las 
operaciones de intercambio de cada país con los demás 
de la Zona. Se teme que tal régimen podría contribuir 
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a perpetuar el bilateralismo en los países que aún no 
han logrado eliminarlo o a reimplantarlo en aquellos 
que ya lo abandonaron. Para conjurar este riesgo se 
desea evitar cualquier sistema de cuentas. 

No puede negarse que existe este riesgo, si bien 
cabe recordar que la experiencia europea de la Unión 
de Pagos contribuyó a liquidar el bilateralismo, no a 
perpetuarlo. Los factores determinantes del bilateralis-
mo no son las cuentas, pues antes no existían, sino 
fenómenos de otra naturaleza que precisamente se trata 
de corregir con la política de liberalización y reciproci-
dad dentro de la Zona de Libre Comercio. 

Hay además otra preocupación: la variabilidad del 
tipo de cambio en el curso de las operaciones diarias 
podría dar lugar a maniobras especulativas que sólo po-
drían evitarse concentrando todas las operaciones en el 
banco central del respectivo país, lo cual sería contrario 
a la rapidez y simplicidad de trámite de que se desea 
dotar a estas operaciones. 

7. Anticipándose a preocupaciones como las señaladas, 
el informe de la Secretaría presenta también una fórmu-
la alternativa que las operaciones dentro de la Zona se 
liquidarán a diario en dólares. Periódicamente los países 
que según un cómputo estadístico hubiesen resultado 
con superávit, debido a la liberalización tendrían que 
depositar los dólares recibidos hasta cierta cantidad 
preestablecida. Estos recursos se pondrían a disposición 

de los países deficitarios, en forma de préstamos. Se eli-
minaría así por completo el dólar de cuenta, implícito 
en la fórmula anterior. 

Al lado de esta ventaja, dicha fórmula tiene el in-
conveniente —según se nos ha señalado— de que un 
banco central podría verse obligado a adquirir dólares 
en el mercado a fin de realizar el depósito referido 
mientras el superávit a su favor no habría dado lugar 
al ingreso de dólares en su posición de divisas. Sin 
embargo, en la medida en que los países del área deci-
dan no hacer automáticos los reembolsos y depósitos 
mencionados el inconveniente señalado —si lo es— po-
dría ser reducido o eliminado. 

8. No cabe duda que la tendencia hacia el restableci-
miento de la convertibilidad tiene gran importancia. 
Sin embargo, debe acompañarla una amplia política 
de liberalización entre los países de la Zona. Cuanto 
más aumente el número de integrantes de ésta, más 
efectiva podrá ser dicha política y tanto mejor podrá 
cumplirse el principio de reciprocidad. 

La política de liberalización es un complemento 
indispensable del restablecimiento de la convertibilidad 
y en un sistema de créditos recíprocos nada hay ad-
verso a la implantación de esa convertibilidad. Por el 
contrario, el buen éxito de la política de liberalización, 
estimulado por el sistema de créditos recíprocos, contri-
buiría al afianzamiento definitivo de la convertibilidad. 
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INFORME QUE LA REUNIÓN DE REPRESENTANTES GUBERNAMENTALES DE BANCOS CENTRALES 
ELEVA A LA SEGUNDA REUNIÓN DE LA CONFERENCIA INTERGUBERNAMENTAL PARA EL 

ESTABLECIMIENTO DE UNA ZONA DE LIBRE COMERCIO ENTRE PAISES DE 
AMÉRICA LATINA * 

I N T R O D U C C I Ó N 

1. Este informe resume las conclusiones alcanzadas por 
la Reunión de Representantes Gubernamentales de 
Bancos Centrales que se celebró en Montevideo, Uru-
guay, en enero de 1960. La reunión tuvo su origen en 
la resolución 3, adoptada en la Primera Reunión de la 
Conferencia Intergubernamental para el Establecimien-
to de una Zona de Libre Comercio entre Países de 
América Latina (Montevideo, 16-30 de septiembre 
de 1959). 

2. La resolución mencionada —luego de tomar en cuen-
ta que las delegaciones asistentes a esa conferencia in-
formaron sobre los regímenes de pagos vigentes en sus 
respectivos países y formularon consideraciones acerca 
de la forma que seria más adecuada para realizar los 
pagos de la Zona— considera que de esas exposiciones 
han surgido aspectos especiales que conviene examinar 
en forma exhaustiva. En consecuencia, dispone la cele-

bración de una reunión de representantes del más alto 
nivel técnico de los Bancos Centrales de los países que 
negocian la formación de la Zona de Libre Comercio. 
Asimismo, solicita a la Comisión Económica para Amé-
rica Latina de las Naciones Unidas (CEPAL) y al Fondo 
Monetario Internacional (FMI) la realización de estu-
dios especiales sobre el problema de los pagos en el 
interior de la proyectada Zona de Libre Comercio y sus 
posibles soluciones. La resolución invita a los Bancos 
Centrales de los demás países de América Latina, con 
carácter de observadores y, finalmente, solicita a la 
C E P A L la organización de la reunión y la invita, así 
como al FMI, a prestar asistencia técnica durante su 
desarrollo. 

* Este informe, redactado en forma provisional para conocimiento 
de sus destinatarios, se transcribe a continuación sin revisión alguna 
dado el interés de su contenido. 

I . R E U N I Ó N D E R E P R E S E N T A N T E S G U B E R N A M E N T A L E S D E B A N C O S C E N T R A L E S 

A . ASISTENCIA Y ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO 

Sesión de apertura 

3. La reunión se inauguró el 12 de enero de 1960 en la 
Sala de Gerentes del Banco de la República Oriental 
del Uruguay, institución que concedió generosamente 
todas las facilidades necesarias para el buen éxito de la 
conferencia. En la sesión de apertura pronunció un 
discurso el señor Mateo Magariños de Meló, Presidente 
de la Conferencia Intergubernamental para el Estable-
cimiento de una Zona de Libre Comercio entre Países 
de América Latina. A continuación, el Excelentísimo 
señor Homero Martínez Montero, Ministro de Relacio-
nes Exteriores del Uruguay, y el señor Felipe Gil, Pre-
sidente de la Delegación del Uruguay, hicieron uso de 
la palabra. En nombre de las delegaciones asistentes, 
habló el señor Luis Mackenna, Presidente de la Dele-
gación de Chile. Después de elegida la mesa, hizo una 

exposición de carácter técnico el señor Raúl Prebisch, 
Director Principal a cargo de la Secretaría Ejecutiva de 
la CEPAL, y luego habló el señor Herbert K. Zas-
senhaus, representante del Fondo Monetario Interna-
cional. 

Composición y asistencia 

4. Asistieron a la reunión representantes de la Argen-
tina, Bolivia, el Brasil, Chile, el Paraguay, el Perú y el 
Uruguay y observadores de los Bancos Centrales de Co-
lombia, el Ecuador y México, así como de la Junta de 
Gobernadores del Sistema de la Reserva Federal de los 
Estados Unidos, de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina de las Naciones Unidas, del Fondo Mone-
tario Internacional, de la Organización de los Estados 
Americanos, y del Consejo Interamericano de Comercio 
y Producción. La lista de participantes es la siguiente: 
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Representantes gubernamentales 

Argentina 
Alberto H. Mage, Gerente de Cambios del Banco 

Central 
Rodolfo Korenjak 
Teodoro A. Fernández 
Asesor: Aníbal Silva Carretón 

B olivia 
Mario Ojara Agreda, Asesor General del Ministerio de 

Relaciones Exteriores 
Hugo Ortiz Justiniano 
Claudio Calderón 
Luis Viscarra 

Brasil 
Herculano Borges da Fonseca, Jefe del Departamento 

Económico de la Superintendencia de Moneda y 
Crédito 

Paulo Cabral de Mello 
Emane Galveas 
Alcides P. Costa 
Lázaro Báuman das Neves 
Irlio Octavio de Figueiredo Pessoa 
J. O. Knaack de Souza. (Observador) 

Chile 
Luis Mackenna, Gerente General del Banco Central 
Eduardo Morgan 

Paraguay 
Juan Félix Morales, Director del Banco Central 
Julio Sanabria 

Perú 

Emilio Foley, Gerente General del Banco Agropecuario 
José Morales Urresti 
Rodolfo León Carrera 

Uruguay 

Felipe Gil, Director del Banco de la República 
Antonio Odicini Lezama 
Crisólogo Brotos 
Mario H. Maldini 
Romeo Maeso Sueiro 
Luis I. Carlevaro 
Julio C. Solsona Flores 
Washington E. Demaría 
Alberto Casal 
Alberto Morillo Otero 
Juan C. Arrosa 
Juan A. Eguiluz 
Juan C. Mussio 

Asesores 

D. Flaubiano Simoens Arce 
Luis G. Panizza 
Gilberto Boasso 
Raúl H. Torre 
Fernando Oliú 
Washington E. Souto 
Mario Bucheiii 
Justo B. Otegui 

Observadores gubernamentales 

Colombia 
Rodrigo Botero, Asesor Económico del Banco de la 

República 
Ecuador 

José María Avilés Mosquera, Director del Departa-
mento de Cambios del Banco Central 

México 

Octaviano Campos Salas, Gerente del Banco de México 
Sergio Luis Cano 

Panamá 

Fernando Díaz, Subgerente del Banco Nacional 

Representantes de diversas organizaciones nacionales e internacionales 

Comisión -Económica para América Latina 
de las Naciones Unidas 

Raúl Prcbisch, Director Principal 
Esteban Ivovich, Director de la División de Política 

Comercial 
Alberto Solá, Economista de la División de Política 

Comercial 
Julio Valdés, Secretario Adjunto de la Comisión 

Organización de los Estados Americanos 
Phillip Glaessner, Subdirector del Departamento de 

Asuntos Económicos y Sociales 

Asesores 
Michael Zuntz 
Fernando Fugazot 

Fondo Monetario Internacional 

Herbert K. Zassenhaus 
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Consejo Interamericano de Comercio y Producción 
(C.Í.C.Y.P.) 

Carlos Sanguinetti, Vicepresidente continental 
José M^ Roca Sienra, Asesor de la Sección Uruguaya 

Junta de Gobernadores del Sistema de la Reserva 
Federal de los Estados Unidos 

Ivés Maroni, Economista de la División de Finanzas 
Internacionales 

Autoridades 

5. La reunión eligió la siguiente Mesa: 
Presidente: Felipe Gil (Uruguay) 

Vicepresidentes: Alberto H. Mage (Argentina) 
Herculano Borges da Fonseca (Brasil) 

Secretaría 

6. La Secretaría General fue desempeñada por la Se- América Latina, y estuvo a cargo del señor Esteban 
cretaría Ejecutiva de la Comisión Económica para Ivovich. 

B. ' 

7. La reunión aprobó el siguiente temario: 

1. Exposiciones iniciales. 

2. Elección de la Mesa. 

3. Aprobación del temario. 

4. Posibles sistemas de crédito y pagos. 

5. Debate general. 

6. Aprobación del Informe y conclusiones que se 
elevarán a la Segunda Reunión de la Conferencia 
para el Establecimiento de una Zona de Libre 
Comercio entre Países de América Latina. 

Documentación: 

"Pagos y créditos en la Zona de Libre Comercio 
proyectada por países de América Latina." 
Memorándum acerca del "Sistema de créditos recí-
procos en la Zona de Libre Comercio proyectada 
por Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay, Perú 
y Uruguay". 
"Nuevas consideraciones acerca del sistema de cré-
ditos recíprocos en la Zona de Libre Comercio." 
"Problemas de pagos entre los países que proponen 
formar una zona latinoamericana de libre comercio 
y su posible solución" (Informe del Fondo Mone-
tario Internacional). 

II. CONCLUSIONES 

9. Como resultado de las deliberaciones, los represen-
tantes de los bancos centrales de los países participantes 
llegaron a las siguientes 

Conclusiones de la Reunión de Representantes 
Gubernamentales de Bancos Centrales, que se 

elevan a la consideración de la Conferencia 
Intergubernamental para el establecimiento 
de una Zona de Libre Comercio entre países 

de América Latina 

Representantes Gubernamentales de Bancos Centrales 
de la Argentina, Bolivia, el Brasil, Chile, el Paraguay, 
el Perú y el Uruguay, se reunieron en Montevideo en-
tre los días 12 y 19 de enero de 1960 en virtud de la 
resolución número 3 de la primera reunión de la Con-
ferencia Intergubernamental para el Establecimiento 
de una Zona de Libre Comercio entre Países de Amé-
rica Latina. 

La reunión analizó la materia relacionada con los 
diferentes sistemas de pagos —de cuentas bilaterales y 
monedas convertibles— existentes en el área y la forma 
en que por medio de créditos podría ser facilitada la 

consecución de los fines económicos perseguidos por 
la creación de la Zona. 

En el curso de las discusiones se efectuaron impor-
tantes esclarecimientos sobre aspectos fundamentales de 
los problemas debatidos y se establecieron orientaciones 
de positiva utilidad, que permiten proseguir en sucesivas 
etapas las labores tendientes a alcanzar soluciones que 
respondan a las exigencias dinámicas de la Zona de Li-
bre Comercio. Las conclusiones a que al respecto llegó 
la Reunión son las siguientes: 

1. En el plano de los pagos el objetivo por alcanzar 
es el de la libre convertibilidad monetaria; 

2. La coexistencia de los diferentes sistemas de pa-
gos y créditos que rigen en el área no impide 
poner en funcionamiento la Zona de Libre Co-
mercio, que es designio firme de los países repre-
sentados en la Reunión; 

3. En la Zona de Libre Comercio deben evitarse las 
discriminaciones que pudiesen resultar de la co-
existencia de diferentes regímenes de pagos y 
créditos; 
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4. Para que la Zona de Libre Comercio alcance ple-
namente sus objetivos, es conveniente facilitar el 
uso más amplio posible de créditos apropiados 
para financiar las transacciones intrazonales. Con 

este fin, es aconsejable proseguir los estudios so-
bre posibles sistemas de pagos y créditos, para 
cuyo objeto se considerarán las observaciones y 
puntos de vista emitidos en la Reunión. 
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1 

EL SISTEMA DE CRÉDITOS RECÍPROCOS PARA LA ZONA DE LIBRE COMERCIO * 

Consideraciones de la Secretaría Ejecutiva de la 
CEPAL acerca de la Reunión de Representantes 

Gubernamentales de Bancos Centrales 

Las discusiones de Montevideo lian dejado libre el ca-
mino para llegar a un sistema de créditos que responde 
a las exigencias de la Zona de Libre Comercio. Se ha 
visto a través de ellas que en tal sistema no hay nada 
que contraríe el principio de la convertibilidad ni cual-
quier otro sano principio monetario. Sin embargo, se 
han expresado ciertas aprensiones acerca del estableci-

miento de una Agencia responsable de las operaciones 
de crédito entre los países de la Zona, no ya fundadas 
en razones de principios, sino en consideraciones acerca 
de las consecuencias que pudieran derivarse si ella no 
fuera bien manejada. En este sentido las discusiones de 
Montevideo fueron también muy esclarecedoras. 

* Las páginas que siguen sólo circularon originalmente entre los asis-
tentes a la segunda reunión de la Conferencia Intergubernamental para 
el establecimiento de una zona de libre comercio entre países de Amé-
rica Latina. 

I. EL PRINCIPIO ESENCIAL DE LA RECIPROCIDAD 

Equivalencia de ventajas en el intercambio 

Los gobiernos interesados en la formación de la zona 
de libre comercio encomendaron a la Secretaría Ejecu-
tiva estudiar un sistema de créditos adecuado a la zona 
de libre comercio que trata de formarse. No podría 
proyectarse en abstracto este sistema, sin estrecha rela-
ción al objetivo que esta zona persigue. El objetivo 
fundamental es crear corrientes adicionales de intercam-
bio entre los países latinoamericanos, que, al promover 
la especialización industrial, y una más activa concu-
rrencia dentro de la zona, así como el mejor aprovecha-
miento productivo de la tierra, contribuyan a acelerar el 
ritmo del desarrollo económico. 

Esta formación de corrientes adicionales de inter-
cambio no tendría por qué afectar el comercio con el 
resto del mundo. El volumen de éste depende de la de-
manda exterior, especialmente de los grandes centros 
industriales y de la aptitud para satisfacer esta demanda 
por los países latinoamericanos, evitando ciertos errores 
de política económica que malograron posibilidades de 
exportar en el pasado reciente. 

Para conseguir el objetivo señalado, el Tratado que 
se proyecta crea un sistema preferencial dentro del cual 
habrán de realizarse negociaciones para rebajar y elimi-
nar derechos y restricciones entre las partes contratantes. 
En tales negociaciones, es obvio, cada país procurará 
lograr equivalencia entre las ventajas que otorgue a los 
otros y las que de ellos reciba. Sin embargo, por grande 
que sea el cuidado y la sagacidad que se despliegue en 
estas negociaciones, no será posible cuantificar anticipa-
damente los resultados de estas ventajas recíprocas. Por 
ello se ha creído conveniente establecer en el proyecto 
un procedimiento de corrección, de sucesivos ajustes, 
para lograr una reciprocidad efectiva. 

Antes de explicar este procedimiento conviene hacer 
una aclaración acerca de la índole de los productos del 

intercambio. Por un lado, en una primera categoría 
están los productos de exportación relativamente fácil 
en el mercado internacional, que los países contratantes 
no tendrán interés especial en desviar hacia la Zona 
mediante el régimen de preferencias. Y por otro, la ma-
yor parte de los productos que ahora se comercian entre 
los países latinoamericanos, así como los productos in-
dustriales que podrían dar lugar a corrientes cada vez 
más amplías de intercambio recíproco. Es esta segunda 
categoría de productos la que será objeto de negociacio-
nes dentro del régimen preferencial. 

La primera categoría se refiere a unos pocos produc-
tos de exportaciones tradicionales. En la mayor parte 
de estas exportaciones tradicionales, como es sabido, la 
demanda del resto del mundo crece en forma relativa-
mente débil y el desarrollo de la demanda latinoameri-
cana abrirá nuevas perspectivas de incremento de la 
producción, que sólo podrán aprovecharse intensamente 
dentro de un régimen preferencial. 

Forma de lograr la equivalencia en la práctica 

Para apreciar en la práctica los efectos de las ventajas 
que los países se hubieran concedido recíprocamente, 
no hay otra medida que el crecimiento de las exporta-
ciones e importaciones de cada país de la zona en todos 
aquellos productos sujetos al régimen preferencial. El 
procedimiento establecido en el proyecto de Tratado 
se propone conseguir que los países que tuvieran un 
exceso persistente de exportaciones de los artículos en 
cuestión hacia los otros países de la zona, aceleren la dis-
minución o eliminación de derechos y restricciones a 
fin de facilitar la evolución de aquellos que están en 
una situación inversa, o sea que tienen un exceso persis-
tente de importaciones. Por supuesto que cada país, 
para cumplir los objetivos del Tratado, deberá trazar su 
programa de rebaja o eliminación de derechos y restric-
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dones, a fin de poder negociar ventajas recíprocas en el 
seno del Comité de Gobiernos que se crea de acuerdo 
con el proyecto. Cuando hubiere exceso persistente de 
exportaciones habrá que avanzar con más celeridad en 
el cumplimiento de este programa. Acaso conviniera 
establecer en el Tratado esta medida complementaria: 
que si ello no fuera suficiente, el país con exceso persis-
tente de importaciones podría retardar el ritmo de re-
ducción y eliminación de derechos y restricciones. 

El estímulo recíproco al desarrollo económico 

El hecho que la reciprocidad se establezca en relación 
a los productos sobre los cuales se hubieran acordado 
ventajas con exclusión de otros, es prueba evidente de 
que el principio de reciprocidad no responde a conside-
raciones de balance de pagos sino de política comercial. 

¿Cuáles son estas consideraciones de política comer-
cial? Se dijo anteriormente que el objeto fundamental 
de la Zona de Libre Comercio es contribuir a la acelera-
ción del crecimiento económico. El aumento de las 
exportaciones que un país logre a favor de las concesio-
nes recibidas estimula su desarrollo económico, y este 
país ha de corresponder a ello dando a los otros un es-
tímulo similar, mediante el crecimiento de sus propias 
exportaciones. Si no fuera así: ¿qué ventajas tendría la 
zona de libre comercio para un país que acreciente sus 
importaciones de los otros a raíz del régimen preferen-
cial sin lograr lo mismo en sus exportaciones? Más aún, 
no sólo no habría ventajas sino que posiblemente las 
consecuencias de esa falta de equivalencia serían des-
ventajosas para el país en cuestión, pues debería pagar 
la diferencia entre exportaciones e importaciones con 
dólares que pudo haber empleado más convenientemen-
te en realizar importaciones desde el resto del mundo. 

La reciprocidad con el resto del mundo 

Explicada la razón de ser del principio de reciprocidad, 
cabría preguntarse por qué se ha de extender solamente 
a los países de la Zona Libre de Comercio y no al resto 
del mundo. Hay una diferencia fundamental en cuanto 
a posibilidades de exportación. Entre los países latino-
americanos estas posibilidades son considerables, tanto 
en los productos de exportación tradicional como prin-
cipalmente en productos industriales de muy escaso co-
mercio hasta ahora. No sucede así generalmente en el 
comercio de los países latinoamericanos con los grandes 
centros industriales. Estas posibilidades son por ahora 
limitadas, y no es dable esperar un crecimiento intenso 
de las exportaciones de productos tradicionales por el 
hecho bien conocido que su demanda tiende a crecer 
con intensidad relativamente débil conforme se acre-
cienta el ingreso. Es cierto que esta debilidad en la de-
manda también se debe a la política proteccionista que 
siguen los países importadores; un aflojamiento de esta 
política podría, sin duda, dar impulso apreciable a las 
exportaciones latinoamericanas. Desde otro punto de 
vista, no sería dable pensar en que pudiera desenvolverse 
con intensidad la aptitud para exportar productos ma-
nufacturados a los grandes centros industriales. Pero sí 
existe esta posibilidad en alto grado dentro del ámbito 
latinoamericano, y a medida que estas posibilidades se 
cumplan en la práctica y aumente el volumen de la 
producción industrial, y ésta se especialice, descenderán 
también los costos y podrá iniciarse con relativa ampli-
tud la exportación de productos manufacturados a los 
grandes centros. Se presentará entonces la oportunidad, 
hoy limitada precariamente a las exportaciones tradicio-
nales, de entrar en negociaciones con aquellos sobre 
bases de reciprocidad, aunque no necesariamente en la 
forma establecida en el Tratado. 

II. EL SISTEMA DE CRÉDITOS RECIPROCOS 

Función de los créditos 
Se expresó más arriba que la reciprocidad tendrá que 
conseguirse en la práctica mediante la aceleración o re-
tardo del cumplimiento del programa que cada país 
hubiera trazado en materia de rebajas y eliminaciones 
de derechos y restricciones. Sin embargo, será necesario 
esperar cierto tiempo para conseguir los efectos de estos 
reajustes, y, mientras tanto, continuará habiendo falta 
de paralelismo en el crecimiento de las exportaciones e 
importaciones generado por el Tratado. Esto hace su-
mamente conveniente establecer un sistema de créditos 
recíprocos. 

En efecto, las reservas monetarias de los países la-
tinoamericanos distan mucho en general de ser adecua-
das, y sus necesidades de importación del resto del 
mundo tienden a crecer con más fuerza que las posibili-
dades de exportación. Frente a ello, la prudencia acon-
sejaría ser muy cauteloso en los compromisos de libera-
lización (empleando este vocablo en su sentido más 
amplio, esto es, reducción o eliminación de derechos y 
restricciones), si no se cuenta con créditos adicionales 

que permitan hacer frente a cualquier deterioro en el 
balance de pagos emergentes de dicha política de libe-
ralización. Expresado en otra forma, el crédito deberá 
dar tiempo para que el efecto desfavorable de las medi-
das de liberalización pudiera tener sobre el balance de 
pagos en un país sea seguido por el efecto favorable 
de las medidas de liberalización que deberán tomar los 
países con exceso persistente de exportaciones. 

En esta forma, la Secretaría Ejecutiva ha interpre-
tado el requerimiento que se le hizo, estudiando un 
sistema de créditos que ayude al cumplimiento del prin-
cipio de reciprocidad, que es la piedra angular de todo 
el Convenio. Las discusiones de Montevideo, según ya 
se dijo, han fortalecido la convicción de que es posible 
establecer un sistema de esta índole sin afectar ningún 
principio fundamental en materia monetaria. 

Los créditos y la convertibilidad 

A este respecto, se ha expresado la preocupación que 
un sistema de créditos recíprocos pudiera entorpecer la 
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marcha hacia la convertibilidad que han iniciado acer-
tadamente ciertos países latinoamericanos, o lo que se-
ría más serio, que pudiera traer un retroceso en esta 
política. En las discusiones se ha visto que no habría 
inconveniente alguno en que un sistema de créditos re-
cíprocos se establezca completamente en dólares, y no 
en moneda de cuenta, sin desmedro alguno para la 
convertibilidad. Conviene recordar previamente la for-
ma en que podría funcionar tal sistema para dejar dilu-
cidado este punto de tanta importancia. 

Se establecería una agencia de créditos recíprocos 
en los países de la Zona, en la cual se negociaría perió-
dicamente y con anticipación los créditos que cada país 
estuviera dispuesto a dar al conjunto de los otros, por 
intermedio de tal agencia, y el crédito que estos otros 
darían al primero. 

Una agencia concebida en esta forma no tiene por 
qué interferir en los pagos entre los países. Estos se ha-
rían en dólares como en las operaciones que se realizan 
ordinariamente en un régimen de convertibilidad; pero 
se establecerían períodos de cómputo del resultado de 
estos pagos que podrían ser trimestrales. Si al final 
de un trimestre el cómputo demostrara que un país ha 
pagado dólares en exceso de los que ha recibido en vir-
tud de las preferencias concedidas a la Zona, y ello 
hubiera deteriorado su balance de pagos, el país en cues-
tión podría hacer uso del crédito que le hubiera sido 
acordado previamente. En otros términos, el país recu-
peraría los dólares que hubiera pagado en exceso, en 
todo o en parte, según fuera la relación entre este exceso 
y el crédito concedido. 

Los dólares así recuperados por los países con exceso 
de importaciones podrían emplearse sin limitación al-
guna, tanto dentro de la Zona de Libre Comercio como 
en el resto del mundo, sin afectar en modo alguno la 
convertibilidad. En este aspecto creemos que se han 
disipado completamente las dudas que habían antes de 
la discusión de Montevideo. 

Fuente de los recursos del sistema 

Subsisten sin embargo las dudas en lo que concierne a 
los recursos que se aportarán al sistema a fin de que 
éste pueda acordar los créditos a que acaba de hacerse 
referencia. A este respecto, en las discusiones se ha se-
ñalado una distinción importante acerca de la fuente 
de estos recursos. Así, las aportaciones en dólares al sis-
tema podrían determinarse anticipadamente mediante 
cuotas que subscribiría cada país de acuerdo con ciertos 
índices de capacidad financiera, o hacerse teniendo en 

cuenta, en cada caso, el exceso de los pagos en dólares 
que un país hubiera recibido, como se dijo anterior-
mente, a raíz de las concesiones preferenciales. Esta 
distinción no quiere decir que ambas fuentes sean ex-
cluyentes, porque aun en el caso de aceptarse las apor-
taciones de la segunda fuente que acaba de indicarse, 
sería necesario, como se explica en nuestros informes, 
que el sistema tenga un capital que podría constituirse 
con aportaciones de la primera fuente.1 

Funcionamiento de la Agencia 

Antes de examinar las objeciones que se han hecho a 
los recursos de la segunda fuente conviene explicar bre-
vemente cómo funcionaría el sistema con este tipo de 
aportaciones. 

Los países que hubieran recibido un exceso de pagos 
en dólares tendrían que depositarlos en la Agencia al 
final del período de cómputo hasta el monto del crédito 
que se hubieran comprometido a conceder. El crédito 
así concedido por un país a la Agencia no quedaría 
inmovilizado; por el contrario, quedaría disponible para 
poder pagar el exceso de importaciones del país en cues-
tión si su situación se invirtiera a raíz de la aceleración 
del programa de rebaja de derechos o restricciones a 
que se hizo referencia anteriormente. Así pues, si un 
país que antes tenía excedente de exportaciones pasara 
a tener excedentes de importaciones, y hubiera realiza-
do, por consiguiente, un exceso de pagos, podría recu-
perar, como en el caso anterior, los dólares correspon-
dientes mediante un crédito concedido por la Agencia, 
y este crédito se compensaría inmediatamente con el 
que dicho país había concedido anteriormente a la 
Agencia, en la medida en que correspondiere. 

Los argumentos en contra de este tipo de aportación 
radican en el incentivo que se desarrollaría en esta for-
ma para acrecentar las importaciones provenientes de 
la Zona; pues el país que ha concedido crédito a la 
Agencia tendría evidentemente interés en movilizarlo 
cuanto antes, ampliando sus importaciones provenien-
tes de la Zona. Esto es precisamente lo que el Tratado 
se propone lograr y que ha sido objeto de ciertas obje-
ciones, a las cuales nos referiremos en seguida. 

1 También se concibe otra combinación entre los recursos de las dos 
fuentes. Por ejemplo, establecer las aportaciones anticipadamente, fijan-
do una cuota para cada país, pero no exigir inmediatamente la aporta-
ción correspondiente sino en cuanto fuera necesario otorgar créditos a 
los países con exceso de importaciones. En tal caso, serían llamados 
a contribuir con aportaciones y en la medida correspondiente a la cuota 
preestablecida. 

III. LAS OBJECIONES A UN SISTEMA DE CRÉDITOS CON RECURSOS PROVENIENTES 
DE EXCEDENTE DE EXPORTACIONES 

Limitación en el empleo de los recursos 
de los acredores 

La objeción más importante se refiere a la movilización 
de los recursos del crédito concedido a la Agencia por 

los países con excedente en exportaciones. Estos recur* 
sos, se dijo, deberán estar disponibles no solamente para 
realizar importaciones desde la Zona, sino también des-
de el resto del mundo. Si esto se hiciera no se ayudaría 

120 



al cumplimiento del principio de reciprocidad sino todo 
lo contrario: a fin de disponer por el mayor tiempo 
posible de recursos que sirvan para comprar en cual-
quier otra parte del mundo en condiciones general-
mente mejores que las de la Zona, el país con exceso 
de exportaciones, a raíz de las ventajas del Tratado, se 
inclinaría a dilatar lo más posible el cumplimiento de 
las obligaciones de liberalización que impone el princi-
pio de la reciprocidad. 

Se ha expresado además que el limitar a la Zona el 
empleo de los recursos depositados en la Agencia, sig-
nificaría inconvertibilidad. De acuerdo con ello todo 
crédito que no pueda usarse en cualquier parte del mun-
do sería contrario al principio de convertibilidad. Este 
punto ha sido también motivo de amplia discusión. 
Los préstamos del Banco Internacional son por su ca-
rácter de uso ilimitado en cualquier parte del mundo. 
Por el contrario, los créditos del Export-Import Bank 
de Estados Unidos, así como del Development Fund, 
lo mismo que ciertos créditos de países europeos, sola-
mente pueden usarse para estimular las exportaciones 
provenientes de esos países y no para financiar expor-
taciones de otros países del mundo. Si no se ha encon-
trado incompatibles estas limitaciones con el principio 
de convertibilidad, no se ve razón alguna por la que 
habrían de serlo los créditos concedidos para fomentar 
las exportaciones recíprocas de la Zona, o sea para lo-
grar el fin primordial del Tratado. 

Desviación de exportaciones realizadas hacia 
el resto del mundo 

Se ha aducido también que para liquidar esos créditos 
contra la Agencia el país acreedor se vería llevado a des-
viar corrientes normales de comercio en perjuicio de 
exportaciones que otros países pudieran realizar fácil-
mente hacia el resto del mundo, llevándoles a importar 
de la Zona lo que antes compraban libremente de cual-
quier parte del mundo. 

A este argumento se ha respondido que la reciproci-
dad y el régimen de créditos se refieren a aquellos ar-
tículos de la segunda categoría a que antes nos hemos 
referido, esto es, aquellos en que hay conveniencia de 
estimular la exportación. Si un país exporta fácilmente 
ciertos productos en el mercado internacional, no tiene 
por qué aceptar ni negociar preferencias y reciprocidad 
acerca de ellos, si no cree conveniente abrir un nuevo 
mercado en el ámbito latinoamericano. Pero es obvio 
que esta situación no es típica, pues en la mayor parte 
de los casos habrá un claro interés en aprovechar las 
ventajas del mercado latinoamericano a fin de estimular 
el mayor crecimiento de la producción. 

Realización de importaciones innecesarias 

También se ha argumentado que la disponibilidad de 
recursos que un país tenga en la Agencia (o el crédito 
que de ella pudiera obtener) podría promover impor-
taciones superfluas o de lujo. Éste es, por supuesto, un 
argumento que concierne en general al empleo de las 

reservas monetarias de un país, y no solamente de 
los recursos de la Agencia, y plantea un problema 
de otra índole que no debe confundirse con el que es-
tamos considerando. Si por razones económicas se desea 
reducir el consumo de artículos de lujo, el gravar sola-
mente la importación no resuelve el problema, pues ello 
podría estimular la inversión de capital en la produc-
ción de tales artículos, como ha ocurrido en algunos 
casos; habría pues que extender los gravámenes a esta 
producción si se desea restringir el consumo. Pero si no 
fuera así, no habría razón para no liberalizar en la opor-
tunidad que se crea conveniente las importaciones 
de artículos de este tipo, pues también con respecto 
a ello rigen las ventajas de la especialización y la 
división del trabajo dentro de la Zona de Libre Co-
mercio. 

Discriminación contra los deudores 

La acumulación de créditos, se dijo también, conduciría 
a la discriminación comercial; el país acreedor podría 
verse precisado, en un cierto momento, a desviar las 
exportaciones que venía realizando hacia los países deu-
dores a fin de no aumentar la cuantía de los créditos. 
Dos claras respuestas ha tenido esta objeción: primero, 
las discriminaciones no caben dentro del Convenio y 
segundo, no se trata de establecer créditos ilimitados 
sino créditos cuya cuantía se determinará por negocia-
ciones entre las partes y en relación al volumen del in-
tercambio. Más aún, estos créditos podrían negociarse 
periódicamente y si han resultado excesivos en relación 
a la finalidad que persiguen nada impediría reducir su 
monto en la próxima negociación. 

Créditos concedidos por países con déficit global 
de pagos 

Se ha hecho notar asimismo que en el sistema que se 
comenta, un país que ha recibido dólares en exceso 
en las operaciones con la Zona tendría que conceder 
crédito a la Agencia y devolver en todo o en parte esos 
dólares, aun cuando tuviera un déficit de pagos en el 
resto de sus transacciones, tanto dentro de la Zona (en 
los artículos de la primera categoría no abarcados por el 
Tratado) como con el resto del mundo. Si así fuera, 
no es a través del comercio con la Zona como ha de 
corregirse este déficit, sino con medidas adecuadas que 
obren sobre el balance de pagos, ya se trate de medidas 
monetarias o de otras de más largo alcance para lograr 
transformaciones estructurales y llegar al equilibrio. Por 
otro lado, el país que estuviera en estas condiciones no 
podría pretender mejorar su situación a expensas de las 
reservas monetarias de otro país que hubiese deteriorado 
su balance de pagos a raíz de la política de liberali-
zación. 

La automaticidad de los créditos 

La automaticidad de los créditos también ha sido mo-
tivo de ciertas objeciones. Sin embargo, ha habido con-
senso general con respecto a la conveniencia de que los 
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créditos no se negocien en cada caso sino que se esta-
blezca una línea de créditos por un período después del 
cual se haría una nueva negociación con los reajustes 
que fuera conveniente introducir a la luz de la expe-
riencia. Una línea de créditos así tendría las ventajas 
de la automaticidad al dar seguridad a los deudores de 
que en determinadas condiciones, previamente pacta-
das, tendrían libre acceso al crédito, y, al mismo tiem-
po, permitiría hacer esos reajustes a fin de corre-
gir cualquier situación que hubiera resultado incon-
veniente. 

La consolidación de la convertibilidad 

Si se encara todo este problema con más amplia pers-
pectiva, un sistema de créditos recíprocos que estimule 
el desarrollo del comercio entre los países de la Zona, 
lejos de contrariar el movimiento hacia la convertibili-
dad, contribuiría a que ésta se asiente sobre bases más 
sólidas que las muy precarias que hoy existen en varios 
de los países del Sur. 

En efecto, para hacer convertibles ciertas monedas 
ha sido necesario sustituir medidas de control de cam-
bios por restricciones cambiarías aplicadas en forma de 
recargos y depósitos previos. No cabe duda que esto 
representa un paso en el buen sentido; pero, por otro 
lado, no podría ser motivo de gran satisfacción que di-
chas restricciones cambiarías hayan tenido que acom-
pañar el movimiento hacia la convertibilidad. Hay 
pues que mejorar gradualmente el balance de pagos 
para que puedan eliminarse esas restricciones cambia-
rías, no solamente entre los países latinoamericanos, 
como se ha hecho en ciertos casos, sino con respecto 
al resto del mundo, en tal forma que sólo se apliquen 
a las importaciones los derechos aduaneros que fueran 
necesarios por razones proteccionistas o fiscales. Este 
mejoramiento del balance de pagos sólo se conseguirá 
por la expansión de las exportaciones y la sustitución 
de importaciones: y en todo ello, la constitución de la 
Zona de Libre Comercio y el establecimiento de un 
sistema de créditos recíprocos tendría una importancia 
fundamental. Lejos pues de contrariar el movimiento 
hacia la convertibilidad, tales iniciativas contribuirán a 
la consolidación de ella. 

Objeciones a la creación de una Agencia 

En síntesis, a juicio de la Secretaría Ejecutiva, las dis-
cusiones de Montevideo han constituido una tarea pre-
paratoria cuyos resultados permitirán considerar la for-
ma concreta de establecer un sistema de créditos recí-
procos, que, sin afectar el principio esencial de la con-
vertibilidad, coadyuven a la obtención de los propósi-
tos fundamentales de la Zona de Libre Comercio. 

Por cierto que un sistema de créditos requiere ine-
ludiblemente el establecimiento de una Agencia con 
personería para operar. Esta idea también ha sido en 
sí misma objeto de observaciones. Expresáronse dudas 
acerca de la forma en que podría ser manejada por los 
países interesados. Ya se ha visto hace un momento 
la preocupación acerca del exceso de crédito y las dis-
criminaciones que ello podría traer consigo, así como 
acerca de las importaciones innecesarias que un país pu-
diera realizar en virtud de tales créditos. 

Todas estas preocupaciones forman parte de un pro-
blema mucho más vasto. La política de la Zona de Li-
bre Comercio no será de fácil realización. Nunca has-
ta ahora los gobiernos latinoamericanos habían desarro-
llado una acción común de tanto alcance, y para lle-
var a la práctica esta idea tendrán que entrar en una 
experiencia que, sobre todo en los primeros tiempos, 
presentará grandes dificultades. Según como éstas sé 
resuelvan, la Zona de Libre Comercio tendrá conside-
rable eficacia en la promoción del intercambio y el des-
arrollo económico, o se transformará en un mecanismo 
estático, y aun de consecuencias perturbadoras, si no se 
procede con elevado sentido de responsabilidad. 

Insinuar que los gobiernos no sabrán afrontar acer-
tadamente esta responsabilidad, no podrá ser motivo 
suficiente para abstenerse de crear la Zona de Libre 
Comercio o privarla de un adecuado mecanismo de 
créditos. Los gobiernos tendrán necesariamente que ha-
cer esa experiencia y aleccionarse de sus propios erro-
res y nada podrá eximirlos de ella si han de resolver sus 
problemas fundamentales de crecimiento. Pensar que 
las normas de buen funcionamiento de aquella Zona y 
la vigilancia de su cumplimiento tengan que venir des-
de afuera y no ser el resultado auténtico de esa misma 
experiencia, significaría malograr el principio mismo de 
la cooperación internacional. 
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III 

P O L I T I C A , N O M E N C L A T U R A , T É C N I C A S Y P R O C E D I M I E N T O S A D U A N E R O S 





1 

DERECHOS ADUANEROS Y OTROS GRAVAMENES Y RESTRICCIONES A LA IMPORTACIÓN EN 
PAISES LATINOAMERICANOS, Y SUS NIVELES PROMEDIOS DE INCIDENCIA * 

INTRODUCCIÓN 

1. Dos son las finalidades principales del estudio con-
tenido en este documento, que se llevó a cabo para 
cumplir en parte la resolución 6 (II) del Comité de 
Comercio de la Comisión Económica para América 
Latina,1 a saber: 

a) Presentar de manera sistematizada el régimen de 
importación vigente en cada uno de los diez 
países sudamericanos y en México, señalando al 
mismo tiempo —para cada uno de los productos 
o rubros incluidos en una muestra que represen-
ta el grueso (al menos el 85 por ciento) de la 
importación de cada país en uno o varios años 
recientes— los derechos aduaneros, otros gravá-
menes de efectos equivalentes y otras restriccio-
nes —cuantitativas, cambiarías, etc.—, a que es-
taba sujeta su internación en ellos en una fecha 
determinada; y 

b) Calcular para grupos y categorías de productos, 
así como para el total de la muestra, los niveles 
promedios —ponderados y aritméticos simples-
de incidencia de tales derechos y gravámenes de 
efectos equivalentes. 

2. Con respecto a tres de esos países —la Argentina, el 
Brasil y Chile— se ha realizado un estudio especial de 
todas sus posiciones arancelarias reclasificadas y agru-
padas según la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas 
y según los grupos y categorías a que se acaba de hacer 
referencia en el apartado b). Tal estudio tiene por ob-
jeto determinar los correspondientes promedios simples 
e identificar, por una parte, los productos cu5>a impor-
tación está sujeta a gravámenes que se consideraron 
excesivamente elevados, y por otra los productos libe-
rados de gravámenes. 

3. A los fines señalados en el párrafo 1, se eligió para 
cada país una muestra compuesta por los productos 

* Publicado antes, en edición mimeografiada, como documento 
E / C N . 1 2 / 5 5 4 (13 de febrero de 1961) , con los anexos I a X I , rela-
tivos al régimen de importación vigente en la Argentina, Bolivia, el 
Brasil, Colombia, Chile, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el 
Uruguay y Venezuela. Dichos anexos no se reproducen ahora por su 
carácter especializado y porque se resumen en el cuerpo del docu-
mento. 

i En el párrafo c) del artículo 3 de dicha resolución se solicita a 
la Secretaría Ejecutiva de la C E P AL "que, con carácter de prioridad, 
complete los estudios sobre aranceles, sistemas cambiarios y de comei» 
ció exterior . . . en los aspectos que considere de fundamental interés 
para la constitución del-mercado-común". 

cuya importación en el promedio de los años 1957-58 
—excepción hecha de la Argentina y Venezuela (en 
que sólo se tomó el año 1959), del Uruguay (año 1957), 
del Brasil (promedio de 1957-59) y de Colombia (pro-
medio de 1956-58)— excedió de un cierto valor, de tal 
modo que esa muestra representa por lo menos el 85 
por ciento de la importación total. 

4. Los productos así seleccionados se clasificaron, a 
base de la Clasificación Uniforme para el Comercio In-
ternacional (CUCI) de las Naciones Unidas,2 agrupán-
dolos en tres categorías y diez grupos,3 a saber: 

Categoría I: Bienes primarios 
Grupo 1: Productos alimenticios sin elaborar 
Grupo 2: Materias primas 
Grupo 3: Combustibles sin elaborar 

Categoría II: Bienes de capital, intermedios y de con-
sumo duradero 

Productos intermedios 
Combustibles elaborados 
Bienes de capital 
Bienes de consumo duradero 

Grupo 1: 
Grupo 2: 
Grupo 3: 
| Grupo 4: 

Categoría III: Bienes manufacturados de consumo co-
rriente 

Grupo 1: Productos alimenticios elaborados (in-
cluso bebidas y tabaco) 

Grupo 2: Productos terminados de las industrias 
química y farmacéutica 

Grupo 3: Otros bienes de consumo corriente 

Estas tres categorías corresponden a las contempla-
das en las recomendaciones que el Grupo de Trabajo 
del Mercado Regional Latinoamericano formuló acer-
ca de la estructura y normas del mercado común lati-
noamericano en su reunión de México en febrero de 
1959.4 Su subdivisión en varios grupos responde al de-
seo de determinar, en relación con cada uno de ellos, 
niveles de incidencia de los gravámenes a las importa-
ciones, con el fin de aportar mayores elementos de jui-
cio a este y otros estudios, así como a posibles nego-
ciaciones relativas al mercado común. 

2 Según la forma que estuvo en vigor desde 1950 hasta que en 
1960 fue sustituida por la C U C I - N A B III o C U C I Rev. 

3 En el Anexo se indican las partidas de la C U C I que correspon-
den a cada una de estas categorías y grupos. 

4 Véase El mercado común latinoamericano ( E / C N . 1 2 / 5 3 1 ) , pp. 
31 ss. (Publicación de las Naciones Unidas, N9 de venta: 59.II.G.4.) 

125 



5. En la clasificación o agrupamiento de las partidas 
de la CUCI en esas categorías y grupos se tuvieron en 
cuenta sobre todo las consideraciones que indujeron 
al Grupo de Trabajo del Mercado Regional a adoptar 
las tres categorías mencionadas, así como el contenido 
que dicho Grupo dio a esas categorías. De acuerdo 
con ello, en los grupos de la categoría II se incluyeron 
los productos respecto de los cuales —considerando su 
naturaleza y el grado de desarrollo de las respectivas 
industrias en los distintos países latinoamericanos— se 
estimó que la demanda tiende a crecer en forma rela-
tivamente intensa o en los que existe amplio margen 
para la sustitución de importaciones. En los grupos de 
la categoría III se hicieron figurar los bienes manufac-
turados de consumo corriente con respecto a los cuales 
la demanda tiende a crecer en forma relativamente 
lenta y el margen de sustitución de importaciones se 
na agotado o estrechado considerablemente. Por esa 
razón, los hilos, hilados y tejidos, aunque son esencial-
mente productos intermedios, se han clasificado en el 
grupo 3 de la categoría III, entre otros bienes de con-
sumo corriente, y no en el grupo 1 de la categoría II. 

6. Ya clasificados los productos integrantes de la mues-
tra de importación en esos grupos y categorías, se ha 
indicado para cada uno de ellos: a) el número de la 
partida de la CUCI que le corresponde y el que tiene 
dentro de las clasificaciones arancelaria y estadística 
nacionales; b) el volumen, valor y precio unitario de 
su importación en el año o período considerado; c) los 
derechos específicos y/o ad valorem que son aplicables 
a su internación en una fecha dada —derecho general 
según la tarifa aduanera y, cuando lo hay, derecho 
convencionado o negociado aplicable bajo la cláusula 
de la nación más favorecida y derecho preferencial—,5 

equivalente ad valorem del derecho específico,6 grava-
men arancelario total en términos ad valorem y recau-
dación aduanera correspondiente al derecho aplicable 
bajo la cláusula de la nación más favorecida: d) otros 
gravámenes de efectos equivalentes a un derecho de 
importación y recaudación o costo correspondiente, y 
e) otras restricciones no equivalentes a derechos adua-
neros —permisos previos, prohibiciones, contingentes, 
cuotas, etc.—, así como cualquiera otra característica in-

• 5 Se consideró como derecho en vigor el que —según la tarifa 
aduanera o según los tratados comerciales vigentes en el caso de dere-
chos. negociados— corresponde aplicar a cada producto en una fecha 
dada., Por lo tanto, no se han tomado en cuenta las exoneraciones o 
suspensiones totales o parciales de derechos acordadas en forma tem-
poral o esporádica o conforme a regímenes especiales de exoneración, 
ya sea para facilitar la importación de un producto considerado de 
primera necesidad a fin de cubrir un déficit ocasional, o por razones 
de estímulo a la industria nacional, o por efectuar la importación or-
ganismos estatales o semiestatales, etc. (Véase iníia, párrafos 26 a 32.) 
Tales franquicias no modifican la tarifa aduanera en sí porque general-
mente son de tipo administrativo, o se otorgan en cada caso por de-
cisión administrativa, o están condicionadas a la calidad del importa-
dor, al cumplimiento de ciertos requisitos, etc., o tienen carácter tem-
poral. 

6 El equivalente ací valorem del derecho específico se obtuvo di-
vidiendo éste por el valor unitario del producto, resultante de la esta-
dística de importación. Por lo tanto, la equivalencia obtenida sólo es 
aproximada, ya que por diversas razones este valor unitario o estadísti-
co puede no corresponder al precio real del producto, o este precio 
puede haber sufrido variaciones posteriores. 

teresante del régimen de importación del producto de 
que se trate (categoría cambiaría, exoneración de dere-
chos bajo ciertas condiciones, etc.). 

7. Para cada uno de los grupos y categorías a que se ha 
hecho referencia (supra, párrafo 4) y para el total de 
la muestra, se calcularon separadamente los promedios 
ponderados —por los valores de importación de cada 
producto— y aritméticos simples, por una parte de los 
derechos arancelarios propiamente dichos aplicables 
bajo la cláusula de la nación más favorecida y por la 
otra de los gravámenes de efectos equivalentes, inclu-
yendo entre estos últimos, el costo de financiamiento 
de los depósitos previos. Los promedios o niveles de 
incidencia de cada país figuran en los respectivos cua-
dros-resúmenes. 

8. Para cada país se ha preparado un anexo especial 
que contiene, además de la información detallada re-
lativa a cada producto y el cuadro-resumen de inci-
dencias a que se refieren los párrafos 6 y 7, una nota 
introductoria especificando los elementos —valor míni-
mo de importación de los productos, fecha en que se 
tomaron los derechos y otros gravámenes, etc.—, consi-
derados para el país en cuestión. En esos anexos se des-
cribe además el régimen general de importación —de-
rechos aduaneros, gravámenes de efectos equivalentes y 
otras restricciones aplicadas a las importaciones—, los 
regímenes especiales de liberación o exención, los pro-
blemas estadísticos y de otra índole que se encontraron, 
la forma en que se resolvieron y cuantos datos o infor-
maciones se consideraron pertinentes o de interés. 

9. En la presente nota de carácter general se resumen 
las características más destacadas de los regímenes de 
importación de los países considerados; a la vez que se 
interpretan, comparan y analizan los niveles prome-
dios de incidencia de gravámenes a las importaciones 
calculados para los distintos países. También se seña-
lan aquí las conclusiones que pudieron deducirse de 
los distintos elementos de juicio que sirvieron de base 
a este estudio y de la elaboración y análisis de los 
mismos. 

10. La realización de este trabajo ha sido posible gra-
cias a la efectiva colaboración que prestaron las direc-
ciones generales de aduanas en algunos países y los ban-
cos centrales o los organismos encargados de la polí-
tica arancelaria en otros. Efectivamente, en la mayo-
ría de los casos cupo a ellos cumplir las etapas preli-
minares de selección de los productos, identificación 
de los derechos, otros gravámenes y restricciones apli-
cables a su importación, solución de problemas esta-
dísticos y de otra índole, etc. Sin embargo, las infor-
maciones, interpretaciones y conclusiones contenidas 
en este documento —por ejemplo, respecto a lo que se 
puede considerar en cada país como gravamen a las 
importaciones o régimen aplicable a cada producto en 
particular— no tienen carácter oficial y son de la ex-
clusiva responsabilidad de esta Secretaría Ejecutiva. 
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I. ESTRUCTURA DE LOS REGIMENES DE IMPORTACIÓN 

11. Las características que más inmediata y pronuncia-
damente resaltan en el régimen de importación de la 
mayoría de los países incluidos en este estudio son su 
complejidad y su carácter fuertemente restrictivo, ya 
sea por el elevado nivel de los gravámenes a las impor-
taciones o por la aplicación de controles directos. Am-
bas características, y particularmente la segunda, se ex 
ponen y analizan en detalle más adelante. Basta seña-
lar aquí los componentes principales de esos regímenes 
de importación y el papel que juegan en la política de 
importaciones de los países considerados. 

1. Derechos aduaneros 

12. Entre los componentes de esos regímenes de im-
portación cabe referirse en primer término a los dere-
chos aduaneros y a otros gravámenes de efectos equi-
valentes. 

Las tarifas aduaneras de los países estudiados esta-
blecen derechos predominantemente mixtos, esto es, 
un derecho específico más otro ad valorem. Se excep-
túan la del Brasil, que no tiene más que derechos ad va-
lorem, y la de Venezuela, con derechos específicos y sólo 
ocasionalmente mixtos. El arancel aduanero de Chile es 
también casi por completo específico, si no se considera 
como derecho aduanero el impuesto ad valorem sobre el 
valor nacionalizado de la mercadería, que está indicado 
en el arancel mismo. Las tarifas de la Argentina y el 
Uruguay no establecen derechos propiamente mixtos, 
sino específicos para unas partidas y ad valorem para 
otras. En este estudio se han considerado como espe-
cíficos los derechos ad valorem aplicados en ambos paí-
ses sobre un precio oficial —llamado en ellos "aforo" 
o "valor de aforo"—, ya que su efecto es similar al de 
aquéllos. En México el derecho ad valorem también se 
aplica normalmente sobre un precio oficial, aunque 
sólo cuando éste es mayor que el valor declarado por 
el importador; en ese país, además, el precio oficial se 
revisa y actualiza con relativa frecuencia. 

13. Como en el resto del mundo —sobre todo en los 
países de la Europa Occidental—, se puede apreciar en 
las tarifas aduaneras de los países latinoamericanos una 
tendencia bastante pronunciada en favor de los dere-
chos ad valorem. En efecto, unas veces se han intro-
ducido éstos en tarifas que antes eran exclusivamente 
específicas; en otras ocasiones se ha aumentado su fre-
cuencia y nivel en tarifas mixtas, y en algunos casos se 
han adoptado tarifas exclusiva o predominantemente 
ad valorem. 

14. Desde el comienzo de los años treinta y al igual 
que en muchos otros países en casi todos los de Amé-
rica Latina el arancel aduanero ha ido perdiendo im-
portancia como instrumento de política comercial. Por 
razones bien conocidas y que no es del caso repetir, le 
sustituyeron en gran medida en esa función los con-
troles cambiarios y otras restricciones directas o de di-

versa índole. Ese movimiento se ha invertido en la dé-
cada de los años cincuenta, cuando vados países lati-
noamericanos abandonaron los controles directos o los 
atenuaron apreciablemente, con la intención manifies-
ta de convertir de nuevo el arancel aduanero en el ins-
trumento básico de la política de importaciones. Esta 
finalidad, sin embargo, sólo se ha logrado en parte, ya 
que subsisten los factores que hacen del arancel adua-
nero un instrumento relativamente rígido e inflexible-. 
Entre esos factores de rigidez sobresalen en particular: 
la consolidación de derechos a través de los tratados 
comerciales vigentes, y na necesidad de aprobación par-
lamentaria para modificar el arancel. Además, los aran-
celes aduaneros —en medida principal por el papel se-
cundario a que quedaron relegados como instrumento 
de control de las importaciones— eran y siguen siendo 
en varios casos muy anticuados e inadecuados. Para 
reintegrarlos a sus funciones de instrumento básico de 
la política comercial sería necesario reelaborarlos, lo 
que es tarea de varios años si se desea que los nuevos 
aranceles puedan cumplir adecuadamente tales fun-
ciones. 

2. Gravámenes de efectos equivalentes 

15. Por las razones expuestas, el procedimiento que de 
ordinario se ha seguido en los países latinoamericanos 
que abandonaron o atenuaron en grado apreciable sus 
restricciones cambiarías y otros controles directos sobre 
las importaciones ha consistido en sustituir éstos por 
gravámenes no arancelarios sobre las importaciones pero 
de efectos similares o equivalentes a derechos aduane-
ros. En algunos casos se les sustituyó por depósitos 
previos, esto es, por restricciones cuya finalidad princi-
pal, como el derecho aduanero propiamente dicho, no 
es limitar las importaciones directamente sino indirec-
tamente a través del aumento en el costo de las mis-
mas. Hasta es común declarar que tales gravámenes 
adicionales tienen carácter transitorio, mientras no se 
elabora y pone en vigor un nuevo arancel aduanero. 

16. En otros casos esos gravámenes extraaduaneros a 
las importaciones se establecieron como medida espe-
cial de finalidades fiscales o para limitar las importa-
ciones por razones del balance de pagos y para no re-
currir a controles directos. No parece habitual, en cam-
bio, su uso en estos casos con fines proteccionistas. 

17. Cualquiera que sea la causa determinante de su im-
posición, estos diversos gravámenes de efectos equiva-
lentes a derechos aduaneros existen en mayor o menor 
número y variedad en todos los países considerados en 
este estudio. En él se ha considerado como equivalen-
te todo impuesto o gravamen aplicable únicamente al 
producto importado —o a éste en mayor monto que al 
producto nacional similar— y que no representa la re-
tribución por un servicio prestado. Entre los vigentes 
en los países latinoamericanos cabe mencionar los lia-
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mados recargos cambíanos, los impuestos adicionales a 
los derechos aduaneros, los impuestos sobre las trans-
ferencias de fondos al extranjero para pagar importa-
ciones, los derechos consulares que se cobran en forma 
de porcentaje sobre el valor de la mercadería, los im-
puestos a la importación de ciertos productos cuyo ren-
dimiento se destina al fomento de producciones nacio-
nales similares, los impuestos internos —sobre las ven-
tas, por ejemplo— que sólo se aplican a las mercaderías 
importadas o que para éstas son mayores que para los 
productos nacionales similares, los impuestos de em-
barque y desembarque, los impuestos o recargos gene-
rales a los derechos aduaneros para ciertos destinos es-
pecíficos —construcción de puertos, fomento de la ma-
rina mercante, etc—, las tasas de despacho y otras que 
no representan el pago de un servicio o que exceden 
apreciablemente el costo de éstos, etc. 

18. Asimismo se ha considerado aquí como gravamen 
de efectos equivalentes a un derecho aduanero, el cos-
to de financiamiento de los depósitos previos, tenien-
do en cuenta para calcularlo la cuantía del depósito, el 
tiempo que debe mantenerse y el tipo corriente de in-
terés comercial. En efecto, aunque se trata de una me-
dida de naturaleza eminentemente monetaria destina-
da a esterilizar medios de pago y a limitar la capacidad 
financiera del importador, el depósito previo incide di-
rectamente sobre el costo de las importaciones y en ese 
aspecto tiene efectos similares a un gravamen sobre 
éstas. 

19. Para cada uno de los países de que se trata y según 
las informaciones disponibles, se han especificado los 
gravámenes sobre las importaciones que tienen efectos 
equivalentes a un derecho aduanero conforme al crite-
rio enunciado (supra, párrafo 17) y para los que se han 
calculado los niveles promedios de incidencia. En al-
gunos de esos países —el Brasil, Colombia, México, el 
Perú y Venezuela— tales gravámenes son pocos y de 
incidencia relativamente reducida, que en promedio 
ponderado no excede del 3.5 por ciento sobre el valor 
de las importaciones. (En el caso del Brasil no se ha 
tomado en cuenta el costo del financiamiento del pago 
ánticipado del agio ni el mayor costo de las divisas de 
los productos clasificados en la categoría especial). Para 
los demás países tales gravámenes aumentan en nú-
mero e intensidad. Así, en Bolivia su incidencia pro-
medio excede del 7 por ciento y en el Ecuador del 17 
por ciento, porcentajes que representan en ambos paí-
ses casi la mitad del promedio ponderado de inciden-
cia de los derechos aduaneros propiamente dichos. En 
el Paraguay, la incidencia promedio de tales graváme-
nes excede a la de los derechos aduaneros. Así, ocurre 
también aunque en grado mucho mayor, en la Argen-
tina, país en que la incidencia teórica de los llamados 
recargos cambiarios es en promedio unas 8 veces su-
perior a la de los derechos aduaneros. Para Chile no 
ha sido posible cuantificar el promedio de incidencia 
del costo del depósito previo y de los impuestos adicio-
nales que lo están sustituyendo, pero puede ^afirmarse 

que es bastante elevado y que es posible que sus efec-
tos restrictivos superen a los de los derechos aduane-
ros. Aun más, si en ese país no se considera como de-
recho aduanero el impuesto a la importación del 3 o 
del 30 por ciento aplicable sobre el valor nacionalizado, 
resulta evidente que los gravámenes no aduaneros a las 
importaciones superan con mucho en importancia a los 
derechos aduaneros. Finalmente, en el Uruguay la in-
cidencia promedio de los recargos y del costo de finan-
ciamiento del depósito previo establecidos después de 
las modificaciones que introdujo el decreto de fines de 
septiembre de 1960 —es decir, después de la fecha en 
que se tomaron en cuenta para este estudio los gravá-
menes a las importaciones vigentes en ese país— debe 
exceder sin duda, quizá de manera apreciable, a la in-
cidencia promedio de los derechos. 

20. Puede concluirse, por lo tanto, que en cuatro de 
los once países estudiados —la Argentina, Chile, el Pa-
raguay y el Uruguay— los derechos aduaneros tienen 
una incidencia o un efecto restrictivo menor que los 
gravámenes de efectos equivalentes aplicados a las im-
portaciones. Por lo menos en uno de ellos, la Argenti-
na —y en menor grado en el Uruguay—, el arancel 
aduanero juega un papel muy secundario como instru-
mento para controlar las importaciones, control que es 
en cambio ejercido precisamente a través de esos otros 
gravámenes no aduaneros. En el otro extremo, en cin-
co países de los estudiados los gravámenes no aduane-
ros a las importaciones tienen un efecto de poca monta 
y se utilizan con finalidades casi exclusivamente fisca-
les. Sin embargo, como se verá a continuación, ello no 
significa que el arancel aduanero sea en esos países el 
único ni el más importante instrumento para contro-
lar las importaciones, pues en todos —salvo en el Perú-
están sujetas a restricciones cambiarías o controles di-
rectos. 

3. Controles cambíanos y cuantitativos o directos 

21. En los últimos años se observa en los países de que 
trata el presente documento una tendencia a eliminar 
o reducir y simplificar los controles cambiarios y cuan-
titativos y reemplazarlos por derechos aduaneros pro-
teccionistas o —en una primera etapa— por gravámenes 
de efectos equivalentes a derechos aduaneros. A pesar 
de ello, tales controles se mantienen aún, en mayor o 
menor grado, en varios de esos países, precisamente en 
cuatro de los cinco en que —según se señaló en el pá-
rrafo anterior— son de poca monta los gravámenes ex-
traarancelarios, esto es, en el Brasil, Colombia, Méxi-
co y Venezuela, así como en el Ecuador. No hay ya 
controles de esa naturaleza en los seis países restantes 
(Argentina, Bolivia, Chile, el Paraguay, el Perú y el 
Uruguay), salvo en grado mínimo o para algún pro-
ducto aislado —por ejemplo, la prohibición de impor-
tar automóviles de más de cierto valor en la Argenti-
na— todos los cuales, con excepción del Perú, han im-
puesto a las importaciones, en cambio, gravámenes ex-
traarancelarios más o menos considerables. 
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22. En consecuencia, de los países estudiados sólo Bo-
livia y el Perú utilizan el arancel aduanero de manera 
preponderante o casi exclusiva como instrumento de 
restricción a las importaciones. En los demás, el aran-
cel aduanero cumple una función de menor importan-
cia que en aquel país y en algunos casos bastante se-
cundaria, y las restricciones a las importaciones no pro-
vienen tanto de los derechos aduaneros como de otros 
gravámenes de efectos equivalentes, o alternativamente 
de controles cambiarios y cuantitativos. Uno de ellos, 
el Ecuador aplica simultáneamente ambos tipos de res-
tricciones. 

23. Sólo uno de los países considerados, el Brasil, uti-
liza un régimen de controles cambiarios de cuya apli-
cación resultan de hecho en tipos múltiples de cambio. 
El efecto de ese régimen es: a) limitar el valor total de 
las importaciones con cobertura cambiaría a cantidades 
presupuestadas periódicamente, y b) subsidiar algunas 
importaciones mediante un tipo de cambio especial o 
favorecido y desalentar otras con un tipo de cambio 
que aumenta fuertemente su costo. En el Ecuador, 
Colombia y desde fecha reciente Venezuela, existe un 
control cambiario que no actúa limitativamente con 
respecto a las importaciones —puesto que el importa-
dor puede recurrir al mercado cambiario libre—, sino 
cuya finalidad es más bien subsidiar las importaciones 
o impedir que éstas se vean afectadas o encarecidas por 
las fluctuaciones y devaluaciones bruscas del mercado 
libre de cambios. A tal efecto, en los tres países se 
permite pagar las importaciones total o parcialmente, 
por el mercado oficial de divisas, a un tipo de cambio 
más favorable —alrededor de 10 por ciento más bajo 
en el Ecuador y Colombia y 20 por ciento en Vene-
zuela— que el del mercado libre. 

24. Más frecuente e intenso es el uso de restricciones 
directas a las importaciones en forma de prohibiciones 
y licencias previas. En Colombia y el Ecuador las pro-
hibiciones de importar afectan a numerosos productos; 
en Venezuela, a unos pocos. El requisito del permiso 
o licencia previa de importación existe —con o sin cuo-
tas o cupos periódicos— para una lista extensa de pro-
ductos en Colombia, México y Venezuela, y por lo 
menos en los dos últimos países una de sus finalidades 
principales es evitar o limitar la importación de produc-
tos competitivos con los nacionales. También se exige 
permiso o licencia previa de importación en el Brasil 
—para los productos incluidos en la categoría especial— 
y en el Ecuador, pero en ambos países se suele otor-
gar de manera automática en condiciones normales. No 
es posible por eso, considerarlo como una restricción 
efectiva, aunque sí potencialmente. 

25. Varios países, por último, aplican otras restriccio-
nes que afectan a unos pocos productos. En este caso 
se encuentran, por ejemplo, los contingentes o cuotas 
de absorción de Colombia y Venezuela —que en Co-
lombia condicionan el permiso de importación a que 
el importador compre cierta cantidad del producto na-

cional similar—, los monopolios estatales de importa-
ción, legales o virtuales —los últimos de los cuales re-
sultan de franquicias acordadas sólo a la entidad esta-
tal—, etc. 

4. Exoneración de gravámenes a las importaciones 

26. Un aspecto de los regímenes de importación que 
en los países considerados tiene una importancia y un 
efecto muy superior al que normalmente se le concede, 
hasta el punto de que cabe considerarlo como uno de 
los principales instrumentos de la política de protec-
ción y estímulo a la industria nacional, es el de las exo-
neraciones o liberaciones totales o parciales de dere-
chos aduaneros y otros gravámenes a numerosas im-
portaciones, según sea su naturaleza, destino, importa-
dor, etc. 

27. En los anexos a este documento se señalan para 
cada país los regímenes especiales de exoneración vi-
gentes. Tales regímenes son numerosos y variados, so-
bre todo en algunos países. En general se refieren a 
exoneraciones en favor de los siguientes tipos de im-
portación: 

a) Las efectuadas por organismos oficíales y semi-
oficiales (inclusive por empresas estatales petrolíferas, 
ferroviarias, navieras, de energía eléctrica, etc.); 

b) Las de maquinarias, equipos, otros bienes de ca-
pital y a veces materias primas para industrias nuevas, 
para ampliar las industrias existentes o que representen 
inversiones de capitales extranjeros. Este tipo de fran-
quicia es común a casi todos los países y en algunos de 
ellos —el Ecuador, México, el Paraguay y el Perú-
está sistematizado en leyes de promoción o fomento 
industrial. Normalmente requiere el cumplimiento de 
ciertos requisitos como el registro de la inversión o de 
la empresa o autorización previa para su establecimien-
to y a veces la celebración de un contrato especial con 
el gobierno, la utilización de cierto porcentaje mínimo 
de materias primas nacionales, la calificación de la in-
dustria como necesaria o básica, etc. En ciertos países 
—el Brasil y el Uruguay, por ejemplo— tal franquicia 
se extiende a la importación de maquinarias, equipos, 
etc., en general, mientras que en Venezuela favorece 
particularmente a las importaciones de materias primas 
y productos semielaborados —así como equipos y ma-
quinarias— para las explotaciones industriales o agro-
pecuarias; 

c) Las de maquinarias, equipos, implementos, etc., 
para la agricultura —en la Argentina, Chile, el Perú, 
y el Uruguay— o para ciertas industrias (por ejemplo, 
para las industrias pesquera, minera, petrolera, siderúr-
gica, de automotores, de fertilizantes, de energía eléc-
trica, etc.); 

d) Las de ciertos productos cuando son importados 
por organismos estatales, lo que da lugar a los mono-
polios virtuales aludidos en el párrafo 25 —como la im-
portación de trigo en el Brasil—, cuando son artículos 
de primera necesidad y hay problemas de abastecimien-
to interno o cuando el importador cumple la condi-
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ción de adquirir una cierta cantidad de producto na-
cional similar (como en el Brasil y Venezuela), etc.; 

e) Las efectuadas en las llamadas "zonas libres" de 
la Argentina y Chile o en los "perímetros libres" de 
México. 

Por ultimo, algunos países —la Argentina, Chile, el 
Perú y el Uruguay— tienen régimen de retorno (draw-
back), en virtud del cual se devuelven los derechos 
pagados al importar productos que se reexportan una 
vez elaborados, y dos —la Argentina y el Paraguay-
liberan de recargos todas o parte de las importaciones 
procedentes de países limítrofes. 

28. La finalidad principal de los mencionados regíme-
nes de exoneración —que normalmente excluyen de 
sus beneficios a aquellos productos de los que hay pro-
ducción nacional— es, como se dijo, estimular la indus-
tria nacional, complementando la protección que se con-
cede a ésta a través de derechos, otros gravámenes y 
restricciones a las importaciones, mediante franquicias 
en favor de las importaciones de los elementos que di-
cha industria necesita para establecerse o ampliarse, y 
a veces para funcionar. En otros casos, la exoneración 
se propone facilitar la importación de algunos produc-
tos de primera necesidad o de materias primas para la 
industria, dentro de las cantidades necesarias para cu-
brir déficit ocasionales o crónicos en la producción na-
cional y sin afectar las posibilidades de colocación de 
esta última. Por su parte, las exoneraciones en favor 
de importaciones gubernamentales o de empresas esta-
tales o semioficiales parecen fundarse sobre todo en el 
muy discutible argumento de que el pago de los gravá-
menes sería en esos casos una mera operación contable. 

29. En el presente documento se procuró medir el 
efecto de estos regímenes especiales de exoneración com-
parando la incidencia teórica de los derechos aduane-
ros que se aplican en los países estudiados con la in-
cidencia efectiva de los mismos, es decir, con la rela-
ción entre el monto de los derechos recaudados efecti-
vamente y el valor total de las importaciones. Aunque 
esta comparación, que figura en el cuadro 3, ofrece al-
gunas dificultades y deficiencias serias,7 permite tener 
una idea bastante aproximada del orden de magnitud 
del monto de los derechos no percibidos a consecuen-
cia de las exoneraciones. 

30. Ese orden de magnitud es verdaderamente nota-
ble en la mayoría de los países estudiados. El caso más 

7 En efecto, es difícil identificar con precisión en las estadísticas 
fiscales de la mayoría de los países cuál es el ingreso correspondiente 
a derechos aduaneros propiamente dichos y por lo general no se pueden 
determinar los ingresos por conceptos de otros gravámenes de efectos 
equivalentes; los datos disponibles de recaudación aduanera correspon-
den a importaciones efectuadas en años pasados, en tanto que los ni-
veles promedios de incidencia teórica se calcularon en este trabajo 
para cada país a base de derechos vigentes en fecha reciente —después 
de haber sufrido aumentos sustanciales en algunos países— y de im-
portaciones realizadas en años anteriores, con una composición posi-
blemente distinta de Ja actual, etc. En cuanto a la incidencia efectiva 
de los gravámenes no aduaneros, ha sido imposible calcularla —salvo 
para los recargos cambiarios en la Argentina— por no disponerse de 
datos relativos a su recaudación. 

extremo es el de la Argentina, donde la incidencia efec-
tiva de los recargos cambiarios —que constituyen el 
principal y casi exclusivo gravamen a las importacio-
nes— fue en 1959 sólo un tercio de la incidencia teó-
rica calculada para ese país en este trabajo. En Chile, 
la incidencia efectiva de los derechos aduaneros —in-
cluyendo el impuesto ad valorem sobre el valor nacio-
nalizado— es aproximadamente el 40 por ciento de su 
incidencia teórica; en el Brasil, Colombia y el Perú, un 
50 por ciento; en Venezuela, del 55 al 60 por ciento; 
en el Paraguay, entre el 56 y el 72 por ciento; en Mé-
xico, el 72 por ciento, y en el Ecuador alrededor del 90 
por ciento. Por carencia de datos adecuados, no ha 
sido posible hacer tal cálculo para Bolivia y el Uru-
guay. (Véase después el cuadro 3.) Cabe suponer que 
la relación entre incidencia efectiva y teórica de los 
gravámenes no aduaneros aplicados a las importacio-
nes en esos países es aproximadamente la misma que 
la señalada para los derechos aduaneros. 

31. Parece evidente, pues, que la política de exonera-
ción de gravámenes a las importaciones juega en la 
mayoría de los países considerados un papel tanto o 
más importante que el propio arancel aduanero, los 
gravámenes extraaduaneros y las restricciones directas, 
en cuanto elemento determinante de la composición 
de las importaciones y como instrumento de protec-
ción y fomento a la industria nacional. Asimismo pa-
rece contribuir de manera preponderante a quitar más 
efectividad aún al uso e influencia de los derechos 
aduaneros y/o de los gravámenes de efectos equivalen-
tes en la política de importación de esos países, excep-
to en el sentido de que tales derechos y gravámenes se 
fijan para muchos productos a niveles que resultan 
efectivamente prohibitivos, por lo que sólo a través de 
la liberación total o parcial de tales derechos y gravá-
menes resulta posible la importación. En otras pala-
bras, en esos casos el derecho o gravamen a la impor-
tación equivale en efecto a una prohibición de impor-
tar y el régimen de exoneraciones a un régimen de li-
cencia o permiso previo. En efecto, esa exoneración, 
que no suele ser automática, se sujeta al cumplimiento 
de ciertas condiciones por parte del importador y en 
todo caso a una decisión administrativa, pues de ordi-
nario es facultativo de alguna dependencia o repartición 
del poder ejecutivo decidir si en cada caso procede a 
no conceder la franquicia. 

32. Puede afirmarse, por consiguiente, que el régimen 
de controles directos a las importaciones, a través del 
permiso previo, funciona de hecho no sólo en los paí-
ses a los que ya se hizo referencia (supra, párrafo 24), 
sino también —para los productos sometidos a régimen 
de exoneración— en otros como la Argentina, el Bra-
sil, Chile, el Perú y el Uruguay. 

33. Dos parecen ser los motivos principales en que se 
funda este procedimiento de establecer derechos y otros 
gravámenes elevados y hasta prohibitivos para nume-
rosos productos —inclusive bienes de capital—, y luego 
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facilitar o hacer posible su importación mediante exo-
neraciones totales o parciales. Con respecto a materias 
primas, artículos alimenticios y productos semielabora-
dos, tal sistema se propondría permitir que su impor-
tación se reduzca a lo necesario para cubrir el déficit 
de la producción interna protegiendo dicha producción 
al tiempo que se evita o se procura evitar el encareci-
miento del producto importado. Para cumplir ese fin 
se liberan las importaciones sólo hasta el monto del 
déficit, o condicionándolas a que el importador compre 
una determinada proporción del producto nacional, o 
cuando las efectúan organismos oficiales o semioficia-
les. Con respecto a los bienes de capital, con el régi-
men de exoneraciones se trata de controlar u orientar 
el establecimiento y desarrollo de las distintas indus-
trias, las que en muchos casos sólo gracias al beneficio 
de la franquicia de importación pueden instalarse o 
ampliarse. 

5. El tipo de cambio 

34. No cabe duda que, el tipo de cambio —o, en su 
caso, los tipos múltiples de cambio— a que se efectúan 
las importaciones ejerce sobre éstas una influencia con-
siderable, pues refuerza o reduce el efecto restrictivo 
de los derechos aduaneros y otros gravámenes equiva-
lentes, a menos que se trate de un tipo de cambio 
"neutro", esto es, que no actúe sobre las importaciones 
en uno ni en otro sentido. Un tipo de cambio más 
elevado que el tipo neutro —es decir, el que corres-
ponde a una moneda subvaluada— significa un grava-
men adicional uniforme sobre todas las importaciones 
en un porcentaje igual al de la subvaluación. Por el 
contrario, un tipo de cambio más bajo —correspon-
diente a una moneda sobrevaluada— representa un sub-
sidio uniforme a las importaciones, también en propor-
ción directa a la de su sobrevaluación. 

35. El problema está en definir y determinar el tipo 
de cambio neutro. A este particular y siempre desde 
el punto de vista de sus efectos sobre las importacio-
nes, el concepto que parece más práctico y aproxima-
do consiste en definir como neutro el tipo de cambio 
que iguala el poder adquisitivo general interno y exter-
no de la moneda, o sea aquel que equipara el poder 
adquisitivo de las distintas unidades monetarias. Según 
este concepto, si con una cantidad dada de divisas de 
un cierto país se puede adquirir en general más bienes 
fuera de éste que dentro de él, esa moneda estaría so-
brevaluada, y en caso contrario subvaluada. 

36. Cualquiera que sea el-criterio adoptado para defi-
nir y determinar el tipo de cambio neutro y, por lo 
tanto, para calificar de subvaluado o sobrevaluado al 
tipo de cambio al que se realizan las importaciones en 
un país dado, es evidente que tal tipo de cambio debe 
tenerse muy en cuenta al juzgar el nivel —promedio o 
para cualquier producto individual— de derechos y 
otros gravámenes que ese país aplica a sus importacio-
nes y al compararlo con los de otros países. Así, por 
ejemplo, un gravamen elevado o un nivel promedio alto 

de gravámenes en un país con tipo de cambio sobre-
valuado puede tener menor efecto restrictivo o protec-
cionista que un gravamen o nivel promedio de gravá-
menes sustancialmente más bajo en otro país cuyo tipo 
de cambio está subvaluado. 

37. Esta Secretaría ha realizado recientemente un estu-
dio sobre los niveles de precios y paridades de poder 
de compra de las monedas en diez países latinoameri-
canos —los mismos a que se refiere este trabajo (me-
nos Bolivia y Venezuela) y Panamá8— que permite 
apreciar con bastante aproximación si sus monedas es-
tán relativamente subvaluadas o sobrevaluadas —según 
el criterio enunciado antes (supra, párrafo 35)— o, por 
lo menos, formarse una idea de la relación que guar-
dan entre sí los poderes adquisitivos de tales monedas 
a los tipos de cambio del mercado libre. Estos tipos 
de cambio son los mismos a los que se efectúan las im-
portaciones en los países de que se trata, salvo en el 
Brasil y, con pequeñas diferencias, en Colombia y el 
Ecuador. 

38. De acuerdo con los resultados preliminares de tal 
estudio, a los tipos de cambio de mercado libre, siendo 
la base porcentual México, los índices de los niveles 
de precios de los distintos países incluidos en él, to-
mando en cuenta tanto bienes de consumo como de in-
versión, serían los siguientes: 

Uruguay 81 Paraguay 87 México 100 
Argentina 84 Perú 92 Ecuador 103 
Brasil 85 Colombia 99 Chile 131 

Se observan, por lo tanto, disparidades apreciables 
en los poderes adquisitivos de las monedas de los dis-
tintos países. Esas disparidades, siempre tomando a 
México como base, significarían que los tipos de cam-
bio a los que se realizan las importaciones en el Uru-
guay, la Argentina, el Paraguay y el Perú contribuyen 
a reforzar, en orden de magnitud decreciente, los gra-
vámenes que esos países aplican a sus importaciones. 
Los tipos de cambio del mercado oficial de Colombia 
y el Ecuador —más favorables a las importaciones que 
los del mercado libre— y en medida bastante más apre-
ciable el de Chile, constituirían, por el contrario, un 
subsidio a las importaciones que contrarrestaría en par-
te el efecto de los gravámenes aplicados a éstas. Es in-
dudable que esta última situación también se da en 
Venezuela, y de manera más pronunciada. En cuanto 
al Brasil, el tipo de cambio para las importaciones efec-
tuadas por la categoría general, más desfavorable que 
el de mercado libre, significaría un gravamen adicional 
a tales importaciones, lo que asimismo ocurre, aunque 
de manera mucho más pronunciada, con respecto al 
tipo de cambio para la categoría especial; por el con-
trario, el tipo de cambio especial o favorecido para las 
importaciones efectuadas fuera de remate constituiría 
una fuerte subsidio para éstas. 

8 Comparación de precios y paridad de poder adquisitivo de la 
moneda en algunos países latinoamericanos ( E / C N . l 2 / 5 8 9 ) . 
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39. La sección que sigue se refiere precisamente a la 
magnitud de los niveles promedios de incidencia de los 
derechos y otros gravámenes a las importaciones en 
los once países considerados. En la interpretación de 
esos niveles así como de sus comparaciones, deben te-

nerse presente las consideraciones expuestas con respec-
to al efecto de los tipos de cambio, aunque en este tra-
bajo no se incluye la cuantificación de tal efecto ni se 
ha procurado ajustar según él los mencionados niveles 
de incidencia. 

II. NIVELES PROMEDIOS DE INCIDENCIA DE DERECHOS ADUANEROS Y 
OTROS GRAVÁMENES A LAS IMPORTACIONES 

1. Naturaleza y significado de los niveles 
promedios calculados 

40. Uno de los principales objetivos de este trabajo 
era calcular niveles promedios de incidencia —ponde-
rados y aritméticos simples— de los derechos aduane-
ros y otros gravámenes aplicados a las importaciones 
en los once países incluidos en el mismo, tanto en 
general como para cada una de las categorías y grupos 
de bienes a que ya se hizo referencia (suprat párrafo 4). 
Tal cálculo se ha efectuado según la metodología esbo-
zada en la introducción. Antes de entrar en el análi-
sis y comparación de los resultados obtenidos y a fin 
de evitar que se atribuya a los mismos una precisión 
mayor o un significado distinto del que les correspon-
de, es necesario señalar el significado y alcance de di-
chos niveles promedios. 

41. Debe advertirse ante todo que los promedios de 
que se trata no representan el nivel proteccionista o el 
efecto restrictivo de los derechos y otros gravámenes a 
las importaciones. Tampoco constituyen un índice co-
rrecto de la altura relativa de tales derechos y gravá-
menes. 

Así, en lo que respecta a los promedios pondera-
dos, para calcularlos se ha utilizado como factor de 
ponderación el valor de la importación de cada pro-
ducto incluido en la muestra, en el que influyen direc-
tamente los derechos y otros gravámenes que paga la 
internación de ese producto y además, en numerosos 
países, restricciones de otra índole, así como las fran-
quicias o exoneraciones acordadas. Los derechos y gra-
vámenes efectivamente proteccionistas, que restringen 
fuertemente la importación o la impiden del todo, pe-
san poco o nada en el promedio. En consecuencia, pue-
de ocurrir que para un país con arancel altamente pro-
teccionista —el Brasil, por ejemplo— se obtenga un 
promedio menor que para otro país con tarifa de tipo 
predominantemente fiscal como el Ecuador o el Para-
guay. Por otra parte, el hecho de que en un país sea 
pequeña o nula la importación de un producto deter-
minado no significa necesariamente que dicho produc-
to tenga poca importancia en la economía del país en 
cuestión. 

Los promedios aritméticos simples adolecen del se-
rio defecto de que en ellos tiene el mismo peso o in-
fluencia el derecho y/o el gravamen para un producto 
de importancia secundaria que el correspondiente a un 
producto mucho más importante. Si bien es verdad 
que los promedios aritméticos obtenidos en este traba-

jo —salvo en el caso especial de la Argentina, el Brasil 
y Chile— se calcularon sobre una muestra que excluye 
los productos de poco o ningún valor en la importa-
ción de cada país, el defecto persiste con respecto a 
los productos incluidos. Con respecto a los productos 
excluidos de la muestra, puede repetirse la misma ob-
jeción ya hecha a propósito del promedio ponderado. 

42. Aunque se llegara a resolver de manera satisfacto-
ria y práctica el problema de la ponderación —por 
ejemplo, utilizando un factor de ponderación (como el 
valor de la producción o el consumo internos) que re-
flejara la importancia relativa de cada producto en la 
economía del país más adecuadamente que el valor de 
su importación— y aunque las importaciones no estu-
vieran sujetas a restricciones distintas de los derechos 
aduaneros, los promedios obtenidos para distintos paí-
ses no indicarían de manera necesaria el efecto protec-
cionista de las tarifas nacionales respectivas. Los dere-
chos elevados en un país pueden no significar una pro-
tección más efectiva o una barrera mayor a las impor-
taciones que los derechos más bajos de otro país. Aun 
con referencia a productos específicos, un derecho rela-
tivamente alto puede no ser protección suficiente si 
afecta a un producto cuya industria opera en condicio-
nes muy desventajosas, en tanto que un derecho bajo 
puede ofrecer adecuada protección a otra industria que 
se encuentre en condiciones más competitivas. 

43. A este propósito debe recordarse que el efecto pro-
teccionista del derecho para un producto manufactu-
rado no sólo está en función de la tasa o nivel de di-
cho derecho, sino también entre otras cosas, del por-
centaje de valor agregado nacionalmente a ese produc-
to —a igualdad de otras condiciones, cuanto mayor sea 
tal porcentaje, menor será el efecto proteccionista del 
derecho— y del derecho que pagan la materia prima, 
los productos intermedios, etc., que se utilizan en su ela-
boración. Así, el derecho sobre un producto puede 
resultar elevado como consecuencia de la inclusión en 
el mismo de una "tasa compensatoria" tendiente a 
contrarrestar el efecto de los derechos que gravan a su 
materia prima o productos intermedios. 

44. No obstante esto, parece aceptable suponer que en 
general un derecho elevado —incluyendo en él los de-
más gravámenes de efectos equivalentes— tiene un 
efecto más proteccionista o restrictivo que otro más 
bajo. Asimismo parece innegable que la implantación 
de derechos elevados con objeto de proteger ciertas 
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industrias tiende a elevar también el nivel de otros de-
rechos, para ponerlos a tono con las modificaciones 
ocurridas en los precios relativos de los factores de pro-
ducción en las industrias correspondientes. Ocurre así 
de modo directo para algunas, a través del aumento 
en el costo de sus materias primas o productos inter-
medios —caso de los derechos compensatorios— o in-
directamente, a través del desplazamiento de factores 
de producción hacia las nuevas industrias protegidas y 
del aumento en el nivel general de precios que provoca 
el desarrollo de industrias menos eficientes. En otras 
palabras, el establecimiento de derechos elevados para 
proteger ciertas industrias hace necesario imponer de-
rechos proteccionistas —o aumentar los ya existentes— 
para otras industrias. Por consiguiente, un nivel pro-
medio elevado de derechos en un país indica, en prin-
cipio, que hay protección para numerosos sectores de 
la economía, o por lo menos para algunos sectores im-
portantes y relativamente ineficientes. 

45. A las limitaciones señaladas con respecto al signi-
ficado de los niveles promedios de derechos y otros gra-
vámenes deben agregarse, en el caso de varios de los 
países latinoamericanos incluidos en este estudio, la 
de que en ellos tales derechos y gravámenes sólo cons-
tituyen una parte —a veces la menos importante— de 
las restricciones aplicadas a las importaciones. Así ocu-
rre que en México, con un nivel promedio relativamen-
te bajo de derechos aduaneros, las restricciones a las 
importaciones con fines proteccionistas —o de balance 
de pagos— actúan de manera predominante a través 
del régimen de permisos previos. Este hecho debe te-
nerse muy en cuenta al hacer cualquier apreciación so-
bre tal nivel promedio de derechos o al compararlo con 
el de otros países que no aplican restricciones directas 
a sus importaciones. 

46. También hay que tener en cuenta el tipo de cam-
bio al que se efectúan las importaciones, pues éste, 
como ya se señaló (supra, párrafos 34 a 39), puede 
constituir un subsidio o un gravamen adicional a las 
importaciones que contrarreste o refuerce el efecto res-
trictivo de los gravámenes propiamente dichos. 

47. No ocurre así con el régimen de exoneración de 
derechos y otros gravámenes. En efecto, de acuerdo 
con las consideraciones ya expuestas {supra, párrafos 
31 a 33) la aplicación de tal régimen suele sustituir los 
derechos y otros gravámenes por permisos previos, cuyo 
efecto restrictivo estaría determinado por el nivel teó-
rico de dichos derechos o gravámenes, es decir, por lo 
que debería tributar la importación si no obtuviera la 
exoneración. Dicho en otras palabras, la diferencia 
entre el nivel teórico y el efectivo de los derechos y 
otros gravámenes es la medida del efecto restrictivo de 
los permisos previos necesarios para gozar de exonera-
ción o franquicia. 

48. Las observaciones expuestas se refieren a limitacio-
nes al significado de los niveles promedios de inciden-

cia de los derechos y otros gravámenes a las importa-
ciones. Deben agregarse otras limitaciones que deri-
van de la naturaleza de los datos utilizados y de la me-
todología seguida en el cálculo de los niveles prome-
dios. Piénsese en las siguientes: a) para el cálculo de 
los promedios ponderados se utilizó, como factor de 
ponderación, el valor de las importaciones en un solo 
año para algunos países, en el promedio de dos años 
para la mayoría y en el de tres años para otros; b) el 
período escogido puede no ser en algunos casos bastan-
te representativo de la composición de las importacio-
nes; c) con posterioridad al período al que correspon-
den las importaciones y a veces dentro de él, varios 
países han aumentado o modificado considerablemen-
te sus derechos, gravámenes y otras restricciones, y uno 
de ellos —el Uruguay—, modificó de manera funda-
mental su régimen de importación, todo lo cual puede 
influir de manera apreciable en aquella composición; 
d) la equivalencia ad valorem de los derechos específi-
cos se ha computado a base del precio unitario del pro-
ducto resultante de las estadísticas de importación, pre-
cio que difiere a menudo —a veces sustancialmente— 
del precio real; e) en varios países —por ejemplo, la 
Argentina, el Brasil y el Uruguay— la clasificación o 
nomenclatura utilizada en las estadísticas de importa-
ción es completamente distinta de la arancelaria, sien-
do imposible para numerosos productos establecer una 
equivalencia adecuada entre ambas —problema que se 
presenta en menor grado en casi todos los países para 
ciertos productos, a raíz de modificaciones en la tarifa 
de importación—, y en Chile la discrepancia entre la 
nomenclatura arancelaria y la que se sigue para aplicar 
los depósitos previos y recargos adicionales impidió 
computar éstos en los niveles promedios de inciden-
cia de gravámenes a las importaciones, y así sucesi-
vamente. 

49. Si se tienen presentes las limitaciones y considera-
ciones expuestas, reconociendo la posibilidad de un 
cierto margen de error, y se recurre a elementos de 
juicio complementarios, el análisis y comparación de los 
niveles promedios de incidencia de derechos y otros 
gravámenes a las importaciones calculados en este tra-
bajo resulta muy útil. En efecto, permite formarse 
una idea aproximada del orden de magnitud de los 
niveles tarifarios —incluyendo en ellos los gravámenes 
equivalentes— de los distintos países, tanto para el 
conjunto de las importaciones como para categorías y 
grupos de productos, así como del papel que los dere-
chos y otros gravámenes juegan en la política de im-
portaciones. Además, en el proceso de recopilar, sis-
tematizar y elaborar los datos para calcular esos prome-
dios es posible también formarse una impresión bas-
tante adecuada y completa de la estructura tarifaria 
—y de los otros gravámenes— en relación con cada 
país, del nivel de derechos para productos individuales, 
de la magnitud aproximada del grado de protección 
concedido a industrias determinadas, de los criterios 
que guían la política de importaciones, etc. Todo ello 
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se ha procurado incorporarlo en esta nota, en la sec-
ción relativa a las conclusiones.9 

50. Conviene advertir una vez más que no debe darse 
a los niveles promedios calculados en este trabajo un 
significado mayor o distinto del que en realidad tie-
nen. Puede considerárseles representativos del nivel ta-
rifario —incluidos otros gravámenes no arancelarios a 
las importaciones— de los países comprendidos en este 
trabajo siempre que se entienda por nivel tarifario el 
promedio aritmético —simple o ponderado, según el 
caso— de los porcentajes que los derechos y otros gra-
vámenes equivalentes representan sobre el valor de las 
mercaderías que componen el grueso de la importa-
ción de cada país. 

51. El procedimiento seguido en este trabajo para 
computar los promedios ponderados de derechos y otros 
gravámenes a las importaciones es semejante al utili-
zado por la Comisión Arancelaria de los Estados Uni-
dos para determinar los efectos de las concesiones tari-
farias otorgadas por este país hasta 1952 inclusive (com-
parando el promedio ponderado de los derechos vi-
gentes antes y después de dichas concesiones). Tam-
bién es análogo al que aplicó la Comisión de la Co-
munidad Económica Europea al calcular la incidencia 
promedio de la tarifa externa común aprobada para 
dicha Comunidad en marzo de 1960, a base de las im-
portaciones de los países miembros de la misma en el 
año 1958.a0 La Asociación Latinoamericana de Libre 
Comercio ha adoptado este mismo procedimiento en 
el cálculo de las medias ponderadas de los derechos y 
otros gravámenes que los países miembros aplican a su 
comercio recíproco, y a base de él deben computarse 
las reducciones anuales que se efectúen de acuerdo con 
lo dispuesto en el Tratado de Montevideo. Correspon-
dería aplicarlo asimismo cuando se tratara de compu-
tar los niveles promedios de incidencia arancelaria que 
en una primera etapa se comprometerían a alcanzar 
los países que suscribieran un eventual acuerdo para 
establecer gradualmente el mercado común latinoame-
ricano, si tal establecimiento se ajustara a las recomen-
daciones del Grupo de Trabajo del Mercado Regional 
Latinoamericano.11 

9 El estudio especial de los derechos aduaneros y otros gravámenes 
a las importaciones en la Argentina, el Brasil y Chile, más detallado, 
se hizo precisamente para disponer de algunos de esos elementos de 
juicio complementarios. Con el mismo fin se calcularon para esos paí-
ses los promedios aritméticos de incidencia tomando en cuenta la to-
talidad de los aranceles respectivos. 

10 U . S. Tariff Commission, Effect of trade agreement concessions 
on United States tariíf levels based on imports in 1952 (Washington, 
1953) y Commission of the European Economic Community, Thírd 
general report on the activities of the Community (Bruselas, 1960), 
p. 238. Aunque ninguna de las dos publicaciones detalla el procedi-
miento seguido en el cálculo de los niveles tarifarios, ambas indican 
que los derechos fueron ponderados por las importaciones en un año 
elegido como base. 

11 Véase supra ' 'Tratado que establece una zona de libre comercio 
e instituye la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio" , Proto-
colo N ^ 1, así como El mercado común latinoamericano ( E / C N . 1 2 / 
531), op. cit. Un examen más detallado del problema que representa 
la medición del nivel tarifario e información acerca de otros procedi-
mientos distintos del seguido en este trabajo, pueden verse en las pu-

52. A este respecto cabe observar que, aunque el mé-
todo en cuestión no da resultados que se presten a su 
comparación adecuada entre países, es el mejor y tal 
vez el único práctico para medir las variaciones en el 
nivel arancelario de un país. Esto es cierto sobre todo 
si se piensa en las variaciones tarifarias resultantes de 
concesiones acordadas —verbi gracia, por acuerdos co-
merciales o dentro del acuerdo que tienda a establecer 
una zona de libre comercio—, siempre y cuando se uti-
lice el mismo factor de ponderación, es decir, siempre 
que los derechos y otros gravámenes antes y después 
de su modificación o reducción, se ponderen por las 
importaciones en un mismo año o período. Dicha 
condición se cumple, por ejemplo, dentro de la fórmu-
la que adoptó el Tratado de Montevideo, en la que es 
el mismo el factor de ponderación de los derechos y 
otros gravámenes aplicados a importaciones desde el 
área, por una parte, y el de los vigentes para terceros 
países, por la otra. 

2. Comparación entre los niveles promedios 
de incidencia obtenidos 

53. En las cuadros 1 y 2 se recogen, respectivamente, 
los promedios ponderados y los aritméticos simples de 
incidencia de derechos y otros gravámenes a las impor-
taciones calculados por grupos y categorías de produc-
tos para cada uno de los once países latinoamericanos 
incluidos en este estudio. 

54. Como era de esperar en la mayoría de los casos los 
promedios aritméticos son superiores a los ponderados, 
pero lo realmente significativo es que hay una correla-
ción muy estrecha entre ambos tipos de promedios. En 
efecto, el orden de magnitud de los promedios obteni-
dos para los distintos países —tanto totales como para 
grupos y categorías de productos— es, salvo pocas ex-
cepciones, el mismo respecto de los promedios aritmé-
ticos que de los ponderados. Esto significa que las con-
clusiones a que puede llegarse examinando y compa-
rando dichos promedios ponderados son confirmadas, 
en general, por los promedios no ponderados. 

55. Lo que primero llama la atención en los niveles 
promedios de incidencia de gravámenes a las importa-
ciones obtenidos es la considerable elevación de la ma-
yoría de ellos. Para dos países —la Argentina y el Pa-
raguay— el promedio ponderado excede al 50 por cien-
to y el aritmético simple al 60 por ciento, y sólo en 
otros dos —México y el Uruguay— es el promedio pon-
derado inferior al 20 por ciento. Debe observarse que 
tal promedio hubiese sido sustancialmente mayor para 
el Uruguay si al calcularlo se hubiesen tomado en cuen-
ta los recargos y el costo de financiamiento del depó-
sito previo, impuestos desde fines de septiembre de 
1960 para reemplazar el control cambiario, los permi-
sos previos y las prohibiciones de importación que se 

blicaciones de la Sociedad de Naciones, Tariff Ieveí índices (Ginebra, 
127-11.34) y de la Comisión Arancelaria de Suecia, Revisión of the 
Swedish Customs Tariff (Estocolmo, 1957) . 



Cuadro 1 

P R O M E D I O S PONDERADOS D E INCIDENCIA TEÓRICA D E D E R E C H O S ADUANEROS Y O T R O S G R A V Á M E N E S D E E F E C T O S E Q U I V A L E N T E S SOBRE E L 
VALOR CIF DE LAS I M P O R T A C I O N E S E N VARIOS PAÍSES L A T I N O A M E R I C A N O S a 

(Porcentajes) 

—; .. ^ . . , • / Argentina Bolivia Brasilb Colombia Chilec Ecuador Méxicod Paraguaye Perú Uruguay Venezuela 
Pats y ano o p e r i o d o _ _(1957-58)[ (1957-59) (1956-58) (1957-58) (1957-58) (1957-58) (1957-58) (1957-58) (1957) (1959) 

Gravámenes en vigor al: 30.IVj 

Categoría I. Bienes primarios IS.5 

Grupo 1: Productos alimenticios sin ela-
borar 40.6 

Grupo 2: Materias primas 42.7 
Grupo 3: Combustibles sin elaborar . . . 1.0 

Categoría II. Bienes de capital intermedios y 
de consumo duradero 64.7 

Grupo 1: Productos intermedios . . . . 49.6 
Grupo 2: Combustibles elaborados . . . 1.2 
Grupo 3: Bienes de capital 78.2 
Grupo 4 : Bienes de consumo duradero . 699.7 

Categoría III. Bienes manufacturados de con-
sumo corriente 66.5 

Grupo 1: Productos alimenticios y taba-
cos elaborados 14 2.4 

Grupo 2 : Productos químicos y farmacéu-
ticos 62.9 

Grupo 3: Otros productos de consumo co-
rriente 63.6 

Totales 5 2 . 8 

31X11.59 3l.V111.60 30.IX.59 15.111.60 1.IX.59 

9.9 2.9 28.3 20.2 24.7 

8.7 1.1 45.6 14.2 23.9 
16.6 22.0 19.3 16.1 36.2 
12.1 0.8 f 34.1 t 

13.4 36.9 28.3 39 .6 40.7 

7.6 26.1 32.9 40 .6 38.0 
14.1 22.8 12.1 40.1 70.2 
13.3 45 .6 22.2 37.3 29.2 
29.4 79.1 113.7 83.7 75.2 

34.2 40.4 48.2 56.8 62.3 

19.1 50.5 160.5 62.8 114.0 

20.8 35.4 24.6 14.7 42.0 

62 .6 37.3 4 M 55.1 59.1 

20.4 28.8 32.1 38.2 46.7 

31.XII.59 30.IX.60 15.IX.59 15.VII.60 23.11.60 

4.7 26.8 14.5 9.4 35.6 

4.1 24.4 12.9 11.0 20.3 
6.5 50.0 22.7 12.4 68.1 
1.4 51.5 f 0.1 f 

14.1 6 i . 9 18.6 19.3 12.6 

19.2 54.6 18.6 15.8 23.2 
6.9 76.2 15.4 15.9 32.0 

11.7 53.1 15.1 22.3 5.2 
56.2 72 .6 33.3 20.3 14.3 

30.8 59.9 35.9 19.2 66.3 

132.8 55.4 26.2 23.3 87.3 

9 .8 49.2 20.4 9 .5 37.5 

24.0 64 .6 44.3 18.4 61.3 

13.8 56.1 21.8 15.9 28.0 

FUENTE: E/CN. 12/554/Adds. 1 a 11. 
a Excepto para Chile, se incluyen en los gravámenes de efectos equivalentes a un derecho de importación el costo de financiamiento de los depósitos previos en los países que aplican este tipo de restricción (Colombia» 

el Paraguay y el Uruguay). Para el Paraguay y Venezuela, las incidencias sobre el valor FOB se han convertido a su equivalente sobre el valor CIF . 
b No incluye el mayor costo de las divisas para productos importados por la categoría especial ni el costo de financiar el pago anticipado del agio o prima de las divisas compradas en remate. 
c No incluye la incidencia del costo de financiamiento de los depósitos previos ni del impuesto o recargo adicional, pues no fue posible computarlas por dificultades de equivalencias con la clasif icación arancelaria; sí in-

cluye el impuesto ad valorem del 3 % o 30 % sobre el valor nacionalizado, 
d Incidencias promedios sobre el valor estadístico y no sobre el valor recalculado a precios oficiales. 
e Incluido el impuesto a las ventas, cuya incidencia sobre el valor CIF del total de las importaciones es aproximadamente 8 % en promedio ponderado y 1 2 % en promedio aritmético simple. Las incidencias están ex-

presadas en sus equivalentes sobre el valor CIF. 
f No hubo importación de suficiente magnitud para incluirla en la muestra. 



co c\ 
Cuadro 2 

PROMEDIOS A R I T M É T I C O S SIMPLES D E I N C I D E N C I A D E LOS D E R E C H O S A D U A N E R O S Y O T R O S G R A V Á M E N E S D E E F E C T O E Q U I V A L E N T E S O B R E 
E L V A L O R CIF D E LAS I M P O R T A C I O N E S E N VARIOS PAÍSES L A T I N O A M E R I C A N O S a 

(Porcentajes) 

, ~ , , , . Argentina Bolivia Brasilb Colombia Chilec Ecuador Méxicod Paraguaye Perú Uruguay Venezuela 
<is y ano o penoao ae importación (19Sg) (1957.58) (1957.59) (1956-58) (1957-58) (1957-58) (1957-58) (1957-58) (1957-58) (1957) (1959) 

Gravámenes en vigor al: 30 .ÍV.60 31.XII.59 31.VIII.60 30.1X.59 15.III.60 I . IX .59 31.XII.59 30.IX.60 15.IX.59 15.VII.60 23.11.60 

Categoría I. Bienes primarios 54.2 21.1 13.4 43.3 40.8 34.0 7.8 48.2 18.1 12.3 52.2 

Grupo 1: Productos alimenticios sin ela-
borar 40 .4 17.8 9 .5 68.0 33.5 32.9 12.8 47.1 15.1 13.8 38.0 

Grupo 2: Materias primas 65.0 27.0 19.7 30.9 45.1 35.8 7.0 50.0 22.5 12.4 75 .7 
Grupo 3: Combustibles sin elaborar . . . 6.9 12.0 10.2 ' f 53.5 f 2.0 52.5 f 0.1 f 

Categoría II. Bienes de capital intermedios y 
de consumo duradero 96.9 17.6 40 .8 33.9 45 .9 44.3 16.8 58.8 2 2 . 0 24 .0 22 .3 

Grupo 1: Productos intermedios . . . . 62.1 12.1 31.0 35.9 45 .3 43.7 17.2 59.1 23 .6 22.7 4 0 . 4 
Grupo 2: Combustibles elaborados . . . 4 .0 14.8 29.3 11.4 45.5 61.0 7.1 59.1 15.9 21.2 40 .3 
Grupo 3: Bienes de capital 84.7 17.4 46.1 26.5 40.5 32.7 14.9 52.6 17.6 26.5 10.9 
Grupo 4 : Bienes de consumo duradero . 612.2 37.1 60.0 100.9 83.4 106.5 46 .7 72.7 35.2 24.1 14.7 

Categoría III. Bienes manufacturados de con-
sumo corriente 110.0 52 .5 50.4 58.9 66.2 73.1 33 .9 66.1 4 0 . 9 22 .7 111.6 

Grupo 1: Productos alimenticios y taba-
cos elaborados 136.4 35.9 56.3 137.6 126.4 124.8 121.6 70.2 29.1 18.4 287 .0 

Grupo 2: Productos químicos y farmacéu-
ticos 102.7 37.8 25.0 30.8 16.5 59.3 10.9 58.9 20.6 10.1 121.1 

Grupo 3: Otros productos de consumo co-
rriente 108.6 58.7 52.0 57.1 64.5 67.6 28.3 65.5 47 .9 26.0 74 .0 

Totales 91.5 30.3 40.1 41.3 49.2 54.9 18.1 61.5 28.3 21.1 56.0 

FUENTE: E/CN.12/5S4/Adds. 1 a 11. 
a Excepto para Chile, se incluyen en los gravámenes de efectos equivalentes a un derecho de importación el costo de financiamiento de los depósitos previos en los países que aplican este tipo de restricción (Colombia» 

el Paraguay y el Uruguay). Para el Paraguay y Venezuela, las incidencias sobre el valor FOB se han convertido a su equivalente sobre el valor CIF. 
b No incluye el mayor costo de las divisas para productos importados por la categoría especial ni el costo de financiar el pago anticipado del agio o prima de la9 divisas compradas en remate. 
c No incluye la incidencia del costo de financiamiento de los depósitos previos ni del impuesto o recargo adicional, pues no fue posible computarlas por dificultades de equivalencias con la clasificación arancelaria; sí in-

cluye el impuesto ad valorem del 3 % o 30 % sobre el valor nacionalizado, 
d Incidencias promedios sobre el valor estadístico y no sobre el valor recalculado a precios oficiales. 
e Incluido el impuesto a las ventas, cuya incidencia sobre el valor CIF del total de las importaciones es aproximadamente 8 % en promedio ponderado y 1 2 % en promedio aritmético simple. Las incidencias están ex-

presadas en sus equivalentes sobre el valor CIF, 
f No hubo importación de suficiente magnitud para incluirla en la muestra. 



aplicaban previamente, en particular antes de la refor-
ma de diciembre de 1959. 

56. La agrupación de los países según el orden de mag-
nitud de los niveles promedios de incidencia de sus 
gravámenes a las importaciones es como sigue: 

A. Según promedios ponderados: 
Más del 50 por ciento Paraguay y Argentina 

Del 40 al 50 por ciento Ecuador 
Del 30 al 40 por ciento Chile y Colombia 
Del 20 al 30 por ciento Brasil, Venezuela, Perú y 

Bolivia 
Menos del 20 por ciento Uruguay y México 

B. Según promedios aritméticos simples: 
Más del 60 por ciento Argentina y Paraguay 

Del 50 al 60 por ciento Venezuela y Ecuador 
Del 40 al 50 por ciento, Chile, Colombia y Brasil 
Del 30 al 40 por ciento, Bolivia 
Menos del 30 por ciento Perú, Uruguay y México 

57. También llama la atención la considerable disper-
sión de esos promedios, así como la apreciable diferen-
cia que hay entre los proynedios de los países coloca-
dos en uno y otro extremo de la escala. 

58. Sin embargo, tales diferencias se explican y com-
pensan en medida apreciable con respecto a la mayoría 
de los países si se consideran las demás restricciones 
que varios de ellos aplican a sus importaciones. Así, 
México, que tiene el m(\s bajo nivel general de inci-
dencia y el más bajo o próximo al más bajo en casi 
todos los grupos y categorías, utiliza con preferencia el 
régimen de permiso pre\io como instrumento de con-
trol de sus importacionep, hasta el punto de que apro-
ximadamente el 60 por ¿(iento del valor total de las im-
portaciones efectuadas ^n el promedio 1957-58 corres-
ponden a productos sujetos a dicho control. Puede su-
ponerse, además, que elj control en cuestión impidió o 
limitó severamente la internación de muchos otros pro-
ductos. Colombia, el Ecuador y Venezuela también 
utilizan de manera más o menos extensa este tipo de 
restricción y/o la prohibición de importar, y en el Bra-
sil actúa como limitación el régimen de control cam-
biario, sobre todo para las mercaderías clasificadas en 
la categoría especial. De no existir esas restricciones, 
cabe suponer que esos países harían un uso mucho más 
intenso de la protección arancelaria, en cuyo caso los 
promedios de sus gravámenes a las importaciones se-
rían mayores —en algunos casos quizás sustancialmente 
mayores— que los obtenidos en este trabajo. 

59. Al juzgar y comparar los promedios de incidencia 
de algunos países h^y que tener también en cuenta 
otros elementos de juicio. En el caso del Uruguay ya 
se explicó que el cálpulo de los promedios debió efec-
tuarse antes de completar la sustitución de las restric-
ciones directas por gravámenes adicionales y depósitos 
previos, y que esos promedios aumentarían sustancial-
mente si se rehicierji dicho cálculo a base de los gra-

i i 

vámenes actualmente en vigor. En cuanto a Chile, se-
gún se señaló en otra oportunidad, no fue posible in-
cluir en el cómputo de los promedios el costo del fi-
nanciamiento de depósitos previos ni el impuesto adi-
cional. Ambos son bastante considerables y se puede 
suponer que de haberlos tomado en cuenta, los prome-
dios de incidencia para Chile hubiesen sido mayores 
que para los demás países. (En efecto, el depósito pre-
vio de 1 500 por ciento por 90 días tiene un costo de 
financiamiento que equivale aproximadamente a un 
gravamen del 90 por ciento sobre el valor cif de la 
mercadería, y el impuesto adicional llega, para muchos 
productos, al 200 por ciento.) 

60. Los niveles promedios correspondientes al Para-
guay incluyen el impuesto a las ventas que se aplica a 
los productos importados, pero no ha sido posible com-
probar si existe o no un impuesto equivalente para los 
productos nacionales. De existir tal impuesto, no co-
rrespondería tomar en cuenta el que grava las impor-
taciones, y los niveles promedios de incidencia se redu-
cirían apreciablemente (del 56.1 al 48.1 por ciento el 
promedio general ponderado, y del 61.5 al 49.3 por 
ciento el aritmético simple). 

61. Para la Argentina y el Paraguay, los recargos cam-
biados o adicionales —que en este último país llegan 
al 20 por ciento sobre el valor /ob, equivalente al 24 
por ciento sobre el valor cif para casi todos los pro-
ductos— se han ponderado por el total de las importa-
ciones, de acuerdo con la metodología seguida en este 
trabajo, siendo así que ninguno de ambos países los 
aplica a las importaciones procedentes de países limí-
trofes. Tampoco la Argentina los aplica a las importa-
ciones desde el Perú, ni el Paraguay a las que proceden 
del Uruguay. Si la ponderación sólo se hubiera hecho 
por las importaciones sujetas a tales gravámenes, los 
niveles promedios obtenidos hubiesen sido menores par-
ticularmente en lo que respecta a los grupos de pro-
ductos alimenticios y materias primas. También se hu-
bieran reducido esos promedios, aunque en proporción 
mucho menor, para ambos países y para Chile y el 
Perú si al calcularlos se hubiesen tenido en cuenta los 
derechos preferenciales que aplica la Argentina a cier-
tas importaciones desde el Paraguay; este país a algu-
nos productos provenientes de la Argentina, el Brasil 
o el Uruguay; Chile a algunos productos argentinos y 
peruanos, y el Perú a unos pocos productos chilenos. 

62. Mucho más importantes serían los ajustes que ha-
bría que realizar en los niveles promedios de algunos 
países para compensar el efecto del tipo de cambio so-
bre las importaciones. (Véase supra, párrafos 34 a 39.) 
Este ajuste significaría una reducción sustancial en los 
promedios obtenidos con respecto a Venezuela y de 
menor importancia en los de Chile, y un aumento en 
los correspondientes a la Argentina, el Paraguay, el 
Perú y el Uruguay. 

63. Los ajustes que pudieran hacerse teniendo en cuen-
ta las observaciones procedentes harían variar algo 
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—para ciertos países acaso considerablemente— los ni-
veles promedios indicados en los cuadros 1 y 2, y redu-
cirían su dispersión y diferencia entre los extremos. No 
podrían incluir, por razones obvias, la más importante 
de esas observaciones: el efecto de utilizar controles 
directos sobre las exportaciones. Con todo, es muy pro-
bable que no modificaran sustancialmente el orden de 
magnitud de los niveles promedios de incidencia. Los 
países de que se trata seguirían agrupándose de mane-
ra bastante similar a la establecida en el párrafo 56. 

64. Siempre persistiría y quizá con mayor relieve la 
más importante característica de los promedios obteni-
dos: el alto nivel de la mayoría de ellos. Los ponde-
rados van de un mínimo del 13.8 por ciento a un máxi-
mo del 56.1 por ciento, con una media de alrededor 
del 30 por ciento. En cambio, el promedio pondera-
do de incidencia de la tarifa externa común aprobada 
en marzo de 1960 para la Comunidad Económica Eu-
ropea —resultante de su aplicación a todas las impor-
taciones de la Comunidad en el año 1958— no llega 
más allá del 7.4 por ciento 12 y el promedio de los de-
rechos vigentes en los Estados Unidos al 1? de enero 
de 1953, ponderados por las importaciones de 1952, 
sólo es del 5.1 por ciento.113 

65. Tan pronunciadas diferencias y la conclusión con-
siguiente respecto al nivel notablemente elevado de los 
gravámenes a las importaciones en la mayoría de los paí-
ses latinoamericanos considerados, se confirman por 
los resultados obtenidos a base de los promedios arit-
méticos simples si éstos se calculan tomando en cuenta 
todas las posiciones arancelarias. Para los tres países 
latinoamericanos a que se refiere dicho apéndice —la 
Argentina, el Brasil y Chile—, esos promedios son 151, 
60 y 93 por ciento, respectivamente. Resultan, pues, 
bastante más altos, como era de prever, que los prome-
dios ponderados y que los promedios aritméticos sim-
ples calculados sólo a base de las importaciones prin-
cipales (véanse los cuadros 1 y 2), pero quedan coloca-
dos en el mismo orden para los tres países y guardan 
entre sí proporciones bastante aproximadas. En cam-
bio, para Francia —país que se incluyó en ese estudio 
especial con fines comparativos en calidad de país eu-
ropeo de derechos relativamente elevados— el mismo 
promedio, calculado de igual manera, sólo llega al 18 
por ciento. 

66. Se obtienen diferencias de magnitud similar com-
parando los niveles promedios de incidencia para gru-
pos de productos. Así, el promedio ponderado de in-
cidencia de los derechos para materias primas en la 

12 Commission of the European Economic Community, op. cit.f 
p. 238. Según este mismo documento, el promedio ponderado de in-
cidencia correspondiente a grupos de productos es despreciable para las 
materias primas, el 5.9 por ciento para los bienes manufacturados y 
del 13.6 al 17.2 por ciento para los equipos y otros productos indus-
triales. 

13 U. S. Tariff Commission, op. cit. Este promedio se refiere a 
todas las importaciones e incluye las libres de derechos, como se ha 
hecho en el presente trabajo. Si se las excluye, el promedio de inci-
dencia para las importaciones gravadas sube al 12.2 por ciento. 

mencionada tarifa externa común de la Comunidad 
Económica Europea es despreciable, mientras que para 
los países latinoamericanos incluidos en este trabajo 
va del 6.5 por ciento en el caso de México al 43 por 
ciento en el de la Argentina, al 50 por ciento para el 
Paraguay y al 68.1 por ciento para Venezuela, exclu-
yendo las materias primas alimenticias. (Véase el cua-
dro 1.) La incidencia ponderada de los derechos so-
bre la importación de bienes de capital, sólo en cuatro 
de los países considerados —Bolivia, México, el Perú 
y Venezuela— es inferior al 20 por ciento y llega al 45 
por ciento en el Brasil, al 53 por ciento en el Paraguay 
y al 78 por ciento en la Argentina. En cambio, el 
promedio para equipos y otros productos industriales 
en la tarifa externa común de la Comunidad Económi-
ca Europea —en la que para tales tipos de productos 
se justifica una protección mayor que en los países la-
tinoamericanos— está entre el 14 y el 17 por ciento. Los 
promedios aritméticos simples calculados para la Ar-
gentina, el Brasil y Chile tomando todas las posiciones 
tarifarias son —para todos y cada uno de los 10 gru-
pos y 3 categorías contempladas en este trabajo, así 
como para todas las secciones y prácticamente todos 
los capítulos de la Nomenclatura de Bruselas— más 
elevados y a menudo notablemente mayores que para 
Francia. El orden de magnitud para esos tres países es 
generalmente superior para la Argentina que para Chi-
le y para éste que para el Brasil.14 

67. A iguales conclusiones respecto a lo elevado del ni-
vel de los gravámenes a la importación en la mayoría 
de los países latinoamericanos de que se trata en este 
trabajo se llega comparando tales gravámenes para cada 
una de las posiciones tarifarias. En efecto, cualquiera 
que sea el criterio objetivo con que se les juzgue, hay 
con demasiada frecuencia gravámenes excesivamente 
altos. Se prueba así, por ejemplo, en el análisis de este 
tipo hecho para la Argentina, el Brasil y Chile. Si bien 
es cierto que en estos tres países tales gravámenes ex-
cesivos parecen abundar más y sus niveles son siempre 
más altos que en los demás países de América Latina, 
no puede negarse que son bastante representativos de 
la situación general. 

68. Debe hacerse una salvedad importante. Muchos 
de los gravámenes excesivamente elevados que se en-
cuentran en los países latinoamericanos y sobre todo 
en la Argentina, el Brasil y Chile, son o parecen ser en 
numerosos casos bastante superiores a lo que sería ne-
cesario para proteger a la industria nacional y para ha-
cer prohibitiva la importación. En otras palabras, los 
promedios de incidencia obtenidos para varios de los 
países latinoamericanos son artificialmente elevados por 
influencia de gravámenes mayores de lo que se reque-
riría para cumplir las finalidades que motivaron su im-
posición. Si tales gravámenes se redujeran a un nivel 
más concordante con las necesidades efectivas de pro-
tección, disminuirían también en grado apreciable los 

I 4 No fue posible tomar en cuenta para Chile el impuesto adicio-
nal ni el costo de financiamiento del depósito previo. 
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promedios de incidencia, aunque no se alteraría el efec-
to restrictivo de esos gravámenes. 

i 

69. Puede anticiparse que esta disminución sería más 
intensa en el caso de los promedios aritméticos simples 
calculados para todas las posiciones tarifarias con res-
pecto a la Argentina, el Brasil y Chile. Así ocurriría 
también en el caso de los prpmedios ponderados, pues 
éstos incluyen numerosos productos afectados por tales 
gravámenes prohibitivos perq cuya importación se efec-
túa —a veces en montos cuantiosos— bajo alguno de 
los regímenes de exoneración a que ya se hizo referen-
cia (supra, párrafos 26 a 33). En el cómputo del pro-
medio de incidencia se procjede como si tales importa-
ciones pagaran el gravamen,, porque existe y está vigen-
te. Su magnitud exageradamente alta lleva hacia arri-
ba el promedio, sobre todo! en cuanto se refiere a los 
grupos de productos intermedios, bienes de capital y 
de consumo duradero para ¡la Argentina, a los de pro-
ductos alimenticios elaborados y sin elaborar, materias 
primas y productos intermedios para Venezuela, y en 
general a los de bienes d^ capital y en menor grado 
productos intermedios par& los demás países. Parece 
obvio concluir que de no abordarse exoneraciones —que 
benefician con mayor frecuencia, sobre todo en la Ar-
gentina y Venezuela, a productos sujetos a gravámenes 
muy elevados o prohibitivos—, los productos favoreci-
dos por ellas no se importarían o se importarían mu-
cho menos. Los promedios ponderados, por consiguien-
te, quizá serían mucho n)enores que los indicados en 
el cuadro 1. 1 

i 
.i 
il 

70. El amplio uso que de las exoneraciones de gravá-
menes a la importación le hace en la mayoría de los 
países latinoamericanos incluidos en este trabajo es in-
dudable que influye en forma apreciable y diversa so-
bre la magnitud de dichos gravámenes y sobre sus ni-
veles teóricos. Ya se han visto algunas de esas modali-
dades. Mucho más importante que ellas es el hecho 
de que, en la mayor paite de los casos, la utilización 
eficiente de los regímepes especiales de exoneración 
como instrumento de protección y orientación del des-
arrollo industrial requierje la imposición de gravámenes 
elevados y hasta prohibitivos a la importación; sólo par-
tiendo de su existencia y mediante exoneraciones tota-
les o parciales de tales gravámenes, se puede hacer po-
sible la importación dentro de ciertas cantidades, para 
ciertos fines o sujetándola a algunas otras condiciones. 
Por consiguiente, el ni\jel de los gravámenes ha de ser 
más elevado que el que prevalecería si tal forma de con-
trol no se ejerciera enj forma de exoneración, sino a 
modo de régimen diredto de permisos previos a las im-
portaciones, tal como ¿curre, por ejemplo, en México. 
En consecuencia, el régimen de exoneración es en sí 
mismo causa determinante de que el gravamen sea 
alto.1*5 j 

Puede ocurrir que, ají elaborar un nuevo arancel aduanero o 
modificar sustancialmente el (existente, se impongan derechos proteccio-
nistas en favor de industriad no establecidas aún, pero de las que se 
prevé o se desea estimular, el desarrollo. Después —mientras no se 

71. En tal caso, como ya se señaló (supra, párrafo 47), 
el nivel del derecho mediría aproximadamente el efec-
to restrictivo del permiso previo que suele ser necesa-
rio para gozar de la exoneración. Sin embargo, en al-
gunos de los países estudiados la existencia de regíme-
nes de exoneración en favor de las importaciones rea-
lizadas por organismos públicos, empresas estatales o 
semiestatales, o para ciertos tipos de actividades o in-
dustrias —por ejemplo, ferrocarriles, energía, explora-
ciones y explotaciones petrolíferas, etc.—, parece dar 
lugar a gravámenes teóricos elevados a los productos 
respectivos que actúan por omisión más que por ac-
ción. Así cabe suponer que, al menos en parte, los re-
cargos del 150 por ciento aplicables teóricamente a la 
importación de numerosos productos en la Argentina 
se debe a que, como de ordinario sólo se les importa 
en régimen de exoneración, no se consideró necesario 
colocarlos específicamente en las listas de productos 
libres de recargos o con recargos inferiores al 150 por 
ciento. 

Cuadro 3 

I N C I D E N C I A S T E Ó R I C A Y E F E C T I V A D E L O S 
D E R E C H O S A D U A N E R O S E N V A R I O S PAÍSES 

L A T I N O A M E R I C A N O S 
(Porcentajes) 

Prome- n n , 
diopon- Pr?me' F e -
derado ¿ l 0 . C l 6 n f n ' 
deinci- aPrfxl: }relAas 

País dencia tnado de inciden-

teórica lncldfn-
deigra- / f ? ? 
„„ n tiva teórica vamen a 

Derechos aduaneros . 4 . 6 2 .8 61 
Argentina 

Recargos cambiarios . 47 .3 16.6 35 
Bolivia 13.0 
Brasil 25 .9 12-12.5 46-48 
Colombia 2 8 . 7 c 13.7 4 8 
Chile 38.2 ^ 15.0 <i 39 
Ecuador 29 .7 26 .8 9 0 
México 13.8 10.0 72 
Paraguay 27 .8 16-20 56-72 
Perú 21.2 10-11 47-52 
Uruguay 10.0 G 

Venezuela 20 .0 < 11-12 55-60 

a Véase con más detalle en E/CN.12/554/Adds. 1 a 11. 
b Recaudación aduanera efectiva en el año o años más recientes para los cuales 

se ha dispuesto de datos, como porcentaje del valor total de la importación 
en eso9 años. 

c Derechos vigentes en septiembre de 1959, después de un aumento apreciable 
de los mismos en mayo de ese año. 

d Incluido el impuesto ad valorem sobre el valor nacionalizado, 
e Incluidos los recargos cambiarios vigentes el 15 de julio de 1960. 
f Incidencia estimada aproximadamente a base de los derechos vigentes antes 

del de septiembre de 1959; la incidencia calculada sobre los derechos vi* 
gentes en febrero de 1960 sube al 28 por ciento sobre ei valor cif. 

72. En cualquier caso, y aunque se considere razonable 
no ajustar total o parcialmente los niveles teóricos de 
incidencia de los gravámenes a las importaciones para 
tomar en cuenta los efectos de los regímenes de exo-

establezca la industria en cuestión— se conceden franquicias para im-
portar el producto respectivo o —una vez establecida, pero no en con-
diciones de satisfacer la demanda totalmente— para cubrir el déficit 
de la demanda. 
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neración, es sin duda de gran interés comparar tales ni-
veles teóricos con los efectivos resultantes de los gravá-
menes que realmente se aplican. Esta comparación 
(véase el cuadro 3) ha habido que limitarla principal-
mente —salvo en el caso de la Argentina— a los niveles 
teóricos y efectivos de derechos aduaneros propiamen-
te dichos, por carecerse de datos respecto a la recauda-
ción de los gravámenes de efectos equivalentes. Ade-
más, aun con respecto a la recaudación de derechos 
aduaneros, las estadísticas fiscales disponibles ni son 
lo bastante precisas en la identificación de los concep-
tos que se incluyen bajo "recaudación aduanera" ni 
esta recaudación corresponde necesariamente a los de-
rechos aduaneros que se tuvieron presentes en este tra-
bajo. Aun así, tal comparación da una idea bastante 
aproximada de la magnitud de las exoneraciones y de 
la relación entre niveles teóricos y efectivos de inciden-
cia de los gravámenes a las importaciones en los países 
estudiados. 

73. La diferencia entre los promedios de incidencia teó-
rica del cuadro 3 y los de la última línea del cuadro 1 
se debe a que éstos incluyen los gravámenes de efectos 
equivalentes a derechos aduaneros. Por lo tanto, esa 
diferencia mide la incidencia promedio de dichos gra-
vámenes. Es de suponer que los regímenes especiales 
de exoneración actúan con respecto a ellos de la mis-
ma manera que sobre los derechos aduaneros, por lo 
que su incidencia efectiva debe diferir de la teórica 
aproximadamente en la misma proporción que en el 
caso de los derechos aduaneros. 

74. Todas las consideraciones, limitaciones y reservas 
expuestas con respecto a los promedios generales de in-
cidencia de derechos y otros gravámenes a las importa-
ciones son aplicables, aunque en grado variable, a los 
promedios individuales calculados para cada una de las 
categorías y grupos que figuran en los cuadros 1 y 2. 
También esto debe tenerse en cuenta, por lo tanto, en 
cualquier análisis y comparación de dichos promedios 
individuales. 

75. La principal observación general que se desprende 
del análisis y comparación de los promedios individua-
les —que en particular se refiere a los promedios pon-
derados del cuadro 1, pero corroboran los promedios 
aritméticos simples del cuadro 2— es que en la mayo-
ría de los casos los promedios para las distintas catego-
rías y grupos guardan entre sí, dentro de cada país, una 
relación que corresponde grosso modo a lo que puede 
considerarse como la estructura racional de la tarifa 
arancelaria y de los otros gravámenes a la importación, 
es decir, que los promedios de incidencia de tales gra-
vámenes son menores para los bienes primarios que para 
los manufacturados, etc. Sin embargo, tal conclusión 
está sujeta a serias limitaciones y reservas si se conside-
ran las excepciones que se presentan y la magnitud, de-
masiado elevada en numerosos países, de los promedios 
para algunos grupos de bienes —productos alimenti-
cios sin elaborar, materias primas y bienes de capital-

respecto de los cuales cabria esperar un tratamiento 
mucho más favorable. 

76. Es verdad que esta situación cabe atribuirla de ma-
nera preponderante a que en la estructura de los gra-
vámenes a la importación de los países considerados in-
fluye seriamente, como ya se vio, la utilización de res-
tricciones cambiarías y cuantitativas, así como de regí-
menes especiales de exoneración. También es evidente 
que en la mayoría de los países esa estructura adolece 
de serios defectos y que en ciertos aspectos ha tenido y 
tiene efectos desfavorables sobre el desarrollo econó-
mico de los países en cuestión. 

77. Así, si bien en todos los países el promedio de los 
gravámenes para bienes primarios (categoría I) es sus-
tancialmente menor que para bienes manufacturados 
de consumo corriente (categoría III) , ello no se debe 
tanto a que sean bajos —que no lo son— los graváme-
nes de aquéllos, sino a que son sumamente altos los de 
éstos, sobre todo los que recaen sobre el grupo de pro-
ductos alimenticios elaborados (incluso bebidas y ta-
baco). 

78. Dentro de la categoría I, sorprende lo elevado de 
los promedios por lo que se refiere a los gravámenes 
aplicados en la mayoría de los países a productos ali-
menticios sin elaborar y a materias primas. Aunque en 
varios países muchos de esos gravámenes no se aplican 
o se aplican parcialmente a través del régimen de exo-
neraciones, de todos modos el hecho denuncia una 
pronunciada protección a la producción de tales ar-
tículos que no parece concordar muy bien con su con-
dición de productores primarios. Además, esa protec-
ción a los productos primarios, como es natural, tien-
de a elevar el nivel de gravámenes que se requiere 
para proteger adecuadamente los productos interme-
dios y elaborados. 

79. También llama la atención la circunstancia de que 
—al contrario de lo que podría esperarse en el caso de 
países en proceso de desarrollo económico que no son 
aún productores de bienes de capital— el promedio de 
gravámenes es en general sumamente elevado para esta 
clase de bienes. En efecto, sólo en cuatro países está 
por debajo del 20 por ciento y en uno es inferior al 
10 por ciento.16 Una vez más cabe hacer aquí la salve-
dad de que en muchos casos los gravámenes son teóri-
cos, pues la importación se efectúa a menudo al ampa-
ro de la exoneración. Sin embargo, esta exoneración, 
como se ha señalado en otras oportunidades, no es con-
cedida habitualmente de manera automática, sino que 
está sujeta a una autorización especial y al cumplimien-
to de ciertos requisitos. 

16 En el presente trabajo se incluyen en el grupo de bienes de 
capital las partes, piezas y repuestos para los mismos. En los países 
donde se fabrican dichas partes, piezas y repuestos, suelen quedai 
sujetas a gravámenes más o menos considerables, lo que contribuye a 
elevar el nivel promedio de incidencia de los gravámenes para el gru-
po en su conjunto. 
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Cuadro 4 

D I S T R I B U C I Ó N P O R C E N T U A L D E LAS I M P O R T A C I O N E S P O R G R U P O S Y C A T E G O R Í A S D E P R O D U C T O S E N VARIOS PAÍSES L A T I N O A M E R I C A N O S 

País y año o períodos de importación 
Arjgmtma 

(1959) 
- ^ Bolivia 

(1957-58) 
Brasil Colombia Chilea 

" (1957-59) (1956-58) (1957-58) 
Ecuador Méxicoa 

(1957-58) (1957-58) 
Paraguay 
(1957-58) 

Perú 
(1957-58) 

Uruguay 
(1957) 

Venezuela 
(1959) 

Categoría I. Bienes primarios 26.1 8.7 24.4 10.9 20.1 5.6 13.6 14.6 11.6 34.3 6.5 

Grupo 1: Productos alimenticios sin elabo-
rar 3.5 7.3 11.3 3.7 8.9 5.2 7.6 13.2 9.7 19.0 4 .4 

Grupo 2: Materias primas 7.6 1.2 2.2 7.2 5.7 0.4 4 .8 1.3 1.9 9 .3 2.1 
Grupo 3: Combustibles sin elaborar . . . 14.9 0.3 10.9 — 5.5 — 1.2 0.1 — 6.0 — 

Categoría II. Bienes de capital intermedios y 
de consumo duradero. . . . 70.2 56.4 70.1 70 .5 65 .4 62.7 80.6 49.8 66 .5 54.3 6 7 . 6 

Grupo 1: Productos intermedios . . . . 34.2 14.9 21.2 31.2 16.3 21.4 22.3 11.6 18.2 22.4 21 .4 
Grupo 2: Combustibles elaborados . . . 7.7 3.2 10.8 4 .5 5.5 6.8 5.2 11.1 4 .5 2.1 0.9 
Grupo 3: Bienes de capital 27.2 33.1 36.8 33.3 41 .8 28.9 51.9 18.8 34.6 26.2 34.9 
Grupo 4 : Bienes de consumo duradero . 1.0 5.3 1.4 1.6 1.8 5.6 1.2 8.4 9 .2 3.6 10.5 

Categoría III. Bienes manufacturados de con-
sumo corriente 3.7 34.8 5.4 18.6 14.5 31.7 5.8 35 .6 21 .9 11.4 2 5 . 9 

Grupo 1: Productos alimenticios y taba-
cos elaborados 0.1 19.2 1.4 1.6 8.6 4.2 0.7 9 .8 6.5 3.0 7 .7 

Grupo 2: Productos químicos y farmacéu-
ticos 0.5 3.6 0.8 3.7 1.0 7.5 2.5 5.3 2.9 0.6 3.1 

Grupo 3: Otros productos de consumo co-
rriente 3.1 12.0 3.3 13.3 4.9 20.0 2.6 20.5 12.5 7 .8 15.1 

Totales 100.0 100.0 100.0 100 .0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100 .0 

Porcentaje de la muestra sobre total de im-
portación 93 .9 91 .9 92 .9 94.3 93.2 87.5 83.8 86.2 85.1 87.3 86.6 

FUENTES: E/CN.l2/554/Adds. 1 a 11. 
a No incluida la importación por zonas o perímetros libres. 



80. Por lo demás, aunque en ocho de los once países 
estudiados el promedio de los gravámenes sobre mate-
rias primas es menor que el de los productos interme-
dios, en algunos es reducida esa diferencia. En los tres 
restantes —Bolivia, el Perú y Venezuela— la relación 
es inversa de la que correspondería a una estructura ra-
cional. En cambio, entre los promedios de gravámenes 
para materias primas y productos intermedios, por una 
parte, y para bienes de consumo duradero y de consu-
mo corriente —excepto los productos de las industrias 
química y farmacéutica, que tienen a menudo, en su 
conjunto, un tratamiento preferencial—, por la otra, 
hay una relación que se ajusta de manera más consis-
tente y pronunciada a la lógica. Hay una sola excep-
ción: Venezuela, donde el promedio para materias pri-
mas es superior que para otros productos de consumo 
corriente. Sin embargo, con respecto a las primeras 
opera de manera preponderante en dicho país el régi-
men de exoneraciones.17 

3. Distribución de las importaciones por categorías 
y grupos de productos 

81. Como se ha podido apreciar, resulta muy difícil 
formular juicios y llegar a interpretaciones adecuadas 
de los niveles promedios de incidencia de los graváme-
nes a las importaciones para distintos grupos y catego-
rías de productos. A ello se debe que las comparacio-
nes entre esos promedios deban ser constantemente 
condicionadas a diversos elementos accesorios de juicio 
y que el cuadro resultante sea bastante confuso. La 
solución ideal seria llegar a un cuadro en que se cuan-
tificara o midiera para cada grupo y categoría de pro-
ductos, el nivel promedio del efecto conjunto sobre las 
importaciones de las diversas restricciones aplicadas 
—derechos aduaneros, otros gravámenes, restricciones 
cambiarías y cuantitativas, etc.—, y de los regímenes de 
exoneración. 

82. Aunque esta solución ideal no es viable, es posible 
formarse una idea bastante aproximada del efecto con-
junto de los diversos elementos que entran en la polí-
tica de importación de un país a través de la composi-
ción o estructura de las importaciones del mismo, tal 
como se señala en el cuadro 4 para los países conside-
rados en este estudio. Es cierto que esa composición 
no es sólo el producto de las diversas medidas que for-
man la política de importación pero ésta influye en 
aquélla de manera predominante y en algunos casos la 
determina directamente. Por otra parte, la composición 
de las importaciones también depende en buena medi-
da de la estructura de la producción del país y de su 
grado de desarrollo económico, factores estrechamente 
vinculados a su vez a la política de importaciones, me-

17 La presencia de serios defectos en la estructura de los graváme-
nes a las importaciones está confirmada, en el caso de la Argentina, el 
Brasil y Chile, por el análisis de esos gravámenes, así como por los 
promedios de incidencia allí calculados para las categorías y grupos a 
que nos estamos refiriendo y para las secciones y capítulos de la No-
menclatura de Bruselas, tomando en cuenta todas las posiciones de las 
tarifas respectivas. 

diante una acción causal recíproca que actúa en am-
bos sentidos. 

83. Debe reconocerse que es corto el período cubierto 
por los datos del cuadro 4 —un año para la Argentina, 
el Uruguay y Venezuela; el promedio anual de un trie-
nio para el Brasil y Colombia y el de un bienio para 
los demás— y que puede no ser bastante representativo. 
Sin embargo, muestra para los diversos países una com-
posición de importaciones que se conforma estrecha-
mente a lo que cabía anticipar conociendo la estructura 
de su producción, la situación que atraviesa la actividad 
económica en cada uno de ellos y los criterios y con-
sideraciones que han guiado su política de importación. 

84. Entre esas consideraciones, una de las más impor-
tantes ha sido y continúa siendo en la mayoría de los 
países la relativa a las dificultades en el balance de pa-
gos. Gran parte de las restricciones impuestas a las 
importaciones se deben a estas dificultades. Las restric-
ciones se aplican por ello selectivamente, de tal mane-
ra que se limiten en lo posible las importaciones de 
productos considerados no esenciales y en cambio se 
permitan las de productos esenciales para el consumo 
o la producción (productos alimenticios, materias pri-
mas, productos intermedios, combustibles, bienes de 
capital). De ahí, por ejemplo, la alta proporción que 
en las importaciones uruguayas del año 1957 represen-
tan los productos alimenticios sin elaborar. 

85. De los porcentajes del cuadro 4, los que más ilus-
tran en general la estructura de la producción y el gra-
do de desarrollo económico de cada uno de los países, 
así como el efecto de las restricciones a las importacio-
nes fundadas en razones proteccionistas o del balan-
ce de pagos, son sin duda los correspondientes a bie-
nes de consumo duradero (Grupo II-4), otros produc-
tos de consumo corriente (Grupo III-3) y, en grado 
menor, productos alimenticios elaborados (Grupo III-
1). La participación de esos grupos en el total de las 
importaciones es decididamente baja en los países más 
industrializados y alta en los países de menor desarro-
llo relativo. 

86. También es muy significativo el porcentaje relativo 
a las importaciones de bienes de capital (Grupo II-3). 
En todos los países —salvo la Argentina y el Paraguay-
este grupo de productos es el más importante en las 
importaciones efectuadas en el periodo a que para cada 
país se refieren los datos del cuadro 4. En el caso de la 
Argentina la excepción coincide con la situación de 
la economía de ese país en 1959. En todos los países, 
según se señaló en otras oportunidades, se da un tra-
tamiento preferencial a esa importación, ya sea me-
diante gravámenes bajos o, más comúnmente, median-
te la exoneración de gravámenes que de otra manera 
tendrían un efecto muy restrictivo. 

87. Cabe señalar, por último, que en el caso de los 
productos alimenticios sin elaborar (Grupo 1-1) y de 
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los combustibles (Grupos 1-3 íy II-2), la magnitud re-
lativa de su importación —aunque determinada sobre 
todo por factores de tipo estructural e institucional—, 
en los países en que esa magnitud es elevada coincide 
con niveles de gravámenes relativamente bajos para ta-
les productos, como pudo apreciarse en el cuadro 1. 
Sólo uno de los países estudiados —Colombia— aplica 
a sus importaciones de productos alimenticios sin ela-

borar gravámenes elevados en relación con los que apli-
ca a casi todos los demás grupos de productos, como 
parte de una política de protección y estímulo a su pro-
ducción nacional. Consecuencia de ello es que tal im-
portación de productos alimenticios sin elaborar tenga 
allí menor importancia relativa que en todos los demás 
países considerados, con excepción de la Argentina. 

III. CONCLUSIONES 

88. A lo largo de este estudio en diversas oportunida-
des ha habido que deducir ¿onclusiones y hacer algu-
nos comentarios respecto a las características de la es-
tructura general de las mecadas a través de las cuales 
se expresa la política de importaciones de los países in-
cluidos en este estudio, en ¡fcuanto a los niveles de los 
derechos y otros gravámene^, etc. En los párrafos que 
siguen se procura presenta^ en forma más sistemática 
tales conclusiones y comentarios, que no sólo se basan 
en los elementos de juicio;!expuestos, sino en muchos 
otros recogidos en el proceso de elaboración de todo 
este documento. l\ 

i 
89. Lo primero que debe observarse es la pronunciada 
complejidad de los regímenes de importación en casi 
todos los países considerados. En la mayoría de ellos 
existe una verdadera profusión de gravámenes y/o con-
troles de otro tipo a las importaciones, complementa-
dos además por el uso considerable de diversas medidas 
administrativas, en particular la exoneración de gravá-
menes. 

90. Como consecuencia pe ello, puede afirmarse que 
sólo en dos de los once países estudiados —Bolivia y el 
Perú—, el arancel aduanero es el instrumento preponde-
rante de la política comercial y el principal determi-
nante de la composición; de las importaciones. En to-
dos los demás cumplen ŝa función en parte importan-
te y hasta principal los gravámenes extraarancelarios y 
las restricciones y medidjas de otra índole. En algunos 
países la función del arancel aduanero y su influencia 
en la composición de la i importaciones es francamente 
secundaria, llegando a Caracterizarse dicho instrumen-
to en tales casos por sjer sumamente anticuado e in-
adecuado. ! 

i i 
91. Se observa, sin embjargo, una marcada tendencia a 
eliminar controles camtyiarios y otros directos, así como 
a restituir al arancel aduanero su papel tradicional 
como principal instrumento de la política de importa-
ciones. No se hace ^llo de manera inmediata, sino 
pasando por una etapa ¡intermedia en que aquellos con-
troles son sustituidos |>or gravámenes extraarancelarios 
y depósitos previos. Ij,ste procedimiento de transición 
se debe sobre todo a 'que la elaboración de un nuevo 
arancel aduanero es tjarea que lleva mucho tiempo y 
esfuerzo, pero también a que parece persistir la pre-
ferencia por rcstriccicjnes —tales como los gravámenes 

extraarancelarios y depósitos previos— susceptibles de 
ser establecidos, modificados y aplicados por decisión 
administrativa y de escapar a las limitaciones que im-
ponen los compromisos contraídos respecto de derechos 
aduaneros en convenios comerciales. 

92. Otra característica de los regímenes de importación 
estudiados es su marcada inestabilidad no sólo en cuan-
to a su estructura general, sino también y más pronun-
ciadamente con respecto al tratamiento que se acuerda 
a la importación de los productos considerados uno a 
uno. En efecto, en la mayoría de los países se modifi-
can con frecuencia las listas de recargos, impuestos adi-
cionales, depósitos y permisos previos, etc., y en algu-
nos países incluso los derechos aduaneros. Esto pare-
ce deberse en medida apreciable a que, precisamente 
por la facilidad con que estas restricciones pueden mo-
dificarse a través de decisiones administrativas, los di-
versos sectores interesados presionan constantemente 
para obtener un tratamiento más favorable. También 
es atribuible al deseo de ajustar el tratamiento de los 
diversos productos a las circunstancias cambiantes de 
la economía. Sea como sea, el uso extremo de la flexi-
bilidad inherente al régimen librado al arbitrio admi-
nistrativo crea una situación de incertidumbre que tie-
ne efectos contraproducentes en la actividad econó-
mica. 

93. Todo esto y sobre todo la forma en que la mayoría 
de los países han venido estructurando y aplicando los 
diversos instrumentos de la política comercial, parece 
haber sido la causa principal de que no exista en esos 
países una política de importaciones racional y bien 
programada, es decir, una política que sea el resultado 
de una concepción integrada y armónica de las nece-
sidades del desarrollo económico. 

94. Se observa, en efecto, que casi todos los países de 
que aquí se trata carecen de una política proteccionis-
ta adecuadamente concebida, programada y estructura-
da. Por el contrario, la protección se concede habitual-
mente en forma indiscriminada y extrema, que no guar-
da bastante relación con la utilización más racional y 
eficiente de los recursos ni con la programación del 
desarrollo económico. 

95. Es así habitual en los países considerados que la 
importación de productos competitivos con los de la 



industria nacional esté prohibida o sujeta a un régimen 
de permiso previo cuya aplicación resulta en una vir-
tual prohibición. En efecto, una de las condiciones ne-
cesarias para que pueda autorizarse la importación sue-
le ser que el producto no sea sustituible por otro de 
producción nacional. En los países que han abando-

nado estos controles directos se les reemplaza por un 
sistema de derechos, otros gravámenes, depósitos pre-
vios, etc., que resultan prohibitivos. En otras palabras, 
la política seguida consiste de ordinario en impedir cual-
quier competencia efectiva o potencial por parte del 
producto extranjero. 

144 



Anexo 

C L A S I F I C A C I Ó N D E P R Q D U C T O S , S I G U I E N D O L A S P A R T I D A S D E L A C U C I , E N L A S C A T E G O R I A S 

JR G R U P O S C O N T E M P L A D O S E N E S T E E S T U D I O 

En los párrafos 4 y 5 de la not¿ genera] que constituye el nú-
cleo de este documento se advirtió que los productos incluidos 
en la muestra de la importación de cada país lian sido clasifica-
dos en varias categorías y grupos a fin de calcular con respecto 
a cada uno de ellos los promedios parciales de incidencia de 
tales gravámenes. Esas categoría^ y grupos son los siguientes: 

Categoría I: Bienes primarios 
Grupo 1: Productos alimenticios sin elaborar (incluso ta-

baco) 
Grupo 2: Materias primas 
Grupo 3: Combustibles siri elaborar 

Categoría II: Bienes de capitaj., intermedios y de consumo du-
radero i 

Grupo 1: Productos ¡nternficdíos 
Grupo 2: Combustibles elaborados 
Grupo 3: Bienes de capital 
Grupo 4 : Bienes de consumo duradero 

Categoría III: 
Grupo 1: 

Grupo 2: 

Grupo 3: 

También se señaló que la|s categorías citadas corresponden a 
las contempladas en las recomendaciones que el Grupo de Tra-

Bienes manufacturados de consumo corriente 
Productos alimenticios elaborados (incluso bebi-

das y tabacq) 
Productos tcrinjinados de las industrias química y 

farmacéutica; 
Otros bienes de consumo corriente 

bajo del Mercado Regional Latinoamericano formuló acerca de 
la estructura y normas del mercado común latinoamericano, y 
que la clasificación de los productos en esas tres categorías se de-
cidió de acuerdo con el contenido que dicho Grupo les asignó. 
Así, pues, no sólo se han tenido en cuenta las características de 
cada producto —grado de elaboración, destino, etc.—, sino tam-
bién las que, en el conjunto de América Latina, tienen las in-
dustrias a que esos productos corresponden. En especial se ha 
tenido en cuenta si se trata de industrias relativamente incipien-
tes, dinámicas y con amplias posibilidades de crecimiento, o de 
industrias más o menos establecidas o tradicionales, cuyas pers-
pectivas de crecimiento son —salvo en algunos países— mucho 
más limitadas, y cuya importación está sujeta en general a dere-
chos y otras restricciones fuertemente proteccionistas. 

La clasificación de los productos en las categorías y grupos 
citados se realizó a base de las partidas de la Clasificación Uni-
forme para el Comercio Internacional ( C U C I ) de las Naciones 
Unidas (en la forma que tuvo ésta hasta su modificación y sus-
titución en 1960 por la CUCI-NAB III o CUCI Revisada). En 
consecuencia, para ubicar en los anexos por países un producto 
dado, es necesario guiarse por el número de partida que corres-
ponde al mismo en la CUCI, y ver en las listas que se dan a con-
tinuación en qué categorías y grupo está clasificada tal partida. 

Las listas que siguen constan de dos partes. En la primera 
se indican, para cada categoría y grupo, las partidas de la C U C I 
clasificadas en ellos. En la segunda se señalan siguiendo el or-
den de las partidas de la CUCI , la categoría y el grupo a que 
corresponde cada una de ellas. 

'! Primera Parte i 

PARTIDAS DE LA C U C I Q U E C O R R E S P O N D E N A CADA CATEGORÍA Y GRUPO 

CATEGORIA I . B IENES PRIMARIOS 

Partida 
de la 

CUCI 
Producto 

Animales vivos destinados principalmente a la alimentación 

001-01 Ganado vacuno, incluso búfalos 
001-02 Ganado ovillo, caprino 
001-03 Ganado porcino 
001-04 Aves de cordal 
001-09 Animales vi^os, n.e.p.1 principalmente a la alimen-

tación ! i i i 
Carnes: frescas, refrigeradas o congeladas 

Carne de ganado vacuno (res o ternera) 
Carne de ganado ovino (carnero o cordero) 
Carne de ganado porcino (puerco) 
Aves de corral, matadas o limpiadas 
Carne fresca, refrigerada o congelada no incluida 

las partidas 011-01 a 011 -04 (incluso los des-

011-01 
011-02 
011-03 
011 -04 
011-09 

en 
pcrdicios 
males de 

:omestiblcs, carne de caballo y de ani-
:aza 

Partida 
de la 

CUCI 
Producto 

* n.e.p.: No especificada en otra parte 

Carnes: secas, saladas, ahumadas o cocinadas (no envasadas) 

012-01 Tocino, jamón y carne salada de cerdo 
012-02 Carne de res y ternera, ahumada, seca o salada 
012-03 Carnes ahumadas, secas o saladas, no incluidas en 

las partidas 012-01 y 012-02 

Leche y crema: frescas 

021-01 Leche y crema frescas (incluso sueros de .mante-
quilla (manteca de vaca) o de queso, leche des-
cremada, leche agria y crema agria) 

Huevos y miel natural 

025-01 Huevos con cascarón 
025-02 Huevos sin cascarón, líquidos, congelados o dese-

cados 
026-01 Miel natural 
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Partida 
de la Producto 

C U C I 

Pescado: fresco o conservado simplemente 

031-01 Pescado: fresco, refrigerado o congelado 
031-02 Pescado salado, seco o ahumado, pero sin otra 

preparación 
031-03 Crustáceos y moluscos: frescos, refrigerados, con-

gelados, salados, desecados o cocidos simplemen-
te, sin otra preparación 

Cereales sin moler 

041-01 Trigo sin moler 
042-01 Arroz con cáscara 
042-02 Arroz sin cáscara, incluso arroz pulido y quebrado 
043-01 Cebada sin moler 
044-01 Maíz sin moler 
045-01 Centeno sin moler 
045-02 Avena sin moler 
045-09 Cereales sin moler, n.e.p. 

Frutas y nueces frescas o secas (sin incluir las nueces oleaginosas) 

051-01 Naranjas y mandarinas 
051-02 Frutas cítricas, excepto naranjas y mandarinas 
051-03 Plátanos frescos de varias clases 
051-04 Manzanas 
051-05 Uvas 
0 5 1 - 0 6 Otras frutas frescas, n.e.p. (v. g. melones, piñas, 

higos, bayas) 
051-07 Nueces comestibles (incluso los cocos frescos), ex-

cepto las nueces utilizadas principalmente para la 
extracción de aceite 

052-01 Frutas secas, incluso las deshidratadas artificial-
mente 

Legumbres, frescas y secas, raíces y tubérculos, excepto los deshi-
dratados artificialmente 

054-01 Papas, sin incluir batatas 
054-02 Frijoles, guisantes, lentejas y otras legumbres (le-

guminosas), secos, incluso los quebrados 
054-03 Productos vegetales crudos, utilizados principal-

mente como materia prima para la alimentación 
humana (v. g., yuca, remolacha y caña de azúcar) 

054-09 Legumbres destinadas principalmente a la alimen-
tación n.e.p. (incluso legumbres congeladas o con-
servadas en soluciones temporales) 

Azúcar sin refinar 

061-01 Azúcar de remolacha y caña, sin refinar 

Café, cacao, té y mate 

071-01 Café sin tostar 
072-01 Cacao en grano 
074-01 Té 
074-02 Mate 

Materias sin elaborar destinadas a la alimentación de animales 
(excepto cereales sin moler) 

081-01 Heno y forraje, verde y seco (incluso algarrobas) 
121-01 Tabaco en bruto (incluso desperdicios de tabaco y 

tallos de tabaco) 

2. Materiales crudos (materias primas) no comestibles, excepto 
combustibles 

Cueros y pieles, sin curtir 

211-01 Cueros de ganado vacuno, de caballos, muías y as-
nos, sin curtir 

Partida 
de la Producto 

CUCI 

211-02 Pieles de becerro y reses pequeñas, sin curtir 
211-03 Pieles de ovejas y de corderos (excepto astrakán, 

caracul, cordero de Per.sia y cola ancha) sin curtir 
2 1 1 - 0 4 Pieles de cabra y cabritilla, sin curtir 
211-05 Recortes y residuos de cueros; cuero usado 
211-09 Cuero y pieles, sin curtir, n.e.p. 
212-01 Pieles finas, sin curtir (incluso astrakán, caracul y 

similares) 

Semillas, nueces y almendras oleaginosas 

221-01 Cacahuetes (maní) en bruto, con o sin cáscara 
221-02 Copra 
221-03 Almendras de palma 
221-04 Soya 
221-05 Linaza 
221-06 Semillas de algodón 
221-07 Semillas de ricino 

221-09 Semillas, nueces y almendras oleaginosas, n.e.p. 

Caucho en bruto 
231-01 Caucho y gomas similares, naturales 

Leña y carbón vegetal 

241-01 Leña (incluso aserrín) 
241-02 Carbón vegetal 

Maderas en trozos o simplemente escuadrada 

242-01 Madera para pulpa 
242-02 Troncos de madera para aserrar y troncos para ha-

cer chapas — coniferas 
242-03 Troncos de madera para aserrar y troncos para ha-

cer chapas — no coniferas 
242-04 Puntales para minas (maderos para entibos) 
242-09 Palos, pilotes, postes y otras maderas en trozos, 

excepto puntales para minas 

Madera desbastada o simplemente trabajada 

243-01 Durmientes de vías férreas (traviesas), aserrados 
o no 

243-02 Tablas aserradas, cepilladas, machihembradas, etc. 
— coniferas 

243-03 Tablas aserradas, cepilladas, machihembradas, etc. 
— no coniferas 

Corcho en bruto y desperdicios 

244-01 Corcho en bruto y desperdicios (incluso corcho 
natural en bloques y planchas) 

Fibras textiles en bruto 

261-01 Capullos de gusano de seda 
261-02 Capullos no devanables y desperdicios de capullos, 

seda basta, desperdicios de hilo de seda y residuos 
del devanado del capullo de seda 

261-03 Seda en bruto (no torcida) en madejas y ovillos 
262-01 Lana de oveja y cordero, sucia o lavada superfi-

cialmente 
262-02 Lana de oveja y cordero, limpiada, esté o no blan-

queada o teñida 
262-03 Pelos finos de animales, adecuados para hilados 

que no sean lanas 
262-04 Pelos finos de animales, no adecuados para hila-

dos (castor, liebre, conejo) 
262-05 Crines y otros pelos ordinarios 
263-01 Algodón en rama, excepto borra 
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Partida 
de la 

CUCI 

263-02 
264-01 
265-01 
265-02 
2 6 5 - 0 3 
2 6 5 - 0 4 
2 6 5 - 0 5 

265 -09 

producto 

Borra en algodón ,' 
Yute, incluso pedazós y desechos de yute 
Lino y estopa y desechos de lino 
Cáñamo y estopa y desechos de cáñamo 
Ramio y estopa y desechos de cáñamo 
Sisal y otras fibras de la familia de los agaves 
Fibra de manila (abacá) y estopa y desechos de fi-
bras de manila 
Fibras textiles vegetales, n.e.p. y desechos de di-
chas fibras ¡ 

Abonos naturales en bruto 

2 7 1 - 0 1 Abonos naturales <je origen animal o vegetal, no 
tratados químicamente 

2 7 1 - 0 2 Nitrato de sodio natural 
2 7 1 - 0 3 Fosfatos naturales, molidos o sin moler 
2 7 1 - 0 4 Sales de potasa eni bruto 

Minerales no metálicos en bruta, excepto carbón, petróleo, abo-
nos y piedras preciosas j 

272-01 Asfalto natural ¡| 
272 -02 Arena ¡ 
2 7 2 - 0 3 Cascajo y piedra | triturada (incluso macadam al-

quitranado) ¡ 
2 7 2 - 0 4 Arcilla (incluso tierras refractarias y de tierra de 

dinas) ¡ 
2 7 2 - 0 5 Sal (incluso la sal destinada para la venta al por 

menor) 
2 7 2 - 0 6 Azufre (incluso el refinado no químicamente puro) 
2 7 2 - 0 7 Abrasivos naturales, incluso los diamantes indus-

triales 
2 7 2 - 0 8 Piedra para construcción y para monumentos (di-

mensión), no labrada 
272-11 Piedra para usosj industriales, excepto para dimen-

sión (yeso y piejdra caliza) 
272 -12 Asbestos en bruto, lavados o triturados 
2 7 2 - 1 3 Mica — s i n cc^rtar o sin manufacturar, en lámi-

nas o en bloqUjes, en películas y en fragmentos; 
desechos de micp, sin moler o molidos 

2 7 2 - 1 4 Feldespato, esp^tofluor, criolita y chiolite 
2 7 2 - 1 5 Magnesita 
2 7 2 - 1 6 Grafito natural 
2 7 2 - 1 9 Minerales en bruto, incluso hierro, n.e.p. 

Minerales de metales comunes y sus concentrados y chatarra 

281-01 Mineral de hierro y sus concentrados 
282-01 Chatarra de hierro y acero 
283-01 Minerales de ¿obre y sus concentrados 
283-02 Minera] de níquel y sus concentrados 
2 8 3 - 0 3 Bauxitá (mineral de aluminio) y sus concentrados 
2 8 3 - 0 4 Minera] de pltpmo y sus concentrados 

Partida 
de la 

CUCI 

2 8 3 - 0 5 
2 8 3 - 0 6 
283 -07 
2 8 3 - 0 8 
283-11 
2 8 3 - 1 9 

284-01 

Producto 

Mineral de zinc y sus concentrados 
Mineral de estaño y sus concentrados 
Mineral de manganeso y sus concentrados 
Mineral de cromo y sus concentrados 
Mineral de tungsteno y sus concentrados 
Mineral de metales comunes y sus concentrados, 
n.e.p. 
Chatarra de metales no ferrosos 

Minerales de plata y platino 

285-01 Minerales y concentrados de minerales de plata 
2 8 5 - 0 2 Minerales y concentrados de minerales de platino 

y metales del grupo del platino 

Productos animales en bruto, no comestibles, n.e.p. 

291 -01 Huesos, marfil, cuernos, pezuñas, uñas y produc-
tos similares 

2 9 1 - 0 9 Materiales de origen animal, n.e.p. (v. g. intesti-
nos, estómagos, cerdas, pelos, pieles de aves, plu-
mas, esponjas, huevos de pescado no destinados a 
la alimentación, animales muertos, retales de cue-
ro, desperdicios y residuos similares de pieles cru-
das) 

Productos vegetales en bruto, no comestibles, n.e.p. 

292 -01 Plantas y partes de plantas para tintorería y cur-
tiduría, molidas o sin moler 

292 -02 Gomas, resinas, bálsamos y lacas naturales 
292 -03 Materias, vegetales para trenzar (v. g. para canas-

tos y esteras), incluso el bambú 
2 9 2 - 0 4 Plantas, semillas, flores y partes de plantas n.e.p. 

principalmente para su utilización en medicina o 
perfumería 

2 9 2 - 0 5 Semillas para sembrar 
2 9 2 - 0 6 Bulbos, tubérculos y rizomas de plantas producto-

ras de flores o follaje; estacas, esquejes, árboles vi-
vos y otras plantas 

2 9 2 - 0 7 Flores cortadas y follaje 
2 9 2 - 0 9 Savias, jugos y extractos vegetales, n.e.p. (excepto 

los extractos para teñir y curtir) y materiales ve-
getales n.e.p. 

3. Combustibles sin elaborar 

311-01 Carbón (antracita, bituminoso, subbituminoso y 
de lignito) 

312-01 Petróleo crudo y petróleo parcialmente refinado 
para refinación ulterior (incluso gasolina natural) 

314-01 Gas natural 
314-02 Gas artificial 

CATEGORÍA I I . BIENES DE C A P I T A L . PRODUCTOS INTERMEDIOS Y B I E N E S DE CONSUMO DURADERO 

1. Productos intermedios 
Malta 

0 4 8 - 0 2 Malta 

Azúcares, melazas, jarabes 

0 6 1 - 0 3 Melazas no pomestibles 
0 6 1 - 0 4 Jarabes y mdlazas comestibles 
0 6 1 - 0 9 Otros azúcares y jarabes n.e.p. (v. g. lactosa, mal-

tosa, glucosá, azúcar y jarabe de arce, azúcares in-
vertidos y levulosa, miel artificial y caramelo) 

Cacao semielaborado 

0 7 2 - 0 2 Cacao en polvo 
0 7 2 - 0 3 Mantecas y pastas de cacao 

Alimentos elaborados para animales 

0 8 1 - 0 2 Afrechos, salvados, harinas gruesas y otros produc-
tos secundarios procedentes de la preparación de 
cereales y productos de cereales 

0 8 1 - 0 3 Tortas y harinas de semillas oleaginosas y otros re-
siduos de aceite vegetal 
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Partida 
de la 

CUCI 

081-04 

081-09 

Producto 

Harina de carne (incluso el residuo de las grasas) 
y harina de pescado 
Desperdicios alimenticios y alimentos preparados 
para animales, n.e.p. 

Caucho sintético y regenerado 

231-02 Caucho sintético y sustitutos de caucho 
231-03 Caucho regenerado 
231-04 Desperdicios y desechos de caucho (incluso los ar-

tículos usados de tejidos encauchados) 

Pulpa y desperdicios de papel 

251-01 Desperdicios de papel y papel usado 
251-02 Pulpa mecánica de madera 
251-03 Pulpa química de madera, sulfito 
251-04 Pulpa química de madera, excepto sulfito 
251-05 Pulpa química de paja, de fibras y de trapos 

Fibras textiles scmielaboradas 

2 6 2 - 0 6 
262-07 

2 6 2 - 0 8 
263-03 

263-04 
267-01 

Lana regenerada 
Lana o pelos finos, cardados o peinados, incluso 
vedijas (tops) 
Desperdicios de lana y de otros pelos de animales 
Algodón deshilacliado, residuos o desechos de al-
godón, algodón regenerado sin manufactura ul-
terior 
Algodón cardado o peinado 
Desperdicios de tejidos de fibras textiles, incluso 
trapos 

Aceites y mantecas animales 

411-01 Aceites de pescado y animales marinos 
411-02 Aceites, mantecas y grasas de origen animal, ex-

cepto manteca de cerdo — Incluye todas las gra-
sas sin derretir (unrendered) 

Aceites vegetales crudos o semirefinados 

412-01 Aceite de linaza 
412-02-1 Aceite de soya, crudo o semirefinado 
412-03-1 Aceite de semillas de algodón, crudo o semirefinado 
412-04-1 Aceite de maní, crudo o semirefinado 
412-05-1 Aceite de oliva, crudo o semirefinado 
412-06-1 Aceite de palma, crudo o semirefinado 
412-07-1 Aceite de almendras de palma, crudo o semirefi-

nado 
412-08 -1 Aceite de coco (copra) crudo o semirefinado 
412-11 Aceite de ricino 
412-12 Aceite de tung 
412-19-1 Aceites extraídos de semillas, nueces y almendras, 

n.e.p., crudos o semirefinados 

Aceites y grasas elaboradas, y ceras de origen animal y vegetal 

413-01 Aceites oxidados, soplados o cocidos 
413-02 Aceites y grasa hidrogenados 
413-03 Aceites ácidos, ácidos grasos y residuos sólidos pro-

cedentes de la elaboración de aceites y mantecas 
413-04 Ceras de origen animal o vegetal 

Productos químicos inorgánicos 

511-01 Ácidos y anhídridos inorgánicos (v. g. ácidos ní-
tricos, sulfúrico y clorhídrico) 

511-02 Sulfato de cobre 
511-03 Hidróxido de sodio (soda cáustica) 

Partida 
de la 

CUCI 

511-04 
511-09 

Productos 

512-01 

512-02 
512-03 
512-04 
512-05 
512-09 

Producto 

Carbonato de sodio (carbonato sódico anhídrido) 
Compuestos y elementos químicos inorgánicos, 
n.e.p. 

químicos orgánicos 

Ácidos y anhídridos orgánicos alifáticos y otros áci-
dos y anhídridos orgánicos (v. g. ácido acético) 
Alcohol (alcohol etílico) 
Glicerina 
Alcoholes, n.e.p. 
Esencias de trementina 
Compuestos orgánicos n.e.p. (incluso alcoholes y 
ácidos de función compleja) 

Alquitrán mineral y productos químicos crudos extraídos del car-
bón, petróleo y gas natural 

521-01 Alquitrán mineral 
521-02 Aceites de alquitrán y otros productos químicos 

crudos extraídos del carbón, petróleo y gas natural 

Tinturas de alquitrán de hulla e índigo (añil) natural 

531-01 Tinturas de alquitrán de hulla índigo (añil) natu-
ral) incluso tinturas artificiales para colorear) 

Extractos para teñir y curtir, y materiales curtientes sintéticos 

532-01 Extractos para teñir (de origen vegetal y animal) 
532-02 Extractos curtientes, excepto materiales curtientes 

sintéticos 
532-03 Materiales curtientes sintéticos 

Productos medicinales y farmacéuticos no preparados como me-
dicamentos (no clasificados o acondicionados para su venta al 
por menor) 

541-01 Vitaminas y preparados vitamínicos 
541-02 Productos bacteriológicos, sueros, vacunas 
541-03 Penicilina, estreptomicina, tirocidina y otros anti-

bióticos 
541-04 Alcaloides opiáceos, cocaína, cafeína, quinina, y 

otros alcaloides, sales y sus derivados 

Aceites esenciales, productos para perfumería y aromatizantes 

551-01 Aceites vegetales esenciales 
551—02 Materias sintéticas y concentrados para perfumes 

y productos aromatizantes y para sabor; grasas per-
fumadas y mezclas de alcohol y aceites esenciales 

Abonos manufacturados 

561-01 

561-02 

561-03 

561-09 

Explosivos 

591-01 

591-02 

Abonos nitrogenados y productos fertilizantes ni-
trogenados (excepto los naturales) n.e.p. 
Abonos fosfatados y productos fertilizantes fosfa-
tados (excepto los naturales), incluso los superfos-
fatos y la escoria básica de la desfosforización 
Abonos potásicos y productos fertilizantes potási-
cos, excepto sales de potasa en bruto 
Abonos, n.e.p. incluso los abonos mezclados 

Pólvora impulsora, explosivos preparados y muni-
ción para caza o deporte 
Mechas, sebadores y detonadores 
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Partida 
de la 

CUCI 
producto 

Partida 
de la 

CUCI 
Producto 

Materiales y productos químicos diversos 

599-01 Materiales plásticos sintéticos en bloques, láminas, 
varillas, tubos, polvo jy en otras formas primarias 

599-03 Almidones, féculas, ^xtrinas, gluten y harina de 
gluten ¡ 

599-04 Caseína, albúminas, ¡gelatinas, colas y aprestos 
599-09 Materiales y productos químicos, n.e.p. 

i i 
Manufacturas de cuero para maquinarias 

612-01 Bandas y correas de¡ cuero para maquinaria y otros 
artículos de cuero ]j>ara maquinarias 

i 
Materiales fabricados de caucho ! i 
621-01 Materiales fabricadas de caucho (v. g. pastas, plan-

chas, láminas, barras, hilos, tubos de caucho) 

Chapas y maderas terciadas, plaíichas, madera artificial o rege-
nerada y otra madera, trabajadas, n.e.p. 

631-01 Hojas de chapa ¡ 
631-02 Maderas terciadas* incluso maderas cubiertas con 

hoja de chapa 
631-03 Planchas de fibra ¡(no de cartón) 
631-09 Madera artificial Q regenerada en láminas, bloques, 

planchas (exceptq planchas de fibra) u otras for-
mas análogas (hechas de viruta o aserrín compri-
mido con resinas naturales o artificiales o con otras 
sustancias orgánicas adhesivas) y otras maderas sim-
plemente desbastadas o trabajadas, n.e.p. 

Materiales de corcho aglomerado 
i 

633-01 Materiales de cqtcho aglomerado 

Papel y cartón 

Papel para periódicos 
Papel de imprerjta y papel de escribir en rollos y 
en hojas que no| sean para periódicos 
Papel corriente ¡para empacar y envolver (de me-
nos de 350 grs.i por m 2 ) 
Cartón, incluso! el cartón acanalado, pero sin in-
cluir el cartón! para construcciones (de más de 
350 grs. por mf8) 
Cartón de papel o pulpa para construcciones, no 
impregnado i 
Papel y cartóij, embetunado o asfaltado, incluso 
el reforzado y pubierto con grafito como imitación 
de pizarra 
Papel y cartón, cubiertos, impregnados, vulcaniza-
dos, etc., que no hayan sido embetunados o asfal-
tados 
Papel de tapi*|, incluso la lincrusta (lona estampa-
da y tratada (fon aceite de linaza) 
Papel para cigarrillos 
Papel secante;1 papel filtro y celulosa filtrante 
Papel y cartóii, n.e.p. 

641-01 
641-02 

641-03 

641 -04 

641-05 

6 4 1 - 0 6 

641-07 

641-08 

641-11 
641-12 
6 4 1 - 1 9 

Cal, cemento y materiales j elaborados para construcciones, ex 
cepto materiales de vidritj) y arcilla 

661-01 
661-02 
6 6 1 - 0 3 

661-09 

Cal 
Cemento 
Piedra para ionstrucción y ornamentación (dimen-
sión) labrada 
Materiales qe construcción, de asbestos, cemento 
y de minerajles no metálicos, crudos, n.e.p. 

Materiales de barro ordinario o de arcilla ordinaria cocida y ma-
teriales refractarios para la construcción 

662-01 Ladrillos, tejas, cañerías y otros productos de ba-
rro ordinario o de arcilla ordinaria cocida 

662-03 Ladrillos refractarios y otros materiales refractarios 
para la construcción 

Manufactura de minerales no metálicos, n.e.p., excepto vidrio 

663-01 Ruedas y piedras calibradas para moler, afilar y 
pulir 

663-02 Telas y papeles abrasivos y artículos similares 
663-03 Productos manufacturados de asbestos, excepto los 

materiales de construcción 
663-04 Productos manufacturados a base de mica 
663-05 Productos de carbón y grafito, excepto los crisoles 

(incluso los carbones para alumbrado, electrodos, 
escobillas de carbón y sus materiales accesorios, y 
carbones para baterías) 

6 6 3 - 0 6 Minerales no metálicos, trabajados o manufactu-
rados, n.e.p. (excepto cerámicas) 

663-07 Productos refractarios, excepto los materiales re-
fractarios para la construcción (v. g. retortas, cri-
soles, muflas, toberas, enchufes, soportes, tubos, 
cañerías, láminas y barras) 

663-09 Artículos de cerámica, n.e.p. 

Vidrio 

664-01 Vidrio en bruto, incluso el vidrio quebrado y pul-
verizado, y barras y tubos de vidrio 

664-02 Vidrio óptico y vidrio para anteojos, no elaborado 
664-03 Vidrio en láminas (para ventanas), no elaborado 
664 -04 Vidrio en láminas (vidrio claro plano afinado y 

pulido por ambos lados) sin otra elaboración 
664-05 Vidrio laminado o colado, esmerilado o reforzado 

con alambre, sin otra elaboración 
6 6 4 - 0 6 Ladrillos, tejas y otros materiales de construcción 

de vidrio fundido o prensado 
664-07 Vidrio laminado y otras clases de vidrio de segu-

ridad 
664-08 Vidrio en láminas y planchas, estañado, plateado 

o revestido con platino, sin elaboración ulterior 
664-09 Vidrio, n.e.p. 

Plata y metales del grupo del platino 

671-01 Plata, no trabajada y parcialmente trabajada 
671-02 Platino y otros metales del grupo del platino, no 

trabajados, parcialmente trabajados 

Hierro y acero 

681-01 

681-02 
681-03 

681-04 

681-05 
681-06 

681-07 
6 8 1 - 0 8 

Hierro en lingotes y hierro poroso (incluso el pol-
vo de hierro y acero) 
Aleaciones ferrosas 
Lingotes, techos, planchas barretas, barras para 
planchas y barras para hojalatería, y formas pri-
marias equivalentes 
Viguetas, ángulos, perfiles, secciones, barras y va-
rillas para reforzar concreto (cemento armado), 
incluso las varillas redondas y cuadradas para fa-
bricar tubos 
Universals, planchas y láminas, no revestidas 
Flejes y zunchos (incluso los zunchos para tubos 
y las zunchos de acero para resortes) revestidos 
o no 
Planchas y láminas revestidas 
Rieles de ferrocarril 
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Partida 
de la 

CUCI 

681-11 

681-12 

6 8 1 - 1 3 

6 8 1 - 1 4 

6 8 1 - 1 5 

Producto 

Accesorios para rieles para la construcción de vías 
férreas 
Alambres y varillas para fabricar alambre, revesti-
dos o no 
Tubos y accesorios de hierro y acero, soldados o 
estirados 
Cañerías y accesorios fundidos (de hierro colado) 
de hierro gris o de hierro maleable 
Piezas de molde y de forja, no elaboradas, n.e.p. 

Metales comunes no ferrosos, empleados en la metalurgia 

682-01 Cobre y aleaciones de cobre, refinado y sin refinar, 
sin forjar 

6 8 2 - 0 2 Cobre y aleaciones de cobre, trabajado (barras, 
varillas, planchas, láminas, alambre, cañerías, tu-
bos, piezas de molde y de forja) 

683-01 Níquel y aleaciones de níquel, sin forjar 
6 8 3 - 0 2 Níquel y aleaciones de níquel, trabajado (barras, 

varillas, planchas, láminas, alambre, cañerías, tu-
bos y piezas de molde y de forja) 

684-01 Aluminio y aleaciones de aluminio, sin forjar 
684-02 Aluminio y aleaciones de aluminio, trabajado (ba-

rras, varillas, planchas, láminas, alambre, cañerías, 
tubos, y piezas de molde y de forja) 

685-01 Plomo y aleaciones de plomo, sin forjar 
685-02 Plomo y aleaciones de plomo, trabajado (barras, 

varillas, planchas, láminas, alambre, cañerías, tu-
bos y piezas de molde y de forja) 

686-01 Zinc y aleaciones de zinc, trabajado (barras, vari-
llas, planchas, láminas, alambre, cañerías, tubos y 
piezas de molde y de forja) 

687-01 Estaño y aleaciones de estaño (incluso la solda-
dura), sin forjar 

687-02 Estaño y aleaciones de estaño trabajado (barras, 
varillas, láminas, alambre, cañerías, tubos y piezas 
de molde y de forja) 

689-01 Metales comunes no ferrosos empleados en la me-
talurgia y sus aleaciones, n.e.p. sin forjar 

6 8 9 - 0 2 Metales comunes no ferrosos empleados en la me-
talurgia y sus aleaciones, n.e.p. trabajados (barras, 
varillas, láminas, alambre, cañerías, tubos y piezas 
de molde y de forja) 

Manufacturas de metales, n.e.p. 

Piezas estructurales acabadas hechas de hierro y 
acero, incluso las estructuras montadas 
Piezas estructurales acabadas hechas de aluminio 
y otros metales comunes no ferrosos, incluso las es-
tructuras montadas 
Cables, cuerdas, flejes trenzados, eslingas y artícu-
los similares de alambre de hierro y acero sin aislar 
Cables, cuerdas, flejas trenzados, eslingas y artícu-
los similares de alambre de metales comunes no 
ferrosos, sin aislar 

2. Combustibles elaborados 

Coque y briquetas de carbón 

311-02 Coque de carbón y de lignito 
311-03 Briquetas de carbón, de lignito, de coque y de 

turba 

Productos derivados del petróleo 

313-01 Carburantes para motor (gasolina y otros aceites 
ligeros para usos similares) 

699-01 

699-02 

6 9 9 - 0 3 

6 9 9 - 0 4 

Partida 
de la 

CUCI 

313-02 

313-
313-

•03 
•04 

313-05 
313-09 

Producto 

Petróleo para lámparas y espíritu de petróleo (ke-
rosene y petróleo para alumbrado) 
Gas oil, diesel oil y otros aceites combustibles 
Aceites y grasas lubricantes, incluso las mezclas 
con lubricantes y vegetales 
Jaleas y ceras minerales (incluso el petrolatum) 
Pez, resina, asfalto de petróleo, coque de petróleo 
y otros subproductos del carbón, lignito petróleo y 
esquistos aceitosos (incluso las mezclas con asfal-
tos), n.e.p., que no sean sustancias químicas 

Energía eléctrica 

315-01 Energía eléctrica 

3. Bienes de capital 

Maquinaria generadora de fuerza (excepto la eléctrica) 

711-01 Calderas generadoras de vapor 
711-02 Instalaciones de calderas, incluso los economizado-

res, recalentadores, condensadores, deshollinadores, 
recuperadores de gas y equipo conexo 

7 1 1 - 0 3 Máquinas de vapor, incluso las máquinas de va-
por con calderas propias (generalmente conocidos 
como locomóviles) y turbinas de vapor 

7 1 1 - 0 4 Motores para aeronaves, incluso los motores de 
reacción (propulsión a chorro) 

7 1 1 - 0 5 Motores de combustión interna y motores diesel 
y semidiesel, excepto motores para aeronaves 

7 1 1 - 0 9 Motores n.e.p. (v. g. motores de viento, motores 
de aire caliente, ruedas de agua y turbinas de 
agua y de gas) 

Maquinarias y utensilios mecánicos para la agricultura 

712-01 Maquinaria y utensilios mecánicos para preparar y 
cultivar la tierra 
Maquinaria y utensilios mecánicos para segar, tri-
llar y separar 
Máquinas para ordeñar, descremadoras y demás 
equipo para granjas productoras de leche 
Maquinaria y utensilios mecánicos para la agricul-
tura n.e.p. 

712-02 

7 1 2 - 0 3 

7 1 2 - 0 9 

Tractores 

713-01 Tractores 

Maquinaria de oficina 

714-01 Máquinas de escribir 
714-02 Máquinas para contabilidad, calculadoras y otras 

máquinas de oficina (incluso las cajas registrado-
ras y los dictáfonos) 

Maquinaria para trabajar metal 

715-01 

715-02 

Máquinas herramientas para trabajar metales (v. g. 
maquinaria para barrenar, taladrar, fresar, cepillar, 
pulir, etc.) 
Maquinaria para trabajar metales, que no sean má-
quinas-herramientas (v. g. maquinaria para lami-
nar, forjar, estirar alambre, troquelar, conformar y 
modelar y equipo de fundición) 

Maquinaria para otros usos industriales 

716-01 Bombas para líquidos 
716-02 Carros industriales (a veces conocidos como trac 
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Partida 
de la 

CUCI 

7 1 6 - 0 3 

7 1 6 - 0 4 
716-05 
7 1 6 - 0 6 

716 -07 

716-08 

716-11 .1 
716-12.1 

716-13 .1 

7 1 6 - 1 4 

7 1 6 - 1 5 

Producto 

tores industriales, empleados para el transporte in-
terior en las fábricas, las estaciones de ferrocarril, 
los muelles, etc.) j 
Maquinaria para transporte, levantamiento, exca-
vación, construcción de carreteras y para la mine-
ría (v. g. grúas, cabrias, máquinas para apilar, per-
foradoras de pozos y! apisonadoras) 
Maquinaria para trabajar la madera 
Herramientas neumáticas, manuales o no 
Maquinaria para fábricas de papel y pulpa, y ma-
quinaría para las incjustrias papeleras 
Maquinaria para imprenta y para encuademación 
(incluso los tipos, planchas y otros accesorios de 
imprenta; aparatos para fotograbado y otros apa-
ratos similares, excepto los aparatos fotográficos) 
Maquinaria y accesqrios para la industria textil (in-
cluso las bobinas, carretes y artículos similares) 
Máquinas de coser,! industriales 
Equipo de acondicionamiento de aire y refrigera-
ción '(excepto los refrigeradores y aparatos acondi-
cionadores de aire,| para uso doméstico) 
Maquinaria y accesorios (excepto eléctricos) n.e.p. 
para usos industriales 
Cojinetes de bolas,) agujas o rodillos, y sus piezas 
de repuesto j 
Piezas y accesorios para máquinas (excepto las eléc-
tricas) no incluidbs en la partida 7 1 6 - 1 3 y no 
asignables a una determinada clase de maquinaria 

Maquinaria, aparatos y utensilios; eléctricos, para usos industriales 
i 

721 -01 Generadores, alternadores, motores, convertidores, 
transformadores y mecanismos para operar inte-
rruptores, todos eléctricos 

721-04.1 Aparatos de radi<¡) para telegrafía, telefonía, tele-
visión y radar (incluso los equipos emisores para 
la radio-difusión,jl tubos y válvulas termiónicos o 
electrónicos, céliyas fotoeléctricas, aparatos y de-
tectores para sondar mediante el eco supersónico 
o electromagnético), excepto los aparatos recepto-
res de radio y televisión 

7 2 1 - 0 5 Aparatos para telegrafía y telefonía (excepto los 
aparatos de radi(j)) 

721-06 .1 Aparatos electrotjérmicos (excepto los utensilios do-
mésticos ) 

721 -07 Utensilios eléctricos para vehículos de motor, aero-
naves, buques, Velocípedos y motores de explosión 

721-08 .1 Aparatos para ríiedír y controlar la energía eléctri-
ca, aparatos eléctricos de señales y de seguridad 
(excepto timbres) 

721-11 Aparatos eléctricos para servicios médicos y apa-
ratos radiológicps (excepto las herramientas e ins-
trumentos accionados solamente por motores eléc-
tricos) i 

721-12 .1 Herramientas eléctricas portátiles y sus accesorios 
(excepto los utensilios domésticos) 

721-19.1 Maquinaria, aparatos y accesorios eléctricos (ex-
cepto acumuladores) n.e.p. y piezas de repuesto o 
accesorios no Asignables a una determinada clase 
de maquinaria ¡ eléctrica 

Material ferroviario rodante y tranvías 

731 -01 Locomotoras jpara ferrocarriles, a vapor (y ténde-
res, si se envían por separado) 

7 3 1 - 0 2 Locomotoras J^ara ferrocarriles, eléctricas 
7 3 1 - 0 3 Locomotoras para ferrocarriles, a combustión inter-

na y todas la£ demás excepto las de vapor y eléc-
tricas ¡ 

Partida 
de la 

CUCI 

7 3 1 - 0 4 

7 3 1 - 0 5 

7 3 1 - 0 6 

7 3 1 - 0 7 

Producto 

Carros ferroviarios automotores y tranvías auto-
motores, ya sean para pasajeros, carga o manteni-
miento 
Coches ferroviarios y tranvías sin motor propio (in-
cluso todos los coches para el servicio de pasaje-
ros, tales como furgones de equipaje y coches-co-
rreo) 
Carros ferroviarios y tranvías, sin motor propio 
para carga y mantenimiento 
Piezas para material ferroviario rodante (excepto 
las piezas de repuesto eléctricas, motores de com-
bustión interna y sus piezas de repuesto) no asig-
nables a clases determinadas 

•• • c< 
\ 

Vehículos automotores para carreteras, excepto automóviles, 
"jeeps" y motocicletas 

732-01 .1 Vehículos automotores de carretera para pasajeros, 
desarmados 

732-02 .1 Motocicletas y otros velocípedos a motor, desar-
mados 

7 3 2 - 0 3 Autobuses, camiones y otros vehículos automoto-
res de carretera, completos, n.e.p. (excepto los au-
tomóviles y motocicletas) 

7 3 2 - 0 5 Chassis de vehículos de la clase especificada en la 
partida 7 3 2 - 0 3 con motores montados 

7 3 2 - 0 6 Carrocerías, chassis, bastidores, y otras piezas de 
repuesto para vehículos automotores de carretera, 
salvo las piezas de repuesto para motocicletas y 
"side cars" (excepto las llantas de caucho, motores, 
chassis con motores y piezas de repuesto eléctricas) 

Vehículos de carreteras, que no sean automotores (excepto bici-
cletas y velocípedos) 

7 3 3 - 0 9 

Aeronaves 

734 -01 
7 3 4 - 0 2 
7 3 4 - 0 3 

Vehículos de carretera incluso los remolques, n.e.p. 
y piezas de repuesto (excepto las llantas de cau-
cho) 

Aeronaves más pesadas que el aire, completas 
Dirigibles y globos, y sus piezas de repuesto 
Piezas de repuesto para aeronaves más pesadas que 
el aire (excepto llantas de caucho, motores y pie-
zas de repuesto eléctricas) 

Barcos y botes 

735-01 Barcos de guerra de todos tamaños, incluso sub-
marinos y embarcaciones de desembarco 

7 3 5 - 0 2 Barcos y botes de más de 250 toneladas de regis-
tro bruto (excepto barcos de guerra) 

735-09 .1 Barcos y botes (excepto embarcaciones deportivas 
y de placer) n.e.p. (incluso barcos rompehielos) 

Edificios prefabricados 

811 -01 Edificios prefabricados, sus paneles armados y par-
tes de todas clases de materiales 

Artículos accesorios sanitarios, accesorios y artefactos para siste-
mas de cañerías, calefacción y alumbrado 

812-01 Aparatos de calefacción central (hornos para cale-
facción central, calderas, radiadores, tubos de con-
ducción y piezas) 

812 -02 Fregaderos, lavabos, bidés, baños y otros artículos 
y accesorios sanitarios y de plomería, de cerámi-
ca y de otros materiales, excepto de metal 
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Partida 
de la 

CUCI 

812-03 

812-04.1 

Producto 

Fregaderos, lavabos, bidés, baños y otros artículos 
y accesorios sanitarios y plomería de metal (es-
maltados o no) 
Lámparas y otros artículos y artefactos para alum-
brado público y para alumbrado de construcciones 
(postes o columnas del alumbrado, completos, lám-
paras para la calle, arañas, lámparas y faroles col-
gantes o de pared, etc.) 

Muebles de metal para uso de oficinas 

821-02 .1 Muebles de metal y sus accesorios (incluso los ga-
binetes de metal para oficina) 

Instrumentos y aparatos científicos, médicos, ópticos, de medi-
ción y de control 

861-01.1 Instrumentos y aparatos ópticos y piezas de re-
puesto (incluso los microscopios electrónicos), ex-
cepto los fotográficos y cinematográficos y los pris-
máticos, binóculos, gafas, anteojos y armazones y 
cristales para éstos 

861-02 .1 Aparatos fotográficos y cinematográficos para uso 
industrial y sus accesorios 

8 6 1 - 0 3 Instrumentos y aparatos quirúrgicos, médicos y 
dentales, excepto los eléctricos (incluso los simple-
mente movidos por motor eléctrico) 

861 -09 Instrumentos de medición, de control y científi-
cos n.e.p. 

Películas cinematográficas 

862 -02 Películas cinematográficas, no impresionadas 
863-01 Películas cinematográficas impresionadas, estén o 

no reveladas 

Relojes para uso industrial 

864-01 .1 Cronómetros marinos y relojes de tablero de ins-
trumentos 

864-02 .1 Relojes controladores o registradores 

Animales vivos, no destinados a la alimentación 

921-01 Caballos, asnos y muías 
9 2 1 - 0 9 Animales vivos (no destinados a la alimentación) 

n.e.p. 

Partida 
déla 

CUCI 

721-12.2 

Producto 

Utensilios eléctricos para uso doméstico, n.e.p. 
(máquinas eléctricas de afeitar, lavadoras, secado-
ras, batidoras, aspiradoras, enceradoras, lidiadoras, 
etc., eléctricas) 

Automóviles, "jeeps" y motocicletas 

732-01 .2 Vehículos automotores de carreteras para pasaje-
ros, completos, que no sean autobuses o motoci-
cletas, que vengan armados 

7 3 2 - 0 2 . 2 Motocicletas completas (incluso todos los tipos de 
velocípedos a motor) y "side cars", completos que 
vengan armados 

7 3 2 - 0 4 Chassis para vehículos de la clase especificada en 
la partida 732 -01 con motores montados 

7 3 2 - 0 7 Piezas de repuesto para motocicletas y "side cars" 
(excepto llantas de caucho, motores y piezas de re-
puesto eléctricas) 

Bicicletas y otros velocípedos sin motor 

7 3 3 - 0 1 Bicicletas y otros velocípedos sin motor 
7 3 3 - 0 2 Piezas de repuesto para bicicletas y otros velocípe-

dos sin motor (excepto llantas y piezas de repues-
to eléctricas) 

Embarcaciones 

735-09 .2 Embarcaciones deportivas y de placer 

Muebles y sus accesorios 

821 -01 Muebles de madera y sus accesorios 
821-02 .2 Muebles de metal y sus accesorios, excepto para 

uso de oficina 
8 2 1 - 0 3 Muebles y accesorios (incluso los colchones ordi-

narios y de muelles —sommicrs— de todas clases 
de materiales), n.e.p. 

Instrumentos y artículos ópticos 

861-01 .2 Prismáticos, binóculos, gafas, anteojos, y los arma-
zones y lentes o cristales graduados para éstos 

861-02 .2 Aparatos fotográficos y cinematográficos y sus ac-
cesorios (cámaras, proyectores, amplificadores, trí-
podes, fotómetros, filtros, etc . ) , excepto para uso 
industrial 

4. Bienes de consumo duradero 

Máquinas y aparatos para uso doméstico, no eléctricos 

716-11 .2 Máquinas de coser, domésticas 
716-12 .2 Aparatos acondicionadores de aire, de uso domés-

tico 
716-13 .2 Aparatos mecánicos para uso doméstico, n.e.p. 

(molinos de café, picadores de carne, extractores de 
jugo, etc.) 

Máquinas, aparatos y utensilios eléctricos, para uso doméstico 

721-04 .2 Aparatos receptores de radio y televisión, radio-
electrolas 

721-06 .2 Aparatos electrotérmicos para uso .doméstico (plan-
chas, cocinas, cafeteras, ollas, etc., eléctricas) 

721-08 .2 Timbres eléctricos, cuadros indicadores para los 
mismos, etc. 

Relojes 

864-01 .2 

864-02 .2 

Relojes, máquinas y cajas de relojes y otras pie-
zas de los mismos (excepto los cronómetros ma-
rinos y relojes de tablero de instrumento) 
Relojes de pared y su maquinaria (excepto los re-
lojes controladores o registradores) 

Instrumentos musicales y fonógrafos 

891 -01 Fonógrafos (gramófonos), incluso los tocadiscos 
8 9 1 - 0 3 Pianos y mecanismos de pianolas 
8 9 1 - 0 9 Instrumentos musicales, n.e.p. 

Refrigeradores mecánicos para uso doméstico 

8 9 9 - 0 8 Refrigeradores mecánicos (eléctricos, a gas o de 
otros tipos), completos, con motor propio, para 
uso doméstico 
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ÍATEGORÍA I I I . B I E N E S MANUFACTURADOS DE CONSUMO CORRIENTE 

Partida 
de la 

CUCI 
producto 

1. Productos alimenticios y tabaco elaborados 

Carne envasada y preparados de cgrne, estén o no envasados 

Salchichas (embutidos), de todas clases, no enva-
sadas herméticamente 
Carne y preparados de carne envasados hermética-
mente I 
Extractos y preparados de carne, n.e.p. (incluso 
las tripas para embutidos) 

013-01 

013-02 

013-09 

Leche y crema: evaporadas, condesadas o desecadas 

022-01 Leche y crema (incluso sueros de mantequilla o 
de queso y leche descremada) evaporadas o con-
densadas (en forma'líquida o semisólida) 

022-02 Leche y crema (incluso sueros de mantequilla o de 
queso y leche descremada), deshidratadas (en for-
ma sólida como blojques y polvo) 

Mantequilla (manteca de vaca) y¡ queso 
i 

023-01 Mantequilla (mantèca de vaca) fresca, incluso la 
derretida : 
Queso y cuajada 024-01 

Productos lácteos n.e.p. i 

029-09 Productos lácteos, fa.e.p. (helados de crema, pol-
vos para helados d£ crema, compuestos y mezclas 
para leche malteadá, productos deshidratados, etc.) 

Pescado envasado y preparados ¿e pescado 

032-01 

032-02 

Pescado, productos 
pescado en envases 
y moluscos) 
Productos y prepar 
herméticamente (ir 

de pescado, y preparados de 
herméticos (incluso crustáceos 

ados de pescado, no envasados 
cluso crustáceos y moluscos) 

Harina de cereales y cereales molidos 

046-01 Harina, gruesa y f¡na, de trigo 
047-01 Harina, gruesa y f^na, de centeno 
047-02 Harina, gruesa y fina, de maíz 
047-09 Harina, gruesa y fina, de cereales, n.e.p. 

Preparados de cereales, incluso preparados de harina y de fécula 
de frutas y legumbres ; 

048-01 

048-03 

048-04 

048-09 

Trigo o avena mondados, y cereales en hojuelas, 
y perlas o preparados de manera no especificada 
en otra partida 
Macarrones, spaglletti, tallarines, fideos, finos y 
preparados similares 
Productos de panadería (pan, bizcochos, galletas, 
pasteles, etc.) ! 
Preparados de cereales, de harinas (incluso de ha-
rina de malta) y,de féculas para la alimentación 
n.e.p. ' 

Frutas en conserva y preparados) de frutas 

053-01 

053-02 

Frutas en conserva: enteras o en pedazos, con o 
sin azúcar, estén j o no envasadas herméticamente 
(incluso las frut4s congeladas o conservadas en 
soluciones temporales, v. g. salmuera) 
Frutas, cáscaras de frutas, partes de plantas dese-
cadas, glaceadas p cristalizadas, con o sin sabor ar-
tificial 

Partida 
de la 

CUCI 

053-03 

053-04 

Producto 

Mermeladas de frutas, jaleas de frutas, pulpas y 
pastas de frutas, estén o no herméticamente en-
vasadas 
Jugos de frutas no fermentados estén o no con-
gelados (incluso jarabes y extractos de frutas na-
turales) 

Legumbres en conserva y preparados de legumbres 

055-01 
055-02 

055-03 

055-04 

Legumbres deshidratadas 
Legumbres en conserva o preparadas (excepto las 
deshidratadas), envasadas herméticamente (inclu-
so jugos de legumbres) 
Legumbres en conserva o preparadas (excepto las 
congeladas, deshidratadas o en salmuera), no en-
vasadas herméticamente 
Harina y hojuelas de papas, frutas y legumbres 
(incluso el sagú, la tapioca y todos los demás al-
midones preparados para la alimentación) 

Azúcar refinada 

061-02 Azúcar de remolacha y de caña refinada 

Dulces de azúcar y otros preparados de azúcar 

062-01 Dulces de azúcar y otros preparados de azúcar (ex-
cepto dulces de chocolate) 

Café elaborado 

071-02 Café tostado, incluso molido 
071-03 Extractos de café, esencias de café y preparados 

similares que contengan café 

Chocolate y preparados de chocolate 

073-01 Chocolate y preparados de chocolate (incluso los 

Especias 

075-01 

075-02 

dulces de chocolate) 

Pimienta y pimiento molidos, sin moler o prepa-
rados en otra forma 
Especias (excepto pimienta y pimientos) molidas, 
sin moler o preparadas en otra forma 

Margarina y mantecas 

091-01 Margarina: animal, vegetal o mezclada 
091-02 Manteca, manteca de cerdo y sus sustitutos, y 

grasas comestibles similares 

Preparados alimenticios n.e.p. 

099-09 Preparados alimenticios n.e.p. 

Bebidas 

111-01 

112-01 
112-02 
112-03 

112-04 

Bebidas no alcohólicas (incluso aguas, pero ex-
ceptuando los jugos de frutas o de legumbres) 
Vinos, incluso mosto de uva 
Sidra y jugos de fruta fermentados, n.e.p. 
Cerveza (incluso ale, cerveza negra fuerte, cerveza 
oscura fuerte) y otras bebidas de cereales fermen-
tadas 
Bebidas alcohólicas destiladas 
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Manufacturas de tabaco 

producto 

122-01 Cigarros y puros 
122-02 Cigarrillos 
122-03 Tabaco manufacturado para el consumo humano 

(para fumar, masticar, aspirar) 

Aceites vegetales refinados 

412-02 .2 Aceite de soya, refinado 
412-03 .2 Aceite de semillas de algodón, refinado 
412-04 .2 Aceite de maní, refinado 
412-05 .2 Aceite de oliva, refinado 
412-06 .2 Aceite de palma, refinado 
412-07 .2 Aceite de coco (copra) refinado 
412-08 .2 Aceite de almendras de palma, refinado 
412-09 .2 Aceites extraídos de semillas, nueces y almendras, 

n.e.p., refinados 

2. Productos de las industrias químicas y farmacéuticas 

Pigmentos, pinturas, barnices y productos conexos 

533-01 Materiales colorantes, incluso las pinturas al tem-
ple, que no sean derivadas del alquitrán de hulla 

533-02 Tintas de imprenta 
5 3 3 - 0 3 Pinturas, esmaltes, lacas, barnices, colores para ar-

tistas, secantes {para pinturas) y mástiques, pre-
parados 

Medicamentos (productos medicinales y farmacéuticos dosifica-
dos o preparados para su venta al por menor) 

541-09 Productos medicinales y farmacéuticos, n.e.p. 

Productos de perfumería, cosméticos, jabones, y preparados para 
limpiar y pulir 

552-01 Productos de perfumería, cosméticos, dentífricos 
y otros preparados de tocador, excepto jabones 

552-02 Jabones y preparados para limpiar 
5 5 2 - 0 3 Ceras, betunes, pastas, polvo y preparados simila-

res para pulir y conservar el cuero, madera, metal, 
vidrio y otros materiales 

Artículos pirotécnicos 

591-03 Artículos pirotécnicos 

Insecticidas, desinfectantes, etc. 

599-02 Insecticidas, fungicidas, desinfectantes, incluso los 
preparados para ganado lanar y vacuno y otros 
preparados similares 

3. Otros productos manufacturados de consumo corriente 
(incluso productos semielaborados de industrias 

tradicionales) 

Fibras artificiales y sintéticas 

2 6 6 - 0 1 Fibras artificiales y sintéticas adecuadas para hi-
lados y desechos 

Cuero curtido, manufacturas de cuero y pieles preparadas 

611-01 Cuero curtido 
6 1 1 - 0 2 Cuero preparado y artificial, compuesto de cuero 

preparado o fibras de cuero 

Partida 
de la 

CUCI 

612-02 
6 1 2 - 0 3 

6 1 2 - 0 9 
613-01 

Producto 

Sillas de montar y otros productos de talabartería 
Palas, cañas y otras partes elaboradas para calzado, 
de toda clase de materiales 
Manufacturas de cuero n.e.p. 
Pieles preparadas, curtidas o curtidas y teñidas (in-
cluso pieles artificiales) no confeccionadas en pren-
das de vestir 

Artículos manufacturados de caucho, n.e.p. 

629 -01 Llantas y cámaras de caucho para vehículos y aero-
naves 

6 2 9 - 0 2 Artículos higiénicos, médicos y quirúrgicos de cau-
cho (excepto tubos) 

6 2 9 - 0 9 Manufacturas de caucho blando y duro, n.e.p. 

Manufacturas de madera y de corcho, n.e.p. 

632 -01 Cajas, cajones, huacales y sus partes integrantes 
6 3 2 - 0 2 Productos de tonelería 
6 3 2 - 0 3 Trabajos de carpintería para construcción (inclu-

so las puertas, bastidores, planchas y tiras para pi-
sos de parquet y otros pisos, y partes de madera 
cortadas y preparadas para edificios, con herrajes 
y accesorios o sin ellos) 

6 3 2 - 0 9 Manufacturas de maderas, n.e.p. 
6 3 3 - 0 9 Artículos de corcho natural o aglomerado, n.e.p. 

Artículos de pulpa, de papel y de cartón 

642 -01 Bolsas de papel, cajas de cartón y otros envases 
de papel o cartón 

6 4 2 - 0 2 Sobres, papel en cajas, paquete, etc. 
6 4 2 - 0 3 Cuadernos, libros de registro, álbumes, diarios, li-

bretas para memorándum y otras manufacturas de 
papel de escribir 

6 4 2 - 0 9 Artículos de pulpa, de papel y de cartón, n.e.p. 

Hilazas e hilos de fibras textiles 

651-01 Seda torcida y otras hilazas e hilos de seda 
651 -02 Hilazas de lana y pelo 
6 5 1 - 0 3 Hilazas e hilos de algodón, gris (sin blanquear) 

no mercerizados 
6 5 1 - 0 4 Hilazas e hilos de algodón, blanqueados, teñidos 

o mercerizados 
6 5 1 - 0 5 Hilazas e hilo de lino, cáñamo y ramio 
6 5 1 - 0 6 Hilazas e hilos de fibras sintéticas y de vidrio hi-

lado 
6 5 1 - 0 7 Hilazas de fibras textiles mezcladas con fibras me-

tálicas 
6 5 1 - 0 9 Hilazas de fibras textiles, n.e.p. (incluso las hila-

zas de papel) 

Tejidos de fibras textiles de tipo corriente (excepto tejidos es-
trechos y especiales) 

652 -01 Tejidos de algodón, gris (sin blanquear) 
652 -02 Tejidos de algodón que no sean grises (blanquea-

dos, teñidos, mercerizados, estampados, o acaba-
dos en otra forma) 

653 -01 Tejidos de seda 
653 -02 Tejidos de lana y estambrados (incluso los tejidos 

de pelo fino) 
6 5 3 - 0 3 Tejidos de lino, cáñamo y ramio 
6 5 3 - 0 4 Tejidos de yute 
6 5 3 - 0 5 Tejidos de fibras sintéticas y de vidrio hilado 
6 5 3 - 0 6 Tejidos de fibras textiles mezcladas con fibras me-

tálicas 
6 5 3 - 0 7 Tejidos de punto de cualquier fibra textil 
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653-09 

¡i Producto 

Tejidos n.e.p. (incluso los tejidos hechos de 
ordinario y de hilaza de papel) 

pelo 

Tules, encajes, bordados, cintas, pasamanería y otras pequeñas 
confecciones, tejidos especiales y productos conexos 

6 5 4 - 0 1 Tules, encajes y tejidos de encaje de toda clase 
de fibra (incluso njiallas) 

6 5 4 - 0 2 Cintas de seda y de fibras sintéticas (incluso todos 
los tejidos angostos de seda y de fibras sintéticas) 

6 5 4 - 0 3 Cintas (excepto las de seda y de fibras sintéticas) 
pasamanería, galones, trencillas y ribetes de todas 
clases de fibras, excepto las elásticas 

6 5 4 - 0 4 Bordados, en piezas, en tiras o en adornos, sin in-
cluir vestidos bordados y otros artículos terminados 

655-01 Fieltros y artículo^ de fieltro, excepto sombreros 
y copas para sombreros (formas para sombreros) 

655 -02 Formas de fieltro i de lana y de pelo para som-
breros 

6 5 5 - 0 3 Formas para sombreros, n.e.p. 
6 5 5 - 0 4 Tejidos y fieltros -encauchados o impregnados en 

otra forma, exceptp los linóleos 
6 5 5 - 0 5 Tejidos elásticos, (tintas y otras pequeñas confec-

ciones de tejidos elásticos 
6 5 5 - 0 6 Cordajes, cables, cuerdas, cordeles y sus manufac-

turas (redes para ;pesca y artículos de cordelería) 
6 5 5 - 0 9 Productos especiales de materias textiles y de pro-

ductos conexos, n,e.p. 

Artículos confeccionados total o 
tiles, n.e.p. (excepto vestuario 

656-01 
6 5 6 - 0 2 

6 5 6 - 0 3 

6 5 6 - 0 4 

6 5 6 - 0 5 

6 5 6 - 0 9 

Bolsas y sacos paij 

principalmente de materias tex-
y calzado) 

empacar, nuevos o usados 
Encerados (tapacjergas), tiendas de campaña, tol-
dos, velas náutica^ y otros artículos confeccionados 
de lona 
Mantas, mantas ae viaje y colchas de todas clases 
de materiales I 
Ropa de cama, mantelería, ropa de tocador y pa-
ños de cocina | 
Cortinas confeccionadas, cortinajes y efectos do-
mésticos confeccionados de materias textiles, n.e.p. 
Artículos confeccionados de materias textiles, n.e.p. 

Cubiertas para pisos y tapicería! 

657 -01 Alfombras, tapetas para el suelo, esteras, esterillas 
y tapicería de laia y de pelo fino 

6 5 7 - 0 2 Alfombras, tapetas para el suelo, esteras, esterillas 
y tapicería de filaras textiles, que no sean de lana 
o de pelo fino 

6 5 7 - 0 3 Alfombras, tapetes para el suelo, esteras y esteri-
llas de materiales vegetales (incluso las esterillas 
de coco) n.e.p. 

6 5 7 - 0 4 Linóleo y produ¿tos similares 

Materiales de arcilla para construcción, excepto de barro o ar-
cilla ordinaria | 

662-02 Azulejos, baldosas, cañerías y otros materiales de 
arcilla para la construcción, excepto los de barro 
ordinario y de ^rcilla ordinaria cocida 

Manufacturas de vidrio 

6 6 5 - 0 1 

6 6 5 - 0 2 

Botellas, frascosj y otros envases, tapones y cierres 
de vidrio corriente: soplado, prensado o moldeado, 
pero sin otra elaboración 
Artículos de vibrio para la mesa y otros artículos 

Partida 
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6 6 5 - 0 9 

Producto 

de vidrio para uso doméstico, de hotel y de res-
taurante 
Artículos hechos de vidrio, n.e.p. 

Artículos de alfarería 

6 6 6 - 0 1 Vajilla y otros artículos domésticos y artísticos to-
talmente fabricados de arcilla cocida ordinaria o 
de barro ordinario 

6 6 6 - 0 2 Vajilla y otros artículos domésticos (incluso para 
hotel y restaurante) y artísticos, de loza y alfare-
ría fina 

6 6 6 - 0 3 Vajilla y otros artículos domésticos (incluso para 
hotel y restaurante) y artísticos, de china o por-
celana 

Piedras y perlas preciosas y semipreciosas trabajadas y no tra-
bajadas 

6 7 2 - 0 1 Piedras preciosas y semipreciosas {incluso las sin-
téticas), sin tallar 

6 7 2 - 0 2 Piedras preciosas y semipreciosas (incluso las sin-
téticas), talladas pero no montadas 

6 7 2 - 0 3 Perlas naturales (incluso las cultivadas), no tra-
bajadas 

6 7 2 - 0 4 Perlas naturales (incluso las cultivadas), trabaja-
das pero no montadas 

Joyas y otros objetos de orfebrería de oro y plata 

6 7 3 - 0 1 Joyas de oro, plata y metales del grupo del plati-
no y orfebrería de oro y de plata, incluso gemas 
montadas (excepto las cajas de relojes) 
Joyas de fantasía (imitación) (joyas que no sean 
de materias preciosas o semipreciosas) 

6 7 3 - 0 2 

Armas en general 

691-01 Armas de fuego de guerra, tanques y armas de 
autopropulsión (incluso las pistolas de fuego con-
tinuo) excepto los revólveres y pistolas 

6 9 1 - 0 2 Armas de fuego, no de guerra (incluso de revól-
veres y pistolas); armas blancas para usos mili-
tares 

6 9 1 - 0 3 Proyectiles y municiones, cargados o sin cargar 
excepto las municiones para la caza y el deporte 

Manufacturas de metales n.e.p. 

6 9 9 - 0 5 Redes, cercas, enrejados, mallas y telas de alam-
bre y metal dilatado, de hierro y acero, incluso 
el alambre de púas 

6 9 9 - 0 6 Redes, cercas, enrejados, mallas y telas de alam-
bre y metal dilatado, de aluminio, cobre y otros 
metales comunes no ferrosos 

6 9 9 - 0 7 Clavos, pernos, tuercas, arandelas, remaches, tor-
nillos y artículos análogos de todos los metales co-
munes 

6 9 9 - 0 8 Agujas y alfileres de todos los metales comunes 
(v. g., horquillas, agujas para crochet, ganchos, agu-
jas para tejer) 

699-11 Cajas de caudales, accesorios para bóvedas y cajas 
fuertes 

699-12 Herramientas de mano (incluso las herramientas 
de mano para la agricultura, y las especiales para 
máquinas) estén o no en juegos 

6 9 9 - 1 3 Utensilios domésticos de hierro y acero (esmal-
tados o no) 

6 9 9 - 1 4 Utensilios domésticos de aluminio 
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6 9 9 - 1 5 

6 9 9 - 1 6 

699-17 
699 -18 

699-21 

699-22 

6 9 9 - 2 9 

Artículos 

721-02 
7 2 1 - 0 3 

721 -13 

721-19 .2 

Producto 

Utensilios domésticos de metales comunes, excep-
to de hierro, acero y aluminio 
Cuchillos para la mesa y cocina, tenedores y cu-
charas de metales comunes, incluso los dorados y 
plateados 
Cuchillería, n.e.p. 
Artículos de ferretería (cerraduras, candados, ce-
rrojos, llaves, herrajes para puertas, ventanas, mue-
bles, vehículos, baúles, artículos de talabartería, 
etc.) 
Envases de metal para transporte y almacenamien-
to (incluso las latas vacías) 
Estufas, hornos (excepto los destinados a calefac-
ción central) parrillas y cocinas de metal (no eléc-
tricas) 
Manufacturas de metales, n.e.p. 

eléctricos 

Baterías eléctricas 
Bombillas, lámparas de arcos y tubos para alum-
brado eléctrico completos 
Cables y alambres aislados para conducir electri-
cidad 
Acumuladores 

Artículos y artefactos para alumbrado 

812-04.2 Artículos, y artefactos, para alumbrado, excepto 
para alumbrado público o para construcciones (lin-
ternas y lámparas de mano y otras linternas, lám-
paras y faroles portátiles, lámparas de pie, además 
palmatorias, etc., y sus accesorios no eléctricos — 
globos, pantallas, etc., de todas clases de materia-
les) 

Artículos de viaje, bolsas de mano y artículos similares 

831-01 

831-02 

Artículos de viaje (baúles, maletas o valijas, sacos 
de viaje, neceseres, bolsas de compra, mochilas, 
morrales y artículos análogos) de todas clases de 
materiales 
Bolsas de mano, billeteras o carteras, bolsas de mu-
jer, portamonedas y artículos análogos, de todas 
clases de materiales 

Artículos de vestuario 

841-01 Medias y calcetería 
841-02 Ropa interior y ropa de dormir, de punto o con-

feccionada de tejido de punto 
841-03 Ropa exterior de punto, o confeccionada de teji-

do de punto 
841-04 Ropa interior y ropa de dormir, excepto la de 

punto 
8 4 1 - 0 5 Ropa exterior que no sea de punto 
841 -06 Abrigos de cuero y otros vestidos de cuero (excep-

to borceguíes, botines y polainas) 
841-07 Vestidos de tejidos encauchados, aceitados y de 

otros materiales impermeables análogos (incluso 
los de material plástico) 

841 -08 Sombreros, gorras y otros artículos análogos de fiel-
tro, de lana y de fieltro de pelo 

841-11 Sombreros, gorras y otros artículos análogos que 
no sean de fieltro de lana y de fieltro de pelo 

841-12 Guantes y mitones de toda clase de materiales (ex-
cepto guantes de caucho) 

841 -19 Artículos de vestuario, n.e.p. (v. g. pañuelos, cor-
batas, chalinas, chales, cuellos, corsets, tirantes y 
artículos análogos) 

842-01 Artículos de vestuario confeccionados de pieles, ex-
cepto sombreros 

Partida 
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Calzado 

851-01 

851-02 

851 -03 

8 5 1 - 0 4 
851 -09 

Producto 

Zapatillas y calzado de casa de todas clases de ma-
teriales, excepto de caucho 
Calzado, total o principalmente confeccionado de 
cuero (excepto las zapatillas y calzado de casa) 
Calzado total o principalmente confeccionado de 
materias textiles (excepto las zapatillas y calzado 
de casa) 
Calzado de caucho 
Calzado, n.e.p. (incluso borceguíes, botines, polai-
nas y puttees) 

Material fotográfico 

862-01 Películas (excepto las cinematográficas), placas y 
papel para fotografía 

862-03 Productos químicos de fotografía para la venta al 
por menor 

Discos fonográficos 

891-02 Discos fonográficos (gramofónicos) 

Impresos 

892-01 
892-02 
892 -03 

8 9 2 - 0 4 

892-09 

Libros y folletos impresos 
Periódicos y revistas 
Música: impresa, grabada o manuscrita, esté o no 
encuadernada 
Grabados o dibujos impresos o reproducidos poi 
otro medio en papel o cartón 
Impresos en papel o cartón, n.e.p. (incluso los 
marbetes o etiquetas de todas clases, impresos o 
no, o engomados, material publicitario comercial, 
tarjetas de felicitación, tarjetas impresas para má-
quinas de estadística, sellos, billetes de banco, he-
liograbados, mapas, cartas hidrográficas, planos in-
dustriales y calendarios de todas clases) 

Artículos manufacturados, n.e.p. 

899-01 Velas, cirios y artículos de materiales inflamables, 
n.e.p. (v. g. alcohol solidificado y mechas sulfu-
rosas) 

899-02 Fósforos 
899-02 Paraguas, sombrillas, bastones y artículos análogos 
8 9 9 - 0 4 Plumas preparadas para adorno y artículos con-

feccionados de plumas: flores, follaje o frutas ar-
tificiales; artículos confeccionados de cabello hu-
mano y abanicos de adorno 

8 9 9 - 0 5 Botones y gemelos de todas clases de materiales, 
excepto los de metales y piedras preciosas 

8 9 9 - 0 6 Artículos de fantasía, tallados en materiales de 
origen animal vegetal, o mineral (excepto las joyas) 

899-07 Artículos para la mesa y otros artículos domésti-
cos (incluso para hotel y restaurante) y ornamen-
tales, de material plástico 

899-11 Artículos hechos de materiales plásticos, n.e.p. 
899-12 Artículos de cestería o trabajados en mimbre, n.e.p. 
899-13 Escobas y cepillos de materiales de todas clases 
8 9 9 - 1 4 Artículos para deportes (excepto armas y muni-

ciones) 
8 9 9 - 1 5 Juguetes y juegos (incluso los coches para niños y 

barajas) 
8 9 9 - 1 6 Estilográficas, lápices automáticos, portaplumas, 

portalápices de todas clases de materiales 
899 -17 Artículos de escritorio (excepto el papel), n.e.p. 
8 9 9 - 1 8 Pipas, boquillas para cigarros y para cigarrillos 
899-21 Obras de arte y objetos de colección 
899 -99 Artículos manufacturados, n.e.p. 
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, Segunda Parte 

CATEGORÍA Y GRUPO QUE CORRESPONDE A CADA PARTIDA DE LA CUCI 

CUCI Categoría 
y Grupo 

CUCI Categoría CUCI Categoría 
y Grupo y Grupo 

CUCI Categoría 
y Grupo 

CUCI Categoría 
y Grupo 

CUCI Categoría 
y Grupo 

001-02 
001-02 
001-03 
001-04 
001-09 
011-01 
011-02 
011-03 
011-04 
011-09 
012-01 
012-02 
012-03 
013-01 
013-02 
013-09 
021-01 
0 2 2 - 0 1 
0 2 2 - 0 2 
023-01 
024-01 
025-01 
025-02 
026-01 
029-09 
031-01 
031-02 
031-03 
032-01 
032-02 
041-01 

111-01 
112-01 
112-02 

O. Productos alimenticios 251-04 II.l 266-01 III. 3 283-02 1.2 

042-01 : 1.1 054-09 1.1 251-05 II.l 267-01 II.l 283-03 1.2 
042-01 : 1.1 054-09 1.1 261-01 1.2 271-01 1.2 283-04 1.2 
042-02 ; 1.1 055-01 III.l 261-02 1.2 271-02 1.2 283-05 1.2 
043-01 1.1 055-02 III.l 261-03 1.2 271-03 1.2 283-06 1.2 
044-01: 1.1 055-03 III.l 262-01 1.2 271-04 1.2 283-07 1.2 
045-01, 1.1 055-04 III.l 262-02 1.2 272-01 1.2 283-08 1.2 
045-02¡ 1.1 061-01 1.1 262-03 1.2 272-02 1.2 283-11 1.2 
045-09 1.1 061-02 III.l 262-04 1.2 272-03 1.2 283-19 1.2 
046-01 III.l 061-03 II.l 262-05 1.2 272-04 1.2 284-01 1.2 
047-0'i III.l 061-04 II.l 262-06 II.l 272-05 1.2 285-01 1.2 
047-0? III.l 061-09 II.l 262-07 II.l 272-06 1.2 285-02 1.2 
047-09 III.l 062-01 III.l 262-08 II.l 272-07 1.2 291-01 1.2 
048-01 III.l 071-01 1.1 263-01 1.2 272-08 1.2 291-09 1.2 
048-02 II.l 071-02 III.l 263-02 1.2 272-11 1.2 292-01 1.2 
048—p 3 III.l 071-03 III.l 263-03 II.l 272-12 1.2 292-02 1.2 
048434 III.l 072-01 1.1 263-04 II.l 272-13 1.2 292-03 1.2 
048409 III.l 072-02 II.l 264-01 1.2 272-14 1.2 292-04 1.2 
051401 1.1 072-03 II.l 265-01 1.2 272-15 1.2 292-05 1.2 
051402 1.1 073-01 III.l 265-02 1.2 272-16 1.2 292-06 1.2 
05lf-03 1.1 074-01 1.1 265-03 1.2 272-19 1.2 292-07 1.2 
051f04 1.1 074-02 1.1 265-04 1.2 281-01 1.2 292-09 1.2 
051Í-05 1.1 075-01 III.l 265-05 • 1.2 282-01 1.2 
051,-06 1.1 075-02 III.l 265-09 1.2 283-01 1.2 
051-07 1.1 081-01 1.1 

265-09 
052-01 1.1 081-02 II.l 
05M1 
05,3—02 
0513-03 

III.l 
III.l 
III.l 

081-03 
081-04 
081-09 

II.l 
II.l 
II.l 

Sección 3. Combustibles y 
y productos 

lubricantes minerales 
conexos 

osi 3-04 III.l 091-01 III.l 311-01 1.3 313-01 11.2 313-05 II. 2 
054-01 1.1 091-02 III.l 311-02 II.2 313-02 II.2 313-09 II.2 
0M-02 1 .1 099-09 III.l 311-03 II.2 313-03 II.2 314-01 1.3 
0.54-03 1 .1 312-01 1.3 313-04 II.2 314-02 

315-01 
I.3 

II.2 

Secciójj 1. Bebidas y tabaco 

III.l 
III.l 
III.l 

} 1 2 - 0 3 
112-04 
i121-01 

III.l 
III.l 

1.1 

122-01 
122-02 
122-03 

III.l 
III.l 
III.l 

Sección 4. Aceites y mantecas de origen animal y vegetal 

Sección 2. Materiales crudos, no comestibles, 
excepto combustibles 

211-01 1.2 ; 221-05 1.2 242-02 1.2 
211-02 1.2 ,¡ 221-06 1.2 242-03 1.2 
211-03 1.2 ¡ 221-07 1.2 242-04 1.2 
211-04 1.2 ¡! 221-09 1.2 242-09 1.2 
211-05 1.2 ¡1 231-01 1.2 243-01 1.2 
211-09 1.2 í 231-02 II.l 243-02 1.2 
212-01 1.2 i 231-03 II.l 243-03 1.2 
221-01 1.2 231-04 II.l 244-01 1.2 
221-02 1.2 241-01 1.2 251-01 II.l 
221-03. 1.2 241-02 1.2 251-02 II.l 
221-04 1.2 242-01 1.2 251-03 II.l 

411-01 
411-02 
412-01 
412-02.1 a 
412-02.2 b 

412-03.1 c 
412-03.2 d 
412-04.1 « 
412-04.2 f 

511-01 
511-02 
511-03 
511-04 
511-09 

412-05.1 s 
412-05.2 h  

4 1 2 - 0 6 . l i 
412-06.2 i 
412-07.1 k 

412-07 .21 
412-08.1 ™ 
412-08.2 n 

412-11 

I I . ! 
III.l 
II.l 

III.l 
II.l 

III.l 
II.l 

III.l 
II.l 

412-12 
412-19.1 o 
412-19 .2 P 
413-01 
413-02 
413 -03 
4 1 3 - 0 4 

Sección 5. Productos químicos 

512-01 ¡1.1 512-09 
512-02 II.l 521-01 
512-03 II.l 521-02 
512-04 II.l 531-01 
512-05 II.l 532-01 

a 412-02.1: Aceite de soja crudo o semirefinado. 
b 412-02.2: Aceite de soya, refinado. 
c 412-03.1: Aceite de eei'millas de algodón, crudo o semirefinado. 
d 412-03.2: Aceite de semillas de algodón, refinado, 
e 412-04.1: Aceite de iríaní, crudo o semirefinado. 
£ 412-04.2: Aceite de n^aní, refinado, 
g 412-05.1: Aceite de oliva, crudo o semirefinado. 
h 412-05.2: Aceite de óliva, refinado, 
i 412-06.1: Aceite de palma, crudo o semirefinado. 

j 412-06.2: Aceite de palma, refinado. 
k 412-07.1: Aceite de coco (copra), crudo o semirefinado. 
1 412-07.2: Aceite de coco (copra), refinado. 

ni 412-08.1: Aceite de almendras de palma, crudo o semirefinado. 
n 412-08.2: Aceite de almendras de palma, refinado. 
o 412-19.1: Aceite extraído de semillas, nueces y almendras, n.e.p. crudo o semi-

refinado. 
p 412-19.2: Aceite extraído de semillas, nueces y almendras, n.e.p. refinado. 

157 



CUCI Categoría 
y Grupo 

CUCI Categoría CUCI Categoría 
y Grupo y Grupo 

CUCI Categoría CUCI Categoría CUCI Categoría 
y Grupo y Grupo y Grupo 

671-01 II.1 681-14 II.l 699-01 II.l 
671-02 II.l 681-15 II.l 699-02 II.l 
672-01 III.3 682-01 II.l 699-03 II.l 
672-02 III. 3 682-02 II.l 699-04 II.l 
672-03 III.3 683-01 II.l 699-05 III.3 
672-04 III.3 683-02 II.l 699-06 III.3 
673-01 III. 3 684-01 II.l 699-07 III.3 
673-02 III.3 684-02 II.l 699-08 III.3 
681-01 II.l 685-01 II.l 699-11 III.3 
681-02 II.l 68*1-02 II.l 699-12 III.3 
681-03 II.l 686-01 II.l 699-13 III.3 
681-04 II.l 686-02 II.l 699-14 III.3 
681-05 II.l 687-01 II.l 699-15 III.3 
681-06 II.l 687-02 II.l 699-16 III.3 
681-07 II.l 689-01 II.l 699-17 III.3 
681-08 II.l 689-02 II.l 699-18 III.3 
68.1-11 II.l 691-01 III.3 699-21 III.3 
681-12 II.l 691.-02 III.3 699-22 III.3 
681-13 II.l 691-03 III.3 699-29 III.3 

532-02 II.l 541-09 III.2 561-09 
532-03 II.l 551-01 II.l 591-01 
533-01 III.2 551-02 II.l 591-02 
533-02 III.2 552-01 III.2 591-03 
533-03 III.2 552-02 III.2 599-01 
541-01 II.l 552-03 III.2 599-02 
541-02 II.l 561-01 II.l 599-03 
541-03 II.l 561-02 II.l 599-04 
541-04 II.l 561-03 II.l 599-09 

Sección 6. Artículos manufacturados, clasificados 
principalmente según el material 

611-01 III.3 642-09 III.3 656-09 
611-02 III.3 651-01 III.3 657-01 
612-01 II.l 651-02 III.3 657-02 
612-02 III.3 651-03 III.3 657-03 
612-03 III.3 651-04 III. 3 657-04 
612-09 III.3 651-05 III.3 661-01 
613-01 III.3 651-06 III.3 661-02 
621-01 II.l 651-07 III.3 661-03 
629-01 III.3 651-09 III. 3 661-09 
629-02 III.3 652-01 III.3 662-01 
629-09 III.3 652-02 III.3 662-02 
631-01 II.l 653-01 III.3 662-03 
631-02 II.l 653-02 III.3 663-01 
631-03 II.l 653-03 III.3 663-02 
631-09 II.l 653-04 III.3 663-03 
632-01 III.3 653-05 III.3 663-04 
632-02 III.3 653-06 III.3 663-05 
632-03 III.3 653-07 III.3 663-06 
632-09 III.3 653-09 III.3 663-07 
633-01 II.l 654-01 III.3 663-09 
633-09 III.3 654-02 III.3 664-01 
641-01 II.l 654-03 III. 3 664-02 
641-02 II.l 654-04 III.3 664-03 
641-03 II.l 655-01 III.3 664-04 
641-04 II.l 655-02 III.3 664-05 
641-05 II.l 655-03 III.3 664-06 
641-06 II.l 655-04 III.3 664-07 
641-07 II.l 655-05 III.3 664-08 
641-08 II.l 65 <¡-06 III.3 664-09 
641-11 II.l 655-09 III.3 665-01 
641-12 II.l 656-01 III.3 665-02 
641-19 II.l 656-02 III.3 665-09 
642-01 III. 3 656-03 III.3 666-01 
642-02 III.3 656-04 III.3 666-02 
642-03 III.3 656-05 III.3 666-03 

Sección 7. Maquinaria y material de transporte 

711-01 II.3 716-12.1 c II.3 731-03 II.3 
711-02 II.3 716-12.2 d II.4 731-04 II.3 
711-03 II.3 716-13.1 e II.3 731-05 II.3 
711-04 II.3 716-13.2 f II.4 731-06 II.3 
711-05 II.3 716-14 II.3 731-07 II.3 
711-09 II.3 716-15 II.3 732-01.l'a II.3 
712-01 II.3 721-01 II.3 732-01.2 r II.4 
712-02 II.3 721-02 III.3 732-02.1 a II.3 
712-03 II.3 721-03 III.3 732-02.2 t II.4 
712-09 11.3 721-04.1 e II.3 732-03 II.3 
713-01 II. 3 721-04.2 h II.4 732-04 II.4 
714-01 II.3 721-05 II.3 732-05 II.3 
714-02 II.3 721-06.1 1 II.3 732-06 II.3 
715-01 II.3 721-06.2 3 II.4 732-07 II.4 
715-02 II.3 721-07 II.3 733-01 II.4 
716-01 II.3 721-08.1 k II.3 733-02 II.4 
716-02 II.3 721-08.2 i II.4 733-09 II.3 
716-03 II.3 721-11 II.3 734-01 II.3 
716-04 II.3 721-12.1 m II.3 734-02 II.3 
716-05 II. 3 721-12.2 n II.4 734-03 II.3 
716-06 II.3 721-13 III.3 735-01 II.3 
716-07 II.3 721-12.1.0 II.3 73*1-02 II.3 
716-08 II.3 721-19.2 p III.3 735-09.1 u II.3 
716-11.1 a II..3 731-01 II.3 735-09.2 v II.4 
716-11.2 b II.4 731-02 II.3 

a 716-11.1: 
b 716-11.21 
c 716-12.1: 

d 716-12.2: 
e 713-13.1 

f 713-13.2 

g 721-04.1 

h 721-04.2; 
i 721-06.1: 

j 721-06.2: 

k 721-08.1 

Máquinas de coser, industriales. 1 721-08.2: 
Máquinas de coser, domésticas. m 721-12.1: 
Equipo de acondicionamiento de aire y refrigeración (excepto los 

refrigeradores y acondicionadores de aire, para uso doméstico) n 721-12.2: 
Aparatos acondicionadores de aire, para uso doméstico. 
Maquinaria y accesorios (excepto eléctricos), n.e.p. para usos in-

dustriales. # o 721-19.1: 
Aparatos mecánicos para uso doméstico, n.e.p. (Molinos de café, 

picadores de carne, extractores de jugo, e tc . ) . 
Aparatos de radio para telegrafía, telefonía, televisión y radar (in- p 732-19.2: 

cluso los equipos emisores para la radiodifusión, tubos y válvu- q 732-01.1: 
las termiónicos o electrónicos, células fotoeléctricas, aparatos y 
detectores para Gondar), excepto los aparatos receptores de radio r 732-01.2: 
y televisión. 

Aparatos receptores de radio y televisión. 8 732-02.1: 
Aparatos electrotérmicos para uso industrial (hornos industriales, 

crisoles, esterilizadores, etc . ) . t 732-02.2: 
Aparatos electrotérmicos para uso doméstico (planchas, cocinas, ca-

feteras, ollas, etc., eléctricas). u 735-09.1: 
Aparatos para medir y controlar la energía eléctrica, aparatos eléc-

tricos de señóles y de seguridad (excepto timbres). v 735-09,2: 

Timbres eléctricos, cuadros indicadores para los mismos, etc. 
Herramientas eléctricas portátiles y sus accesorios (excepto los uten-

silios de uso doméstico). 
Utensilios eléctricos para uso doméstico, n.e.p. (máquinas eléctricas 

de afeitar, lavadoras, secadoras, batidoras, aspiradoras, enceradoras, 
licuadoras, etc., eléctricas). 

Maquinarias, aparatos y accesorios eléctricos, n.e.p., y piezas de re-
puesto o accesorios no asignables a una determinada clase de ma-
quinaria eléctrica. 

Acumuladores. 
Vehículos automotores 

no sean autobuses o 
Vehículos automotores 

no sean autobuses o 
Motocicletas completas 

armados. 
Motocicletas completas 

mados. 
Barcos y botes (excepto embarcaciones deportivas de placer), n.e.p. 

(incluso barcos rompehielos). 
Embarcaciones deportivas y de placer. 

de carretera para pasajeros, completos (que 
motocicletas) que vengan desarmados, 
de carretera para pasajeros, completos (que 
motocicletas) que vengan armados, 
y otros velocípedos a motor, que vengan des-

otros velocípedos a motor, que vengan ar> 

158 



CUCI Categoría 
y Grupo 
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CUCI Categoría 
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CUCI Categoría 
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CUCI Categoría 
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CUCI Categoría 
y Grupo 

Sección 8. Artículos manufacturados diversos 

811-01 II.3 841-03 III.3 851-04 III.3 
812-02 II.3 841-04 III.3 851-09 III.3 
812-03 II.3 841-05 III.3 861-01.1 e II.3 
812-04.1 a II. 3 841-06 III.3 861-01.2 t II.4 
812-04.2 b III.3 841-07 III.3 861-02.1 s II.3 
821-01 II.4 841-08 III.3 861-02.2 h II.4 
821-02.1 c II.3 841-11 III.3 861-03 II.3 
821-02.2 a II.4 841-12 III.3 861-09 II.3 
821-09 II.4 841-19 III.3 862-01 III.3 
831-01 III.3 842-Olí III.3 862-02 II.3 
831-02 III.3 851-0 lj III.3 862-03 III.3 
841-01 III.3 851-02 III.3 863-01 II.3 
841-02 III.3 851-0? III.3 864-01.1 i II.3 

864-01.2 J II.4 892-04 III.3 899-11 II.3 
864-02.1 k II.3 892-09 in.3 899-12 II.3 
864-02.2 i II.4 899-01 III.3 899-13 II.3 
891-01 II.4 899-02 III. 3 899-14 II.3 
891-02 III.3 899-03 III.3 899-15 II.3 
891-03 II.4 899-04 III.3 899-16 II. 3 
891-09 II.4 899-05 III.3 899-17 II.3 
892-01 III.3 899-06 III.3 899-18 II.3 
892-02 III.3 899-07 III.3 899-21 II.3 
892-03 III.3 899-08 II.4 899-99 II.3 

Sección 9. Transacciones y mercaderías diversas, n.e.p. 

921-01 II. 3 921-09 II.3 

a 812*04.1: Lámparas y otros artículos y artefactos para alumbrado público y 
para alumbrado de construcción, 

b 812-04.2: Artículos y artefactos paja alumbrado, excepto para alumbrado pú-
blico o de construcciones (linternas, lámparas y faroles de mano, 
y otras portátiles, lámparas de pie o de mesa, palmatorias, «te.» 
y sus accesorios no eléctricos — globos, pantallas, etc., de toda 
clase de materiales). < 

c 821-02.1: Muebles de metal y sus < accesorios (incluso los gabinetes de metal) 
para oficina. ¡ 

d 821-02.2: Muebles de metal y su£ accesorios, excepto para oficinas, 
e 861-01.1: Instrumentos y aparatos' ópticos y piezas de repuesto (incluso los 

microscopios electrónicos), excepto los fotográficos y cinemato-
gráficos y los prismáticos, binóculos, gafas, anteojos y armazones 
y cristales para éstos. 

f 861-01.2: Prismáticos, binóculos, gafas, anteojos y armazones y cristales para 
éstos. 

g 861-02.1: Aparatos fotográficos y cinematográficos para uso industrial y sus 
accesorios. 

h 861*02.2: Aparatos fotográficos y cinematográficos y sus accesorios, excepto 
para usó industrial. 

i 864-01.1: Cronómetros marinos y relojes de tableros de instrumento. 
j 864-01.2: Relojes, máquinas y cajas de relojes y otras piezas de los mismos 

(excepto los cronómetros marinos y relojes de tablero de instru-
mentos). 

k 864-02.1: Relojes controladores o registradores. 
1 864-02.2: Relojes de pared y sus maquinarias, excepto los relojes controla 

dores o registradores. 
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1 

INFORME DE LA PRIMERA REUNIÓN DEL GRUPO DE TRABAJO PARA ASUNTOS ADUANEROS * 

(Montevideo, 1 al 12 de agosto de 1960) 

INTRODUCCIÓN 

1. Recoge el presente documento el resultado de las 
deliberaciones de la primera reunión del Grupo de 
Trabajo para Asuntos Aduaneros, celebrada en Monte-
video (Uruguay), entre el l 9 y el 12 de agosto de 1960. 

2. La creación de este Grupo de trabajo tuvo su origen 
en la resolución 7 (II) del Comité de Comercio de 
la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) 
de las Naciones Unidas, adoptada en Panamá el 19 de 
mayo de 1959. En dicha resolución, el Comité de Co-
mercio, considerando "que para el logro de los objeti-
vos tendientes al establecimiento del mercado común 
latinoamericano es necesario procurar la equiparación 
de las nomenclaturas arancelarias de los países de Amé-
rica Latina", resolvió encomendar a la Secretaría de la 
CEPAL "la preparación, para consideración del Comi-
té de Comercio, de las bases y procedimientos que se-
rían adecuados para adoptar una nomenclatura arance-
laria uniforme de los países latinoamericanos". Tam-
bién tuvo en cuenta la Secretaría de la CEPAL, al con-
vocar a la reunión del grupo de trabajo, el pedido que 
le formulara el Comité Provisional de la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio en su resolución 
N*? 2, en la cual sugirió la ciudad de Montevideo como 
sede de la reunión, con el fin de facilitar la asistencia 
a las deliberaciones de los representantes que integran 
el citado Comité Provisional y de sus asesores para ase-
gurar así el máximo aprovechamiento de sus trabajos, a 
cuyo efecto solicitó que dentro del temario de la reu-
nión se diera prioridad a ciertos puntos que interesa-
ban de manera particular a dicho Comité. 

3. Al aceptar este pedido, pesó en el ánimo de la Se-
cretaría la estrecha relación existente entre las mate-

* Publicado antes, en edición mimeografiada, como documentos 
E / C N . 1 2 / C . l / W G . 3 / 4 / R e v . l (24 de agosto de 1960) y E / C N . 1 2 / 5 6 8 
(19 de marzo de 1961). 

rías aduaneras que serían objeto de examen por el gru-
po de trabajo y las que se derivan del funcionamiento 
de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. 
Por esta razón el temario se orientó hacia el tratamien-
to de asuntos que interesan por igual a todos los países 
latinoamericanos y de otros, estrechamente vinculados 
con aquéllos, que se relacionan con el Tratado de Mon-
tevideo, conforme al cual se instituyó la Asociación La-
tinoamericana de Libre Comercio. 

4. Con miras a la preparación de los documentos que 
servirían de base a las deliberaciones de la primera reu-
nión del grupo de trabajo para asuntos aduaneros, la 
Secretaría hizo circular oportunamente entre los países 
latinoamericanos un cuestionario sobre cuestiones adua-
neras básicas. Sin embargo, como la Secretaría no pudo 
disponer con la debida antelación de todas las respues-
tas de los Gobiernos al mencionado cuestionario, la do-
cumentación para el examen de muchos de los puntos 
incluidos en el temario hubo de hacerse principalmen-
te a base de las informaciones con que contaba la pro-
pia Secretaría. De otra parte cabe destacar la valiosa 
colaboración prestada en este plano por el Consejo de 
Cooperación Aduanera de Bruselas, el cual destacó a 
uno de sus funcionarios técnicos para que colaborara 
como Consultor en la preparación de los documentos 
básicos aludidos. 

5. El presente informe se divide en dos partes. La pri-
mera señala la composición de las delegaciones y la or-
ganización dada a los trabajos. En ella se sintetizan 
los debates habidos en la reunión y se interpretan obje-
tivamente las conclusiones alcanzadas. La segunda par-
te contiene las resoluciones aprobadas por el grupo de 
trabajo. 

6. Este informe fue aprobado por el grupo de trabajo 
en su sesión de clausura. 

Parte I 

EL GRUPO DE TRABAJO PARA ASUNTOS ADUANEROS 

A . DELEGACIONES ASISTENTES Y ORGANIZACIÓN DE LAS LABORES 

1. Sesiones de apertura y de clausura 
7. La sesión de apertura del Grupo de Trabajo para 
Asuntos Aduaneros tuvo lugar en el salón de actos del 

Automóvil Club del Uruguay el l 9 de agosto de 1960. 
A ella asistieron el Excelentísimo Señor Ministro de 
Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uru-
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guay, Teniente de Navio don/ Homero Martínez Mon-
tero; el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor 
Mateo J. Magariños de Mello; otros miembros del go-
bierno uruguayo, jefes y miembros de misiones diplo-
máticas de los países latinoamericanos y representantes 
de diversas entidades públicas y privadas del país. Pre-
sidió el señor Esteban Ivovich, Director de la División 
Política Comercial de la CEJPAL, en representación del 
señor Raúl Prebisch, Director Principal a cargo de la 
Secretaría Ejecutiva de diqha Comisión. 

8. En esta oportunidad, el, señor Ministro de Relacio-
nes Exteriores del Uruguay se dirigió a las delegacio-
nes presentes dándoles la jbienvenida en nombre de su 
Gobierno. Seguidamente p\ señor Subsecretario de Re-
laciones Exteriores y Presidente del Comité Provisio-
nal de la Asociación Latinoamericana de Libre Comer-
cio habló en nombre dej dicho Comité Provisional y 
de las delegaciones asistentes. Por su parte, el repre-
sentante de la Secretaría ¡Ejecutiva de la CEPAL, agra-
deció la asistencia de los¡Iconcurrentes y la hospitalidad 
brindada por el Gobierno uruguayo para hacer posible 
la realización en Montevideo de esta primera reunión 
del Grupo de Trabajo jpara Asuntos Aduaneros, reco-
nocimiento que hizo extensivo a las autoridades del 
Automóvil Club del Uruguay, por las facilidades dadas 
para llevar a efecto dicha reunión.1 

9. Asimismo en el salón de Actos del Automóvil Club 
del Uruguay se efectué la sesión de clausura el día 12 
de agosto de 1960. En ella hicieron uso de la palabra 
el señor René Ortuñoj delegado permanente de la Re-
pública Argentina ailte el Comité Provisional de la 
Asociación Latinoarr^ericana de Libre Comercio, en 
nombre de las delegaciones y del citado Comité Provi-
sional; el señor Rom<̂ o Maeso Sueiro, presidente de la 
primera reunión del . Grupo de Trabajo para Asuntos 
Aduaneros, y el señor Esteban Ivovich, como represen-
tante del Director Principal a cargo de la Secretaría Eje-
cutiva de la CEPALj. 

i 
2. Asistencia 

,10. Asistieron a las deliberaciones del Grupo de Traba-
jo representantes, delegados y observadores de los si-
guientes Estados latinoamericanos miembros de la Co-
misión Económica,'para América Latina, de organismos 
intergubernament^les y de organizaciones no guberna-
mentales : 

i) Representante$ y delegados de Estados latinoameri-
canos miembrps de la Comisión Económica para 
América Latirla 

I Argentina 

Representante: ^rnaldo Domingo Martino. 
Delegados: garlos Bochert, Ricardo La Rosa, Juan 

i 
l Todos los discursos pronunciados en la sesión de apertura fueron 

distribuidos como documentos informativos. 

Antonio Vito Burlando, Héctor R. Mas-
tracchio, Fernando Pedro Bocci, Juan 
Carlos Díaz, Manuel Miguel Quintana, 
Juan José Flores, Victorio Jesús Silva. 

Brasil 

Representante: Gerson Augusto Da Silva. 
Delegados: Armindo Branco Mendes Cadaxa, Ar-

mindo Correa Da Costa, Oto Ferreira 
Neves, Lucía Marinho Pirajá, Vinicius 
Ferraz Machado, Luis Emygdio Ca-
mara. 

Colombia 

Representante: Alberto Navas de Brigard. 

Cuba 

Representante: Embajador Mario García Incháustegui. 
Delegado: Cónsul General Leonardo Bravo. 

Chile 

Representante: Embajador Abelardo Silva Davidson. 
Delegados: Gustavo Valdivieso, Víctor Leiva Ara-

ya, Juan Broughton. 

México 

Representante: Mario Espinosa de los Reyes. 
Delegados: Guillermo López Vargas, Antonio Cal-

derón Martínez, Rodrigo Vidal Ortiz. 

Paraguay 

Representante: Hermes Troche. 
Delegados: Pablo E. Bergemann, Jesús G. Cañete, 

Juan Isasio Cabrai. 

Perú 

Representante: Contralmirante Pedro Mazuré A. 
Delegados: Alejandro Bussalleu, Joaquín Monar 

Nuñez. 

Uruguay 

Representante: Romeo Maeso Sueiro. 
Delegados: Enrique Bianchi, Ricardo Cat Vaeza, 

Hugo de Marco, Guillermo Doulas, 
Héctor Garicoits, Roberto González Ca-
sal, Alfredo Noé, Fernando Papa Pre-
ve, Alfredo Ponce de León, Lauro Ro-
dríguez, Alberto Rovira, Miguel Angel 
Vázquez Rolfi, Hugo Roselló. 

ii) Observadores de organizaciones intergubernamen-
tales 

Consejo Interamericano Económico y Social, de la 
Organización de los Estados Americanos 

Juan B. Schroeder, Rodolfo León. 
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iii) Observadores de organizaciones no gubernamen-
tales 2 

Consejo Interamericano de Comercio y Producción 

Pedro Celia, Luis E. González Cuña-
rro, Mario Pena, Jorge Seré. 

3. Secretaría 

11. La Secretaría estuvo compuesta de la siguiente 
forma: 

Esteban Ivovich, Representante del Director Principal 
a cargo de la Secretaría Ejecutiva y Director de la 
División de Política Comercial de la CEPAL. 

Santiago Macario, economista, funcionario de la Divi-
sión de Política Comercial de la CEPAL, secreta-
rio general del Grupo de Trabajo. 

Alberto Sola, Alfredo Escobar, Alejandro Power, Mario 
Movarec, funcionarios de la CEPAL, asesores. 

Rubén Chelle, Secretario Administrativo Adjunto del 
Comité Provisional de la Asociación Latinoameri-
cana de Libre Comercio. 

Asesoró a la Secretaría el señor Emilio Gómez Pallete, 
funcionario del Consejo de Cooperación Aduanera. 

4. Organización de las labores 

a) Elección de la Mesa 
2 Los delegados del Consejo Interamericano de Comercio y Pro-

ducción fueron invitados por la Secretaría a asistir a las labores del 
Grupo de Trabajo. 

12. En la sesión de apertura se eligió la siguiente Mesa: 

Presidente: Romeo Maeso Sueiro (Uruguay). 
Vicepresidentes: Hermes Troche (Paraguay). 

Alejandro Bussalleu (Perú). 
Relator: Mario Espinosa de los Reyes (Mé-

xico). 

b) Comités 

13. Con el fin de facilitar el estudio de los asuntos 
comprendidos en el temario, también en la sesión de 
apertura se acordó constituir tres Comités, con la si-
guiente mesa: 

Comité 1: Nomenclatura arancelaria uniforme y valor 
aduanero 
Presidente: Juan Carlos Díaz (Argentina) 
Secretario: Santiago Macario (Secretaría) 

Comité 2: Adopción de definiciones uniformes de tér-
minos aduaneros básicost procedimientos 
aduaneros y definición del origen de las mer-
cancías a los efectos aduaneros 
Presidente: Armindo Correa da Costa (Bra-

sil) 
Secretario: Alfredo Escobar (Secretaría) 

Comité 3: Consideración de algunos asuntos de carác-
ter aduanero relacionados con el Tratado de 
Montevideo 
Presidente: Abelardo Silva Davidson (Chi-

le) 
Secretario: Alberto Sola (Secretaría) 

B. r 

14. En la sesión de apertura, el Grupo de Trabajo apro-
bó el siguiente temario: 

I. Elección de la Mesa 
II. Aprobación del temario 

III. Exposiciones generales 
IV. La uniformación o coordinación de ciertos aspec-

tos de los sistemas aduaneros en los países latino-
americanos 

1. Nomenclatura arancelaria uniforme: 
a) Bases y procedimientos para su adopción 
b) Su aprovechamiento como referencia común 

entre los países participantes en la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio 
(Tratado de Montevideo) con el objeto, en-
tre otros, de facilitar negociaciones tarifarias 

2. Valor aduanero: 
a) Definición uniforme a los fines de aplicar 

derechos ad valorem a la importación 
b) Su aplicación práctica 

3. Adopción de definiciones uniformes de térmi-
nos aduaneros básicos: 

a) Importación 
b) Exportación 
c) Comercio en tránsito 
d) Reexportación 
e) Importación temporal 
f ) Exportación temporal 
g) Mercadería extranjera 
h) Mercadería nacionalizada 
i) Tráfico fronterizo 
/) Otros 

4. Procedimientos aduaneros: consideraciones en 
torno a las posibilidades y manera de unifor-
mar o coordinar y simplificar las tramitaciones 
y la documentación aduaneras 

5. Definición a los efectos aduaneros, del origen 
de las mercaderías: 
a) Examen preliminar desde el punto de vista 

aduanero 
fe) Normas y procedimientos para controlar el 

origen de las mercaderías 

Documentación: la uniformación o coordinación 
de ciertos aspectos de los sistemas aduaneros 
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en los países latinoamericanos (E/CN.12/ 
Ql/WG.3/2 y Adds. 1 a 3) 

V. Consideración de algunos asuntos de carácter adua-
nero relacionados con el Tratado de Montevideo: 

a) Significado del concepto "gravámenes" a los 
fines del artículo 3 del Tratado y su expre-
sión o equivalencia en términos de derechos 
aduaneros ad válorem 

b) Definición del concepto "gravámenes vigen-
tes" a los fines del artículo 5 del Tratado 

Documentación: Antecedentes para la defini-
ción de "gravámenes de efectos equivalentes 
aduaneros" y de "gravámenes vigentes" a los 
fines de la aplicación del Tratado de Monte-
video (E/CN.12/C.l/WG.3/3/Rev.l y Add. 
1/Rev.l) 

VI. Otros asuntos. 

C . RESUMEN DE LOS DEBATES 

1. Nomenclatura arancelaria uniforme 

15. Al iniciarse la consideración de este punto del te-
mario, para la que sirvió de base el documento E/CN. 
12/C.1/WG.3/2 preparado por la Secretaría Ejecutiva 
de la CEPAL, el Comité acordó seguir el siguiente or-
den en el examen de las cuestiones implicadas en él: 

1. Bases y características de las nomenclaturas aran-
celarias existentes en distintos países latinoameri-
canos; 

2. Nomenclatura que puede adoptarse como base 
común para los aranceles de los países latinoame-
ricanos; 

3. Forma en que sería adoptada dicha nomenclatura 
y grado de desdoblamiento de sus posiciones; 

4. Normas y procedimientos que podrían seguirse 
para mantener actualizada la nomenclatura y ase-
gurar su aplicación uniforme; 

5. Utilización de la nomenclatura uniforme con fi-
nes aduaneros: 

a) Como punto común de referencia para las ne-
gociaciones; 

b) Adopción gradual por cada uno de los países 
latinoamericanos como nomenclatura nacio-
nal; 

6. Utilización de la nomenclatura uniforme con fi-
nes estadísticos; 

a) Normas y procedimientos; 
b) Constitución de un centro regional de elabo-

ración estadística. 

16. Conforme a esta ordenación, se hizo en primer 
término una exposición informativa sobre las bases y 
características de las nomenclaturas arancelarias existen-
tes en los países latinoamericanos representados en la 
reunión. Las nomenclaturas arancelarias de la Argenti-
na, Chile y el Paraguay no responden a clasificaciones 
de tipo internacional, aunque las de los dos últimos 
países siguen un ordenamiento lógico y consistente. 
Tanto la Argentina como Chile están en proceso de 
adoptar la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas 
(NAB). La nomenclatura arancelaria vigente en el Uru-
guay corresponde al Proyecto de Nomenclatura Aran-

celaria de la Sociedad de Naciones (al igual que las de 
Colombia y el Ecuador) y la del Perú se funda en la 
Lista Mínima elaborada con fines estadísticos a base 
de ese Proyecto de Nomenclatura. La nomenclatura de 
México sigue, en sus líneas generales y en el contenido 
de sus secciones, aunque no en cuanto a las posiciones, 
la Clasificación Uniforme para el Comercio Internacio-
nal (CUCI) elaborada con fines estadísticos por las 
Naciones Unidas. Finalmente, las nomenclaturas del 
Brasil y Cuba corresponden a la NAB, si bien con al-
gunas modificaciones de las posiciones de esta última, 
particularmente en el caso del Brasil. 

17. Refiriéndose en particular a la nomenclatura aran-
celaria en vigor desde 1956 en México, la delegación 
de este país puntualizó que se había adoptado la CUCI 
como base para la misma —aunque con numerosas mo-
dificaciones al nivel de las posiciones o fracciones— 
porque al tiempo de su elaboración había un conoci-
miento más cabal de esta clasificación, particularmen-
te a través de su utilización para la Nomenclatura Aran-
celaria Uniforme Centroamericana (NAUCA), en tan-
to que la Nomenclatura de Bruselas estaba aún en un 
período de gestación. La experiencia ha sido hasta aho-
ra satisfactoria y la nomenclatura adoptada ha servido 
bien a la política de industrialización seguida por el 
país en los últimos años y en general a las necesidades 
de protección arancelaria, de análisis económico y de 
tipo estadístico. Expresó también que a su juicio las 
notas explicativas a las posiciones o fracciones tienen 
algunos inconvenientes serios, pues la rigidez que dan 
al contenido de esas posiciones se presta a evasiones de 
tipo fiscal. 

18. Por su parte la delegación brasileña señaló que la 
experiencia de su país en el uso de la NAB ha sido tam-
bién satisfactoria, pues se ha prestado perfectamente 
a la política proteccionista requerida por el proceso di-
námico de industrialización del Brasil, y no han sur-
gido dificultades ni problemas en su aplicación. 

19. A su vez las delegaciones de la Argentina y Chile 
manifestaron que en ambos países, luego de estudiar 
las distintas alternativas, se decidió adoptar la NAB, 
para los nuevos aranceles aduaneros en proceso de ela-
boración, por considerar que dicha nomenclatura cub:e 
bien las necesidades correspondientes y en particular las 
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derivadas del proceso de industrialización. Aunque no 
ha podido haber experiencia en cuanto a su aplicación 
práctica, hasta ahora no se han presentado obstáculos 
en la elaboración de las respectivas nomenclaturas na-
cionales a base de aquélla. Entre las razones que acon-
sejaron adoptar la NAB, predominó precisamente la 
existencia de reglas y notas interpretativas para sus sec-
ciones y capítulos y de notas explicativas para sus po-
siciones, las cuales aseguran la precisión necesaria en su 
aplicación. 

20. Para aclarar las dudas e interrogantes planteados 
por algunas delegaciones con respecto a la adopción de 
la NAB, se puntualizó que el objetivo de ésta no era 
imponer a los diversos países una nomenclatura rígida, 
sino dar líneas generales y posiciones básicas que de-
bían ser respetadas por los diversos países, quedando 
éstos en libertad de subdividir dichas posiciones de la 
manera y en el grado que estimaren conveniente según 
sus necesidades particulares. Igual criterio se sigue con 
respecto a las reglas generales y a las notas interpreta-
tivas de las secciones y capítulos: su orden y numera-
ción deben ser respetados y mantenidos, sin perjuicio 
de que los países puedan agregar otras notas o subno-
tas a fin de aclarar de manera más precisa el contenido 
de las secciones o capítulos a que se refieren, y particu-
larmente el significado de las subposiciones que esta-
blezcan. 

Con respecto al compromiso de carácter internacio-
nal adquirido por los países que adoptan la NAB, se se-
ñaló que sólo los que son miembros del Comité de la 
Nomenclatura del Consejo de Cooperación Aduanera 
están obligados a adoptar dicha nomenclatura y a res-
petar fielmente las posiciones, reglas generales y notas 
interpretativas de la misma. Tal obligatoriedad o com-
promiso no existe para los demás países, si bien es de-
seable que la adopten sin modificaciones a fin de man-
tener la uniformidad buscada y sin perjuicio de la li-
bertad de crear tantas subpartidas como sean necesa-
rias. Este es precisamente el criterio seguido por la 
gran mayoría de los aproximadamente 45 países que 
han adoptado la NAB sin ser miembros del Comité de 
la Nomenclatura. 

21. En vista de éstas y otras razones expuestas en el 
curso de los debates y descartada la conveniencia o ne-
cesidad de elaborar una nomenclatura arancelaria uni-
forme básica especial para América Latina, se acordó 
recomendar la adopción para estos fines de la NAB y 
que, a fin de asegurar la uniformidad buscada y sin 
perjuicio de dejar a cada país en libertad de crear den-
tro de cada posición de esa Nomenclatura las subposi-
ciones que estime conveniente, esa adopción se haga 
a) sin omitir ninguna de las posiciones de tal Nomen-
clatura ni añadir otras nuevas o modificar la numera-
ción de las mismas, y b) sin modificar las reglas gene-
rales para su interpretación o las notas de los capítulos 
o de las secciones de manera que signifique una mo-
dificación del contenido de éstos o de las posiciones 
arancelarias. 

Con el mismo propósito de asegurar la aconsejable 
uniformidad, también se acordó recomendar que la ela-
boración y aplicación en países latinoamericanos de 
aranceles aduaneros nacionales basados en la NAB se 
efectúe conforme a las Notas explicativas aprobadas 
para la misma por el Consejo de Cooperación Aduane-
ra, sin perjuicio de reconocer a los países la facultad de 
complementar tales notas con las que juzguen necesa-
rias para definir las subposiciones que creen. Ambas 
recomendaciones están contenidas en la resolución 1 
(I). En esta misma Resolución se sugiere además a la 
Secretaría Ejecutiva de la CEPAL que preste a los go-
biernos latinoamericanos que lo soliciten el asesora-
miento técnico destinado a facilitar la adopción de la 
NAB en sus aranceles nacionales, obteniendo a tal fin 
la colaboración de la Asistencia Técnica de las Nacio-
nes Unidas y del Consejo de Cooperación Aduanera de 
Bruselas. Se sugiere asimismo a la Secretaría Ejecutiva 
de la CEPAL que tome las medidas del caso para man-
tener actualizada dicha nomenclatura básica por parte 
de los países que la adopten, siguiendo las recomenda-
ciones que formule al respecto el Comité de la Nomen-
clatura del Consejo de Cooperación Aduanera. 

22. Con respecto al grado de desdoblamiento que po-
dría darse a las posiciones de la NAB por los distintos 
países latinoamericanos al adoptarla para sus nomencla-
turas arancelarias nacionales, se llegó a la conclusión de 
que, por estar la creación de subpartidas o subposicio-
nes muy vinculada a las particularidades e intereses de 
cada país, no es factible ni deseable dar pautas genera-
les ni limitar de alguna otra manera la libertad de ac-
ción de cada país mientras no se conozcan adecuada-
mente esas particularidades e intereses y se presente la 
necesidad de uniformar las nomenclaturas nacionales 
al nivel de las subposiciones. En esta forma los paí-
ses signatarios del Tratado de Montevideo quedarían en 
libertad para acordar las pautas o normas que conside-
ren oportunas a los fines de la aplicación de dicho 
Tratado. 

23. El Grupo de Trabajo estuvo de acuerdo en recono-
cer que, para identificar en las nomenclaturas naciona-
les elaboradas a base de la nomenclatura común las sub-
posiciones creadas por cada país, es ventajoso mantener 
la clasificación decimal, agregando uno o dos dígitos, 
según el caso, a los que ya tiene la NAB. En lo rela-
tivo a la adopción gradual de la NAB por cada uno de 
los países latinoamericanos como nomenclatura aran-
celaria nacional, hubo consenso en estimar que por aho-
ra no es conveniente fijar límite o plazo de tiempo 
para llevar a cabo tal adopción, lo que habrá de depen-
der de las posibilidades y conveniencias de cada país. 

24. En cuanto a la utilización de la nomenclatura uni-
forme como punto común de referencia para las nego-
ciaciones previstas en el Tratado de Montevideo, el 
Grupo estimó que con ese fin sería beneficioso el em-
pleo de la NAB. Como al Grupo no le fue dable en-
trar en el detalle acerca de las normas y procedimien-
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tos que al efecto deberían seguirse, se limitó a destacar 
ante el Comité Provisional de la Asociación Latino-
americana de Libre Comercio la conveniencia de tomar 
en consideración este punto de vista. 

25. En lo concerniente a la utilización de la nomencla-
tura uniforme con fines estadísticos, el Grupo estimó 
deseable que este punto y otros de naturaleza similar 
sean estudiados más adelante en una reunión de exper-
tos estadísticos, la cual contaría con el asesoramiento 
de expertos aduaneros. 

26. En el curso de los debates habidos al considerarse 
los puntos anteriores, la delegación del Brasil propuso 
que dichos puntos fueran tratados de manera más ex-
tensa, a fin de discutir en detalle la manera de utilizar 
la NAB en los aspectos relacionados específicamente 
con el Tratado de Montevideo. A este fin sometió a la 
consideración del Grupo de Trabajo el siguiente tema-
rio adicional: 

1. Requisitos que debe satisfacer la nomenclatura 
uniforme para atender a lo dispuesto en el art. 49 
(c) del Tratado de Montevideo: 

1.1 Grado de desdoblamiento mínimo para su 
utilización como base común para las nego-
ciaciones. 

1.2 Grado de desdoblamiento mínimo para la 
presentación uniforme de las estadísticas de 
comercio exterior. 

2. Procedimiento para la elaboración de una no-
menclatura uniforme: 

2.1 Elaboración de un texto español-portugués 
de la NAB. 

2.2 Elaboración, a base de las nomenclaturas 
existentes, de un primer desdoblamiento de 
las posiciones de la NAB, a fin de utilizarla, 
en cuanto sea posible, en la primera serie de 
negociaciones. 

3. Establecimiento de correlaciones entre la nomen-
clatura uniforme y cada una de las nomenclatu-
ras existentes en los países de la Zona. 

4. Designación de un grupo de especialistas para los 
fines de los puntos 2 y 3. 

5. Aplicación de la nomenclatura uniforme: 

5.1 Procedimientos que deberían adoptarse para 
asegurar su aplicación y su permanente actua-
lización. 

5.2 Creación, junto al Comité Ejecutivo Perma-
nente de la Asociación Latinoamericana de 
Libre Comercio de un órgano especializado 
para: 
5.2.1 Acompañar la aplicación de la nomen-

clatura uniforme. 
5.2.2 Proceder a su actualización. 
5.2.3. Estudiar los casos de dudas o contro-

versias en la interpretación de la no-
menclatura uniforme y hacer recomen-
daciones al respecto. 

5.2.4 Prestar asistencia técnica en la materia 
a los países de la Zona. 

6. Adopción de la nomenclatura uniforme por los 
países de la Zona como nomenclatura nacional: 

6.1 Posibilidad de su adopción inmediata por to-
dos o algunos países de la Zona, teniendo en 
cuenta lo dispuesto en el art. 15 del Tratado 
de Montevideo. 

6.2 Examen de la conveniencia de recomendar a 
los países que no puedan adoptarla inmedia-
tamente, promover los necesarios reajustes en 
las respectivas nomenclaturas nacionales, de 
manera que se facilite su conversión para la 
nomenclatura uniforme. 

27. El Grupo de Trabajo, aun compartiendo la preocu-
pación de la delegación brasileña y reconociendo que 
a los fines del Tratado de Montevideo será necesario 
llegar a un desdoblamiento uniforme de la NAB para 
facilitar las negociaciones previstas en dicho Tratado, 
estimó que —por limitaciones de tiempo y también por-
que algunas delegaciones manifestaron necesitar mayor 
plazo para reunir los necesarios elementos de juicio— 
no era posible entrar en esta reunión en el análisis pro-
lijo de los problemas planteados en ese temario adicio-
nal. En consecuencia, se resolvió tomar nota del mis-
mo y trasladarlo al Comité Provisional de la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio. 

2. Definición y verificación del valor aduanero 

28. Para la consideración de este punto del temario, al 
que se refiere el documento E/CN.12/C.1/WG.3/2/ 
Add.l de la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL, se pro-
puso y aceptó seguir el siguiente orden: 

i 

Examen del concepto "valor aduanero" en los 
distintos países latinoamericanos 

29 Consideración de la necesidad de adoptar una 
definición uniforme 

39 Elementos que componen una definición: 
a) Lugar de entrega de la mercadería 
b) Tiempo o momento en que se tiene en cuen-

ta el precio de la mercadería 
c) Precio de la mercadería 
d) Cantidad y nivel de la transacción 

49 Conveniencia de elaborar una definición propia 
o adoptar una definición ya existente. 

11 

19 Órganos administrativos de control de valeres: 
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oficinas existentes y análisis de las distintas me-
didas aconsejables para su funcionamiento 

29 Análisis de algunas de las Recomendaciones del 
Comité de la Valoración del Consejo de Coo-
peración Aduanera, respecto de casos particula-
res (pagos diferidos, intereses, excedentes de pro-
ducción, mercadería fuera de uso, dumping, etc.) 

3° Exportaciones desde países con economía diri-
gida y su cotejo con la definición adoptada. 

29. Con respecto al primer punto, cada una de las 
delegaciones presentes hizo una exposición relativa a 
la definición o concepto del valor aduanero y a su apli-
cación práctica en los respectivos países. Estas exposi-
ciones —presentadas luego por escrito según un cues-
tionario o modelo uniforme y reproducidas en el ane-
xo I de este informe— evidenciaron una diversidad de 
criterios y procedimientos para determinar el valor de 
la mercadería sobre el cual se aplican los derechos ad 
valorem. 

30. Reconoció el Grupo de Trabajo la necesidad de lle-
gar a una definición uniforme del valor aduanero y de 
seguir en su aplicación, en la medida de lo posible, pro-
cedimientos también uniformes a fin de evitar que las 
diferencias en los sistemas de valuación afecten la inci-
dencia efectiva de los gravámenes ad valorem. Esta 
consideración es particularmente importante entre paí-
ses que participan en acuerdos destinados al estableci-
miento de uniones aduaneras, zonas de libre comercio 
o asociaciones económicas de cualquier otro tipo. 

31. Reconocida esa necesidad y con el ánimo de llegar 
a la definición uniforme sin partir de una norma pre-
concebida sino a través del examen de los elementos 
esenciales que deben componerla, el Grupo de Traba-
jo consideró tales elementos, a saber: lugar de entrega 
de la mercadería, tiempo o momento en que debe fi-
jarse el precio que sirva de base para su evaluación, pre-
cio de la misma que sirva igualmente de base para su 
valoración e influencia en dicho precio de la cantidad 
y nivel de la transacción. 

32. El primer elemento, lugar en que debe considerarse 
la mercadería para su valoración, reviste carácter esen-
cial, pues de él depende la elección del tipo de precio 
que debe servir de base para la evaluación. Da lugar 
a varias posibilidades: precio de la mercadería puesta 
en fábrica (ex-factory), precio en el puerto de embar-
que (valor FAS o FOB) , precio en el puerto de desti-
no (valor CIF) , etc. La mayoría de los países, inclu-
sive dentro de América Latina, adopta el precio CIF 
(valor de la mercadería entregada en el puerto de des-
tino), como base para la aplicación de los derechos 
(aunque otros suelen preferir para ello el precio FOB) 
(valor de la mercadería puesta sobre barco en el puer-
to de embarque). El Grupo de Trabajo se pronunció 
en general en favor del precio CIF, entre otras razones 
por considerar que representa el verdadero costo de la 
mercadería para el importador en el momento de valo-

rarse ésta. Por ser el precio que tiene la mercadería al 
momento de su evaluación, es más fácil de determinar 
o verificar, pues se encuentran reunidos en ese momen-
to la mercadería, el importador y el funcionario adua-
nero encargado de tal valuación. En cambio, la adop-
ción del precio FOB puede crear dificultades, ya que 
si fuese necesaria una investigación habría que remitir-
se al mercado exportador. Sin embargo, reconociendo 
que no se trata en realidad de una cuestión esencial, se 
admitió que puede haber razones de orden económico 
y práctico que hagan más recomendable utilizar en al-
gunos casos o países el precio FOB con preferencia 
al CIF. 

Ante la necesidad de adoptar un criterio uniforme, 
se reconoció más conveniente, en general, tomar como 
base para la evaluación el precio CIF, o sea el que tie-
ne la mercadería en el lugar de su importación, no en 
el de su exportación. 

33. Con respecto al tiempo o momento en que debe 
considerarse o fijarse el precio que sirva de base para 
la evaluación de la mercadería, también se reconoció 
que, en general, parece más adecuado y conveniente 
adoptar aquel en que es exigible el derecho aduanero, 
esto es, el precio que tiene la mercadería al momento 
en que está en trámite de despacho aduanero en el país 
importador, momento que coincide con aquel en que 
debe valuarse dicha mercadería. Cada país podrá fijar 
ese momento de manera más precisa entre la fecha de 
presentación o registro de la declaración aduanera y la 
fecha en que las mercaderías sean retiradas de la 
aduana. 

Sin perjuicio de aceptar el criterio general antes 
mencionado, el Grupo de Trabajo consideró que no 
podía dársele a tal criterio un sentido rígido y aceptó 
la conveniencia de dar al elemento tiempo o momento 
una amplitud que permitiese a los países que lo estima-
sen preferible tomar en cuenta el precio de la merca-
dería en el momento de su exportación en vez de 
aquel en que son exigibles los derechos aduaneros. 

34. En cuanto al precio que debe servir de base para la 
valoración de las mercaderías, se señaló en el Grupo 
de Trabajo que en la definición del valor aduanero es 
inaceptable la noción positiva del precio —esto es, el 
precio real de venta en las mercaderías importadas—, 
ya que ese precio puede ser distinto del precio real fi-
jado en una compraventa efectuada en condiciones de 
libre competencia. En algunos casos puede inclusive no 
existir tal venta por diversas razones, a saber: porque 
haya entre vendedor y comprador ciertas relaciones o 
vínculos (ventas a firmas subsidiarias, a representantes 
exclusivos, etc.), que influyan para que el precio paga-
do o por pagar no sea el que se obtendría de no existir 
tales vínculos; porque se suele aceptar como prueba del 
precio pagado la factura comercial o consular, que pue-
de estar falseada o ser ficticia; porque la compra haya 
sido efectuada en condiciones excepcionales o anorma-
les (por ejemplo, compras de excedentes o saldos, de 
mercaderías en liquidación, etc.), no accesibles a la ge-
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neralidad de los importadores; porque no haya habido 
efectivamente una venta (mercaderías importadas en 
consignación, por ejemplo). Finalmente, por cualquier 
otra causa el precio realmente pagado por el compra-
dor, o por lo menos el que así figura en la factura 
comercia], puede no ser el precio al que esa mercadería 
sería habitualmente adquirida por cualquier otro com-
prador. 

35. El Grupo de Trabajo reconoció que esas dificulta-
des se resolverían adoptando, en vez de la noción posi-
tiva —precio real de venta, esto es, precio al que "es" 
vendida la mercadería—, la noción teórica, que sustitu-
ye el indicativo "es" por el condicional "sería": precio 
al cual la mercadería a evaluar "sería" vendida en con-
diciones determinadas (por ejemplo, independencia en-
tre el comprador y el vendedor). 

Conforme a ello, la condición esencial para que den-
tro de esta noción teórica un precio sea aceptable como 
base de evaluación es que haya sido establecido en 
condiciones de libre competencia, pues sólo bajo es-
tas condiciones se puede afirmar que tal sería el precio 
al que cualquier importador podría procurarse la mer-
cadería en cuestión del mismo abastecedor. 

En el curso de los debates en torno a este aspecto 
del valor aduanero quedó de manifiesto que la adop-
ción de una definición de dicho valor basada en la no-
ción teórica antes expuesta no significa descartar la va-
lidez del precio declarado por el importador en la fac-
tura comercial o consular. Antes por el contrario, di-
cho precio debe tomarse muy en cuenta como punto de 
partida, pero sometiéndolo a una revisión para verifi-
car si corresponde o no a lo que puede considerarse 
como precio normal de la mercadería. Para la determi-
nación de ese precio normal deben existir a su vez nor-
mas o pautas derivadas de una cierta definición. Se 
hizo notar que en la práctica ninguna administración 
de aduanas acepta sin discusión el precio declarado por 
el importador, sino que lo analiza en la forma que aca-
ba. de mencionarse. Ello, sin embargo, no impide que 
las más de las veces tal precio coincida con aquel en 
que "sería" vendida la mercadería según la noción teó-
rica mencionada y que, por consiguiente, resulte acep-
table. 

36. Acerca de los elementos cantidad y nivel de la tran-
sacción y su influencia en el precio de venta de la mer-
cadería, el Grupo de Trabajo llegó a la conclusión de 
que al fijar el valor aduanero tales elementos deben 
ser tenidos en cuenta. En efecto, es práctica comercial 
corriente y aceptada que el precio a que sea posible 
obtener una mercadería —esto es, los descuentos que 
normalmente se hacen sobre el precio básico— esté re-
lacionado con la cantidad vendida y más aún con el 
nivel al que se efectúa la transacción, según sea de fa-
bricante o mayorista, de mayorista a mayorista, de ma-
yorista a minorista, etc. 

37. Terminado el examen de los elementos que deben 
tenerse en cuenta en la definición del valor aduanero, 

el Grupo de Trabajo estimó que están debidamente 
comprendidos en la definición del valor en aduana del 
Consejo de Cooperación Aduanera, conocida común-
mente como "definición de Bruselas", en cuyo artícu-
lo I se determina que para la aplicación de los derechos 
de aduana ad valoremt el valor de las mercaderías a im-
portar para consumo es su "precio normal", es decir, 
el precio que se fijaría para dichas mercaderías, en el 
momento de ser exigibles los derechos de aduana, en 
una venta efectuada en condiciones de libre competen-
cia entre un vendedor y un comprador independientes 
entre sí. En sus demás artículos tal definición señala el 
lugar de entrega de la mercadería a los efectos de con-
siderar el "precio normal" de la misma (puerto o lugar 
de introducción de la mercadería al país de importa-
ción, lo cual significa la adopción del valor CIF) , los 
supuestos que deben satisfacer para que existan condi-
ciones de libre competencia y la forma en que se debe 
considerar el precio de la mercadería a evaluar cuando 
ésta haya sido fabricada con procedimientos patentados 
o se importe bajo marca de fábrica. 

38. Después de examinar en detalle cada artículo de 
esa definición y las notas interpretativas de los mismos, 
al aprobar la resolución 2 (I) el Grupo de Trabajo 
acordó recomendar que se adoptase dicha "definición 
de Bruselas" por reunir los requisitos teóricos y prácti-
cos deseables, con la salvedad de que el elemento tiem-
po o momento sea susceptible de interpretarse con to-
lerancia o amplitud en el sentido de que puede ser re-
ferido al momento de exportación de la mercadería. 

39. Adoptada la definición de valor aduanero de Bru-
selas, el Grupo de Trabajo pasó a examinar los aspec-
tos prácticos de su aplicación y el mecanismo o proce-
dimiento que podría recomendarse para que cada país 
determine los valores o precios normales de importa-
ción de las distintas mercaderías, así como el organis-
mo u organismos encargados de esa tarea y los medios 
de control del valor que pueden ponerse al servicio de 
la aduana. A este respecto se reconoció la conveniencia 
de establecer en cada país, dentro de la administración 
nacional de aduanas o en estrecha vinculación con ella., 
una oficina central de valores encargada de recopilar y 
analizar los datos e informaciones destinados a los fun-
cionarios aduaneros con objeto de evaluar correctamen-
te la mercancías importadas, ya sea facilitando a dichos 
funcionarios listas de precios y otros antecedentes, o por 
otro procedimiento que se estimase adecuado. Por toco 
ello se incorporó en la resolución 2 (I) una recomen-
dación en este sentido, sugiriendo también que dichas 
oficinas intercambien entre sí informaciones y datos 
para facilitarse mutuamente el cumplimiento de sus 
funciones, y que en lo posible adopten métodos o pro-
cedimientos uniformes para la obtención y análisis de 
tales informaciones. 

40. Se acordó asimismo por dicha resolución solicitar 
de la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL que preste a 
los gobiernos latinoamericanos que así lo pidan aseso-
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ramiento acerca de las medidas conducentes a la pues-
ta en práctica de esas recomendaciones, con la colabo-
ración cuando lo estime necesario, del Consejo de Coo-
peración Aduanera, sin perjuicio de los vínculos que 
cada país pueda establecer directamente con este or-
ganismo. 

41. Las delegaciones de los países que cuentan ya con 
organismos de la naturaleza de los recomendados en 
el párrafo 38 hicieron una exposición de la organiza-
ción y forma de funcionamiento de los mismos. El 
Grupo de Trabajo conoció asimismo algunas informa-
ciones sobre ciertos problemas particulares concernien-
tes a la práctica de la evaluación, tales como determi-
nación del valor aduanero en el caso de importaciones 
de mercaderías fuera de uso o provenientes de exceden-
tes de producción, o de países cuyo comercio exterior 
se realiza por el Estado. También en cuanto a la prác-
tica de la evaluación, se tomó nota de las sugerencias 
contenidas en la última parte del documento E/CN.12/ 
C.l/WG.3/2/Add.l de la Secretaría Ejecutiva de la 
CEPAL. 

3. Definición de términos aduaneros básicos 

42. En el examen general de los conceptos aduaneros 
básicos para el que sirvió de pauta el documento E/CN. 
12/C.l/WG.3/2/Add. 2, preparado por la Secretaría de 
la CEPAL, el Grupo de Trabajo coincidió en que de-
bía mantenerse una línea de coordinación entre las di-
versas definiciones, de tal manera que fueran comple-
mentarias y guardaran una adecuada correlación. Se 
estimó igualmente necesario definir los conceptos "mer-
cadería extranjera", "mercadería nacional" y "mercade-
ría nacionalizada", por ser elementos constitutivos de 
todas las definiciones que identifican las operaciones 
aduaneras. 

El término "mercadería" se definió en la forma que 
aparece en la Nota explicativa ii) del concepto de "im-
portación". Tal aclaración tiene por objeto fijar el al-
cance de este término en el campo aduanero, compren-
diendo en él todos los productos que entran por las 
aduanas, en vez de limitarlo a los objetos que son ma-
teria de comercio. 

43. Después de examinar cada una de las definiciones 
propuestas en dicho documento, el Grupo de Trabajo 
procedió a aprobarlas en la forma que aparecen en la 
resolución 3 (I ) , estimándose necesario complementar 
algunas de ellas por medio de notas explicativas a fin 
de aclarar mejor los conceptos. 

44. En el curso del debate y con respecto a ciertas ope-
raciones aduaneras, se hicieron las siguientes observa-
ciones: 

a) Admisión temporal 

Algunas delegaciones manifestaron que bajo este 
tipo de operaciones y previa fianza o bien con pago de 
derechos que se devuelven a la salida de la mercadería, 

se permite la introducción de mercaderías extranjeras 
destinadas a su transformación. 

Respecto de esta clase de operaciones, se estableció 
que no están incluidas en el concepto de "admisión tem-
poral", pues algunas de ellas estarían mejor encuadra-
das en el régimen de draw-back, sistema este último 
que podría ser sometido a un estudio posterior. Se dejó 
establecido que entre ambos regímenes existe una clara 
diferencia, ya que la "admisión temporal" está limita-
da en el tiempo —característica a que obedece su de-
nominación—, en tanto que en el régimen del draw-
back la mercadería no tiene límite de permanencia en 
el país. La suspensión del derecho de importación en el 
primer caso nace de su condición de mercadería que 
no se nacionaliza, mientras que el pago de derechos se 
deriva en el segundo caso de la nacionalización de la 
mercadería aunque posteriormente pueda salir del país. 

En atención a las consideraciones anteriores se re-
solvió agregar la nota ii) a la definición de "admisión 
temporal". 

b) Reexportación 

El Grupo de Trabajo llegó a la conclusión de que 
el alcance que da a esta operación el Tratado de Mon-
tevideo, en su artículo 50, no está de acuerdo con la 
correlación existente entre los conceptos aduaneros de 
"importación" y "exportación", ya que el primero de-
signa la introducción legal de las mercaderías en un 
país para su consumo o uso definitivo mediante el pago 
de los impuestos, convirtiéndose en "nacionalizadas". 
La devolución al extranjero de mercadería nacionaliza-
da se calificaría en consecuencia como "exportación". 

Se hizo notar además que el concepto de "reexpor-
tación", contenido en el artículo 50 del Tratado de 
Montevideo, no es de índole técnica y condiciona a la 
transformación de la mercadería la determinación de 
la operación. 

c) Mercadería nacional 

Respecto de este concepto el Grupo de Trabajo 
aclaró que la definición propuesta bajo el apartado g) 
de la resolución 3 (I) se relaciona con las operaciones 
aduaneras, sin que pueda utilizarse para calificar un 
producto a los fines de determinar su origen. 

d) Tráfico fronterizo 

Se consideró que no era conveniente definir este 
tráfico, pues ninguna definición satisfaría los intereses 
particulares de los países, dados los múltiples aspectos 
que presenta dicho tráfico. A este respecto también 
sería necesario, para facilitar las negociaciones entre paí-
ses latinoamericanos y particularmente entre los miem-
bros de la Asociación Latinoamericana de Libre Co-
mercio, conocer las disposiciones y normas por las que 
en cada uno de ellos se rige el tráfico fronterizo. A este 
efecto, la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL podría re-
copilar dichas disposiciones y normas para conocimien-
to de los países interesados. 
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4. Procedimientos aduaneros 

45. Después de considerar el documento E/CN.12/C.1/ 
WG.3/2/Add.3 preparado por la Secretaría Ejecutiva 
de la CEPAL y de oír a las distintas delegaciones acer-
ca de la tramitación y documentos en práctica en sus 
respectivos países, el Grupo de Trabajo reconoció que 
existe un cierto grado de disimilitud en documentos 
que deben presentarse a la aduana, tanto para la im-
portación como para la exportación. También se pudo 
constatar que las aduanas de los diversos países poseen 
una base común en las tramitaciones y en la documen-
tación para la importación, lo que permitiría uniformar 
y simplificar los trámites aduaneros y los documentos. 

46. Las delegaciones coincidieron en que conjuntamen-
te con la simplificación de los trámites aduaneros, de-
bería considerarse también la posibilidad de simplificar 
la tramitación y la documentación naviera que en cier-
tos aspectos guardan una estrecha relación con aquéllos. 

47. Teniendo en cuenta la existencia entre países lati-
noamericanos de tratados multilaterales tendientes a la 
liberalización del intercambio, el Grupo de Trabajo es-
timó que podría ser oportuno aprovechar los estudios 
que se efectuaran para la simplificación de trámites 
aduaneros a fin de considerar particularmente en ellos la 
forma de establecer un procedimiento sencillo y expe-
dito para la internación de mercaderías liberalizadas se-
gún estos tratados. 

48. Con relación al mismo tema, se hizo presente que 
el Consejo de Cooperación Aduanera, que está reali-
zando estudios comparativos sobre los procedimientos 
aduaneros observados en los países miembros de dicho 
Consejo,3 ha estimado que no se puede pensar seria-
mente en mejorar una reglamentación aduanera sin 
conocer los fines de la misma, los textos en virtud de 
los cuales se aplica y sus consecuencias prácticas. Esto 
indica que para poder llegar a conclusiones aceptables 
en cuanto a la uniformación y simplificación de trámi-
tes es necesario llevar a cabo una labor extensa que se-
guramente requerirá largo tiempo. 

49. Con estos antecedentes, el Grupo de Trabajo esti-
mó que sería conveniente iniciar tal labor lo antes po-
sible, a cuyo efecto acordó en su resolución 4 ( I ) reco-
mendar a la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL que en 
los estudios que viene realizando sobre asuntos adua-
neros diera prioridad al relativo a la coordinación y 
simplificación de los procedimientos y documentos 
aduaneros y navieros, solicitando para ello la colabora-
ción del Consejo de Cooperación Aduanera o de otros 
organismos internacionales en caso necesario. 

3 Véase en El Consejo de Cooperación Aduanera: su origen, estruc-
tura y actividades (Documento informativo N^ 1) , distribuido en esta 
reunión, una amplia información sobre la forma en que está constituido 
dicho Consejo y sobre los estudios que ha realizado y está realizando. 

5. Origen de las mercaderías: examen preliminar 
desde el punto de vista aduanero 

50. El Grupo de Trabajo estuvo de acuerdo con lo ex-
presado en el documento E/CN.12/C.1/WG.3/2/ 
Add.3, preparado por la Secretaría Ejecutiva de la 
CEPAL, en el sentido de que el problema del origen 
de las mercaderías dentro de una zona de libre comer-
cio podía considerarse en esta reunión sólo desde el 
punto de vista administrativo. En vista de ello se li-
mitó a dejar constancia de que, a juicio de las delega-
ciones asistentes, la acción de las aduanas frente al 
origen de las mercaderías debe referirse principalmente 
a tales aspectos. Así lo declara la resolución 5 (I) , en 
la que, además, se sugiere a la Secretaría Ejecutiva 
de la CEPAL que, en colaboración con la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio, prepare un pro-
yecto de reglamentación y certificación de origen para 
facilitar el cumplimiento por las aduanas de las aludi-
das funciones. 

6. Capacitación de funcionarios aduaneros 

51. El Grupo de Trabajo abordó asimismo el proble-
ma de la capacitación de los funcionarios aduaneros, 
haciendo notar la creciente responsabilidad de la labor 
de los mismos como consecuencia de la importancia 
que han adquirido los aranceles de aduana en la políti-
ca económica y en la industrialización de los países la-
tinoamericanos. Como, salvo algunas excepciones, es-
tos países no cuentan en la actualidad con escuelas es-
peciales para la capacitación a que se hace referencia, 
el Grupo de Trabajo acordó en su resolución 6 (I) re-
comendar la creación de tales escuelas y sugerir a la 
Secretaría Ejecutiva de la CEPAL que, en colabora-
ción con la Junta de Asistencia Técnica de las Nacio-
nes Unidas o de otros organismos internacionales, pres-
te a los países que así lo soliciten el asesoramiento ne-
cesario a fin de que se cumpla dicha recomendación. 

7. Significado del concepto "gravámenes" a los fines 
del artículo 3 del Tratado de Montevideo, y su 

expresión o equivalencia en términos de 
derechos aduaneros "ad valorem" 

52. El Grupo de Trabajo dividió este punto del Tema-
rio en las tres secciones siguientes: 

a) Bases para la identificación de "gravámenes a la 
importación" 

b) Expresión de los gravámenes a la importación 
en términos de derechos aduaneros ad valoiern 

c) Gravámenes y otras restricciones a la importa-
ción existentes en los diversos países 

Como base y orientación de los debates se utiliza-
ron los documentos Identificación de los conceptos que 
deben ser considerados como "gravámenes" a los efec-
tos del artículo 3 del Tratado de Montevideo, y su ex-
presión equivalente en términos de derechos aduaneros 
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"ad valoren,i" (E/CN.12/C.l/WG.3/3/Rev.l) prepa-
rado por la Secretaría de la CEPAL. 

a) Bases para la identificación de "gravámenes a la im-
portación' 

53. Se consideró que la expresión "derechos aduane-
ros y cualesquier otros recargos de efectos equivalentes" 
(artículo 3 del Tratado de Montevideo) comprende to-
dos los gravámenes o impuestos pagaderos sobre o en 
relación con la importación, siempre que no constitu-
yan una retribución por el costo aproximado de servi-
cios prestados. Las restricciones de índole monetaria 
o cambiaría que incidan directamente sobre el costo de 
las importaciones también se entenderán como recar-
gos de efecto equivalente. 

54. Conforme a ello, se considerarán como gravámenes 
a la importación, además de los derechos aduaneros 
propiamente dichos, los siguientes conceptos: 

i) Impuestos adicionales a la importación 
ii) Impuestos sobre las transferencias de fondos al 

extranjero para pagar importaciones 
iii) Derechos o tasas consulares, cuando no respon-

dan al costo del servicio prestado 
zv) Otras tasas o impuestos a la importación cobra-

dos en forma de retribución por la prestación de 
un servicio, pero que excedan apreciablemente el 
costo aproximado de dichos servicios 

v) Impuestos llamados internos, pero que se aplican 
sólo sobre mercaderías importadas y no para las 
nacionales, con la salvedad del régimen previsto 
en el capítulo V del Tratado, o que para aqué-
llas son mayores que para los productos naciona-
les similares (en este caso por el monto de la di-
ferencia ) 

vi) Recargos cambiarios 
vii) Sistemas de adjudicación de cambios cuando ten-

gan por efecto aumentar el costo de cambio para 
ciertas importaciones 

viii) Costo de financiamiento del depósito previo o de 
pagos anticipados 

ix) Otros gravámenes o restricciones que representan 
una protección directa o indirecta a productos na-
cionales o una imposición a las importaciones por 
razones fiscales o cambiarías y que tengan por 
efecto aumentar el costo de las mercaderías im-
portadas. 

55. En relación con los derechos o tasas consulares, 
hubo manifestaciones divergentes. Así, mientras una 
delegación se mostró partidaria de su total eliminación, 
incluyendo la de las propias formalidades consulares 
(facturas consulares, visación de facturas comerciales, 
etc.), otra manifestó que su eliminación deberá corres-
ponder a aquella parte de su monto que exceda el cos-
to del servicio prestado, sin descartar la posibilidad de 
llegar a un acuerdo para su total eliminación con res-
pecto al comercio intrazonal. Una tercera delegación 
destacó que la intervención consular beneficia al im-

portador, por cuanto acredita la autenticidad de los do 
cumentos presentados y crea una fuerte presunción de 
verosimilitud en favor de la declaración del valor. 

56. El Grupo de Trabajo analizó, entre otras restriccio-
nes a la importación, las mencionadas en el documen-
to de la Secretaría, entre las cuales habría que incluir 
los certificados de necesidad y en su caso los sanitarios. 
Se hizo observar que los depósitos previos, así como el 
régimen de contingentamiento en la oferta de divisas, 
actúan también como restricciones cuantitativas indi-
rectas. 

b) Expresión de los gravámenes a la importación en 
términos de derechos aduaneros "ad valorem99 

57. Al examinar la sección respectiva del documento 
E/CN.12/C.l/WG. 3/3/Rev. 1 el Grupo de Trabajo 
coincidió, con sus apreciaciones en términos generales. 
Sin embargo, hizo la salvedad de que sería importante 
que las bases y elementos de cálculo que se utilicen en 
cada país permitan conocer la incidencia real de los 
gravámenes, estimada sobre un concepto uniforme de 
valor. En todo caso, habría que conocer la desviación 
o diferencia que el método de cálculo empleado en cada 
país significa con relación al cálculo realizado de acuer-
do con el concepto uniforme de valor que adopte la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. 

58. A tal fin, merecen atención particular las desvia-
ciones que resulten de adoptar el valor fob o cif; la in-
clusión o no de cargas adicionales en la composición 
de ese valor, el tipo de cambio que se utilice para la 
conversión del valor expresado en moneda extranjera a 
moneda nacional, y las situaciones originadas por el 
empleo de valores aduaneros oficiales o de aforo aleja-
dos del valor real de las mercaderías. Sólo así podrá 
caracterizarse con precisión la incidencia real de los gra-
vámenes a la importación vigente en cada país. 

c) Gravámenes y otras restricciones existentes en los 
diversos países 

59. Al pasar revista a los gravámenes de todo tipo exis-
tentes en cada uno de los países participantes, cada 
una de las delegaciones expuso en detalle los graváme-
nes y mecanismos de aplicación del país respectivo. 
Para completar sus explicaciones verbales, las .delega-
ciones suministraron las informaciones escritas que for-
man el anexo II de este informe. El Grupo de Trabajo 
opinó que dicha información podía ser de especial inte-
rés en la medida en que hacía posible el conocimiento 
recíproco de los regímenes de importación en sus ca-
racterísticas principales. 

8. Concepto de "gravámenes vigentes99 

60. El Grupo de Trabajo consideró que los plantea-
mientos contenidos en el Documento E/CN. 12/C.l/ 
WG.3/3/Add.l/Rev.l, preparado por la Secretaría, acer-
ca de la definición del concepto de "gravámenes vigen-
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tes" a los fines del artículo 5 del Tratado de Monte-
video, serán muy útiles como elemento orientador de 
las futuras negociaciones, pues precisan los criterios que 
podrían adoptarse a fin de establecer las bases para de-
terminar ese concepto, tanto en lo que se refiere a ter-
ceros países —como base para el cálculo de las medidas 
ponderadas— como para las relaciones iniciales entre 
los países signatarios de dicho tratado. 

9. Otros asuntos 

61. Los delegados expusieron la situación en cada país 
en lo que se refiere a tratados internacionales con cláu-
sula de nación más favorecida, tratados con concesio-
nes o consolidaciones arancelarias, de situaciones espe-

ciales de exoneración o rebaja de gravámenes, etc. Di-
cha información forma parte del anexo II al presente 
informe. 

62. Dado que, tanto este punto del temario como el 
anterior se refieren a asuntos que se vinculan con la 
política económica, comercial y arancelaria más que con 
problemas específicos de técnica o teoría aduanera, no 
se estimó oportuno concretar en resoluciones o reco-
mendaciones la tarea del Grupo de Trabajo. Ésta se ha 
limitado a hacer posible un amplio intercambio de in-
formaciones de puntos de vista, que será de positiva 
utilidad para permitir que cada delegación disponga de 
adecuados elementos de juicio durante las negociacio-
nes previstas en el Tratado de Montevideo. 

171 



Parte II 

RESOLUCIONES APROBADAS 

63. Durante la primera reunión del Grupo de Trabajo 
para Asuntos Aduaneros se aprobaron las resoluciones 
que se enumeran a continuación: 

1 (I) Nomenclatura arancelaria uniforme 
2 (I) Definición y verificación del valor aduanero 
3 (I) Definiciones de términos aduaneros básicos 
4 (I) Procedimientos aduaneros 
5 (I) Control administrativo del origen de las mer-

caderías 
6 (I) Capacitación de funcionarios aduaneros. 

64. El texto de las resoluciones es el que sigue: 

RESOLUCIÓN 1 ( I ) 

NOMENCLATURA ARANCELARIA 
UNIFORME 

El Grupo de Trabajo para Asuntos Aduanerosf te-
niendo en cuenta la resolución 7 (II) del Comité de 
Comercio de la Comisión Económica para América La-
tina, como asimismo el documento E/CN.12/C.1/ 
WG.3/2, preparado por la Secretaría de la CEPAL en 
cumplimiento de dicha resolución, del cual toma nota 
con satisfacción, y 

Considerando: 
Que sería conveniente la adopción por los países la-

tinoamericanos de una nomenclatura arancelaria mo-
derna y uniforme, que facilite las operaciones aduane-
ras y las negociaciones tarifarias; 

Que la adopción de tal nomenclatura arancelaria 
uniforme es a la vez factor importante para el buen 
funcionamiento de tratados multilaterales tendientes a 
liberalizar el intercambio, como los ya concluidos en 
América Latina; 

Que la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas ofre-
ce ventajas técnicas y prácticas indiscutibles, habiendo 
sido adoptada ya por más de 60 países, 

Resuelve: 
1. Recomendar la adopción por los países latinoame-

ricanos de la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas en 
sus aranceles aduaneros nacionales. 

2. Recomendar asimismo que, a fin de asegurar la 
uniformidad buscada, y sin perjuicio de quedar cada 
país en libertad de crear dentro de cada posición de 
esa Nomenclatura las subposiciones que estime conve-
niente, esa adopción se haga a) sin omitir ninguna de 
las posiciones de tal Nomenclatura ni añadir otras nue-

vas o modificar la numeración de las mismas y b) sin 
modificar las reglas generales para su interpretación o 
las notas de los capítulos o de las secciones de manera 
que signifique una modificación del contenido de éstos 
o de las posiciones arancelarias. 

3. Recomendar igualmente, y con el mismo fin, que 
la elaboración y aplicación de los aranceles aduaneros 
nacionales basados en la Nomenclatura de Bruselas se 
haga conforme a las Notas explicativas aprobadas por 
el Consejo de Cooperación Aduanera para la misma, sin 
perjuicio de la facultad de los países de complementar 
tales notas con las que juzguen necesarias para definir 
las subposiciones que creen. 

4. Sugerir a la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL 
que tenga a bien prestar su asesoramiento técnico a los 
gobiernos latinoamericanos en ocasión de la adopción 
por éstos en sus aranceles nacionales de la Nomencla-
tura de Bruselas, y sugerirle que para esta tarea obten-
ga la colaboración de la Asistencia Técnica de las Na-
ciones Unidas y del Consejo de Cooperación Aduanera. 

5. Sugerir también a la Secretaría de la CEPAL que, 
a fin de que los países latinoamericanos que hayan 
adoptado la Nomenclatura de Bruselas puedan mante-
nerla actualizada, informe oportunamente a éstos de 
las modificaciones que sufra tal Nomenclatura como 
consecuencia de recomendaciones del Consejo de Coo-
peración Aduanera, y de todas las normas y reglas que 
para facilitar su interpretación uniforme sean adopta-
das por dicho Consejo, sin perjuicio de la información 
directa que obtengan los países que se adhieran a éste. 

6. Poner de relieve ante el Comité Provisional de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio la con-
veniencia de considerar el empleo de la Nomenclatura 
Arancelaria de Bruselas como punto de referencia para 
los fines mencionados en el artículo 49, inciso c), del 
Tratado de Montevideo. 

12 de agosto de 1960 

RESOLUCIÓN 2 ( I ) 

DEFINICIÓN Y VERIFICACIÓN DEL VALOR 
ADUANERO 

El Grupo de Trabajo para Asuntos Aduaneros, 
Teniendo en cuenta el documento E/CN.12/C.1/ 

WG.3/2/Add.l, sobre "Valor Aduanero" preparado 
por la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Económica 
para América Latina con la colaboración del Consejo 
de Cooperación Aduanera de Bruselas, documento del 
cual se toma nota con satisfacción, y 
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Considerando: 
Que la aplicación de derechos aduaneros ad valo-

rem exige contar con un sistema equitativo para la va-
luación de las mercaderías importadas, basado en una 
definición de valor aduanero que responda a principios 
teóricos internacionalmente reconocidos y que dé al 
mismo tiempo normas prácticas para resolver los dis-
tintos problemas que se presentan en esa valuación; 

Que es necesario, particularmente entre países que 
participan en acuerdos destinados al establecimiento de 
uniones aduaneras, zonas de libre comercio o asociacio-
nes económicas de cualquier otro tipo, adoptar de ma-
nera uniforme tal definición de valor aduanero, a fin de 
evitar que las diferencias en los sistemas de valuación 
afecten la incidencia efectiva de los gravámenes ad va-
lorem, y 

Que la definición del valor en aduana y sus notas 
interpretativas contenidas en el Anexo a la Convención 
suscrita en Bruselas el 15 de diciembre de 1950 satisface 
las condiciones antes mencionadas, como lo ha eviden-
ciado el análisis que de ella se ha hecho en el curso 
de los debates y la experiencia de los países que la han 
aplicado, respondiendo además a los principios enun-
ciados en el Artículo VII del Acuerdo General sobre 
Aranceles y Comercio (GATT), 

Resuelve: 
1. Recomendar la adopción por los países latino-

americanos, para la evaluación de las mercaderías im-
portadas, de la definición de valor aduanero del Conse-
jo de Cooperación Aduanera y de las notas interpreta-
tivas que acompañan a dicha definición. 

2. Señalar que la tolerancia recomendada por el Co-
mité de la Valoración del Consejo de Cooperación 
Aduanera en sus notas explicativas e implícitamente 
admitida en la nota interpretativa n^ 5 del artículo I 
de la definición, permite a los países que así lo deseen 
adoptar como factor tiempo el referente al momento 
de la exportación de la mercadería. 

3. Recomendar asimismo que en los países latino-
americanos que aún no lo han hecho, sea creada, den-
tro de la administración nacional de aduanas respecti-
va o en estrecha vinculación con ella, una oficina cen-
tral de valores, encargada de la recolección y análisis 
de datos e informaciones que sirvan a los funcionarios 
aduaneros para evaluar correctamente las mercancías 
importadas, ya sea facilitando a éstos listas de precios 
y otros antecedentes o por otro procedimiento que se 
considere adecuado. 

4. Recomendar también que dichas oficinas establez-
can entre sí un intercambio de informaciones y de da-
tos que faciliten mutuamente el cumplimiento eficaz 
de sus funciones, y que en lo posible adopten métodos 
o procedimientos uniformes para la obtención y análi-
sis de tales informaciones. 

5. Sugerir a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Económica para América Latina tenga a bien prestar 
a los gobiernos latinoamericanos que así lo pidan, ase-
soramiento sobre las medidas conducentes a la puesta 
en práctica de estas recomendaciones y al mantenimien-

to de la uniformidad deseable, solicitando para ello, 
cuando lo estime necesario, la colaboración del Con-
sejo de Cooperación Aduanera, sin perjuicio de las 
explicaciones adicionales, sugerencias y consejos que 
los países puedan solicitar directamente a este orga-
nismo. 

12 de agosto de 1960 

RESOLUCIÓN 3 ( I ) 

DEFINICIONES DE TÉRMINOS ADUANEROS 
BASICOS 

El Grupo de Trabajo para Asuntos Aduaneros7 
Teniendo en cuenta la resolución 7 (II) del Comi-

té de Comercio de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el documento de la Secretaría Ejecutiva 
de la misma Comisión E/CN.12/C.l/WG.3/2/Add.2, 
sobre "Definición de términos aduaneros básicos", del 
cual toma nota con satisfacción, y 

Considerando: 
Que es altamente deseable el empleo por los países 

latinoamericanos de definiciones uniformes con el ob-
jeto de identificar ciertas operaciones y términos adua-
neros básicos, especialmente para facilitar la interpre-
tación y aplicación de tratados multilaterales destina-
dos a liberar el intercambio, 

Resuelve: 
1. Recomendar la adopción por los países latino-

americanos de las siguientes definiciones aduaneras: 

a) Importación: Es la entrada, cumplidos los trámites 
legales, de mercaderías extranjeras destinadas al uso 
o consumo definitivo en el país. 

Notas: 
i) La frase "cumplidos los trámites legales", signi-

fica que se dio cumplimiento a todas las dispo-
siciones legales, reglamentarias o de otra índo-
le, vigentes en el país importador para la entra-
da de mercaderías extranjeras. 

ii) El término "mercadería" comprende todos los 
productos, artículos, manufacturas, semovientes 
y demás bienes corporales muebles, sin excep-
ción alguna. 

iii) El término "definitivo" supone la admisión de 
la mercadería dentro del país importador sin 
condición de retorno al extranjero, paso por el 
país o permanencia temporal. 

b) Admisión temporal: Es la entrada libre de impues-
tos, cumplidos los trámites legales, de determinadas 
mercaderías extranjeras destinadas a permanecer por 
tiempo limitado en el país y a condición de ser re-
tornadas al exterior. 

Notas: 
i) La frase "cumplidos los trámites legales" com-

prende el cumplimiento de los requisitos rela-
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tivos a permisos, fianzas y demás formalidades 
vigentes en el país importador. 

ii) Las mercaderías que entren a un país para ser 
modificadas o manufacturadas no están com-
prendidas en la definición anterior y se regirán 
por las disposiciones particulares previstas en la 
legislación de cada país. 

c) Mercadería extranjera: Es la que proviene del ex-
tranjero y no haya sido nacionalizada, aunque sea 
de producción o manufactura nacional. 

Agregados optativos: 
i) Excepto cuando se compruebe fehacientemen-

te que son nacionales; 
ii) O que habiéndose importado bajo condición, 

ésta deje de cumplirse. 
d) Mercadería nacionalizada: Es la procedente del ex-

tranjero cuya importación definitiva se haya consu-
mado legalmente. 

e) Exportación: Es la salida, cumplidos los trámites le-
gales, de mercaderías nacionales o nacionalizadas 
destinadas al uso o consumo definitivos en el ex-
tranjero. 

Nota: 
Esta definición no comprende el régimen de apro-
visionamiento de aviones y barcos, el cual se regirá 
por las disposiciones especiales de cada país. 

f) Exportación temporal: Es la salida libre de impues-
tos, cumplidos los trámites legales, de determina-
das mercaderías nacionales o nacionalizadas, desti-
nadas a permanecer por tiempo limitado fuera del 
país y a condición de ser retornadas al mismo. 

Nota: 
La frase "cumplidos los trámites legales" compren-
de el cumplimiento de los requisitos relativos a per-
misos, fianzas y demás formalidades vigentes en el 
país exportador. 

g) Mercadería nacional: Es la producida o manufactu-
rada en el país con materiales nacionales o nacio-
nalizados. 

h) Reexportación: Es el retorno, cumplidos los trámi-
tes legales, de mercaderías extranjeras llegadas al 
país pero no nacionalizadas. 

Nota: 
La definición anterior obedece a un criterio adua-
nero y no se refiere al sentido con que el Tratado 

de Montevideo (art. 50) emplea este término. 
i) Tránsito internacional: Es el paso por el país, cum-

plidos los trámites legales, de mercaderías extran-
jeras ya destinadas a un tercer país. 

Nota: 
La definición anterior es sin perjuicio de las dispo-
siciones vigentes en cada país sobre tránsito de mer-
caderías nacionales o nacionalizadas que, para ser 
trasladadas de un punto a otro del territorio nacio-
nal, necesiten pasar por territorio extranjero. 

2. Recomendar la prosecución del programa de traba-
jos sobre asuntos aduaneros y la preparación de proyec-
tos y estudios relativos a otras definiciones, operacio-
nes y regímenes aduaneros no incluidos en el punto 1 
de la presente resolución, tales como draw-back, regí-
menes especiales de admisión temporal, puertos fran-
cos, almacenes de particulares, regímenes de envases, 
muestras y otros, teniendo en cuenta los de igual carác-
ter realizados en otros países y organizaciones interna-
cionales. 

3. Sugerir que se estudie la conveniencia que habría 
para los países latinoamericanos en participar en las 
convenciones internacionales que traten esos asuntos. 

12 de agosto de 1960 

RESOLUCIÓN 4 ( 1 ) 

P R O C E D I M I E N T O S A D U A N E R O S 

El Grupo de Trabajo para Asuntos Aduaneros, 
Teniendo en cuenta la resolución 7 (II) del Comi-

té de Comercio de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el documento de la Secretaría Ejecutiva 
de la misma Comisión E/CN.12/C.l/WG.3/2/Add.3, 
sobre "Procedimientos aduaneros", del cual toma nota 
con satisfacción, y 

Considerando: 
Que la diversidad de procedimientos y documenta-

ciones aduaneras existentes en los distintos países lati-
noamericanos demarca el origen de notorias dificulta-
des que atentan contra el desarrollo y celeridad del co-
mercio en general; 

Que la uniformidad y simplificación de las tramita-
ciones aduaneras analizadas, como también la de los 
respectivos documentos, contribuirían al buen funcio-
namiento de los tratados multilaterales ya concluidos 
entre países de la América Latina, y 

Que respondería a un estudio integral del problema 
la posibilidad de considerar el aspecto concerniente a 
las tramitaciones y documentación navieras concomi-
tantes, 

Resuelve: 
1. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva de la Co-

misión Económica para América Latina que en los es-
tudios que viene efectuando sobre asuntos aduaneros 
tenga a bien dar prioridad al aspecto concerniente a la 
coordinación y simplificación de los procedimientos y 
documentos aduaneros, al igual que los de índole na-
viera. 

2. Sugerir la adhesión de los países latinoamericanos 
a las convenciones existentes, con el objeto de lograr 
el fin perseguido. 

3. Sugerir que, de ser necesario, se solicite la cola-
boración del Consejo de Cooperación Aduanera y de 
otros organismos internacionales. 

4. Señalar la conveniencia de convocar a una Segun-
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da Reunión del Grupo de Trabajo para Asuntos Adua-
neros cuando el grado de elaboración de tales estudios 
así lo requiera. 

12 de agosto de 1960 

RESOLUCIÓN 5 ( I ) 

CONTROL ADMINISTRATIVO DEL ORIGEN 
DE LAS MERCADERIAS 

El Grupo de Trabajo para Asuntos Aduaneros, 
Teniendo en cuenta la resolución 7 (II) del Comi-

té de Comercio de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el documento de la Secretaría Ejecutiva 
de la misma Comisión E/CN.12/C.l/WG.3/2/Add.3, 
sobre "Origen de las mercaderías: examen preliminar 
desde el punto de vista aduanero", del cual toma nota 
con satisfacción, y 

Considerando: 
Que la actuación del Grupo de Trabajo, con los 

elementos informativos de que dispone en la actuali-
dad, está limitada al examen de las prácticas aduaneras 
vigentes en los países que representa; 

Que la calificación del origen de las mercaderías es 
materia que excede las atribuciones de este Grupo de 
Trabajo, y 

Que en el marco de acción señalado sólo fue posi-
ble la consideración de los documentos sobre origen y 
su correspondiente reglamentación, 

Resuelve: 
1. Dejar constancia de que, a juicio de la Reunión, 

la acción de las aduanas frente al origen de las mer-
caderías debe referirse principalmente a los aspectos 
administrativos. 

2. Sugerir a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Económica para América Latina que, en contacto con 
la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, es-
tudie y proponga a una segunda reunión de expertos 
aduaneros un proyecto de reglamentación y certifica-

ción de origen a los fines de facilitar el cumplimiento 
de la función administrativa aduanera mencionada en 
el punto anterior. 

3. Sugerir a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Económica para América Latina y a la Asociación La-
tinoamericana de Libre Comercio que en la realización 
de estudios relativos al origen de las mercaderías ten-
gan a bien tomar en cuenta los trabajos sobre igual ma-
teria efectuados por otros países u organismos interna-
cionales. 

12 de agosto de 1960 

RESOLUCIÓN 6 ( I ) 

CAPACITACION DE FUNCIONARIOS 
ADUANEROS 

El Grupo de Trabajo para Asuntos Aduaneros, 
Teniendo en cuenta la creciente responsabilidad de 

la labor de los funcionarios aduaneros como consecuen-
cia de la importancia que han adquirido los aranceles 
de aduana en la política económica y en la industria-
lización de los países latinoamericanos, y 

Considerando que para la correcta aplicación de las 
disposiciones aduaneras arancelarias es menester contar 
con personal técnicamente preparado, 

Resuelve: 
1. Recomendar la creación de escuelas de capacita-

ción aduanera en los países latinoamericanos. 
2. Sugerir al Comité Provisional de Montevideo 

considere este tema en sus programas sobre asuntos 
aduaneros. 

3. Sugerir a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Económica para América Latina que, en colaboración 
con la Junta de Asistencia Técnica de las Naciones Uni-
das o de otros organismos internacionales, preste a los 
países que así lo soliciten el asesoramiento necesario 
para el cumplimiento de la recomendación anterior. 

12 de agosto de 1960 
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Anexo I 

DEFINICIONES Y PROCEDIMIENTOS PARA LA DETERMINACIÓN DEL VALOR ADUANERO 
EN DIVERSOS PAISES LATINOAMERICANOS 

A. C U E S T I O N A R I O S O M E T I D O A LAS D E L E G A C I O N E S ASISTENTES A LA P R I M E R A R E U N I Ó N D E L G R U P O 
D E TRABAJO PARA ASUNTOS ADUANEROS 

1. Texto de la definición de valor aduanero o concepto de va-
lor que se utiliza en su país para la aplicación de los dere-
chos de aduanas a la importación de mercancías. 

2. Dígase si est09 derechos se aplican siempre sobre la base de 
"valores reales" o si, por el contrario, existen prácticas que 
permiten, para la totalidad o para algunas de las mercancías, 
aplicar estos derechos sobre otras bases (aforos, valores ofi-
ciales, valores medios, e tc . ) . 

3. Analícese su definición sobre las bases siguientes: 

a) Si el precio que sirve de base para valorar las mercancías 
es un precio cif, fob, fas, ex-factory (en fábrica), etc., y 
dígase en cada caso qué gastos lo integran y qué exclu-
siones son autorizadas. 

b) Cuándo se considera el precio de la mercancía: en el 
momento de la importación, en el momento de haberse 
concluido el contrato, en la fecha de la factura, etc. 

c ) Dígase si, como regla general, el precio que sirve de base 
para la valoración es el "precio real de venta" de la mer-
cancía u otro precio concebido sobre bases diferentes. 

d) Si se permite en ciertos casos rechazar el "precio real de 
venta", dígase: 
í) En qué casos está permitido: cuando existan relacio-

nes entre comprador y vendedor, cuando se sospeche 
la existencia de facturas con precios falseados, etc. 

ii) Cuál es el precio que se toma entonces en considera-
ción como base para la evaluación (expliqúense las 
alternativas). 

e) Cuando no existe venta (mercancías en consignación, 
transferencias de depósitos, regalos, etc . ) , dígase qué pre-
cio sirve de base para la evaluación. 

4. Cuando existan valores oficiales dígase: 

a) Si son para todas o para algunas mercaderías y en el úl-
timo caso indíquese el volumen aproximado de éstas. 

b) Por qué autoridad son establecidos y procedimiento se-
guido para su determinación y revisión. 

c ) Cada cuánto tiempo se procede a su revisión. 
d) Carácter que tienen: obligatorios en todos los casos, o 

solamente cuando el precio declarado es menor que los 
valores oficiales, o si son orientadores para los funciona-
rios, los que conservan su libertad de acción, etc. 

5. Dígase qué documentos se exigen en este aspecto para el 
desaduanamiento de las mercancías, especificando si su pre-
sentación es obligatoria o facultativa y en esta última alter-
nativa, en qué casos la Aduana los exige. 

6. Una vez la Aduana en posesión de los documentos exigidos, 
dígase cómo procede y en qué medida está obligada a utili-
zar el contenido de esos documentos. 

7. Si algunos de estos documentos no son satisfactorios, dígase 
si la Aduana puede rechazarlos y si la prueba de los motivos 
que la inducen a ello corresponden a la Aduana o si, por 
el contrario, corresponde al importador probar que los valo-
res aplicados por la Aduana no son los adecuados (ver 
N 9 3 d). 

8. Indíquese si existe una oficina controladora de valores y pre-
cios y hágase una breve reseña de su organización y funcio-
namiento. 

9. En el caso de que no se conforme el importador con la de-
cisión de la Aduana, dígase si puede recurrir contra esta de-
cisión y ante qué autoridad, explicando brevemente los re-
cursos que existan y si los tribunales que intervienen son ad-
ministrativos o independientes. 

10. Dése cualquier otra información o aclaración que se juzgue 
interesante para la mejor comprensión del sistema empleado. 

B. RESPUESTAS D E LAS D E L E G A C I O N E S AL C U E S T I O N A R I O A N T E R I O R 

Argentina 

1. No existe en la legislación argentina una definición expresa 
en cuanto a valor aduanero. 

2. Derechos específicos y uad valorem" de mercancías conven-
donadas. 

a) El cobro de los derechos específicos se verifica sobre la 
unidad de aforo establecida en cada partida, previo des-
cuento (si correspondiere) de la tara, merma, rotura o 
descomposición que se determina en el Arancel. 

b) El derecho ad valorem recae sobre el valor de las merca-
derías determinado por el aforo establecido en las parti-
das respectivas, previo descuento (si correspondiere) de 
la tara, merma, etc. 
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Mercaderías no convencionadas 

El derecho ad valorem recae sobre el valor cif de la factura 
de la mercadería. 

Mercaderías no tarifadas 

a) Las mercaderías no enumeradas en la Tarifa de Avalúo 
pagan el derecho establecido en la misma para las de su 
clase sobre su valor en depósito declarado por el intro-
ductor. Si no pertenecen a ninguna de las categorías es-
tablecidas en el Arancel, abonan el derecho del 42 % so-
bre su valor en depósito declarado en la misma forma. 

b) La declaración de los valores de las mercaderías no tari-
fadas debe ser justificada con exhibición de las facturas 
originales. 



c ) Dichas facturas deben estar debidamente legalizadas por 
el funcionario consular del puerto de embarque. 

d ) En los casos del párrafo a), así como en todos los de-
más expresados en el Arancel en que el derecho ad va lo-
rem recae sobre mercaderías no aforadas, el valor decla-
rado comprende el precio de costo en el puerto de pro-
cedencia justificado con las facturas originales y el au-
mento correspondiente a los fletes, seguros y demás gas-
tos comunes hasta la entrada de los artículos en los de-
pósitos de la aduana de descarga. 

3. a) Esta pregunta queda contestada precedentemente. 

b) Fecha de la factura. 
c ) En principio se aceptan los valores que figuran en la do-

cumentación presentada por el introductor de la merca-
dería, reservándose las autoridades aduaneras el derecho 
a impugnarlos sobre la base de la documentación que, 
respecto de valores, existe en aduana. E n todos los ca-
sos se debe citar la fuente de información en que se ha 
fundado dicha impugnación. 

d) 1. Cuando se sospeche la existencia de facturas con pre-
cios falseados y cuando no responda a valores norma-
les o corrientes del mercado exportador. 

2. El precio normal o corriente en el mercado expor-
tador. 

e) Los corrientes o similares del mercado exportador y, si 
desconoce, el precio interno de la primera venta. 

4 . N o existen precios oficiales. 

5. 6 y 7. Estos puntos quedan contestados con lo referido en 
el punto 4. 

8. Actúa una Comisión Asesora de Control de Valores de Im-
portación integrada por representantes oficiales y del sector 
privado. Esta comisión dictamina respecto de la autentici-
dad de los valores. Si el vista disiente con la observación 
formulada por la Comisión Asesora, la litis se resuelve por el 
Director Nacional de Aduanas. Si el vista comparte el dic-
tamen de la Comisión, eleva lo actuado al administrador de 
la Aduana para que proceda en consecuencia. 

9 . El artículo 135 de la Ley de Aduana otorga a ésta poderes 
facultativos para ejercitar el derecho de prensión, abonando 
al importador el valor declarado, incrementado en un 10 por 
ciento. Si no hace uso de ese derecho — e n todos los casos 
opcional—, el importador debe reexportar la mercadería, a 
menos que se avenga al pago del mayor valor asignado. 

10. La jurisprudencia administrativa no acepta primas, bonifica-
ciones o descuentos cuando son acordados a una firma en 
particular. En el caso de mercaderías averiadas, una Junta 
compuesta por tres Vistas dictamina, en forma definitiva, el 
demérito correspondiente. E n los casos de mercancías sur-
plus, fuera de uso, ventas de fomento u otras denominacio-
nes análogas, la aduana calcula el monto de los recargos so-
bre los valores corrientes C y F que corresponden a merca-
derías nuevas. Si no es posible determinar los precios co-
rrientes de estas mercaderías nuevas o si la aduana no consi-
dera dichos precios suficientemente representativos de los va-
lores normales, los recargos se calculan sobre la base de los 
precios mayoristas de fábrica para la venta de las mercade-
rías en los mercados de origen, más los gastos corrientes has-
ta puerto argentino. 

Brasil 

1. En el Brasil la cobranza de derechos aduaneros ad valorem 
incide sobre el valor cif {costo, seguro y flete). El valor de 
la mercadería, llamado "valor externo", es "el precio en el 
momento de la exportación, al que esa mercadería, llamado 
"Valor externo", es "el precio en el momento de la exporta-
ción, al que esa mercadería u otra similar se ofrece normal-

mente a la venta en el mercado mayorista del país exporta-
dor, sumado al costo de cualquier envase, envoltorio o em-
balaje y a los gastos de colocación en el puerto de embarque, 
con deducción hecha, cuando procediere, de los impuestos 
exigibles sobre el consumo interno y recuperables por la ex-
portación de la mercadería. (Ley N 9 3244 del 14 de agosto 
de 1957, artículo 5 y párrafo único) . 

La reglamentación al respecto establece que la cobranza del 
impuesto no recae necesariamente sobre el precio de factura 
de la mercadería, sino sobre su valor o cotización normal en 
el mercado de exportación en la fecha de exportación. Ese 
valor, declarado en la nota de importación (ley 3244, art 6 ) , 
es verificado por los órganos competentes (Cartera de Co-
mercio Exterior y Aduanas). 

2. E n general los derechos se aplican siempre sobre los valores 
reales según se definieron en el número anterior. N o obs-
tante, la ley 3244 dispone lo siguiente: 

a) En el art. 2, que la alícuota ad valorem podrá combi-
narse con su equivalente específico, aplicándose, para 
calcular el impuesto, la alícuota que resulta en el grava-
men más elevado. 

b ) E n el art. 9 , que podrá establecerse una pauta de valor 
mínimo para los productos que, por no estar cotizados 
en el mercado nacional o internacional, presentan difi-
cultades para el cálculo de su valor externo o hayan sido 
exportados al Brasil en forma de dumping, sin perjuicio 
en este caso de lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 
3 de la misma ley.1 

c ) En el art. 7, que, cuando el valor externo no puede ser 
debidamente calculado, el cómputo del impuesto se hará 
sobre la base de los precios al por mayor en el mercado 
interno, descontando los impuestos sobre la importación 
y en un 30 por ciento a título de utilidades y gastos.2 

3. a) La importación se efectúa según la fórmula áf. Corren 
por cuenta del vendedor todos los gastos, impuestos in-
ternos, etc., inherentes a Ja transacción hasta que la mer-
cadería esté colocada a bordo del vehículo que la trans-
portará al país de destino. El importador paga los gastos 
de flete y seguro. Sólo esos tres elementos —costo, se-
guro y flete— constituyen el valor sobre el cual se cobra 
el derecho aduanero. Cualquier gasto posterior a la lle-
gada del vehículo a territorio brasileño se excluye de di-
cho valor para fines aduaneros. E n los gastos externos 
se incluyen los derechos consulares. 

b) Conforme a la definición ya citada en el número 1, se 
considera el valor de la mercadería en el momento de su 
exportación. 

c ) Sin embargo, el precio real de venta no es el valor real 
de la mercadería conforme se define en el número 1. 

d) i) Cuando el precio declarado por el importador no 
corresponde al valor real de la mercadería. 
E l importador es libre de declarar el valor, que que-
da sujeto a la verificación de la Cartera de Comer-
cio Exterior del Banco del Brasil ( C A C E X ) y pos -
teriormente de la Aduana. Las dos pueden impug-
nar el valor declarado y determinar sobre cuál se tra-
mitará el despacho (art. 6 de la ley 3244 y arts. 1 y 
2 de la ley 2 1 4 5 ) . 

ii) E l valor real de la mercadería en el momento de la 
exportación lo calculan los organismos encargados del 
control de precios. 

e) Se considera el valor real de la mercadería según se de-
fine en el número 1. 

4 . a) El "valor oficial" en el Brasil puede interpretarse c o n o 
la llamada "pauta de valor mínimo" prevista en el art. 9 

1 Dicho precepto establece que en el caso del dumping la alícuo-
ta podrá elevarse hasta el límite capaz de neutralizarlo. 

2 Ahora no se aplica esta disposición. 
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de la ley 3244, al que se hizo referencia en la respuesta 
al número 2 b) y que se aplica a las mercaderías que, 
por no haberse cotizado en el mercado internacional, 
ofrezcan dificultades para el cálculo de su valor externo. 
Desde la promulgación de la ley 3244 (nuevo arancel de 
Aduanas) hasta el momento presente, sólo se ha aplica-
do la pauta de valor mínimo para el sub-ítem 84-69-002 
(máquinas de escribir sin dispositivo de cálculo) y sólo 
en el caso de máquinas armadas. 

El Brasil aplica también alícuotas específicas, basadas en 
valores mínimos, en los casos en que la experiencia ha 
demostrado gran dificultad para la aplicación de alícuo-
tas puramente ad valorem. 

Hasta ahora sólo se han establecido alícuotas específicas 
para cinco partidas del arancel: 

2 9 - 3 8 - 0 0 6 
01 Clorhidrato de tiamina 
02 Monoliidrato de tiamina 

2 9 - 3 8 - 0 0 7 
01 Riboflavina 

8 4 - 6 9 - 0 0 2 Máquinas de escribir sin dispositivo de cálcu-
lo, en conjuntos desmontados, completos o no 

8 5 - 1 8 - 0 0 1 Linternas eléctricas, magnéticas, a pila o se-
semejantes 

b) Son establecidas por el Consejo de Política Aduanera en 
la forma que indican los incisos a) y d) del artículo 22 
de la ley 3244. Ante las grandes dificultades que se tuvo 
para calcular directamente los valores externos de aque-
llas mercaderías, se aplicó el método estadístico. Una vez 
determinada una lista de los valores más frecuentes de 
importación de esos productos, se establece dentro de 
ella el "valor normal mínimo", representado por el lími-
te inferior del llamado intervalo-padrón. 

c ) Semestralmente. 
d) Siempre que el valor declarado sea inferior a la pauta de 

valor mínimo. 

5. Para el cálculo del valor ningún documento tiene fuerza le-
gal. Como ya se señaló, el valor declarado por el importa-
dor en la fase cambiaría de la operación es verificado por la 
C A C E X y la Aduana. Ante cualquiera de esos organismos 
el interesado o su representante legal puede presentar los 
comprobantes que juzgue oportunos (catálogos, listas de pre-
cios, e t c . ) . Por otra parte, los funcionarios públicos no pue-
den impugnar los valores declarados sin elementos proba-
torios.8 

6 y 7 . Implícitos en la respuesta anterior. 

8. E n la fase cambiaría de la importación, controla los precios 
la Cartera de Comercio Exterior del Banco del Brasil, en 
cumplimiento de atribuciones que le confieren los artículos 
1 y 2 de la ley 2 1 4 5 . El importador, según que pretenda 
traer mercadería de la Categoría General o Especial, presen-
ta, amparado en la promesa de venta de cambio, un certifi-
cado de Cobertura cambiaría o una solicitud de licencia, res-
pectivamente, para la mercadería que tiene intención de im-

3 Se utilizan para ese fin las cotizaciones internacionales de los 
productos transados en la Bolsa, las revistas especializadas, los catálo-
gos, listas de precios, consultas al exterior (oficinas comerciales, consu-
lados, agencias de información), los sindicatos especializados de co-
merciantes y productores. Se verifica cuidadosamente la idoneidad de 
los representantes de esos órganos, así como el interés que podrían, te-
ner en la transacción. En el caso de las importaciones habituales y 
siempre que no hayan ocurrido modificaciones evidentes en la situación 
del país de origen o de procedencia, cuando es necesario, se efectúa 
la comparación con los precios de importaciones anteriores. También 
podría hácerse la comparación con los valores de productos similares 
de un mismo origen o, en $u defecto, de distinto origen en áreas de 
condiciones económicas semejantes. 

portar. A base de esa declaración, el C A C E X verifica los 
precios indicados para la mercadería, enviando a la Aduana 
de destino los siguientes informes: 

1. Valor externo para los efectos de cobranza del impuesto 
ad valorem; 

2. Valor aceptable para fines de cobertura cambiaría; 
3. Descuentos. 

La C A C E X es una dependencia del Banco del Brasil que 
opera por delegación de poder del Ministro de Hacienda. La 
componen diversos departamentos: de Importación, de Ex-
portación, Fiscalización y Asesoría Técnica. 

El Departamento de Importación está encargado de con-
trolar los precios. Cuenta con 100 funcionarios en Río de 
Janeiro y aproximadamente otros tantos en el resto del Bra-
sil. E l departamento más importante, después del de Río de 
Janeiro, es el de Sao Paulo, donde'se examinan gran parte 
de las importaciones brasileñas. Se puede afirmar que más 
del 75 por ciento de las importaciones son controladas por 
los departamentos de Río y Sao Paulo. 

La sede de la C A C E X en Río de Janeiro expide, siempre 
que sea necesario, instrucciones para orientar a las agencias 
en materia de precios. A base de estas informaciones, pue-
den también los departamentos estatales de la C A C E X apro-
bar los precios de importación, recurriendo a consultas sólo 
cuando tuvieran dudas al respecto. 

Sin embargo, el estudio de los precios efectuado por la 
C A C E X no tiene carácter definitivo y en caso de que persis-
ta una duda al respecto ese estudio deberá continuarlo la 
autoridad aduanera ya en contacto directo con la mercade-
ría, a la vista de la cual podrán conocerse nuevos elementos 
para determinar su verdadero valor externo. 

9 . Sí. E n el caso de que el importador no se conforme con la 
decisión de la autoridad aduanera puede recurrir al Consejo 
Superior de Tarifas, tribunal administrativo compuesto de cá-
maras integradas por representación paritaria de las clases pro-
ductoras y del Ministerio de Hacienda, con mandato de dos 
años de duración y presidencia rotativa entre sus miembros. 

Cuando las decisiones de ese Tribunal, unánimes o no, 
son contrarias al importador, cabe récurso en lo administra-
tivo ante el propio Tribunal. Terminada la fase administra-
tiva, todavía cabe recurrir ante el poder judicial, sin obliga-
toriedad de depósito de la cantidad en litigio cuando la ac-
ción se interpone en un plazo de 30 días. 

Las decisiones contrarias al fisco son definitivas si fueron 
adoptadas unánimemente. Si lo son por mayoría, cabe el. 
recurso ante el Ministro de Hacienda, cuya decisión es defi-
nitiva en el plano administrativo, pero recurrible por el im-
portador en la vía judicial. 

10. E n virtud del ait. 10 de la ley 3244 , la autoridad competen-
te —el Ministro de Hacienda— fijará mensualmente la tasa 
de conversión del valor externo sobre la base del comporta-
miento del mercado de divisas de importación en el mes an-
terior al vencido. En el régimen vigente de dos categorías 
de importación, la tasa de conversión referida es fija para to-
das las mercaderías a base del costo medio de la moneda 
extranjera en la categoría general de importación (ley 3244, 
artículos 54 y 48 , inciso 1 ) . 

Chile 

1. La legislación aduanera chilena no contiene disposiciones es-
peciales que analicen en forma precisa la definición legal de 
valor aduanero. E l art. l p del Decreto del Ministerio de Ha-
cienda 2 7 7 / 9 4 3 establece: " L a persona natural o jurídica 
que interne especies de cualquier género al territorio de la 
República pagará un impuesto ( 3 % , 30 % y 62 % ) sobre 
el valor de dichas especies una vez nacionalizadas". 
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El art. 4 9 del mismo decreto indica que "para los efectos 
de aplicar los impuestos establecidos anteriormente, el inter-
nador hará una declaración jurada acerca del valor de las es-
pecies internadas; este valor en ningún caso podrá ser infe-
rior al valor cif más los derechos aduaneros". Si por cual-
quier circunstancia no pudiera determinarse el valor cif, será 
fijado para los efectos de este artículo, de acuerdo con lo que 
corresponde o pudiera corresponder a especies análogas. 

2. Sólo existe una excepción en que no se aplica el valor real 
para el cálculo del impuesto. Esta excepción se refiere a las 
películas cinematográficas de 35 mm., para las cuales la Adua-
na les ha fijado un valor por metro que asciende a $ 1 . 6 0 
oro para la primera copia y $ 0.55 para las demás. El objeto 
de establecer un valor fijo a las películas reside en la dificul-
tad de controlar las regalías y el diferente precio de pro-
ducción. 

3. a) Chile considera el precio cif como base para valorar las 
mercancías, incluyendo todo gasto, con intereses, seguros 
y fletes, hasta el puerto de destino. No se aceptan ex-
clusiones. 

b) El precio de la mercancía se considera en el momento 
de la importación. 

c ) Como regla general, el precio que sirve de base para la 
valoración es el precio real de venta. 

d) i) Se permite rechazar el precio real de venta sólo cuan-
do se sospecha la existencia de facturas con precios 
falseados. 

ii) El precio que se toma en consideración es el que co-
rresponde o pudiera corresponder a mercaderías aná-
logas. Este precio se calcula, considerando el precio 
o los costos medios, incluyendo el flete, seguro y 
otros gastos hasta el puerto de destino, teniendo pre-
sentes todos los elementos de dicho precio en un 
mercado normal. 

e) En caso de no existir venta de mercancías, se utiliza el 
mismo procedimiento indicado en d) í¿). 

4. a) En Chile, como se dijo en el número 2, sólo existe pre-
cio oficial para las películas. 

b) y c ) El valor para las películas es establecido por el Ser-
vicio de Aduanas y como está expresado en pesos oro, su 
reajuste se realiza en forma automática por aplicación de 
factores de conversión, 

d) El valor oficial para las películas es obligatorio en todos 
los casos. 

5. La Aduana chilena exige como documentos probatorios del 
valor declarado en la póliza, la factura comercial en dos 
ejemplares, visada por el Cónsul chileno en el puerto de em-
barque. Además, debe acompañarse la planilla de cobertu-
ra, documento de origen bancario y mediante el cual se acre-
dita que la mercadería fue pagada al exportador extranjero a 
través de un banco comercial. Sirve también a la Aduana 
para cotejar los valores indicados en la factura y la calidad 
y naturaleza de las mercaderías. 

6. E n cuanto a la fuerza legal que se otorga a los documentos 
anteriores, la Aduana, por regla general, se la reconoce am-
pliamente cuando son originales de fabricantes, salvo los ca-
sos en que se comprueba fehacientemente que los valores 
indicados han sido evidentemente falseados o rebajados con 
propósitos de evasión tributaria. Cuando se trata de facturas 
emitidas por intermediarios, los valores indicados en ellas se 
cotejan con los valores medios estadísticos y catálogos comer-
ciales. 

7. Si el documento (factura) no es satisfactorio, la Aduana 
puede rechazarlo y exigir del despachador la presentación de 
planos, prospectos, catálogos u otros documentos que sean 
necesarios para la comprobación de los valores imponibles. 
Si el despachador no presentare los documentos mencionados, 
el administrador de la Aduana podrá exigir, en su defecto 

y por intermedio de aquél, la comparecencia del dueño de 
la mercadería para que proporcione los documentos solicita-
dos, o a falta de éstos, rinda las informaciones verbales perti-
nentes. Si el despachador o dueño no cumpliera con las 
exigencias mencionadas, el vista procederá a fijar el mayor 
valor que acusen las estadísticas, según la clase de la mer-
cadería, sin perjuicio de las reclamaciones que interponga 
el despachador y de las medidas coactivas que, en uso de 
las facultades que le otorgan los arts. 77 y 78 de la Orde-
nanza, quiera adoptar en su caso el administrador de la 
Aduana. 

8. Actualmente existe en la Superintendencia de Aduanas un 
Departamento de Precios y Valores, cuyas funciones princi-
pales son fiscalizar los valores declarados en los distintos 
documentos de destinación aduanera, formular oportunamen-
te los reparos que le merezcan los valores declarados en las 
pólizas de importación, solicitudes, etc., y estudiar todas las 
controversias que incidan en cuestiones de valor. Para cum-
plir con las funciones anteriores, el Departamento aludido 
revisa todos los documentos de importación, después de su 
pago. 

9. De acuerdo con las disposiciones de la Ordenanza de Adua-
nas, existe un procedimiento denominado "reclamo de afo-
ro" en virtud del cual se puede impugnar el valor estable-
cido por la Aduana. Esta reclamación tiene el carácter de 
un recurso administrativo y no judicial y en tal virtud se 
falla sin forma de juicio. Conoce en primera instancia el 
administrador de la Aduana, quien actúa asesorado por fun-
cionarios técnicos, preferentemente vistas. De este fallo se 
puede apelar ante el Superintendente y en todo caso debe 
ser elevado en consulta a él. El Superintendente de Adua-
nas, ya sea por la vía de apelación o de consulta, falla en 
segunda instancia y sin ulterior recurso, rigiendo en todas las 
Aduanas del país los efectos de su resolución. 

10. Conforme al art. 160 de la Ordenanza de Aduanas y el art. 
20, inciso 29 , del Decreto del Ministerio de Hacienda 2 7 7 2 / 
943, que fijó el texto refundido de las normas que estable-
cen el impuesto sobre el valor de las especies que se inter-
nen, durante la operación de aforo, el vista está facultado 
para determinar el valor de las mercaderías, ya sea porque 
así voluntariamente lo haya solicitado el interesado o por-
que no exista declaración arancelaria o pedido en el respec-
tivo documento de destinación o que existiendo dicha de-
claración se haya omitido o sea incompleta la relativa al va-
lor. Por la prestación de este servicio, la Aduana cobra una 
tasa que se aplica de acuerdo a la reglamentación existente 
al respecto. En los casos en que la declaración del valor 
sea errónea, el vista, de acuerdo con las facultades especí-
ficas que le otorga la ordenanza y lo dispuesto en el art. 191 
de este mismo cuerpo, debe denunciar la correspondiente in-
fracción reglamentaria. Esta declaración errónea del valor 
puede dar origen también a una denuncia por fraude adua-
nero, si se presentan las circunstancias que configuren este 
delito. Si se trata de una simple infracción reglamentaria 
(art. 191 de la ordenanza), ésta es conocida, juzgada y re-
suelta por los tribunales aduaneros. Si se trata de un posi-
ble fraude, el administrador de la Aduana respectiva debe 
declarar si existe o no mérito para ejercer acción penal. De-
clarada la existencia de mérito, los antecedentes pasan a la 
justicia ordinaria si la cuantía del asunto excede de 200 pe-
sos; en caso de que sea menor, el asunto queda radicado en-
teramente en los tribunales aduaneros. La interposición de 
una reclamación de aforo suspende la iniciación de un juicio 
aduanero por infracción al art. 191 de la Ordenanza de Adua-
nas, por falsa o errónea declaración del valor de la merca-
dería, quedando supeditado a los resultados del fallo qt.e 
dicte el Superintendente de Aduanas en esta reclamación. 
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México 

1. Se define el valor para la importación como el que tengan 
las mercancías en el mercado del lugar de compra, sin nin-
guna deducción que no sea por concepto de fletes y primas 
de seguros, cuando dichos gastos estén incluidos en el valor. 
Este no deberá constar en globo sino por cada clase de mer-
cancía, en caso de ser varias. El importe de otros cargos o 
gastos ajenos a fletes y seguros deberá ser distribuido en pro-
porción al valor neto de cada una de las mercancías que 
comprenda la factura (Código Aduanero, art. 201, fracción I). 

2. El sistema mexicano para la valuación sigue el de precios 
oficiales para la gran mayoría de los artículos que se contie-
nen en la tarifa de importación. Este precio oficial tiene 
como finalidad servir de valor mínimo para el cobro de los 
impuestos. Cuando el valor de la factura sea mayor que el 
precio oficial, se cobrarán sobre el valor de factura. Cuando 
el precio oficial sea mayor que el de factura, se cobrará so-
bre el precio oficial. Cuando no haya factura, se cobrará 
sobre el precio oficial (arts. 3 y 4 de la Tarifa del Impuesto 
General de Importación). 

3. a) Para valorar las mercancías a base del precio mínimo de-
nominado oficial, se toma en cuenta el precio de mayo-
reo en el extranjero, del principal país exportador que 
hace sus envíos a México, considerando los precios que 
se publiquen en periódicos, revistas especializadas, catá-
logos o listas de precios que sean de dominio público (Re-
glas para la fijación de precios oficiales, Diarios Oficiales 
de 31 de julio de 1948 y 4 de mayo de 1 9 5 1 ) . 
Resulta así un precio fob y sólo pueden hacerse deduc-
ciones por concepto de fletes y primas de seguros cuan-
do éstos se encuentren incluidos en el valor (Código 
Aduanero, art. 201, fracción I ) . 

b) El precio de la mercadería es el vigente o que prive en 
el extranjero, según lo señalado en el inciso anterior, en 
la fecha en que se realice la importación. Estas fechas 
son: 

i) En tráfico marítimo, la fecha de fondeo de la em-
barcación en el puerto al que vengan destinadas las 
mercancías. 

ii) En tráfico terrestre, la fecha en que las mercancías 
crucen la línea divisoria internacional. 

iii) En tráfico aéreo, la fecha en que la nave arribe al 
primer aeropuerto nacional. 

zv) En tráfico postal, la fecha a que se refieren los in-
cisos a), b) y c ) anteriores, según se trate del envío, 

v) Para mercancías procedentes de perímetros libres o 
plantas de ensamble, la fecha en que se practique la 
clasificación arancelaria (Código Aduanero, art. 1 1 ) . 

c ) y d) Sólo en los casos en los que el precio consignado 
en la factura comercial visada sea mayor que el precio 
especial. De lo contrario, priva el precio oficial (arts. 3 
y 4 de la Tarifa del Impuesto General de Importación). 

e) El precio oficial si existe o la estimación que haga el 
vista de aduana. 

4. a) Los precios oficiales prácticamente existen para todas las 
fracciones de la tarifa de importación. Sólo en casos ex-
cepcionales no se ha determinado precio oficial para un 
número muy reducido de fracciones. 

b) La Secretaría de Hacienda, mediante la oficina que ésta 
determine, es la encargada de fijar los precios oficiales. 
Las normas que se siguen para la determinación son las 
reglas para la fijación de precios oficiales que existen al 
respecto según decretos publicados el 31 de julio de 1948 
y 4 de mayo de 1951 en el Diario Oficial. 

c ) La revisión es continua y se puede hacer una variación 
del precio oficial cuando se estime conveniente por el ór-
gano encargado de los estudios, siempre y cuando haya 
una variación mínima del 10 % al alza o a la baja en 
los precios oficiales establecidos. Cuando no se haya fi-

jado precio oficial, podrá fijarse en el momento en que 
lo estime conveniente la oficina respectiva. 

d) El precio oficial es obligatorio en todos los casos, como 
base para la valuación, excepto cuando el valor de factu-
ra sea mayor que el precio oficial, caso en el que se to-
mará el de la factura, o cuando no exista precio oficial, 
caso en que la valuación oficial la hace el vista confor-
me a su propio criterio o con base en la declaración del 
importador (arts. 3 y 4 de la Tarifa del Impuesto Ge-
neral de Importación y art. 208 del Código Aduanero). 

5. Véase, en la sección correspondiente del Anexo II de este 
documento, lo concerniente al trámite para verificar cual-
quier importación definitiva. 

6 y 7. Se encuentran contenidos estos puntos en el resto de 
esta sección del presente anexo 3 en el lugar señalado bajo 
el número anterior. 

8. No existe en México ninguna oficina controladora de valores. 

9. El importador puede en todos los casos impugnar judicial-
mente las decisiones de las aduanas, cuando considere que el 
precio aplicado es superior al valor real de las mercancías im-
portadas. Se establece el procedimiento judicial ante el Tri-
bunal Fiscal de la Federación, que es un organismo judicial, 
independiente de la Administración. El querellante deberá 
demostrar que no existen razones para que la Aduana tase 
con arreglo a un precio oficial una mercancía que según de-
claraciones del importador tiene un valor inferior al señalado 
por dicho precio oficial. 

Paraguay 

1. Según el art. 5° de la ley 667, para la aplicación del dere-
cho ad valorem se toma el "Valor real" de la mercadería, 
considerándose como tal el precio de la misma en los mer-
cados principales del país de donde fueron importadas, en 
el día de su consignación por factura consular paraguaya, 
más los gastos que origine, excepción hecha del flete maríti-
mo y ferroviario, de los derechos de exportación pagados en 
el país de procedencia y de la comisión del comprador, si la 
hubiere. 

2. Los derechos ad valorem se aplican sobre la base de los "va-
lores reales" consignados en la factura consular. 

3. a) Los derechos ad valorem y adicionales se cobran sobre 
el valor fob integrados por el costo, el traslado al muelle 
de embarque y los gastos, incluidos derechos de exporta-
ción y comisión del comprador si los hubiere. No se con-
sidera en este valor el flete marítimo y ferroviario. 

b) El precio de la mercancía se considera en el día de su 
consignación por factura consular paraguaya. 

c ) El precio que sirve de base para la valoración es el "pre-
cio real" de venta. 

d) Se puede rechazar el precio real de venta en casos de du-
das sobre su veracidad por cualquier causa. En estos ca-
sos las autoridades aduaneras pueden disponer que el in-
troductor presente las facturas comerciales, los giros, la 
correspondencia o cualquiera otra documentación com-
probatoria del valor declarado en la factura consular; si 
el interesado no cumple con esta disposición dentro del 
término de dos días hábiles, las autoridades aduaneras 
pueden optar por uno de los siguientes procedimientos: 
i) Aforar según el valor de catálogo, deduciendo cual-

quier descuento legítimo comprobado. 
ii) Aforar según el valor en plaza, con deducción del 

30 por ciento de dicho valor, más la rebaja de los 
derechos e impuestos finales correspondientes al re-
ferido porcentaje, así como el importe de los gastos 
excluidos del valor sujeto a derecho. 

e) Contestado en d) ii). 
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4, 5, 6 y 7. No existen valores oficiales. 

8. No existe oficina controladora de valores y precios. 

9. Existe una Comisión de Clasificación y Evaluación Aduane-
ra integrada por el Director General de Aduanas, el Direc-
tor General de Estadística, un miembro del Directorio del 
Banco de la República del Paraguay, el Director de Comer-
cio Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
el Director del Departamento de Industria y Comercio. El 
Director Genera] de Aduanas es presidente de esta comisión 
con voz pero sin voto. 

Esta comisión resuelve las diferencias suscitadas por la eva-
luación de una mercadería, ya sea de oficio o a instancia 
de parte. 

Las decisiones de la Comisión son inapelables y sólo admi-
ten el recurso contencioso-administrativo a los efectos de or-
denarse una revisión de los fundamentos de sus decisiones, 
cuando la parte interesada o afectada haya ofrecido y pre-
sentado material informativo o probatorio que la Comisión 
haya rehusado considerar, o cuando pruebe documentalmen-
te que las decisiones de la Comisión no reposan sobre base 
informativa completa, suficiente y adecuada. La decisión de 
la comisión revisada es ejecutoria, sin recurso ulterior, cua-
lesquiera que sean sus términos. El recurso de revisión debe 
ser pedido dentro de los seis días hábiles de notificada la de-
cisión a la Aduana o a la parte interesada y no es concedido 
a aquellas personas que hayan rehusado presentar a la comi-
sión cualquier información. 

Perú 

1. De acuerdo con las disposiciones legales en vigor, para la 
aplicación de los derechos ad valorem se utiliza el valor fob 
de la mercancía en el puerto de embarque, según declara-
ción de la factura consular. El cálculo de esos derechos se 
efectúa recargando en 20 por ciento el valor fob para llegar 
al cif. Es éste, en consecuencia, el valor aduanero que se 
utiliza para determinar el monto de los derechos ad valorem. 

2. En principio, las autoridades aduaneras peruanas aceptan 
como valor real fob el precio que ha sido declarado por el 
exportador en la factura consular. Ello no exonera al im-
portador de la obligación de exhibir la factura comercial, 
cuando así lo solicita el vista de aduanas para verificar la de-
claración consular. 

De no ser aclaradas las dudas de las autoridades aduaneras 
acerca del precio fob declarado en la factura consular, es de 
aplicación entonces el promedio mensual de la estadística 
peruana de comercio exterior, para igual clase de mercade-
ría, considerando ese promedio como valor real, sí éste fuera 
mayor al precio declarado en la factura consular. 

3. a) El precio que sirve de base para valorar las mercaderías 
es el precio fob, recargándolo en 20 por ciento para con-
vertirlo en cif. El precio fob está formado por el precio 
en fábrica o lugar de producción de la mercancía, más 
los gastos de expedición y fletes interiores hasta colocar 
la mercancía a bordo en el puerto de embarque. El pre-
cio fob expresado en la factura consular debe excluir los 
descuentos que hace el vendedor al comprador, por ra-
zones de orden comercial, cosa que es aceptada por las 
autoridades aduaneras peruanas. Cuando esos descuen-
tos son muy altos, las autoridades peruanas exigen al im-
portador que exhiba los documentos justificatorios, sin 
perjuicio, llegado el caso, de efectuar una investigación 
a través de la oficina consular que intervino en la visa 
de la factura consular. 

b) En la fecha en que es presentada la póliza de consumo 
pidiendo el desaduanamiento de la mercancía. 

c) Como regla general, se toma el precio fob en puerto de 
embarque, constituyéndose, una vez recargado con el 20 
por ciento, en el precio real de venta de la mercancía, 
para las autoridades peruanas. 

d) i) y ¿i) Cuando las autoridades aduaneras peruanas sos-
pechan que el precio fob declarado es muy bajo, se exige 
al importador que acredite con documentos suficientes 
que ese precio es real. Si no lo puede acreditar, se avalúa 
la mercancía a base del promedio del precio fob según 
las estadísticas de comercio exterior para igual mercancía 
importada. 

e) Se exige declaración del precio fob en puerto de embar-
que, aún en los casos de mercaderías en consignación, 
transferencias de depósitos, regalos, etc. De no efectuar-
se esta declaración, las facturas consulares no son visa-
das en el puerto de embarque por el representante con-
sular peruano, es decir, éste las rechaza. (Es de notar que 
las mercancías exportadas con destino a puertos perua-
nos están sujetas a una multa de 25 por ciento ad valo-
rem, si no llegan amparadas de la factura consular pe-
ruana obtenida en el puerto de embarque). 

4 . a), b)f c ) y d). No existen valores oficiales para las mer-
cancías de importación en el Perú. 

5. Los documentos exigibles para el desaduanamiento son la 
póliza de consumo y la factura consular, como obligatorios. 

6. La póliza de consumo presentada para el desaduanamiento 
por el agente despachante, que actúa como representante 
del importador, es revisada por el Departamento de Nume-
ración y Manifiestos, a fin de establecer si ha sido preparada 
de acuerdo con las exigencias de carácter tarifario y si la 

-factura consular presentada concuerda con el ejemplar o co-
pia de ella que remite a la Aduana el cónsul que intervino 
en la visación de este documento. 

Después de efectuada esta verificación, la póliza queda ex-
pedita para ser numerada y registrada por el Departamen-
to de Numeración y Manifiestos, corriendo agregada a ella 
la factura consular presentada por el agente despachante. 

7. La Aduana rechaza las pólizas de consumo que adolecen de 
defectos en su declaración, para que tales defectos sean acla-
rados o corregidos por el agente despachante. Una vez sal-
vados los defectos, la póliza de consumo es aceptada. 

De no existir alguna observación con respecto al precio fob 
declarado en la póliza de consumo, que por lo general es 
el mismo que aparece declarado en la factura consular, es el 
importador quien debe acreditar ante las autoridades adua-
neras que el precio declarado es el real. De no hacerlo así, 
las autoridades aduaneras toman el precio promedio estadís-
tico, para igual mercadería, si éste resulta mayor que el pre-
cio declarado. 

8. No hay. Se tiene en estudio la organización de una oficina 
de esta naturaleza. 

9. De las decisiones que adoptan las administraciones de Adua-
na, que actúan como jueces de primera instancia, pueden los 
interesados apelar ante el Superintendente General de Adua-
nas, que actúa en estos casos como juez de segunda instan-
cia. Si el interesado no se conforma con el fallo de éste, 
puede recurrir al Gobierno en tercera y última instancia. 

10. Las falsas declaraciones en el precio de las mercancías pue-
den acarrear fuertes multas al importador. Llegado el caso, 
la mercancía puede ser confiscada pagándose al importador 
el precio declarado más un 20 por ciento a título de compen-
sación. La mercancía pasa a poder del Fisco, para luego ser 
rematada en pública subasta. El producto obtenido repre-
senta un ingreso para el Tesoro Público. 
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Uruguay 

1. Existen dos sistemas de valoración: 

a) Mercaderías con precio oficial, conocido como "aforo". 
Este precio o aforo es fijado por las Comisiones Afora-
doras de Aduana, instituidas por ley e integradas por 
funcionarios aduaneros y por comerciantes. Las Comi-
siones deberían buscar el valor íntegro de las mercaderías 
en depósito, por cuanto así lo manda la ley; pero prác-
ticamente trabajan a base del valor cif promedial que 
les comunica el Banco de la República. Existe una ex-
tensa lista de estos valores tarifados, a los cuales se van 
agregando otros o introduciendo modificaciones. La ley 
previó la modificación trienal de los aforos, lo cual no 
se ha cumplido en la práctica, por lo que tratándose a 
veces de valores muy antiguos, se hallan en enorme des-
proporción con los valores reales. Sin perjuicio de ello, 
en tres oportunidades el Poder Ejecutivo ha dispuesto 
aumentos masivos, esto es, para todos los renglones, como 
sigue: el 30 por ciento en 1943, otro 30 por ciento en 
1950 y el 20 por ciento en 1960. N o obstante, los va-
lores de aforo siguen siendo inferiores a los reales. 

b) Mercaderías con valor apreciable en el acto de la verifi-
cación, llamadas en jerga aduanera, de despacho al va-
lor. El solicitante puede pedir el avalúo previo a la 
Aduana. Para esta evaluación la Aduana tiene en cuen-
ta, sin perjuicio de otros antecedentes, las resultancias 
de la factura consular. El valor nunca podrá ser infe-
rior al de factura. E n la práctica predomina la adopción 
del valor cif, aun cuando no es legalmente obligatorio. 
La conversión de los importes en moneda extranjera se 
hace al tipo libre financiero, al momento de la compra 
de la moneda. 

2. De lo anterior ya puede deducirse que no se cuenta con de-
finiciones, por cuyo motivo se siguen los procedimientos des-
critos, previstos por ley de 19 de noviembre de 1923, decre-
to-ley de 23 de octubre de 1942 y decretos de 18 de enero 
de 1943 y 2 de julio de 1943 . 

3. La fórmula corrientemente utilizada es cif, en su significado 
universal y con el mecanismo explicado en los apartados a) y 
b) del número 1. 

4 . Además de lo dicho en el número 1 respecto de las disposi-
ciones relativas a la declaración de valor, cabe agregar lo que 
sigue: 

a) Si se trata de mercadería de aforo fijo no hay en reali-
dad declaración por parte del solicitante, siendo irrevo-
cable e inmodificable el valor que resulte de la aplicación 
de la Tarifa. 

b) En el despacho al valor, puede ocurrir lo siguiente: 
¿) Que el interesado solicite avalúo por la Aduana an-

tes de presentar el permiso o declaración. Se pasa el 
pedido al Tribunal Pericial, compuesto únicamente 
por funcionarios aduaneros, quien decide. Si el des-
pachante no se conforma con el valor dispuesto, pue-
de recurrir ante la Comisión Clasificadora, órgano in-
tegrado a partes iguales por funcionarios aduaneros y 
comerciantes. Con esto queda completo el procedi-
miento, realizándose la declaración y el despacho de 
acuerdo con la resolución recaída. 

ii) N o habiéndose formulado tal consulta, el despachan-
te deberá declarar el valor. El funcionario verificador 
tiene facultad de apreciarlo y fijarlo en un monto 
que no puede ser inferior al de factura. ( C o m o en el 
apartado b) del número 1 . ) Si de acuerdo con todo 
ello resultara — a juicio del verificador— en más o 
en menos superior al 30 por ciento del valor declara-
do y el despachante no está conforme, se eleva par-
te de lo actuado, se levanta acta de la discrepancia 
y se somete el caso a resolución de la Comisión Cla-
sificadora antes citada. Si el fallo, laudo o dictamen 
de ésta se adopta por unanimidad, la decisión obliga 
al juez de fallo; si es por mayoría, el juez puede re-
solver libremente, apartándose de la conclusión adop-
tada. 

Si la diferencia es inferior al 30 por ciento en más, 
se paga por lo resultante; si es en menos, el pago 
de derechos por lo resultante goza de rebaja. 

5. Los documentos exigibles al solicitante para declarar el va-
lor son la factura consular para valores superiores a 100 pe-
sos; para los inferiores, el certificado de origen. Su fuerza 
probatoria, de la que ya se trató, no excluye la considera-
ción de otros antecedentes. (Véanse los números 1 y 4 . ) 

6. Los procedimientos para verificar valores fueron considera-
dos en el número 1, b) y en el número 4 b), ii). 

7. Los valores con que trabajan las Comisiones Aforadoras, según 
se dijo, son proporcionados y controlados por el Banco de la 
República. Los que no han sido fijados por esas Comisio-
nes, son controlados, antes de la declaración aduanera, tam-
bién por el Banco. Formulada y presentada la declaración 
en Aduana, el control queda a cargo de I I P Mesa de la 
División de Contralor, por el verificador designado y luego 
por la I P Mesa de la División nombrada. La forma del 
control ya fue indicada. 

8. El procedimiento para sustanciar las reclamaciones que se 
suscitan también fue objeto de estudio líneas arriba. Cabe 
agregar que cuando esas diferencias o discrepancias originan 
procedimientos para aplicar sanciones, la decisión en primera 
instancia corresponde al Director General de Aduanas, que 
actúa como juez para los casos de menor cuantía; para ma-
yor cuantía, la competencia corresponde al juez de Hacien-
da. Para las Aduanas del interior, el procedimiento carece 
de interés a efectos de este estudio. Para el Director, el 
juez de alzada (único recurso) es el juez de Hacienda, para 
éste cuando actúa en primera instancia, también en recurso 
único, la alzada corresponde al Tribunal de Apelaciones, de-
pendientes ambos del Poder Judicial. 

9 . La ley no prevé rebajas, siendo de interpretar el vacío como 
obstativo a su aceptación, por lo menos respecto de rebajas 
anormales. Cuando los efectos resulten averiados al despa-
cho, pueden rematarse satisfaciendo en primer término los 
derechos del Fisco. 

Nota: No se ha tomado en consideración lo relativo a exportación 
porque él punto no fue objeto de exposición por ninguna o casi nin-
guna de las delegaciones y carecer, en apariencia al menos, de interés a 
los efectos perseguidos en las deliberaciones del Grupo de Trabajo. 
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Anexo II 

REGIMENES DE IMPORTACIÓN VIGENTES EN LOS PAÍSES LATINOAMERICANOS 
SIGNATARIOS DEL TRATADO DE MONTEVIDEO * 

Argentina 

I. Régimen general de importación 

El régimen actualmente en vigor para las importaciones en la 
Argentina fue establecido por los decretos 11916 , 11917 y 11918 , 
del 30 de diciembre de 1958 . De acuerdo con ellos es libre la 
importación de toda clase de mercaderías abonando los derechos 
y gravámenes respectivos, con la sola excepción de los tractores 
de menos de 85 H P , para los que se requiere una autorización 
previa del Consejo de la Industria del Tractor. 

1. Derechos aduaneros 

La tarifa vigente contiene derechos específicos y ad valorem, con 
predominio de estos últimos. E n ambas clases de derechos hay 
que distinguir según se trate de mercaderías convencionadas o 
no convencionadas. 

E n cuanto a las mercaderías convencionadas, el cobro de los 
derechos específicos se verifica sobre la unidad de aforo estable-
cida en cada partida. Los derechos ad valorem recaen sobre el 
valor determinado por el aforo establecido en las partidas res-
pectivas. Los derechos convenidos con el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, con los Estados Unidos de Améri-
ca y con Chile son aplicables a todos los productos similares de 
cualquier procedencia en virtud de la cláusula de más favor. 

N o existen derechos específicos para mercaderías no conven-
cionadas. Los derechos ad valorem sobre las mercaderías de este 
tipo se aplican sobre el valor cif (precio de factura). 

. Las mercaderías no enumeradas en la Tarifa de Avalúos pa-
garán el derecho establecido para las de su clase sobre el valor 
en depósito de las mismas que declare el introductor. Si no per-
tenecen a ninguna de las categorías establecidas en el Arancel, 
causarán un derecho del 42 por ciento sobre su valor en depósito 
declarado en igual forma. 

La declaración de los valores de las mercaderías no tarifadas 
deberá justificarse exhibiendo las facturas originales legalizadas 
por el funcionario consular del puerto de embarque, que deberán 
reunir todos los demás requisitos establecidos por las reglamen-
taciones en vigor. 

Tanto en el caso de las mercaderías no tarifadas como en to-
dos los demás en que el derecho ad valorem fijado en el Arancel 
recae sobre mercaderías no aforadas, el valor declarado compren-
derá el precio de costo en el puerto de procedencia (justificado 
con las facturas originales) y el aumento correspondiente a los 
fletes, seguros y demás gastos comunes hasta la entrada de los 
artículos de que se trate en los depósitos de la aduana de des-
carga. Respecto a cualquier mercadería que por su calidad su-
perior deba sacarse de tarifa y despacharse por su valor declara-
do, éste no podrá ser inferior al aforo de la mercadería similar 
de la mejor calidad o mayor aforo que figure evaluada en la tarifa. 

Los derechos específicos y los aforos están expresados en pe-
sos de oro sellado a razón de 2 . 2 7 2 7 pesos corrientes por cada 
peso oro. 

Existen además derechos adicionales expresados en porcenta-
jes que se aplican en el casa de mercaderías convencionadas, los 
cuales recaen sobre el valor determinado por el aforo de cada 
partida. 

0 Información suministrada por las delegaciones asistentes a la pri-
mera reunión del Grupo de Trabajo para Asuntos Aduaneros, como am-
pliación al documento E / C N . 1 2 / C . l / W G . 3 / 3 / R e v . l . Contiene refe-
rencias especiales a los derechos aduaneros, gravámenes de efectos equi-
valentes y otras restricciones a la importación vigentes en los países 
respectivos. 

2. Gravámenes de efectos equivalentes 

a ) Recargos cambíanos 

¿) Mercaderías generales. Hay en vigor seis listas de recar-
gos cambiarios establecidas por el decreto 5439 de 
1959 y sus complementarios (decreto 10812 de 1959, 
e t c . ) . Esas listas clasifican las mercaderías en otras 
tantas categorías, a saber: 

Lista NQ 1: Sin recargos. Comprende principalmente los 
combustibles, algunos minerales (hierro, bauxita), al-
gunos metales (cobre, estaño en lingotes), libros y pa-
pel para diarios, caucho. 

Lista NQ 2: Con recargos del 20 % . Comprende produc-
tos alimenticios de consumo directo (café, cacao) , se-
millas para la siembra, animales de pedigree, materia-
les primarios siderúrgicos, drogas y materias primas 
para la industria farmacéutica, algunos productos quí-
micos primarios, celulosa y papel para obras, metales 
primarios (níquel, mercurio, magnesio), hojalata, pe-
lículas radiográficas. 

Lista NQ 3 : Con recargos del 4 0 % . Comprende frutas, 
laminados de hierro y acero, repuestos de consumo 
para maquinarias, caños y tubos, material ferroviario, 
maderas en rollizos y vigas, fibras vegetales (yute, lar-
ga de algodón, cáñamo, sisal), cemento portland, ma-
teriales refractarios, elementos para la industria radio-
eléctrica, arpillera de yute, papeles especiales (carto-
nes para matrices de estereotipia, cartulina baritada 
para uso fotográfico, papel manila, rope paper), abo-
nos artificiales y la mayor parte de los productos quí-
micos, aparatos e instrumentos de precisión. 

Lista Ng 4 : Con recargos del 100 por ciento. Compren-
de especias, relojes, alambres, cadenas y en general la 
mayor parte de los productos metálicos con avanzado 
proceso de elaboración, la mayoría de los repuestos 
para maquinaria, aparatos eléctricos, algunos refracta-
rios, hilados de lino y de algodón, productos químicos, 
azufre, cámaras fotográficas. 

Lista NQ Si Con recargos del 150 por ciento. Comprende 
todas las mercaderías no incluidas en las listas anterio-
res, con excepción de las maquinarias, al régimen de 
importación de las cuales se hará referencia más ade-
lante. 

Lista NQ 6: Sin recargos, salvo los apartados A y B que 
causan el 100 por ciento y el 150 por ciento de recar-
gos, respectivamente. Comprende las máquinas y mo-
tores industriales. 

Las mercaderías que no figuran en las listas ante-
riores causan un recargo del 150 por ciento. Los recar-
gos cambiarios se aplican en todo caso sobre el valor 
C y F de la mercadería. 

Se prevé la existencia de una lista N 9 7 de merca-
derías sujetas al pago de recargos cambiarios del 2 0 0 
por ciento. Comprendería un número muy reducido 
de artículos extraídos sobre todo del grupo de produc-
tos que estaba gravado con el 300 por ciento de recar-
gos hasta el 30 de diciembre de 1959, en que lo supri-
mió el decreto 17451 de 1959. 

Están suspendidos actualmente los recargos para 
las mercaderías originarias y provenientes de los países 
limítrofes y del Perú. Se trata de las mercaderías com-
prendidas en las listas 2 y 3A, sujetas al pago de recar-
gos del 20 por ciento y el 4 0 por ciento respectivamen-
te —establecidas por el decreto 11917 de 1 9 5 8 — de 
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las que figuran con distintos recargos en la lista anexa 
a la resolución conjunta 133 de 1959 y en resolucio-
nes complementarias. Estas franquicias, otorgadas en 
forma unilateral, sólo estarán en vigor hasta el 31 de 
diciembre de 1960. 

El importe de los derechos aduaneros y recargos 
cambiarios es recaudado por la Aduana antes de que 
la mercadería sea entregada al importador. 

ii) Máquinas y motores. El régimen a que se encuentran so-
metidos para el pago de recargos las máquinas y mo-
tores industriales fue fijado básicamente por el mismo 
decreto 5439 de 1959 y sus complementarios; su ac-
tual estructura la estableció el decreto 10812 de 1959. 
Con arreglo a esas disposiciones, las máquinas y mo-
tores industriales, en general, se importan libres de re-
cargos, salvo las incluidas en los apartados A y B de 
la lista N p 6, que como ya se dijo deben tributar con 
el 100 por ciento y el 150 por ciento de recargos, res-
pectivamente. El apartado A comprende las máquinas 
y motores de producción habitual en el país. En el 
apartado B figuran las máquinas y motores que se pro-
ducen habitualmente en el país en volumen suficiente 
para atender su abastecimiento. 

Existen varias disposiciones que liberan del pago de 
recargos a las máquinas y motores sujetos a ellos, a 
saber: 
—Los que constituyen bienes de capital destinados a 

explotaciones petroleras, carboníferas, energéticas, si-
derúrgicas y ferroviarias (decreto 7799 de 1 9 5 9 ) ; 

— L a maquinaria típica destinada a explotaciones agro-
pecuarias y forestales, siempre que no se fabrique 
en el país (decreto 12679 de 1 9 5 9 ) ; 

—Las maquinarias y equipos determinados en una 
enunciación taxativa para la construcción, transfor-
mación y reparación de buques y embarcaciones, 
así como para el equipamiento y explotación de as-
tilleros y talleres navales (decreto 13136 de 1 9 5 9 ) ; 

—Las máquinas y motores que se informen formando 
parte de líneas de producción, integrando una uni-
dad armónica con ella (decreto 13277 de 1 9 5 9 ) . 

i¿¿) Automotores de pasajeros. La importación de automóvi-
les para el transporte de pasajeros está sujeta, en vir-
tud del decreto 9969 de 1958, al pago de los recargos 
cambiarios de naturaleza específica que se expresan a 
continuación: 
— L o s automóviles de hasta 1 000 kg de peso cuyo cos-

to en fábrica según catálogo (excluidas las mejoras 
opcionales) no exceda de 1 600 dólares: 500 pesos 
nacionales por kilogramo de peso; 

—Los automóviles de hasta 1 000 kg de peso cuyo eos 
to en fábrica según catálogo (excluidas las mejoras 
opcionales) esté comprendido entre 1 600 y 2 000 
dólares: 750 pesos nacionales por kilogramo de peso; 

— L o s automóviles de 1 000 a 1 500 kg de peso cuyo 
costo en fábrica según catálogo (excluidas las me-
joras opcionales) no exceda de 2 000 dólares: 900 
pesos nacionales por kilogramo de peso. 

Los recargos precedentes en ningún caso serán in-
feriores a 240 000 pesos nacionales. Cuando las dis-
posiciones vigentes autoricen la importación de auto-
motores cuyo peso y / o costo en fábrica según catálo-
go, excluidas las mejoras opcionales, sean superiores a 
los previstos en la escala anterior, deberá abonarse en 
concepto de recargo cambiario la suma de 1 000 pesos 
nacionales por cada kilogramo de peso. Las moto-cou-
pés causarán un recargo de 150 000 pesos nacionales. 

b) Otros gravámenes 

La ley de fomento del plan siderúrgico establece un grava-
men de 0 .20, 0.30 o 2.00 pesos nacionales por kilogramo sobre 
determinadas partidas de la tarifa arancelaria. 

La importación de madera tributa además, conforme al de-
creto sobre el plan de forestación, con 2 pesos nacionales por 
metro cuadrado los rollizos y con 8 pesos nacionales por metro 
cuadrado la madera aserrada. 

Como retribución de servicios pueden considerarse el derecho 
estadístico del 3 por mil sobre el valor ci / , que se cobra sobre 
toda clase de importaciones, y los derechos consulares por visa-
ción de factura, que ascienden al 1 por ciento sobre el valor fob 
o cif declarado. En el caso de los derechos consulares, la percep-
ción en ningún caso podrá ser inferior a 100 pesos nacionales. 

3. Regímenes especiales 

a) Buques y aeronaves 

Por el decreto 13287 de 1959 está exceptuada del pago de 
recargos la importación de los buques que se introduzcan al país 
con destino a la pesca de altura cuando así lo justifiquen por 
sus características e instalaciones. 

También se hallan exceptuadas de recargos, en virtud del de-
creto 16911 de 1959, las aeronaves destinadas a organismos cen-
tralizados estatales, a empresas argentinas que exploten servicios 
comerciales regulares, a empresas debidamente autorizadas que 
utilicen aeronaves específicas para sanidad humana, animal o 
vegetal, levantamientos aerofotográficos e instrucción de vuelo. 
En igual caso se encuentran los elementos para aeromodelismo, 
para infraestructura e instrucción de vuelo y los materiales, ma-
quinaria y equipo que se importen para cumplir planes de fabri-
cación de aeronaves y sus partes constitutivas aprobados por la 
Secretaría de Aeronáutica. 

Las aeronaves comprendidas en el detalle anterior abonarán 
un recargo del 40 % cuando se trate de unidades usadas y cuan-
do no estén comprendidas en el mismo detalle. 

b) Fabricación de tractores y automotores 

En virtud del decreto 11300 de 1959, las empresas con pla-
nes aprobados por el Consejo de la Industria de Tractores po-
drán importar partes de tractores sin abonar recargo alguno, de 
acuerdo con la siguiente escala, relacionada con el valor C y F 
del tractor completo: 

Porcentajes exentos 
de recargos 

En el 1er. año 45 
En el año 45 
En el 3er. año 40 
En el año 30 
En el 59 año 20 

Los decretos 3693 de 1959 y 6216 de 1960, relativos a la fabri-
cación de automotores, disponen que las empresas productoras 
de chassis para vehículos de carga y transporte colectivo, con ca-
pacidad de carga útil entre 500 kg y 7 000 kg, abonarán un re-
cargo del 20 % sobre los siguientes porcentajes del valor C y F 
del vehículo: 

Porcentajes con re-
cargo del 20 % 

En el 1er. año 45 
En el 2 9 año 40 
En el 3er. año 35 
En el 4 9 año 30 
En el 59 año 20 

Las empresas que produzcan vehículos para pasajeros de las ca-
tegorías denominadas B (con cilindrada entre 190 cm3 y 750 
cm 3 , con exclusión de motonetas y motocicletas), C (con cilin-
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drada entre 750 cm 3 y 1 500 cm3), D (con cilindrada entre 1 500 
cm 3 y 2 500 cm 3 ) y E (con cilindrada de más de 2 500 cm 3 ) 
abonarán un recargo del 40 % sobre los porcentajes del valor 
C y F del vehículo que se indican a continuación : 

Catego- Catego- Catego- Catego-
ría B ría C ría D ría E 

En el 1er. año . . . 45 40 35 30 
En el 21? año . . . 40 35 30 25 
En el 3er. año . . . 35 30 25 20 
En el 49 año . . . 25 20 15 15 
En el 5* año . . . 10 10 10 10 

Las empresas que produzcan vehículos no comprendidos en las 
categorías anteriores abonarán un recargo del 40 % sobre los si-
guientes porcentajes del valor C y F del vehículo: 

Porcentajes con re-
cargo del 40 % 

En el 1er. año 20 
En el 2 9 año 15 
En el 3er. año 10 
En el 4 9 año 5 
En el SQ año 5 

Por las importaciones de partes de vehículos automotores de 
cualquiera de estas categorías que excedan los porcentajes indi-
cados para cada año de sus planes de fabricación, se abonará un 
recargo invariable del 200 % . 

c ) Fabricación de motores de combustión interna 

Las empresas productoras de motores de combustión inter-
na abonarán recargos que oscilan, según las categorías, entre el 
15 % y el 45 % en el primer año, hasta el 10 % y el 20 % en 
el cuarto año, sobre los porcentajes del valor C y F del motor 
aprobado en cada plan de fabricación. Para gozar de esta ven-
taja no podrán utilizarse materiales en exceso respecto de las 
cantidades establecidas en el respectivo plan. 

d) Inversiones de capital 

La importación de bienes de capital cuya introducción sea 
autorizada de acuerdo con lo establecido en la ley 14780 está 
exenta del pago de los recargos que pudieran establecer las lis-
tas vigentes. 

e) Régimen al sur del paralelo 42° 

Los decretos 3011 de 1959 y 509 de 1960 han modificado 
las muy liberales disposiciones que regulaban la introducción de 
mercaderías a esa zona de la Argentina. Ahora sólo pueden en-
trar libres de recargos, conforme a este régimen, determinadas 
materias primas que no se elaboran en el país y en las cantidades 
que se fijan periódicamente para la producción de la industria 
respectiva durante un semestre. 

f) Importaciones del Estado y las empresas estatales 

Aunque en cuanto al pago de recargos están sujetas a las 
mismas normas que las importaciones realizadas por particula-
res, de hecho muchas quedan exentas. Sólo están exceptuadas 
del pago de derechos aduaneros aquellas importaciones del Esta-
do y las empresas estatales respecto de las que así lo disponga 
expresamente una ley especial. 

II. Gravámenes vigentes 

a) Derechos aduaneros 

Conforme a lo establecido en la Ley de Aduana, la Tarifa 
de Avalúos y el Arancel de Importación, deben considerarse de-
rechos vigentes en general los que figuran en la tarifa para los 
productos de cualquier procedencia. 

Este criterio no rige para todos los productos porque los con-
venios suscritos por la Argentina con Chile (protocolo adicional 
de 1 9 3 8 ) , con los Estados Unidos y con el Reino Unido deben 
aplicarse a mercaderías originarias de cualquier país. Además, los 
derechos convencionados con el Brasil, Cuba, Chile (tratado de 
1933) , Grecia y Noruega son aplicables por extensión, en virtud 
de la cláusula de nación más favorecida, a los países que la 
posean. En consecuencia, los derechos convenidos en las dos 
situaciones expresadas tienen el carácter de vigentes para los pro-
ductos contenidos en las listas respectivas. Para los no compren-
didos en ellas, son vigentes los derechos establecidos en cada 
una de las partidas respectivas de la tarifa. 

Los derechos convenidos con el Paraguay son de aplicación 
exclusiva. 

b) Recargos cambiarios 

Son recargos vigentes para terceros países, con respecto a los 
países limítrofes y al Perú, los fijados en cada una de las listas 
ya referidas. Las suspensiones o rebajas de recargos otorgadas 
transitoriamente y en forma unilateral a los países limítrofes y al 
Perú sólo tienen vigencia hasta el 31 de diciembre de 1960. 

Brasil 

I. Régimen cambiario 

1. Introducción 

A efectos cambiarios, las importaciones brasileñas se dividen 
en dos grupos, a saber: categoría general, que comprende mate-
rias primas, equipos y otros bienes de producción así como los 
bienes de consumo genérico para los cuales no haya sustituto 
satisfactorio en el mercado interno, y categoría especial, formada 
por bienes de consumo restringido y otros de cualquier natura-
leza cuyo sustituto en el mercado interno sea satisfactorio. 

Las mercaderías de la categoría general quedaron exentas de 
la exigencia de licencia previa conforme al art. 55 de la ley 3244 
de 14 de agosto de 1957 que implantó el sistema de tasación 
aduanera, predominantemente ad valorem, e introdujo modifica-
ciones al régimen cambiario. En efecto, según la citada disposi-
ción, las mercaderías comprendidas en la categoría general están 
cubiertas por el cambio libremente obtenido en remate público 
de divisas. 

La existencia de más de una categoría cambiaría hizo nece-
sario que las autoridades conocieran previamente las intenciones 
del importador, pues parte de las mercaderías continuaba sujeta 
al régimen de licencia. Tal es la razón de ser del documento lla-
mado "certificado de Cobertura Cambiaría ( C C C ) " que tam-
bién sirve para la visación consular y el despacho aduanero. Ese 
documento prueba la existencia del derecho a importar, como 
resultado de la licitación de divisas de la respectiva categoría en 
la Bolsa de Valores, y su conformidad con la respectiva lista 
(circular N 9 23 del Ministerio de Hacienda). 

2. Remate público de divisas 

La Superintendencia de la Moneda y Crédito, órgano que orien-
ta la política cambiaría y crediticia del Brasil, organiza semes-
tralmente el presupuesto de cambios, que distribuye la recauda-
ción probable según las diversas clases de importación. La can-
tidad destinada a los remates es distribuida a su vez en la propor-
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ción estimada del 98 % para las importaciones de mercaderías 
de la categoría general y 2 % para las de la categoría especial. 
Esos remanentes se realizan en las Bolsas de Valores existentes 
en Río de Janeiro, Sao Paulo y demás capitales de los estados 
de la Federación. Los importadores adquieren en las Bolsas de 
Valores, por intermedio de corredores el derecho que les asegu-
ra la posterior cobertura cambiaría de la importación. 

El pago del valor del sobreprecio (agio) de esas licitaciones 
tiene como máximo 50 000 dólares por importador y por rema-
te y debe hacerse hasta 3 días después de la licitación. El valor 
de las divisas solicitadas ha de ser suficiente para cubrir el valor 
fob de la importación planeada. En esa fase inicial tiene un 
gasto de 0.375 % del monto de los sobreprecios (agio) licita-
dos, a título de corretaje, tasa que carga todas las operaciones 
en Bolsas de Valores. 

Mediante la presentación del recibo que comprueba el pago 
del valor del sobreprecio (agio) adeudado, la Cartera de Cam-
bio del Banco del Brasil proporciona una "Promesa de Venta de 
Cambio ( P V C ) " . Según la ley de Timbres brasileña, este do-
cumento está sujeto a una tasa proporcional de 8 cruceros por 
cada 1 000 . 

Obtenida la PVC, puede procederse a la operación, con trá-
mites totalmente diferentes según se trate de importación de 
mercaderías de la categoría general o de la categoría especial. En 
ambos casos la P V C deberá ser utilizada en un plazo máximo 
de 30 días. 

La Cartera de Cambio sólo libera las divisas en moneda 
convertible necesarias para el cumplimiento de la operación, en 
el plazo de 5 meses contados desde la fecha de cambio (Int. 193, 
del 25 de marzo de 1960 de la Superintendencia de la Moneda 
y Crédito). 

3. Categoría general 

Para la importación de mercaderías de la categoría general, el im-
portador deberá llenar y someter a la Cartera de Cambio del 
Banco del Brasil, para su emisión, el "Certificado de Cobertura 
Cambiaría". 

Para que los órganos del Contralor de precios (Cartera de 
Comercio Exterior ( C A C E X ) del Banco del Brasil y autorida-
des aduaneras) puedan cumplir sus tareas —identificación de la 
mercadería y su tasación ad valorem— la emisión de tales docu-
mentos está subordinada al cumplimiento de requisitos mínimos 
de carácter permanente que se convino en llamar "referencias" 
(decreto 43713, de 17 de mayo de 1 9 5 8 ) . Por ejemplo, para 
la importación de "accesorios para tubos de zinc" será necesario 
proporcionar la siguiente especificación: marca, nombre del fa-
bricante, referencia del catálogo, tipo, cualidades, dimensiones, 
espesor y forma de presentación. (Ref. 5.) 

El "Certificado de Cobertura Cambiaría" es emitido en 
ocho copias, una de las cuales es enviada por la C A C E X a la 
Aduana, después de verificar el precio fob de la mercadería, con 
la consignación de la información pertinente respecto del "valor 
externo de la mercadería", "valor aceptable para los fines de la 
cobertura cambiaría" y "descuentos" si fuera el caso. A base de 
esta información, la Aduana cobra los derechos ad valorem que 
inciden sobre el valor externo, más los gastos de fletes y seguro. 

Cuando la C A C E X impugna cualquiera de los elementos de-
clarados en el C C C , se lo comunica al importador. Si este últi-
mo no acepta la impugnación le queda el recurso, en el caso de 
que la mercadería aún no haya sido embarcada en el puerto de 
procedencia, de emitir, también por la C A C E X un "suplemen-
to" en que queda excluido el elemento que motivó la discordan-
cia. Si la mercadería ya estuviera embarcada, todavía puede el 
importador, para evitar el pago de la multa, hacer constar en la 
"Nota de Importación" las enmiendas apuntadas por la C A C E X 
en el documento C C C destinado a la Aduana sólo en lo que 
se refiere a la impugnación del valor externo. 

En los casos de fraudes comprobados se comunica a la Adua-
na la contumacia del importador. 

El suplemento también faculta al importador para introdu-
cir otras alteraciones antes de que la mercadería haya sido em-

barcada y acerca de los casos inicialmente declarados y no cer-
tificados. 

La fecha de cambio de las importaciones de la categoría ge-
neral se determina después de la emisión de los certificados y 
mediante su presentación. 

Las importaciones de mercaderías de la categoría general se 
hacían a mediados de 1960 a tipos cambiarios del orden de 220 
a 230 cruceros por dólar para el comercio procedente del área 
del dólar y de los países con los que el Brasil no mantiene con-
venios comerciales o de pagos. Para la importación de mercade-
rías de los países de moneda de convenio e inconvertible —Ar-
gentina, Chile, Paraguay, Uruguay, otros países latinoamericanos, 
Checoeslovaquia, Dinamarca, Finlandia, Hungría, Polonia, la 
Unión Soviética, e t c . — se utilizaban tasas correspondientes al 
85 % , aproximadamente, del sobreprecio (agio) obtenido en el 
remate de monedas convertibles. El tipo de cambio resultante; 
también a mediados de 1960, oscilaba de 190 a 200 cruceros por 
dólar, cotización que se aproxima bastante a la del mercado libre, 

4. Categoría especial 

Para importar mercaderías de la categoría especial, el interesado 
presenta en la C A C E X la solicitud de permiso de importación 
en un formulario especial (modelo C A C E X - 2 1 ) , agregando la 
P V C respectiva, a fin de garantizar la cobertura cambiaría sobre 
el valor fob. En dicho documento el importador describe la mer-
cadería que se trata de importar. 

Una vez comprobados y aprobados los elementos consigna-
dos en la solicitud, sobre todo el precio declarado, la C A C E X 
emite el permiso de importación conforme al art. 86 del decreto 
42820. Para obtener tal permiso, el importador debe pagar emo-
lumentos correspondientes al 1 / 1 0 % del valor fob convertido 
al tipo de cambio oficial (18.92 cruceros por dólar, paridad de-
clarada en el Fondo Monetario Internacional). Dichos emolu-
mentos no deben ser inferiores al mínimo de 20 cruceros. 

De las seis copias que constituyen el permiso, una es envia-
da directamente por la C A C E X a la Aduana del puerto de des-
tino de la mercadería. La copia consular se entrega al importa-
dor para que la remita al exterior. 

Mientras la mercadería no sea embarcada, también se admi-
te un suplemento de alteración al permiso de importación. Sólo 
después de autorizado éste puede el interesado efectuar la ope-
ración cambiaría respectiva. 

Tanto en las importaciones de mercaderías de categoría ge-
neral como de categoría especial, los gastos de fletes y seguro 
—que agregados al valor fob constituyen el valor cif— se pagan 
por el mercado libre. 

Las importaciones de mercaderías de la categoría especial 
—suntuarias y otras— se hacían a mediados de 1960 a tipos 
cambiarios del orden de 480 a 490 cruceros por dólar para e) 
comercio en monedas convertibles. Para la importación de mer-
caderías de los países de moneda de convenio e inconvertible 
se utilizaba el tipo mínimo fijado por la Cartera de Cambios 
del Banco del Brasil, que corresponde al 85 % , aproximadamen-
te, del sobreprecio (agio) obtenido en el remate de monedas 
convertibles para pagar importaciones de la misma categoría. 

5. Cambio especial 

Las importaciones con cambio especial, durante 1960 han sido 
de 100 cruceros por dólar (81 .08 cruceros de sobreprecio (agio) 
más 18.92 cruceros, valor de la paridad declarada en el Fondo 
Monetario Internacional), comprenden el petróleo, trigo, mate-
rial de aviación, papel para imprenta, ciertos fertilizantes e insec-
ticidas, etc., en algunos casos a importaciones para entidades 
oficiales, paraestatales, de economía mixta, concesionarias de ser-
vicios públicos, etc., y para actividades consideradas esenciales al 
desarrollo económico del Brasil, siempre que no exista produc-
ción nacional similar. 

Estas mercaderías especificadas en el art. 50 de la ley 3244 
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se informan conforme al procedimiento establecido en la ins-
trucción 166 de la Superintendencia de la Moneda y Crédito 
( S U M O C ) . 

Para importar esos productos —papel para imprenta y para 
empresas editoras o impresoras de libros; mapas, libros, diarios, re-
vistas, etc., que tratan de materias técnicas, científicas, didácticas 
o literarias, en idioma extranjero; trigo; petróleo y sus derivados; 
equipos para prospección, extracción y refinación de petróleo no 
producidos en el país; equipos, piezas y repuestos destinados a 
empresas periodísticas y editoriales; piezas, motores y accesorios 
de aeronaves para compañías de aviación comercial y oficinas de 
reacondicionamiento autorizadas por el Ministerio de Aeronáuti-
ca; equipos y piezas sin similar nacional consideradas esenciales 
para el desarrollo del país, destinados a fabricación de máquinas 
agrícolas, instalación de silos y frigoríficos o fabricación de ferti-
lizantes e insecticidas para actividades agropecuarias— el intere-
sado debe dirigirse a la C A C E X , la cual examina la operación a 
fin de comprobar sí reúne los requisitos legales y reglamentarios. 
E n caso afirmativo remite los antecedentes a la Cartera de Cam-
bio del Banco del Brasil para la emisión de la P V C , ya que di-
chos productos no deben sujetar sus cambios a licitación en re-
mate público. 

De ahí en adelante, el procedimiento es idéntico al que se 
sigue para las mercaderías de la categoría especial, con la única 
excepción de que el valor de cambio ( 1 0 0 cruceros por dólar 
a mediados de 1 9 6 0 ) debe pagarse a la Cartera de Cambio en 
la fecha del cambio respectivo o en ciertos casos al vencimiento 
de las amortizaciones de financiaciones concedidas por entidades 
acreedoras extranjeras. 

Del procedimiento mencionado están exentos los equipos para 
empresas periodísticas y el papel de imprenta y para empresas 
editoras (art. 6 del decreto 4 2 8 2 0 ) , que son liberados directa-
mente por la Cartera de Cambio del Banco del Brasil (fiscaliza-
ción cambiaría). 

En cuanto a los fertilizantes e insecticidas, su importación 
está sujeta a remates especiales públicos, cualquiera que sea su 
procedencia, al costo mínimo de 100 cruceros por dólar. A me-
diados de 1960 los abonos se adquirían a casi 116 cruceros por 
dólar y los insecticidas a casi 123 cruceros. Los abonos de Chile 
constituyen una excepción, pues han sido hechos al costo mí-
nimo de 100 cruceros por dólar. 

6. Importación sin cobertura cambiaría 

Las importaciones sin cobertura cambiaría representan un im-
portante sector del comercio exterior brasileño. Además de la 
admisión temporal de artículos para exposiciones, ferias, etc., es-
tán comprendidas en ellas las donaciones y las aportaciones de 
maquinaria en concepto de inversión de capital extranjero. 

7. Operaciones en cruceros 

Se efectúan en cruceros el comercio fronterizo con Bolivia y el 
Paraguay y el comercio de frutas con la Argentina. Como tipo 
de referencia para esas importaciones puede considerarse el del 
mercado libre, que a mediados de 1960 se encontraba alrededor 
de 185 cruceros por dólar. 

II. Gravámenes aduaneros y tasas a la importación 

1. Gastos anteriores al proceso aduanero 

E n la Bolsa de Valores hay que abonar, en concepto de correta-
je, un 0 .375 % sobre el valor de los sobregiros (agios) pagados.1 

E n la Cartera de Cambio, la emisión de la P V C causa un de-

1 Según el art. 50 de lá ley 3244, los productos que gozan de tra-
tamiento cambiario privilegiado no licitan sus cambios en la Bolsa de 
Valores, por lo que no pagan corretaje. 

recho de timbre proporcional de 8 cruceros por cada 1 0 0 0 . 2 En 
la C A C E X , por la emisión del permiso de importación, cuando 
se trata de mercaderías de la categoría especial y de mercaderías 
no licitadas en la Bolsa, debe abonarse un 0.1 % del valor fob, 
una vez hecha la conversión por el valor declarado en el Fondo 
Monetario Internacional (al tipo de 18.92 cruceros por dólar), 
con un mínimo de 20 cruceros. También en la C A C E X , por la 
emisión de suplementos —modificación de permisos en cuanto 
al peso, especificación, etc .—, cuando dan lugar a un aumento 
en la declaración de valor, se cobra un emolumento correspon-
diente al valor del aumento. 

2. Gastos en la Aduana 

La tasa de conversión sobre el valor cif de las mercaderías im-
portadas para el pago de los derechos aduaneros es fijada men-
sualmente por el Ministerio de Hacienda con arreglo al art. 10 
de la ley 3244 de 1957, teniendo en cuenta el comportamiento 
cambiario de la importación. A mediados de 1960 era de 174 
cruceros por dólar. 

La tasa de despacho aduanero es del 5 % sobre el, valor tri-
butable (art. 6 6 de la citada ley 3 2 4 4 ) , adoptándose el mismo 
cálculo para el cobro de los derechos. De esta tasa quedan exen-
tas las mercancías declaradas "libres'* por la Tarifa (circular 
N 9 20 del Ministerio de Hacienda, de junio de 1 9 5 9 ) . 

La comisión del despachante aduanero es del 1.5 % sobre 
el valor de la mercadería, no pudiendo exceder de 5 0 0 0 cruceros 
ni ser inferior a 100 cruceros por despacho. Calcúlase sobre el 
valor cif, haciendo, la conversión del dólar al cambio especial de 
18.92 cruceros y sumando el sobreprecio (agio) pagado eri el 
remate de divisas. (Este acrecentamiento del agio obedece a una 
decisión judicial.) Cuando la mercadería es importada sin co-
bertura cambiaría—inversión de capital, e tc .—, el ; despachante 
hace el cálculo como si hubiese habido sobreprecio (agio) , tó-
mandp como base el promedio de los remates de la categoría res-
pectiva durante eli mes anterior. 

De la comisión del despachante se retira una tasa del 4 % 
para la Aduana (decreto-ley 8 6 6 3 de 1 9 4 0 ) . Como esta deduc-
ción no es gasto del importador, no constituye carga pará él. 

E n virtud de decisión judicial, el importador debe pagar el 
10 % sobre el valor del despacho para el Sindicato de Despa-
chantes. También constituye una carga para el importador la 
tasa de 3 cruceros por despacho de importación destinada al Sin-
dicato de Ayudantes de Despachantes (decretQ-ley 2340 , de 2 
dé noviembre de 1 9 5 4 ) . 

3. Impuesto de consumo 

El impuesto de consumo se paga en la Aduana, de acuerdo con 
la tarifa. Para calcularlo se toman como base los siguientes ele-
mentos: 

a) Valor fob al cambio oficial de 18.92 cruceros por dólar; 
fe) Valor del flete y el seguro al cambio libre; 
c ) Valor del impuesto de importación pagado; 
d) Valor de la tasa de despacho aduanero, y 
e) Valor del sobreprecio (agio) pagado en el remate de di-

visas. 

Cuando la mercadería de que se trata no tiene cobertura cam-
biaría, se adopta el promedio resultante de los remates de divi-
sas de la categoría respectiva en el mes anterior. 

4 . Gastos consulares 

Según el decreto 4 7 7 1 2 de 29 de eneró de 1960 , los gastos'con-
sulares se cobran en cruceros-oro con arreglo a la siguiente tarifa: 

2 En el caso de los productos importados con cambio especial (art. 
50 de la ley 3244) sólo se pagará el timbre proporcional si la enticad 
importadora no es oficial. 
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Cruceros-oro Cruceros-oro 

Visación de facturas: Por valor declarado de la 
mercadería, excluidos flete y gastos: 

a) Hasta 1 000 dólares 12.00 
b) Cada 500 dólares siguientes o fracción de 

esta cantidad 2.00 

Visación de factura comercial en reforma de otra 
sin alteración del valor de la mercadería: iguales 
derechos que en la factura original. Si se modi-
fica en más el valor declarado, se aplicará la le-
tra " B " del ítem 1. 

Visación de la primera copia del certificado de ex-
portación de mercaderías de producción nacional 
para puertos brasileños, en tránsito por territo-
rio extranjero 1.00 

Visación del certificado de sanidad vegetal de plan-
tas, semillas o partes vivas de plantas en el caso 
de anexo a factura comercial, cuando se trate de 
exportación de países que conceden al Brasil re-
ciprocidad en la exención de emolumentos . . Gratis 

Visación de cuenta de liquidación de venta de pro-
ductos brasileños en el exterior, así como de cual-
quier documento probatorio de gasto realizado 
con la venta de los aludidos productos, en una 
única copia y con la sola finalidad de producir 
efecto ante la fiscalización bancaria Gratis 

Visación del certificado de origen o procedencia 
de la mercadería, en caso de ir anexo a la fac-
tura comercial Gratis 

Por reconocimiento de firma en carta justificativa 
de ausencia de la factura original para ser re-
formada 6.00 

Por servicio extraordinario fuera de las horas de 
oficina del consulado: 

a) Hasta 25 facturas 15.00 
b) Cada grupo de 5 facturas siguientes o frac-

ción hasta 8 facturas inclusive 2.00 

Cuando el servicio fuese requerido en domingos y 
días feriados oficiales del Brasil y del país en 
que se encuentra la oficina consular, antes de 
las 8 horas o después de las 20 horas, las tasas 
estipuladas más arriba serán aumentadas en un 
50 % . De los emolumentos más arriba indica-
dos para horas extraordinarias, 1 / 5 pertenecerá 
al Tesoro Brasileño y el resto se distribuirá entre 
los funcionarios encargados del servicio o desti-
nados por el Cónsul para el trabajo de prepara-
ción de las facturas. Sólo el quinto pertenecien-
te al Tesoro Brasileño será cobrado mediante 
estampillas. 

Certificado en caso de extravío de factura comer-
cial legalizada 8.00 

III. Tratamientos aduaneros especiales 

El petróleo y sus derivados se hallan sujetos al régimen de im-
puesto único conforme a. la ley 2975 de 27 de noviembre de 
1956, por lo que están exentos de la tasa aduanera. La peque-
ña diferencia que existe entre el impuesto que causa el pro-
ducto extranjero y el nacional puede admitirse como gravamen 
aduanero. 

El art. 4 de la ley 3244 de 1957 estableció un régimen es-
pecial de importación por virtud del cual cuando la producción 
nacional de materias primas o productos básicos sea insuficien-
te para atender el consumo interno, podrá concederse la exen-
ción o reducción del impuesto para la importación complemen-
taria. Están en el caso anterior los siguientes productos: 

Producto 

Trigo 

Caucho 

Carbón metalúrgico para: 

Compañías siderúrgicas 

Compañías de gas 

Carbón de coque . . . 

Aluminio 

Plomo 

Asbesto 

Tarifa Tarifa 
general reducida 

50 % Libre 

15 % a 30 % Libre 

40 % Libre 

40 % Libre 

40 % Libre 

50 % 10 % 

50 % 10 % 

20 % Libre 

Cuota a la que se aplica 
la tarifa reducida 

2 millones de ton. (1960) 

55 000 ton. ( 1 9 6 0 ) 

6 0 % del consumo nacional 

2 0 % del consumo nacional 

3 0 % del consumo nacional 

7 8 % del consumo nacional 

6 0 % del consumo nacional 

8 7 % del consumo nacional 

La Nota 183 de la Tarifa Arancelaria otorga al Consejo de 
Política Aduanera la facultad de conceder reducciones hasta del 
50 % de la tasa respectiva para las máquinas y aparatos de uti-
lización agrícola o industrial que carezcan de similar en el país. 
Esta reducción se hace en cada caso a solicitud del importador 
en la forma que determina la Instrucción NQ 6 de dicho Consejo. 

IV. Acuerdos comerciales 

Los instrumentos internacionales de naturaleza económica sus-
critos por el Brasil con diversos países no miembros del Acuerdo 
General de Aranceles y Comercio ( G A T T ) y que contienen la 
cláusula de nación más favorecida se relacionan en el cuadro 
siguiente: 
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País 
Naturaleza y fecha del 

instrumento 
Cláusula de denuncia Limitaciones a la cláusula de nación 

más favorecida 

Argentina. . . Tratado 23. 1.1940 Prorrogado hasta el 31.12.1960 Exceptúanse los convenios sobre tráfico fron-
terizo y uniones aduaneras con países li-
mítrofes 

Colombia. . . Acuerdo 12. 9 .1932 Notificación previa de 3 meses Excluido el tráfico fronterizo y Jas uniones 
aduaneras 

Egipto . . . . Acuerdo 13. 5.1930 Notificación previa de 2 meses Reserva del tratamiento que fuera aplicado 
a los productos de ciertos países limítrofes 
en virtud de convenciones regionales 

España. . . . Acuerdo 3.12.1925 Notificación previa de 30 días 
Hungría . . . Acuerdo 24.12.1931 Notificación previa de 3 meses Excluido el tráfico fronterizo y las uniones 

aduaneras 
Irak Acuerdo 5. 7 .1939 Notificación previa de 3 meses Excluido el tráfico fronterizo y las uniones 

aduaneras 
Irlanda. . . . Acuerdo 16.10.1931 Notificación previa de 6 meses Tráfico fronterizo y uniones aduaneras 
Islandia. . . . Acuerdo 30. 7 .1936 Notificación previa de 30 días Tráfico fronterizo y uniones aduaneras 
Jordania . . . Acuerdo 14. 2 .1938 Notificación previa de 3 meses Aplícase el tratamiento dado a la Gran Bre-

taña 
Tráfico fronterizo México. . . * Acuerdo 7.12.1931 

30. 7 .1936 
Notificación telegráfica previa 

de 30 días 

Aplícase el tratamiento dado a la Gran Bre-
taña 

Tráfico fronterizo 

Paraguay , . . Tratado 27 .10 .1956 Notificación previa de 6 meses Tráfico fronterizo, uniones aduaneras, zona 
libre 

Tráfico fronterizo y uniones aduaneras Portugal . . . Tratado 26. 8 .1933 Notificación previa de 3 meses 

Tráfico fronterizo, uniones aduaneras, zona 
libre 

Tráfico fronterizo y uniones aduaneras 
Polonia. . . . Acuerdo 3. 2.1932 Notificación previa de 2 meses Tráfico fronterizo y uniones aduaneras 
Rumania. . . Acuerdo 24. 8 .1936 Notificación previa de 30 días 
Suiza Acuerdo 24. 7 .1936 Notificación previa de 30 días Países fronterizos y uniones aduaneras 
Venezuela . . Acuerdo 11. 7 .1940 Notificación previa de 30 días 
Yugoeslavia . . Acuerdo 10. 5.1932 Notificación previa de 3 meses Excluido el tráfico fronterizo y las uniones 

aduaneras 

Chile 

1. Régimen de importación 

Actualmente, la importación de mercaderías extranjeras no está 
sujeta a regímenes de licencias, prohibiciones, contingentes, etc. 
Existe, sin embargo, el sistema de depósitos previos, que fluc-
túan entre 5 % y 1 500 % sobre el valor, en plazos de 30 a 90 
días. La ley 1 3 3 0 5 / 1 9 5 9 autorizó al Presidente de la República 
para sustituir paulatinamente estos depósitos previos por impues-
tos adicionales sobre el valor cif con máximo de 200 % . En con-
secuencia la lista de mercaderías afectas a impuesto adicional 
reemplazará a la lista de depósitos previos. 

En ambas listas las mercaderías figuran nominativamente si-
guiendo las secciones, pero no las partidas de la nomenclatura 
arancelaria. 

2. Estructura del arancel aduanero 

La tarifa arancelaria chilena vigente —ley 4 3 2 1 / 1 9 2 8 y modifi 
caciones posteriores— contempla derechos específicos, impuestos 
ad valorem y adicionales sobre los derechos específicos. 

a) Derechos específicos 

Están fijados en pesos moneda legal chilena de 0 .183057 gra-
mos de oro fino, que referidos al valor en dólares de la onza troy 
de oro equivalen a 4 .8546 pesos oro por dólar. 

Estos derechos específicos se cobran con un recargo por con-
cepto de depreciación monetaria. Como es lógico suponer, la re-
lación que existe entre el peso oro y el peso corriente no es cons-
tante, pues depende de la cotización del dólar. 

Paridad del dólar = 0.888671 
= 4 .8546 valor dólar en pesos 

Paridad del peso oro = 0.183057 oro. 

Valor de 1 dólar en pesos corrientes = 1 049 
= 2 1 6 . 3 factor de 

Valor de 1 dólar en pesos oro = 4 .8546 conversión. 

Así, pues, cada peso oro, considerando el ejemplo, vale 216.3 
pesos corrientes. 

Este valor variable del peso oro indica que los valores que 
aparecen anotados en los cuadros estadísticos no pueden ser leí-
dos y traducidos a pesos corrientes sin saber previamente en qué 
fecha se internó la mercadería. 

b) Impuestos "ad valorem" 

Establecidos por diversas leyes, fueron refundidos por decre-
to 2 7 7 2 / 1 9 4 3 del Ministerio de Hacienda y alcanzan a los si-
guientes porcentajes: 

Porcentajes 
Mercaderías de primera necesidad y productos far-

macéuticos 3 
Mercaderías de consumo habitual 30 
Mercaderías consideradas suntuarias (30 % + 32 % ) 62 

El art. I 9 del decreto aludido dispone: "La persona natural 
o jurídica que interne especies de cualquier género al territorio 
de la República pagará un impuesto (3 % , 30 % , 62 % ) sobre 
el valor de dichas especies una vez nacionalizadas*'. Así, pues, la 
base imponible de los impuestos ad valorem la constituye el valor 
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cif con todos sus factores, más los derechos específicos, tasas, in-
tereses; etc., lo que en Aduana constituye el valor nacionalizado 
de las mercaderías. 

Para convertir el valor cif expresado en moneda extranjera a 
su equivalente en pesos corrientes chilenos se aplican los artícu-
los 56 y 5 7 d e la ley 1 2 8 6 1 / 1 9 5 8 , que dicen a la letra: 

"Artículo 56: El recargo con que deberán pagarse en mo-
neda corriente los derechos y demás gravámenes fijados en mo-
neda legal que afecten a la importación y que se perciban 
por las Aduanas, se determinará sobre, la base del tipo de 

. cambio efectivamente empleado por el importador y si se tra-
tare de importación con cobertura diferida, sobre la base del 
tipo de cambio efectivamente empleado por el importador 
en la primera liquidación de los cambios efectuada para tal 
efecto. 

"Tratándose de mercaderías importadas sin cobertura, o de 
los gravámenes que afecten a la exportación o a otras opera-
ciones aduaneras, o para los efectos de establecer los mínimos 
de las mercaderías que las Aduanas deban enajenar en públi-
ca subasta, el recargo a que se refiere el inciso anterior se de-
terminará sobre la base en que el Banco Central cotice el 
promedio del tipo comprador del dólar libre en el mes ante-
rior a aquel en que se efectúe la respectiva operación. 

"Lo dispuesto en el inciso precedente respecto de las ex-
portaciones es sin perjuicio de la facultad concedida al Presi-
dente de la República por el art. 88 de la ley 12084 (Recar-
gos especiales a la exportación)." 

• "Artículo 57: La determinación del valor en moneda co : 

rriente de las mercaderías importadas para los efectos de apli-
car los impuestos que recaen sobre dicho valor y que se perci-
ben por las Aduanas, se hará sobre la base del tipo de cam-

bio señalado en el inciso primero o segundo del artículo an-
terior, según corresponda." 

c ) Otros impuestos 

i) Impuestos adicionales sobre los derechos específicos (Ley 
4 8 5 1 ) . 

Los derechos específicos, establecidos en oro y para de-
terminadas mercaderías, sufren un recargo adicional de 
10 % que se aplica exclusivamente a los vehículos del 
Grupo 66 del Arancel que pagan patente municipal — o 
sea los que transitan normalmente por las vías públicas— 
y a los repuestos y accesorios de ellos que se aforan en el 
mismo grupo arancelario. 

ii) Impuestos adicionales sobre la bencina (Ley 4 8 5 1 ) . 
Gravan con 0.20 pesos oro por litro de bencina a granel 
y 0.30 pesos oro por kilogramo cuando se presenta en-
vasada. 

iii) Ley de embarques y desembarques (Ley 3 8 5 2 / 1 9 2 2 y mo-
dificaciones) . 
Es un impuesto, no una tasa, que grava a las mercade-
rías embarcadas o desembarcadas por los puertos de la 
República, incluyendo a las encomiendas postales inter-
nacionales. El impuesto vigente es de 2 pesos oro por 
cada quintal métrico de peso bruto o fracción. 

iv) Derecho consular: 2 .5 % sobre el valor "fofa". 
Este derecho lo perciben los cónsules en el momento de 
visar las facturas comerciales y las Aduanas cuando se 
trata de internación de mercaderías provenientes de un 
puerto donde no exista cónsul chileno acreditado. 

3. Resumen de tratados comerciales con indicación de "Tratamiento de nación más favorecida" 

País Vigencia Tratamiento de la nación más favorecida 
Mercaderías con trata-

miento especial 

Alemania 1 año 
Argentina . . . . 3 años renovables por 

| tácita reconducción 
por iguales períodos 

Bolivia. . . . . . Indefinida 
Brasil 1 año renovable por tá-
. . ' ; cita reconducción 

1 í por iguales períodos 
Canadá 2 años renovables por 

tácita reconducción 
por períodos de 1 
año 

Colombia . . . . 2 años renovables por 
tácita reconducción 
por períodos de 1 
año, 

Cuba . . 2 años renovables por 
tá c i ta reconducción 
por períodos de 1 
año 

D i n a m a r c a . . . . Indefinida 

Ecuador . . . . . 1 año 

Egipto Indefinida 
España . . . . . 1 año 

Estados Unidos . . 1 año 

Incondicional e ; ilimitado 
Incondicional e ilimitado 

Sin excepción 
Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-

dos a países limítrofes o resultantes de uniones aduaneras 

Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-
dos a países limítrofes y resultantes de uniones aduaneras 

Incondicional e irrestrictivo con excepción de favores conce-
didos a países limítrofes para facilitar el comercio fronte-
rizo y el tránsito 

Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-
dos a países limítrofes o resultantes de uniones aduaneras 

Con excepción de favores concedidos a países de América 
Central o Meridional, siempre que no sean extensivos a paí-
ses que formen parte del continente Centro o Sudame-
ricano l ( . 

Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-
dos a países limítrofes y resultantes de uniones aduaneras 

Con excepción de favores concedidos a países latinoamericanos 
Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-

dos a países limítrofes y resultantes de uniones aduaneras 

Art. 2^ Tratado y Art. 
2^ Protocolo Adicio-
nal 

Tabla B del Tratado, 
de acuerdo con el 
art. 9 9 

Las mercaderías enun-
ciadas en los arts. 39 

y 4* 

Arts. P , 2<? y V del 
Tratado 

Art. 4 9 del Convenio 

Art. único 
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País Vigencia Tratamiento de la nación más favorecida 
Mercaderías con trata-

miento especial 

Finlandia Indefinida 

Francia 1 año 
Ginebra, Annécy, Indefinida 

T o r q u a y . . . . 
Italia Indefinida 

Japón Indefinida 

México 1 afio 

Noruega 5 años renovables por 
tácita reconducción 
por iguales períodos 

Perú 1 afio renovable por 
táci ta reconducción 
por iguales períodos 

Suecia. . . . . . Indefinida 

Suiza Indefinida 

Uruguay Indefinida 

Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-
dos a países limítrofes para facilitar el tránsito fronterizo; 
a países latinoamericanos, mientras no sean extensivos a 
otros países y resultantes de uniones aduaneras 

Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-
dos a países limítrofes 

Con excepción de favores concedidos a países de América 
Central o Meridional, mientras no sean extensivos a esta-
dos que no formen parte del Continente Centro o Sudame-
ricano 

Con excepción de favores concedidos a repúblicas latinoame-
ricanas 

Incondicional e ilimitado, con excepción de favores concedi-
dos a países limítrofes o resultantes de uniones aduaneras 

Con excepción de favores concedidos a países latinoame-
ricanos 

Para algunas mercaderías 

Con excepción de favores concedidos a países latinoamerica-
nos, siempre que estos favores no se acuerden a otro Es-
tado; a Estados fronterizos para facilitar el tráfico fronte-
rizo local y resultantes de uniones aduaneras 

Sin restricciones, con excepción de favores concedidos a paí-
ses latinoamericanos siempre que no se extiendan a un Es-
tado que no forme parte de América Latina 

Art. único 
Parte 1», art. 2* 

N ° 3 del Protocolo 
Adicional 

Ver Tratado 

Ver Convenio 

4. Gravámenes de efectos equivalentes 

a) Depósitos previos de importación del 5 % hasta el 150 % 
sobre el valor cif por 30 o 90 días, 

ib) Impuesto adicional de hasta el 200 % sobre el valor cif. 
c) Derecho consular del 2.5 % sobre el valor fob. 
d) Impuestos ad valorem del 3 % y 30 % sobre el valor na-

cionalizado. 
e) Impuesto de la ley de embarques y 

sos oro por quintal métrico bruto.. 
desembarques, 2 pe-

5. Antecedentes sobre el nuevo arakcel de Chile cuya 
vigencia se considera desde enero de 1961 

i 
El Arancel Aduanero en estudio por el Gobierno de Chile es 
una nueva tarifa y no una simple trasposibión de la actual. La con-
cepción difiere totalmente, abandonándóse su posición rentística 
para convertirlo en el único regulador dél comercio internacional 
del país. Su puesta en vigor traerá aparejada la desaparición de 
los depósitos previos de importación, impuestos adicionales, de-
rechos consulares, etc., que serán reemplazados por un impuesto 
ad valorem sobre el valor cif de las mercaderías. 

Su nomenclatura se basa esencial y totalmente en la apro-
bada por el Consejo de Cooperación Aduanera de Bruselas, esta-
bleciéndose los desdoblamientos o subpartidas indispensables para 
la protección y desarrollo de la industria nacional chilena. 

Con. la vigencia del nuevo Arancel1 se simplificará el cálculo 
de los gravámenes aduaneros, pues toados los que rigen actual-
mente serán reemplazados por los que en él se establecen. El 
impuesto ad valorem, que ahora gravaj el valor nacionalizado, se 
aplicará solamente sobre el valor cif. ¡ 

6. Ejemplo de la liquidación \de los gravámenes 
correspondientes a un ¡refrigerador 

Valor: US$ 200. Tipo de cam-
bio: $ I 049,-miete . 210 K.B. 
Partída 1936. $ 0.50 oro el K.B. 

Primer caso: 
Refrigerador 
con capaci-

dad menor de 
10 pies cúbi-

cos. Derechos 
pactados con 

el GATT 

Segundo caso: 
Refrigerador 
con capaci-

dad mayor de 
10 pies cúbi-

cos. Sin dere-
chos prefe-

renciales 

1) Valor en moneda corriente: 
$ 209 800 

2 ) Derechos específicos en pe-
sos oro $ 105.00 $ 210.00 

3) Derechos específicos en mo-
neda corriente $ 22 712.00 $ 45 423.00 

4 ) Almacenaje 1 590.00 3 179.00 
5) Ley 3852 1 298.00 1 298.00 
6 ) Movilización 2 205.00 2 205.00 
7 ) 1 5 % 569.00 808.00 
8 ) Impuesto ad valorem . . . 119 087.00 162 882.00 

Gravámenes totales (en mo-
neda corriente) $ 147 461.00 $ 215 795.00 

1) Valor en moneda corriente = valor en dólares X tipo de cambio. 
2) Derechos específicos fijados en el Arancel, rebajados en el primer caso (210 

K.B. X 0.50) y no en el segundo (210 K.B. X 1.00). 
3) Total de derechos de internación en pesos oro multiplicado por el factor de 

conversión a moneda corriente (216.3). Dicho factor nace de dividir el tipo 
de cambio en moneda corriente del dólar (1 049 pesos) por 4 8546, que es 
el valor del dólar en pesos oro. 

4) Dos meses de almacenaje, cuya tarifa es de 7 •% de los derechos específicos. 
El primer mes es liberado. 

5) Ley 3852 y sus modificaciones — 2 pesos oro por quintal métrico bruto o 
fracción, o sea: 3 Qm X 2 = 6 X 216.3 = 1 298 pesos corrientes. 

6) Tarifa de movilización portuaria: 735 pesos corrientes por quintal métrico o 
fracción (735 X 3 = 2 205). 

7) 15 % de impuesto de facturación sobre el almacenaje y movilización (15 % 
de 4 + 6 ) . 

8) ler. caso'. 5 0 % sobre el valor nacionalizado ( 5 0 % d e l - f - 3 + 4 + 5 
+ 6 + 7) , por estar consolidado el impuesto suntuario en el GATT ( 3 0 % 
mercaderías en general + 2 0 % mercaderías suntuarias). 
2<> caso: 6 2 % sobre la misma base del anterior ( 3 0 % mercaderías en gene-
ral y 32 % mercaderías suntuarias). 
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México 

1. Gravámenes vigentes en México 

De acuerdo con el artículo 1' , fracción X , de la Ley de Ingre-
sos de la Federación, publicada en el Diario Oficial del 29 de 
diciembre de 1959, los impuestos vigentes a la importación son 
los siguientes: un específico que se cobra en pesos mexicanos e 
incide en la unidad registrada en la Tarifa General de Importa-
ción, y un ad valorem que tasa porcentualmente el valor toman-
do como base la factura comercial visada. En los casos en que 
haya precio oficial i(aforo), se tomará éste si es más elevado. Asi-
mismo existe un impuesto adicional del 3 % que incide sobre el 
total de los impuestos específicos y ad valorem, sobre importa-
ciones por vía marítima o terrestre, destinado a la Junta de Me-
joras Materiales, de acuerdo con el art. 7 de la ley para el fun-
cionamiento de las Juntas de Mejoras Materiales (Diario Oficial 
del 13 de enero de 1 9 4 8 ) . 

Por último, consta en la Ley de Ingresos de la Federación 
el impuesto adicional del 10 % , aplicado al total de los impues-
tos específicos y ad valorem que causan las importaciones por vía 
postal, operaciones sumamente eventuales y de poca cuantía. 

4. Derechos consulares 

Los derechos por la prestación de servicios consulares a que se 
refieren la Ley del Servicio Exterior Mexicano, Orgánica de los 
Cuerpos Diplomáticos y Consular y su reglamento, se causarán 
conforme a la tarifa publicada en el Diario Oficial el 4 de agos-
to de 1959. Es la siguiente: 

Pesos 
mexicanos 

Certificados de corrección de manifiestos . . . . 50.00 
Certificados a capitanes y remitentes 100.00 
Certificados de sanidad de animales 50.00 
Certificados de sanidad de productos animales . . 250.00 
Certificados de sanidad de productos vegetales. . . 250.00 
Certificados de residencia a extranjeros 150.00 
Certificados de residencia a mexicanos Exentos 
Certificados de listas de tripulación 200.00 
Certificados de matrícula Exentos 
Certificados de petición de parte 50.00 
Certificados de importación de armas 500.00 
Certificados de importación de explosivos . . . . 500.00 
Certificados de constitución de sociedades . . . . 1 000.00 
Certificados de turistas cinegéticos 200.00 
Certificados de listas de pasajeros 150.00 
Certificados de libre venta 100.00 
Visas de patentes de sanidad 50.00 
Visas de certificados de vacuna 25.00 
Visas de contratos de trabajo 50.00 
Visas de pasaportes extranjeros (cuando no exista 

reciprocidad) 200.00 
Visas de facturas comerciales 200.00 
Visas de certificados médicos a inmigrantes . . . 50.00 
Expedición de certificados de supervivencia a ex-

tranjeros 100.00 
Expedición de certificados de supervivencia a me-

xicanos Exenta 
Expedición de copias de actas del registro civil . . 100.00 
Lista de menaje de casa a extranjeros 200.00 
Lista de menaje de casa a mexicanos 100.00 
Manifiestos con carga 500.00 
Manifiestos de mercancías 200.00 
Registro de nacimientos Exentos 
Registro de defunciones Exentos 
Duplicado de manifiestos 100.00 
Legalización de firmas de funcionarios y notarios . 50.00 
Actuaciones matrimoniales 100.00 
Patentes provisionales de navegación 200.00 

El trámite usualmente utilizado para verificar cualquier im-
portación definitiva de tipo normal dentro del país, excluyendo 
las Zonas Libres, debe ajustarse a los siguientes lincamientos: 

l 9 Todo importador que adquiera mercancías con valor co-
mercial mayor de 1 000 pesos mexicanos se encuentra obligado 
a proporcionar la factura comercial que ampare la compra reali-
zada. Dicho documento debe presentarse por cuadruplicado y 
encontrarse debidamente visado por el consulado mexicano en el 
lugar de origen. 

La visación de cada factura causará la cuota de 200 pesos 
por derechos consulares y contendrá los siguientes datos: nú-
mero y fecha de acción, número de hojas que contenga la fac-
tura, cantidad total de bultos y suma total de valores. Todas 
las hojas deberán ser legalizadas mediante el sello del consulado 
mexicano de la jurisdicción del lugar en que se expida la factura. 

2 9 El documento anterior, con los requisitos anotados, debe 
presentarse junto con el embarque a la aduana correspondiente, 
con el fin de iniciar los trámites de internación de las mercan-
cías, gestiones que puede realizar el mismo interesado, un re-
presentante suyo debidamente acreditado o un agente aduanal. 

39 Se solicitará a continuación, por medio de un documen-
to denominado pedimento de importación (forma 57) , el reco-
nocimiento aduanero. 

4 9 Una vez registrado el pedimento, se procederá a realizar 
el reconocimiento aduanero de las mercancías importadas y a 
anotar su resultado en el reverso del mismo. 

59 Cumplidos tales requisitos y mediante muestras obtenidas 
de las mercancías en cuestión, se las clasificará de acuerdo con 
las fracciones arancelarias de la Tarifa General de Importación. 

6 9 Una vez debidamente realizado lo anterior, se procederá a 
liquidar los impuestos respectivos. 

7 9 Con el punto anterior se puede considerar terminado el 
trámite de importación, quedando las mercancías motivo de la 
gestión a disposición del interesado, el cual podrá disponer de 
ellas previa presentación del recibo de liquidación correspon-
diente. 

3. Sistema de control por parte de la Secretaría 
de Industria y Comercio 

La Secretaría de Industria y Comercio con fundamento en el 
art. 9Q de la ley sobre atribuciones del Ejecutivo Federal en ma-
teria económica, determina las restricciones a la importación o 
exportación cuando así lo requieran las condiciones de abasteci-
miento de las necesidades económicas del país. 

Los permisos de importación de productos, efectos o mercan-
cías controlados por la Secretaría de Industria y Comercio debe-
rán solicitarse previamente ante la mencionada Secretaría, quien 
resolverá en un plazo no mayor de 30 días a partir de la fecha 
en que el interesado haya aportado los documentos requeridos, 
oyendo la opinión de los comités respectivos. 

La Secretaría de Industria autorizará la constitución de los 
comités asesores que estime conveniente para que estudien y 
opinen sobre las solicitudes de permisos de importación que le 
sean presentados. Dichos comités estarán integrados por repre-
sentantes de los sectores públicos y privados. Con fines de pre-
vención y programación económica, los comités tendrán también 
a su cargo hacer periódicamente a la Secretaría de Industria su-
gestiones sobre la política que convenga desarrollar en materia 
de importación de productos, efectos y mercancías de las ramas 
o grupos de que respectivamente de ocupen, teniendo en cuenta 
lo concerniente a los de otros grupos o ramas. 

La falta de permisos de la Secretaría de Industria para las 
importaciones que los requieran y que sin ellos se intente efectuar 
será sancionada por la misma Secretaría con multa de 100 a 
20 000 mexicanos. Si llegaren a efectuarse, la multa será igual 
al doble del valor de los productos, efectos o mercancías que 
hayan sido materia de dichas importaciones. En este caso, la 
sanción comprenderá la obligación del infractor, cuando así la 
imponga la referida Secretaría, de sacar del país, a su costa, los 
productos, efectos o mercancías que se hubieren introducido sin 
el permiso correspondiente, o de entregarlos a los distribuidores 
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o consumidores que determine la misma Secretaría, al precio en 
que el infractor haya adquirido tales bienes, irjás el importe de 
los respectivos impuestos y gastos de transport^ y manejo al lu-
gar de entrega a dichos consumidores. | 

Las sanciones y providencias que se establecen en el párrafo 
anterior se aplicarán también cuando al amparo de permiso o 
permisos de importación otorgados por la mi^ma Secretaría, se 
intente introducir o se introduzcan al país productos, efectos o 
mercancías distintas de los especificados en dicfhos permisos. 

i i i i 
Paraguay j 

1. Estructura del arancel aduanero 
i 

El Arancel es de data muy antigua. Fue redactado de 1923 a 
1925 y no ha sufrido transformaciones fundamentales en sus 35 
años de vigencia. Ninguno de los tributos previstos en él es de 
tipo proteccionista. Los gravámenes, en genejral, son moderados. 

El Arancel comprende derechos aduanero^ y derechos adicio-
nales a la importación. ¡ 

i 
I i 

2. Derechos aduaneros i 
i 

En el Arancel coexisten los cuatro tipos clasicos de imposición: 
derechos específicos, derechos ad valorem, derechos mixtos —un 
derecho específico sumado a un derecho ad valorem y derechos 
condicionales, en que se aplica la base específica, o, alternativa-
mente, la base ad valorem, según el mayor rendimiento fiscal. 

Para dar una idea del carácter moderado del Arancel basta 
considerar que el derecho ad valorem más felevado que existe en 
toda la tarifa es del 33 % . En materia dé derechos específicos 
la incidencia es menor aún. ¡ 

Los derechos específicos se deterioraron durante treinta años 
a consecuencia de la aguda desvalorizacipn monetaria. Como 
reacción, en 1957 se procedió a la reconversión de los derechos 
específicos a dólares, sobre la base de la equivalencia de ese año 
entre el guaraní y el dólar. La citada reconversión no afectó los 
derechos específicos convencionados con ¡el Uruguay en 1939, 
con la Argentina en 1943, con los Estados ¡Unidos en 1946 y con 
el Brasil en 1956. i 

En consecuencia, los derechos específicas se aplican hoy como 
sigue: a) para los productos de derechos ¿onvencionados, los an-
tiguos derechos en guaraníes, y b) para lq's demás productos, de-
rechos en dólares, en base a la reconversión de 1957. 

i 

3. Derechos adicionales a la inportación 

Todos los derechos adicionales a la importación son ad valorem. 
Hay las siguientes gradaciones en ty fijación del adicional: 

a) el 5 % como único impuesto en ciettos productos liberados 
de derechos aduaneros; b) el 6 % en importaciones de trigo y de 
harina de trigo; c ) el 8 % en importaciones de combustibles lí-
quidos, sal y azufre; d) tasas variables,; hasta un máximum de 
11 % en productos convencionados —otros productos convencio-
nados se hallan liberados de derechos y 'de adicionales— y e) el 
15 % en los productos restantes. ; 

4. Valoración de las mércaderías i i 
La base del valor, por ahora, es el costo fob. A principios de 
año el Poder Ejecutivo presentó al Parlamento un proyecto de 
ley para adoptar el costo cif, sin que Ijasta el momento se haya 
tratado dicho proyecto. I 

El mecanismo aduanero no prevé iin aforo oficial en sustitu-
ción del valor declarado por el importador. La documentación 
consular —que incluye un certificado qe una Cámara de Comer-
cio del lugar de origen —crea una fuérte presunción de fidedig-
nidad en favor de las declaraciones de' valor del importador. 

En los casos de divergencia la valoración incumbe a una 
comisión interministerial, que interviene muy pocas veces. En 
efecto, en el último decenio hubo menos de un caso por año 
en que se llegó a una estimación oficial del valor de merca-
derías. 

Como solución definitiva de divergencias en la valoración, 
la administración aduanera está facultada para incautarse de las 
mercancías, abonando al importador el valor declarado, los gas-
tos de fletes y seguro y un 20 % sobre el total resultante. No 
se hizo uso de dicho arbitrio en los últimos diez años. 

5. Gravámenes de efectos equivalentes 

Como gravámenes de efectos equivalentes pueden citarse: 

a) La reposición fiscal de 5 ° /oo sobre el despacho aduane-
ro y otro impuesto, igualmente exiguo, de pase de fondos, sobre 
la letra de cobranza, apertura de crédito irrevocable, etc. 

b) El recargo cambiario del 15 % sobre el valor cif de de-
terminadas importaciones. El Paraguay libera de dicho recargo 
a los países limítrofes y al Uruguay, sin haber negociado reci-
procidad. 

c ) Los depósitos previos, de los que están excluidas unas 
mercaderías y que para otras se elevan al 20 % , al 50 % , al 
1 1 0 % y al 300 % . 

El Paraguay libera de depósitos previos las importaciones 
procedentes de países limítrofes y del Uruguay, sin haber ne-
gociado reciprocidad. 

d) Un impuesto especial sobre la importación de automó-
viles. 

e) Varios gravámenes sobre la importación de combustibles. 

Aunque el documento de trabajo de la reunión incluye como 
gravámenes de efectos equivalentes los derechos consulares, en 
la legislación paraguaya se los considera como tasa de retribución 
de servicios. En el mecanismo aduanero paraguayo tiene gran 
importancia la intervención consular, que beneficia al importa-
dor en cuanto acredita la autenticidad de los documentos pre-
sentados al despacho y crea una fuerte presunción de fidedigni-
dad en favor de la declaración del valor, evitándose así la fija-
ción de valores-aforo oficiales. 

Por su parte, el impuesto a las ventas es un gravamen a la 
negociación interna que, con tasas comprendidas entre el 2 % 
y el 10 % , grava tanto productos nacionales como productos de 
importación. El impuesto a las ventas sustituye el impuesto al 
consumo interno y tiene las siguientes características: 

a) ningún producto sometido a impuestos internos sobre el 
consumo paga el impuesto a las ventas, y recíprocamente nin-
gún producto sometido al impuesto a las ventas paga impuestos 
internos al consumo; 

b) numerosos productos están exentos de ambos gravámenes; 
c ) en mercaderías de importación, la base tributaria de 130 % 

del costo de importación es preferencial para tales mercaderías, 
porque el precio de venta efectivo excede siempre a dicho 130 % . 

6. Otras restricciones 

Las importaciones no están supeditadas a permisos previos. No 
rigen limitaciones cuantitativas. Escasamente pueden calificarse 
de restricciones las siguientes medidas de política comercial: una 
prohibición estacional, de noviembre de cada año a marzo del 
siguiente, a la importación de papas; y una prohibición a la im-
portación de tejidos de ínfima calidad, de un precio menor a 
0.25 dólares por metro lineal, dispuesta en favor del consu-
sumidor. 

7. Regímenes aduaneros convencionados 

El Paraguay no es miembro del G A T T . Sin embargo, ha sus-
crito tratados con distintos países que crean regímenes aduane 
ros convencionados para las mercaderías procedentes de ellos. 
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a) Tratados preferenciales con países limítrofes y con el Uru-
guay 

i) Con la Argentina: Tratado de 1943, preparatorio de una 
unión aduanera total. Cláusula de nación más favore-
cida, incondicional e ilimitada. Con lista de 80 posicio-
nes aduaneras de derechos liberados o disminuidos. 

ii) Con el Brasil: Tratado de Comercio Fronterizo de 1956. 
Con lista de derechos liberados, disminuidos o consoli-
dados al nivel de 1956. Cláusula de nación más favo-
recida, incondicional e ilimitada, pero circunscrita a las 
mercaderías previstas para el intercambio fronterizo y 
dentro de las limitaciones de valor global asignadas a 
dicho intercambio y quedando exceptuadas las ventajas 
especiales que cualquiera de las partes conceda en con-
venios de comercio fronterizo o con motivo de una 
unión aduanera. Sin lista de derechos convencionados. 

iii) Con el Uruguay: Tratado de 1939. Cláusula de nación 
más favorecida, incondicional e ilimitada. Con lista de 
65 posiciones aduaneras de derechos liberados o dismi-
nuidos. 

iv) Con Bolivia: Modus-vivendi de comercio fronterizo. 

b) Tratado con cláusula de nación más favorecida y con lista 
de derechos convencionados 

El Tratado de 1946 con los Estados Unidos comprende la 
cláusula de nación más favorecida, exceptuándose: i) las venta-
jas especiales que el Paraguay concede a los países limítrofes y 
al Uruguay; ii) las ventajas especiales que cualquiera de las par-
tes conceda a su tráfico fronterizo, y iii) las ventajas que se con-
ceden en virtud de una unión aduanera. 

El Tratado comprende una lista de 40 posiciones aduaneras 
de derechos convencionados, que se halla en trámite de revisión 
para reajustar los derechos específicos afectados por ]a desvalo-
rización del signo monetario paraguayo. 

c ) Tratados de Comercio con cláusula de nación más favore-
cida, pero sin lista de derechos convencionados 

Se hallan vigentes tratados con el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, Francia, la República Federal de 
Alemania, los Países Bajos, España y Chile. El alcance de la 
cláusula de nación más favorecida es idéntico que en el trata-
do con los Estados Unidos. Con Italia se ha concertado un 
tratado similar, pero suspendiendo temporalmente la cláusula 
de nación más favorecida. 

8 . Regímenes aduaneros especiales 

a) Hállanse exentas de gravámenes las importaciones del Esta-
do y de las Municipalidades (bienes para necesidades ofi-
ciales, no negociables). 

b) Los entes autárquicos del Estado no suelen gozar de fran-
quicias impositivas. Hay excepciones implantadas con un 
criterio de fomento, pero en todos los casos se trata de bie-
nes no destinados a la negociación. 

c ) Las adquisiciones de trigo y harina de trigo se operan a tra-
vés de un organismo mixto fcon representación estatal y 
privada). Se perciben los gravámenes normales, 

d) Los industriales acogidos a la ley 246 de incorporación de 
capitales o a la ley 202 de fomento industrial gozan de fran-
quicias limitadas para la importación de equipo industrial 
exclusivamente. 

e) No hay posiciones aduaneras de derechos temporalmente sus-
pendidos o disminuidos. 

Perú 

1. Derechos aduaneros 

La Tarifa de Importación del Perú señala en su mayoría dere-
chos específicos expresados en soles por unidad de peso y me-
dida, con excepción de los automóviles para pasajeros y algu-
nos otros artículos que pagan derechos ad valorem. 

Existe una serie de impuestos adicionales ad valorem, que 
afectan prácticamente a todas las importaciones. Estos impues-
tos son independientes de los derechos establecidos por la Ta-
rifa de Importación promulgada por la ley 11048 en julio de 
1949 y están destinados a fines determinados y en parte no se 
consideran ingresos presupuéstales corrientes. 

Los impuestos adicionales figuran en la edición de la Tari-
fa de Importación con el propósito de facilitar su aplicación al 
momento de importar las mercaderías. El nivel promedio de 
estos impuestos adicionales es alrededor de 14 % ad valorem cif. 

Se considera en el Perú como valor cifT el valor fob decla-
rado en las respectivas facturas consulares o comerciales legali-
zadas, con un recargo uniforme de 20 % , conforme lo señala 
la regla 47 de la Tarifa de Importación. 

Los impuestos adicionales ad valorem se cobran al tipo de 
cambio correspondiente en la fecha en que se presentó la póli-
za de consumo con que se realiza el desaduanamiento. 

En el Perú sólo existe un tipo de cambio, el de mercado 
libre, ya que no existen restricciones monetarias de ninguna cla-
se, recargos o depósitos previos ni sistemas de cambio múltiples. 

La Tarifa de Importación del Perú no contiene ningún dis-
positivo legal para actualizar la incidencia de los derechos espe-
cíficos, cuyo porcentaje actualmente es mucho menor que cuan-
do se promulgó la Tarifa. 

Esta circunstancia y un desequilibrio que se presentó en el 
balance comercial y de pagos, determinaron que por ley 12995, 
de mayo de 1958, se establecieran recargos en los derechos de 
importación fijados en la Tarifa. Hay dos grupos de recargos: 
uno del 50 % , que se aplica a los artículos de mayor necesidad 
y otro del 200 % de las que grava los artículos menos necesa-
rios, superfluos o de lujo. Se consideran como artículos menos 
necesarios los que se producen en el país. La vigencia de estos 
recargos es provisional, por un plazo de tres años, y se aplican 
en forma general, incluyendo las partidas comprendidas en la 
lista X X X V de las concesiones del Perú a los países del Acuer-
do General de Aranceles y Comercio ( G A T T ) . 

Además existe un impuesto adicional de 2 % sobre el im-
porte del flete marítimo, cuyo producto está destinado a la ad-
quisición de buques petroleros. 

2. Gravámenes de efectos equivalentes 

Existen algunos impuestos que pueden considerarse como gra-
vámenes de efectos equivalentes a un derecho de importación, 
entre los que pueden citarse: 

1) Impuesto al lujo, de 1 0 % ad valorem, que se aplica 
a determinados artículos de uso personal o de adorno. 
Este impuesto también figura en la Tarifa de Importa-
ción, al pie de las partidas correspondientes. 

2 ) Monopolio estatal a los vinos y licores importados, que 
establece un recargo sobre los precios de los vinos y li-
cores después de importados, previo pago de los derechos 
e impuestos. 

3) Impuestos creados por la ley 13199, de hasta 25 % ad 
valorem, que grava mercaderías menos necesarias, super-
fluas o de lujo. Este impuesto también tiene carácter 
provisional, por tres años. Recientemente el Gobierno 
del Perú ha liberado de este impuesto muchas mercade-
rías, entre ellas los automóviles para pasajeros, con valor 
fob menor de 2 000 dólares. 
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3. Tasas e impuestos que corresponden a sérvicios prestados 

En esta categoría puede citarse el impuesto (Je Servicios Portua-
rios Adicionales, que grava a la carga, tanto de importación 
como de exportación, con diversas tasas, segtln los puertos. 

4. Derechos consulares 

La Tarifa Consular del Perú determina qjie los derechos de 
visación de las facturas consulares serán los1 siguientes: 

Dólares 

Facturas que amparan mercaderías con valoi hasta de 
300 dólares .1 . . . . 2.00 

De 301 a 1 000 j . . . . 3.00 
De 1 001 a 5 000 ; . . . . 4 .00 
De 5 001 a 10 000 ; . . . . 5.00 
De más de 10 000 i . . . . 10.00 

na de Vapores, la Compañía Administradora del Guano, la Cor-
poración de Aviación Civil, la Corporación Nacional de la Vi-
vienda, los Seguros Sociales, las Beneficencias Públicas y otras 
entidades, están también liberadas de derechos. 

Algunos de estos regímenes son de aplicación automática por 
las Aduanas y otros requieren una resolución del Gobierno pre-
vio un trámite administrativo. 

8. Derechos suspendidos 

Actualmente se encuentran suspendidos los derechos de impor-
tación y adicionales que gravan al trigo. También están en sus-
penso los del cemento sólo por algunos puertos. 

Estas suspensiones de derechos son actos del Poder Ejecuti-
vo, rigen para plazos cortos y deben renovarse periódicamente. 

Uruguay 

Los derechos de certificación de conocimiento de embar-
ques son: ! 

i 

Conocimientos que se refieren a carga ha^ta 200 to-
neladas ¡ 5.00 

Por cada 200 toneladas adicionales . . . ! 5.00 

5. Convenios y tratados comercial¿s con cláusula 
de nación más favorecida 

Además del Acuerdo General de Aranceles ly Comercio ( G A T T ) , 
el Perú tiene convenios con la Argentina^ Bolivia, Cuba, Espa-
ña, Israel y Suiza. Asimismo existe un¡ régimen preferencial 
con Chile, establecido según el tratado dé octubre de 1941 am-
pliado en diciembre de 1950, que establéce concesiones de ca-
rácter recíproco, excluidas del trato de laj nación más favorecida 
y que no se extiende a ningún otro paísj En la región amazó-
nica, el Perú y Colombia tienen un convenio de cooperación 
aduanera que establece una Tarifa Corriún para todas las im-
portaciones que se realicen por los puertas de Leticia y de Iqui-
tos, sobre el río Amazonas. < 

6. Restricciones a la importación 
i 

No existen en el Perú. Sin embargo, pueden mencionarse los 
monopolios estatales o estancos de tabaco, fósforos y naipes, se-
gún los cuales el único importador y distribuidor en el Perú es 
el respectivo estanco. La importación de harina de trigo debe 
efectuarse conjuntamente con una cantidad de afrecho de 33 % 
del peso de la harina. 

7. Regímenes liberatorios 

Como los impuestos adicionales a la importación gravan casi en 
forma general a todas las importaciones, en un nivel aproxima-
do de 12 a 14 % ad valorem cif, diversas actividades industria-
les han ido obteniendo regímenes libeíatorios especiales que re-
ducen para sus importaciones estos impuestos adicionales en una 
proporción variable hasta del 60 % aproximadamente del total 
de esos impuestos. Entre estos regímenes cabe citar los que se 
aplican a ferrocarriles, libros y revistas, maquinaria agrícola, es-
pecialidades farmacéuticas indispensables, material médico-qui-
rúrgico, regiones de selvas, industria farmacéutica, cables y telé-
grafos, máquinas e implementos para la industria minera, má-
quinas e implementos para la industria petrolera, industrias eléc-
tricas, industria textil, construcción ;de hoteles, estaciones de 
televisión y otras industrias manufactureras. 

Las importaciones del Estado y dq las compañías fiscalizadas, 
como los Bancos Estatales de Fomepto, la Corporación Perua-

1. Régimen tributario aduanero 

El régimen tributario legal del Uruguay es básicamente ad valo-
rem y está determinado por las leyes de 5 de enero de 1888 y 
19 de septiembre de 1923. La primera de las leyes citadas esta-
blece que los derechos aduaneros se cobrarán sobre la valuación 
de las mercaderías; la segunda, que estableció el régimen de afo-
ros (valores oficiales), dispuso que éstos serían fijados por el 
valor íntegro de las mercancías en depósito. 

No obstante, con el transcurso de los años los aforos fijados 
en la Tarifa, aumentados en varias oportunidades, distan mu-
cho de los valores de las mercancías en depósito y son muy in-
feriores a éstos. De ahí la cláusula especial que, para el Uru-
guay, contiene el G A T T . 

El arancel aduanero contiene varios miles de partidas, las 
que, en su gran mayoría, tienen fijado un valor oficial (aforo); 
las partidas que no tienen aforo se despachan tomando por base 
su valor cif. Éste se calcula convirtiendo la moneda extranjera 
en moneda nacional al tipo de cambio en que se ha hecho la 
operación ((actualmente por el mercado libre financiero). 

Los derechos aduaneros son en su inmensa mayoría ad valo-
rem, aunque existen derechos específicos que son complemen-
tados por adicionales ad valorem (Ejemplo: el té tributa un de-
recho específico de 0.25 el kilogramo más 25 % de adicionales 
ad valorem). Varían desde el 5 % hasta el 51 % . El derecho 
general es el 31 % . Los derechos aplicables a las materias pri-
mas van desde el 5 % al 25 % . 

Los derechos adicionales, que se agregan a los anteriores, 
varían desde el 8 % hasta el 25 % . Para las materias primas, 
desde el 8 % al 20 % . 

Como consecuencia de la desvalorización del peso, se creó 
en 1931 el "recargo a oro", que funcionaba de acuerdo a por-
centajes variables; este recargo fue sustituido en 1942 por el 
"recargo de 50 % " , que representa el 50 % de la suma de los 
tributos anteriores, pero que no es aplicable a las materias pri-
mas ni a algunos artículos de primerísima necesidad. 

Hay otros dos gravámenes, que se consideran retribución 
de servicios: la "movilización de bultos para despacho" y el 
"análisis". 

En sustitución del papel sellado, en que debería presentarse 
la póliza de despacho, se cobra un impuesto del 1 % sobre el 
monto de todos los demás tributos liquidados en el permiso. 

Las maquinarias industriales tienen exoneración de derechos 
aduaneros previa justificación de su destino (contralor de apli-
cación). Esta exoneración no comprende los derechos adicio-
nales. 

2. Derechos negociados y regímenes especiales 

Existe asimismo, además de la Tarifa general, tarifas convencio-
nadas, principalmente Annécy y Torquay en 1949 y 1951, ne-
gociadas con diversos países del G A T T y ratificadas por el Uru-
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guay en 1953, que comprenden la consolidación de derechos 
para alrededor de 300 productos. 

Con España también existe un régimen arancelario transito-
rio, con prórrogas semestrales de derechos convencionados para 
unos pocos productos (aceite de oliva, aceituna, atún en aceite). 

Asimismo con el Paraguay existe una tarifa convencionada 
preferencial que comprende algunos artículos (maderas, pickets, 
tutores, aceite de palma, frutas, etc . ) . 

En cuanto a los productos con regímenes aduaneros especia-
les en que los derechos están suspendidos con carácter general, 
pueden citarse los fertilizantes, que desde 1949 no tributan gra-
vámenes aduaneros; los artículos de primera necesidad indicados 
semestralmente por el Poder Ejecutivo, que no tributan los im-
puestos de 2.25 % sobre el vaíor cif; las materias primas, tam-
bién indicadas semestralmente por el Poder Ejecutivo y que no 
causan el impuesto de 1 % sobre el valor cif. 

Un régimen especial es, también, el que está autorizada la 
Administración a conceder y que consiste en la introducción, li-
bre de impuestos, de materia prima extranjera para elaborar o 
manufacturar en el país y luego retornar al extranjero. La le-
gislación uruguaya llama a este instituto "admisión temporaria", 
término que también se utiliza cuando el producto que retorna 
al extranjero es el mismo que ingresó. 

Asimismo existe el instituto del draw-back, en el que a la 
entrada se requiere el pago de gravámenes que se devuelve, a 
la salida en la proporción correspondiente al producto elabo-
rado (cuando se ha sometido a un proceso de elaboración) o in-
tegralmente (si retorna la misma mercadería que ingresó). Es-
tos regímenes datan del año 1911-

En cuanto a las importaciones del Estado, fuera de las dis-
posiciones citadas en el documento entregado oportunamente 
al Comité Provisional de la Asociación Latinoamericana de Li-
bre Comercio, podría decirse que las importaciones de mercade-
rías que se hacen por cuenta del Estado, ya sea por mediación 
del Banco de la República o del Consejo Nacional de Subsis-
tencias, no están exoneradas de gravámenes a la importación 
con carácter general, sino que el Poder Ejecutivo determina en 
cada caso la base de las franquicias que puede conceder en vir-
tud de la Ley de Subsistencias, la exoneración que cree oportu-
no aplicar. 

3. Gravámenes de efectos equivalentes 

Existen tres gravámenes, que en total alcanzan al 2.25 % (1 % , 
1 % y V4 % ) y se aplican sobre el valor cif de las mercaderías. El 
Poder Ejecutivo puede exonerar de estos tres atributos a los 
artículos de primera necesidad y a las materias primas. 

Actualmente la mayoría de las materias primas sólo tributan 
dos de estos gravámenes, que alcanzan al 1.25 % . 

Las transferencias de fondos al exterior que se realicen en 
pago de mercaderías o por servicios relativos a su importación 
se encuentran gravadas con un impuesto del 6 % que se aplica 
sobre el monto del giro en moneda nacional. Las importaciones 
de distintos artículos de primera necesidad (café, té, azúcar, yer-
ba, papas, fariña, trigo, maíz y forrajes, tabaco, especialidades 
farmacéuticas, combustibles y lubricantes, fertilizantes, etc . ) , es-
tán exoneradas de este impuesto. 

Conjuntamente con él se liquida otro de 3/4 ° /oo (0 .75 por 
mil) sobre las transferencias de fondos al exterior, que grava no 
sólo los pagos de mercaderías, sino cualquier otra transferencia 
de fondos que se realice al exterior. 

4 . Arancel consular 

La recaudación de derechos de actuación consular está autori-
zada por el art. 15 de la ley 11921 de 27 de marzo de 1953. 

Los procedimientos a fin de determinar las bases para el 
cálculo de las tasas en porcentaje y de las equivalencias del peso 
consular están contenidas fundamentalmente en los decretos de 
22 de mayo de 1953 y de 7 de abril de 1960. 

Los numerales relacionados con los actos relativos a la na-

vegación, al comercio y a los buques y aeronaves suman en to-
tal 46. Estos actos están gravados por alícuotas fijas, específicas 
y en porcentaje. 

Principalmente interesa el numeral 26, con arreglo al cual 
el juego de factura consular, cuando el valor de la mercadería 
sea mayor de 100 pesos, pagará un derecho fijo de 5 pesos, más 
el 1 ° /oo sobre el valor de la mercadería declarada, en moneda 
uruguaya (actualmente al tipo libre financiero). 

La equivalencia del peso uruguayo en moneda extranjera al 
solo efecto de la liquidación del arancel está fijada en 2.10 dó-
lares por cada peso, lo que hace una incidencia aproximada so-
bre el valor fob en moneda extranjera del orden del 2.20 % , 
que en lo fundamental responde a la necesidad de cubrir el cos-
to de los servicios prestados. 

Puede decirse que la intervención consular en el Uruguay 
responde fundamentalmente a la realización, mediante la certi-
ficación pertinente de los documentos, de un contralor eficaz 
sobre los productos y mercaderías consignadas con destino al 
país, sobre todo en materia de calidad, cantidad, declaración de 
origen del producto y de su valor en el momento de la impor-
tación. 

Este contralor tiene también vigencia sobre ciertos aspectos 
estadísticos de considerable importancia. Su organización está 
basada en una compleja organización (agentes consulares, reque-
rimientos en materia de documentación, aranceles, etc . ) . 

En la actualidad y de acuerdo con una recomendación del 
G A T T del año 1952, replanteada como consecuencia de una 
resolución de la Cámara Internacional de Comercio de 20 de 
febrero de 1957, el Uruguay está estudiando la posibilidad de 
abolir distintas formalidades consulares, aunque sea por etapas, 
a pesar de que son muy grandes las dificultades a vencer de or-
den financiero, económico y administrativo, principalmente en 
orden a la eliminación de la factura consular como ejemplar se-
parado de la comercial debidamente legalizada. Otros aspectos 
de este asunto, como la reducción y simplificación de la docu-
mentación requerida por el intercambio comercial —sobre todo 
en lo que tiene relación con la exigida en el país de destino—, 
la sustitución de tasas porcentuales por arbitrios fijos y el lugar 
en que deberían ser abonadas las tasas consulares —en el país 
de destino y no en el de origen de las mercaderías— están sien-
do también estudiadas. 

5. Régimen de comercio exterior 

La ley de 17 de diciembre de 1959 elimina los cambios múlti-
ples y en general determina procedimientos tendientes a la libre 
importación y exportación de aquellos artículos, bienes y pro-
ductos que el Poder Ejecutivo vaya indicando expresamente por 
decreto. 

A su vez el Poder Ejecutivo, de acuerdo con la ley, ha dic-
tado normas estableciendo la calificación de artículos según su 
naturaleza suntuaria, prescindible o competitiva de la industria 
nacional. Conforme a esa clasificación, la Administración que-
da legalmente habilitada para establecer recargos, depósitos pre-
vios e incluso para prohibir transitoriamente, con carácter ge-
neral o parcial, su importación. 

Siguiendo estos criterios, el Poder Ejecutivo ha venido dina-
mizando la ley dentro de las posibilidades del país atendiendo 
principalmente a la importación de mercaderías y materias pri-
mas de cuyo abastecimiento dependen en alto grado fundamen-
tales sectores de la economía nacional. 

Paulatinamente y siempre por la vía administrativa se ha 
ido ampliando la nómina de artículos cuya importación es per-
mitida de cualquier país sin limitación alguna. Al ensancharse 
la órbita de las importaciones se han venido imponiendo aque-
llos renglones no imprescindibles, recargos y depósitos previos, 
hasta cierto punto en forma moderada si se tienen en cuenta los 
límites permitidos por la ley. 

Esta política, como es fácil apreciar, está comenzando a des-
arrollarse en forma paulatina hacia la importación irrestricta en 
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la medida en que la estabilidad de nuestro bjalance comercial y 
de pagos le vaya permitiendo y en forma totalmente indiscri-
minatoria. Sin embargo, dado el escaso tieirípo de vigencia del 
nuevo régimen de la ley de 17 de diciembre ¡de 1959, no se ha 
podido todavía integrar el sistema en todo sü alcance. Por esta 
razón, el Poder Ejecutivo viene componiendo las listas de mer-

caderías cuya importación se autoriza sin depósitos ni recargos 
en algunos casos y en otros con depósitos previos, con recargos 
o con ambas cosas. 

Por consiguiente, debe entenderse que toda importación no 
permitida expresamente por el Poder Ejecutivo queda momen-
táneamente prohibida. 





III 

LA POLITICA COMERCIAL DE LOS PAISES GRANCOLOMBIANOS 





1 

INFORME DE LA TERCERA REUNIÓN DE CONSULTA SOBRE POLITICA COMERCIAL CELEBRADA 
ENTRE COLOMBIA, EL ECUADOR Y VENEZUELA * 

(Quito, 7 al 10 de diciembre de 1960) 

NOTA DE LA SECRETARIA 

Entre las tareas sobre expansión del comercio interla-
tinoamericano y establecimiento del mercado regional 
encomendadas a la Secretaría en diversas resoluciones 
aprobadas por los Gobiernos Miembros de la Comisión 
en el seno de ésta y del Comité de Comercio, se ha-
llan las encaminadas a examinar posibles soluciones 
para problemas subregionales cuya existencia obstacu-
liza la consecución de los objetivos señalados. 

Con este propósito se celebraron en Bogotá (no-
viembre de 1958) y en Caracas (mayo de 1959) dos 

* Publicado antes, en ediciones mimeografiadas, como documen-
tos E / C N . 1 2 / C . 1 / 1 7 (27 de diciembre de 1960) y E / C N . 1 2 / 5 5 5 (20 
de febrero det 1961) . 

reuniones de expertos en política comercial entre Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela.1 

Prosiguiendo el cumplimiento del programa a que 
obedecieron esas dos reuniones, y a pedido de los go-
biernos mencionados, la Secretaría convocó a una ter-
cera reunión, que tuvo lugar en Quito, Ecuador, du-
rante diciembre de 1960. La reunión tuvo esta vez 
carácter gubernamental, pues las autoridades correspon-
dientes de los tres países estimaron que los trabajos ya 
hechos —así como las nuevas circunstancias resultan-
tes del actual movimiento latinoamericano de colabo-
ración económica multilateral— hacían oportuno tra-
tar las materias respectivas en el plano oficial. 

l Véanse las actas respectivas en los documentos E / C N . 1 2 / C . 1 / 1 1 , 
pp. 16-42, y E / C N . 1 2 / C . l / l l / A d d . 2 . 

A . O B J E T O DE LA REUNIÓN, ASISTENCIA Y ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO 

Objeto de la reunión 

1. Prosiguiendo el programa de trabajos a que respon-
dieron las dos reuniones similares anteriores (Bogotá, 
1958 y Caracas, 1959), los gobiernos de Colombia, el 
Ecuador y Venezuela solicitaron de la Secretaría Eje-
cutiva de la Comisión Económica para América La-
tina (CEPAL) que convocara una tercera reunión de 
consulta con la finalidad principal de considerar en 
ella las orientaciones que convengan a la política co-
mercial de dichos países en lo tocante a sus relaciones 
económicas y comerciales recíprocas y tomando en 
cuenta las nuevas situaciones creadas por el movimien-
to hacia la colaboración multilateral en que se halla 
empeñada la mayor parte de las naciones de América 
Latina. 

Sesiones de apertura y clausura 

2. La tercera reunión de consulta se celebró en el Pa-
lacio Legislativo de Quito, Ecuador, entre los días 7 y 
10 de diciembre de 1960. En el acto inaugural, que 
tuvo lugar en el salón de la Casa de la Cultura, pro-
nunció un discurso el señor José Ceballos Carrión, Mi-
nistro de Economía del Ecuador. En nombre de las 
delegaciones asistentes habló el señor Misael Pastrana 
Borrero, Ministro de Obras Públicas de Colombia. El 
Director de la División de Política Comercial de la 

C E P A L , señor Esteban Ivovich, hizo una exposición 
ante la reunión. 

3. La sesión de clausura se celebró el 10 de diciembre 
de 1960 y en ella pronunciaron discursos los señores 
Enrique Tejera París, representante de Venezuela, 
quien agradeció la hospitalidad ecuatoriana para la ter-
cera reunión de Consulta, y Esteban Ivovich, Direc-
tor de la División de Política Comercial de la C E P A L . 

4. Al dar término a sus trabajos, la tercera reunión de 
consulta aprobó el presente informe. 

Composición y asistencia 

5. Asistieron a la reunión delegaciones de los gobier-
nos de Colombia, el Ecuador y Venezuela. La lista 
completa de representantes figura en el anexo de este 
informe. 

6. En virtud de solicitudes hechas a la reunión por los 
gobiernos de Argentina y México, asistieron a las se-
siones en calidad de observadores de dichos países los 
señores Ramón Meira Serantes y Adolfo Crespo Ra-
mírez respectivamente. 

7. En representación de la Organización de las Nacio-
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nes Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) 
asistió como observador el señor Pascual Montanero. 

Organización del trabajo 
Elección de la Mesa 

8. La tercera reunión de consulta eligió la siguiente 
Mesa: 

Presidente: Sr. José Ceballos Carrión (Ecuador) 
Vicepresidentes: Sr. Misael Pastrana Borrero (Colom-

bia); Sr. José Luis Sálcedo Bastar-
do (Venezuela). 

9. La Secretaría de la reunión estuvo constituida por 
los señores Esteban Ivovich, Director de la División 
de Política Comercial de la CEPAL; Alejandro Power, 
funcionario de la División de Política Comercial de 
la CEPAL, que actuó como Secretario General, y Julio 
Prado Vallejo, funcionario del Ministerio de Econo-
mía del Ecuador, Secretario General Adjunto. 

B . TEMARIO 

10. En la primera sesión, el día 7 de diciembre, fue 
aprobado el siguiente temario: 

I. Exposiciones generales 
II. Tendencias recientes en los acuerdos bilaterales 

entre Colombia, el Ecuador y Venezuela 
Documentación: 
"Tendencias recientes en los acuerdos bilaterales 
entre Colombia, el Ecuador y Venezuela" (docu-
mento de trabajo) 

III. Características y mecanismo de un posible trata-
do multilateral 

IV. Efectos sobre los tratados bilaterales suscritos por 
Colombia, el Ecuador y Venezuela que tendría su 
eventual participación en un instrumento multila-
teral 

V. Orientaciones para la futura política comercial 
con respecto al movimiento latinoamericano de 
cooperación económica multilateral 
Documentación: 
"Posibles orientaciones para la participación de 

Colombia, el Ecuador y Venezuela en el movi-
miento latinoamericano de colaboración económi-
ca multilateral" (documento de trabajo) 
Documentos de referencia: 
a) "Consultas sobre política comercial (Bogotá, 

13-18 de noviembre de 1958)" (E/CN.12/C.1/ 
11), pp. 16 ss. 

b) "Consultas sobre política comercial (Caracas, 
2-7 de mayo de 1959)" (E/CN.12/l/ll/Add.2) 

VI. Resultados de la primera reunión del grupo de 
trabajo para asuntos aduaneros, en cuanto se rela-
cionan con la participación de Colombia, el Ecua-
dor y Venezuela en tratados multilaterales inter-
latinoamericanos 
Documentación: 
"Informe de la primera reunión del grupo de tra-
bajo para asuntos aduaneros (Montevideo 1-12 de 
agosto de 1960) que se eleva al Comité de Co-
mercio de la CEPAL (E/CN.12/C.1/WG.3/4/ 
Rev.l). 

C . RESUMEN DE LOS DEBATES 

Discursos de apertura y exposiciones generales 

11. En el acto inaugural de la reunión el señor José 
Ceballos Carrión, Ministro de Economía del Ecuador, 
dio la bienvenida a las delegaciones, agradeciendo sus 
palabras, en representación de las delegaciones de Co-
lombia y Venezuela, el señor Misael Pastrana Borrero, 
Ministro de Obras Públicas de Colombia. En ambos 
discursos se subrayó la importancia de la tercera reu-
nión frente a la necesidad de examinar los medios que 
podrían ser adecuados para encauzar la política comer-
cial de los países grancolombianos, en lo concerniente 
a sus relaciones recíprocas y con el resto de los de 
América Latina, en un marco de colaboración que 
sea adecuado para contribuir a la aceleración del des-
arrollo económico de todos, a la armonización de este 
desarrollo en condiciones equitativas y al incremento 
del comercio interlatinoamericano y con el resto del 
mundo. También en ambos discursos se agradeció la 
colaboración que la CEPAL viene prestando al esclare-
cimiento técnico de los problemas de política comer-
cial y de aceleración del desarrollo económico en los 

países grancolombianos, así como la preparación de 
los estudios técnicos necesarios para esta tercera reu-
nión. 

12. El señor Esteban Ivovich, Director de la División 
de Política Comercial de la CEPAL, después de agrade-
cer las expresiones elogiosas para la labor de la Secre-
taría de la CEPAL, hizo una breve exposición sobre el 
cumplimiento de los acuerdos adoptados por los Go-
biernos Miembros de la Comisión en cuanto a la for-
mación del mercado común y sobre los trabajos en 
marcha concernientes a esta materia en el Istmo Cen-
troamericano y en la Asociación de Libre Comercio es-
tablecida por seis países sudamericanos, más México, 
a través del Tratado de Montevideo. 

13. Al iniciarse los debates cada delegación hizo una 
exposición de orden general. La delegación del Ecua-
dor puso de relieve la necesidad de evaluar objetiva-
mente los factores cuyo empleo pueda ser realmente 
útil a la tarea de contrarrestar y superar los efectos 
que sobre el nivel de vida de los países latinoamerica-
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nos tienen hechos como el empeoramiento ya tradi-
cional de los términos del intercambio y el de la difi-
cultad que la pequeñez de los mercados nacionales 
opone al establecimiento de ciertas industrias. Un 
grave problema es también la imposibilidad en que 
la agricultura se encuentra para dar ocupación a la cre-
ciente oferta de brazos derivada del considerable au-
mento demográfico. 

14. En estos aspectos es muy plausible la intención 
a que responde el Tratado de Montevideo, sobre todo 
si por su intermedio se logra estimular la implanta-
ción de industrias cuyas producciones sean finalmente 
competitivas. Sin embargo, dada la estructura propia 
de la economía ecuatoriana y considerados algunos 
hechos como el de la estrecha relación existente entre 
la marcha de su comercio exterior y los ingresos fisca-
les, es natural que antes de tomar una actitud frente 
a las nuevas circunstancias surgidas en la política lati-
noamericana, el Ecuador examine a conciencia los pro-
blemas que crearía su eventual adhesión a un instru-
mento de tipo multilateral como el Tratado de Mon-
tevideo. 

15. Dada la vecindad, los vínculos tradicionales y cier-
tos problemas e intereses comunes que hay entre el 
Ecuador y los otros dos países grancolombianos, con-
vendría analizar en primer término si sería mejor por 
ahora seguir una política tendiente a formar un mer-
cado entre los tres países para examinar después su po-
sible adhesión, en grupo, al Tratado de Montevideo. 
En todo caso, el Ecuador apreciará significativamente 
el resultado de los esclarecimientos correspondientes. 

16. La delegación de Colombia hizo notar las diferen-
cias de ambiente y de circunstancias entre esta tercera 
reunión y las dos que la precedieron. Se halla presen-
te ahora como factor nuevo y muy importante el Tra-
tado de Montevideo —suscrito por siete países, cuatro 
de los cuales ya lo ratificaron— y cuyo advenimiento 
sin duda repercute sobre la política comercial de toda 
América Latina. En las dos reuniones precedentes, el 
examen de los problemas del intercambio y el de las 
posibilidades para su expansión entre los países gran-
colombianos se hizo sobre todo desde el ángulo de las 
relaciones bilaterales, pero teniendo también en vista 
la conveniencia de llegar tal vez a un convenio tripar-
tito, al menos en ciertos aspectos de la deseable cola-
boración económica. Las circunstancias surgidas del 
Tratado de Montevideo hacen necesario revisar los cri-
terios que predominaron en las dos reuniones aludidas. 
Si, como resultado de esa revisión —que habría de 
practicarse en esta tercera reunión—, llega a parecer 
conveniente o indispensable adherirse al Tratado de 
Montevideo, una actitud conjunta o coordinada de Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela sin duda facilitaría la 
solución de los problemas que ofrezca la incorporación 
a aquel instrumento, tanto si la hicieran simultánea-
mente los tres países o sólo uno o dos por el momento. 

17. Para responder al clamor popular derivado del bajo 
ingreso por habitante, Colombia —como los demás 
países latinoamericanos— está empeñada en alcanzar 
una mejor tasa de desarrollo. Entre los factores inter-
nos y externos cuyo concurso se requiere para conse-
guir ese fin, no puede dejar de considerarse la amplia-
ción del mercado sobre bases que permitan extender 
la sustitución de importaciones a las manufacturas du-
rables y a los bienes de capital. Sólo así podrían pro-
ducirse en condiciones de economicidad y especializa-
ción que no es dable lograr cuando sólo se cuenta con 
pequeños mercados consumidores. Una zona de Libre 
Comercio como la instituida por el Tratado de Mon-
tevideo deja entrever tanto para éste como para otros 
problemas vitales, perspectivas mejores que las deriva-
das de convenios bilaterales o la de un eventual acuer-
do tripartito grancolombiano. 

18. La delegación de Venezuela, por su parte, se ma-
nifestó sinceramente interesada en la integración lati-
noamericana. Tradicionalmente Venezuela ha tendi-
do a que se avance hacia la unidad de la América La-
tina en lo político y en lo económico. Ante el movi-
miento que se advierte en la economía mundial y en 
la latinoamericana en el sentido de asociarse para ace-
lerar el desarrollo, parece difícil que un país pueda 
mantenerse al margen de ese movimiento y desenvol-
ver aisladamente o sobre bases bilaterales una política 
beneficiosa para los intereses nacionales. No obstante 
esta convicción, situaciones circunstanciales conocidas 
impiden a Venezuela adoptar de momento decisiones 
o iniciativas para adherirse a asociaciones como la cons-
tituida por el Tratado de Montevideo, cuya utilidad 
le parece evidente. Si alguno o algunos de los países 
grancolombianos se halla en condiciones de decidir des-
de ahora su adhesión a dicho instrumento, Venezuela 
verá este paso con beneplácito, pues ello facilitaría la 
eventual adhesión futura de los demás. 

Tendencias recientes en los acuerdos bilaterales entre 
Colombia, el Ecuador y Venezuela 

19. AI examinar las tendencias recientes en lo relativo 
a la concertación de acuerdos bilaterales entre los tres 
países, se hizo ver que hasta ahora no se han obtenido 
resultados concretos más que en el sector colombo-
ecuatoriano, no obstante el amplio esclarecimiento 
efectuado en las anteriores reuniones de consulta so-
bre política comercial celebradas en Bogotá y Caracas 
acerca de problemas y posibilidades existentes en los 
sectores colombo-venezolano y ecuatoriano-venezolano. 
Ante tal situación, se planteó la necesidad de definir 
si el programa de trabajos que se viene desarrollando 
en estas reuniones debe seguir insistiendo en lo bila-
teral u orientarse hacia una fórmula multilateral más 
amplia, sea la tripartita u otra latinoamericana de ma-
yor alcance. 

20. En relación con este punto, la delegación de Co-
lombia manifestó que son conocidos los esfuerzos des-
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plegados por su país en el campo de los convenios bi-
laterales tras el propósito de convertir en realidad las 
soluciones preconizadas por las dos reuniones anterio-
res conforme a una política cuya revisión imponen aho-
ra las nuevas circunstancias dimanadas del Tratado de 
Montevideo. Como éstas aconsejan un cambio de ac-
titud, en lo futuro será menester buscar las necesarias 
soluciones dentro del marco multilateral, sin descono-
cer las situaciones creadas por los instrumentos bilate-
rales existentes ni la necesidad de mantener o alcanzar 
acuerdos especiales relativos a ciertos problemas deri-
vados de la proximidad geográfica o de otros hechos. 

21. A juicio de la delegación de Venezuela, el bilatera-
lismo es un sistema que, si bien fue útil en otras con-
diciones de la economía mundial y de la latinoameri-
cana, al presente ya no lo es, dadas las tendencias que 
imperan hoy en las relaciones comerciales. En el úl-
timo tiempo Venezuela no ha atendido ni se propone 
atender las propuestas que recibió de diversos países 
europeos y latinoamericanos para concluir acuerdos de 
tipo bilateral, pues estima más beneficiosa para todos 
la vía multilateral. Su posición al respecto es clara, sin 
excluir que para determinados problemas específicos 
pueda ser necesario en ciertos casos concertar algún 
acuerdo bilateral. Firmar nuevos tratados bilaterales 
de comercio dificultaría la participación venezolana en 
convenios de tipo multilateral, que a su modo de ver 
son los apropiados a las actuales circunstancias. 

22. Luego de debatir el punto II del temario, se lle-
gó a la conclusión de que en general los tres países 
estiman más beneficiosa seguir la vía multilateral en 
sus relaciones de intercambio comercial y de colabo-
ración económica, sin perjuicio de los arreglos de ca-
rácter bilateral que sean indispensables para dar ade-
cuada solución a problemas atingentes a sólo dos y no 
a los tres países. 

Posible paiticipación de Colombia, el Ecuador y 
Venezuela en instrumentos multilaterales 

23. En vista de su interdependencia, las materias com-
prendidas en los puntos III, IV y V del temario fue-
ron examinadas en conjunto. 

24. Se discutió si la deseable vía multilateral resulta-
ría más propicia encauzándola dentro del ámbito de 
los tres países o en alguno más amplio, como el resul-
tante del Tratado de Montevideo. En las exposicio-
nes hechas al respecto se reconoció que, como es na-
tural, el marco ofrecido por el territorio de los siete 
países signatarios del Tratado de Montevideo permiti-
ría la complementaridad y la especialización de pro-
ducciones en mayor número de artículos que los cons-
titutivos del posible intercambio en el espacio más re-
ducido de un acuerdo tripartito. La complejidad del 
desarrollo tecnológico contemporáneo y la creciente di-
versificación de los abastecimientos requeridos por una 
población en rápido aumento aconsejan que, en cuan-

to sea dable, se tienda al establecimiento de un mer-
cado propiamente multilateral. 

25. Por considerar que esta era oportunidad propicia 
para realizar consultas entre los Gobiernos de Colom-
bia, el Ecuador y Venezuela, con el fin de determinar 
la política a seguir en el caso de que todos esos países 
o algunos de ellos decidieran participar en los acuer-
dos latinoamericanos de integración económica, la reu-
nión examinó seguidamente algunas de las principales 
características del Tratado de Montevideo y de sus me-
canismos así como la naturaleza de sus normas en lo 
concerniente al tratamiento especial reconocido a los 
participantes de menor desarrollo económico relativo. 
Se analizaron después los efectos que dicho Tratado 
podría tener sobre los acuerdos bilaterales que mantie-
nen en vigor los países grancolombianos en el caso de 
que todos o algunos de ellos decidieran adherirse al 
Tratado de Montevideo. 

26. A este respecto y a requerimiento de varios delega-
dos, los representantes de la CEPAL proporcionaron di-
versas informaciones de carácter técnico relacionadas 
con los puntos 2 y 3 del documento titulado "Posibles 
orientaciones para la participación de Colombia, el 
Ecuador y Venezuela en el movimiento latinoamerica-
no de colaboración económica multilateral". 

Resultado de la primera reunión del Grupo de Trabajo 
para Asuntos Aduaneros 

27. Los delegados se impusieron con agrado del docu-
mento de la CEPAL que contiene una reseña sobre los 
resultados obtenidos en la reunión de expertos adua-
neros celebrada en Montevideo del al 12 de agosto 
de 1960 en cuanto a la uniformación o coordinación 
de ciertos aspectos de los sistemas aduaneros, en es-
pecial los de nomenclatura, definición y verificación 
del valor aduanero y definición de términos aduaneros 
básicos. También se dio cuenta de los programas exis-
tentes para la prosecución de los mismos trabajos. 

28. Dada la importancia de tales asuntos sobre todo 
en el terreno de los reajustes que los respectivos siste-
mas nacionales requerirían para la eventual participa-
ción de cada país en tratados de carácter multilateral, 
las delegaciones manifestaron su propósito de hacer lo 
necesario para impulsar el estudio de estas materias, 
que está a cargo de las correspondientes reparticiones 
de sus países. 

Colaboración de la CEPAL 

29. En el transcurso del debate, las delegaciones for-
mularon el deseo de que la CEPAL ampliase a las si-
guientes materias la colaboración que viene prestando 
a los países grancolombianos: 

a) Preparación de proyectos de complementación 
entre los tres países —tomando en cuenta tanto los as-
pectos técnicos como los de política comercial— res-
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pecto de las industrias petroquímica, siderúrgica y de 
aluminio metálico. 

b) Realización de las consultas y trabajos prepara-
torios, que sean necesarios para poner en práctica el 
acuerdo a que se llegó en la segunda reunión de con-
sulta de política comercial (Caracas, 1959) en lo re-
lativo a coordinar el trabajo de los órganos oficiales 
de planeación económica de Colombia, el Ecuador y 
Venezuela. 

Posibles alternativas de acción multilateral 

30. Terminada la discusión de los asuntos compren-
didos en el temario, con el fin de precisar los puntos 
de coincidencia logrados, la delegación del Ecuador 
señaló la conveniencia de responder cabalmente a es-
tas preguntas: 

a) Si los tres países grancolombianos prefieren la 
vía multilateral ¿tenderán a formar una asociación tri-
partita? 

b) ¿Sería esta la primera etapa de una acción des-
tinada a que los países grancolombianos se adhieran 
posteriormente al Tratado de Montevideo, como grupo? 

c) Después de esta tercera reunión, ¿quedarían Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela en situación de deci-
dir individualmente su eventual adhesión desde ahora 
al Tratado de Montevideo? 

d) El país o los países grancolombianos que se ad-
hieran al Tratado de Montevideo ¿podrían mantener, 
los tratados bilaterales existentes entre ellos? En caso 
afirmativo, ¿sobre qué bases? 

31. La delegación de Colombia sugirió la convenien-
cia de estudiar también ciertas alternativas de acción 
relacionadas con el sustento que la opinión pública de 
este país da a su pronta accesión al Tratado de Mon-
tevideo, si es posible antes de las primeras negociacio-
nes tarifarias y de la definición de ciertos criterios bá-
sicos cuyo establecimiento corresponde a los órganos 
de ese tratado. Las alternativas sugeridas para el in-
greso de Colombia y el Ecuador a la Asociación Lati-
noamericana de Libre Comercio pueden resumirse así: 

A. En el caso de accesión simultánea: 

a) Se aportaría el tratado bilateral tal como estu-
viese vigente en la fecha del depósito de los instru-
mentos de adhesión; o 

b) El aporte se haría renegociando en el ámbito de 
la Asociación los tratamientos arancelarios instituidos 
por el mencionado tratado bilateral, pero desglosando 
antes los que pudiere reconocer la Asociación, confor-
me al Capítulo VIII del Tratado de Montevideo, en 
beneficio exclusivo del Ecuador en lo referente a las 
exportaciones de este país a Colombia. También que-
daría excluido del aporte el tráfico fronterizo; o 

c) El ingreso sería previa denuncia del tratado bila-
teral colombo-ecuatoriano en lo referente al tratamien-
to arancelario. 

B. En el caso de decisión separada: 

a) El país que primero se adhiriera en la Asociación 
aportaría a ella las concesiones arancelarias del tratado 
bilateral colombo-ecuatoriano en cuanto afectan a las 
importaciones del respectivo país; o 

b) Previamente a la adhesión por decisión unilate-
ral o conjunta, se denunciarían las cláusulas sobre con-
cesiones arancelarias del tratado bilateral colombo-ecua-
toriano. 

32. Antes de comenzarse a examinar estas alternativas, 
la delegación de Venezuela reiteró el interés con que 
su Gobierno mira el Tratado de Montevideo, estimán-
dolo como un paso inicial hacia la deseable constitu-
ción del mercado común latinoamericano. Venezuela 
no considera improbable su participación si, llegado el 
momento, los órganos de la Asociación Latinoamerica-
na de Libre Comercio toman adecuadamente en cuen-
ta ciertas peculiaridades de la estructura económica 
del país. La propia delegación señaló además que el 
Gobierno de Venezuela considera muy útil el concurso 
de la CEPAL para llevar a efecto los necesarios esclare-
cimientos técnicos sobre la solución de los problemas 
relacionados con la eventual adhesión venezolana al 
Tratado de Montevideo y sobre las ventajas que po-
drían surgir de ella, y en tal sentido solicitó dicho con-
curso. 

Declaración final 

33. Como resultado del correspondiente debate, en la 
última sesión, las tres delegaciones, en nombre de sus 
respectivos gobiernos, formularon la siguiente decla-
ración: 

1. Los delegados a la tercera reunión de consulta 
sobre Política Comercial entre Colombia, el Ecuador 
y Venezuela, luego de considerar las circunstancias 
posteriores a las reuniones de Bogotá y Caracas y espe-
cialmente el hecho de haberse suscrito y ratificado por 
varios días el Tratado celebrado en Montevideo el 18 
de febrero de 1960, por el cual se establece una zona 
de libre comercio y se instituye la Asociación Latino-
americana de Libre Comercio; 

2. Teniendo en cuenta que por su continuidad geo-
gráfica y por formar parte de una misma región eco-
nómica, están llamados a cooperar entre sí de modo 
más estrecho, sin perjuicio de su colaboración en una 
órbita de entendimiento regional más amplio; 

3. Considerando que la expansión y liberalización 
del comercio, en cuanto permite contar con más am-
plios mercados para su creciente producción agrícola 
e industrial, pueden ser factores importantes para lo-
grar un mayor desarrollo de sus respectivas economías 
y, por consiguiente, un más alto nivel de vida para sus 
pueblos. 

Declaran: 
1. Los Gobiernos de Colombia, el Ecuador y Ve-

nezuela reconocen el Tratado de Montevideo como 
un instrumento adecuado para conseguir un mayor y 
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más equilibrado desarrollo económico de América 
Latina. 

2. Los Gobiernos de Colombia y el Ecuador darán 
los pasos necesarios para formalizar cuanto antes su 
ingreso a la Asociación Latinoamericana de Libre Co-
mercio establecida por el Tratado de Montevideo. 

El Gobierno de Venezuela, si bien concuerda ple-
namente con las apreciaciones contenidas en los con-
siderandos anteriores, reserva para una futura ocasión 
cualquier declaración acerca de su posible ingreso a la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. 

3. Los Gobiernos de Colombia, el Ecuador y Ve-
nezuela desarrollarán en forma inmediata y conjunta 
acciones encaminadas a lograr que dentro de la men-
cionada asociación puedan ser invocados y obtenidos 
para el Ecuador el tratamiento especial previsto por el 
Tratado de Montevideo en beneficio de sus miembros 
de menor desarrollo económico relativo, requisito éste 
que el Ecuador considera indispensable para su adhe-
sión al Tratado de Montevideo. 

4. Los Gobiernos de Colombia, el Ecuador y Vene-
zuela, tomando en cuenta las condiciones especiales de 
la economía de este último país, desarrollarán asimis-
mo acciones conjuntas encaminadas a obtener para 
Venezuela un tratamiento especial que tienda a com-
pensar las desventajas que sufriría si su adhesión al 
Tratado de Montevideo se realizara sin tomar en cuen-
ta las particularidades de su estructura económica 
actual. 

5. Los Gobiernos de Colombia y el Ecuador estu-
diarán la manera de adaptar sus acuerdos bilaterales 
a las características y al mecanismo del Tratado de 
Montevideo, con el fin de evitar que, su adhesión a 
dicho Tratado tenga repercusiones desfavorables sobre 
las economías de sus respectivos países. 

6. Los Gobiernos de Colombia, el Ecuador y Ve-
nezuela encomiendan a la CEPAL que, en consulta con 
ellos, examine los problemas referentes a la participa-
ción de cada uno de los tres países en el Tratado de 
Montevideo y presenta las posibles soluciones a dichos 
problemas. 
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1 

TENDENCIAS RECIENTES EN LOS ACUERDOS BILATERALES ENTRE COLOMBIA, 
EL ECUADOR Y VENEZUELA * 

1. En el documento titulado "Posibles orientaciones 
para la participación de Colombia, el Ecuador y Vene-
zuela en el movimiento latinoamericano de colabora-
ción económica multilateral" se hacen sucintas refe-
rencias a los tratados comerciales existentes entre los 

países grancolombianos. Este informe las amplía den-
tro de una relación que procura presentar un cuadro 
de los principales aspectos y tendencias de las relacio-
nes contractuales entre dichos países. 

I. ENTRE COLOMBIA Y EL ECUADOR 

2. Desde 1942 las relaciones comerciales entre Colom-
bia y el Ecuador se rigen por el tratado de ese año y 
por instrumentos complementarios como el acuerdo 
de pagos de 1949. El tratado de 1942 consagra la li-
bertad recíproca de comercio y navegación, la igual-
dad de trato para los capitales de ambos países, así 
como la aplicación de la cláusula de más favor en lo 
relativo a aduanas, navegación, control de divisas y ré-
gimen de importación. Además exonera de derechos 
aduaneros a numerosos productos. Sin embargo, cier-
tas medidas generales de restricción de importaciones 
adoptadas por Colombia y motivadas por el balance 
de pagos, y otras de tipo arancelario que implantó el 
Ecuador, han anulado prácticamente el efecto de la exo-
neración tarifaria. 

1. El convenio comercial de 1959 

3. Estas circunstancias y otras derivadas de la necesi-
dad de reglamentar su intenso comercio fronterizo, lle-
varon a ambos países a realizar negociaciones que —to-
mando como base los principios consignados en la lla-
mada Declaración de Bogotá de 1958— concluyeron 
con la firma en agosto de 1959 de tres tratados: uno 
de comercio, otro de pagos y un tercero de cooperación 
económica, ya ratificados por el Ecuador y que toda-
vía no lo han sido por Colombia. 

4. El tratado de 1959 establece el régimen incondicio-
nal e ilimitado de más favor con la salvedad de las ven-
tajas dadas por Colombia o el Ecuador a países limí-
trofes con el fin de facilitar el tráfico fronterizo. 

Los productos de cada parte al ser introducidos en 
el territorio de la otra, gozan de tratamiento nacional. 
Si se imponen cupos a la importación, el país donde 

* Documento de trabajo preparado por la Secretaría de la C E P A L 
para la tercera reunión de consulta sobre política comercial entre Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela, distribuido sólo en forma restringida. 
Se publicó en edición mimeografiada formando parte del documen-
to E / C N . 1 2 / 5 5 5 . 

sean aplicados aceptará desde el otro una importación 
por lo menos igual al volumen con que haya concurri-
do al respectivo abastecimiento en los años anteriores. 

a) Tratamiento aduanero para productos ecuatorianos 

5. El tratado de 1959 contiene importantes concesio-
nes arancelarias para los productos ecuatorianos. Ta-
les concesiones recaen especialmente sobre productos 
primarios, en particular los cultivados en la Sierra 
—como el trigo, el arroz, el maíz, las leguminosas se-
cas, la cebada, el grano malta y las frutas secas—, y 
también el azúcar. Se regularizaría así un movimiento 
que en buena parte se desplaza ahora hacia la clan-
destinidad. Parece esperarse que, cuando se aplique el 
nuevo régimen establecido para estos artículos, crezca 
en forma apreciable la producción ecuatoriana de ellos 
que se destina al abastecimiento de Colombia, tal vez 
con el concurso de capitales colombianos. 

El tratado se refiere también al cacao ecuatoriano. 
Este artículo, importante para el balance de pagos del 
Ecuador, ha estado exportándose en volúmenes aprecia-
bles a Colombia, donde hay programas dirigidos a fo-
mentar su cultivo. A pesar de tales programas, el tra-
tado establece la libre entrada del producto ecuato-
riano. 

6. Es interesante señalar que el tratado consagra exo-
neraciones aduaneras para la importación en Colombia 
de ciertos productos químicos y de laboratorio desarro-
llados por la industria del Ecuador. 

7. Para los productos ecuatorianos que son objeto de 
concesiones arancelarias por parte de Colombia, la im-
portación en este país es libre. Las de trigo y cebada 
serán hechas por el Instituto Nacional de Abasteci-
miento (INA) de Colombia cuyas compras tienen por 
objeto saldar el déficit entre la producción y la deman-
da nacionales. 

207 



b) Tratamiento aduanero para productos colombianos 

8. El Ecuador elimina los derechos sobre diversos pro-
ductos químicos y farmacéuticos de Colombia y con-
cede rebajas desde el 10 al 70 por ciento a un crecido 
número de manufacturas. Para los textiles colombia-
nos la tarifa se reduce a un gravamen específico que 
varía entre 7 y 17.60 sucres por kilogramo, más un de-
recho ad valorem del 10 por ciento. Estos derechos 
parecen haberse calculado a niveles que permitirían 
una igualación de precios entre los textiles ecuatoria-
nos y los colombianos, con objeto de desalentar el 
contrabando. Como es sabido, el mejoramiento de la 
productividad en la industria textil de Colombia y 
la devaluación monetaria de este país en los recientes 
años, han acentuado en favor de Colombia la diferen-
cia de precios entre los productos textiles de ambos 
países. Consecuencia de ello es que las fábricas ecua-
torianas —pese a no estar utilizando toda su capacidad 
instalada— vendrían registrando un volumen de exis-
tencias superior al normal. Se espera que el régimen 
arancelario aplicado a los textiles por el tratado con-
tribuya a normalizar la situación. El Ecuador también 
reconoce a Colombia rebajas aduaneras —y en algunos 
casos exoneraciones— a favor de productos de la indus-
tria manufacturera de este país, tales como vidrios pla-
nos y manufacturados, artículos de aluminio y de hie-
rro enlozado, materiales eléctricos, maquinaria agríco-
la, maquinaria para la construcción y máquinas-herra-
mientas, artículos eléctricos para el hogar (radiorecep-
tores, máquinas de afeitar y otras). Asimismo son im-
portantes y numerosas las concesiones —rebajas y exo-
neraciones— otorgadas a la industria química y farma-
céutica colombiana. 

c) Gravámenes no arancelarios 

9. Ambos países consolidaron recíprocamente los gra-
vámenes de efecto equivalente a los aduaneros, corres-
pondientes a las mercaderías cuyos derechos fueron ne-
gociados. Entre los gravámenes consolidados figuran 
el derecho consular ecuatoriano del 9.5 por ciento y la 
tasa especial del 10 por ciento que aplica Colombia a 
las importaciones de cacao. 

d) Carácter exclusivo del tratamiento aduanero 

10. Varias disposiciones del tratado se refieren a la na-
turaleza del tratamiento aduanero especial que ambos 
países se acuerdan. El artículo VII señala que las ven-
tajas mutuamente otorgadas y en particular las de or-
den arancelario, se las conceden en la condición de 
Estados limítrofes.1 Es de observar que respecto de los 
productos comprendidos en el tratamiento especial nin-
guna de las dos partes tiene compromisos específicos 

1 El acuerdo de cooperación económica que Colombia y el Ecua-
dor suscribieron en 1959 conjuntamente con el tratado comercial, de-
fine el carácter exclusivo de este tratamiento. 

de tipo arancelario con terceros países, salvo los de ca-
rácter genérico derivados de la cláusula de más favor. 

e) Tráfico fronterizo 

11. El tratado define como tráfico fronterizo el desti-
nado al abastecimiento de productos de primera nece-
sidad, para uso y consumo de poblaciones aledañas a 
la frontera. La comisión mixta permanente estableci-
da por el tratado propondrá a los gobiernos un proyec-
to de acuerdo bilateral que serviría de base para las 
reglamentaciones internas del tráfico fronterizo por 
cada país. 

2. El convenio de pagos 

12. En la misma fecha del tratado, Colombia y el 
Ecuador suscribieron un acuerdo de pagos establecien-
do para sus transacciones el dólar de cuenta, en pari-
dad con el de libre disponibilidad para igual clase de 
operaciones y sobre la base de un crédito recíproco de 
hasta medio millón de dólares. Cuando el saldo exce-
da de este límite, el país acreedor podrá solicitar la 
transferencia total o parcial del excedente a otra cuen-
ta de compensación vigente con un tercer país latino-
americano, o convenir con el país deudor el pago de 
dicho excedente en otras divisas. Si en un plazo de seis 
meses no fuere eliminado el excedente mediante los 
arbitrios mencionados, el acreedor podrá solicitar el 
pago total o parcial en dólares estadounidenses de li-
bre disponibilidad en transferencia telegráfica. 

Aproximándose a las normas más flexibles del con-
venio-tipo de Montevideo,2 este acuerdo de pagos sus-
tituye al de 1949, el que a su vez fue modificado en 
1951 con el objeto de convertir el sistema de licencias 
para importar y exportar reembolsables en monedas na-
cionales, en otro mediante el cual el valor de las res-
pectivas operaciones se reembolse en dólares. El acuer-
do de 1949-1951 establecía que los saldos registrados 
en la cuenta eran liquidados cada seis meses a solici-
tud del acreedor y su equivalente en dólares sería pa-
gado en dicha moneda a más tardar 30 días después 
de la liquidación. 

3. Cooperación económica 

13. Conjuntamente con el tratado y el acuerdo de pa-
gos, se firmó un instrumento sobre cooperación econó-
mica cuyo objeto es propiciar la armonización entre 
ambos países de su respectiva política nacional de des-
arrollo económico así como la política comercial. A 
tal fin y entre otras medidas, ambos gobiernos acuer-
dan promover entendimientos entre sectores particu-
lares, adoptar providencias para un acercamiento de 
sus respectivos mercados dentro del marco de integra-
ción de América Latina, estimular la formación de 
empresas privadas con capitales públicos o particula-

2 Aprobado en la primera reunión del Grupo de Trabajo de Ban-
cos Centrales (Montevideo, 29 de abril al 10 de mayo de 1957) . Véa-
se en el Informe correspondiente ( E / C N . 1 2 / C . 1 / W G . 1 / 5 ) incorpo-
rado al documento E / C N . l 2 /484 . 
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res y propiciar el establecimiento de un régimen de 
consulta en materia de política a seguir en reuniones 
económicas o en cuanto a adhesión a pactos multila-
terales que interesen a ambos.3 

3 Esta disposición del tratado concuerda con la resolución adop-
tada en 1959 por la Comisión Mixta Colombo-venezolana en el sen-
tido de celebrar consultas, conjuntamente con el Ecuador, en lo con-
cerniente a fijar posiciones acerca de acuerdos multilaterales suscritos 
entre países del área. En ambos casos hay una referencia implícita al 
Tratado de Montevideo. 

II. ENTRE COLOMBIA Y VENEZUELA 

1. El extinguido "modus vivendi1* 

14. En la actualidad no hay convenio comercial algu-
no entre Colombia y Venezuela. De 1934 a 1948 estu-
vo vigente un acuerdo fronterizo, que se prorrogaba 
anualmente. Dicho acuerdo no incluía la cláusula de 
más favor y determinaba que Colombia permitiría la 
entrada, libre de gravámenes arancelarios, de la sal ve-
nezolana que se importase por las aduanas de Cúcuta 
y de Arauca. También exoneraba de gravámenes al ga-
nado —hasta 25 000 vacunos al año— que se exportara 
desde Venezuela al Departamento colombiano Norte 
de Santander. Esta medida facilitaba la ceba de gana-
do venezolano en Colombia. El instrumento estipula-
ba también que el derecho aduanero a las conservas de 
pescado venezolano no excedería de 15 centavos de 
peso colombiano por kilogramo bruto. 

Por su parte, Venezuela no aplicaba impuestos a 
los productos colombianos en tránsito a otros países o 
procedentes de éstos y destinados a Colombia. De igual 
exoneración gozaban las mercaderías procedentes de 
Cúcuta que atravesaran el territorio venezolano con 
destino a los campamentos de la Colombian Petroleum 
en el Catatumbo, así como las remitidas a Arauca que 
pasaran en tránsito por Venezuela. 

15. Desde agosto de 1948 dejó de renovarse el modus 
vivendi, en parte por las circunstancias que se indica-
rán a continuación. Sin embargo, el gobierno de Ve-
nezuela, por resolución administrativa de ese mismo 
año, sigue manteniendo la exoneración de los derechos 
de tránsito en favor de Colombia. 

Entre las circunstancias que determinaron la ex-
tinción del modus vivendi está el hecho de que la pro-
ducción de sal colombiana comenzó a atender adecua-
damente la respectiva demanda de la zona fronteriza 
con Venezuela —en especial la destinada a los gana-
deros de los llanos— como resultado de mejoras en 
los sistemas de transportes y por haberse centralizado 
en el Banco de la República el comercio del artículo. 
Por otra parte, las restricciones no arancelarias impues-
tas en Colombia a la importación de bienes de consu-
mo, motivadas en el balance de pagos, recayeron sobre 
la exportación de conservas de pescado venezolanas. 
Esto y la progresiva escasez de ganado exportable en 
Venezuela, prácticamente anularon el intercambio en 
los artículos que durante años habían figurado entre 
los principales del tráfico limítrofe. A partir de en-
tonces, el tráfico a través de la frontera se diversifica 
y crece, pero —al revés de lo que ocurría antes— regis-
tra saldos a favor de Colombia. 

2. Cambios en el comercio fronterizo 

16. Desde 1948, fecha en que dejó de aplicarse el mo-
dus vivendi colombo-venezolano, se ha hecho muy vi-
sible la necesidad de resolver los problemas del inter-
cambio entre los dos países y primordialmente los ori-
ginados en las características y en el desequilibrio del 
comercio fronterizo.4 A la vez se ha visto que no es 
fácil llegar a un acuerdo comercial entre ellos, a causa 
de la peculiar estructura de sus respectivas economías 
y de la influencia que la situación monetaria de cada 
país y su diferente evolución tienen sobre la magnitud 
y el equilibrio de los movimientos de mercaderías. 

Así, cuando el peso colombiano estaba a la par del 
bolívar, o por sobre éste y paralelamente los derechos 
aduaneros y demás gravámenes y restricciones a la im-
portación eran mayores en Colombia que en Venezue-
la, el tráfico fronterizo fluía preferentemente desde 
este país hacia Colombia, o por lo menos había un 
relativo equilibrio. A medida que se acentuó la deva-
luación del peso en Colombia, sin un alza correlativa 
en los costos de producción de este país, el precio de 
muchos artículos colombianos para el importador ve-
nezolano resulta más bajo que el de los similares na-
cionales o provenientes de terceros países. Al aumen-
tar el poder adquisitivo del bolívar en términos de mer-
cancías colombianas, creció la demanda, sin que exis-
tieran contrapartidas suficientes de productos venezo-
lanos. Esta situación origina notorias preocupaciones 
en la industria de Venezuela y crea obstáculos a la con-
certación de acuerdos comerciales entre ambos países, 
sobre todo si tales acuerdos habían de comportar la po-
sibilidad de liberalizar sustancialmente el movimiento 
de manufacturas. 

3. Establecimiento de una comisión mixta 

17. Con el fin de remediar los problemas del tráfico 
fronterizo y estudiar fórmulas convenientes para el co-
mercio global entre los dos países, se constituyó en 
1959 una comisión mixta. Esta, aparte de elaborar una 
lista de productos de posible intercambio, ha recomen-
dado, entre otras cosas, que se establezca una estrecha 
coordinación en los programas de desarrollo de los dos 
países, sugiriendo el estudio de los efectos que sobre 
el comercio recíproco y con el resto de América La-
tina podrían tener los convenios multilaterales latino-
americanos. 

4 Véase Estudio del comercio interlatinoamericano ( E / C N . 1 2 / 3 6 9 / 
R e v . l ) , publicación de las Naciones Unidas (N<? da venta: 56.II.G.3), 
pp. 94-95. 
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18. Como en el caso de los acuerdos de 1959 entre 
Colombia y el Ecuador, los estudios que se vienen rea-
lizando en el marco de las relaciones bilaterales entre 
Colombia y Venezuela muestran que hay interés por 
la colaboración económica y por la integración en un 
plano que sobrepasa al del mero intercambio comer-
cial de los dos países. Sin embargo, parece que las 

decisiones finales difícilmente podrían prescin-
dir del grado de convicción que exista en la opi-
nión pública —y dentro de ésta en el círculo de los 
hombres de empresa— sobre la posibilidad de parti-
cipar en fórmulas de integración que faciliten el 
cumplimiento de los programas de expansión in-
dustrial. 

III. ENTRE EL ECUADOR Y VENEZUELA 

19. Diversas circunstancias —en no poca medida las 
dificultades de transporte— han contribuido a mante-
ner muy bajo el intercambio entre el Ecuador y Vene-
zuela, aunque bien en las reuniones de consulta sobre 
política comercial celebradas en 1958 y 19595 se evi-
denció la existencia de interesantes posibilidades para 
un comercio de cierta magnitud. El Ecuador, además, 
parece que ofrecería condiciones atractivas para la in-
versión de capital venezolano. 

6 Véanse las actas respectivas en los documentos E / C N . 1 2 / C . 1 / 1 1 
y E / C N . 1 2 / C . l / l l / A d d . 2 . 

En lo relativo al comercio entre los dos países no 
hay al presente ningún tratado ni es aplicable la cláu-
sula de más favor. 

20. Como consecuencia de las posibilidades apuntadas 
en las aludidas reuniones de política comercial, el Ecua-
dor y Venezuela han establecido una comisión mix-
ta, que se reunió en Quito en febrero de 1960, esbo-
zando las bases para posibles tratados de comercio y 
de cooperación económica, inclusive para estimular 
aquellas inversiones cuyo fin sea crear industrias desti-
nadas a ambos mercados. 
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1 

POSIBLES ORIENTACIONES PARA LA PARTICIPACIÓN DE COLOMBIA, EL ECUADOR Y 
VENEZUELA EN EL MOVIMIENTO LATINOAMERICANO DE COLABORACIÓN 

ECONÓMICA MULTILATERAL * 

I. INTRODUCCIÓN 

1. En Colombia, el Ecuador y Venezuela se manifies-
ta a menudo la idea de establecer una estrecha colabo-
ración recíproca en el terreno económico. Entre los 
fundamentos de esta idea se cuentan, además de los 
vínculos históricos y la vecindad geográfica, la posibi-
lidad de contribuir a la aceleración del desarrollo de 
los tres países, por medio del aprovechamiento de la 
complementaridad natural existente entre produccio-
nes primarias de determinadas regiones limítrofes y la 
que resultaría del establecimiento combinado de cier-
tas industrias. 

2. La idea de la colaboración económica pareció en 
vías de concretarse en agosto de 1948, cuando los paí-
ses nombrados, conjuntamente con Panamá, suscribie-
ron la Carta de Quito, en virtud de la cual se creó y 
funcionó en Caracas hasta 1953 el Consejo Granco-
lombiano. Como la Carta sólo fue ratificada por Co-
lombia y el Ecuador, no pudo entrar en vigor. 

Esta falta de resultado, en la que pesaron diversos 
factores, reflejó en cierta medida las preocupaciones 
que la Carta originaba en algunos círculos de la activi-
dad privada. Entre estas preocupaciones se contaban 
los eventuales efectos que la aplicación del instrumen-
to tendría sobre la industria de Venezuela. Sus costos 
en fábrica resultaban en general superiores a los de Co-
lombia y el Ecuador, por la mayor influencia propor-
cional de los salarios. Se temía que, en caso de hacerse 
efectiva la unión aduanera prevista en la Carta de 
Quito, la consiguiente libertad de circulación de pro-
ductos entre los tres países redundaría en perjuicio del 
proceso venezolano de industrialización. 

3. Desestimada virtualmente la Carta, en el último de-
cenio el intercambio entre los tres países ha seguido 
efectuándose por los cauces bilaterales, sin que haya 
sido posible concertar instrumentos destinados a esti-
mularlo, salvo los nuevos tratados concluidos entre Co-
lombia y el Ecuador para su comercio recíproco. En 
efecto, el ya antiguo convenio existente entre ellos, en 
virtud del cual ambos países se otorgan el tratamiento 

* Documento de trabajo preparado por la Secretaría de la C E P A L 
para la tercera reunión de consulta sobre política comercial entre Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela, distribuido sólo en forma restringi-
da. Se han introducido en él algunos comentarios después de la reu-
nión de Quito. Se publicó en edición mimeografiada formando par-
te del documento E / C N . 1 2 / 5 5 5 . 

de la nación más favorecida y eliminan de derechos 
aduaneros determinados productos, fue ampliado en 
1959 por medio de instrumentos cuya entrada en vigor 
pende hoy de la ratificación por Colombia. 

Entre el Ecuador y Venezuela —su comercio mutuo 
es pequeño— no existe tratado alguno, ni siquiera el 
tratamiento de cláusula de más favor. Tampoco entre 
Colombia y Venezuela hay ningún tratado comercial, 
pero entre estos dos países tiene lugar un crecido mo-
vimiento de productos, si bien dentro de niveles muy 
fluctuantes. Además y en cierta medida por la falta 
de tratado comercial, gran parte de ese movimiento se 
desplaza hacia la clandestinidad. Al respecto es preci-
so reconocer que las complejas circunstancias propias 
de este tráfico "no registrado" dificultan mucho la con-
clusión de instrumentos destinados a regularizarlo. Se 
mantiene así en torno de este movimiento una ya larga 
atmósfera de incertidumbre que es sin duda perjudicial 
para los sectores económicos vinculados al intercambio 
entre ambos países. 

4. En el seno de la Comisión Económica para la Amé-
rica Latina (CEPAL), los países grancolombianos han 
apoyado la ejecución de estudios sobre la expansión 
del comercio interlatinoamericano y el posible estable-
cimiento del mercado regional. 

Como se sabe, en relación con tales estudios se rea-
lizaron diferentes reuniones de consulta sobre política 
comercial, entre grupos de expertos, con el propósito 
de esclarecer problemas que en atención a la proximi-
dad geográfica o por otras causas son comunes a va-
rios países. Organizadas por la Secretaría Ejecutiva de 
la CEPAL, estas reuniones tuvieron lugar en 1958 y 
1959, para dos grupos de países: el de los meridionales 
de la América del Sur y el de los grancolombianos. El 
primero de esos grupos, al que se incorporó México 
en la etapa final de los respectivos trabajos, suscribió en 
febrero de 1960 el Tratado de Montevideo, por el cual 
se crea la Asociación Latinoamericana de Libre Co-
mercio.1 El grupo de los países grancolombianos, aun-
que alcanzó útiles esclarecimientos en sus reuniones 

l El Tratado de Montevideo fue suscrito por la Argentina, el Bra-
sil, Chile, México, Paraguay, el Perú y el Uruguay el 18 de febrero 
de 1960. Véase su texto en " L a zona de libre comercio*', Boletín 
Económico de América Latina, Vol . V , N^ 1 (Santiago de Chile, 
marzo de 1960) , pp. 6-20. 
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de Bogotá y Caracas,2 todavía no ha llegado, a impul-
sar una acción multilateral concreta y estimó necesa-
rio propiciar una tercera reunión de consulta, aceptan-
do como sede la ciudad de Quito a invitación del go-
bierno ecuatoriano. 

5. Es interesante recordar que en su primera reunión 
(Bogotá, 13-18 de noviembre de 1958), el grupo de ex-
pertos grancolombianos mostróse en favor de alguna 
solución de tipo multilateral para los problemas rela-
cionados con el comercio recíproco y la complemen-
tación industrial. El grupo manifestó su simpatía en 
principio, por la fórmula de la zona de libre comer-
cio, como transición hacia la finalidad deseable, y a lar-
go plazo de la unión aduanera.3 

En el mismo sentido, en dicha reunión se formula-
ron diversas sugestiones relativas a la gradual prepara-
ción del camino hacia la colaboración económica mul-
tilateral. Aunque algunas de esas sugestiones han en-
contrado eco en los gobiernos y ciertos aspectos de ellas 
fueron luego tomados en cuenta por las comisiones 
mixtas colombo-venezolana y venezolano-ecuatoriana, 
se ha hecho claro que preocupaciones semejantes a las 
que pesaron en la, desestimación de la Carta de Quito 
siguen influyendo desfavorablemente sobre la posible 
concreción de un acuerdo multilateral entre los tres 
países. 

6. El establecimiento de la Asociación Latinoamerica-
na de Libre Comercio —que cubre la mayor parte del 
intercambio interlatinoamericano— introduce un nue-
vo elemento de juicio para el estudio de la política de 
cada país frente a un posible tratado multilateral de 
comercio y colaboración económica en la región. 

Los efectos del Tratado de Montevideo necesaria-
mente ejercerán cada vez mayor influencia, en el con-
junto de las relaciones comerciales de los países de 
América Latina. No sería extraño, además, que gravi-
te en la disposición psicológica general frente a los 
proyectos sobre eventual formación de un mercado co-
mún y que contribuya tanto a facilitar las respectivas 
decisiones como a la elección de los métodos destina-
dos a ejecutarlas. 

Obsérvese también que, concillando las reglas in-
herentes a la Zona de Libre Comercio con las caracte-
rísticas de sus economías en proceso de industrializa-
ción, los países del Tratado de Montevideo —de acuer-
do con preocupaciones parecidas a las existentes en los 
países grancolombianos— adoptaron dentro de aquel 

2 Véase infra, anexo I. Las actas de las reuniones de consulta ce-
lebradas en Bogotá y Caracas pueden verse en los documentos E / C N . 
1 2 / C . l / l l y E / C N . 1 2 / C . l / U / A d d . 2 , pp. 18-42. 

3 El acta de la citada reunión de Bogotá dice textualmente: "Se 
hizo notar que al comienzo la zona de libre comercio cubriría las rela-
ciones dada su proximidad geográfica y la existencia de ciertas carac-
terísticas y problemas comunes, pero en forma de comprender tam-
bién estos dos aspectos: a) la participación de cualquier otro país del 
área que desee tomar parte en condiciones de equitativa reciprocidad 
y b) la correlación o ulterior fusión de la zona así formada con otras 
ya existentes o que establezcan dentro de la región latinoamericana, y 
ello también sobre bases de reciprocidad" ( E / C N . 1 2 / C . 1 / 1 1 , op. cit., 
p. 38) . 

instrumento un sistema conforme al cual cada parte 
puede excluir del programa de liberación del intercam-
bio, bajo determinadas normas, ciertos artículos cuya 
producción desee seguir protegiendo. Por lo demás, 
como el Tratado se funda en la reciprocidad de con-
veniencias y prevé la celebración de acuerdos de com-
plementación industrial inspirados en el objetivo de 
facilitar la producción de equipos, manufacturas dura-
bles y ciertas materias primas que requieren alta den-
sidad de capital y amplias áreas de distribución, abre 
la posibilidad de tornar gradualmente competitivo en 
términos internacionales el precio de las respectivas ma-
nufacturas. 

7. En el curso de las consultas oficiosas practicadas por 
la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL con respecto a la 
próxima Reunión de Quito, se observó en medios gu-
bernamentales que es grande el interés por examinar 
a fondo si una fórmula como la de la Asociación La-
tinoamericana de Libre Comercio sería adecuada para 
encauzar la colaboración económica y el intercambio 
entre Colombia, el Ecuador y Venezuela, ya sea sus-
cribiendo un convenio parecido al Tratado de Monte-
video, circunscrito en una primera etapa a los tres paí-
ses, o mediante la participación individual de éstos en 
dicho Tratado. 

En instrumentos recientes, los gobiernos de los tres 
países han acordado consultarse antes de fijar posicio-
nes con respecto a acuerdos multilaterales suscritos en 
la región latinoamericana. 

8. Durante las consultas antes mencionadas se ha pues-
to de manifiesto que las opiniones de especialistas en 
política comercial —dadas a título personal y no ofi-
cial— denotan por el momento estas tendencias pre-
dominantes: 

a) Algunos consideran que el Tratado de Monte-
video ofrece una solución satisfactoria para los países 
grancolombianos, pues dentro de la flexibilidad que le 
es propia podrían encontrar solución conveniente para 
importantes problemas que les incumben, tales como 
el comercio fronterizo, el régimen para países de me-
nor desarrollo económico relativo y los acuerdos de 
complementación. 

b) Otros piensan que la vía del Tratado de Mon-
tevideo o de otro acuerdo multilateral —aun circuns-
crito a los tres países grancolombianos-—, si bien desea-
ble en principio, aún es prematura. Según este crite-
rio, de momento sería preferible procurar solución a 
los problemas de la expansión del comercio entre los 
países grancolombianos y del ensanchamiento de mer-
cados para ciertas producciones por medio de acuerdos 
bilaterales como el concluido hace poco entre Colom-
bia y el Euador. Se recuerda al respecto que este país 
tiene en estudio la posible concertación de un tratado 
bilateral con Venezuela. 

c) Por último, una tercera corriente de opinión, 
aún no desconociendo en principio el valor que los tra-
tados multilaterales pueden tener en determinadas con-
diciones para la aceleración y diversificación del des-
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arrollo económico, estimaría preferible buscar prime-
ro solución a los importantes problemas concretos del 
comercio fronterizo de los tres países y explorar cuida-
dosamente las posibilidades de complementación o in-
tegración industrial referidas a renglones determinados, 
en especial los petroquímicos. 

9. En medios oficiales surgieron preguntas como las 
siguientes: 

a) Si Colombia y el Ecuador se adhirieran al Trata-
do de Montevideo, en conjunto o separadamente, ¿les 
seria posible dejar en pie el tratamiento exclusivo conve-
nido entre esos dos países y en especial el referente a los 
productos agrícolas del Ecuador cuya libre entrada en 
Colombia establece el respectivo tratado bilateral? 
¿Cuál sería la situación de las concesiones arancelarias 
consagradas por el tratado entre Chile y el Ecuador? 

b) Con relación a las reglas del Tratado de Mon-
tevideo, para alcanzar el objetivo citado precedente-
mente en lo que respecta el Convenio entre Colombia 
y el Ecuador, ¿podría el Ecuador acogerse al Capítulo 
VIII de dicho instrumento, como país de menor des-
arrollo económico relativo? 

c) En la hipótesis de incorporarse Venezuela al 
Tratado de Montevideo, ¿se extenderían ipso facto a sus 
signatarios —con la mayor parte de los cuales no está 
vinculada hoy Venezuela por la cláusula de más fa-
vor— las concesiones arancelarias vigentes entre ella y 
los Estados Unidos? 

10. Las materias a que se refieren las preguntas seña-
ladas en el párrafo anterior y otras a las cuales se hará 
referencia más adelante, están relacionadas con el ré-
gimen de la cláusula de más favor. El Tratado de 
Montevideo la instituye en su forma más amplia, como 
regla fundamental de las relaciones entre los signata-
rios, con dos salvedades: la del tráfico fronterizo y la 
de concesiones especiales que las Partes Contratantes 
acuerden en forma transitoria a países de menor des-
arrollo económico relativo. 

En este informe se hacen más adelante algunas con-
sideraciones sobre el significado práctico de la cláusula 
de más favor en una zona de libre comercio, si .los 
países grancolombianos resolvieran crearla. De esas 
consideraciones se deduce que las exportaciones de Ve-

nezuela tendrían acceso a los regímenes aduaneros es-
peciales vigentes entre Colombia y el Ecuador que no 
sean propiamente de tráfico fronterizo, y las de Colom-
bia y Venezuela a los resultantes del tratado entre 
Chile y Ecuador. A su vez, se extendería a las expor-
taciones de Colombia y el Ecuador el tratamiento 
aduanero establecido para la mercadería norteamerica-
na en el convenio venezolano-estadounidense en vi-
gor. Ahora bien, si en lugar de crear una Zona de libre 
comercio especial, los tres países decidieran adherirse 
al Tratado de Montevideo, la misma extensión de tra-
tamiento tendría lugar de modo automático respecto 
de todos los países signatarios de este instrumento, 
conforme al artículo 18 de dicho Tratado. 

También más adelante se estampan algunas conside-
raciones sobre el alcance de las reglas contenidas en el 
Capítulo VIII del mismo Tratado, en cuanto permiten 
reservar ciertos beneficios arancelarios a los países cla-
sificados como de menor desarrollo económico relativo. 

11. Durante las consultas, algunas fuentes de los paí-
ses grancolombianos expresaron la opinión de que si 
estos países manifiestan inclinación por participar en 
el Tratado de Montevideo, bien podría ocurrir que les 
sea imposible hacerlo simultáneamente, pues tienen dis-
tinto alcance los problemas que esa participación ofre-
ce a su política comercial. Sería deseable en cambio, 
que el país o los países a los que sea dable adoptar la 
decisión de participar en ese instrumento lo hagan 
cuanto antes. Haciéndolo así, en su carácter de miem-
bros de la Asociación Latinoamericana de Libre Co-
mercio, podrían contribuir desde sus órganos a la bús-
queda y aplicación de las soluciones que en su seno 
deberán procurarse para facilitar el ingreso de los de-
más países grancolombianos. 

12. Sin duda que la próxima reunión de Quito ofre-
cerá buena oportunidad para examinar, en forma obje-
tiva y a la luz de una amplia discusión, temas de tanta 
importancia como los citados en los puntos preceden-
tes. Para ello, con el fin de facilitar la dilucidación y 
atendiendo a insinuaciones hechas durante las recien-
tes consultas, la Secretaría Ejecutiva de la CEPAL ha 
compilado los antecedentes que se resumen en este do-
cumento y en sus anexos. 

II. ¿ACUERDOS BILATERALES O RÉGIMEN MULTILATERAL? 

13. Acerca de este punto, la primera cuestión plantea-
da puede resumirse así: ¿conviene más a los países gran-
colombianos mantenerse, para sus relaciones recípro-
cas, en el plano de los convenios de comercio bilatera-
les, o sería mejor encauzarlas dentro de un instrumen-
to multilateral? 

Como se sabe, la creciente tendencia mundial ha-
cia la eliminación de los convenios bilaterales se viene 
materializando a través del régimen de acuerdos adua-
neros de efecto multilateral instituido por el Acuerdo 
General de Aranceles y Comercio (GATT) y por otros 

tratados. Entre éstos se hallan los del Benelux, la Or-
ganización Europea de Cooperación Económica, la Co-
munidad Económica de Europa, la Asociación Europea 
de Libre Comercio y en América Latina los correspon-
dientes a la zona de libre Comercio de cinco países 
centroamericanos,4 el mercado común de tres de ellos 5  

—en vías de ampliarse a cuatro 6— y la zona de libre 
comercio establecida por el Tratado de Montevideo. 

4 Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. 
5 El Salvador, Guatemala y Honduras. 
6 Nicaragua. 
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1. Ventajas del multilaterdismo 

14. Aparte de las razones económicas y políticas que 
en cada caso puedan aconsejar la concertación de tra-
tados multilaterales, no hay duda que desde el ángulo 
de la política comercial ofrecen notables ventajas prác-
ticas, en comparación con el régimen bilateral. El he-
cho de ser más de dos los países participantes aumenta 
las posibilidades de diversificación y crecimiento sano 
del intercambio. Además, y es lo más importante, el 
tratado multilateral permite establecer estímulos para 
mejorar el aprovechamiento de los factores producti-
vos, contribuyendo a que la economía de los países aso-
ciados se coloque gradualmente en situación de dar a 
dichos factores satisfactorio nivel de empleo en condi-
ciones competitivas. 

De otra parte, aunque los órganos de dirección y 
administración del tratado multilateral carezcan de ca-
rácter supranacional, la continuidad que les es propia 
y la especialización consiguiente de los representantes 
permanentes y de los funcionarios del secretariado cons-
tituyen elementos propicios —cuyo valor no puede des-
estimarse— para realizar con fruto la tarea sistemática 
necesaria que permita alcanzar los fines del respectivo 
instrumento. 

Entre los argumentos a favor del método multilate-
ral además de los citados, vale la pena señalar que este 
método franquea oportunidades —difícilmente propor-
cionadas por los tratados bilaterales— para participar 
en acuerdos de coniplementación por sectores indus-
triales y establecer así en el territorio nacional plantas 
que no podrían funcionar en condiciones económicas 
satisfactorias si se sustentaran en la sola demanda del 

mercado interno. El multilateralismo, además, hace 
posible o menos ardua la solución de problemas tales 
como los del crédito para financiamiento de exporta-
ciones y los derivados del transporte internacional. De 
otro lado, permite preparar bases comunes de negocia-
ción, para llegar a entendimientos comerciales y de 
otro carácter —que raramente resultan de la acción 
aislada— con terceros países o grupos de países. 

Más aún, no es descaminado pensar que el aprove-
chamiento de los recursos de instituciones financieras 
internacionales —piénsese, por ejemplo, en el Banco 
Interamericano de Desarrollo— se facilitará para los 
países que forman parte de tratados multilaterales me-
diante los cuales sea posible poner en práctica acuer-
dos de complementación, en cuyo financiamiento en-
contrarían esos recursos empleo altamente fructífero. 

2. Relación entre los resultados del instrumento 
y el número de países miembros 

15. Dentro de un instrumento multilateral, como ya 
se dijo, el margen para el comercio se ensancha a vir-
tud de la mayor variedad de producciones, facilitando 
la negociación tarifaria y el cumplimiento de las obli-
gaciones inherentes al respectivo tratado. 

En el caso de los países grancolombianos, esta apre-
ciación se confirma al observar la composición del co-
mercio recíproco entre Colombia, el Ecuador y Vene-
zuela y la del intercambio que mantienen con los sig-
natarios del Tratado de Montevideo.7 

7 Véase infra, anexo II. 

III. ALGUNAS CONSIDERACIONES ACERCA DE LOS EFECTOS DE UN POSIBLE TRATADO 
MULTILATERAL SOBRE LAS SITUACIONES EXISTENTES 

1. Características principales de los convenios vigentes 

a) Colombia 

16. Colombia sólo mantiene en vigor un convenio bi-
lateral sobre concesiones tarifarias: el que suscribió 
con el Ecuador en 1942, complementado mediante la 
convención adicional de 1943. 

17. El acuerdo de 1942 instituye la cláusula de más 
favor en materia aduanera, libera de impuestos el co-
mercio en tránsito y de derechos de importación en 
Colombia y en el Ecuador determinados productos pro-
venientes de la otra parte. Del tratamiento de más 
favor se excluyen las ventajas que se otorguen a países 
limítrofes relativas al tráfico fronterizo, o las resultan-
tes de uniones aduaneras. 

a) Los productos colombianos cuya entrada al 
Ecuador se libera de derechos son: telas de lana y las 
de algodón estampadas, especialidades farmacéuticas, 
productos químicos, artículos de vidrio y porcelana, ma-
nufacturas de hierro y acero, artículos de cuero, perfu-
mería y otros artículos de tocador, envases de hojala-

ta y tapas corona, maquinaría agrícola, útiles de labran-
za, cigarrillos, cigarros y tabaco en rama. 

b) Los productos ecuatorianos liberados son: arroz, 
cebada en grano, trigo, azúcar, cacao, frijoles, lentejas, 
lana animal e hilazas de lana y algodón, tejidos de al-
godón, casimires de lana, cemento, gasolina, gas car-
bónico, hielo seco, yeso, mantequilla, frutas frescas, 
carnes (en salmuera, saladas o en charqui) y madera 
de tagua manufacturada. 

18. El tratamiento arancelario establecido por el con-
venio colombo-ecuatoriano de 1942 tiene el carácter de 
exclusivo, según se convino entre las partes en atención 
a su vecindad e interpretando que era posible hacerlo 
así a virtud de resoluciones internacionales como la 
80 de la Séptima Conferencia Interamericana, de 24 
de diciembre de 1933, y la que el 18 de septiembre de 
1941 adoptó el Comité Consultivo Financiero Econó-
mico Interamericano. De hecho, ese régimen exclusi-
vo influyó poco sobre el comercio entre los dos países, 
pues el tratado contiene reglas que permiten aplicar 
restricciones cuantitativas a los productos convencio-
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nados, que se pusieron en práctica para subsanar des-
equilibrios en el balance de pagos y por otras razones. 
En otro aspecto, el carácter exclusivo del régimen, tam-
poco afectó mayormente el comercio de Colombia y 
el Ecuador con terceros países. Debe recordarse al res-
pecto que una porción sustancial del intercambio co-
lombo-ecuatoriano tiene lugar por la frontera terrestre 
y principalmente para abastecer regiones apartadas de 
la costa, por lo cual la competencia de otras fuentes 
de abastecimiento resulta difícil o imposible respecto 
de ciertos artículos. 

Con relación a este punto, es de señalar que en 
1945 el gobierno de los Estados Unidos manifestó su 
propósito de no reclamar el beneficio del tratamien-
to arancelario especial concedido por Colombia al 
Ecuador.8 

19. El tratado colombo-ecuatoriano de 1959 responde 
al propósito de reemplazar el de 1942 por otro más 
amplio. Según el nuevo tratado, numerosos productos 
agropecuarios del Ecuador entrarían libremente en Co-
lombia, hecho que facilitaría el desarrollo de la agri-
cultura de zona templada en la región andina ecuato-
riana, gracias a la posible inversión de capitales de 
ambos países. En la contrapartida figuran principal-
mente manufacturas colombianas, cuya importación al 
Ecuador queda con derechos rebajados o libre de ellos. 

20. Además del convenio con el Ecuador, dentro de 
América Latina, Colombia mantiene acuerdos de cláu-
sula de más favor con la Argentina, Bolivia, el Brasil y 
Chile. Obsérvese que tres de estos países son signa-
tarios del Tratado de Montevideo y el cuarto —Boli-
via—, que participó en las negociaciones de ese instru-
mento, estudia su eventual adhesión al mismo.9 Co-
lombia también ha suscrito con el Uruguay un acuer-
do, aún no ratificado, por el cual se establece entre 
ambos países el tratamiento de la nación más favore-
cida. En todos estos convenios, el tratamiento fue pac-
tado en forma incondicional, pero en los acuerdos con 
la Argentina, el Brasil y Chile quedan exceptuadas las 
ventajas que reconozca a países limítrofes con el fin 
de facilitar el tráfico fronterizo. De los arreglos con la 
Argentina y el Brasil se excluyen además los beneficios 
resultantes de la participación en uniones aduaneras o 
zonas de libre comercio. 

Los países del resto del mundo a los cuales Colom-
bia reconoce la cláusula de más favor son Bélgica, el 
Canadá,10 Dinamarca, España, los Estados Unidos, 
Francia, Hungría, Italia, Luxemburgo,11 Noruega, los 
Países Bajos, el Reino Unido de Gran Bretaña e Ir-

8 Véase Estudio del comercio interlatínoamericano ( E / C N . 1 2 / 
3 6 9 / R e v . l ) , op. cit, p. 93 y nota 102. 

9 Un Protocolo extendido por los países del Tratado de Montevi-
deo reconoce a Bolivia un plazo que expira el 31 de diciembre de 
1960 para suscribir ese instrumento con igual carácter de Estado sig-
natario. 

10 Las relaciones comerciales entre Colombia y el Canadá se ri-
gen por el tratado celebrado con el Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte. 

11 A Luxemburgo se aplica por extensión la cláusula de más favor 
estipulada en el convenio con los Países Bajos. 

landa del Norte, Suecia y Suiza. De estos acuerdos 
sólo tres —los suscritos con Hungría, Italia y Norue-
ga— excluyen del tratamiento de dicha cláusula las 
concesiones especiales fronterizas y las derivadas de la 
participación en uniones aduaneras o zonas de libre 
comercio. 

21. Colombia mantiene también un convenio de coope-
ración aduanera con el Perú, que rige para el comer-
cio de ciertas zonas de la frontera. Este acuerdo esta-
blece una tarifa aduanera común aplicable a un núme-
ro crecido de artículos y fija reglas, también comunes, 
para la percepción de los derechos que gravan a las 
numerosas mercaderías específicamente señaladas en el 
convenio. Colombia y el Perú no mantienen entre sí 
el tratamiento de la cláusula de más favor. 

22. La Federación Nacional de Cafeteros de Colom-
bia, con la autorización del Banco de la República, ha 
celebrado acuerdos privados con instituciones guberna-
mentales de comercio exterior de la República Demo-
crática de Alemania, Checoeslovaquia, Hungría, Ruma-
nia, Yugoeslavia y la Unión Soviética. Estos acuerdos 
—virtualmente pareos de productos— tienden a promo-
ver la exportación de café colombiano a cambio de 
mercaderías de las otras partes. Un acuerdo similar ha 
sido firmado con Israel. 

b) Ecuador 

23. Entre Chile y el Ecuador —países unidos por un 
tratado arancelario suscrito en 1949— se firmó otro 
en 1957. Éste instituye la cláusula de más favor con 
las excepciones siguientes: tratamiento especial acor-
dado a países limítrofes; ventajas dadas por el Ecua-
dor en virtud de la Carta de Quito; concesiones pro-
venientes de la participación de Chile o del Ecuador 
en acuerdos multilaterales de los cuales el otro Esta-
do no sea adherente, y ventajas otorgadas dentro de 
una unión aduanera o zona de libre comercio. 

24. El Tratado de 1957 libera de derechos arancela-
rios a la importación en Chile de bananas, piñas, maní, 
alcaloides y sus compuestos, algunas semillas oleagino-
sas, libros impresos, madera "balsa", corozo en pie-
zas y sombreros de paja toquilla. 

El Ecuador a su vez, libera los siguientes productos 
chilenos: avena con o sin cáscara, uvas, cerezas, guin-
das y manzanas frescas, libros impresos y periódicos, 
salitre sódico y potásico y sulfato de cobre. Chile de 
su parte, concede rebajas de derechos para el cacao y 
el café en grano, el aceite de ricino y el caucho en bru-
to. Por lo cual el Ecuador da concesiones para el co-
bre en alambres o barras, caños y tubos, ciruelas y uvas 
pasas, madera terciada (contraenchapada), dinamita 
y mecha para minas, garbanzos y vermouth. 

Hasta el presente sólo el Ecuador ratificó el trata-
do de 1957. 
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25. Los acuerdos "bilaterales con Chile y Colombia 
constituyen los dos únicos arreglos tarifarios vigentes 
entre el Ecuador y países de América Latina. Respecto 
al resto del mundo el Ecuador mantiene la cláusula 
de más favor en los tratados comerciales con el Cana-
da, España, Francia, Noruega, Suiza, Yugoeslavia, Ita-
lia y la República Federal de Alemania. Salvo para 
estos dos últimos países, en los demás tratados se ex-
cluyen del régimen de la cláusula las ventajas deriva-
das de la participación en uniones aduaneras o en zo-
nas de libre comercio. Igualmente se exceptúan las 
que se acuerden a Estados limítrofes y las derivadas 
de la Carta de Quito. El acuerdo con Francia estable-
ce, además, que quedarán fuera de la cláusula los pri-
vilegios concedidos por el Ecuador a naves colombia-
nas consideradas por la legislación de este país como 
nacionales (Flota Mercante Grancolombiana), así 
como a las mercaderías transportadas en esas naves. 

c) Venezuela 

26. Venezuela sólo ha otorgado concesiones arancela-
rias en el acuerdo celebrado con los Estados Unidos 
en 1939 y modificado en 1952. Además, mantiene la 
cláusula de más favor con Bolivia, el Brasil y El Sal-
vador entre los países latinoamericanos, y Bélgica, el 
Canadá, España, Italia, los Países Bajos12 y el Reino 
Unido, en el resto del mundo. De todos estos conve-
nios, los suscritos con el Canadá y los Estados Unidos 
consignan la excepción derivada de la participación en 
uniones aduaneras o zonas de libre comercio. El m o 
dus vivendi con el Canadá también excluye las venta-
jas que Venezuela reconozca a Colombia, el Ecuador 
y Panamá. 

27. Las concesiones otorgadas por Venezuela dentro 
del convenio bilateral con los Estados Unidos perdie-
ron parte de su importancia práctica desde mediados 
de 1959, cuando se establecieron restricciones de tipo 
cuantitativo. 

2. El mecanismo de negociaciones del Tratado 
de Montevideo 

28. Antes de considerar el efecto que sobre los conve-
nios vigentes de los países grancolombianos tendría su 
eventual participación en el Tratado de Montevideo, 
conviene destacar brevemente los aspectos principales 
del mecanismo de negociaciones de dicho Tratado. 

29. El compromiso básico que contraen los países par-
ticipantes en el Tratado de Montevideo consiste en 
eliminar los gravámenes y restricciones existentes so-
bre productos cuyo comercio signifique: 

a) lo esencial13 de sus importaciones desde los 

1 2 L a aplicación de la cláusula de más favor a los Países Bajos 
está condicionada. 

13 Se entiende por "esencial", en principio, una proporción de al-
rededor del 80 por ciento del total del intercambio o de las importa-
ciones, si de ellas se trata. 

otros países de la Zona, con un ritmo de eliminación 
del 8 por ciento en promedio anual. Las concesiones 
que resulten del cumplimiento de este compromiso se 
registrarán en la lista nacional del respectivo país; y 

b) lo esencial del intercambio conjunto de todos 
los países participantes. Para este compromiso no se 
ha establecido ninguna obligación de cumplimiento 
anual, sino que cada país procederá de acuerdo con sus 
propias conveniencias, siempre que tales productos que-
den totalmente liberados al terminar el período de 
12 años. 

30. Es de esperar que los países miembros, mediante 
las correspondientes negociaciones, promuevan la in-
clusión en las listas nacionales de artículos que no ha-
yan sido todavía objeto de comercio. Si bien ello es 
altamente deseable y el dejar de hacerlo estaría en 
desacuerdo con los propósitos del Tratado, es de seña-
lar que no existe compromiso específico en el sentido 
de expandir el intercambio con nuevos artículos, al 
menos en cuanto ello no fuera indispensable para cum-
plir las obligaciones colectivas provistas en los artícu-
los 4 (b) y 7 del instrumento. 

31. Cuando un país desee obtener concesiones para 
promover la exportación de nuevos artículos, solicita-
rá de otro u otros el otorgamiento de las concesiones 
necesarias para hacer posible tal exportación. Median-
te las negociaciones que al efecto tengan lugar, se es-
tablecerán las concesiones que a su vez, como contra-
partida, otorga el país que tomó la iniciativa. Las con-
cesiones así convenidas son extensivas a todos los miem-
bros de la zona de libre comercio, al principio en for-
ma gratuita. 

32. La gratuidad en la extensión de las concesiones es 
solo inicial, pues cuando, al amparo de las mismas, 
un tercer país comience a desarrollar exportaciones per-
sistentes, los países cuyas concesiones están siendo apro-
vechadas podrán solicitar la aplicación de las cláusu-
las del Tratado relativas al principio de reciprocidad. 
Tales cláusulas prevén una ulterior negociación. A través 
de ella, los países que están desarrollando sus exporta-
ciones otorgarán a su vez concesiones encaminadas a 
facilitar la realización de nuevas exportaciones por par-
te de los demás miembros de la zona de libre comercio. 

33. Se ha dicho antes que el compromiso firme e in-
mediato que contrae cada participante consiste en efec-
tuar rebajas de gravámenes y atenuación de restriccio-
nes sobre los productos que forman parte de lo esen-
cial de sus importaciones desde la zona. En la prácti-
ca, el alcance de ese compromiso es limitado. Al res-
pecto conviene recordar que en términos generales, el 
tráfico ya existente se realiza al amparo de exonera-
ciones o ventajas convenidas de modo bilateral u otor-
gadas unilateralmente. Es decir, en muchos casos el 
cumplimiento del compromiso se facilitará consolidan-
do tratamientos especiales, que están siendo aplicados 
desde antiguo. Por lo demás, ese tráfico ya existente 
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—tal como ocurre en el intercambio de ciertos produc-
tos de clima templado por otros tropicales— no suele 
competir con la actividad interna de los países que lo 
efectúan, pues por lo general corresponde a artículos 
no producidos en los países importadores. 

34. El otro compromiso asumido por los países miem-
bros del Tratado de Montevideo es, como ya se ha 
dicho, el de eliminar gravámenes y restricciones para 
los productos que signifiquen lo esencial del intercam-
bio conjunto de la zona. Estos productos no coinci-
dirán necesariamente con los que constituyen lo esen-
cial de las importaciones de cada país. En primer lu-
gar, del intercambio conjunto de la zona forman par-
te, como es lógico, las propias exportaciones de cada 
país participante. Así, será también obligación de cada 
uno eliminar los gravámenes y restricciones que recai-
gan sobre la importación de artículos de su exporta-
ción tradicional. Tal sería el caso, por ejemplo, del 
cobre y el salitre para Chile, o del café y los plátanos 
para el Brasil. En segundo lugar, parece improbable 
que la composición de las importaciones de cada país 
coincida con la composición del comercio conjunto de 
todos los participantes. 

Por todo ello, habrá el caso de productos que ten-
drán que ser liberados aunque no figuren habitual-
mente en la importación de un país determinado. Es-
tos productos estarán incluidos en la lista común del 
Tratado. No existe respecto de ellos el compromiso 
de efectuar una reducción anual determinada. Cada 
país dispone de 12 años para hacer las reducciones. 
Queda, pues, en libertad para distribuirlas a lo largo 
de ese plazo en forma tal que no se causen perjuicios 
a las situaciones existentes y que se promuevan las re-
orientaciones aconsejables en ciertos procesos produc-
tivos que pudieran verse afectados por la competencia 
exterior al cabo de dicho plazo de 12 años. 

35. El Tratado prevé un mecanismo adicional desti-
nado a promover y facilitar la eliminación de derechos 
y restricciones y, por ende, la expansión del intercam-
bio. Dicho mecanismo es el que suministran los acuer-
dos de complementación por sectores industriales. Me-
diante ellos y fundamentalmente en virtud de enten-
dimientos entre representantes de los medios económi-
cos interesados de cada país, podrá programarse la li-
beración para el intercambio de los productos del res-
pectivo sector industrial, de modo que el ensancha-
miento de mercados promueva la implantación o con-
solidación de determinadas actividades industriales, 
permita programar las inversiones necesarias y alcan-
zar las dimensiones de empresa más aconsejables des-
de el punto de vista económico. 

36. En resumen, el Tratado de Montevideo tiene 
como objetivos tanto la eliminación de gravámenes y 
restricciones que afecten el comercio existente como 
su crecimiento por la inclusión de nuevos artículos, y 
todo ello fundado en negociaciones basadas en la reci-
procidad de beneficios. 

3. Efectos en determinados convenios 

a) Convenio entre Colombia y el Ecuador 

37. Ya se dijo, que han sido formuladas diversas con-
sultas precisas sobre la forma como influiría en el tra-
tamiento arancelario exclusivo convenido entre Colom-
bia y el Ecuador la eventual participación de estos paí-
ses, o de alguno de ellos, en el Tratado de Montevideo. 

Las consultas se refieren a aspectos que merecen 
atenta consideración, pues ese tratamiento cubre im-
portantes renglones agropecuarios desde el lado de las 
importaciones colombianas procedentes del Ecuador 
y numerosas manufacturas desde el lado de las impor-
taciones ecuatorianas originarias de Colombia. 

Hay al respecto varias preocupaciones. En aparien-
cia, de aportar Colombia ese tratamiento a la zona de 
libre comercio en el momento de ingresar a ella, po-
dría ver debilitada su capacidad de negociación ulte-
rior ante los demás miembros. Ocurriría así porque 
de antemano habría autorizado la libre entrada de ar-
tículos agropecuarios cuya colocación en su territorio, 
en otro caso, podría haber sido objeto de negociaciones 
que conducirían a la consecución de contrapartidas en 
favor de productos colombianos. Al Ecuador, además 
de otras repercusiones, podría ocurrirle algo parecido 
respecto de algunas de las manufacturas incluidas en 
la lista de tratamiento exclusivo negociada con Colom-
bia, si tal tratamiento se incorporase en forma auto-
mática al régimen multilateral de la zona. 

Para facilitar el examen de estas cuestiones en la 
próxima reunión de Quito, se han hecho diversas pre-
guntas, como ya se adelantó en la Introducción de este 
informe. Dichas preguntas van indicadas a continua-
ción, seguidas de algunas aclaraciones preliminares que 
podrían ser útiles para facilitar las deliberaciones que 
tendrán lugar en la citada reunión. 

i) Transmisión automática de concesiones 

Primera pregunta: Las concesiones arancelarias con-
sagradas por el último tratado colombo-ecuatoriano 
¿tendrían que transmitirse automáticamente a los 
demás países del Tratado de Montevideo, o ello po-
dría suavizarse por la vía de considerar ese régimen 
como inherente al comercio fronterizo? 

38. El artículo 18 del Tratado hace automática la ex-
tensión. Por lo tanto, cuando un país se adhiere al 
Tratado aporta a los demás signatarios del mismo to-
dos los tratamientos de más favor o exclusivos conce-
didos por él hasta la fecha para la importación de mer-
caderías y servicios a su territorio, y recibe en favor de 
sus propias mercaderías y servicios los tratamientos más 
favorables vigentes para su importación al territorio 
de los demás miembros de la Zona. Los acuerdos de 
carácter bilateral de los cuales emanen esos tratamien-
tos siguen en vigor, aunque de hecho y como es lógico 
varía ipso facto el alcance real de tales tratamientos, 
los cuales pueden o no ser reajustados por nuevas ne-
gociaciones. 
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39. Como se dijo, es automático el aporte a la zona 
de los tratamientos de más favor y exclusivos de tipo 
bilateral vigentes entre los países signatarios. Parece 
difícil que tales aportes —en concordancia con la me-
cánica del Tratado— se computen inicialmente para el 
cálculo del cumplimiento por cada cual del compro-
miso de rebajar anualmente en promedio el 8 por cien-
to de los derechos aduaneros relativos a productos que 
importen desde el territorio de la Zona. Corresponde-
rá a los órganos del Tratado definir, en su tiempo, si 
habría ulteriormente la posibilidad de cómputo men-
cionada en el punto 41. 

40. Algunos pares de países signatarios del Tratado se 
conceden hoy entre sí ciertos tratamientos exclusivos 
de tipo bilateral. Existiría la posibilidad de denunciar 
en forma simultánea los convenios de los cuales sur-
gen esos tratamientos. Hecha la denuncia, los trata-
mientos exclusivos serían renovados o reajustados me-
diante nueva negociación con carácter multilateral den-
tro de la Zona, lo que permitiría computarlos dentro 
del compromiso de reducción arancelaria establecido 
en el Tratado. 

41. Se realice o no esa posibilidad, en todo caso el 
cómputo ulterior de las rebajas en favor del país que 
las aporta dependerá de la definición que antes de las 
negociaciones tarifarias había de hacerse entre los 
miembros de la zona, con respecto a lo que deba en-
tenderse por "derechos vigentes" para los fines de tales 
negociaciones.14 No sería extraño que el aporte se 
compute cuando corresponda a un tratamiento exclu-
sivo cuya extensión a los demás países de la Zona sig-
nifique una preferencia efectiva frente a otros provee-
dores, y ello quede de manifiesto en las negociaciones 
que tengan lugar en concordancia con los artículos 11 
y 14tí) del Tratado, éste último en cuanto se refiere 
al principio de reciprocidad. 

42. No parece fácil incluir el comercio internacional 
entre Colombia y el Ecuador comprendido en el tra-
tamiento exclusivo del tratado entre ambos países, aun-
que se realice por vía terrestre, en la definición de "co-
mercio fronterizo", para los fines de excluirlo de las 
reglas del Tratado de Montevideo, sobre todo si se 
considera que el artículo XVII del acuerdo colombo-
ecuatoriano ya contiene una definición muy restrictiva. 

Los países del Tratado de Montevideo no han pre-
cisado aún el concepto de "comercio fronterizo". Es 
posible que la definición sea fruto de negociaciones. 
Si el concepto resulta de una amplitud suficiente para 
permitir la exclusión de intercambios importantes, el 
país que con ello logre dejar fuera del Tratado de 
Montevideo un determinado tráfico, en contrapartida 
podría experimentar perjuicios de magnitud igual o su-
perior a la del beneficio recibido si lo lato de la defi-

14 Véase Antecedentes para una definición de Jo que debe enten-
derse por gravámenes vigentes a Jos efectos del artículo 5 del Tratado 
de Montevideo ( E / C N . 1 2 / C . l / W G . / 3 / 3 / A d d . l / R e v . l ) . 

nición le cierra el acceso a tratamientos exclusivos en 
otros sectores de la Zona. 

ii) Contrapartidas automáticas 

Segunda pregunta: ¿Cuáles serían las concesiones ex-
clusivas más importantes que podrían llegar a exten-
derse en forma automática a Colombia y el Ecuador? 

43. La Argentina se abastece exclusivamente de café 
brasileño: alrededor de 37 000 toneladas anuales con 
un valor aproximado de 35 millones de dólares. El 
café brasileño se halla libre en la Argentina del recar-
go cambiario del 20 por ciento sobre el precio cz/, re-
cargo que rige para el grano de otras procedencias. Apa-
rentemente este beneficio se extenderá a las importa-
ciones de café realizadas por la Argentina desde cual-
quier país perteneciente a la Zona. 

44. Véase ahora el caso del mismo producto en Chile. 
Este país aplica una reducción sustancial —más impor-
tante que las convenidas por el mismo dentro del GATT 
y con el Ecuador— a los gravámenes al café prove-
niente de cualquier país con el cual mantenga la cláu-
sula de más favor. La reducción emana en parte de 
un acuerdo con el Brasil, acuerdo según el cual Chile 
mantiene el impuesto ad valorem en la tasa reducida 
del 8.5 por ciento, en lugar de la general del 30 por 
ciento, y en parte de una decisión individual del go-
bierno de Chile. En virtud de esta última con el pro-
pósito de evitar al precio interno del café el alza re-
sultante de una modificación del tipo de cambio, exo-
nera al café del derecho específico de 35 centavos de 
pesos oro de 6 peniques por kilogramo bruto.16 

15 Por el tratado de 1937 entre Cuba y Chile, este país acordó 
no aplicar a la importación de café cubano derechos de aduana ni 
otros impuestos, cargas o gravámenes internos mayores que los míni-
mos vigentes al momento de la firma de dicho tratado. Esos mínimos 
eran: un derecho específico de 0.3? pesos oro de 6 peniques por ki-
logramo bruto y un impuesto ad valorem. Tal impuesto, que afecta-
ba a un considerable número de artículos, era de 3.5 por ciento sobre 
el valor cif, más un 5 por ciento sobre el valor nacionalizado de la 
mercadería. E l mismo tratamiento dado al café de Cuba fue exten-
dido por Chile a otros países, por intermedio de la cláusula de más 
favor. Posteriormente, el impuesto ad valorem subió en general al 30 
por ciento, sin afectar en la práctica al tratamiento negociado para 
el café. 

Cuando el tratado chileno-cubano de 1937 se sustituyó por el de 
1952, se suprimió la concesión al café cubano y consecuentemente al 
café de otros países que gozaba de ella en virtud de la cláusula de 
más favor. Para evitar las dificultades que el retiro de esa concesión 
causaría a la importación de café brasileño por el alza automática del 
impuesto ad valorem, mediante notas reversales de mayo de 1952, 
Chile mantuvo al grano del Brasil, y en consecuencia al de los otros 
países, con los cuales tenía la cláusula de más favor, el tratamiento 
originalmente concedido al café cubano por el convenio de 1937. 

Por otra parte, Chile negoció dentro del G A T T el derecho espe-
cífico para el café, reduciéndole a 0.25 pesos oro, aunque no el im-
puesto ad valorem del 30 por ciento. En el tratado de 1957 entre 
Chile y el Ecuador aquel país reconoce a éste un tratamiento igual 
al negociado dentro del G A T T . Sin embargo, en virtud de la cláusula 
de más favor. Chile aplica al café ecuatoriano —y también al de Co-
lombia— el tratamiento convenido con el Brasil, más bajo que el ne-
gociado dentro del G A T T . Por decisión propia, Chile liberó de de-
recho específico la importación de café en 1959, manteniendo la apli-
cación del impuesto ad va/orem del 8.5 por ciento concedido al Brasil. 
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45. AI comenzar a funcionar el Tratado de Montevi-
deo, regiría en Chile para el grano procedente de cual-
quier país de la zona el tratamiento actual, mientras 
el mismo tratamiento, es de presumir que dejará de 
extenderse a países ajenos a ella. Con esto, aparte 
de ser establecido el necesario margen entre los aran-
celes aplicados a la zona y al resto del mundo, el país 
importador computaría la diferencia de niveles aran-
celarios dentro del compromiso de reducción propio 
del Tratado. Al mismo tiempo, reforzaría su capaci-
dad negociadora con el Brasil, puesto que el margen 
podría implicar una sustancial concesión en favor de 
este país, a la cual correspondería con otra similar. Por 
lo tanto y siempre razonando a base de principios gene-
rales estaría dentro de lo posible que Chile dé en lo 
sucesivo al café de países ajenos a la zona el trata-
miento negociado en el GATT, que es el mismo previs-
to en el tratado chileno-ecuatoriano de 1957. 

46. Vale la pena anotar que el goce automático de las 
concesiones exclusivas —ya sea en el caso del café o de 
cualquier otro artículo— no significa que a la postre 
tal goce sea gratuito. El Tratado se inspira en la reci-
procidad de beneficios. En consecuencia, cualquier des-
equilibrio notorio en la magnitud de estos beneficios 
conduce a negociaciones destinadas a compensarlos, 
sobre la base de buscar niveles crecientes de intercam-
bio. Ello significa que la compensación no se procura-
rá por la vía del retiro de concesiones, sino intensifi-
cando las ya acordadas o incorporando nuevos artícu-
los al régimen de liberación. 

iii) Discriminaciones cambiarías 

Tercera pregunta: ¿Existen discriminaciones en prác-
ticas cambiarías que pudieran anular o reducir el 
valor de las concesiones otorgadas a través del me-
canismo de la zona de libre comercio? 

47. El tratamiento de más favor en el ámbito de la 
zona de libre comercio y la eliminación de graváme-
nes y restricciones alcanzan también en forma explí-
cita al régimen cambiario. No existe, pues, el peligro 
apuntado en la pregunta. 

iv) Clasificación del Ecuador como país de menor 
desarrollo económico relativo 

Cuarta pregunta: Parecería razonable clasificar al 
Ecuador, si se adhiere al Tratado de Montevideo y 
según opinan algunos expertos consultados, como de 
menor desarrollo económico relativo a los fines del 
capítulo VIH del Tratado. En tal caso ¿qué perspec-
tivas se abrirían para hallar una solución que dejara 
fuera del Tratado el tratamiento exclusivo colombo-
ecuatoriano? 

48. Si los países signatarios del Tratado aceptaran que 
el Ecuador se acoja a las reglas del capítulo VIII, ha-

bría varios caminos dentro de los cuales procurar una 
solución como la apuntada en la pregunta. En todo 
caso sería necesario que el Ecuador y Colombia —de 
resolverlo así— examinen previamente la posible fórmu-
la o fórmulas alternativas que con ese fin presentarían 
a la consideración de las partes contratantes del Tra-
tado de Montevideo. 

Tales fórmulas podrían responder a orientaciones 
como éstas: 

a) Dejar vigente el actual tratamiento bilateral co-
lombo-ecuatoriano, pero exceptuando de la cláusula de 
más favor de la zona el correspondiente a exportacio-
nes del Ecuador a Colombia; o 

b) Dejar vigente sólo este último tratamiento, con 
carácter de unilateral y exclusivo; o 

c) Reajustar el tratamiento, concordándolo con los 
otros beneficios que para exportaciones del Ecuador al 
territorio de los demás integrantes de la zona pudieran 
derivarse de la aplicación a este país del capítulo VIII 
del Tratado de Montevideo. 

49. Respecto del primer camino conviene recordar que 
parte apreciable del tratamiento exclusivo colombo-
ecuatoriano comprende artículos destinados al abaste-
cimiento de determinadas regiones interiores de am-
bos países. Dados el precio del transporte y otras ra-
zones, no parece fácil que la competencia de mercade-
rías similares provenientes desde otros países —aun 
otorgándoles el mismo tratamiento aduanero— tenga 
repercusiones restrictivas importantes en el intercam-
bio entre Colombia y el Ecuador. Sin embargo, sobre 
la producción nacional de cada uno de estos dos paí-
ses, respecto de los artículos comprendidos en el trata-
miento exclusivo colombo-ecuatoriano, la competencia 
extranjera de mercaderías similares tendrá mucho ma-
yor peso si ese tratamiento exclusivo se convierte en 
multilateral dentro de la zona de libre comercio. 

Siguiendo el segundo camino, Colombia no recibi-
ría compensaciones por el tratamiento que reconoció 
en favor del Ecuador, pero mantendría intacto su po-
der de negociación respecto de los demás países de la 
zona. 

En el caso del tercer camino, las bases del reajuste 
resultarían de las negociaciones que al efecto tendrían 
lugar en el seno de los órganos competentes de la Aso-
ciación Latinoamericana de Libre Comercio. 

50. La eventualidad de escoger alguno de los caminos 
precedentes o cualquier otro seguramente iría unida al 
resultado del estudio que cada país haga acerca de la 
forma como las posibles soluciones se reflejarían en el 
movimiento de los productos de intercambio. 

b) Tratado entre Chile y el Ecuador 

51. De los tres países grancolombianos, sólo el Ecua-
dor forma parte de un convenio sobre tratamiento 
aduanero para artículos determinados con un país sig-
natario del Tratado de Montevideo. Es el convenio 
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que celebró con Chile en 1957. La incorporación de 
Chile al Tratado de Montevideo —como ocurriría tam-
bién si el Ecuador participa en una zona de libre co-
mercio a la que no pertenezca Chile— sin duda dis-
minuirá el valor relativo de los tratamientos conveni-
dos en forma bilateral entre ambos países, pues es de 
presumir que los productos respectivos no participa-
rán en la liberación hecha en la otra zona. Recuérdese 
que el convenio chileno-ecuatoriano excluye de los efec-
tos de la cláusula de más favor los tratamientos deri-
vados de uniones aduaneras o zonas de libre comercio 
en que participen los contratantes. 

c) Tratado entre los Estados Unidos y Venezuela 

52. Este Tratado contiene la excepción a las uniones 
aduaneras y zonas de libre comercio. Actualmente, 
por razones de protección a la industria nacional, en-
tre otras, Venezuela tiene en vigor restricciones cuan-
titativas que limitan la entrada de diversos artículos 
para los cuales el convenio establecía un determinado 
tratamiento aduanero. Se tiene entendido que este ins-
trumento se halla en vías de ser reajustado por nego-
ciación entre sus signatarios. 

53. Si Venezuela se adhiriera al Tratado de Montevi-
deo, con relación a las reglas de éste la situación pare-
cería ser la siguiente: 

a) La cláusula de más favor pasaría a ser norma 
básica en las relaciones entre Venezuela y los demás 
miembros del Tratado. 

b) Las concesiones arancelarias que Venezuela re-
conoce a los Estados Unidos serían aportadas automá-
ticamente a los países del Tratado de Montevideo, pero 
con respecto a los artículos sometidos hoy a restriccio-
nes cuantitativas, la importancia práctica de la exten-
sión dependerá de las modalidades del régimen de li-
cencias. Este aporte podría ser computado en favor 
de Venezuela al calcularse la rebaja anual de graváme-
nes y restricciones que efectuaría en beneficio de las 
importaciones provenientes de la zona de libre co-
mercio. 

c) El aporte automático no sería gratuito, pues 
bajo el principio de la reciprocidad se negociaría el es-
tablecimiento de equitativas compensaciones en el caso 
de advertirse desequilibrios sensibles en la magnitud 
de los correspondientes beneficios. 

4. El nivel de salarios de la industria venezolana 

54. Cuando en 1958 fueron proyectadas por primera 
vez las bases de un posible y amplio mercado común 
de América Latina, se pensó en la reducción y elimi-
nación de derechos —gradual y computada sobre pro-
medios— extensivos a todas las mercaderías de la tari-
fa aduanera, fueran o no objeto de intercambio actual-
mente entre los países participantes. Entre las reaccio-
nes a que el proyecto de bases dio lugar en Venezue-
la, estuvo desde el comienzo la relacionada con las 
dificultades que sus altos salarios industriales —cuyo 

nivel en términos monetarios es relativamente supe-
rior al de otros países— le ocasionarían para competir 
dentro del mercado. Surgió entonces la idea de consi-
derar si, como medida de equidad, podría reconocerse 
a Venezuela alguna forma de tratamiento especial (por 
ejemplo, un ritmo de reducción de derechos más lento 
que el general fijado a los demás miembros). 

55. La situación es muy distinta frente al Tratado de 
Montevideo. Este no instituye la reducción y elimi-
nación de derechos respecto de todas las mercaderías 
de la tarifa aduanera, sino sólo para aquellas que son 
objeto de comercio entre los signatarios o que éstos in-
corporen a su intercambio mediante negociaciones y 
hasta alcanzar en tal reducción y eliminación una mag-
nitud equivalente a lo esencial del valor de aquel in-
tercambio, estimado para estos efectos —lo esencial— 
en aproximadamente el ochenta por ciento de su to-
tal. Dentro de este régimen cada país tendría margen 
para reservar a su propia industria el abastecimiento 
interno en los renglones respecto de los cuales estima 
conveniente conservar o establecer la protección adua-
nera, mucho más considerando que probablemente la 
generalidad de los países del Tratado tendrá interés 
coincidente por excluir de la liberación a artículos de 
industrias primarias en favor de cuyas producciones se 
reserva comúnmente el mercado nacional. 

Sin embargo, el Tratado puede abrir a Venezuela 
—como lo han visto algunos de sus hombres represen-
tativos— oportunidades tal vez insustituibles de expan-
sión industrial. La perspectiva de apoyarse en una 
demanda tan vasta como la que ofrecerá la zona de 
libre comercio en sectores para cuyo desarrollo se re-
quieren altas inversiones y avanzada mecanización —con 
la consiguiente baja en el significado proporcional del 
salario dentro de los costos en fábrica— facilitaría sin 
duda el cumplimiento de los programas nacionales re-
lativos a instalación de industrias tales como la del alu-
minio metálico, la siderurgia y determinadas líneas 
de la petroquímica. Es fácil concebir el impulso que 
la participación en el Tratado de Montevideo impri-
miría a algunas de estas industrias, como por ejemplo 
las de fibras textiles artificiales, el caucho sintético y 
ciertas materias primas plásticas, renglones todos para 
los cuales es muy dudoso que el nivel de salarios afecte 
a la capacidad de competencia de las respectivas ex-
portaciones dentro del territorio de la zona de libre 
comercio.10 

16 El informe sobre los recursos hidráulicos de Venezuela pre-
parado por la Secretaría Ejecutiva de la C E P A L —aun en versión 
preliminar— permite ver que la productividad de la industria manu-
facturera en ese país experimentó un notable aumento entre 1950 y 
1959, pasando de una posición inferior a la del promedio de toda la 
economía venezolana (excluyendo las industrias extractivas) hasta su-
perar dicho promedio en 37 por ciento» al final del mencionado perío-
do. E s de observar que el sector agropecuario muestra también en 
los mismos años un aumento importante de la productividad en tér-
minos absolutos. Los hechos señalados hacen pensar que, de mante-
nerse esas tendencias en la industria manufacturera y en el sector agro-
pecuario, el problema de la incidencia de los altos salarios sobre los 
costos comparativos estaría evolucionando favorablemente a influen-
cias del mejoramiento de la productividad. 
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De otra parte, es de presumir que cada país miem-
bro del Tratado se abstendrá de negociar la exporta-
ción o importación de una determinada manufactura 
si carece de capacidad competitiva o si comportara una 
competencia ruinosa para las similares de producción 
nacional, a menos que el sacrificio quede compensado 
mediante ventajas obtenidas en favor de otros artículos. 

56. Hay otro aspecto que señalar. Aparentemente el 
Tratado de Montevideo no excluye la posibilidad de 
negociar, dentro del marco de los acuerdos sectoriales 
de complementación industrial previstos en él, la de-
terminación de condiciones especiales para la reduc-
ción o eliminación de derechos, cuando la puesta en 
marcha de tales acuerdos deba conformarse a la situa-
ción real de los participantes. Entre otras, estas condi-
ciones podrían consistir en acordar transitoriamente a 
determinado país un tratamiento especial —por ejem-
plo, un ritmo de reducción de derechos más rápido-
para las exportaciones de productos comprendidos en 
el acuerdo de complementación del que ese país for-
ma parte. 

5. Intercambio de productos petrolíferos 

57. La eventual participación venezolana en la Asocia-
ción Latinoamericana de Libre Comercio hace necesa-
rio examinar con algún detenimiento las situaciones 
que en el interior de ella podrían surgir respecto del 
intercambio de petróleo y sus productos, que represen-
tan la quinta parte del comercio interlatinoamericano. 

Es sabido que la Argentina, el Brasil, Chile y el 
Uruguay son importantes compradores de petróleo, del 
cual adquieren cantidades sustanciales en Venezuela. 
La significación de ésta como proveedora de petróleo 
traería consecuencias, si este país participa en el Tra-
tado de Montevideo, para el cumplimiento del progra-
ma de liberación a que éste tiende. La inclusión de los 
hidrocarburos en dicho programa sería inevitable. Si 
actualmente los productos petrolíferos podrían excluir-
se de la lista común del Tratado —por representar ape-
nas el 2 por ciento del comercio global de los siete paí-
ses signatarios—, de participar Venezuela sin incluir 
el petróleo no sería posible componer una lista de 
productos cuyo valor alcance a lo esencial del inter-
cambio. 

58. La inclusión del petróleo en la lista común así 
como en las listas nacionales de los países habitual-
mente importadores, de hecho aparejaría para éstos una 
mayor facilidad en el cumplimiento del programa de 
liberación. Dada la magnitud el comercio de petró-
leo, su cómputo reduciría la importancia relativa de 
los demás productos susceptibles de ser incluidos en la 
lista común, y muchos podrían pasar a ser considera-
dos como marginales. Así, no sería obligatorio respec-
to de ellos la aplicación del programa referido. 

59. El petróleo crudo ya está exento de derechos en 
el Brasil y prácticamente también en la Argentina 

—los dos principales importadores—, con lo cual a di-
chos países les sería dable cumplir parte apreciable del 
compromiso de liberación sólo consolidando trata-
mientos existentes. El caso sería distinto en Chile y el 
Uruguay. En Chile existe un derecho específico de 
5.47 dólares por tonelada, además de un adicional ad 
valorem del 20 por ciento que aparentemente no se 
aplica. En el Uruguay hay un derecho específico y un 
adicional ad valorem calculado sobre cierto valor de 
aforo, gravámenes que suman alrededor de 3.18 dóla-
res por tonelada de petróleo crudo. En ambos casos, 
de la eliminación de gravámenes podría resultar un 
tratamiento especial beneficioso para Venezuela. 

60. También es distinta, con relación al petróleo cru-
do, la situación de los derivados del petróleo. Tanto 
la importación de la gasolina y el kerosene como la 
de fuel oil7 diesel oil y aceites lubricantes en los cua-
tro países señalados, está sometida a diversos gravá-
menes. (Véase el cuadro 1.) La liberación, por consi-
guiente, podría alcanzar cierta importancia práctica en 
favor de Venezuela.17 

61. Sin embargo, el valor de la liberación para Vene-
zuela se califica por una circunstancia derivada de las 
características del comercio de petróleo. En efecto, en 
muchos países las importaciones son realizadas exclusi-
vamente por organismos de comercio estatal —como 
la ANCAP en el Uruguay— o por estos organismos y al-
gunas grandes empresas de carácter internacional. En 
la política de compras de esos organismos y empresas 
para decidir las fuentes de aprovisionamiento pueden 
pesar más otras consideraciones que las derivadas de 
la preferencia aduanera. Sobre el particular debe re-
cordarse, no obstante, que esas empresas cuentan ge-
neralmente con filiales en Venezuela, por lo cual los 
efectos comerciales del tratamiento especial para el pe-
tróleo dentro de la zona de libre comercio podrían be-
neficiar considerablemente a dicho país. 

En cuanto a las compras de petróleo por organis-
mos estatales, habría que ver si el interés por obtener 
ciertas concesiones para colocar mercaderías en Vene-
zuela podría orientar esas adquisiciones hacia este país. 
Por lo demás, aunque el Tratado de Montevideo ca-
rece de reglas expresas acerca del comercio estatal, es 
presumible que los países miembros buscarán la ma-
nera de conducirlo en forma tal que no se restrinja el 
intercambio de productos comprendidos en el progra-
ma de liberación. En caso de resultar del convenio 
estatal restricciones a la importación, tales restriccio-
nes deberían irse eliminando conforme a las estipula-
ciones del Tratado. 

62. Por último, debe tenerse presente que la estructu-
ra El compromiso de eliminación de gravámenes se limita a aque-

llos que no tienen equivalente en un gravamen aplicable al artículo 
de producción nacional. En el caso de los derivados del petróleo tal 
situación es muy frecuente, aunque por lo general el artículo nacional 
sufre un gravamen menor que el artículo importado, como ocurre en 
el Brasil. La eliminación sólo correspondería, pues, a la parte del im-
puesto a la importación que exceda al impuesto interno. 
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Cuadro 1 

T R A T A M I E N T O A L A I M P O R T A C I Ó N D E P R O D U C T O S P E T R O L Í F E R O S E N A L G U N O S PAÍSES L A T I N O A M E R I C A N O S a 

Argentina 

Unidad derecho específico 
Derecho específico 

Brasilb 

Gravamen efectivo de importación sobre costo cif (por-
cientos) 

Chile 

Unidad derecho específico 
Derecho específico 

G A T T 
Derecho ad-valorem (porcientos) 

G A T T (porcientos) 
Derecho adicional (porcientos) 
Depósito previo (porcientos) 

Uruguay e 

Petróleo 
crudo 

Ton 
0.2 

5.47 « 

20.0 

Fuel-oil 

Ton 
0.018 

— 35.0 

T M B T B 
5.47 ® 2.47 « 

3 0 / 3 3 d 

5.0 (30ds) 

Gas-oil 

Ton 
0 .24 

40 .0 

T B 
2.47 c 

3 0 / 3 3 d 

Diesel-oü Kerosene Gasolina 
corriente 

Ton 
0.1 

40 .0 

T B 
1.35 c 

3 0 / 3 2 a 

1 000 Its 
0.6 

50.0 

100 Its 

30 

5.0 (30ds) 5.0 (30ds) 5.0 (30ds) 

1 000 Its 
0 .6 

37.5 

100 Its 
1.33 c 

Aceites lu-
bricantes a 

granel 

Ton 
3.6 

75 .0 

T 
51.5 
30.9 

3 0 / 3 9 
3 0 / 3 5 

5.0 (30ds) 5.0 (30ds) 

Unidad derecho específico  . . T B T B T B 100 Its 100 Its T 
Derecho específico  . . 0 .34 4 .0 1.8 0 .36 1.38 0 .89 
Derecho ad-valorem (porcientos)  . . 21.2 84.8 84.8 25.3 20.2 45 .5 
Aforo oficial  . . 8 .8 14.0 10.5 1.29 3.51 4.21 
Impuesto transferencias s/pagos (porcientos) 0.1 

a El presente cuadro presenta los derechos específicos y el aforo oficial calculado en dólares. 
b A los efectos de la aplicación del impuesto único, la conversión a cruceros del valor cif en dólares se hace al tipo de cambio para la importación de estos productos (100 cruceros por dólar al presente) y no al tipo 

de cambio del dólar fiscal, que es el que se utiliza para dicha conversión para las demás importaciones, y que es en la actualidad de 180 cruceros por dólar. En consecuencia el derecho de importación efectivo 
sobre el costo cif en dólares, en términos comparables con el aplicado a las otras importaciones, resulta ser sólo el 55.6 % del gravamen indicado. Todos estos productos se importan fuera de remate, con tipo de 
cambio favorecido o subsidiado (al presente de 100 cruceros por dólar) , dentro de lo establecido por el Art. 50 incisos 1 y 2 de la Ley de Tarifa Aduanera, y en los montos fijados anualmente en el presupuesto 
de divisas. Las importaciones en exceso de tales montos tendrían que realizarse dentro de la categoría especial. La importación de estos productos está exenta de la tasa de 5 % de despacho aduanero. 

c En el derecho específico se ha incluido el impuesto de desembarque de S 20.0 oro por tonelada métrica. 
d La primera de las dos cifras indica el derecho ad-valorem aplicado sobre el valor nacionalizado. La segunda corresponde al equivalente estimado sobre el valor cif. 
e La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP) tiene el monopolio de la importación de petróleos y derivados, que introduce libre de gravámenes aduaneros. Cuando previa autorización da 

la ANCAP, esos productos son importados por empresas particulares pagan los gravámenes. 



ra actual del comercio interlatinoamericano puede ex-
perimentar modificaciones muy amplias como conse-
cuencia del desarrollo de la producción petrolífera en 
diversos países como la Argentina y Bolivia. En pocos 

años más, algunos países bien pueden convertirse en 
exportadores de volúmenes de importancia, para cuya 
colocación podrían buscar seguridades a través de los 
mecanismos de la zona de libre comercio. 

I V . O T R O S A S P E C T O S 

63. A continuación se consideran brevemente otras ma-
terias que suscitaron interés durante las consultas he-
chas para preparar la reunión de Quito. 

1. Excepciones en las cláusulas de más favor 
convenidas con terceros países 

64. La incorporación a una zona de libre comercio trae 
consigo la necesidad de introducir en forma implícita 
o expresa la excepción en el régimen de la cláusula de 
más favor que se hubiere pactado con terceros países. 
Si la excepción no contara con el asentimiento de ellos, 
queda el camino de revisar el convenio donde dicha 
cláusula está contenida después de comprobar si en 
verdad hay o no perjuicio para productos específicos 
habitualmente importados desde países ajenos a la zona. 
Tal podría ser el caso de los convenios celebrados por 
Colombia, el Ecuador y Venezuela con terceros paí-
ses. Aquellos, por no ser miembros del GATT, se en-
cuentran fuera de los efectos de la excepción automá-
tica reconocida a sus partes contratantes cuando cons-
tituyen una zona de libre comercio encuadrada en sus 
reglas. 

Sin embargo, se halla dentro de lo razonable que los 
países grancolombianos, si forman o se hacen miem-
bros de una zona de libre comercio, obtengan el reco-
nocimiento implícito o expreso de la excepción, en es-
pecial si la respectiva zona observa las reglas estable-
cidas por el GATT. De otro lado, el problema del re-
conocimiento de la excepción está de antemano re-
suelto en el caso de algunos tratados mediante las sal-
vedades contenidas en ellos. 

2. Negociaciones aduaneras entre órganos de dos 
tratados multilaterales 

65. De establecerse por los tres países una zona de li-
bre comercio especial, ¿podría esta zona, por medio de 

sus órganos, celebrar negociaciones tarifarias con los 
del Tratado de Montevideo? 

Como ambas se fundarían en la fórmula de la zona 
de libre comercio, ninguna identificará o unificará la 
tarifa externa de sus miembros. Por lo tanto, éstos se 
verían en el caso de negociar individualmente con los 
de la otra, ya que no serían practicables las negocia-
ciones de grupo a grupo. 

3. Participación de un mismo país en dos 
tratados multilaterales 

66. ¿Podría un país ser simultáneamente miembro de 
dos zonas de libre comercio? No se ve cómo podría 
hacerlo, a menos que en cada zona se le concediere la 
excepción del tratamiento de la nación más favorecida 
respecto de las concesiones concertadas en la otra zona 
de todos modos. Es un caso no previsto por el Tra-
tado de Montevideo y evidentemente debería ser obje-
to de negociación en su oportunidad. 

4. Depósito del instrumento de adhesión 

67. Para poner en vigor el Tratado de Montevideo se 
requiere que no menos de tres países signatarios depo-
siten el respectivo instrumento de ratificación. El 
Tratado comienza a regir 30 días después de deposi-
tarse el instrumento correspondiente a la tercera de 
ellas. En cuanto así ocurra, los países latinoamerica-
nos no signatarios pueden hacerse miembros del Tra-
tado mediante el depósito de un instrumento de adhe-
sión. Éste surte pleno efecto 30 días después de hecho 
tal depósito, pues la adhesión constituye en sí misma un 
acto definitivo. Por ello, si para formalizar la adhesión 
se requiere en el respectivo país la aprobación parla-
mentaria, tal aprobación debe ser previa al depósito 
del instrumento. 
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Anexo I 

ALGUNAS POSIBILIDADES COMERCIALES Y DE COLABORACIÓN ECONÓMICA 
E N T R E COLOMBIA, EL ECUADOR Y VENEZUELA 

Durante las reuniones de consulta sobre política comercial rea-
lizadas en Bogotá y Caracas en noviembre de 1958 y mayo de 
1959, se evidenció la conveniencia de explorar a fondo las po-
sibilidades de intercambio y de colaboración económica que pa-
recen existir o son convenientes con relación a los siguientes 
renglones: 

1. Sector agropecuario 

Algodón de fibra larga: Exportaciones del Ecuador a Colombia 
y Venezuela. Inversión en el primero de esos países de ca-
pitales mixtos para el fomento de aquel cultivo. 

Cebada malteada: Abastecimiento ecuatoriano para cervecerías 
colombianas situadas cerca de la frontera con el Ecuador. 
Exportaciones de éste y de Colombia a Venezuela. 

Ganado y carne: Contribución de la ganadería de raza de Co-
lombia y del Ecuador al programa de fomento bovino vene-
zolano. Abastecimiento de ganado en pie para matanza y 
carne desde Colombia a Venezuela. 

Ganado lanar: Exportaciones de lana ecuatoriana a Colombia. 
Fomento de la ovejería ecuatoriana a través de inversiones 
mixtas de los dos países. 

Productos lácteos: Importaciones en Colombia y Venezuela de 
productos ecuatorianos. 

Trigo: Abastecimiento de trigo ecuatoriano para Colombia y 
Venezuela. 

Semillas de maíz: Exportación de los tipos híbridos para clima 
cálido y templado cultivados en Colombia, al Ecuador y Ve-
nezuela y de los tipos blando y duro ecuatorianos a Co-
lombia. 

Semillas de papa: Algunas variedades especiales colombianas para 
Venezuela. 

Tabaco rubio: Abastecimiento venezolano para la industria del 
ramo de los otros dos países. 

Cueros de becerro: Exportaciones del Ecuador a Venezuela. 
Harina de pescado: A Colombia desde el Ecuador. 
Harina de plátano: Posible acuerdo colectivo para fomentar la 

industrialización del plátano no exportable y sus subproduc-
tos, con miras a la producción de harina y alimentos balan-
ceados, de consumo animal, para los tres países. 

Conservas de pescado: Entendimiento entre Colombia y Vene-
zuela para elaborar en este país —utilizando aceite y envases 
colombianos— de enlatados para consumo en Colombia. 

Maderas: Fabricación de triplex colombiano para el Ecuador y 
exportación de madera de balsa de este país a Colombia y 
Venezuela. 

Carbón: Exportación de Colombia al Ecuador. 
Arroz: Desde el Ecuador a Venezuela, mientras persista en ésta 

el déficit de producción en dicho grano. 

2. Industria textil 

Las posibilidades en este campo experimentarían la limitación 
que les impone el desarrollo —relativamente avanzado, pero de 
distinto nivel en cada país— de la industria del ramo en Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela. Sin embargo quedó de mani-
fiesto que, por no cubrir actualmente todas las líneas de pro-
ducción, sería deseable formular para los tres países un progra-
ma conjunto de producción selectiva con destino al área gran-

colombiana. Este programa de complementación se apoyaría en 
un régimen aduanero especial. 

Desde la misma área y en el ramo textil Venezuela impor-
taría hilados finos, fibras de rayón, algodón hidrófilo y tejidos 
sanitarios, y exportaría a ellas resinas sintéticas para textiles arti-
ficiales e hilados hechos con esas resinas. 

3. Industria química 

En este sector y especialmente el petroquímico, convendría ce-
lebrar ciertos acuerdos tendientes a combinar producciones y 
mercados, como también a intercambiar informaciones y expe-
riencias tecnológicas. La posibilidad de concertar tales acuerdos 
se fortalece por el hecho de que en general los respectivos pro-
yectos nacionales se encuentran en la etapa de planeamiento o de 
iniciación práctica. La especialización parece especialmente ne-
cesaria en renglones tales como el de las materias primas plásti-
cas y el caucho sintético. 

Venezuela exportaría urea y nitrato de amonio al Ecuador, 
así como grano para fabricar láminas de polietileno. 

4. Industria siderúrgica 

La complementación podría referirse en una primera etapa a los 
siguientes renglones: coque para siderurgia, tubos para la indus-
tria petrolera, productos planos, estructuras metálicas, hojalata, 
estampados en planchas gruesas, tractores e implementos agrí-
colas. 

5. Orientaciones para la complementación sectorial 

En las aludidas reuniones de consulta se recomendó que, al estu-
diarse las bases de la posible complementación de los sectores 
industriales antes mencionados, se esclarezcan aspectos como los 
siguientes: 

a) Problemas relacionados con el diferente significado pro-
porcional del salario en los costos industriales de cada 
país; 

b) Efectos de la demanda conjunta grancolombiana sobre los 
costos unitarios de producción; 

c ) Política común sobre inversiones privadas; 
d) Política comercial —especialmente aduanera— necesaria 

para impulsar los acuerdos de complementación; 
e) Participación de los demás países latinoamericanos en di-

chos acuerdos; 
f) Colaboración de representantes de la industria privada, y 
g) Incremento del comercio con el resto de América Latina. 

6. Complementación económica 

La reunión de Caracas recomendó la celebración de un convenio 
de cooperación técnica entre las entidades de planeación de Co-
lombia, el Ecuador y Venezuela, respondiendo al objetivo de 
esbozar en conjunto la política de desarrollo y colaborar con los 
comités de política comercial que crearía cada uno de los tres 
países con la finalidad principal de fomentar las relaciones co-
merciales recíprocas. 
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Para alcanzar tales propósitos, las tres entidades de planea-
ión efectuarían en colaboración los siguientes trabajos: 

a) Estudio de proyectos de desarrollo económico de las zo-
nas fronterizas; 

b) Elaboración de planes de producción para cuyo cumpli-
miento en condiciones de satisfactoria productividad con-
viene el mercado común; 

c ) Intercambio de informaciones sobre necesidades de asis-
tencia técnica, con objeto de complementarla y promo-
ver la utilización de expertos nacionales, y 

d) Comunicarse periódicamentei informaciones sobre sus in-
vestigaciones técnicas, así como sobre proyectos que pue-
dan ser de interés común. Para facilitar el cumplimien-
to del acuerdo se crearía como dependencia común a las 
tres oficinas de planeación, la Secretaría Técnica de Coo-
peración Colombo-Ecuatoriano-Venezolana. De la Secre-
taría Ejecutiva de la C E P A L se solicitó que colabore en 
la organización y funcionamiento de dicha entidad téc-
nica, así como en la ejecución de los estudios que lleve 
a cabo. 

» 
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Anexo II 

COMERCIO DE LOS PAÍSES GRANCOLOMBIANOS ENTRE Sí Y CON LOS SIGNATARIOS 
DEL TRATADO DE MONTEVIDEO 

1. El intercambio entre los países grancolombianos está referi-
do en su casi totalidad a productos alimenticios, que representan 
cerca del 65 por ciento de su comercio global. Si se excluyen 
los productos químicos y farmacéuticos, no se observa coinciden-
cia entre los artículos que integran dicho intercambio. En cam-
bio, se nota una apreciable complementaridad en el comercio 
recíproco: combustibles y otros productos petrolíferos de Vene-
zuela a Colombia y el Ecuador; arroz del Ecuador a Venezuela 
y cacao, azúcar, cereales y leguminosas secas a Colombia; teji-
dos de algodón, máquinas agrícolas y productos químicos de Co-
lombia al Ecuador y ajonjolí, máquinas para moler maíz o car-
nes y animales vivos a Venezuela. 

2. Comparando la composición de las importaciones de Colom-
bia, el Ecuador y Venezuela hechas desde ellos mismos con las 
que los tres países efectúan desde los de la zona de libre comer-
cio, se observa que mientras aquéllas comprenden sobre todo 
productos alimenticios, una gran proporción de éstas se compo-
ne de materias primas, productos intermedios y bienes de capi-
tal. (Véase el cuadro 2 . ) Sin embargo, Venezuela mantiene con 
respecto a la zona su característica de importador de alimentos. 

3. En relación con el régimen arancelario aplicado a los pro-
ductos que son objeto de intercambio entre los países granco-
lombianos, se aprecia que las importaciones básicas de Colom-
bia —cacao, azúcares, cereales y legumbres— se encuentran bajo 
el tratamiento especial concedido en los acuerdos comerciales co-
lombo-ecuatorianos de 1942 y de 1959. Los productos químicos, 
tejidos de algodón, maquinaria agrícola y ciertas máquinas y 
herramientas que el Ecuador adquiere en Colombia están tam-
bién comprendidas en el régimen aduanero preferencial de esos 
mismos acuerdos. Por lo que respecta a Venezuela, sólo un ar-
tículo de cierta significación en su comercio con Colombia —las 

máquinas de moler maíz o carne— se pactó en el convenio con 
los Estados Unidos. En cambio las importaciones de arroz, 
que en los años 1 9 5 7 / 5 8 representaron más del 60 por ciento 
del valor total de las compras venezolanas desde el área gran-
colombiana, están sujetas al requisito de permiso previo. 

4 . Por lo que respecta a las importaciones desde la zona, en el 
caso de Colombia se advierte que aproximadamente el 50 por 
ciento de ellas corresponde a artículos —lana cruda, algodón en 
rama, productos químicos— liberados de derechos en el acuerdo 
comercial con el Ecuador. Si Colombia extendiera este régimen 
a los países de la zona a través de la cláusula de la nación más 
favorecida, aparte de disminuirse la importancia relativa del tra-
tamiento preferencial acordado al Ecuador, los artículos ecuato-
rianos comprendidos en las concesiones posiblemente se verían 
en el caso de afrontar la competencia de similares provenientes 
de otros países de la zona. 

Por lo demás, la extensión automática del tratamiento cita-
do a la zona podría afectar la posición negociadora de Colom-
bia dentro de aquélla, pues los artículos comprendidos por las 
concesiones son muy numerosos. 

En cuanto a Venezuela, más del 40 por ciento de sus com-
pras en la zona corresponde a artículos pactados en el conve-
nio con los Estados Unidos, siendo especialmente importantes, 
dentro de aquéllas, las de productos alimenticios, ciertos produc-
tos químicos y cobre en alambre y cables. Debe señalarse, sin 
embargo, que un apreciable número de esos artículos —especial-
mente los de origen agropecuario y ciertas materias primas se 
encuentran en Venezuela sometidos al requisito de licencia pre-
via. Parece pues, que la extensión a la zona del tratamiento 
aplicado a los Estados Unidos vería sus efectos limitados en la 
medida en que las concesiones arancelarias propias de ese trata-
miento se encuentran reducidas por el sistema de licencia privada. 

Cuadro 2 

C O M E R C I O D E LOS PAÍSES GRANCOLOMBIANOS E N T R E Sí, Y C O N LOS D E L T R A T A D O D E M O N T E V I D E O . 
P R O M E D I O ANUAL 1957-58 

(Valores cif de importación en miles de dólares) 

Animales vivos (con excepción de 
pescados, crustáceos y molus-
cos) 

Productos de la pesca . . . . 
Quesos 
Arroz en grano descascarado . . 
Ajonjolí 
Aceitunas 
Coco o copja 
Cereales, legumbres y hortalizas . 
Alpiste, colza, mijo, puros o mez-

clados 

Importaciones desde los mismos 
Importaciones desde la Zona 

de Libre Comercio 

Colom-
bia 

Ecua-
dor 

Total 

Vene-
zuela Total Colom-

bia 
Ecua-

dor 
Vene-
zuela Total 

general 

50 50 9 4 45 331 470 520 
1 1 45 45 46 
4 4 1 547 548 552 

1 6 2 6 1 626 1 6 2 6 
113 113 113 

8 8 8 
37 37 37 

9 723 798 798 1 521 

39 39 39 

714 
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Cuadro 2 (Continuación) 

C O M E R C I O D E LOS PAÍSES GRANCOLOMBIANOS E N T R E Sí, Y C O N LOS D E L TRATADO D E M O N T E V I D E O . 
P R O M E D I O ANUAL 1957-58 

(Valores cif de importación en miles de dólares) 

Importaciones desde los mismos 
Importaciones desde la Zona 

de Libre Comercio Total 

Colom-
bia 

Ecua-
dor 

Vene-
zuela Total 

Colom-
bia 

Ecua-
dor 

Vene-
zuela Total 

general 

3 3 507 507 510 
9 9 9 

495 495 495 
1 386 1 386 1 386 

93 2 273 2 366 2 366 
7 7 7 
9 9 9 

9 9 9 
16 16 16 

4 614 4 614 
3 3 3 

10 10 10 
75 75 75 

123 123 123 
23 23 23 

8 11 11 19 
9 9 3 759 762 771 

48 48 4 8 
7 701 21 722 729 
4 39 39 4 3 

26 36 7 7 43 
540 540 540 

105 51 156 156 
137 137 137 

59 15 74 74 
772 49 111 932 932 

4 3 43 

49 49 49 
7 7 7 

97 97 97 
5 5 5 

9 9 9 
7 7 7 

39 39 39 

31 31 31 
42 42 226 226 268 

165 174 59 293 526 691 

14 14 138 138 152 
26 26 26 

6 6 43 43 49 
15 23 38 38 

21 21 13 13 34 
47 47 47 

1 1 145 145 146 

251 251 10 10 261 

Conservas y preparaciones . 
Avena con cascara . . . . . 
Avena sin cáscara . . . . 
Azúcares y dulces . . . . . 
Frutas frescas: uvas, manzanas 

peras, membrillos, etc. . 
Uvas secas 
Nueces con cáscara. . . . 
Nueces de coco del Brasil y sim 

lares 
Pimienta 
Cacao y sus preparaciones . 
Pasta de tomate 
Trigo en grano 
Pasto seco 
Huevos de aves 
Cera vegetal bruta . . . . 
Extractos, esencia y preparado 

de café 
Pieles y cueros curtidos . . . 
Pieles sin curtir 
Lana, crines y pelos . . . . 
Tejidos de lana pura . . . . 
Paja 
Extractos de quebracho . . . 
Extractos curtientes y tintóreos 
Malta 
Vinos 
Algodón en rama 
Tejidos de algodón 
Lana en masa, lavada, aun blai 

queada o teñida . . . . . 
Desechos de lana 
Hilados peinados, mercerizados 

no 
Hilos de seda artificial . . . 
Pino blanco y pichapan simpl 

mente aserrados 
Madera simplemente aserrada. 
Madera acepillada o machihem 

brada 
Madera ordinaria manufacturan 

en forma no especificada 
Especialidades farmacéuticas 
Productos químicos y farmacé 

ticos 
Productos biológicos excepto su 

ros orgánicos 
Cemento 
Carnaza y suela manufacturada 
Sebos y sus manufacturas . . 
Materias plásticas artificiales m 

nufacturadas en forma no e 
pecif icada 

Embarcaciones 
Plata manufacturada . . . 
Oro amonedado o en barra o li 

gote de no menos de 12 kg 

1 386 

4 614 

43 

7C 93 
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Cuadro 2 (Continuación) 

C O M E R C I O D E LOS PAÍSES GRANCOLOMBIANOS E N T R E Sí, Y C O N LOS D E L T R A T A D O D E M O N T E V I D E O . 
P R O M E D I O A N U A L 1957-58 

(Valores cif de importación en miles de dólares) 

y • , j , . Importaciones desde la Zona 
Importaciones desde los mismos d(¡ Ubre Comercio Tofd, 

Colom- Ecua- Vene- t t l ^olom- Ecua- Vene- T ¿ general 
bia dor zuela bia dor zuéla 

Preparaciones industriales: 
a) para aprestar telas . 
b) para limpiar calderas 

Abonos 
a) naturales y vegetales 
b) químicos 

Materias primas para trenzar y ta-
llar y otras materias primas y 
productos brutos de origen ve-
getal 

Aceites esenciales no alimenticios 
Asfaltos naturales 4 6 
Aceites comestibles 74 
Combustibles minerales . . . . 530 
Aceites de alquitranes y sus com-

ponentes 
Destilados ligeros de petróleo . 
Tubos compresibles en aluminio 

con tapa de rosca 
Tapas de presión con coronilla 

de metal 
Cartones y papeles 
Libros impresos, productos de ar-

tes gráficas 1 
Hierro, fundición y acero . . . 50 
Tuberías de hierro o acero no es-

pecificado, conexiones, llaves 
de paso, uniones 1 

Hierro y acero en barras . . . 
Hierro y acero semimanufactura-

do, en barras con ranuras, bo-
tones, costillas o aditamentos, 
en barras platinas 

Hierro y acero en manufacturas 
no especificadas 

Cobre 
Barras y alambre de cobre forra-

dos o no, batidos, etc. . . . 
Películas cinematográficas impre-

sas 
Instrumentos para artes y oficios 

no especificados 
Corcho manufacturado . . . . 
Automóviles, motocicletas, velo-

cípedos y otros vehículos . . 119 
Objetos de arte y colección . . 
Aparatos y artículos sanitarios . I 
Dispositivos no especificados para 

la protección de obreros . . 
Máquinas y aparatos para moler 

maíz o carne 198 
Máquinas para empaquetar mer-

caderías 49 
Trilladoras y desgranadoras . . 41 
Cocinas, calentadores de agua,-

hornos 
Calderas, máquinas, aparatos e 

instrumentos mecánicos así co-
mo sus piezas 97 

7 7 7 
5 5 5 

105 109 214 214 
112 112 112 

35 35 35 

6 6 6 
3 3 3 

4 6 35 35 81 
74 658 4 662 736 

530 530 

10 10 10 
162 162 162 

162 162 162 

39 39 39 
54 111 165 165 

1 5 1 6 7 
50 693 693 743 

1 1 390 1 390 1 391 
285 285 285 

630 630 630 

4 8 48 48 
69 13 82 82 

609 609 609 

H-
» 00
 

\J\
 

185 185 

25 25 25 
122 122 122 

119 119 
3 3 3 

2 111 111 113 

187 187 187 

198 1 1 199 

49 49 
41 41 

197 197 197 

97 69 69 166 
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Cuadro 2 (Continuación) 

C O M E R C I O D E LOS PAÍSES GRANCOLOMBIANOS E N T R E Sí, Y C O N LOS D E L TRATADO D E M O N T E V I D E O 
P R O M E D I O A N U A L 1957-58 

Importaciones desde los mismos 
Importaciones desde la Zona 

de Libre Comercio 

Máquinas-herramientas de 100 a 
más de 5 000 kgs 

Aparatos e instrumentos mecáni-
cos de 10 a más de 5 000 kgs. 

Máquinas y aparatos eléctricos y 
objetos destinados a usos elec-
trotécnicos, así como sus par-
tes sueltas 

Amianto en bruto 
Minerales no metálicos . . . . 
Sal, azufre, tierras y piedras, cales 
Instrumentos y aparatos de ópti-

ca, de medida, de precisión y 
otros instrumentos y aparatos 
no especificados 

Productos químicos preparados y 
demás productos para cinema-
tografía y fotografía . . . . 

Sulfato de bario natural y arti-
ficial 

Cables, cuerdas y cordeles de si-
sal, yute y abacá 

Redes para pesca 
Productos de cerámica . . . . 
Vidrios para construcciones . . 
Vidrios y obras de vidrio. . . . 
Travesanos de madera para ferro-

carriles 
Plomo en bruto 
Resortes de hierro o acero . . . 
Resortes para vehículos . . . . 
Instrumentos de medicina y ci-

rugía 
Otros productos 

Total productos 

Total general 

Total 

Colom- Ecua- Vene- Colom- Ecua- Vene- Tní/fí 
general 

bia dor zuela l otal bia dor zuela i oiai 

15 15 15 

102 102 1 1 103 

21 21 21 
2 2 2 

22 22 19 9 4 113 135 
106 106 106 

3 3 3 

109 109 109 

13 13 13 

11 11 11 
4 0 40 40 

25 25 25 
15 15 15 

27 27 27 

23 23 23 
21 7 51 79 79 

57 57 57 
62 62 62 

5 5 5 
34 34 34 

7 727 480 2 519 10 726 3 717 2 021 11 497 17 235 27 961 

7 732 720 2 690 11 142 3 750 2 578 14 847 21 175 32 317 

FUENTE: Estadísticas oficiales de comercio exterior de los países importadores. 
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Anexo III 

LA POLITICA COMERCIAL DE VENEZUELA 1 

1. A fin de facilitar los estudios relativos a las adaptaciones o 
reajustes que para su política comercial comportaría la parti-
cipación de Venezuela —actual o ulterior— en acuerdos multi-
laterales como el Tratado de Montevideo u otros dirigidos a la 
expansión comercial y a la colaboración económica interlatino-
americana, se reseñan brevemente a continuación las caracterís-

ticas y orientaciones del régimen contractual venezolano en el 
plano del intercambio. 

i Puede verse un informe sobre la política comercial de Colombia 
en Estudio del comercio inter/atinoamerícano ( E / C N . 1 2 / 3 6 9 / R e v . l ) , 
op. cif., pp. 90-96. La Secretaría Ejecutiva de la C E P A L tiene en pre-
paración otro estudio sobre la política comercial del Ecuador. 

A. C O N V E N I O S C O M E R C I A L E S 

1. Panorama general 

2. E n comparación con otros países latinoamericanos, son relati-
vamente pocos los convenios comerciales en que participa Vene-
zuela. (Véase el cuadro 3.) Los acuerdos de este país pueden 
dividirse en dos grupos que corresponden a etapas distintas del 
desarrollo de su economía. 

El primero de ellos es el de los convenios tradicionales de 
amistad, comercio y navegación, cuyas cláusulas —sin establecer 
rebajas o exoneraciones aduaneras para mercaderías determina-
d a s — se refieren al régimen de importaciones y exportaciones e 

incluyen reglas acerra del tratamiento a las personas naturales 
y jurídicas, agentes diplomáticos y consulares y a las naves. A 
este grupo, mencionando sólo los tratados hoy vigentes, corres-
ponden los suscritos con Bélgica ( 1 8 8 4 ) , Bolivia ( 1 8 8 3 ) , E l Sal-
vador ( 1 8 8 3 ) , España ( 1 8 8 2 ) , Italia ( 1 8 6 1 ) , el Reino Unido 
( 1 8 3 4 ) y la convención de 1920 para el restablecimiento de re-
laciones diplomáticas con los Países Bajos.2 

Algunos de estos tratados antiguos en actual aplicación, como 

2 El tratamiento de la cláusula de más favor a los Países Bajos 
está sujeto a ciertas condiciones. 

Cuadro 3 

V E N E Z U E L A : C O N V E N I O S C O M E R C I A L E S V I G E N T E S Q U E O T O R G A N L A C L Á U S U L A D E M Á S F A V O R 

Cláusula 

Incondi- Condi-
cional donai 

Art. Pás 

Excepciones convenidas 
a la cláusula 

Tráfico 
fronte-

rizo 

Unión 
aduane-

ra o 
zona de 
libre co-
mercio 

Países 
graneo• 
lombia-

n o s a 

Instrumentos en que fueron pactadas 

Denominación Fecha 

16 Bélgica . . . 

17 Bolivia. . . . 

* Brasil . . . . 
I 9 y 3° Canadá . . . 
18 y 20 El Salvador . 

4° , 69 y 

119 España . . . 

I X y X Estados Unidos 

4 9 Gran Bretaña 

8^ Italia . . . . 

39 Países Bajos . 

Tratado de amistad, co-
mercio y navegación . 1 .3 .1884 

Tratado de paz, amistad, 
comercio y navegación. 14 .10 .883 

Modus vivendi comercial 6 11 .6 .940 
Modus vivendi comercial 0 11 .10 .950 
Tratado de amistad, co-

mercio y navegación . 2 7 . 8 . 8 8 3 

Tratado de comercio y na-
vegación 20 .5 .882 

Tratado modificado de re-
ciprocidad comercial. . 28 .8 .952 

Tratado de amistad, co-
mercio y navegación. . 29 .10 .834 

Tratado de amistad, co-
mercio y navegación. . 19 .6 .861 

Convención para el resta-
blecimiento de las rela-
ciones diplomáticas . . 11 .5 .920 

FUENTE: "Convenios comerciales suscritos por la República de Venezuela que otorgan el tratamiento de nación más favorecida y permanecen en vigencia*', Ministe» 
rio de Relaciones Exteriores, Caracas, 1954. 

a Incluye Panamá. 
b La disposición pertinente corre inserta en el texto de la nota que conforma el modus vivendi. 
c Formalizados mediante cambio de notas entre el Ministerio de Relaciones Exteriores de Venezuela y la Representación diplomática respectiva y renovados anual* 

mente a su vencimiento. 
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también otros que en años recientes dejaron de regir,3 por obra 
de la cláusula de más favor contenidas en ellos, han tenido efec-
tiva importancia para la colocación de mercaderías en Vene-
zuela. Ha ocurrido así porque en este país la magnitud del flu-
jo de divisas provenientes de las exportaciones de petróleo ha 
permitido mantener a alto nivel las importaciones durante mu-
chos años, sometiéndolas a medidas de restricción o selección 
de mucho menor alcance que en los países donde se padece cró-
nicamente de dificultades en el balance de pagos. 

Así, mientras dentro de convenios en que participan otros 
países de América Latina el tratamiento de la cláusula de más 
favor con frecuencia perdió parte sustancial de su significado 
aduanero por obra del sistema de permisos previos, cuotas, prohi-
biciones, cambios diferenciales y otros resortes del control sobre 
el comercio exterior, en Venezuela la cláusula conservó en ma-
yor escala su carácter de factor que facilita positivamente la colo-
cación de los productos favorecidos. Esto se comprueba obser-
vando que países europeos, apoyándose en la cláusula, han lo-
grado aumentar apreciablemente su participación en el abasteci-
miento de Venezuela en ciertos artículos beneficiados con re-
bajas específicas por el convenio entre ese país y los Estados 
Unidos. A la inversa, hay países latinoamericanos que, por no 
continuar vigente el acuerdo sobre aplicación de la cláusula, han 
perdido posición proporcional en sus exportaciones a Venezuela 
respecto a artículos comprendidos en el convenio venezolano-es-
tadounidense. Sin embargo, en cierto grado ha disminuido la 
importancia de la cláusula respecto a las importaciones venezo-
lanas, pues el proceso de diversificación de su economía, entre 
otras causas, ha llevado al país a ampliar no hace mucho las res-
tricciones sobre la importación, extendiéndolas a diversos bienes, 
especialmente manufacturas. Cuando las restricciones inciden 
en artículos comprendidos en el convenio con los Estados Uni-
dos se aplican del mismo modo a los países que son abastece-
dores del mercado venezolano en artículos similares. 

3. El segundo grupo de convenios de Venezuela —muy restrin-
gido— es propio del período de transformación de la economía 
venezolana de agropecuaria a minera. Los rápidos cambios que 
estas transformaciones introdujeron en la estructura de la expor-
tación y el absoluto predominio alcanzado en ella por los hidro-
carburos, trajo nuevas orientaciones para la política comercial 
que tradicional mente seguía Venezuela. 

Los convenios de este grupo obedecen al propósito princi-
pal de asegurar mercados a los hidrocarburos. Entre dichos con-
venios hay en vigor uno solo que establece rebajas y consolida-
ciones de gravámenes aduaneros para determinadas mercaderías 
de importación: es el venezolano-estadounidense, que constituye 
de hecho el eje de la política comercial venezolana. Los demás 
instrumentos vigentes de este grupo son dos modus vivendi, co-
rrespondientes a países que revisten importancia para la coloca-
ción del petróleo venezolano: el Brasil y el Canadá. 

4 . E n su política comercial Venezuela se mantiene al margen 
del Acuerdo General de Aranceles y Comercio ( G A T T ) , hecho 
que parece relacionado con la especial estructura de su inter-
cambio. Cerca del 95 por ciento de las exportaciones del país 
consisten en productos petrolíferos, de lo que adquieren alre-
dedor de las tres cuartas partes de su volumen aquellos países 
con los cuales Venezuela mantiene, en virtud de acuerdos bila-
terales, el régimen de la cláusula de más favor, que le franquea 
tratamiento indiscriminatorio en los respectivos mercados. Pa-
rece como si la autoridad responsable de la política comercial 
venezolana hubiere estimado muy dudoso llegar a una relativa 
paridad de beneficios en el balance entre las nuevas o mayores 
concesiones —transmisibles a todos los países miembros del 
G A T T — que Venezuela obtuviera para su petróleo, y el hecho 
de extender a todos ellos, además de otorgarles otras nuevas, las 
rebajas y consolidaciones convenidas con los Estados Unidos. 
La magnitud del mercado importador venezolano y la libertad 

3 Los modus vivendi con Francia y Suiza no han sido renovados 
después de 1956. 

que ha prevalecido en el régimen cambiario a base del cual ope-
ra, se hallan evidentemente vinculadas a tal preocupación. Con-
sideraciones de esta índole parecen haber pesado cuando Vene-
zuela y los Estados Unidos reajustaron en 1952, al margen del 
G A T T , el convenio de 1939. Sin embargo, circunstancias que 
afectaron en forma importante el balance de pagos y la liqui-
dez del sistema bancario, debido preferentemente a un drenaje 
anormal de medios de pago externos, llevaron en noviembre de 
1960 a la necesidad de implantar un control directo sobre el 
movimiento de los cambios internacionales. 

L a persistencia de las causas que originaron tales medidas 
—que no es del caso analizar a q u í — bien podría conducir a una 
revisión general de las líneas tradicionales de la política comer-
cial venezolana. 

2. El acuerdo con los Estados Unidos 

5. La industria petrolera de Venezuela tiene en los Estados 
Unidos un grande y próximo mercado, que absorbe más de la 
mitad de las exportaciones totales de aquel país. El petróleo 
combustible pesado de Venezuela, especialmente, tiene una de-
manda importante en las plantas de energía, explotaciones mi-
neras, fundiciones y otras numerosas industrias de los estados 
atlánticos norteamericanos, donde a menudo productores nacio-
nales de petróleo y carbón abogan por la limitación de la co-
rriente abastecedora foránea. 

E n virtud del convenio de 1939 entre Venezuela y los Es-
tados Unidos, este país concedía una rebaja sustancial en el 
derecho de importación del petróleo, pero haciendo válida la 
rebaja sólo para una cantidad no superior al 5 por ciento del 
crudo refinado en los Estados Unidos en el año civil anterior 
a la respectiva importación. E n 1943, en el tratado entre Mé-
xico y los Estados Unidos se suprimió para ese país la limitación 
resultante de la cuota arancelaria mencionada. Por obra de la 
cláusula de más favor, Venezuela pasó a disfrutar entonces del 
beneficio de esa supresión. Ello duró hasta que en 1950 fue de-
nunciado el convenio mexicano-estadounidense. Su expiración 
restablecía la cuota arancelaria, creando un riesgo cierto de li-
mitación a las exportaciones venezolanas a los Estados Unidos, 
que ya en dicho año sobrepasaban al 5 por ciento del crudo 
tratado por las refinerías norteamericanas.. Fue así como en 1951 
más de la mitad de esas exportaciones, por exceder la cuota, no 
pudo aprovechar la rebaja prevista en el convenio de 1939 y 
hubo de cubrir para el excedente el derecho tarifario íntegro. 

6 . E n 1952 la revisión del convenio con los Estados Unidos 
permitió eliminar el sistema de cuota / Para la importación en 
este país se acordó un régimen con arreglo al cual los derechos 
se cubren según la gravedad del petróleo (grados A .P . I . ) . E l 
gravamen más bajo corresponde a los productos pesados, que 
representan alrededor del 45 por ciento de la producción vene-
zolana de crudo.4 

7. La revisión de 1952 estableció para ciertos derivados —ga-
solina y otros combustibles de motor, aceites lubricantes y cier-
tos productos parafínicos— un tratamiento similar al que los 
Estados Unidos ya habían negociado en el G A T T para iguales 
artículos. L a importancia de su inclusión en el instrumento de 
1952 parece residir en el hecho de que reconoce (artículo X V I I ) 
a ambos países contratantes la facultad de poner término a cual-
quier parte del convenio, previo aviso de 30 días. Si una deci-
sión de tal clase recayera en la cláusula relativa al tratamiento 
de más favor —razonando en hipótesis—, la inclusión a que se 
hizo referencia salvaguardaría la continuidad del referido trata-
miento arancelario para los correspondientes productos venezo-
lanos. 

4 El impuesto es Ys de centavo de dólar por galón (5.5. centavos 
por barril) si es de menos de 25 grados A.F.I. Si el producto es de 25 
grados A.P.I. o más, el gravamen es de ¥\ de centavo por galón (10.5 
centavos por barril). 
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8. Con relaoión al café, al cacao y al mineral de hierro, el ins-
trumento consolida la exoneración de derechos aduaneros en los 
Estados Unidos, donde tales productos, cualquiera que sea su 
procedencia, no están sujetos a gravámenes arancelarios. E n 
este sentido la consolidación los precave de los efectos de una 
eventual modificación en este régimen general. 

9 . Aunque desapareció la cuota arancelaria (véase supra, párra-
fo 6 ) , el instrumento de 1952 reconoce a los Estados Unidos 
—así como recíprocamente a Venezuela en cuanto concierne a 
sus importaciones desde dicho país— la facultad de suspender 
y a veces retirar el otorgamiento de una concesión aduanera, 
cuando su aplicación perjudique sustancialmente a produccio-
nes nacionales similares. La cláusula es de inspiración semejan-
te a las de escape contenidas en la carta del G A T T . 

10. Véase ahora la contrapartida venezolana a las concesiones 
aduaneras estadounidenses. Estados Unidos provee alrededor de 
los dos tercios de la importación total que efectúa Venezuela, 
importación que en 1959 llegó a aproximadamente 1 4 0 0 mi-
llones de dólares. Más o menos la mitad de las importaciones 
de origen estadounidense corresponde a artículos comprendidos 
en las concesiones. 

Con motivo del reajuste de 1952 , en forma de rebajas y en 
su mayor parte de consolidaciones, las concesiones aduaneras 
otorgadas por Venezuela cubren al presente bienes comprendi-
dos en 176 posiciones, entre las que se cuentan maquinarias y 
equipos, materias primas y un apreciable número de manufac-
turas y artículos alimenticios. 

11. C o n respecto al instrumento de 1939 , el de 1952 introdujo 
en las listas de artículos y en las rebajas y consolidaciones dife-
rentes modificaciones tendientes a estimular la diversificación 
de la economía venezolana. Sin embargo, el desarrollo de ésta 
en los años recientes plantea otra vez la necesidad de reajustes, 
de lo que serían síntomas las medidas selectivas y restrictivas 
adoptadas en el último tiempo por Venezuela y que ya fueron 
mencionadas. Bajo la forma de ampliación del régimen de li-
cencia previa, esas medidas alcanzan a diferentes artículos ali-
menticios y a otros como los cigarrillos, algunos licores, cables y 
alambre forrados y sin forrar, determinados aparatos electrodo-
mésticos y ciertos tipos de automotores para los cuales existen 
en Venezuela plantas de ensamblaje. 

12. Cabe recordar, por otra parte, que ya desde 1957 comenzó 
a aplicarse en los Estados Unidos un programa de restricciones 
voluntarias a las importaciones de petróleo crudo y derivados. 
Tales restricciones se convirtieron en obligatorias durante 1959 . 
Estarían originadas sobre todo en la diferencia cada vez mayor 
entre los costos de producción de los Estados Unidos y los de 
otros países, en el consiguiente aumento de importaciones en 
aquel país y en su efecto sobre la explotación petrolera nacio-
nal. Las restricciones ocasionan seria preocupación en Venezue-
la, pues es muy alta la dependencia de sus exportaciones petro-
líferas respecto del mercado estadounidenseJ5 

13. Cabe indicar, por último, que se ha hecho pública la existen-
cia de contactos entre las autoridades correspondientes de am-
bos países con objeto de avanzar en los estudios que conduci-
rían a la revisión del instrumento de 1952 . 

3. La política interlatinoamericana 

14. En general, comparándola con la de otros países, ha sido 
escasa la actividad contractual de Venezuela con respecto a la 
América Latina. Prácticamente no ha tomado hasta ahora ini-
ciativas en el sentido de concertar convenios comerciales. 

o 

5 Véase " E l desarrollo de la economía venezolana en el último 
decenio", Boletín Económico de América Latina, vol. V, N 9 1 (San-
tiago de Chile, marzo de 1960), pp. 28-29. 

Son complejos los elementos de juicio que explicarían la po-
sición venezolana. De una parte, distintos países de América 
Latina ofrecen un mercado atractivo y creciente para la coloca-
ción de productos petrolíferos. Pero en ningún caso es discri-
minatorio el régimen aduanero dado por ellos a las respectivas 
importaciones, cuyo curso depende en apreciable medida de 
factores tales como la cotización de precios competitivos por 
parte del vendedor y también, si se trata de crudos, de la espe-
cialización de las refinerías donde serán destilados. Por lo tan-
to, cualquier reducción o eliminación en el tratamiento aduane-
ro que Venezuela obtuviese en América Latina se transferiría 
de modo automático a otros países proveedores, a menos que 
tal reducción o eliminación se comprendiera en el cuadro de 
una zona de libre comercio o unión aduanera. 

1 5 . E n Venezuela, además, ni el gobierno ni las empresas pa-
recen convencidas de que sea útil aceptar como sistema la cele-
bración con países latinoamericanos de acuerdos para suminis-
tro de petróleo, cuyo cumplimiento implicaría — c o m o es el 
caso de muchas de las solicitaciones hechas al efecto a ese país— 
la obligación de recibir en contrapartida mercaderías latinoame-
ricanas cuyo precio puede ser superior al del mercado mundial 
y la inmovilización temporal de recursos resultantes de las ope-
raciones en compensación. 

16. N o obstante, a lo largo de los últimos 15 años en un nú-
mero limitado de casos Venezuela aceptó de países sudamerica-
nos la realización de pareos entre petróleo y otros productos, 
en general para cumplirlos con cargo a la regalía gubernamen-
tal constituida por el 16 .75 por ciento de la producción total 
de petróleo crudo. 

17. A la fecha no hay antecedentes disponibles sobre las pers-
pectivas reales que ofrecería la negociación del petróleo venezo-
lano de regalías en América Latina, aun de liquidarse las opera-
ciones correspondientes en dólares genuinos, como lo desea Ve-
nezuela en función del carácter fundamental del producto en 
su balance de pagos. Para esclarecer esas perspectivas resultaría 
útil relacionar el volumen resultante de esas regalías — p o r tipos 
de crudo en cuanto a sus grados A . P . I . — con las necesidades 
de cada país importador, la especialización de sus refinerías y la 
composición de la respectiva demanda. 

4. La cláusula de más favor 

18. Poquísimos —sólo t res— son los acuerdos vigentes en que 
se aplica el tratamiento de la nación más favorecida entre Ve-
nezuela y otros países latinoamericanos. Fuera de los antiguos 
tratados subsistentes con Bolivia y El Salvador, países que por 
razones geográficas y otras efectúan muy escaso comercio con 
Venezuela, ésta únicamente mantiene la cláusula de más favor 
con el Brasil. 

La observación de este hecho y también de la desaparición 
del régimen que para aplicación de la cláusula existía entre Ve-
nezuela y Chile, reviste cierto interés como elemento de juicio 
respecto de la trascendencia real que la extensión de ese régimen 
tendría para el desarrollo del comercio entre Venezuela y otros 
países latinoamericanos. 

a ) El "modus vivendi" con el Brasil 

19. E l modus vivendi con el Brasil es ya antiguo — d a t a de 
1 9 4 0 — , no obstante el precario carácter jurídico de un instru-
mento que requiere su renovación anual mediante intercambio 
de notas. E n sí mismo, este modus vivendi se reduce a la con-
sagración del régimen de la cláusula de más favor. 

E n escala mundial, el Brasil ocupa el cuarto lugar entre los 
compradores del petróleo venezolano y el primero entre los de 
América Latina. 6 Las exportaciones correspondientes reciben en 

6 Las exportaciones de petróleo de Venezuela al Brasil represen-
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el Brasil el tratamiento general e indiscriminatorio que este país, 
como en general todos los latinoamericanos, reconocen a los hi-
drocarburos. Dentro de dicho tratamiento general se exime de 
gravámenes al petróleo crudo. 

20. El hecho de que el modus vivendi extienda en beneficio de 
mercaderías brasileñas el mismo tratamiento aduanero que Ve-
nezuela reconoce a los Estados Unidos, ha tenido hasta ahora 
pocas repercusiones positivas. Las causas de ello son varias. El 
tratamiento favorece a diversos productos alimenticios de zona 
templada, de los cuales el Brasil no es exportador. De otra 
parte está el problema de los transportes. Pese a la relativa ve-
cindad del Brasil y Venezuela, son escasos los servicios navieros 
directos para el acarreo de mercaderías entre sus puertos marí-
timos. A menos de afrontar largas esperas, hay que incurrir en 
trasbordos que recargan considerablemente el precio de los fle-
tes. También influye en el pequeño aprovechamiento de las 
posibilidades que el modus vivendi parece ofrecer a la colocación 
de diversas manufacturas brasileñas la falta de organizaciones 
comerciales destinadas a impulsar y facilitar las respectivas ope-
raciones, análogas a las que existen con los mercados tradicio-
nales. Sin embargo, por iniciativa oficial y de las actividades 
privadas, se están realizando algunos esfuerzos para aumentar 
gradualmente el aprovechamiento de esas posibilidades. 

b ) El "modus vivendi" con Chile 

21 . La desaparición del tratamiento de la cláusula de más favor 
ocurrida en 1 9 4 8 para este modus vivendi, que venía rigiendo 
desde 1941, comenzó a surtir efectos restrictivos en perjuicio de 
diertas exportaciones chilenas a partir de 1952 . E n este año se 
inició la aplicación de las rebajas arancelarias acordadas por Ve-
taron en 1958 casi el 6 por ciento de la colocación total de ese pro-
ducto venezolano en el mundo. En el mismo año, las compras del 
Brasil llegaron a un tercio de las adquisiciones de petróleo de Vene-
zuela hechas por América Latina. 

nezuela a los Estados Unidos respecto de conservas de frutas de 
zona templada y ciertas manufacturas de cobre. A falta de la 
cláusula de más favor, desaparecida al caducar en 1948 el ya 
mencionado modus vivendi, tales beneficios e o pudieron exten-
derse a las exportaciones similares de Chile. Desde el año indi-
cado es visible en la estadística la disminución proporcional del 
abastecimiento chileno a Venezuela en los respectivos artículos.7 

c ) Otros acuerdos 

22. Entre los años 1934 y 1948, Venezuela fue parte de un 
acuerdo bilateral con Colombia por el cual se reglamentaba el 
comercio fronterizo, especialmente con respecto a exportaciones 
venezolanas de sal, vacunos y conservas de pescado. E n él se 
establecía la exoneración de derechos para el tránsito de mer-
caderías por Venezuela, pero sin implantar el régimen de la 
cláusula de más favor en lo concerniente al comercio entre am-
bos países. 

23 . Desde 1943 a 1949 rigió entre Venezuela y Haití un modus 
vivendi cuyo objeto era exclusivamente el establecimiento de la 
cláusula de más favor. 

5. Arreglos especiales 

24. Aparte de los acuerdos internacionales propiamente dichos, 
han solido hacerse arreglos administrativos entre el Banco Agrí-
cola y Pecuario de Venezuela y reparticiones estatales de otros 
países latinoamericanos —como, por ejemplo, el Instituto Na-
cional de Abastecimiento ( I N A ) de Colombia— para efectuar 
trueques de arroz, azúcar y maíz de esos países con excedentes 
de la industria venezolana de conservas y sobre la base de cu-
brir en dólares parte del valor de dichos excedentes. 

7 Las importaciones de alambre de cobre sin forrar provenientes 
de Chile representaban en 1952 más del 31 por ciento del total y en 
1956 sólo el 17 por ciento. 

B. R É G I M E N D E C O M E R C I O E X T E R I O R 

1. El arancel de aduanas 

25. E l arancel de aduanas de Venezuela fue reformado el 1Q de 
enero de 1959 . Su clasificación es la de la Clasificación Unifor-
me para el Comercio Internacional ( C U C I ) , particularmente 
en la forma como fue adaptada para la Nomenclatura Arance-
laria Uniforme Centroamericana ( N A U C A ) . Dicha reforma 
no modificó la antigua estructura de la parte impositiva del 
arancel, limitándose a trasponer a la nueva nomenclatura los de-
rechos existentes. 

26. E n el arancel predominan los derechos específicos, los cua-
les se suplementan en algunos casos como un impuesto ad va-
lorem que puede llegar hasta el 100 por ciento. Para artículos 
tales como radios, automóviles, refrigeradores y otros el arancel 
establece una escala de derechos específicos que varía según el 
peso unitario del producto respectivo. 

27. Para la liquidación de los impuestos ad valorem la autoridad 
competente puede determinar los valores de los artículos some-
tidos a dichos impuestos. 

28. Existen también diferentes recargos sobre el monto total 
de los derechos de internación, aplicables cuando ésta se efec-
túa bajo condiciones especiales o dejando de cumplir alguno de 
sus requisitos. Entre estos recargos se destaca el del 30 por 
ciento que grava las mercancías procedentes de las Guayanas 
o de territorios antillanos no autónomos. 

29 . Además de los derechos de importación indicados en el aran-
cel aduanero, se cobra un derecho consular que va del 2 al 3 Vi 

por ciento del valor fob de la mercadería, según sea el monto 
de la importación. 

2 . Importación 

30. E n fecha reciente 8 Venezuela modificó su tradicional sis-
tema cambiario al establecer un control directo sobre las trans-
ferencias de cambios internacionales. 

31. Conforme a las nuevas medidas, las divisas originadas por 
las exportaciones de mineral de hierro y demás minerales no com-
bustibles en lugar de liquidarse como anteriormente se hacía, 
en el mercado libre, serán adquiridas por el Banco Central al 
tipo de compra de 3,33 bolívares por dólar estadounidense. 

32. Con estas divisas, como también con las provenientes de la 
exportación de hidrocarburos, que el Banco Central adquiere al 
tipo de 3.09 bolívares por dólar, y asimismo con las ingresadas 
a dicho instituto como resultado de la conversión en moneda 
nacional de capitales introducidos al país con posterioridad al 
establecimiento del control cambiario, se cubrirán las siguientes 
necesidades: las del estado y sus institutos autónomos; importa-
ciones del sector privado, seguros y reaseguros; gastos de trans-
porte; mantenimiento de estudiantes y remesas para subsistencia 
de parientes y ciertas transferencias por movimiento de capita-
les y comercio invisible. A iguales fines destina el Banco Cen-
tral las divisas provenientes de exportaciones de café y cacao 
que le sean vendidas, siendo de advertir que el respectivo ex-
portador puede también liquidarlas en el mercado libre. 

8 8 de noviembre de 1960. 
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33. La compra de divisas destinadas al pago de importaciones 
se autoriza por el Banco Central, previo el aporte de los siguien-
tes datos: nombre del importador y género de actividades; nom-
bre del embarcador o despachante; descripción completa de la 
mercadería, con indicación de la respectiva partida arancelaria; 
valores fob y cif de aquella y país de origen. 

34. Cumplida la operación y autorizada por el Banco Central 
la adquisición de las divisas, ésta puede hacerse efectiva una vez 
llegada la respectiva mercadería a puerto venezolano o despa-
chada con este destino. Pueden, no obstante, en determinadas 
condiciones efectuarse anticipos y otorgarse garantía. En estos 
casos, se efectúa un depósito en moneda nacional equivalente al 
40 por ciento del valor de las divisas respectivas. Asimismo, se 
establece otro depósito de hasta 20 por ciento como garantía 
de determinados giros de divisas para hacer pagos a cuenta en el 
exterior. 

35. Los depósitos citados no devengarán intereses. Ingresarán 
al tesoro nacional como multa, si las operaciones para las cuales 
se constituyeron no se realizan en los plazos prefijados, que son 
de 120 a 180 días, respectivamente, si se trata de importacio-
nes provenientes del continente americano o de otro. En el 
caso de importaciones de bienes —como por ejemplo los de 
capital— cuyo despacho requiere generalmente un tiempo ma-
yor, el plazo puede extenderse hasta por dos años. 

36. El arancel de aduanas se utiliza por dos medios como ins-
trumento de política comercial: su escala de derechos y la exo-
neración de éstos, para las actividades productivas nacionales. 

37. Otro instrumento de la política comercial es el sistema de 
licencia previa para la importación, a través del cual se aplican 
restricciones esencialmente cuantitativas, que en algunos casos 
llegan a la prohibición. 

38. Las exoneraciones de derechos son totales o parciales. Pue-
den recaer en materias primas y productos intermedios o semi-
manufacturados, maquinarias, útiles y otros efectos destinados 
a explotaciones industriales o agropecuarias. 

Un requisito para conceder la exoneración en favor de mate-
rias primas es que no haya producción nacional de las mismas 
ni sucedáneos aprovechables para igual fin, o que se produzcan 
dentro del país en cantidad o calidad sustancialmente deficiente. 

Cuando hay producción nacional, la exoneración respecto 
de materias primas sólo se otorga hasta cubrir el déficit. A me-
nudo se concede a condición de adquirir cierta cantidad de ma-
teria prima nacional. En otros casos la exoneración se acuerda 

por. el monto comprobado de las necesidades de la empresa so-
licitante y por un período de habitualmente seis meses. 

39. Es numerosa la lista de materias primas y otros artículos 
para uso exclusivo de industrias que se importan con exonera-
ción total o parcial de derechos. El monto de las exoneraciones 
o rebajas para las mismas fue de algo más de 134 millones de 
bolívares (40 millones de dólares) en 1959, de 128 millones en 
1958 y de 106 millones en 1957. 

Además de las exoneraciones acordadas en favor de la in-
dustria manufacturera y de la agricultura, también por montos 
considerables, hay otras concedidas a la industria petrolera, a en-
tidades oficiales y a algunos artículos de consumo popular. 

40. El requisito de la licencia previa es básicamente una medida 
proteccionista y su objeto es controlar la importación de ciertos 
artículos iguales a aquellos cuya producción nacional se desea 
proteger o estimular. Es de observar que en casos excepciona-
les, la finalidad de ese requisito puede ser otra. Tal es el caso, 
por ejemplo, del trigo, en que la licencia previa tiene por objeto 
facilitar el cumplimiento de los compromisos del país con rela-
ción al respectivo convenio internacional. 

Para la mayoría de los productos sujetos a licencia previa, 
a través de ella se procura limitar la importación al déficit en el 
abastecimiento interno, o sea a la diferencia entre el consumo 
y la producción locales. Para tal fin a veces se fijan cuotas o se 
circunscribe la importación a ciertas épocas del año. Así ocu-
rre, por ejemplo, con la importación de ajos, cebollas, papas y 
otros artículos agropecuarios, que está sujeta a licencia fundada 
en cupos establecidos conforme a recomendaciones del Ministe-
rio de Agricultura y Cría. 

41. Para unos poco artículos la licencia previa sólo se otorga si 
el importador adquiere una cierta cantidad del mismo producto 
de origen nacional. 

42. La importación de algunos artículos está suspendida o es 
materia de estanco oficial. 

3. Exportación 

43. Las divisas correspondientes a las exportaciones de petróleo 
son compradas por el Banco Central al tipo de 3.09 bolívares 
por dólar hasta cierto monto y de 3.05 sobre el exceso. Para 
las demás exportaciones el tipo de cambio es de 3.33 bolívares 
por dólar. A las de café y cacao, en determinadas circunstan-
cias, se les conceden tipos especiales que pueden llegar hasta 
4.80 y 4.25 bolívares, respectivamente, en proporción variable 
y dentro de un sistema en el cual el tipo mejora a medida que 
baja el precio internacional del respectivo producto. 
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